F. Javier Díaz Revorio 


Profesor Titular de Derecho Constitucional on la 
Universidad de Castilla-La Mancha, Tolodo - España 


LA INTERPRETACIÓN ' 
CONSTITUCIONAL DE LA LEY 


Las Sentencias Interpretativas 
del Tribunal Constitucional 


Palestra Editores 


Lima — 2003 


Escaneado con CamScanner 


(COLECCIÓN: 
OJESIS & MONOGRAFÍAS EN S JERECHO 


Comitó de Dirección 
Profesores: 
samuel Abad Yupanqui 
Alfredo Bullard Gonzales 
Carlos Caro Corla 
Gorki Gonzales Mantilla 
Juan Morales Godo 


Editor l 
Pedro P, Grández Castro 


LA INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL. DE LA LEY 
Las Sentencias Interpretativas del Tribunal Constitucional 
F, Javier Díaz Revorio 

Primera edición para el Perú, febrero del 2003 


Queda prohibida la reproducción total o parcial de esta 
obra sin el consentimiento expreso de su autor, 


2 Copyright ; F, Javi Díaz Revorio 

2 Copyright 2003 ; Pausa Ebrrorts S.R.L, 
Jr. Ica 433 Of, 201 Lima 1 - Perú 
Telf, (511) 426-1363 / Telefax: (511) 427-1025 
E-mail; palestra@palestraeditores.com 
Website: www.palestraeditores.com 


Hecno i DEYÓSITO QUE ORDENA LA LEY 
Cen N,” 1501012003-0202 
TUY 


ISEN: 9972-73341- 


Impreso en el Perú Printed in Peru 


e) 200303081 


neado con CamScanner 


A María José. 
Porque aunque siempre has estado presente de algún 
modo, ya te iba tocando una dedicatoria para ti sola. 


* ko 


“(...) les venía diciendo, mi dilecta doña Ofelia y demás 
amigos, que los jurídicos, los políticos, los oradores sa- 
grados y los charlatanes de feria, cada uno a su atre y con 
sus condicionamientos, sus hábitos y aun sus prejuicios, 
siempre fueron muy aficionados a jugar con las pala- 
bras, que es entretenimiento muy peligroso, casi tanto 
como la ruleta rusa, y muy proclives a buscarles y darles 
a las palabras significados imprevistos y a insinuar, con la 
entonación oportuna, muy sutiles matices e intenciones.” 


CAMILO José CELA 
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Introducción: concepto previo 
y problemática general de las 
sentencias interpretativas 


l título del trabajo que el lector tiene en sus ma- 

nos "ha dado varias vueltas” hasta su versión 

actual, Como ya se ha indicado, mi trabajo origi- 
nario sobre este tema se refería a las sentencias aditi- 
vas, y mi primera intención fue dar a esta publicación el 
título de “Las sentencias interpretativas y aditivas del 
Tribunal Constitucional”, Pero abandoné esa idea ini- 
cial, entre otras razones porque comprendí que dicho 
título contenía una especificación innecesaria desde el 
punto de vista estrictamente lógico. Hablar de "senten- 
cias interpretativas y aditivas” es como decir “estudio 
de los reptiles y de los cocodrilos”. Si, como veremos, 
las sentencias interpretativas constituyen un tipo de de- 
cisiones del que forman parte —entre otras— las 
sentencias aditivas, resulta superflua la mención a es- 
tas últimas, cuyo estudio ya queda comprendido en un 
título referido a “Las sentencias interpretativas del Tri- 
bunal Constitucional”, que fue, corno se ha apuntado, 
el elegido en la edición española. 
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Pero el estudio de las sentencias interpretativas pone < 

lieve problemas más profundos que afectan al núcleo ċ: 
interpretación constitucional y, más en concreto, a la “i 
ción constitucional” de la ley, en definitiva, a la interpretación - 
todo el ordenamiento de conformidad con la Norma fundarnerzz; 
Esta necesaria adecuación interpretativa o “interpretación adecs 
dora” de la norma a la Constitución, que es por necesidad ; 
remedio previo que ha de utilizarse con preferencia a la decian 
ción de inconstitucionalidad siempre que sea posible, pero a 
uso plantea no pocos riesgos y problemas, y debe estar tamiz 
sometido a límites, es el problema de fondo del presente trata: 
Por ello en la edición que el lector tiene en sus manos se ha pre 
rido la utilización de este título más genérico y amplio, quedar: 
la referencia expresa a las sentencias interpretativas como u: 
consecuencia o prolongación de este título general. 


w 
. 
e 

« 
g 
t 


En cualquier caso, hay que señalar desde el principio ge 
este estudio se dedicará, además de a las características y probe 
mas que plantean en general las diversas sentencias interpretativa 
al análisis específico de las sentencias aditivas. Y ello porque = 
parece que este tipo de decisiones, utilizadas en ocasiones por c 
todos los Tribunales Constitucionales, pone de manifiesto, al mês 
mo nivel, las numerosas cuestiones controvertidas que present 
en general las sentencias interpretativas, al tiempo que plans 
dificultades específicas del mayor interés. 


1. ALGUNAS PRECISIONES METODOLÓGICAS Y TERMIN 
LÓGICAS 


El fenómeno de las sentencias interpretativas viene impus 
to por la realidad, por la práctica de los Tribunales Constitucionas 
Incluso en Italia, parece que la emanación de este tipo de sent 
cias por la Corte es algo previo a la preocupación teórica y docu 
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por las mismas. Las consideraciones prácticas o “realistas” del fe- 
nómeno resultan imprescindibles en cualquier estudio del mismo. 
No puede analizarse el mecanismo a que responden este tipo de 
decisiones, ni los problemas fundamentales de las mismas —in- 
cluyendo su legitimidad constitucional— sin tener en cuenta cómo, 
cuándo y porqué los Tribunales encargados de enjuiciar la consti- 
tucionalidad de las leyes han utilizado estos pronunciamientos. 
Desde ahora he de decir que eso no implica que su uso más o 
menos frecuente sirva como argumento de legitimación. El que 
algo exista o se repita en varias ocasiones no quiere decir que sea 
bueno o deseable; como mucho podría implicar que no se ha en- 
contrado otra solución preferible para resolver algún tipo de 
situación. Pero el que algo exista en la práctica conlleva que su 
estudio no puede ser puramente teórico o abstracto, sino que hay 
que atender a esa realidad. 


El presente trabajo se centrará en el problema de las senten- 
cias interpretativas en el sistema español, aunque creo que buena 
parte de las reflexiones que aquí se realizan son válidas y aplica- 
bles en muchos sistemas constitucionales, y en particular en la 
mayoría de los que han optado por un sistema de jurisdicción cons- 
titucional concentrada encomendado a un Tribunal Constitucional. 
Obviamente, desde las denominaciones hasta el tratamiento del 
tema han sido objeto de estudio mucho más amplio, y desde hace 
mucho más tiempo, en Italia. Por ello será imprescindible el análi- 
sis y comentario de los problemas analizados en el país transalpino, 
como referencia ineludible; y, por la misma razón, las fuentes pre- 
dominantemente utilizadas, junto a la jurisprudencia constitucional 
y la doctrina de nuestro país, son italianas. Ciertamente, en Italia 
el problema de las sentencias interpretativas ha tenido una impor- 
tancia superior a la que posee en nuestro sistema, porque la 
frecuencia de este tipo de decisiones —y especialmente de lo que 
podríamos considerar como sentencias interpretativas “anómalas”, 
como las interpretativas de estimación y las manipulativas— ha 
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sido mayor. Ello puede deberse a un conjunto de factores, aundi 
cabe destacar entre ellos la mayor frecuencia y facilidad para: 
acceso a la Corte Costituzionale mediante la vía incidental, lo qu 
implica que con frecuencia la ley es objeto de una interpretació 
aplicativa antes de llegar a la Corte, que en la práctica no pued; 
ignorar la o las interpretaciones existentes, Con todo, en Españ, 
pueden encontrarse sentencias interpretativas con significati 
frecuencia (véase el apéndice de este trabajo), e incluso las sen. 
tencias aditivas no son ni mucho menos desconocidas, aunque desde 
luego estas últimas representan un porcentaje muy bajo de la; 
sentencias recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad. F] 
problema, por tanto, tiene una significación cada vez mayor, y m 
sólo por su importancia cuantitativa, sino sobre todo por su rele. 
vancia cualitativa. Aunque nuestra doctrina no ha elaborado hast: 
el momento estudios monográficos sobre las sentencias interpre- 
tativas y aditivas (si exceptuamos algunos artículos), es cierto que 
cada vez se va dedicando mayores esfuerzos a su análisis, y a los 
problemas que conllevan, en obras o trabajos de contenido más 
genérico. 


Quiero en este momento realizar algunas advertencias de 
carácter puramente terminológico o lingúístico. Y es que la propi: 
elección de las denominaciones utilizadas conlleva ciertas dificul: 
tades. Por lo que se refiere a las sentencias interpretativas, el asunto 
parece menos conflictivo, ya que esta denominación está general: 
mente admitida, y no parece plantear problemas lingúísticos « 
semánticos. Sin embargo, la situación es diferente en el supuesto 
más específico de las sentencias aditivas. Pocas veces en el ámbito 
jurídico una denominación puede ocasionar más prejuicios. Sól 
con referirse a “sentencias aditivas” parece aludirse implícitamente 
y de manera inevitable a una actuación ilegítima del Tribunal Cons 
titucional que, excediéndose de sus funciones, asume las que son 
propias del legislador. Si añadimos, respetando las denominacio 
nes habituales —procedentes de Italia— que las sentencias aditiva 
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suelen encuadrarse en la categoría más genérica de las “senten- 
cias manipulativas”, el mero intento de realizar un análisis objetivo 
y riguroso de las mismas parece especialmente difícil, ya que el 
mismo debería ser capaz de dejar de lado todas las ideas preconce- 
bidas al respecto, que son muchas. Con todo, en este trabajo 
intentaremos proceder a dicho análisis. Creo que debo ernpezar 
afirmando que el nombre no crea al objeto denominado, o sólo lo 
hace tras una explicación o definición suficiente del mismo. 


De manera que usaré esta denominación —a pesar de las 
claras connotaciones que conlleva, como ya he apuntado—, sobre 
todo porque es la más extendida, hasta el punto de que creo que 
es la que con más facilidad permite ofrecer una idea previa de 
aquello a lo que vamos a referirnos, sin recurrir a una explicación 
y justificación adicional que sólo dificultaría la comunicación. De 
hecho, la doctrina — y en particular, la doctrina italiana de donde 
procede el término— ha utilizado también otros calificativos para 
aludir a estas sentencias, pero en realidad algunos de ellos englo- 
ban también otras decisiones que comparten algunas características 
con las aditivas, con lo que me parece que en realidad se aumenta 
la confusión!. 


1. Aunque generalmente se utiliza la denominación sentenze additive para re- 
ferirse al fenómeno que venimos comentando en el texto, y sentenze 
manipolative, para aludir a una categoría más genérica, que comprende toda 
sentencia que de una u otra forma modifica o altera el contenido normativo 
de una disposición, también se han utilizado otras denominaciones para re- 
ferirse, de forma más genérica o más precisa, a sentencias que de alguna 
manera añaden o innovan el ordenamiento: así, y entre otras, sentenze inte- 
gratíve, normative, creative o aggiuntive. Podemos citar ahora, por ejemplo, 
a PICARDI, N., "Le sentenze ‘integrative’ della Corte Costituzionale”, en: Scritti 
in onore dí Costantino Mortati. Aspetti e tendenze del Diritto costituzionale, 
Giuffrè, Milán, 1977, pp. 599 ss. (también en Rivista di Diritto Processuale, 
Vol. XXX, 1975); SILVESTRI, G., “Le sentenze normative della Corte Costi- 
tuzionale”, en Scritti in onore di Vezio Crisafulli, Vol. 1, CEDAM, Padua, 1985, 
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Con todo, la utilización del calificativo “aditiva” es improy. 
on nuestro idioma para lo que so quiere designar, ya que el misr, 
significa "que puede o que debe añadirse”*, y en realidad no qu 
romos referirnos exactamente a eso, ya que cuando se habla q, 
sentencias aditivas no quiere expresarse que sean sentencias "qu 
pueden o deben añadirse”, sino “que añaden” algo —sin prejuzg, 
en este momento que ello sea efectivamente así—, es decir, preg. 
samente lo que indica el adjetivo “adicionador(a)”, cuyo significad; 
es “que adiciona”*. Pero me parece que esta mayor precisión gr. 
matical crearía confusión en el lector, y por lo demás está alejad; 
de los términos que usualmente emplea nuestra propia doctrina 


Y otro tanto puede decirse de otros términos que utilizare. 
mos en el presente estudio, como "sentencias sustitutivas”, cuando 
lo más correcto gramaticalmente sería hablar de “sentencias sus- 
tituidoras”. En el caso de las "sentencias manipulativas” 
simplemente hay que reconocer que ese calificativo no existe en 
nuestra lengua. Es verdad que tenemos en su lugar el término 
“manipuladora” que quiere decir exactamente lo mismo, y que 
incluso ha sido utilizado por alguno de nuestros constitucionalis- 
tas, referido a ese tipo de sentencias. Sin embargo, he preferido, 
también en este caso, mantener la terminología “italianizada", 
porque creo que está más extendida y permite dar una idea inme- 
diata —más o menos exacta— de lo que se está hablando. Me 
parece que el pequeño “pecado” cometido desde el punto de vista 


pp. 755 y ss.; DELFINO, FE, "Omissioni legislative e Corte Costituzionale (delle 
sentenze costituzionali c.d. creative)”. en: Studi in onore di Giuseppe Chi 
relli, Y. 1, Giuffrè, Milán, 1974, pp. 913 y ss.; ZAGREBELSKY, G., La giustizi 
costituzionale, Il Mulino, Bolonia, 20." ed., 1988, p. 298. Con más detalle 
véase el capítulo 2. 

2. Primera acepción de esta palabra en el Diccionario de la Lengua Española 
Real Academia Española, 21.* ed., 1992. 


3. Ver Diccionario... cit. 
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estrictamente lingúístico se compensa por la mayor precisión que 
se ofrece desde el punto de vista jurídico-constitucional; y ello 
porque el "italianismo” utilizado tiene el respaldo de una extensa 
doctrina que se ha ocupado de definirlo y explicar su significado, 
resultando —a pesar de que, como veremos, no existe unanimi- 
dad doctrinal en su definición— constitucionalmente más preciso 
y más extendido”. 


2. CONCEPTOS PREVIOS 


Pero empecemos por el principio. O tratemos de hacerlo, 
porque desde luego no parece fácil dar una definición de las sen- 
tencias interpretativas, o de las aditivas, al comienzo del trabajo, 
ya que una parte de dicho trabajo está encaminada a indagar dicho 
concepto y su significado. Pero tampoco parece adecuado comen- 
zar sin dar una idea de cuál es el objeto que va a ser analizado. Así 
que creo que, para solucionar este círculo vicioso, al menos por el 
momento, será necesario adelantar un concepto previo de los ti- 
pos de sentencias a los que nos vamos a referir en este trabajo, 
que nos permita al menos tener una idea suficientemente aproxi- 
mada de aquello a lo que nos vamos a referir; aunque 
acompañándolo de una advertencia sobre su carácter absoluta- 
mente provisional en este momento del análisis. 


Haciendo las salvedades indicadas, podemos partir de la idea 
comúnmente admitida de que son sentencias interpretativas aqué- 
llas que señalan qué interpretaciones derivadas de un texto 


4. En cambio, en el caso de las “sentencias reductoras”, he preferido esta adje- 
tivación —que es la correcta desde el punto de vista lingúístico español— al 
italianismo “sentencias reductivas”, porque en este caso me parece que la 
idea se expresa de igual modo con el término utilizado. 
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legislativo no son acordes con la Constitución, o bien cuál es y, 
interpretación de dicho texto conforme con la Norma fundamen, 
tal, Pero en realidad, algunas sentencias interpretativas no “eliger 
la interpretación constitucional entre varias derivadas a/ternas;. 
vamente de un texto, sino que entienden que parte del contenido 
normativo de precepto es inconstitucional, aunque dicha parte no 
se corresponda con un inciso textual (esto es, con una palabra y 
conjunto de palabras). Por lo tanto, es necesaria una definición 
más genérica de sentencias interpretativas, para lo cual podría 
servir, por el momento, la que entiende que este tipo de senten- 
cias son aquéllas cuyo fallo se pronuncia sobre el contenido 
normativo de un precepto, sin afectar a su texto”. Toda sentencia 
interpretativa procede a interpretar un texto legal, de acuerdo con 
la Constitución. 


Ahora bien, dentro de esta amplia definición caben muy va- 
riados tipos de sentencias, con lo que resulta conveniente un intento 
de clasificación de las mismas. Sin perjuicio de que en su momen- 
to realicemos una clasificación más completa o elaborada”, hay 
que referirse ahora, en primer lugar, a la conocida distinción entre 
sentencias interpretativas estimatorias y desestimatorias: 


a) Las sentencias interpretativas desestimatorias señalan que 
un artículo es constitucional “interpretado” o “si se interpreta” en 
un sentido determinado. Por poner un ejemplo, a este grupo per- 
tenecería la sentencia que se pronunció sobre determinados 
preceptos que exigían, para la interposición de un recurso con- 


¡$1 


Para más precisiones sobre el concepto de sentencia interpretativa, infre. 
apartado 2.1. 

6. Infra, apartado 2.1. También hemos expuesto una clasificación más comple- 
ta de las sentencias recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad en 
"Interpretación constitucional de la ley y sentencias interpretativas”, eN 
Repertorio Aranzadi del Tribunal Constitucional, N.°? 2, abril de 2000, pp. 19 
y SS. 


1 
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rencioso-edministrativo, comunicación previa al órgano que dictó 
al acto impugna do, señalando que los mismos “no son inconstitu- 
cionales interpretados en el sentido” señalado en los fundamentos 
de la sentencia, según el cual la ausencia de dicha comunicación 
es un defecto subsanable”. 


d) Las sentencias interpretativas estimatorias disponen que 
un precepto legal es inconstitucional “si se interpreta” o "inter- 
pretado” en cierto sentido. Por ejemplo, sería una sentencia 
interpretativa de este tipo la que se pronunció sobre el artículo 
509 del antiguo Código penal, que castigaba con la pena de arres- 
to mayor al “que tuviere en su poder ganzúas u otros instrumentos 
desunados especialmente para ejecutar el delito de robo y no diere 
descargo suficiente sobre su adquisición o conservación”; dicha 
sentencia decidió “declarar inconstitucional el artículo 509 del 
Código penal en cuanto se interprete que la posesión de instru- 
mentos idóneos para ejecutar el delito de robo presume que la 
nalidad y el destino que les da su poseedor es la ejecución de tal 
delito””. 

Pero la división simple que acabamos de indicar es incom- 
pleta y puramente formal. Incompleta, porque sólo tiene en cuenta 
las sentencias que eligen entre interpretaciones alternativas de 
un texto, desconociendo las que afectan a parte de un contenido 
normativo derivado conjuntamente de un texto legal. Y puramen- 
te formal, porque se centra exclusivamente en la formulación del 
fallo de las sentencias, aspecto que, como tendremos ocasión de 


7. El ejemplo está tomado de la STC 76/1996, de 30 de abril. Los preceptos 
impugnados eran el artículo 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y el 
artículo 57.2 f) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 
1956, y la interpretación de los mismos confòrme a la Constitución se con- 
tiene en el f. j. 7. 


3. STC 105/1988, de 8 de junio. 
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demostrar, no es decisivo a la hora de alcanzar determinadas cor, 
secuencias sobre un contenido normativo. Por ello, creo útil un; 
clasificación material, que distinguiría dos grandes grupos de ser, 
tencias interpretativas: 

1) Aquéllas que señalan, entre las varias interpretaciones 
que podrían derivar alternativamente de un texto legal, la o la; 
que son conformes a la Constitución, o aquélla o aquéllas que sor 
inconstitucionales. Y en este grupo se incluirían las sentencias 


con independencia de que para ello utilicen un fallo formalment: 
desestimatorio, o bien estimatorio. 


2) Las que entienden que es inconstitucional no una entre 
varias interpretaciones alternativas de un texto, sino una parte del 
contenido normativo derivado conjuntamente del texto. También 
a esta solución puede llegarse mediante una sentencia formalmente 
estimatoria (supuesto más frecuente) o bien desestimatoria. En 
cualquier caso denominaremos a este grupo “sentencias manipu- 
lativas”, entre las que cabe distinguir a su vez: 


a) Las que producen un efecto de reducción en los supues- 
tos a los que es aplicable o las consecuencias jurídicas 
derivadas del precepto, que denominaremos “sentencias 
reductoras”*. Por ejemplo, la sentencia que, al pronun- 
ciarse sobre los artículos que establecían el régimen de 
participación de profesores, padres y alumnos en los cen 
tros privados, declaró su inconstitucionalidad y 
consiguiente nulidad “en cuanto se refieren a centros sos: 
tenidos por la Administración con fondos públicos, no 
siendo opuestos a la Constitución en cuanto se refieren? 
centros privados no sostenidos con fondos públicos“. 


9, Para un concepto y análisis más preciso de las mismas, infra, apartado 2.4.0.1) 
10, Apartado 21, B), del fallo de la STC 5/1981, de 13 de febrero. 
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b) Las que producen un efecto de ampliación o extensión en 
los supuestos de aplicación o las consecuencias jurídicas 
del precepto. A este grupo pertenecen la mayoría de las 
sentencias aditivas, a las que me referiré de inmediato. 


c) Las que conllevan la sustitución de parte del contenido 
normativo derivado del texto legal, por otro contenido 
normativo diverso, y que pueden denominarse “senten- 
cias sustitutivas”**. Por ejemplo, la sentencia de la Corte 
constitucional italiana que, pronunciándose sobre deter- 
minado precepto legal, declaró su inconstitucionalidad "en 
la parte en que" establecía cierta pena “en la medida mí- 
nima de dos años en lugar de seis meses, y en la medida 
máxima de cuatro años en lugar de dos años”?*?. 


Con este marco general, podemos intentar una aproxima- 
ción al concepto de sentencias aditivas, al que prestaremos una 
dedicación especial en este trabajo. Aun con el carácter provisio- 
nal propio de esta introducción*?, puede afirmarse que son aquellas 
sentencias del Tribunal Constitucional que declaran que al pre- 
cepto impugnado le falta “algo” para ser acorde con la Constitución, 
debiendo aplicarse a partir de ese momento como si ese "algo” no 
faltase. En el supuesto más típico y frecuente —que normalmente 
se utiliza para definir toda la categoría— este tipo de sentencias 
señala la inconstitucionalidad del precepto en cuanto deja de decir 
algo, esto es, “en la parte en que no prevé” —o no incluye, o ex- 
cluye— determinado supuesto (nella parte in cui non prevede 


11. Una definición más acabada de las mismas, infra, 2.4.C.c). 


12. En este sentido se pronunció la sentencia de la Corte constitucional italiana 
N.° 409, de 6 de julio de 1989. 


13. El concepto más preciso y elaborado de sentencias aditivas es el que ofrece- 
mos en el apartado 3.1. Ofrecemos también una definición previa en el 
apartado 2.4.C.b), aunque la misma se refiere a las sentencias aditivas for- 
malmente estimatorias, que son el supuesto más frecuente. 
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che... y". Es decir, se trataría de una declaración de inconstítucir 
nalidad basada no en lo que la ley dice, sino en lo que no dics, 
aunque tampoco lo excluya expresamente. De manera que, ey, 
general, puede decirse que las sentencias aditivas tienen su caus 
en una omisión de la ley. 


Veamos algunos ejemplos: se impugna un precepto que, con 
ciertos requisitos, concede determinadas pensiones a las hijas o 
hermanas de pensionistas de jubilación o invalidez, y el Tribunal 
declara la inconstitucionalidad del inciso de dicho precepto "en 
cuanto excluye a hijos y hermanos”**. O bien, impugnado el artí- 
culo que establece, en ciertos supuestos, la subrogación mortis 
causa en la posición de arrendatario del cónyuge del fallecido, el 
Tribunal señala la inconstitucionalidad del precepto "en la medida 
en que excluye del beneficio de la subrogación mortis causa a quien 
hubiere convivido de modo marital y estable con el arrendatario 
fallecido”**. O —tomado de la jurisprudencia de la Corte constitu- 
cional italiana— se impugna ante el órgano encargado de enjuiciar 
la constitucionalidad de las leyes un precepto que regula la com- 
petencia de los Tribunales de Menores para la rehabilitación 
especial, estableciendo como regla de competencia la “morada 
habitual del rehabilitado”; y el Tribunal declara la ilegitimidad de 
dicho precepto “en la parte en que no prevé” —en el caso de me- 


14. De hecho, ésta es la definición que da la mayor parte de la doctrina de *sen- 
tencia aditiva”, como tendremos ocasión de ver. Podemos citar ahora, como 
ejemplo, a RomBOLI. R., “La tipología de las decisiones de la Corte Constitu- 
cional en el proceso sobre la constitucionalidad de las leyes planteado en vía 
incidental”, traducción de Ignacio Torres Muro, en Revista Española de De- 
recho Constitucional, N.° 48, 1996, p. 65. 


15. STC 3/1993, de 14 de enero. En sentido parecido, en relación a pensiones 
concedidas a “la viuda” (y no al viudo), STC 103/1983, de 22 de noviembre; 
STC 142/1990, de 20 de septiembre. 


16. STC 222/1992, de 11 de diciembre. 


5 


Escaneado con CamScanner 


INTRODUCCIÓN 43 


nores residentes en el extranjero— la competencia del Tribunal 
del lugar en que el menor ha tenido su última residencia antes de 
menhar al exuanjero'”. Estos ejemplos, y otros que analizaremos 
a lo largo de esie estudio, a pesar de sus diferencias tienen en 
común el hecho de que, al menos si consideramos lo que el texto 
de la disposición legal señala expresamente, el Tribunal señala lo 
que a éste "le falta” para ser conforme a la Constitución, de mane- 
ra que —al menos aparentemente — “añade” algo a lo dicho por 
éste. Además, en los ejemplos considerados se produce una decla- 


=- - 


Sin embargo, también habría que considerar que son sen- 
rencias adiuves las que señalan que la disposición es constitucional 
Slo si se interpreta que la misma incluye determinado supuesto o 
regulación, cuando el texto de la disposición no lo incluye expresa- 

mente. Y es que, en principio, a la misma solución se llega afirmando 
que waa ley es inconstitucional “en cuanto no incluye...”, que se- 
nelando que la misma es consiitucional “si se entiende que 


- se -_- z 2 mila 
inciuye...”, O TSI se entiende que no excluye...”*. 


3. LAS SENTENCIAS INTERPRETATIVAS EN EL MARCO DE 
LA TIPOLOGÍA DELAS SENTENCIAS CONSTITUCIONALES 


Conviene hacer algunas precisiones sobre estos conceptos o 
definiciones provisionales, que al dempo permitirán delimitar el 
objeto de nuestro estudio. En primer lugar, y según suele admitir- 


17. Este es el caso resuelto por la semencia de la Corte Constitucional izaliana, 
N 85, de 12 de julio de 1979. 

13. Aunque como veremos, no en cualquier caso pueden tomarse indistinta- 
mente ambes decisiones, y sus efectos pueden variar en uno y Otro Supuesto. 
Algún ejemplo de sentencias de este tipo, infra, apartado 3.3.B. 


200303081 
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se generalmente, sentencias interpretativas en sentido estricto s 
sólo las recaídas en los procesos de inconstitucionalidad, Evido; 
temente el Tribunal Constitucional también interpreta leyes « 
otros procesos, e incluso puede en las sentencias correspondier, 
tes entender que ciertas interpretaciones, o parte del contenid, 
normativo de un texto legal, son inconstitucionales; pero la sen. 
tencia que resuelve un proceso de inconstitucionalidad tiene lá 
peculiaridad de estar encaminada directamente a controlar la cons. 
titucionalidad de la norma con rango de ley, y en sentido estricto 
sólo será sentencia interpretativa la que, resolviendo un procedi- 
miento de este tipo, contenga un fallo que, afectando al contenida 
normativo de un precepto legal, deje inalterado su texto. Es cierto 
que la misma técnica puede encontrarse a veces en los fallos de 
sentencias que resuelven conflictos de competencia —e incluso 
ocasionalmente en recursos de amparo—, pero no con referencia a 
normas con rango de ley. Por la misma razón, aunque no cabe 
excluir que puedan producirse "efectos aditivos” sobre las normas 
en otro tipo de procedimientos, nuestro análisis de las sentencias 
aditivas se centrará en los procedimientos de inconstitucionalidad 
de las normas con rango de ley, que son los que, por tener como 
objeto o fin precisamente pronunciarse sobre la adecuación a la 
Constitución de este tipo de disposiciones, pueden dar objeto a 
sentencias aditivas en sentido estricto. No obstante lo dicho, en 
este trabajo haremos alguna referencia a los “efectos interpretati- 
vos” o “aditivos” en las sentencias recaídas en otros procedimientos, 
las cuales, al menos en un sentido amplio o impropio, podrían de- 
nominarse también interpretativas o aditivas'”, 


Por otro lado, podría pensarse que las sentencias interpreta- 
tivas habrían de ser propias de los procedimientos incidentales, 0 
al menos mucho más frecuentes en los mismos que en los que se 


19. Véase ínfra, apartados 2.2 y 3.3.0, 
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pronuncian sobre la constitucionalidad de las leyes en vía directa. 
Y ello porque en el pr incidental la disposición impug- 
nada va a ser objeto de una "interpretación aplicativa” para resolver 
casos concretos, y en este sentido se presenta inevitablemente 
ante el Tribunal Constitucional “interpretada” por el órgano judi- 
cial proponente, es decir, como “derecho vivo”; y si bien esta 
interpretación no vincula al Tribunal Constitucional, lo cierto es 
que en algunos casos puede favorecer que éste deba emitir una 
sentencia que interprete el texto normativo en un sentido acorde 
con la Constitución”. Ahora bien, mientras que la mayor frecuen- 
cia de sentencias interpretativas en la vía incidental es 
absolutamente manifiesta en Italia, no ocurre lo mismo en nuestro 
país. En efecto, en el caso español son muy frecuentes las senten- 
cias interpretativas recaídas como consecuencia de recursos de 
inconstitucionalidad, que incluso parecen superar a las que son 
consecuencia de una cuestión de inconstitucionalidad. En mi opi- 
nión, ello se debe a que los sujetos legitimados para plantear un 
recurso de inconstitucionalidad tienen con frecuencia un acusado 
interés (en ocasiones de carácter “político” ) en la declaración de 
inconstitucionalidad de la ley, lo que les hace plantear un entendi- 
miento inconstitucional de la misma, sin buscar (como con más 
frecuencia hará el juez o tribunal proponente de una cuestión de 
inconstitucionalidad) una interpretación conforme a la Norma fun- 
damental; ello obligará en muchas ocasiones al Tribunal 
Constitucional a emanar una sentencia interpretativa, que salve la 
constitucionalidad de la ley descartando sus interpretaciones in- 


20. Sobre las diferentes características de la vía directa y la incidental en Espa- 
ña, puede verse, por ejemplo, LópPez GUERRA, L., Las sentencias básicas del 
Tribunal Constitucional, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
Madrid, 1998, pp. 21 y ss.; o Esrin, E., “El modelo español de control de 
constitucionalidad de las leyes”, en A / entorn d'una Costitucio, Govern 
d'Andorra, 1992, pp. 49 y ss. 
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constitucionales. Todo lo cual se manifiesta con mayor frecueng;. 
en los que podríamos denominar “recursos conflictuales”, que en 
cubren en realidad un conflicto de competencias legislativas entr 
el Estado y una o varias Comunidades Autónomas. En suma, la; 
sentencias interpretativas pueden encontrarse tanto en la vía q. 
recta como en la vía incidental. 


Tampoco es característica esencial de estas sentencias e 
contener un pronunciamiento desestimatorio, o bien estimatorio 
Es cierto que, al menos en el sistema español, la mayoría de las 
sentencias interpretativas que eligen entre varias interpretacio. 
nes alternativas, contienen un fallo desestimatorio, en el que se 
indica que el precepto es constitucional “si se interpreta...” Y, por 
contra, la mayoría de las que hemos denominado "sentencias ma- 
nipulativas”, y en concreto las aditivas, suelen adoptar una fórmula 
de estimación, señalando que el precepto es inconstitucional "en 
cuanto...”o “en la parte en que”. Pero en ninguno de los dos casos 
estamos ante un elemento imprescindible para que la sentencia 
pertenezca a la categoría de las sentencias interpretativas en 
sentido estricto, o de las aditivas. De hecho, y como veremos en 
su momento, la experiencia italiana demuestra que la misma 
solución —aunque con distintos efectos— puede conseguirse en 
ocasiones utilizando una sentencia de rechazo o una de acogimien- 
to; incluso a veces, tras una primera sentencia interpretativa 
de rechazo, la Corte hubo de volver a pronunciarse sobre el 
mismo precepto, emitiendo en este segundo caso una sentencia 
interpretativa de acogimiento**. Si bien en relación al texto y Su 


21. Sobre el tema, infra, 2.4.B. Puede citarse ahora como ejemplo la sentenci? 
N.° 8, de 20 de junio de 1956, y la N.° 26, de 23 de mayo de 1961, el 
relación con determinados poderes del Prefecto; la primera declara infunda- 
da la cuestión, mientras que la segunda declara la ilegimitimidad del artículo 


aunque la interpretación del mismo mantenida en ambos casos es la mismi- 
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interpretación, cualquiera de las dos decisiones producen los mis- 
mos efectos, los efectos “externos” —y, en particular, sobre los 
jueces y tribunales— pueden ser diferentes, especialmente en el 
sistema italiano. 


En fin, una característica destacada de todas las sentencias 
interpretativas es que tienen efectos inmediatos, en el sentido de 
que el precepto deberá aplicarse, desde la propia sentencia, en el 
sentido señalado por el Tribunal, sin que haya que esperar a una 
posterior intervención del legislador. Ello tiene especial importan- 
cia en el caso concreto de las sentencias aditivas, que son asi 
“sentencias autoaplicativas”, es decir, “soluciones unilaterales” 
frente a las omisiones de una ley, lo que las distingue de otras 
técnicas que se enfrentan al mismo problema y que, aunque vu- 
dieran utilizar pronunciamientos similares, actúan como remedios 
“bilaterales”, ya que en tales casos la solución a la omisión requie- 
re una posterior intervención del legislador. 


4. PLANTEAMIENTO Y PRESENTACIÓN DEL TRABAJO 


Como se ha indicado, la presente monograña tiene como 
objeto principal el análisis del concepto, funcionamiento, efectos y 
problemas principales que plantean las sentencias interpretativas, 
así como la variada tipología de las mismas. Y dentro de esta tip 
logía, se hará un análisis más detallado de las sentencias aditivas, 
que constituyen un instrumento especialmente intevesante por su 
particular funcionamiento, y por sus dificultades y problemas de 
legitimidad, al tiempo que comparten las caracteristicas y aspec 
tos esenciales de toda la categoría a la que pertenecen, 


Pero antes de iniciar el análisis de las sentencias interpreta 
tivas es necesario enfrentarse a una cuestión de gran interés, y: 
que resulta esencial para entender su funcionamiento, y de su sa 
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lución dopenden buena parte de las conclusionos Ótilos para row, 
vor los problemas propios de este tipo de docisiones, incluido ol 4, 
su legitimidad constitucional, Se trata de si el objeto del control q. 
constitucionalidad (tanto de la impugnación como del pronuncis 
miento del Tribunal Constitucional) es el texto o disposició; 
legislativa, o bien la norma o conjunto de normas que pueden ey 
traerse del mismo a través de la interpretación, o ambos. Fy 
roalidad, la cuestión esencial es si el Tribunal Constitucional sól, 
puede pronunciarse sobre el texto de la disposición impugnada, , 
bien puede también emitir un pronunciamiento que recaiga sobre 
la norma o normas, aun dejando el texto inalterado. Como vere. 
mos, esta segunda opción es la más acertada, y constituye el 
presupuesto de toda sentencia interpretativa. A este problema de- 
dicaremos el capítulo 1 de este libro. 

El capítulo 2 se destina al estudio de las sentencias interpre- 
tativas. Allí se analizará su concepto, fundamento y efectos, así 
como los diversos tipos existentes. Una distinción básica en este 
sentido es la que separa las sentencias interpretativas desestima- 
torias y estimatorias, aunque como trataremos de poner de 
manifiesto ambos esquemas responden en realidad a la misma 
lógica, y en la mayoría de los supuestos pueden utilizarse alterna- 
tivamente para llegar a la misma conclusión (aunque no 
necesariamente con los mismos efectos). Dentro de la aludida ti- 
pología, se incluye el estudio de las que denominamos “sentencias 
manipulativas”. 


Por lo que se refiere al capítulo 3, en el mismo se tratarán 
específicamente las sentencias aditivas. Para ello será preciso, tras 
ofrecer un concepto acabado de las mismas, estudiar su finalidad, 
que no es otra que la de resolver el problema creado por la omisión 
parcial de una ley. Igualmente habrán de considerarse los diversos 
tipos de sentencias aditivas, y sus efectos, antes de enfrentarnos 3 
los problemas más complejos que plantean, que son los que afec- 
tan a la legitimidad de su uso: en primer lugar, si constituyen una 
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entre varias opciones igualmente admisibles desde el punto de 
vista constitucional para satisfacer el principio de igualdad (en cuyo 
caso la elección no correspondería al Tribunal Constitucional; en 
segundo lugar, su relación con determinadas reservas de ley, 30- 
bre todo en materia de gastos públicos; y, por último, su posible 
uso en el ámbito penal. Sin embargo, el principal problema de 
legitimidad, que es el de si estas decisiones exceden la función 
propia del Tribunal Constitucional para incurrir en un tipo de "le- 
gislación positiva”, se deja para el último capítulo, donde puede 
ser tratado con más detalle y en un marco más adecuado, 


En efecto, el último capítulo de este estudio se dedicará a 
la cuestión esencial de legitimidad que plantea el uso de las sen- 
tencias interpretativas, que es la de si las mismas exceden de las 
funciones que constitucionalmente corresponden al Tribunal Cons- 
titucional, para entrar en las propias de los jueces y tribunales 
(primer apartado del capítulo 4), o en las del legislador (apartado 
2 del mismo capítulo). Desde luego, este problema está más o 
menos presente en otros que ya se habrán ido estudiando ante- 
riormente —y de hecho, la investigación sobre el funcionamiento 
de los diversos tipos de sentencias permitirá establecer las bases 
para resolverlo—, pero su especial importancia aconseja un tra- 
tamiento específico. Por lo demás, el examen de este aspecto se 
realizará respecto a la categoría genérica de las sentencias inter- 
pretativas, ya que creo que todas ellas plantean, en mayor o me- 
nor medida, esta duda de legitimidad. Sin embargo, las sentencias 
aditivas ponen de manifiesto esta cuestión de un modo que po- 
dríamos calificar como más acuciante y dramático, y muy espe- 
cialmente por lo que se refiere a las relaciones entre Tribunal 
Constitucional y legislador. Ello implica la necesidad de un tra- 
tamiento separado de estas decisiones por lo que se refiere al 
estudio del problema de si las mismas realizan una función le- 
gislativa o paralegislativa, que no correspondería al Tribunal 
Constitucional. 
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En suma, este estudio se pregunta por el significado 
tipo de decisiones del Tribunal Constitucional surgidas de la e Ñ 
sidad que impone la realidad práctica, casi siempre criticadas 
exceso en el ejercicio de sus funciones, y que plantean Una Pr co, 
mática rica y variada, pero que en esencia se resume en la Ue tobh 
de si pueden —o si deben— utilizarse por el Tribunal: e 
supuestos, si en alguno, sería admisible o conveniente SU Uso t 


Stig 
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CAPITULO 1 


El objeto del control de 
constitucionalidad: Zdisposición 

o norma? El presupuesto de todas 
las sentencias interpretativas 


n todo precepto legal puede distinguirse concep- 

tualmente entre disposición, texto o enunciado, 

por un lado, e interpretación del mismo o conteni- 
do normativo, por otro, El problema de cuál de ellos — 
o bien los dos— sea realmente el objeto del control de 
constitucionalidad es esencial para el estudio de las sen- 
tencias interpretativas. En primer lugar, porque su 
análisis ayuda a precisar el propio concepto de senten- 
cia interpretativa (así como el más concreto de sentencia 
aditiva). En segundo lugar, porque apunta algunas ideas 
para el posterior estudio de la legitimidad de este tipo 
de sentencias o, más exactamente, de en qué supues- 
tos $e puede reconocer que son admisibles desde el 
punto de vista de las funciones y posición que constitu- 
cionalmente posee el Tribunal. Y en tercer lugar, y en 
relación con lo anterior, porque del resultado de este 
análisis dependerán algunas conclusiones sobre la po- 
sición del Tribunal Constitucional ante el legislador, y 
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ante los órganos judiciales encargados ordinariamente de la int 
pretación y aplicación de las leyes. Por todo ello, es imprescind;), 
tratar este problema con carácter previo al estudio detallado de Į; 
sentencias interpretativas. 


CONCEPTO DE DISPOSICIÓN Y DE NORMA 


Puede entenderse por “disposición” cualquier enunciado qu: 


forma parte de un documento normativo, esto es, cualquier enun. 
ciado del discurso de las fuentes; “norma” sería cualquier enunciad; 
que constituya el sentido o significado adscrito de una o varias 
disposiciones o fragmentos de disposiciones*. La disposición serú 
por tanto el texto, el conjunto de palabras que forman una oración 
mientras que la norma sería su significado, esto es, el resultado de 
su interpretación?. Interpretar es, en efecto, atribuir sentido o sig 


En este sentido, Guast™ı, R., “Disposizione v. norma”, en G/urisprudenz 
costituzionale, 1989, II, p. 4; del mismo autor, Le fonte del diritto: 
linterpretazione, Giuffrè, Milán, 1993, p. 18. Para este autor, “enunciado 
es cualquier expresión en una lengua de forma completa, que puede esta 
compuesto por una o varias “proposiciones” (en sentido gramatical). Haj 
que mencionar también el trabajo de CrIsAFULLI, V., titulado “Disposizione l 
norma)”, en Enciclopedia del diritto, Giuffrè, Milán, 1964, Vol. XIII, pp. 1% 
y ss., que entiende la norma como la regla de conducta, y la disposició 
como la formula institucionalmente dirigida a expresar y revelar la norm 
GUASTINI, “Disposizione...”, cit., pp. 7 y ss., señala las diferencias entre s% 
distinción y la de CRISAFULLI. 


También puede realizarse una triple distinción, entre “acto” (o “acto-fuer 
te”), disposición y norma. En este sentido, CRISAFULLI, V., Lezioni di diritti 
costituzionale, Vol. II, Cedam, Padua, 50.* ed., 1984, pp. 39 y ss., para quie 
el “acto” es la forma en que se manifiesta la fuente normativa (excepto ent! 
caso de la costumbre, que es fonte-fatto), esto es, la completa manifestació 
de voluntad del sujeto a quien se atribuye el poder o competencia; las disp” 
siciones serían el contenido prescriptivo de dicho acto, y pueden entendas 
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nificado a un texto normativo*. No puede haber norma sin previa 
actividad interpretativa; ni puede hablarse ya de disposición (sino 
de norma) para referirse al resultado de dicha actividad o proceso. 
Desde el punto de vista de la interpretación, las disposiciones cons- 
tituyen su objeto, y las normas su resultado”. Ciertamente, en 
ocasiones se utiliza el término norma para referirse indistintamente 
a la disposición o a la norma, o a ambas, o bien el término “dispo- 
sición” designa no sólo el texto, sino también su interpretación, 
esto es, el texto interpretado. Pero este uso a veces impreciso o 
indistinto (al que probablemente no podamos sustraernos del todo?) 
no empaña para nada la distinción de conceptos expuesta, al me- 
nos desde el punto de vista teórico; la utilidad de dicha distinción 
es muy elevada para el objeto de este estudio, como vamos a ver. 


Desde luego, no hay duda de que la distinción apuntada no 
implica que disposición y norma tengan una existencia indepen- 
diente; al contrario, ambas están estrechamente relacionadas 
(como, más allá del ámbito jurídico, sucede con el “significante” y 
el o los “significados” que éste expresa): la norma necesita el “so- 


en cierto sentido como el propio acto (o una parte de él) en su unidad de 
forma y contenido; mientras que las normas son en cierto modo externas al 
acto, configurándose como su efecto o producto. Véase también DE VERGOT- 
TNI, G., Diritto Costituzionale, Cedam, Padua, 1997, p. 152; o EZQUIAGA 
GANUZAS, F. J., La producción jurídica y su control por el Tribunal Constitu- 
cional, Tirant lo blanch, Valencia, 1999, pp. 17 y ss. Pero, a los efectos que 
nos interesan, la distinción relevante es existente entre disposición y norma 
en el sentido visto. 


3.  GUASTINI, R., “Disposizione v. norma”, cit., p. 3. 
Por ejemplo, GuAsTINI, R., Le fonte..., cit., p. 18. 


5. En adelante, cuando sea relevante en el contexto de lo que se quiere expre- 
sar, utilizaremos los términos “disposición” o “texto”, distinguiéndolos de 
“norma” o “significado” o “contenido normativo”, pero fuera de ese contex- 
to, la fuerza del lenguaje hace casi inevitable que en ocasiones se hable de 
“norma” o "norma legislativa” para referirse a la disposición, o al conjunto 
formado por disposición y norma. 
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porte” de la disposición para existir, y la disposición encuentra y 
sentido porque permite expresar una o varias normas. Pero ello n 
permite renunciar a la distinción aludida, ya que a pesar de |; 
interrelación aludida, disposición y norma son conceptos y reali, 
dades diferentes, lo cual, como veremos, no está desprovisto de 
consecuencias, 


Para empezar, la distinción que venimos comentando per. 
mite apreciar que la relación entre disposición y norma no siempre 
es biunívoca, es decir, no siempre a cada disposición le correspon. 
de una y sola una norma, ni cada norma es consecuencia de una 
sola disposición. Así, pueden existir disposiciones complejas, de 
las que derivan varias normas conjuntamente; disposiciones ambi. 
guas, de las que pueden derivar varias normas de forma alternativa 
(una u otra); disposiciones sinónimas, en cuyo caso de varias dispo. 
siciones deriva la misma norma; o parcialmente sinónimas, cuando 
de cada una de las disposiciones derivan conjuntamente varias 
normas, alguna de las cuales coinciden. También puede haber nor- 
mas que deriven de una pluralidad de disposiciones consideradas 
conjuntamente, o incluso normas implícitas, que al menos apa- 
rentemente no derivan de ninguna disposición concreta(, 


Todo proceso constitucional implica inevitablemente, ade- 
más de la interpretación de la Constitución, una interpretación de 
la disposición legal impugnada. O, para ser más exactos, dos inter- 
pretaciones especialmente relevantes: la de quien impugna dicha 
disposición, y la del Tribunal encargado de valorar su constitucio- 
nalidad. Así sucede en los recursos directos, en los que si la 
disposición es impugnada, es porque se considera que la misma es 
contraria a la Constitución; y para llegar a esa conclusión es preci- 
so realizar una interpretación, mediante un proceso más o menos 


6. Sobre el tema, Guasti, R., Le fonti..., cit., pp. 18 y ss.; “Disposizione..., 
cit., pp. 8 y SS.; ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 148 y SS. 
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sencillo, de la misma (aunque sea una interpretación no aplicati- 
va). Pero es especialmente claro en los procesos en vía incidental, 
en los que la interpretación del órgano judicial recurrente se pro- 
duce en el marco de la aplicación de dicha ley en el caso concreto, 
En tales supuestos, se producen dos interpretaciones (que pueden 
coincidir o no) de una misma disposición, llevadas a cabo por 
órganos diversos y con distintas finalidades: el órgano que pro- 
pone la cuestión interpreta el precepto para aplicarlo, el Tribunal 
Constitucional para valorar su constitucionalidad; se trata de in- 
terpretaciones que responden a exigencias diferentes, pero cada 
una de ellas esencial en los respectivos procedimientos”. 


2. CONSECUENCIAS SOBRE EL SIGNIFICADO DE LAS SEN- 
TENCIAS INTERPRETATIVAS, Y EN PARTICULAR DE LAS 
ADITIVAS 


La cuestión que ahora nos interesa es si el objeto de los pro- 
cesos de constitucionalidad (tanto de la impugnación, como de la 
posterior declaración de inconstitucionalidad o constitucionalidad) 
es la disposición o la norma extraída de la misma mediante la in- 
terpretación, o ambas, y en este último caso, si el pronunciamiento 
del Tribunal Constitucional ha de tener idéntico sentido en rela- 
ción con disposición y norma o normas. 


Pues bien, la posibilidad de que el Tribunal se pronuncie 
también sobre las normas, y que alguna o algunas de éstas puedan 
ser inconstitucionales —al menos parcialmente— a pesar de que 
el texto de la disposición sea completamente acorde con la Consti- 
tución, es el presupuesto básico de toda sentencia interpretativa, 


7. TULLIO LIEBMAN, E., “Legge e interpretazione nel giudizio di legittimitá costi- 
tuzionale”, en Rivista di Diritto Processuale, 1966, p. 572. 
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sin el cual no podrían entenderse este tipo de decisiones. Esta 
sentencias se enfrentan a una disposición D, de la cual derivan 
(conjunta o alternativamente) las normas N, y N,, siendo sólo N, 
inconstitucional, mientras que D y N, son conformes a la Norm 
suprema. Una sentencia interpretativa entiende que Un precepty 
es constitucional —o inconstitucional— “si se interpreta” en yn 
sentido determinado, o bien que es inconstitucional “en la parte 
que...” o “en cuanto...”, porque la misma considera que parte de 
contenido normativo derivado alternativa o conjuntamente del 
precepto es inconstitucional, aunque su texto no lo sea. El proble. 
ma, que iremos tratando a lo largo de este capítulo y de todo este 
trabajo, es si efectivamente el Tribunal puede realizar un pronun- 
ciamiento de este tipo. 


Pero además esta cuestión posee gran relevancia para califi- 
car a una sentencia interpretativa como estimatoria (o de 
acogimiento) o bien desestimatoria (o de rechazo); o, más propia- 
mente, para determinar cuándo una sentencia de este tipo ha de 
ser de acogimiento o de rechazo. Si —siguiendo con el esquema 
antes trazado— de una disposición D derivan conjunta o alternati- 
vamente las normas N, y N,, siendo solamente N, contraria a la 
Constitución, la sentencia que así lo señale será desestimatoria de 
la cuestión, si tenemos en cuenta la disposición impugnada (que 
queda intacta), aunque parcialmente estimatoria si consideramos 
su contenido normativo. 


El tema es igualmente relevante, aunque reviste mayor com- 
plejidad, en relación con el caso concreto de las sentencias aditivas. 
Al calificar una sentencia como aditiva, habría que precisar si di- 
chos efectos aditivos se producen sobre el texto o sobre la norma/0 
normas de él derivadas*, Antes he definido provisionalmente las 


8.  Lavacna, C., “Sulle sentenze additive della Corte Costituzionale”, en Rice! 
che sul sistema normativo, Giuffre, Milán, 1984, p. 673; Dunni, G., “L'ogget'% 
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sentencias aditivas afirmando que las mismas son las que señalan 
que al precepto impugnado le falta algo para ser acorde con la 
Constitución, aunque con el uso del término “precepto” no he que- 
rido prejuzgar el objeto del pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional’. Si el Tribunal afirma que “al precepto P le falta X 
para ser acorde con la Constitución”, o —basándonos en la fórmu- 
la más típica de sentencia aditiva— que “el precepto P es 
inconstitucional en la parte en que no prevé X”, para saber si di- 
cho pronunciamiento contiene efectos aditivos será preciso un 
análisis desde el punto de vista de la disposición y de la norma: 


1) Respecto a la disposición, formalmente la sentencia no es 
aditiva, puesto que aquélla queda inalterada. Hay que recordar 
que si hablamos de sentencia aditiva es porque dicha disposición 
no excluye expresamente X (en cuyo caso, sería precisa una sen- 
tencia parcialmente estimatoria para declarar la inconstitucionali- 
dad del inciso que excluye X). 


Realmente, cabría considerar que la sentencia es aditiva res- 
pecto a la disposición, si consideramos que la sentencia añade X, 
lo cual estaba implícitamente excluido por el precepto P. Pero para 
llegar a esta conclusión tenemos que haber procedido a la inter- 
pretación de la disposición D, con lo cual pasaríamos del plano de 
la disposición al de las normas. En efecto, si hay una exclusión 
implícita de X, ella no deriva directamente de la disposición D, 
sino de la norma (o una de las normas) de ella derivada. Por tanto, 


dei giudizi di costituzionalità e la problematica dei dispositivi additivi. Addi- 
tività testuale e additivita normativa”, en Scritti in onore di Costantino 
Mortati. Aspetti e tendenze del diritto costituzionale, Giuffrè, Milán, 1977, 
pp. 328 y ss., quien entiende que la aditividad debe entenderse como tex- 
tual, y no como normativa o sustancial. 


9. He preferido el uso de este término, para evitar referirme en principio a 
“disposición” o “norma”; en este contexto será usado sin implicaciones en 
este sentido, o bien para hacer referencia al conjunto formado por disposi- 
ción + contenido normativo. 
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los efectos aditivos no se producen sobre la disposición, aunq 
hay que reconocer que, en la práctica, algunos supuestos de sen. 
tencias aditivas parecen provocar sobre dicha disposición lo; 
mismos efectos que si añadieran algo a su texto, y en este sentid 
cabría hablar de “aditividad textual”; pero este supuesto efecto 
“textual” sería la consecuencia de la anulación de una norma im. 
plícita de exclusión. Como veremos, el criterio esencial para la propia 
definición de las sentencias aditivas no está en esta "aditividad 
textual”, sino en una consideración de los efectos de la sentencia 
sobre el contenido normativo. 


2) Por ello es necesario un análisis desde el punto de vista de 
las normas. Pueden considerarse distintos supuestos: 


a) Si de la disposición D, interpretada de acuerdo con la Cons- 
titución, puede derivar X, en realidad X no es una norma 
añadida, y lo que hace el Tribunal es interpretar D, reali- 
zando lo que en Italia se ha denominado interpretazione 
adeguatrice. Por eso hemos dicho "puede derivar”, ya que 
puede que la norma X no derive de la disposición D aisla- 
damente considerada, pero la misma no excluya X, si se 
interpreta a la luz de la Constitución. En este caso, la 
sentencia podría adoptar la forma de una decisión mera- 
mente interpretativa, y no supondría añadido ni sobre la 
disposición, ni tampoco realmente sobre la norma, ya qué 
se limitaría a señalar que dicha norma deriva de D, y esla 
única conforme a la Constitución; en definitiva, entre dos 
interpretaciones posibles, la sentencia elegiría la más 
amplia o extensiva. 

b) Si de la disposición D no puede derivar X, pero X es exigi- 
do de acuerdo con la Constitución para que D seê 
constitucional, cabría entender, alternativamente: 


a”) Que la consecuencia X sólo puede derivar de una nor 
ma añadida por la sentencia. En este caso, hablaríamos 
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de una sentencia aditiva en el sentido de que añade una 
noma no incluida en D; cabría hablar, por tanto, de adi- 
tividad normativa, aunque desde luego la misma es 
oumpatible con lo que antes hemos denominado “aditivi- 
daa textual”, Gomo quiera que X no puede derivar de D, 
desde el punto de vista lógico y teórico cabría rechazar la 
utilización de una sentencia aditiva, ya que la única solu- 
ción constitucionalmente correcta no sería añadir X, sino 
declarar la inconstitucionalidad y nulidad de todo el texto 
de D; aunque, no lo olvidemos, no habría nada en el mis- 
mo contrario a la Constitución, sino solamente su 
incapacidad para generar la consecuencia X. 


b”) Puesto que de D no puede derivar X, ni siquiera a la 
luz de la Constitución, también cabría entender que ello 
se debe a que de D deriva una norma implícita que exclu- 
ye X, Así entendidas las cosas, la sentencia se limitaría 
a declarar la inconstitucionalidad y nulidad de esa norma 
implícita, siendo por tanto una sentencia parcialmente 
anulatoria respecto a las normas (aunque esa anulación 
parcial provoque precisamente un efecto de extensión de 
los efectos normativos al supuesto antes excluido implí- 
citamente), y ni aditiva ni restrictiva, sino interpretativa, 
en relación a la disposición D, ya que procedería a una 
interpretación extensiva de la misma. Como tendremos 
ocasión de explicar, nuestra posición se sitúa en esta línea. 


10. Esta es la opinión defendida entre nosotros por VILLAVERDE MENÉNDEZ, I, La 


11, 


inconstitucionalidad por omisión, McGraw Hill, Madrid, 1997, para quien 
los supuestos de omisiones de la ley inconstitucionales son en realidad una 
norma implícita que deriva y va indisolublemente unida a un enunciado 
legal, (v. por ejemplo pp. 174 y 195), 

En este sentido, VILLAVERDE, I., La inconstitucionalidad..., Op. cit., por ejem- 
plo p. 54, nota 28, para quien se trataría de extender la norma explícita 
derivada del enunciado, excluyendo la posibilidad de una norma implícita 
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Ahora bien, esta visión no implica ignorar que la Operaci, 
descrita puede incluir en ciertos casos, al menos teóricamenn 
dos momentos distintos: a) la anulación de la norma implícita į in. 
constitucional; y b) la extensión o ampliación de los efect, 
normativos al supuesto implícitamente excluido. Y este segun, 
momento debe ser consecuencia del primero, una vez interpreta. 
do el precepto (desprovisto ya de la norma implícita inconstituciona) 
a la luz de la Constitución. En tal caso, la sentencia aditiva impli. 
caría una doble operación de anulación-interpretación, pero n 
conllevaría una adición en el sentido de creación discrecional de 
una nueva norma. 


En suma, y como ha destacado LAVAGNA?**, dependiendo del 
formulación del texto o disposición, la sentencia que se pronuncie 
sobre el mismo puede ser reductora o aditiva, de forma que, te- 
niendo en cuenta tanto el texto como su contenido normativo, cabría 
distinguir: 1) sentencias reductoras desde el punto de vista léxico 
—es decir, con relación al texto— que operan, sin embargo, una 
adición normativa (así, las que declaran la ilegitimidad de una ex- 
clusión explícita)'*; 2) sentencias aditivas sobre el texto, que a su 


contraria a la Constitución. En sentido algo parecido, GuAsTINI, R., “Disposi 
zione...”, cit., p. 14, que afirma que las sentencias aditivas anulan la norm 
no expresa, sustituyéndola conceptualmente por otra norma diversa, igual- 
mente inexpresa. Pero también puede entenderse que esta sustitución no es 
necesaria, una vez anulada la norma implícita, ya que entonces será la not- 
ma no anulada la que será de aplicación al supuesto antes excluido 
implícitamente. 


12. Lavacna, C., “Sulle sentenze additve...”, cit., p. 675. Este autor se centra? 
continuación en el plano normativo, desde el que debe hablarse de adición 
cuando una declaración de legitimidad parcial determine la extensión de los 
efectos normativos. 


13. Así, la sentencia de la Corte Constitucional N.* 40, de 24 de junio de 1958. 


que ha de enjuiciar la constitucionalidad de un artículo que expresament? 
deja fuera de la competencia del Consejo de Estado las controversi 
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vez operan una adición normativa (típicamente, las que señalan la 
inconstitucionalidad de una omisión)!’ 3) sentencias aditivas xo 

bre el texto, que sin embargo operan una reducción normativa (das 
que señalan la ilegitimidad constitucional de una disposición “on 
cuanto que no excluye” algo)*”; 4) o, en ûn, sentencias reductoras 


14. 


15. 


aduaneras, salvo por incompetencia o exceso de poder, La Corte decla la 
ilegitimidad constitucional del artículo, por lo que se refiere a dicha exclu 
sión. También podemos destacar, en España, la STC 27/1985, de 26 de foliw, 
que enjuicia el precepto que establece el acceso al recurso de casación miti- 
tar de los condenados en la sentencia si en la misma se le impone al rocurrente 
pena privativa de libertad superior a tres años, o la de separación del servi- 
cio. El TC declara la inconstitucionalidad de todo el inciso que se vellero a las 
características que ha de tener la pena, abriendo así el recurso de casación à 
todos los condenados. Es significativo que, tras declarar la inconstituciona- 
lidad de un largo inciso, y otro más breve, en el fallo se señala que el articulo 
“quedará redactado de la siguiente forma: (...)”. 


Entre otras varias, y al menos en apariencia, puede citarse como ejemplo la 
sentencia de la Corte N.* 22, de 28 de febrero de 1967, que declara la ileyi- 
timidad constitucional del precepto legal que consiente que el juez civil pueda 
comprobar si el hecho que ha provocado el infortunio constituye delito sólo 
en la hipótesis de extinción de la acción penal por muerte del imputado y por 
amnistía, pero no menciona la hipótesis de prescripción del delito, ambien 
podrían incluirse en este apartado buena parte de las sentencias de nustiu 
Tribunal consideradas aditivas (por ejemplo, las ya citadas 222/1998, v Y/ 
1993, o la STC 134/1996, de 22 de julio, que declara la inconstitucionalidad 
y nulidad de un precepto “sólo en la medida en que viene a suprimiy, len 
realidad, no prevé] únicamente para los funcionarios de las Adiinistiacio- 
nes Públicas que se hallen en situación de incapacidad permanente absoluta, 
la exención de dicho Impuesto” (se refiere al Impuesto sobre la Renta), 
Ahora bien, como ya hemos apuntado, en todos estos supuestos es preciso 
distinguir si cabe hablar de una exclusión implícita, derivada de dicha diys 
posición (en cuyo caso se producirían los efectos aditivos, salvo que se 
interprete que lo que hace el Tribunal es anular la norma implícita que pro» 
cede a la exclusión), o no existe tal exclusión implícita, supuesto en el que 
podría entenderse que la sentencia se limita a interpretar la disposición, 


Así, la sentencia de la Corte N.° 63, de 1 de junio de 1966, que declara la 
ilegitimidad constitucional de determinados preceptos del Gódigo civil, 
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en relación al texto, que producen también efectos de reducciós, 
sobre la norma (las que declaran la ilegitimidad de la inclusió;, 
explícita)'*. 

Por ello, puede hablarse de sentencias aditivas en varios sen- 
tidos: a) las que producen efectos aditivos sobre el texto o 
disposición (en el sentido impropio o “realista” antes visto), es 
decir, los supuestos 2) y 3) propuestos por LAVAGNA; b) las que 
producen esos efectos en relación al contenido normativo, que se- 
rían los supuestos 1) y 2) de LAVAGNA. Ya he apuntado mi rechazo 
al criterio textual en la definición de las sentencias aditivas, y mi 
preferencia por el criterio normativo (aunque también, por propia 
definición, las sentencias aditivas han de dejar inalterado el texto, 
pues en caso contrario estaríamos ante sentencias estimatorias 
“simples”); pero hay que recordar que, incluso desde este punto 
de vista, cabe distinguir a su vez: las sentencias en las que la adi- 
ción es en realidad consecuencia de la elección entre dos 
interpretaciones alternativas, una de ellas restrictiva, y otra ex- 
tensiva —que es la que se elige—; y aquellos otros en los que la 


limitadamente a la parte en que consienten [esto es, no excluyen] que la 
prescripción del derecho a la retribución transcurra también durante la re- 
lación de trabajo. En todo caso, hay que volver a insistir en que la adición n 
se produce formalmente sobre el texto, que queda inalterado, sino que la 
interpretación realizada (es decir, la norma extraída de acuerdo con la Cons- 
titución) produce los mismos efectos que si se añadiera al texto la exclusión 
que el mismo no recoge. 


16. Es un supuesto muy frecuente, pero más alejado del objeto de este trabajo. 
ya que en este caso la inconstitucionalidad de la norma (o de parte del cor 
tenido normativo) va acompañada de la inconstitucionalidad de parte del 
texto. LAVAGNA cita como ejemplo la sentencia de la Corte N.° 27, de 31 de 
marzo de 1958, que declara la ilegitimidad constitucional de determinad% 
artículos que incluían explícitamente las reuniones habidas en lugar abier 
al público entre las que requerían preaviso; la ilegitimidad se declara “enl 
parte relativa a las reuniones no tenidas en lugar público”. 
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extensión de los efectos normativos se produce curiosamente me- 
diante la anulación de una norma implícita de carácter excluyente 
(hay que tener en cuenta que la anulación de la exclusión equivale 
a la inclusión). Desde un punto de vista estricto, sólo en este últi- 
mo supuesto estaríamos ante una sentencia aditiva, ya que el 
primero es en realidad un caso de sentencia interpretativa “sim- 
ple” —con independencia de que el pronunciamiento adopte o no 
dicha forma—. Pero teniendo en cuenta que los efectos aditivos se 
producen en ambos supuestos, utilizaremos en este trabajo un 
concepto amplio, comprensivo de los dos casos de “adición norma- 
tiva”, aunque distinguiendo, cuando sea preciso, uno del otro. 


3. DIFERENTES POSTURAS SOBRE EL OBJETO DEL 
CONTROL 


3.1. El problema en la Constitución, la legislación y la juris- 
prudencia constitucional 


Las opciones que antes hemos comentado parten de que el 
Tribunal puede pronunciarse tanto sobre la disposición como so- 
bre las normas de ella derivadas. Por tanto, es ya ineludible entrar 
a discernir si ello es cierto, es decir, cuál es en concreto el objeto 
de dicho pronunciamiento. De los textos constitucionales y legis- 
lativos aplicables no puede deducirse una conclusión indubitada, 
aunque más bien parecen partir de que el objeto de la declaración 
es el texto legislativo, y no la norma. En Italia, el artículo 134 de la 
Constitución atribuye a la Corte constitucional el conocimiento de 
“las controversias relativas a la legitimidad constitucional de las 
leyes y de los actos con fuerza de ley del Estado y de las regiones”; 
en cambio, el artículo 136 señala que “Cuando la Corte declara la 
ilegitimidad constitucional de una norma de ley o de un acto con 
fuerza de ley la eficacia de la norma cesa el día siguiente a la pu- 
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blicación de la resolución”. La ley constitucional de 9 de febrero de 
1948, número 1, artículo 1, se refiere a la cuestión de legitimidad 
constitucional de una ley o de un acto con fuerza de ley; idéntica 
denominación utiliza en varias ocasiones la ley de 11 de marzo de 
1953, N.° 87 (arts. 27 a 33), aunque también se refiere a "las nor. 
mas declaradas inconstitucionales...” o a "la norma declarad; 
inconstitucional” (art. 30, párrafos 3 y 4). 

En cuanto a la Corte constitucional, en las declaraciones de 
inconstitucionalidad se refiere tanto a “normas” como a "disposi. 
ciones”, aunque parece tratarse de meras variaciones 
terminológicas!”. En algún supuesto la parte dispositiva de una 
sentencia parece inclinarse más claramente por la norma como 
objeto del proceso constitucional (o al menos, del planteamiento 
de la cuestión)!*, aunque en general las sentencias se refieren al 

“artículo” de la ley, y más bien parecen aludir a los textos como 
objeto de la declaración de inconstitucionalidad. Cuando no hay 
declaración de inconstitucionalidad, el fallo de la sentencia se re- 
fiere a la cuestión planteada, declarándola inadmisible, no fundada 
o manifiestamente infundada; pero, como tendremos ocasión de 
ver, los pronunciamientos vistos no agotan en absoluto todas las 
posibles decisiones que ha tomado la Corte. Y sobre todo, más allá 


17. Un comentario a la jurisprudencia de la Corte, desde el punto de vista del 
objeto del proceso de constitucionalidad, puede encontrarse en Dumm, 6. 
“L'oggetto dei giudizi...”, Op. cit., pp. 328 y ss. 


18. Así sucede en la sentencia N.° 74 de 1963, que declara manifiestamen! 
infundada... "la cuestión de legitimidad de la norma contenida en el artícu" 
(...) en la parte que permanece vigente después de la precedente sentent? 
de 22 de marzo de 1962, N.° 30” (cursiva mía). Dunn1, G., “L“oggetto- 
cit,, p. 325, refiriéndose a esta sentencia y a otras que. contienen declaració 
similar, atribuye la referencia a la “norma contenida...” a una inadvertent? 
puramente terminológica, aunque el hecho de que previamente otra sel" 
tencia hubiera realizado una declaración de inconstitucionalidad parcial ` v 
la parte en que consiente...” puede explicar la aludida referencia a la norr- 
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de las concretas declaraciones de la Corte en el dispositivo o en la 
fundamentación de sus sentencias, interesa destacar que la prác- 
tica frecuente de las sentencias interpretativas o aditivas desmiente 
que sólo el texto sea objeto del proceso de constitucionalidad. Por 
ello se ha afirmado que, en general, se considera admisible que la 
cuestión, y la propia decisión de la Corte, puedan tener por objeto 
también una norma fundada en la interpretación de uno o más 
textos legislativos”?. - 


En España, la situación no es muy diferente. El artículo 161.1, 
a) de la Constitución se refiere al “recurso de inconstitucionalidad 
contra leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley”, y, a 
continuación, a “la declaración de inconstitucionalidad de una nor- 
ma jurídica con rango de ley (...).” El artículo 163, relativo a la 
cuestión de inconstitucionalidad, alude como objeto de la misma a 
“una norma con rango de ley”, y el artículo 164 se refiere a las 
sentencias que "declaren la inconstitucionalidad de la ley o de una 
norma con fuerza de ley”. Resulta claro que en este contexto los 
términos “disposición” o "norma” no tienen el significado preciso 
que nosotros les hemos dado, y pueden utilizarse de forma casi 
indistinta; las expresiones "norma con rango de ley” o "con fuerza 
de ley” se utilizan más bien para incluir en el objeto del control 
no sólo las leyes en sentido formal estricto, sino todas aquellas 
fuentes que poseen su mismo rango y fuerza. En cuanto a la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional (en adelante, L.O.T.C.), se 
refiere generalmente a "leyes, disposiciones normativas o actos 
con fuerza de ley”, o utiliza términos similares, para aludir al obje- 
to del control en los distintos procedimientos de inconstitucionalidad 
(entre otros, arts. 27.1, 28.1, 31, 32.2, 39.1, 40.1); en otros supues- 
tos, repitiendo lo establecido en la Constitución, habla de "norma 


19. Así lo destaca Przzoausso, A., “La justicia constitucional en Italia”, en Teoría 
y realidad constitucional, N° 14, 1999, p. 163. 
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con rango de Ley” o de “Ley o norma con fuerza de Ley” (arts. 35 : 
y 2). 


En cuanto a las sentencias del Tribunal Constitucional, tam- 
poco hay grandes diferencias respecto a la situación de Italia. 
Normalmente los pronunciamientos de inconstitucionalidad se re- 
fieren a los artículos de la ley declarados inconstitucionales, mientras 
que no existe una “declaración de constitucionalidad” expresa, sino 
que en tales casos el Tribunal desestima el recurso o cuestión. 
Pero al lado de estos pronunciamientos se han ido añadiendo otros 
que no pueden considerarse “típicos” desde este punto de vista; y, 
al igual que en el caso de la Corte italiana, la misma existencia de 
sentencias interpretativas de signo variado impide considerar que 
el texto sea el objeto exclusivo del control de constitucionalidad. 


Es cierto que nuestro Tribunal Constitucional ha afirmado 
que “si se admite la distinción entre norma como mandato y texto 
legal como signo sensible mediante el cual el mandato se mani- 
fiesta o el medio de comunicación que se utiliza para darlo a conocer, 
la conclusión a la que hay que llegar es que el objeto del proceso 
constitucional es básicamente el último y no el primero”? (subra- 
yado mío). Sin embargo, a continuación ha justificado la legitimidad 
de las sentencias interpretativas, afirmando que las mismas tie- 
nen por objeto el establecimiento de sentido y significación del 
texto, pero no pueden operar una reducción o reconstrucción del 
mandato normativo, de manera que el Tribunal “puede establecer 
un significado de un texto y decidir que es el conforme con la 


20. STC 11/1981, de 8 de abril, f£.j. 4. En sentido parecido, STC 332/1993, de 1? 
de noviembre, f.j. 3: “el objeto de los procesos de declaración de inconstitu: 
cionalidad no es la norma incluso en el supuesto de sucesión de normas en 
el tiempo, sino la Ley, el texto legal o vehículo formal como *signo sensible 
a través del cual se manifiesta el mandato normativo”, aunque en este cas 
el contexto en el que se produce esta afirmación es de la sucesión en el 
tiempo de dos disposiciones cuyo contenido normativo era muy similar 
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Constitución, No puede en cambio tratar de reconstruir una nor- 
ma que no esté debidamente explícita en el texto, para concluir 
que ésta es la norma constitucional””'. Desde sus primeros pro- 
nunciamientos, el Tribunal ha sido consciente de la necesidad, en 
ciertos supuestos, de emitir sentencias interpretativas —que como 
hemos visto han de valorar la constitucionalidad o inconstitucio- 
nalidad de normas que derivan del texto sometido a 
enjuiciamiento—: así, ha señalado que este tipo de sentencias son 
“en manos del Tribunal, un medio lícito, aunque de muy delicado 
y difícil uso”? 


Por tanto, no cabe entender la afirmación transcrita en primer 
lugar en el sentido de que el Tribunal ha de pronunciarse única y 
exclusivamente sobre el texto; al contrario, lo que se veda a sí 
mismo es el añadir o modificar las normas que cabe deducir de 
dicho texto, lo que presupone que, sin llevar a cabo esa corrección, 
puede pronunciarse sobre la constitucionalidad o inconstituciona- 
lidad de dichas normas. 


En suma, no parece que de la terminología utilizada en la 
Constitución y las leyes pueda derivarse una conclusión clara so- 
bre el objeto del control de constitucionalidad, aunque de la práctica 


21. De hecho, esta sentencia contiene en su fallo un pronunciamiento interpre- 
tativo. 

22. STC 5/1981, de 13 de febrero, f.j. 6. Esta misma sentencia declarará la “in- 
constitucionalidad y consiguiente nulidad” de determinados preceptos de la 
L.O.E.C.E. “en cuanto se refieren a centros sostenidos por la Administración 
con fondos públicos, no siendo opuestos a la Constitución en cuanto se refie- 
ren a centros privados no sostenidos con fondos públicos”. Incluso antes, la 
STC 4/1981, de 2 de febrero, f.j. 1, ya había afirmado que es necesario “apu- 
rar las posibilidades de interpretación de los preceptos impugnados conforme 
a la Constitución, y declarar tan sólo la inconstitucionalidad sobrevenida y 
consiguiente derogación de aquéllos cuya incompatibilidad con la misma 
resulte indudable por ser imposible el llevar a cabo tal interpretación”. 
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jurisprudencial se deduce que no puede entenderse que el texto 
sea el objeto único de dicho control, o al menos no puede serlo 
siempre. Por ello resulta conveniente pasar a analizar las diferen. 


tes opciones teóricas al respecto. 


3.2. ¿El texto como objeto del control? 


Algunos autores han defendido que el objeto del control de 
constitucionalidad, y por tanto el objeto del pronunciamiento de la 
sentencia constitucional, es el texto”. Y ello aun reconociendo que 
la valoración se hace sobre normas, deducidas de dicho texto”, o 
bien que sobre el mismo recae la actividad interpretativa de la 
Corte constitucional, que puede ser eventualmente divisoria o com- 


23. Así, SANDULLI, A. M., “Atto legislativo, statuzione legislativa e giudizio di 
legitimittá costituzionale”, en Scritti giuridici, Vol. I, Jovene Editore, 1990, 
pp. 481 y ss. 

24. Así, Dumni, G., “L'oggetto dei giudizi...”, cit., pp. 320 y ss., quien señala 
que, si bien la valoración se produce sobre normas derivadas de textos (ya 
que no tiene sentido hablar de contrastación entre textos, entendidos como 
signos gráficos), el objeto del control son los textos. Entre otros argumentos 
en favor de su tesis, señala este autor que la Corte constitucional, cuando 
entiende que la norma cuestionada por el juez a quo no deriva del texto 
impugnado, de acuerdo con la Constitución, declara la cuestión no fundada, 
cuando, desde el punto de vista de la norma, debería declararla inexistente; 
también afirma que la Corte ha preferido utilizar en sus dispositivos la de- 
claración de inconstitucionalidad de un artículo “en la parte en que...”, que 
el uso de otros dispositivos más claros, que podrían haberse referido direc- 
tamente a las distintas interpretaciones o normas que podrían derivar del 
mismo texto. En mi opinión, más bien parece que el uso de estas fórmulas 
esté dirigido a mantener la apariencia de que es el texto el objeto del control 
(y probablemente así lo sea... en primer término); el propio hecho de que €! 
Tribunal valore interpretaciones o normas derivadas de un texto, y se pro- 


nuncie sobre su constitucionalidad, pone de manifiesto que el objeto del 
control no es únicamente el texto, 
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binatoria”*, o que, si bien el objeto deducido en el juicio es la dis- 
posición, la valoración de su legitimidad constitucional no puede 
tener otro objeto que el contenido de ésta, esto es, la norma, indi- 
vidualizada mediante la interpretación?**. También se ha señalado 
que la Corte ha de tomar en consideración textos y normas en la 
motivación, y exclusivamente textos en la parte dispositiva”. En 
realidad, está fuera de toda duda que el Tribunal que valora la 
constitucionalidad de un precepto ha de interpretarlo necesaria- 
mente, y por tanto tiene en cuenta su contenido normativo. Pero 
las tesis que defienden el texto o disposición como objeto del con- 
trol de constitucionalidad no niegan la necesaria “presencia” de 
dicho contenido normativo. A efectos del razonamiento que sigue, 
pueden señalarse las características de las teorías que defienden 
que es la disposición el objeto del control de constitucionalidad 
(aunque quizás no siempre todas ellas sean compartidas por todos 
los autores que parten de dicha consideración): a) que el órgano 
que pide el pronunciamiento sobre la constitucionalidad, lo hace 
en relación a un texto; b) que la interpretación que del texto pu- 
diera hacer dicho órgano no vincula al Tribunal Constitucional; c) 
que el pronunciamiento del Tribunal Constitucional (es decir, su 
fallo) debe referirse al texto impugnado, y no a las posibles inter- 
pretaciones o normas que puedan deducirse del mismo. 


Pero si se parte estricta y exclusivamente de esta última idea, 
los únicos pronunciamientos legítimos serían la declaración de 


25. CHIARELLI, G., “Processo costituzionale e teoria della interpretazione”, en Scritti 
di diritto pubblico, Giuffre, Milán, 1977, pp. 380 y ss. 

26. CHIARELLI, G., “Problemi di giustizia costituzionale”, en Scritti di diritto pub- 
blico, Giuffrè, Milán, 1977, pp. 400-401. 

27. LAVAGNA, C., “Sulle sentenze...”, Op. cit., p. 670. Reconoce este autor que la 
norma no es extraña al ¡ter lógico de la Corte, si no como objeto de valora- 
ción, sí como instrumento del juicio sobre la legitimidad/ilegitimidad del 


texto. 
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constitucionalidad, la declaración de inconstitucionalidad, o la de 
claración de inconstitucionalidad parcial del texto. Por tanto, cuand 
el Tribunal se enfrente a disposiciones susceptibles de varízs irn- 
terpretaciones, alguna de ellas inconstitucional y otra u otras no, 
debería elegir entre la declaración de inconstitucionalidad, que 
elimina del ordenamiento conjuntamente normas constitucicrna- 
les e inconstitucionales (y que en ocasiones podría crear 
situación más gravemente inconstitucional), o la declaración de 
constitucionalidad, que haría permanecer en el ordenamiento w 
das lag normas derivadas de dicha disposición, con independente 
del juicio de constitucionalidad que merezcan”. Dicho de otro modo, 
sostener que el objeto del pronunciamiento sobre la constitucio- 

nalidad es exclusivamente la disposición conlleva que no tienen 
cabida las sentencias interpretativas. 


Por lo demás, sí el objeto del pronunciamiento es el tex:z, 
serán inobjetables log pronunciamientos que se limiten a declarar 
la inconstitucionalidad y a anular incisos o partes de dicho texte 
(serían sentencias de acogimiento o estimación parcial), aunque el 
contenido normativo del mismo resulte de este modo claramente 
alterado, Cabe pensar en el ejemplo en que lo declarado inconstí- 
tucional es la palabra “no”, con lo cual la prescripción normativa 
puede cambiar radicalrmente**, Por lo demás, dependiendo de lz 
forma en que se exprese un texto, una sentencia podría ser consi- 
derada adítiva o no: así, sí el texto de la disposición D dice aplicar 
una determinada consecuencia al supuesto A, pero excluye expre- 
samente al B, y la Constitución exige que se aplique la misma 


28, En este sentido, Ruso LLorente, F., "La jurisdicción constitucional como for- 
ma de creación del derecho”, en La forma del poder. Escritos sobre lá 
Constitución, Centro de Estudios Constitucionales, 2.* ed., Madrid, 1997, p- 
483, 


29, Ejemplo que propone Dun, G., "L“oggetto...”, cit, p. 317. 
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consecuencia a los supuestos A y B, la sentencia que se enfrente a 
dicha disposición será de acogimiento parcial —desde el punto de 
vista del texto—, declarando inconstitucional el inciso que excluye 
la aplicación al supuesto B. Desde cierto punto de vista, esta sen- 
tencia implicaría un efecto aditivo sobre el plano normativo. Sin 
embargo, si una disposición D’ aplica la misma consecuencia al 
supuesto A, omitiendo toda referencia al B, a pesar de que dicha 
disposición D” posea idéntico contenido normativo a D, la senten- 
cia que valore su constitucionalidad habría de afirmar que “D’ es 
inconstitucional en cuanto no prevé la aplicación de su consecuen- 
cia a B” (en cuyo caso podría considerarse que la sentencia es 
aditiva, desde el punto de vista del texto*%), o que “D” es constitu- 


cional, interpretada en el sentido de que la consecuencia que prevé 
se aplica también a B”. 


3.3. ¿La norma como objeto del control? 


No son menores los problemas que traería como consecuen- 
cia entender que objeto del control de constitucionalidad son 
exclusivamente las normas”. En primer lugar, si se afirma que el 


30. Aunque, como hemos visto antes, formalmente no hay adición alguna de 
texto, que permanece inalterado. 


31. Esta es la opinión, por ejemplo, de GIANNIN1, M. S., “Alcuni caratteri della 
giurisdizione di legittimità delle norme”, en Giurisprudenza costituzionale, 
1956, pp. 902 y ss., especialmente 927.Tras distinguir entre la norma como 
hecho y el texto normativo (esto es, la fuente de la misma), señala que la 
fuente crea la norma, pero sólo parcialmente determina su contenido, ya 
que éste está determinado también por el sistema. Para este autor, es la 
norma y no el texto la que es objeto de la declaración; si la misma es decla- 
rada válida, ello no impide la posterior impugnación de otras normas 
deducibles del mismo texto, o de dicho texto en combinación con otros. 
También a favor de la norma como objeto del control, CRISAFULLI, V., “Le 
sentenze ‘interpretative’ della Corte Costituzionale”, en Rivista trimestrale 
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Tribunal ha de pronunciarse sobre la cuestión propuesta, y ZAPE 
refiere exclusivamente a una norma, el Tribunal Constitucional s 
vería absolutamente vinculado por la interpretación del tezto gus 
realiza el órgano judicial proponente de la cuestión, aun cuand, 
esta interpretación fuera una norma privada de cualquier consis. 
tencia, o extraída erróneamente o de modo arbitrario de Ją 
disposición**. Por otro lado, esta teoría provocaría la existencia er, 
el ordenamiento, cada vez con más frecuencia, de normas declara- 
das inconstitucionales que derivan de disposiciones perfectamente 
acordes con la Constitución, así como de normas o interpretacio- 
nes derivadas de una misma disposición, algunas de las cuales 
pueden ser contrarias a la Constitución y otras no (incluso puede 
darse el caso de que la “norma” o interpretación impugnada fuese 
declarada acorde con la Constitución, mientras que otras interpre- 
taciones no conformes con la misma no pudieran ser declaradas 
inconstitucionales por no formar parte de la impugnación); en suma, 
los textos emanados del legislador serían cada vez menos útiles 
para determinar cuál es el ordenamiento vigente, cada vez menos 
“portadores” de las normas realmente en vigor y acordes con la 
Constitución, produciéndose, como se ha señalado, una disocia- 
ción total entre las leyes y los contenidos normativos efectivamente 
vigentes”. Ciertamente, alguna de estas consecuencias resulta- 


di Diritto e procedura civile, 1967, p. 19; o ANCORA, T., “La Corte Costituzio- 
nale e il potere legislativo”, en Giurisprudenza costituzionale, 1987, I, p. 
3831. En nuestra doctrina parece situarse en esta línea López ULLa, J. M., La 
cuestión de inconstitucionalidad en el Derecho español, Marcial Pons, Ma- 
drid-Barcelona, 2000, pp. 65. 


32. ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 251. Para CHIARELLI, G., “Processo Cos- 
tituzionale...”, cit., p. 386, su idea de que el objeto del juicio de legitimidad 
constitucional es el texto y no la norma implica que la Corte no está vincula- 
da por la interpretación que del texto ha realizado el juez a quo. 


33. Rubro LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional como forma de creación... - 
cit., p. 504. 
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rán inevitables en toda teoría que no considere como objeto exclu- 
sivo del control de constitucionalidad al texto o disposición, pero 
partir de la norma como único objeto de dicho control acentúa 
dichas consecuencias hasta un límite probablemente incompatible 
con el principio de seguridad jurídica. 


3.4. Otras posiciones 


Pero como siempre, entre el blanco y el negro existen un 
sinfín de matices de grises, y algunas opiniones doctrinales han 
defendido que el objeto del control de constitucionalidad no es 
exclusivamente el texto o la norma. En Italia, DELFINO ha distingui- 
do entre: a) la abrogación —cesación de la eficacia—, que debe 
Operar exclusivamente sobre la norma —y sólo sobre la norma que 
ha dado lugar a la antinomia—, sin extender sus efectos al acto- 
fuente o disposición legislativa (la extinción de la norma no 
determina en sí misma la extinción de la ley), y b) la declaración de 
ilegitimidad constitucional, que recae directamente sobre la ley o 
acto-fuente”**. 


También se ha dicho que los pronunciamientos de la Corte 
inciden, en primer lugar, y normalmente sobre textos, pero tam- 
bién sobre normas, cuando no existe correspondencia unívoca entre 
texto y norma y el mantenimiento de la disposición se justifica 
porque también derivan de ella normas constitucionales*. Algún 
autor ha destacado la imposibilidad de aceptar que la Corte se 
pronuncia exclusivamente sobre disposiciones, siendo necesario 
tener presentes las normas que de aquéllas derivan, ya que los 


34. DELFINO, F., La dichiarazione di illegittimità costituzionale delle leggi. Natura 
ed effetti, Casa Editrice Dott. Eugenio Jovene, Nápoles, 1970, pp. 75 y ss. 


35. ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 281. 
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propios límites de la impugnación no coinciden sin más con la diş. 
posición; de forma que el control de constitucionalidad tiene po 


objeto no sólo las disposiciones, sino también las normas*”. Guas. 
TINI ha distinguido entre las sentencias de desestimación, cuyo 
objeto es la propia cuestión de legitimidad constitucional, y las 
estimatorias, que tienen por objeto normas, aunque si todas las 
normas que derivan de una disposición son inconstitucionales, la 
declaración de ilegitimidad afectará también a dicha disposición”. 
Más allá de la disposición y la norma en sentido estricto, otras 
veces se ha buscado un tertium genus que pudiera considerarse 
como objeto del control de constitucionalidad, aunque normalmente 
éste se aproxima más a la norma, O al derecho realmente aplicado, 
Así, RUGGERI afirma que ni la disposición ni la norma, como datos 
abstractamente considerados, son el objeto del juicio de constitu- 


EOSTO 

36. MonteLLA, M., Tipologia delle sentenze della Corte costituzionale, Maggioli 
Editore, Rimini, 1992, p. 93 y ss. Para este autor, si la disposición tiene una 
interpretación unívoca y contrastante con la Constitución, han de anularse 
norma y disposición. Si la disposición puede ser interpretada en varios sen- 
tidos, la Corte puede adoptar una decisión interpretativa de rechazo o una 
de acogimiento, eliminando en todo o en parte la disposición. Si la disposi- 
ción no es escindible, y de la misma es posible deducir una multiplicidad de 
normas, la Corte puede utilizar un pronunciamiento interpretativo de ve- 
chazo o de acogimiento, en el caso de que la norma, o parte de la norma que 
sea inconstitucional, sea deducible correctamente del texto. 


37. GUASTINI, R., Le fonti del diritto..., cit., pp. 306 y ss. Dentro de las sentencias 
de acogimiento, distingue tres supuestos: 1) si de una disposición pueden 
deducirse varias normas alternativamente, una de ellas inconstitucional, N 
declaración ha de recaer sobre esa norma, dejando intacta la disposición; 2) 
lo mismo debe suceder si de una disposición derivan conjuntamente varias 
normas, siendo una de ellas inconstitucional; 3) si todas las normas qu 
derivan de una disposición son inconstitucionales, su declaración de incons 
titucionalidad hará caer a la propia disposición. Pero incluso en este supuest 
3), parece que para GuasTINI la inconstitucionalidad de la disposición es WW 
mera consecuencia de la inconstitucionalidad de las normas de ella darit? 
das, que constituyen el verdadero objeto de la sentencia de acogimiento 
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cionalidad, sino que dicho objeto lo constituye la situación norma- 
tiva como síntesis de significados deducidos de las interconexiones 
entre norma y sistema jurídico global, o bien la misma situación 
real, calificada por los efectos producidos o que pueden derivarse 
de las disposiciones normativas sometidos a control de constitu- 
cionalidad; por ello el objeto no sería la norma o disposición 
consideradas de forma estática, sino las mismas como calificación 
de un hecho en relación a los otros hechos jurídicamente califica- 
dos, y por tanto el efecto de la norma, en cuanto idóneo a constituir, 
modificar o extinguir relaciones jurídicas**, Incluso hay quien, par- 
tiendo de que son los textos el objeto de la cuestión, de la 
declaración de ilegitimidad y del pronunciamiento de inaplicabili- 
dad, no puede dejar de reconocer que, en la práctica, la operación 
real de comparación tiene por términos no los textos, sino la situa- 
ción del ordenamiento, vista en función de tales textos, ya que el 
ordenamiento positivo se compone de textos ordinarios y de la 
Constitución; y no sólo del derecho escrito, sino también del “de- 
recho vivo”?**. Para PUuGIOTTO es esta norma vivente el auténtico 
objeto de los pronunciamientos aditivos, que no recaen sobre una 
omisión o exclusión de la ley, sino sobre la aplicación concreta de 
la misma, realizada por la jurisprudencia; y desde este punto de 
vista, no serían diferentes de las sentencias de acogimiento”*”. 


38. RUGGERI, R., Le attività 'conseguenziali” nei rapporti fra la Corte costituzio- 
nale e il legislatore, Giuffre, Milán, 1988, pp. 55 y ss. 


39. ANDRIOLI, V., “Il problema delle sentenze interpretative”, en Studi sulla gius- 
tizia costituzionale, Giuffrè, Milán, 1992, pp. 133 y ss. Señala este autor, en 
consecuencia (p. 138), que en ocasiones la laguna que sigue a la sanción de 
inaplicabilidad de un texto puede ser colmada con otros textos o con la “pre- 
sencia” de la Constitución; pero, en otros casos, es más oportuno dejar el 
texto y “especular” (en el buen sentido de la palabra) sobre las interpreta- 
ciones y combinaciones que pueden darse en el "derecho vivo”. 


40. PuciorTo, A., “Dottrina del diritto vivente e ridefinizione delle sentenze addi- 
tive”, en Giurisprudenza costituzionale, 1992, pp. 3675 y ss. Destaca este 
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Tampoco falta quien niega relevancia a la distinción entr 
disposición y norma en sede de aplicación del derecho, afirmand, 
que, si bien en el plano cultural ninguna disposición puede consi. 
derarse unívoca, desde el punto de vista de la existencia jurídica 
cada disposición contiene una sola norma, que es la que se extrag 
en el momento de su aplicación; por ello las sentencias interpreta- 
tivas de acogimiento, según esta opinión, caen en el error de 
considerar existentes y vigentes simultáneamente dos normas, de 
las cuales una es considerada inconstitucional*. En este sentido 
se ha afirmado que “disposición” y “norma” coinciden por defini- 
ción*. Pero esta opinión parece olvidar que pueden coexistir en la 
práctica varias interpretaciones de un mismo texto; y si bien es 
cierto que estas diversas interpretaciones no pueden utilizarse si- 
multáneamente en un mismo acto de aplicación, también hay que 
tener en cuenta que el Tribunal que valora la constitucionalidad 
de la ley debe mantener la vigencia de ésta mientras sea posible, y 
lo será cuando al menos alguna de las normas que de la misma 
pueden deducirse sea acorde con la Constitución. No es misión de 
dicho Tribunal señalar cuál es la interpretación correcta o adecua- 
da de la disposición, para pronunciarse a continuación sobre su 
constitucionalidad, sino señalar si el precepto impugnado (dispo: 
sición y contenido normativo) es constitucional, y lo será cuando 


autor que la distinción entre disposición y norma permite a la Corte estable- 


cer significados normativos no expresos, pero deducibles mediante li 
interpretación de un texto legislativo. 


41. SILVESTRI, G., “Le sentenze normative della Corte costituzionale”, Op. Cll. 
pp. 774 y ss. Para este autor, es cierto que la Corte puede adoptar una inter 
pretación diferente a la del juez a quo, pero en tal caso debe expresa! $ 
juicio de constitucionalidad sobre esta única norma deducida del texto Y. * 
entiende que es ilegítima, debe hacer caer el texto. 


42. MONTELEONE, G., Giudizio incidentali sulle leggi e giurisdizione, Ced 
dua, 1984, p. 112. 


am, P 
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En fin, desde una perspectiva diferente, la distinción entre 
disposición y norma también se ha cuestionado para poner de re- 
lieve la imposibilidad de pronunciarse sobre la constitucionalidad 
de un texto legal sin interpretarlo y, por lo tanto, tener en cuenta 
su contenido normativo, por lo que dicha distinción no debe usar- 
se para limitar la función del Tribunal Constitucional al 


enjuiciamiento de la disposición o texto* 


£. CONCLUSIONES 


Es cierto que, al menos teóricamente, la jurisdicción consti- 
tucional conduce a acentuar la diferencia entre norma y enunciado, 
Ya que una identificación simplista entre ambos —o, más bien, la 
reducción de todo el precepto legal a su enunciado— colocaría al 
Tribunal ante la opción única entre declarar la constitucionalidad 
o inconstitucionalidad de dicho enunciado**. Pero esta distinción 
de conceptos, que como hemos visto resulta esencial, no debe ocul- 
tar que en la práctica disposición y norma o normas que derivan 
de ella están estrechamente unidas. La norma o normas necesitan 
de una o varias disposiciones* para existir; y, por otro lado, el 


43. Siwros Vianpez, J. M., Doctrina y jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
Su eficacia respecto de los Tribunales ordinarios, Comares, Granada, 1995, 
pp. 88 y ss. 

44. En este sentido, Ruzio LioreNTE, F., “La jurisdicción constitucional como for- 
ma...”, Op. cit., pp. 465 y 483. 

45. Si hacernos excepción de los principios generales, deducidos implícitamente 
del ordenamiento (aunque incluso cabría entender que éstos tienen un “so- 
porte rernoto” en enunciados concretos de éste). En cuanto a la norma extraída 
mediante la analogía para cubrir vacíos, la misma derivará de la disposición 
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sentido o función de dichas disposiciones o enunciados es ezr, 
sar normas. Se ha señalado con acierto que la distinción em 
disposición y norma es más un recurso procesal de gran utilid, 
para la conservación y composición del ordenamiento jurídico q, 
una distinción sustantiva entre dos fenómenos que tuvieran yie, 
jurídica propia". 

No puede entenderse que el objeto del control de consti», 
cionalidad sea exclusivamente la disposición, o la norma. Cuan, 
el Tribunal Constitucional ha de valorar la constitucionalidad ¿ 
uno o varios preceptos legales, ineludiblemente ha de interpreta. 
los —al igual que ha de interpretar la Constitución—. Es, 
interpretación se produce en todos los procesos de constitucion, 
lidad —no solamente en la vía incidental— y no sólo cuando 
sentencia finalmente emanada es interpretativa, sino en todos l 
supuestos. 


Lo anterior supone que la argumentación o fundamentaci 
llevada a cabo por el Tribunal Constitucional conlleva la interpre 
tación de las disposiciones impugnadas; pero no implicaría, al men 
teóricamente, que el fallo o decisión del Tribunal deba recaer tar- 
bién necesariamente sobre las normas. Sin embargo, de nuevo: 
práctica fuerza a reconocer que dichos pronunciamientos afec 
al contenido normativo. Cuando la sentencia se limita a declarar: 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de un precepto, dispos 
ción y norma o normas corren la misma suerte; pero en estos casa 
aunque el precepto haya sido objeto ineludible de interpretacio. 
el pronunciamiento o decisión del Tribunal podría referirse solè 
mente al enunciado o disposición. Sin embargo, la necesidad È 
conservar en lo posible la validez de los preceptos impugnados (ë 


o enunciado cuyo contenido normativo se aplicará al supuesto de hech: 
previsto expresamente. 


46. VILLAVERDE, L, La inconstitucionalidad..., cit., p. 50. 
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tanto admitan interpretación acorde con la Constitución) requiere 
en ocasiones pronunciamientos de tipo interpretativo. Las senten- 
cias interpretativas, exigidas por la realidad, introducen notable 
complejidad en el sistema”, pero ponen de manifiesto que los 
pronunciamientos del Tribunal Constitucional, sin dejar de refe- 
rirse a los enunciados, en ocasiones han de incidir direciamente 
—es decir, no a través de dichos enunciados— en las normas. Ex- 
presamente este tipo de fallos aluden al artículo o precepto 
impugnado, y cabría entender que sólo hacen referencia a su 1exto 
("es constitucional, si se interpreta...”), pero es obvio que dichos 
pronunciamientos se están refiriendo de manera directa a las nor- 
mas que derivan de dicho enunciado (de las diversas normas que 
derivan de la disposición D, sólo N, es constitucional). 


Desde luego, no puede entenderse que las exigencias de la 
realidad sean en sí mismas fuente de legitimación de este tipo de 
decisiones; el que algo suceda con frecuencia no implica que sea 
bueno. Pero sí es cierto que la frecuencia de este tipo de decisio- 
nes pone de manifiesto que en ocasiones resulta necesario —o al 
menos es la solución mejor o la “menos mala”— “salvar” la cons- 
titucionalidad de una disposición, que en sí misma es perfectamente 
constitucional, aunque no pueda mantenerse todo su contenido 
normativo, ya que parte de éste es opuesto a la Norma fundamen- 
tal. Como veremos con más detalle, es el principio de conservación 
de la ley el que explica estas decisiones y les sirve de fundamento. 


Por tanto, la norma adquiere un papel muy relevante en el 
control de constitucionalidad, aunque pudiera admitirse que el 
objeto “primario” o inmediato del pronunciamiento sea el texto. El 
objeto de la impugnación es el precepto o preceptos, esto es, el 


47. Rulo LLORENTE, F., "La jurisdicción constitucional en España”, en La forma 
del poder. Estudios sobre la Constitución, Centro de Estudios Constituciona- 
les, Madrid, 1997, p. 387. 
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complejo formado por texto y norma; el objeto sobre el que re, 
la argumentación del Tribunal es el mismo complejo, ya que... 
todo caso necesita interpretar el precepto impugnado (expre, 
no en su fundamentación dicho proceso interpretativo). Y el obj, 
del pronunciamiento del Tribunal —y, en su caso, de la inconstit, 
cionalidad— es el mismo precepto en su totalidad, aunque y 
siempre de la misma manera, como veremos a continuación, p, 
ello, puede afirmarse que el objeto del control de constitucional, 
dad es el “complejo normativo”, formado por disposición y nor, 
o normas de ellas derivadas (o por el texto y su interpretación) ; 


cual, por la simple necesidad de buscar un término diferente, ll, 
maremos precepto. 


Pero ahora es necesario analizar con más detalle de qu 
manera incide dicho pronunciamiento o fallo** del Tribunal sobr: 
la disposición y la norma en los distintos supuestos que pueden 
darse. Para ello seguiremos el siguiente esquema: 


1) Sentencias “ordinarias” (no interpretativas): En estos ù 
sos, la disposición arrastra a la norma. Recaen sobre disposicione 
unívocas o sobre aquéllas cuyos significados conocidos son todo 
ellos constitucionales o inconstitucionales. Cabe distinguir: 


1.1. Sentencias desestimatorias “puras”: 


a) Formalmente: con frecuencia, el pronunciamiento ni 
recae sobre el precepto impugnado, sino sobre el recur: 
o cuestión planteados, que es lo que se desestima; el 
otras ocasiones, el pronunciamiento declara expresament: 
que el precepto o preceptos impugnados no son contr 
rios a la Constitución.. 


48. Aunque utilicemos aquí estos términos como sinónimos, no debe olvidas 
que un fallo puede contener varios de los pronunciamientos que aquí va 
a señalar, en relación a distintos preceptos impugnados. 


Escaneado con CamScanner 


EL OWETO DE CONTROL DE CONSPIFUCIONALIDAD 81 


b) Realmente: la sentencia contiene un pronunciarniento 
implícito de constitucionalidad, que recae directamente 
sobre la disposición, e indirectamente sobre la norma o 
normas de ella derivadas. 

1.2. Sentencias estimatorias “puras”: la sentencia contiene 
un pronunciamiento de inconstitucionalidad, que recae 
directamente sobre la disposición, e indirectamente so- 
bre la norma o normas (todas) que de ella derivan. 


2) Sentencias interpretativas: Recaen normalmente sobre 
disposiciones ambiguas, de las que pueden derivar varias normas 
alternativamente, aunque también pueden recaer sobre disposi- 
ciones complejas, de las que derivan varias normas conjuntamente. 
Podemos distinguir: 


2.1. Sentencias interpretativas desestimatorias: son el su- 
puesto más frecuente. En este caso, utilizado casi siempre 
ante disposiciones que admiten varias interpretaciones 
alternativas, al menos una de las normas derivadas de la 
disposición ha de correr la misma suerte que ésta, pero 
otra u otras no. 


a) Formalmente: declaran que el precepto impugnado "es 
constitucional, interpretado en el sentido señalado en 
el fundamento N.°? 1 (...)”. Aunque éste es el supuesto 
más habitual, teóricamente también sería de este tipo el 
pronunciamiento que indicase que el precepto “es cons- 
titucional, salvo que se interprete (...)” en uno o varios 
sentidos que el Tribunal señale**. 


49. De hecho, en algunos casos ésta sería la solución más respetuosa con el 
mayor grado de conservación del precepto. Por ejemplo, si se suponen exis- 
tentes dos sentidos del texto impugnado, uno de ellos constitucional (N ) y 

1 
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b) Realmente: estos pronunciamientos recaen directarner 
te sobre la disposición (que es declarada constitucional, 
y también directamente sobre las normas (alguna de lz, 
cuales es declarada constitucional, y otra u otras no)” 
Por ello, desde el punto de vista de las normas, el pro- 
nunciamiento es parcialmente estimatorio. 


c) Este tipo de pronunciamiento podría también utilizarse 
para emanar una sentencia aditiva. A este aspecto nos 
referiremos en el apartado 3). 


2.2. Sentencias interpretativas estimatorias. 


a) En primer lugar, este tipo de sentencias podría utilizar- 
se para conseguir los mismos efectos señalados en el 
apartado anterior. Ello sucedería si se declara que el pre- 
cepto impugnado es inconstitucional “si se interpreta...” 
en determinado sentido, o “salvo que se interprete...” en 
un sentido. Esta técnica, menos utilizada en la práctica, 
resulta sin embargo la más coherente desde la perspecti- 
va de las normas. Los efectos, que recaerían directamente 


‘ta 


50. 


otro (N ) no, sería más adecuado decir que el precepto impugnado es consti- 
tucional “salvo que se interprete en el sentido N ”, que afirmar que el mismo 
es constitucional “si se interpreta en el sentido N ”. Y ello porque puede 
existir una interpretación N , acorde con la Constitución, desapercibida o no 
planteada en ese momento, o que plantee la aplicación futura, cuya consti- 
tucionalidad no quedaría afectada por el primer pronunciamiento, pero si 
por el segundo. 


Algún autor, como GuasTIN1, R., “Disposizione v. norma”, cit., p. 14, entiende 
que estas sentencias, al igual que buena parte de las sentencias interpreta- 
tivas de acogimiento, versan sobre normas, en cuanto que dejan intacta la 
disposición. Pero creemos que existe un pronunciamiento implícito sobre la 
constitucionalidad de dicha disposición, al tiempo que hay un pronuncia- 
miento más o menos expreso sobre la constitucionalidad de una —o varias— 
de las normas que de ella derivan, aunque es cierto que la inconstituciona- 
lidad y nulidad sólo se produce en el plano de las normas. 
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sobre la disposición y sobre las normas, serían los mis- 
mos señalados en 2.1 b), con la salvedad dicha de que el 
precepto sería declarado formalmente inconstitucional (en 
realidad, dicha inconstitucionalidad recae sobre una nor- 
ma, pero no sobre la disposición). 


b) En segundo lugar, este pronunciamiento se ha utiliza- 
do en ocasiones para declarar la inconstitucionalidad de 
una o varias de las normas que derivan conjuntamente 
—y no alternativamente— de una disposición. Normal- 
mente, la declaración se formularía señalando que el 
precepto es inconstitucional en cuanto que prevé deter- 
minada consecuencia (o es aplicable a ciertos supuestos), 
pero no en sus demás consecuencias o en los demás su- 
puestos a que es aplicable. A pesar de la declaración formal 
de inconstitucionalidad, la disposición sería realmente 
declarada constitucional, mientras que sería inconstitu- 
cional una de las normas que conjuntamente derivan de 
ella”, 


c) En la práctica, este tipo de pronunciamientos es el más 
utilizado para emanar sentencias aditivas, a las que nos 
vamos a referir a continuación. 


3) Sentencias aditivas: En realidad, se trata de un subapar- 


ado de las sentencias interpretativas comentadas en el apartado 


Un ejemplo: el fallo de la STC 5/1981, de 13 de febrero, declara “la incons- 
titucionalidad y consiguiente nulidad de los artículos (...) en cuanto se refieren 
a centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, no siendo 
opuestos a la Constitución en cuanto se refieren a centros privados no soste- 
nidos con fondos públicos”. Esta sentencia no puede considerarse aditiva, 
porque no añade nada ni a la disposición ni a las normas, sino que más bien 
reduce el contenido normativo que deriva de la disposición. 
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2), pero su complejidad aconseja esta mención separada, Hecasy, 
normalmente sobre preceptos que se consideran incompletos par: 
ser constitucionales. Pueden emanarse mediante dos tipos de pro- 
nunciamientos: 


3.1. Sentencias aditivas estimatorias: Es el supuesto más 
frecuente en la práctica. 


a) Formalmente: declaran que el precepto es inconstitu- 
cional “en la parte en que no prevé...”, o no incluye algo, 


b) Realmente: es preciso analizar sus efectos sobre la dis- 
posición y sobre la norma: 


b.1) Sobre la disposición: podría decirse en buena lógica 
que declaran su inconstitucionalidad, ya que así lo hacen 
con el precepto o artículo impugnado. Pero entenderlo así 
sería un contrasentido, porque si alguna norma queda en 
vigor y válida tras este pronunciamiento —y entender lo 
contrario sería absurdo, pues implicaría la nulidad total 
de disposición y normas— ésta ha de tener el soporte de 
la disposición. Por lo demás, ni una palabra, ni una letra 
ni una coma de dicha disposición resulta ser contraria ala 
Constitución. De manera que no queda sino entender que 
la disposición es declarada constitucional, a pesar del te- 
nor literal del fallo. 


b.2) En cuanto a la norma: puede entenderse: i) o bien 
que “crea” una nueva norma conforme a la Constitución, 
mediante la interpretación de dicha disposición (o que 
“hace derivar” de esa disposición lo que en realidad es 
una norma derivada de la Constitución); 1i) o bien que 
simplemente “encuentra” o “señala” cuál es la norma 
constitucional que deriva de dicha disposición, iii) o bien 
que declara la inconstitucionalidad de una norma implí- 
cita, derivada de dicha disposición, que impedía su 
aplicación a determinados supuestos. Esta es una cues- 
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tión central en este estudio, y capital para pronunciarse 
sobre la legitimidad de este tipo de pronunciamientos, en 
la que no vamos a detenernos ahora. 


3.2. Sentencias aditivas desestimatorias: Aunque no sea fre- 
cuente, a efectos similares a los señalados en el apartado 
anterior podría llegarse, como ya dijimos, señalando que 
el precepto impugnado “es constitucional, si se entiende 
que incluye...” o "si se entiende que no excluye...”. Esta 
formulación no podría utilizarse cuando de la interpreta- 
ción del texto impugnado derive de forma clara —aunque 
implícita— una exclusión de la consecuencia necesaria 
para que el precepto se considere constitucional. Pero en 
otros supuestos, este pronunciamiento sería más acorde 
desde el punto de vista de la disposición, que queda in- 
tacta, aunque menos desde la perspectiva de las normas, 
ya que una o varias de las posibles interpretaciones del 
precepto son inconstitucionales. Los efectos producidos 
en el plano de las normas se traducen precisamente en la 
inconstitucionalidad de las interpretaciones diferentes a 
la única considerada compatible con la Ley suprema. 


La clasificación anterior no supone, por el momento, opinión 
alguna sobre la legitimidad de las sentencias analizadas, aunque 
desde luego creo que sienta las bases para valorar dicha legitimi- 
dad en algunos supuestos. Por ahora, sólo interesa reiterar que 
disposición y norma son dos conceptos distintos, pero en la prácti- 
ca “viven” de manera conjunta en cada precepto legal; que el control 
de constitucionalidad no puede prescindir ni de una ni de la otra; 
y que todos los pronunciamientos sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de un precepto inciden directa o indirecta- 
mente sobre su contenido normativo. Algunos de ellos afectan 
directamente a dichas normas: tal es el caso de las sentencias in- 
terpretativas. 
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Las sentencias interpretativas. 
Concepto, tipología y efectos 


Le IDEAS GENERALES Y UBICACIÓN DE LAS SEN- 
TENCIAS INTERPRETATIVAS EN EL MARCO DE 
LAS SENTENCIAS DE LOS PROCEDIMIENTOS 
DE INCONSTITUCIONALIDAD 


a distinción entre disposición y norma, analizada 

en el capítulo anterior, es el presupuesto básico 

que permite entender todas las sentencias inter- 
pretativas (aunque este entendimiento no conlleva, en 
sí mismo, la legitimidad de su uso). Con la base de di- 
cho presupuesto, es posible entrar ya en el análisis más 
detallado de estas decisiones, lo cual constituye el obje- 
to central de este estudio. Pero en realidad, las sentencias 
interpretativas son un amplio grupo (cuya característi- 
ca común es el mantenimiento íntegro del texto de una 
disposición, afectando parcialmente a su contenido nor- 
mativo) dentro del que pueden encontrarse sentencias 
que obedecen a esquemas diferentes, y cuyos efectos 
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no necesariamente son idénticos, conformando una variada tipo 
logía, que será analizada en este capítulo. 


Conviene advertir que, en relación con dicha tipología de 
sentencias, existe una abundante y no siempre coincidente terrni- 
nología utilizada por la doctrina, casi siempre procedente de Italia, 
A título de ejemplo, se ha hablado de sentencias condicionales 
(condizionali), interpretativas de desestimación, o de estimación 
(interpretative di rigetto o di accoglimento), correctoras (correttj- 
ve), adecuadoras (adeguatrice), manipuladoras (manipulative), 
creativas (creative), interpretativas tout court, integrativas (ínte- 
grative), sentencias-delegación (sentenze-delega), didascálicas 
(didascaliche)', sustitutivas (sustiítutive), aditivas (additive), sus- 
tractivas (sottrative), restablecedoras (ripristinatorie)?, sentencias 
“ley” (sentenze “legge”) y sentencias indirizzo*, o sentencias nor- 
mativas (sentenze normative)*. Como puede suponerse, algunas 
veces los autores utilizan diversas denominaciones para referirse 
aproximadamente a lo mismo, y otras veces, en cambio, se refie- 
ren a sentencias distintas, usando la misma denominación. 


Ante este panorama, me conformaré con utilizar una termi- 
nología lo suficientemente clara, y procurando siempre respetar 
aquellas denominaciones que están más asentadas en la doctrina, 


1. Éstas son las denominaciones que recoge Occhiocupo, N., “La Corte costi- 
tuzionale come giudice di ‘opportunità’ delle leggi”, en N. Occhiocupo (ed.), 
La Corte costituzionale tra norma giuridica e realtà sociale, Cedam, Padua, 
1984, pp. 33-34, quien cita a los autores que han utilizado cada una de estas 
denominaciones. 


2. Estas últimas denominaciones son recogidas —junto a algunas de las ante- 
riores— por MONTELLA, M., Tipologia..., cit., p. 19. 

3. Estos términos son usados por ZAGREBELSKY, G., “La Corte costituzionale e il 
legislatore”, en: Corte costituzionale e sviluppo della forma di governo en 
Italia, Il Mulino, Bolonia, 1982, p. 105. 


4,  SiLvEsTRI, G., “Le sentenze normative...”, Op. cit. 
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aun sabiendo que a veces las mismas conllevan algunas connota- 
ciones que implican ya una valoración implícita sobre lo denominado 
(casi siempre negativa, y que no necesariamente comparto). 


1.1. Clasificación formal y clasificación material 


Antes de profundizar más, se impone realizar una primera 
ordenación de la variada tipología a la que nos vamos a referir, 
anticipando los términos que utilizaremos. Las sentencias sobre el 
fondo en los procesos de inconstitucionalidad* podrían clasificar- 


5. Aunque nos centraremos en las sentencias, que es la forma de terminación 
del proceso que tiene interés para nosotros, hay que recordar que el proceso 
de inconstitucionalidad puede terminar también mediante auto. El artículo 
36.1 de la L.O.T.C. establece con carácter general que "...las decisiones de 
inadmisión inicial, desistimiento y caducidad adoptarán la forma de auto 
salvo que la presente ley disponga expresamente otra forma”. Y el artículo 
37.1 dispone, en relación con la cuestión de inconstitucionalidad, dispone 
que puede rechazarse en trámite de admisión mediante auto "cuando falta- 
ren las condiciones procesales o fuere notoriamente infundada la cuestión 
suscitada”. Sobre esta forma de terminación anormal del proceso puede verse, 
por ejemplo, Montoro Puerto, M., Jurisdicción constitucional y procesos cons- 
titucionales, Colex, Madrid, 1991, pp. 222 y ss. y 271 y ss.; CAAMAÑO 
DozfínGueEz, F.; A. Gómez MONTORO; MEDINA, M. GUERRERO; J. L. REQUEJO PAGÉS, 
Jurisdicción y procesos constitucionales, McGraw Hill, Madrid, 1997, pp. 38 
y ss. y 63 y ss.; Corzo Sosa, E., La cuestión de inconstitucionalidad, Centro 
de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 1998, pp. 493 ss; GARCÍA 
Martínez, A., El recurso de inconstitucionalidad. El proceso directo de in- 
constítucionalidad, Trivium, Madrid, 1992, pp. 204 y ss.; Ribas MAURA, A., 
La cuestión de inconstitucionalidad, Civitas, Madrid, 1991, p. 128. Más ge- 
néricamente, sobre la terminación anormal de los procedimientos 
constitucionales, GONZÁLEZ PÉREZ, J., Derecho procesal constitucional, Civi- 
tas, Madrid, 1980, pp. 195 y ss. Un comentario a los dos artículos citados de 
la L.O.T.C. puede encontrarse en ALMAGRO NOSETE, J., Justicia constitucional 
(Comentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional), Tirant lo blan- 
ch, Valencia, 2.3 ed., 1989, pp. 233 y ss. y 559 y ss. 
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seë, siguiendo dos criterios: uno formal, que tenga corno centro ej 
sentido del fallo de la decisión; y otro material, basado en la opor. 


En Italia, la ley N.° 87, de 11 de marzo de 1953 (art. 18) dispone que “la 
Corte juzga en vía definitiva con sentencia. Todas las demás decisiones de 
su competencia se adoptan mediante auto”. Sin embargo, su artículo 24 
permite rechazar la cuestión mediante auto (ordinanza) por manifiesta falta 
de fundamentación. Sobre estos autos, véase RomBOLI, R., “La tipología de 
las decisiones de la Corte Constitucional en el proceso sobre la constitucio- 
nalidad de las leyes planteado en vía incidental”, en Revista Española de 
Derecho Constitucional, N.° 48, 1996, pp. 60-62 (sobre las resoluciones de 
inadmisibilidad, pp. 54 y ss.). Sobre la distinción entre sentencia y auto, 
véase por ejemplo CRISAFULLI, V., Lezione di Diritto Costituzionale, Vol. Il, 
Cedam, Padua, 1984, pp. 375 y ss.; destaca este autor que, si bien el artículo 
18 de la ley N.° 87, de 1953, dispone que, a pesar de la dicción del artículo 
18 de la ley N.° 87, la Corte ha ido utilizando, cada vez con más frecuencia, 
autos de inadmisibilidad, que ponen fin al proceso. También sobre la distin- 
ción entre sentenza y ordinanza, MONTELLA, M., Tipología delle sentenze della 
Corte Costituzionale, Maggioli Editore, Rimini, 1992, pp. 7-17. 


6. La clasificación que seguiremos en el texto tiene carácter general, y aunque 
está pensada para nuestro sistema, es aplicable a otros similares en este 
aspecto, como el italiano. En la doctrina italiana pueden encontrarse nume- 
rosas clasificaciones de las sentencias constitucionales. Por ejemplo, y desde 
un punto de vista amplio —que incluye las sentencias pronunciadas en todo 
tipo de procedimientos—, hay que citar la clasificación de MONTELLA, M, 
Tipología..., cit., pp. 18-19, (desarrollada especialmente a partir de la p. 35). 
En concreto, en relación con el proceso en vía incidental, ROMBOL, R., L 
tipología..., pp. 50 y ss. Una clasificación muy útil, para los efectos de este 
trabajo se encuentra en GUAsTINI, R., “Disposizione vs. norma”, en: Giuris 
prudenza costituzionale, 1989, II, p. 14. También son de interés las 
clasificaciones seguidas por CRISAFULLI, V., Lezioni..., cit., pp. 381 y ss.; ZAG% 
BELSKY, G., La giustizia costituzionale, Il Mulino, Bolonia, 2.? ed., 1988, pp. 
255 y ss.; CERRI, A., Corso di guistizia costituzionale, Giuffrè, Milán, 20.3 ed. 
1997, pp. 110 y ss.; PIzzORUSSO, A., “Las sentencias "manipulativas' del Tri- 
bunal Constitucional italiano”, en: El Tribunal Constitucional, Vol. 1, Institut 
de Estudios Fiscales, Madrid, 1981, pp. 281 y ss.; PIERANDREI, R., “Corte cos 
tituzionale”, en: Enciclopedia del diritto, Vol. X, Giuffrè, Milán, 1962, p 
966 y ss.; MONTELEONE, G., Giudizio incidentale sulle leggi e giurisdizic! 


Cedam, Padua, 1984, pp. 75 y ss. 
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ción que realmente realiza la sentencia sobre el precepto cuestio- 
nado”. 


Comenzando por el criterio formal, cabría distinguir”: 


En nuestra doctrina pueden también encontrarse varias clasificaciones de 
las sentencias de los procedimientos de inconstitucionalidad, aunque el tema 
ha tenido menos desarrollo que en la doctrina italiana. Podemos citar, entre 
otros, a RuBio LLORENTE, F, “La jurisdicción constitucional como forma de 
creación del derecho”, en La forma del poder. Estudios sobre la Constitu- 
ción, 2.* ed., Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1997, pp. 483 y 
ss. (en p. 496, nota a pie 86, se contiene una interesante clasificación de las 
sentencias “que contienen un juicio negativo sobre la constitucionalidad de 
la ley”, distinguiendo las sentencias exhortativas, las declaraciones de in- 
constitucionalidad, y las sentencias anulatorias). ACOSTA SÁNCHEZ, J., 
Formación de la Constitución y jurisdicción constitucional, Tecnos, Madrid, 
1998, pp. 290 y ss., distingue (en relación con el sistema italiano) entre 
sentencias interpretativas restrictivas, constructivas o manipulativas (gru- 
po éste que incluye a las aditivas, sustitutivas y las “sentencias de 
delegación”), y sentencias interpretativas directivas. Hay que mencionar 
también las clasificaciones seguidas por MEDINA, M., en CAAMAÑO DOMÍNGUEZ, 
F. et alii, Jurisdicción y procesos..., cit., pp. 71 y ss. Menos “convencional”, 
pero del mayor interés, es la clasificación que realiza JIMÉNEZ CAMPO, J., “Qué 
hacer con la ley inconstitucional”, en La sentencia sobre la constitucionali- 
dad de la ley, Tribunal Constitucional-Centro de Estudios Constitucionales, 
Madrid, 1997, pp. 33 ss, quien, en relación con las sentencias que se enfren- 
tan a leyes inconstitucionales, distingue los supuestos de “reparación 
inmediata” (bien a través de la anulación, bien a través de la interpretación), 
y los de “reparación mediata” (a través de la integración, o a través de la 
legislación). Véase también la clasificación que, partiendo de la distinción 
entre disposición y norma, realiza Ezquiaca GANUZAS, F. J., La producción 
jurídica y su control por el Tribunal Constitucional, Tirant lo blanch, Valen- 
cia, 1999, pp. 257 y ss. 


7. En la introducción de este trabajo ya hemos apuntado estos criterios de cla- 
sificación, que ahora desarrollamos, siguiendo básicamente nuestra propia 
exposición realizada en el artículo "Interpretación constitucional de la ley y 
sentencias interpretativas”, en Repertorio Aranzadi del Tribunal Constitu- 
cional, N.* 2, abril 2000, pp. 19 y ss. 


8. Conviene aclarar que, aunque hablaremos de “sentencias” estimatorias, 
desestimatorias, etc., en el caso de que se recurran varios preceptos de la 
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1. Sentencias desestimatorias, que pueden ser: 


1.1. Sentencias de desestimación pura o simple, cuyo fallo 
se limita a desestimar el recurso o cuestión interpuesto, 
aunque a veces puede señalar expresamente la constitu- 
cionalidad de la ley. 


1.2. Sentencias interpretativas de desestimación, cuyo fallo 
declara la constitucionalidad del precepto "si se interpre- 
ta” o “interpretado” en el sentido que el propio Tribunal 
señala, normalmente por remisión al fundamento jurídi- 
co correspondiente de la sentencia. En este grupo habría 
que incluir también aquellas sentencias que, bajo la for- 
ma de un pronunciamiento interpretativo desestimatorio 
del tipo; que acabo de expresar, realizan en realidad la 
operación propia de una sentencia “manipulativa” —a la 
que nos referiremos un poco más adelante—. 


1.3. Otros tipos de sentencias desestimatorias*. 


misma o de diferentes leyes, una misma decisión puede contener en su fallo 
varios apartados o pronunciamientos, que pueden no coincidir entre sí; de 
esta forma, en el fallo de una sentencia pueden encontrarse simultánea- 
mente pronunciamientos de estimación pura, desestimación pura, 
interpretativos, etc. De manera que sería más preciso hablar de “clasifica- 
ción de pronunciamientos” que de “clasificación de sentencias”, aunque nos 
referiremos a sentencias porque ello resulta más simple e inmediatamente 
comprensible. 


Conviene mencionar que no son desconocidos, sobre todo en Derecho com- 
parado, otros tipos de fallos que son formalmente desestimatorios, aunque 
la desestimación no es pura o simple, y tampoco pueden calificarse como 
sentencias interpretativas: así sucedería con las sentencias que declaran 
que una ley “no es todavía inconstitucional”, pero puede llegar a serlo si no 
se modifica la regulación, o en general las “sentencias de apelación”, cuando 
se declara la constitucionalidad del precepto, al tiempo que se realiza UN 
llamamiento al legislador para que proceda a adecuarlo más o mejor a las 
exigencias constitucionales. Como es sabido, este tipo de decisiones son tè- 
lativamente frecuentes en el sistema alemán. 
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2. Sentencias estimatorias, dentro de las cuales cabe, a su 
vez, distinguir entre: 


2.1. Sentencias de estimación total, que son aquellas que, 
estimando el recurso, declaran la inconstitucionalidad y 
nulidad del precepto o preceptos impugnados. 

2.2. Sentencias de estimación parcial, que comprenden tam- 

bién varios tipos: 
2.2.4. Sentencias de estimación parcial respecto al texto 
de la disposición impugnada, en las que se declara la in- 
constitucionalidad de una o varias palabras, o de un inciso 
textual del precepto impugnado. 


2.2.B. Sentencias de estimación parcial respecto a la nor- 
ma, que declaran la inconstitucionalidad parcial del 
precepto legal cuestionado, pero dicha inconstitucionali- 
dad no se refleja en una parte, palabra o inciso concreto 
de su texto, sino que afecta en realidad a parte del conte- 
nido normativo derivado del mismo. Todas ellas pueden 
calificarse como sentencias interpretativas de estimación, 
aunque una vez más hay que hacer una nueva distinción: 


2.2.B.a) Sentencias interpretativas de estimación en 
sentido estricto, que señalan la inconstitucionalidad de 
una entre las varias interpretaciones que alternativamente 
pueden derivar del precepto cuestionado. Este tipo de 
sentencias adopta un fallo en el que se señala que el pre- 
cepto impugnado “es inconstitucional, si se interpreta...” 
o “interpretado...” en un sentido determinado, que el Tri- 
bunal puede señalar en el mismo fallo, o por remisión a 
los fundamentos. Si bien estas decisiones han sido en 
nuestro sistema mucho menos frecuentes que las sen- 
tencias interpretativas de desestimación (y también mucho 
menos frecuentes que en otros sistemas, como el italia- 
no), sí pueden encontrarse algunos ejemplos. 
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2.2.B.b) Sentencias interpretativas de estimación que 
declaran la inconstitucionalidad de una norma o parte del 
contenido normativo derivado conjuntamente del texto 
impugnado. Siguiendo una denominación bastante em- 
pleada por la doctrina, especialmente en Italia, podemos 
denominar a estas decisiones “sentencias manipulativas”, 
aunque en este grupo se incluirían sólo las sentencias 
cuyo fallo es formalmente manipulativo. Pero incluso este 
grupo comprendería tres tipos de decisiones: 


- Sentencias reductoras, que son las que señalan que 
el precepto es inconstitucional “en la parte en que...” o 
“en cuanto...” prevé o incluye “algo” contrario a la Nor- 
ma fundamental. En este caso, la inconstitucionalidad 
no afecta al texto, pero sí al contenido normativo, que 
puede considerarse inconstitucional “por exceso”. 


- Sentencias aditivas, que indican que un artículo es 
inconstitucional “en cuanto no prevé...”, o “no inclu- 
ye...”, o “excluye...” “algo” que debería incluir para ser 
completamente conforme a la Constitución. Se trata en 
este caso de una inconstitucionalidad "por defecto”, pero 
que tampoco implica la inconstitucionalidad de inciso 
alguno del texto. 


- Sentencias sustitutivas, cuyo fallo afirma que el pre- 
cepto es inconstitucional "en cuanto prevé...” o señala 
A AAJ 


“algo”, “en lugar de” otra cosa que debería prever para 
ser constitucional. 


2.3. Otros tipos de sentencias estimatorias!? 


La clasificación expuesta se basa en un criterio formal, 
que tiene en cuenta el modo en que el fallo se pronuncia 


10. Al igual que hemos señalado respecto a las sentencias desestimatorias, 
hay que señalar ahora que también existen otras decisiones parcialmente 


al 
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sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad del pre- 
cepto legal impugnado. Entre todos los tipos mencionados, 
aquí analizaremos los señalados en los apartados 1.2 y 


estimatorias que no pueden encuadrarse sin dificultad en ninguna de las 
categorías anteriores. En este grupo habría que citar, en primer lugar, las 
sentencias que declaran la inconstitucionalidad de un precepto, pero no vin- 
culan a esta declaración al de nulidad del mismo. Este tipo de decisiones ha 
sido utilizado en alguna ocasión por nuestro Tribunal Constitucional, a par- 
tir de la STC 45/1989, de 20 de febrero (apartados 11, 21 y 31 del fallo). 
Pero también habría que incluir en este grupo toda una serie de pronuncia- 
mientos “atípicos” que han sido consecuencia del complejo sistema de 
distribución de competencias existente en nuestro sistema. Ello ha provoca- 
do que, en ocasiones el Tribunal haya señalado, en sentencias que resuelven 
recursos y cuestiones de inconstitucionalidad, que un precepto “no es apli- 
cable” en el territorio de una o varias Comunidades Autónomas (por citar 
sólo algún ejemplo, SSTC 179/1985, de 19 de diciembre, apartado 21; 29/ 
1986, de 20 de febrero, apartado B; 330/1994, de 15 de diciembre, aparta- 
dos 11 y 21; 118/1996, de 27 de junio, apartado A), 71); o bien, que “es de 
aplicación supletoria” o “no es de aplicación directa” en una Comunidad 
(entre otras muchas, SSTC 227/1988, de 29 de noviembre, apartado 11, b) y 
c; 15/1989, de 26 de enero, apartado 11, b; 133/1990, de 19 de julio, apar- 
tado 11, o 43/1996, de 14 de marzo, apartado 1; aunque este tipo de 
pronunciamiento parece que tenderá a disminuir o desaparecer, como con- 
secuencia de la última interpretación de la cláusula de supletoriedad llevada 
a cabo sobre todo por STC 61/1997, de 20 de marzo); o, con mucha frecuen- 
cia, que determinado precepto “no es básico” o “no tiene carácter básico” (a 
título de simple muestra, SSTC 49/1988, de 22 de marzo, apartado 11, C); 
132/1989, de 18 de julio, apartado 41; 118/1996, de 27 de junio, apartados 
A, 2 y 3; 118/1998, de 4 de junio, apartado 11; 233/1999, de 16 de diciem- 
bre, apartado 41). Pero este tipo de decisiones, que presentan un interés 
indudable, no pueden ser analizadas en este trabajo. Sólo cabe apuntar que 
algunas de ellas podrían considerarse como un tipo especial de sentencias 
“reductoras” en el que la reducción no afecta tanto al contenido normativo 
del precepto en sentido estricto, cuanto a su ámbito territorial de aplicación; 
ello sucede especialmente con las sentencias que declaran que un precepto 
“no es aplicable” en una o varias Comunidades Autónomas, en ocasiones 
como consecuencia de su carácter no básico. 
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2.2.B, que son, a mi juicio, las únicas que pueden calif- 
carse propiamente como interpretativas. 
Pero, como ya apuntábamos, cabe una clasificación mate- 
rial o, si se prefiere, cabe matizar la clasificación apuntada 
con criterios Materiales, si se tienen en cuenta los efectos 
realmente producidos por el fallo en el contenido norma- 
tivo del precepto cuestionado. El sentido de esta 
clasificación Material resulta claro si tenemos en cuenta 
algunas ideas: 

- En primer lugar, todas las sentencias interpretativas son 
materialmente estimatorias, ya que entienden que al 
menos una entre las varias interpretaciones posibles de 
un texto legal (o incluso, todas menos una), es contraria 
a la Constitución; o bien, en un sentido más amplio, 
que parte del contenido normativo, derivado conjunta o 
alternativamente de dicho texto, es inconstitucional. Por 
ello pienso que el fallo de una sentencia interpretativa 
debería ser siempre formalmente de estimación, seña- 
lando que el precepto “es inconstitucional si se 
interpreta...” o “es inconstitucional, salvo que se inter- 
prete...” o “es inconstitucional, en la parte en que...” 0 
“en cuanto...”, “en la medida en que...”, etc. 


- En segundo lugar, y como consecuencia de lo anterior, 
todas las sentencias que formalmente son interpretati- 
vas de desestimación, materialmente son interpretativas 
de estimación en sentido amplio. Con frecuencia, estas 
sentencias rechazarán una o varias (o todas menos una) 
entre las interpretaciones que pueden derivar alterna- 
tivamente de un texto, es decir, que serán materialmente 
interpretativas estimatorias en el sentido más estricto. 
Pero también hay casos relativamente frecuentes de sen- 
tencias interpretativas formalmente desestimatorias, 
que "encubren” en realidad pronunciamientos material- 


> 
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mente reductores'', aditivos’? o sustitutivos'?. O sen- 
tencias formalmente aditivas que contienen en realidad 
un pronunciamiento materialmente reductor'*, etc. 


Pueden encontrarse varias decisiones de este tipo, aunque es cierto que en 
ocasiones resulta difícil precisar si los efectos sobre el contenido normativo 
son reductores, o simplemente se está eligiendo una entre varias interpreta- 
ciones alternativas (en realidad, ambas circunstancias podrían producirse 
simultáneamente). Por citar algún ejemplo reciente de sentencias material- 
mente reductoras, a pesar de su carácter formalmente interpretativo 
desestimatorio: STC 50/1999, de 6 de abril (apartado 21 del fallo), o 233/ 
1999, de 16 de diciembre (apartado 21); también puede destacarse la STC 
56/1990, de 29 de marzo, que es materialmente reductora, y al tiempo sus- 
titutiva. 

Así sucede, entre otros ejemplos, con la STC 74/1987, de 25 de mayo, o 
incluso con la STC 233/1999, de 16 de diciembre, en el apartado 31 de su 
fallo. En cualquier caso, conviene señalar que, en un sentido más amplio, 
muchas de las sentencias interpretativas desestimatorias tendrían un cierto 
carácter aditivo, ya que muchas veces la interpretación elegida supone una 
concreción o especificación que de alguna manera “añade” algo a lo estric- 
tamente señalado por la ley; un buen ejemplo de ello estaría constituido por 
la STC 76/1996, de 30 de abril. De ahí la dificultad para precisar cuándo una 
sentencia es materialmente aditiva, ya que en algunos casos lo que se “aña- 
de” es un requisito o una “precisión” no previstos en la ley. Aunque hay 
supuestos en los que claramente puede apreciarse la ampliación del conte- 
nido normativo (bien en los supuestos de aplicación, o bien en las 
consecuencias jurídicas). Uno de estos Supuestos “claros” es, a mi juicio, la 
primera de las sentencias citadas en esta nota 


En mi opinión, ejemplos de este tipo serían las SSTC 10/1982, de 23 de 
marzo (apartado 11, C) del fallo), o 56/1990, de 29 de marzo (apartado 11, 
b), del fallo, que como ya hemos apuntado es materialmente sustitutivo y 
reductor en su referencia al f.j. 13, b). 


Podrían citarse en este sentido las SSTC 113/1989, de 22 de junio, o 158/ 
1993, de 6 de mayo, cuyo fallo adopta una forma similar al de las sentencias 
propiamente aditivas, pero que producen un efecto reductor sobre el conte- 
nido normativo del precepto cuestionado. 
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En consecuencia, tiene utilidad una clasificación material de 
las sentencias recaídas en los procedimientos de inconstitucional; 
dad, que podría ser la siguiente: 

1. Sentencias de desestimación pura, que son las que deses- 
timan el recurso o cuestión, sin rechazar ninguna 
interpretación de la ley, ni modificar o alterar su conteni- 
do normativo. 

2. Sentencias materialmente de estimación parcial, que se- 
rían todas las demás (ya que —aunque parezca algo 
obvio— toda sentencia que no es de desestimación total, 
es de estimación parcial) y que comprenderían, a su vez; 


2.1. Sentencias de estimación parcial que conllevan la in- 
constitucionalidad de parte del texto de la disposición (lo 
que, obviamente, implicará también la inconstitucionali- 
dad de parte del contenido normativo). 


2.2. Sentencias de estimación parcial que no conllevan la 
inconstitucionalidad de parte del texto, pero sí de parte 
del contenido normativo. Este amplio grupo es el que 
hemos denominado “sentencias interpretativas”, y por 
tanto el objeto de estudio de este trabajo. De este grupo 
forman parte: 


2.2.4. Sentencias interpretativas en sentido estricto, que 
serían aquéllas que (con independencia de que su fallo 
sea formalmente estimatorio o desestimatorio) “eligen”, 
entre las varias interpretaciones derivadas alternativa- 
mente de una disposición, aquélla o aquéllas conformes a 
la Constitución, o “descartan” la o las inconstitucionales. 


2.2.B. Sentencias materialmente manipulativas, grupo 
comprendido por aquéllas decisiones que (de nuevo con 
independencia de cuál sea formalmente el sentido de su 
fallo), entienden que el contenido normativo derivado 
conjuntamente del precepto es en parte inconstitucional, 


| 
t 
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y al afirmar dicha inconstitucionalidad proceden a redu- 


cir, ampliar o sustituir dicho contenido normativo, Dentro 
de este grupo estarían: 


2.2.B.a. Sentencias materialmente reductoras. 
2.2.B.b. Sentencias materialmente aditivas. 


2.2.B.c. Sentencias materialmente sustitutivas. 


Desde luego, en este estudio tendremos en cuenta tanto el 
criterio material como el formal. Ya he destacado que el criterio 
material es especialmente importante, pues tiene en cuenta las 
consecuencias que una sentencia pretende producir realmente en 
el contenido normativo de los preceptos impugnados. Pero tampo- 
co cabe ignorar el criterio formal, ya que de la formulación de un 
fallo pueden depender ciertos efectos de una sentencia, así corno 
aspectos relativos a su legitimidad o mejor adecuación al resulta- 
do perseguido por la sentencia. Ahora bien, a la hora de estudiar 
los distintos tipos de sentencias en este capítulo, hemos optado 
por seguir, como criterio de exposición y clasificación, uno prefe- 
rentemente formal, que distinga básicamente entre fallos 
desestimatorios y estimatorios. Este criterio presenta notables ven- 
tajas, como la mayor seguridad y claridad en la distinción y, sobre 
todo, resulta imprescindible para plantearse la legitimación y efec- 
tos de cada uno de estos tipos de sentencias??, así como la 
adecuación del fallo a los efectos que la sentencia pretende produ- 
cir sobre la norma. 


15. Aunque, como veremos, en la práctica las diferencias entre sentencias esti- 
matorias y desestimatorias en el plano de los efectos son, en nuestro sistema, 
menos relevantes de lo que podría parecer en una primera impresión. 
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1.2. Concepto de sentencias interpretativas 


En cualquier caso, y sea cual sea el criterio de clasificacií 
utilizado, es preciso encontrar aquellos rasgos comunes a todas la: 
sentencias interpretativas, que permitan una definición conjunta, 
para asegurarnos que en efecto estamos hablando de un mismo 
tipo o grupo de sentencias. Como ya hace tiempo destacara con 
acierto CRISAFULLI'*, en un cierto sentido todas las sentencias sor, 
interpretativas, y en concreto las sentencias de la Corte constitu- 
cional, pues resulta imprescindible que realicen una interpretación, 
tanto del precepto legal impugnado, como de la Constitución que 
sirve de parámetro del enjuiciamiento. Pero evidentemente, se 
habla de “sentencias interpretativas”, en un sentido mucho más 
estricto. En este sentido, la definición más usual suele referirse a 
aquellas sentencias que —en palabras de nuestro Tribunal Consti- 
tucional— “rechazan una demanda de inconstitucionalidad o, lo 
que es lo mismo, declaran la constitucionalidad de un precepto 
impugnado en la medida en que se interprete en el sentido que el 
Tribunal Constitucional considera adecuado a la Constitución, O 
no se interprete en el sentido (o sentidos) que considera inadecua- 
dos”*”. Pero ésta es, como veremos, la definición de las sentencias 
interpretativas de desestimación, que son, desde luego, el supuesto 
más típico y frecuente —y, para algunos, el único legítimo—, pero 
no nos sirve para tratar de englobar a las sentencias interpretati- 


vas estimatorias. 


16. CrisaruLLI, V., "Le sentenze ‘interpretative’ della Corte costituzionale“, el 
Rivista trimestrale di Diritto e procedura civile, 1967, p. 1. En similar senti- 
do, SILVESTRI, G., “Le sentenze normative della Corte costituzionale”, en la 
obra colectiva Scritti in onore di Vezio Crisafulli, Vol. I, Padua, 1985, p. 755: 
MONTELLA, M., Tipologia..., Op. cit., p. 41. 


17. STC 5/1981, de 13 de febrero, f.j. 6. 


d 
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Parecería, por tanto, más adecuado referirse en general a las 
sentencias interpretativas como aquéllas en las que el Tribunal 
señala qué interpretaciones de un precepto son legítimas desde el 
punto de vista constitucional, y cuáles deben rechazarse'*. Esta 
idea permite incluir, en principio, a las sentencias interpretativas 
estimatorias, que declararían que un precepto es inconstitucional, 
interpretado en un sentido determinado. Pero creo que incluso esta 
definición no es lo suficientemente amplia, porque no todas las 
sentencias interpretativas —y, en concreto, no todas las senten- 
cias interpretativas de estimación— señalan que una entre varias 


interpretaciones (esto es, una entre las varias normas que pueden 


derivar alternativamente) es contraria a la Constitución. Otras ve- 
ces, y ello es especialmente frecuente en las sentencias 
manipulativas, señalan que es inconstitucional una parte de una 
norma derivada de la disposición impugnada, o una entre varias 
normas que derivan de dicha disposición, pero no alternativamen- 
te, sino de forma acumulativa. 


Por ello, me parece más aproximada la idea expresada por 
RUBIO LLORENTE, que entiende por sentencias interpretativas aqué- 
llas que emiten un pronunciamiento, no sobre el enunciado de la 
ley, sino de una norma que de él puede deducirse mediante los 
medios habituales de interpretación**. Pero aún habría que mati- 
zar que dicho pronunciamiento puede recaer sobre una norma entre 
las que derivan conjunta o alternativamente del enunciado legal, 
o bien sólo sobre una parte de la norma contenida en dicho enun- 


18. En- este sentido, GAscóN ABELLÁN, M., “La justicia constitucional: entre legis- 
lación y jurisdicción”, en Revista Española de Derecho Constitucional, N.° 
41, 1994, pp. 70-71; GUTIÉRREZ ZARZA, M. A., “Las sentencias interpretativas 
y aditivas del Tribunal Constitucional”, en Revista de Derecho Procesal, N.° 
3, 1995, p. 1005. 


19. Rusio LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional...”, Op. cit., p. 484. 
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ciado, Y además, que dicho pronunciamiento será explícita —sen- 
tencias de estimación— o implícitamente —sentencias de 
desestimación— de inconstitucionalidad. Estos elementos perrní- 
ten distinguir nuestro concepto de sentencias interpretativas de 
aquél al que nos hemos referido en un primer momento, tan am- 
plio como poco útil a nuestros efectos, según el cual todas las 
sentencias son interpretativas porque interpretan el texto legal 
que ha de confrontarse con los parámetros constitucionales. Y ello 
porque, aunque en efecto todas las sentencias procedan a la inter- 
pretación de dicho enunciado, no todas entienden —aunque sea 
implícitamente— que al menos una norma (o parte de ella) deri- 
vada del mismo es contraria a la Constitución. Como se ha 
destacado, en estas sentencias la interpretación desempeña un 
papel particular y determinante, no constituyendo —como en toda 
sentencia— un simple motivo, sino formando parte de la decisión, 
como elemento constitutivo y condicionante””. 


De acuerdo con lo dicho, entiendo por sentencias interpreta- 
tivas, aquéllas recaídas en un procedimiento de inconstitucionali- 
dad, cuyo fallo, dejando inalterado el texto de la disposición, declara 
explícita o implícitamente que.al menos una de las normas, o par- 
te de ella, que de él derivan conjunta o alternativamente, no son 
acordes con la Constitución”. 


20. CRISAFULLI, V., Lezioni..., cit, p. 398. Se refiere este autor a las sentencias 
interpretativas de rechazo, pero creo que esta característica es predicable, 
como elemento esencial, de todas las sentencias interpetativas. 


21. He de reconocer, como veremos más adelante, que hay una excepción a la 
no alteración del texto de la disposición impugnada; es el caso de las senten- 
cias sustitutivas, que declaran inconstitucional una parte o inciso de dicho 
enunciado, para “sustituirlo” por otro inciso, o por otro contenido normati- 
vo, no expreso. Lo cierto es que también puede encuadrarse a las sentencias 
sustitutivas entre las sentencias de acogimiento que se pronuncian sobre 
normas, anulando una de las normas expresadas conjuntamente —de modo 
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En fin, como veremos, en muchos casos una sentencia inter- 
pretativa puede adoptar formalmente una u otra decisión 
(desestimación o estimación), llegando por ambas vías a la misma 
conclusión de entender que una norma, parte de ella, o varias no 
son acordes con la Constitución. En efecto, dicha conclusión puede 
expresarse diciendo que una disposición es constitucional inter- 
pretada en el sentido X (o, si no se interpreta en el sentido Y), o 
bien que dicha disposición es inconstitucional interpretada en el 
sentido Y (por tanto, no si se interpreta en el sentido X). De forma 
que, en ocasiones, las sentencias interpretativas de desestimación 
o de estimación son en cierto sentido “intercambiables” desde el 
punto de vista lógico??. Ahora bien, tanto desde el punto de vista 


explícito— en la disposición, para sustituirla por otra distinta, no expresa; 
en este sentido, Guasti, R., “Disposizione vs. norma”, cit., p. 14. A mi 
juicio, el elemento clave para incluir a las sentencias sustitutivas entre las 
sentencias interpretativas, es que, a pesar de —y además de— proceder a la 
anulación de un inciso o parte concreta de la disposición (que “arrastra” el 
contenido normativo correspondiente), contienen un pronunciamiento so- 
bre el contenido normativo del precepto, que no encuentra base en dicha 
disposición. Ello las distingue de las sentencias estimatorias puras, o de las 
de estimación parcial que recaen sobre la disposición, que se agotan en la 
declaración de nulidad de todo o parte del texto, sin que exista ninguna otra 
“operación” tendente a modificar o completar el contenido normativo sub- 
sistente tras dicha declaración. 


22. En este sentido, SILVESTRI, G., “Le sentenze normative...”, Op. cit., pp. 761- 
762, que destaca como en ambos casos la sentencia introduce un quid novi 
en el ordenamiento. De forma similar, ZAGREBELSKY, G., La giustizia costi- 
tuzionale, cit., p. 186, afirma que sentencias interpretativas de acogimiento 
y de rechazo son “dos caras de la misma moneda” que resultan fácilmente 
intercambiables. CRISAFULLI, V.. “Le sentenze 'interpretative”...”, cit., p. 12, 
refiriéndose al caso concreto de las sentencias que se pronuncian sobre vi- 
cios de inconstitucionalidad por omisión, señala que la sentencia será 
interpretativa de rechazo cuando la laguna del texto pueda colmarse con el 
recurso a otras disposiciones vigentes o a los principios generales del dere- 
cho, y de acogimiento en caso contrario; pero en pp. 14-15, afirma que tanto 
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de los efectos, como desde el de su legitimidad constitucional, os 
de la técnica jurídica, las diferencias entre la desestimación y la 
estimación pueden ser muy relevantes. Por ello se ha destacado, 
sobre todo en Italia, que la elección entre un tipo u otro de pro- 
nunciamiento obedece a razones de oportunidad”. A continuación 
procederemos a analizar ambos tipos de decisiones y sus efectos, 
así como los “subtipos” que pueden encerrar. 


2. ¿SENTENCIAS “INTERPRETATIVAS” EN OTROS PROCE- 
DIMIENTOS ANTE EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL? 


De las consideraciones realizadas en el apartado anterior se 
deduce que, en sentido estricto, sólo pueden considerarse senten- 


las de rechazo como las de acogimiento proceden a una "lectura” diversa del 


texto legislativo, radicando la diferencia en los efectos de la decisión (y, 
desde este punto de vista, no son intercambiables); también señala este 
autor que, mientras las sentencias interpretativas de rechazo implican una 
duda de interpretación resuelta por la Corte, las interpretativas de acogl- 
miento también pueden pronunciarse sobre una interpretación admitida 
pacíficamente. PICARDI, N., "Le sentenze ‘integrative’ de la Corte costituzio- 
nale”, en Scritti in onore di Costantino MorTa7,, Giuffrè, Milán, 1977, p. 630, 
afirma que la experiencia pone de manifiesto la posibilidad de cambio entre 
el esquema de las sentencias interpretativas de rechazo y las de acogimien- 
to. COLAPIETRO, C., Le sentenze additive e sostitutive della Corte costituzionale, 
Pacini Editore, Pisa, 1990, p. 20, destaca la afinidad entre las sentencias 
aditivas de acogimiento —supuesto típico— y las que denomina sentencias 
interpretativas de rechazo “con valor aditivo”. 


23. COLAPIETRO, C., Le sentenze additive..., cit., p. 9; OCCHIOCUPO, N., “La Corte 
costituzionale come giudice di ‘opportunità’ delle leggi”, en Za Corte costi- 
tuzionale tra norma giuridica e realtà sociale, Cedam, Padua, 1984, pp. 37Y 
ss. En sentido parecido, CRISAFULLI, V., “Controllo di costituzionalitá...”, Cit 

p. 86, o MontELLA, M., Tipologia... cit, pp. 90-91, destacan que motivos lato 

sensu políticos han llevado a la Corte a preferir las sentencias interpretati- 

vas de acogimiento, para evitar los inconvenientes creados por una 


interpretativa de rechazo. 


al 
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cias interpretativas aquellas recaídas on procedimientos de incons- 
titucionalidad (recurso y cuestión de inconstitucionalidad), que son 
las vías específicas previstas en nuestro sistoma para que el Tri- 
bunal Constitucional $e pronuncie sobro la constitucionalidad de 
normas con rango de ley, Sin embargo, cabe plantearse si, en otros 
procedimientos, es posible encontrar sentencias que respondan al 
mismo esquema, considerando que una disposición es constitu- 
cional, aunque no alguna o algunas de las normas derivadas de 
ella conjunta o alternativamente, fín tal caso podría hablarse de 
sentencias interpretativas "en sentido impropio” o de sentencias 
“de efectos interpretativos”, 


Desde luego, la situación es diferente en relación con las 
normas infralegales y con aquéllas que tienen rango de ley. Mien- 
tras la constitucionalidad de las primeras puede ser objeto de un 
pronunciamiento en otros procedimientos (en los términos que 
vamos a ver), sólo en un recurso o cuestión de inconstitucionali- 
dad puede realizarse un pronunciamiento de inconstitucionalidad 
de una norma de rango legal, aunque dicha inconstitucionalidad 
sea parcial. Con todo, ello no excluye la posibilidad de una senten- 
cia "de efectos interpretativos” sobre las leyes en otro tipo de 
procedimientos. En efecto, cualquier sentencia puede interpretar 
una ley, y siempre deberá hacerlo en un sentido conforme a la 
Constitución; y esta operación puede suponer, implícitamente, el 
rechazo de otras interpretaciones (normas) inconstitucionales, aun- 
que con carácter general dicho rechazo sólo puede realizarse en el 
fallo de una sentencia cuando ésta resuelva un procedimiento de 
inconstitucionalidad. 

Pero para comprender los posibles "efectos interpretativos” 
en otros procedimientos conviene realizar un análisis separado de 
cada uno de ellos, aun advirtiendo que el objeto de nuestro estu- 
dío (que son las gentencias interpretativas en sentido estricto) sólo 
nos permite un breve comentario de esta cuestión. Dejando a un 
lado otros procedimientos, que poseen menos importancia a los 
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efectos de nuestro estudio’, nos referiremos exclusivamente + 
conflicto de competencias y al recurso de amparo, aunque hare- 
mos también una breve referencia al recientemente creado 


“conflicto en defensa de la autonomía local”. 


2.1. Conflictos 


Comenzando por el conflicto de competencias, según deriva 
de la L.O.T.C. y de la propia jurisprudencia constitucional, este 
procedimiento sólo se utiliza frente a normas, disposiciones y re- 
soluciones de rango inferior a la ley, mientras que frente a las 
normas con rango de ley ha de acudirse al recurso o cuestión de 
inconstitucionalidad, aunque la impugnación obedezca a motivos 
competenciales”. Por ello no se dan en esta vía fallos que se pro- 


24. Por lo que se refiere al conflicto entre órganos constitucionales, creo que su 
escasa utilización práctica hace innecesario su estudio, aunque cabe afirmar 
que no serían descartables en esta vía sentencias interpretativas sobre las 
normas que pueden ser objeto de impugnación y del pronunciamiento del 
Tribunal. En cuanto al control previo de la constitucionalidad de los trata- 
dos, igualmente es su muy escasa frecuencia la que nos lleva a excluir su 
análisis; en cualquier caso, al menos teóricamente cabrían también en está 
vía sentencias interpretativas de todo tipo en relación al tratado impugnado. 
Si dichas decisiones implicaran la inconstitucionalidad parcial del tratado, la 
declaración supondría la imposibilidad de ratificar dicho tratado sin la pre- 
via reforma constitucional; si se tratara de una declaración interpretativa el 
sentido estricto, en principio no impediría la ratificación (si bien sería con- 
veniente acompañar al tratado de las oportunas reservas O declaraciones) 
aunque desde luego este tipo de decisiones plantearían no pocos problemas 
adicionales en este caso. En fin, las impugnaciones del título V de la L.O.T.C 
pueden reconducirse, a estos efectos, a los conflictos de competencia. 


25. Sobre este aspecto, véase, por ejemplo, García Roca, J., Los conflictos de co! 
petencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas, Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1993, pp. 29 yss., quien insiste en que la distinct“ 


d 
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nuncien sobre la constitucionalidad de normas con rango de ley, 
de manera que no hay sentencias interpretativas en sentido es- 
tricto en relación con leyes, sin perjuicio de que, llegado el caso, el 
Tribunal puede, en la fundamentación de una sentencia que re- 
suelva un conflicto, interpretar una ley de conformidad con la 
Constitución. 


Pero no hay que olvidar que el conflicto también posee un 
carácter abstracto o general, de manera que mediante esta vía se 
interpreta y delimita el orden competencial como orden objetivo, 
incluso por encima de remediarse las vulneraciones concretas a 
dicho orden??. Según el artículo 66 L.O.T.C., la sentencia recaída 
en este procedimiento “declarará la titularidad de la competencia 
controvertida y acordará, en su caso, la anulación de la disposi- 
ción, resolución o actos que originaron el conflicto en cuanto 
estuvieren viciados de incompetencia (...)”. Si bien la mecánica 
del conflicto de competencias se aleja muchas veces de la usual 
del conflicto de normas””, en ocasiones, al declarar a quién corres- 
ponde la titularidad de la competencia, o que determinada norma 
“no invade” las competencias del Estado o de una Comunidad, el 
Tribunal ha emanado pronunciamientos propiamente interpreta- 


formal entre conflicto de competencias y recurso de inconstitucionalidad, 
basada en el rango de la norma objeto de la impugnación, derivaba directa- 
mente de la L.O.T.C., aunque no fue afirmada por el Tribunal Constitucional 
hasta 1984, después de algunas sentencias que podían ofrecer dudas al res- 
pecto. 

26. En este sentido, LÓPEZ GUERRA, L., “Algunas propuestas sobre los conflictos 
positivos de competencia”, en RoDRíÍGUEZ PIÑERO, M., et alii, La jurisdicción 
constitucional en España. La Ley Orgánica del Tribunal Constitucional 1979- 
1994, Tribunal Constitucional-Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 
1995, pp. 201 y ss.; también, del mismo autor, "Los conflictos positivos de 
competencia”, en Cruz VILLALÓN, P. et alii, Los procesos constitucionales, 
Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1992, pp. 78 y ss., y 87 y ss. 


27. LÓPEZ GUERRA, L., “Los conflictos positivos...”, cit., p. 86. 
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tivos, en el sentido de que tienen reflejo en el fallo, aunque recai- 
gan sobre normas infralegales”?. De esta forma, son bastante 
frecuentes los pronunciamientos en los que se señala que la com- 
petencia controvertida corresponde al Estado o a determinada 
Comunidad Autónoma, “si se interpreta” en un sentido determi- 
nado*”. Aunque podría apuntarse, como diferencia con las 
sentencias interpretativas recaídas en procedimientos de incons- 
titucionalidad, que el pronunciamiento no se refiere a la 
constitucionalidad de la norma, sino a la titularidad de la compe- 
tencia, ello no siempre es así, ya que también pueden encontrarse 
decisiones de este tipo que afirman directamente la constituciona- 
lidad de la norma “interpretada” o "si se interpreta” en determinado 
sentido*”. Y en fin, además de sentencias que siguen el esquema 
de las sentencias interpretativas en sentido estricto (señalando la 
interpretación constitucional del precepto), también pueden en- 
contrarse pronunciamientos que contienen declaraciones de 
titularidad o de invasión de competencias de preceptos infralega- 
les "en cuanto” se refieren, atribuyen, prevén, incluyen u omiten 


28. Por ello no es extraño la referencia a estas sentencias como “sentencias 
interpretativas” sin matices. En este sentido, por ejemplo, García Roca, J., 
Los conflíctos..., cit., pp. 134-135. 


22, En el apéndice de este trabajo se han recogido también las sentencias “in- 
terpretativas” recaídas en conflictos de competencias. Apuntamos ahora 
algunos ejernplos: SSTC 6/1982, de 22 de febrero, apartado 51 del fallo; 32/ 
1983, de 28 de abril, apartados 11, 31, 41 y 51; 42/1983, de 20 de mayo, 
apartados 11, 31 y 51; 113/1983, de 16 de diciembre; 152/1988, de 20 de 
julio (apartados 11, a), b) c), d), y 41); 227/1988, de 29 de noviembre, apar- 
tado 41; 124/1989, de 7 de julio, apartado 41; 235/1991, de 12 de diciembre, 
apartado 21; 243/1994, de 21 de julio, apartado 21; 133/1997, de 16 de 
julio, apartado 21, b); 80/1998, de 2 de abril, apartado 11; 118/1998, de 4 
de junio, apartado 31; 242/1999, de 21 de diciembre (apartado 21, b). 


30. Dos ejemplos: SSTC 38/1982, de 22 de junio, apartado 21 del fallo, o 198/ 
1991, de 17 de octubre, apartado 21. 
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algo, es decir, como veremos, los pronunciamientos propios de las 
sentencias manipulativas (reductoras o aditivas)”. 


En fin, conviene realizar un breve comentario sobre la posi- 
bilidad de que recaigan sentencias interpretativas en el “conflicto 
en defensa de la autonomía local”, introducido en la L.O.T.C. por la 
L.O. 7/1999, de 21 de abril (aunque con la cautela necesaria, ya 
que en el momento de escribir estas líneas todavía no ha recaído 
sentencia alguna en esta vía)”. Se trata de un procedimiento que 
puede plantearse exclusivamente frente a normas con rango de 
ley (art. 75 bis, 1, L.O.T.C.); sin embargo, la sentencia que resuel- 
ve la impugnación no puede declarar la inconstitucionalidad de la 
ley, ya que ello requerirá el planteamiento de una "autocuestión” 
de inconstitucionalidad (planteada en este caso por el propio Pleno 
del Tribunal a sí mismo), según el artículo 75 quinque, 6, L.O.T.C. 
Estamos, por tanto, ante un procedimiento “híbrido” entre los de 
conflicto y los de control de constitucionalidad de la ley, pero no 
deja de resultar paradójico que el procedimiento deba dirigirse pre- 
cisamente a impugnar una ley que, sin embargo, no puede declararse 
inconstitucional directamente por la sentencia que resuelve el pro- 
cedimiento “principal”, siendo necesario un nuevo procedimiento. 


En cualquier caso, no hay duda de que esa "segunda senten- 
cia” —que en realidad resuelve un procedimiento incidental de 


31. Como ejemplos pueden mencionarse la STC 198/1991, de 17 de octubre, 
apartado 11 (reductora); STC 235/1991, de 12 de diciembre, apartado 11 
del fallo (reductora); 172/1996, de 31 de octubre, apartado 11 del fallo (adi- 
tiva); o 242/1999, de 21 de diciembre, apartados 11, 21, a) y 31 del fallo 
(reductora) 


32. Sobre este procedimiento conviene ver la obra de PuLipo QueceDo, M., La 
reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional: el conflicto en de- 
fensa de la autonomía local, Aranzadi, Pamplona, 1999; también PÉREZ TREMPS, 
P., La defensa de la autonomía local ante el Tribunal Constitucional, Marcial 
Pons, Madrid-Barcelona, 1998, aunque este trabajo se publicó antes de la 
aprobación definitiva de la reforma de la L.O.T.C.. 
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inconstitucionalidad, surgido en el curso del conflicto— puede oz- 
tener cualquiera de los pronunciamientos propios de una sentra 
interpretativa, en relación con cualquier norma con ran 

sin que exista peculiaridad significativa en comparación 
sentencias interpretativas en sentido estricto aquí estudia 
cuestión es en qué medida pueden darse siena: f 
terpretativos” en la primera sentencia, que es la que propisinezz 
resuelve el conflicto en defensa de la autonomía local. 


ere, 
qe 


A este respecto, el artículo 75 quinque, 5, L.O.T.C., afirme 
que “la sentencia declarará si existe o no vulneración de la auts- 
nomía local constitucionalmente garantizada determinando, segúz 
proceda, la titularidad o atribución de la competencia controverz- 
da, y resolverá, en su caso, lo que procediere sobre las situaciones 
de hecho o de derecho creadas en lesión de la autonomía local”. 
De manera que esta sentencia, pese a resolver un procedimiento 
que se dirige directamente a impugnar la constitucionalidad de 
una ley, no puede declarar la inconstitucionalidad de la misma Por 
ello queda excluida la posibilidad de que el fallo de esta sentenca 
contenga pronunciamientos interpretativos que impliquen necs- 
sariamente la inconstitucionalidad parcial de una norma de rango 
legal. Pero la cuestión es si serían admisibles en esta vía senten- 
cias interpretativas en sentido propio, que declaran la 
constitucionalidad de una ley “si se interpreta” en determinado 
sentido. En principio, y puesto que la L.O.T.C. sólo exige una ss- 
gunda sentencia para declarar la inconstitucionalidad —y tal 
declaración no se produce formalmente en este tipo de decisiones 
interpretativ que 
es más adecuado que también estas sentencias interpretativas 
desestimatorias sobre leyes se produzcan en la que podríamos 
denominar "segunda sentencia”, que es la que resuelve la cues- 
tión de inconstitucionalidad que el propio Tribunal se ha planteado 
Y ello porque esta segunda decisión tiene los efectos propios de 
cualquier sentencia recaída en un procedimiento de inconstitucio- 
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nalidad (arts. 38 y ss. de la L.O.T.C.), y parece estar pensada para 
resolver las dudas de constitucionalidad de las normas con rango 
de ley, a diferencia de la “primera sentencia”, más próxima a las 
sentencias recaídas en un conflicto de competencias, cuyo fallo no 
se pronuncia formalmente sobre la constitucionalidad de la ley. 


Ahora bien, lo dicho no impide en modo alguno que la fun- 
damentación de la “primera sentencia” interprete la ley de 
conformidad con la Constitución —de hecho ello será muy fre- 
cuente— lo que en muchos casos supone, en definitiva, elegir 
entre diversas interpretaciones, descartando la o las contrarias a 
la norma fundamental. Ya hemos visto que esta operación de in- 
terpretación de la ley se realiza con frecuencia en cualquier 
sentencia del Tribunal, sin que ello implique que su fallo contenga 
un pronunciamiento interpretativo. En suma, aunque la práctica 
quizá pueda ir en otro sentido, me parece preferible utilizar la 
sentencia que resuelve el procedimiento de inconstitucionalidad 
para emitir los pronunciamientos interpretativos sobre la ley, con 
los efectos erga omnes propios de los mismos. 


Por lo demás, no es descartable que la "primera sentencia” 
que resuelve directamente el conflicto en defensa de la autonomía 
local contenga pronunciamientos interpretativos de todo tipo so- 
bre disposiciones infralegales, si parte de éstas (o cierta 
interpretación de las mismas) vulneran la autonomía local. Sin 
embargo, estos pronunciamientos serán menos frecuentes que los 
pronunciamientos de este tipo recaídos en conflictos de compe- 
tencias, ya que, a diferencia de éstos, que se inician directamente 
frente a normas infralegales, el conflicto en defensa de la autono- 
mía local sólo puede iniciarse frente normas con rango de ley. Por 
ello, aunque el Tribunal pueda entender que alguna norma infra- 
legal que tenga relación con el caso (por ejemplo, un reglamento 
que desarrolle la ley impugnada) es parcialmente inconstitucional, 
o lo es alguna de sus interpretaciones, lo más normal es que ello se 
afirme en la fundamentación, pero no tenga reflejo en el fallo. 
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2.2. Recurso de amparo 


En cuanto al procedimiento de amparo constitucional, desd: 
luego no está destinado al control de constitucionalidad de nor- 
mas, sino a la protección de los derechos fundamentales frente a 
las vulneraciones procedentes de los poderes públicos. Pero en la 
sentencia que resuelve un amparo el Tribunal Constitucional pue- 
de interpretar cualquier tipo de norma de conformidad con la 
Constitución, incluyendo las que tienen rango de ley; de hecho, 
esta interpretación se produce con mucha frecuencia en la funda- 
mentación de las sentencias de amparo. 


La cuestión es si dicha interpretación puede tener reflejo en 
el fallo, como sucede en las sentencias interpretativas “típicas” 
recaídas en los procedimientos de inconstitucionalidad, y también 
en las que resuelven conflictos de competencias. Hay que recordar 
que la sentencia, en caso de otorgar el amparo, puede contener 
todos o algunos de los siguientes pronunciamientos (art. 55.1 
L.O.T.C.): reconocimiento del derecho, restablecimiento del recu- 
rrente en la integridad del mismo (con la adopción, en su caso, de 
las medidas necesarias para su conservación), y declaración de 
nulidad de la decisión, acto o resolución que hayan impedido el 
pleno ejercicio de los derechos O libertades protegidos, con deter- 
minación, en su caso de la extensión de sus efectos*. Desde luego. 
entre estos pronunciamientos previstos en la L.O.T.C. no se en- 
cuentra expresamente recogida la interpretación de normas, pero 


33. Sobre el contenido de estos pronunciamientos puede verse, por ejemplo. 
PIBERNAT DOMENECH, X., “Los pronunciamientos contenidos en las sentencias 
de otorgamiento de amparo constitucional”, en Revista Española de Dere- 
cho Constitucional, N.° 29, 1990, pp. 143 y ss.; o Díez-Picazo GIMÉNEZ, I. 
“Reflexiones sobre el contenido y efectos de las sentencias dictadas por el 
Tribunal Constitucional en recursos de amparo”, en VV. AA., La sentencia de 
amparo constitucional, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1996. 
pp. 45 y ss. 


d 
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tampoco resultaría necesariamente excluida. Con todo, conviene 
distinguir, por un lado, los casos de elección entre interpretacio- 
nes alternativas, que no suelen venir acompañados de una 
declaración expresa de inconstitucionalidad (de la o las interpreta- 
ciones no conformes con la Constitución); y, por otro lado, los casos 
en que la interpretación conlleva en realidad la inconstitucionali- 
dad de parte del contenido normativo derivado conjuntamente de 
la disposición. 


En cualquiera de los dos casos no parece fácil encontrar, en 
el fallo de una sentencia de amparo, pronunciamientos interpreta- 
tivos sobre normas. Por lo que se refiere a los pronunciamientos 
interpretativos en sentido estricto (elección entre posibles inter- 
pretaciones de una disposición), creo que ello se debe a dos motivos. 
Primero, porque en los supuestos más frecuentes el amparo no se 
dirige frente a normas, sino frente a decisiones judiciales; y se- 
gundo, y sobre todo, porque normalmente no es necesario para el 
otorgamiento del amparo —o, en concreto, para el restablecimien- 
to del derecho— que dicha interpretación aparezca entre las 
medidas que el Tribunal adopta en el fallo. Con todo, pueden en- 
contrarse algunos ejemplos de sentencias cuyo fallo hace referencia 
a la interpretación que debe darse a alguna norma**. 


En cuanto a los pronunciamientos interpretativos que con- 
llevan necesariamente la declaración de inconstitucionalidad parcial 


34. Así, STC 161/1989, de 16 de octubre, cuyo fallo reconoce el derecho "a una 
interpretación del artículo 2.3 de la Orden de 12 de enero de 1979 igual a la 
utilizada en las sentencias ofrecidas como término de comparación” (en rea- 
lidad, se afirme o no expresamente, éste es el sentido de buena parte de las 
sentencias que otorgan el amparo por vulneración del derecho a la igualdad 
en la aplicación de la ley); STC 113/1996, de 25 de mayo, que dispone *re- 
trotraer las actuaciones al momento procesal oportuno a fin de que la 
liquidación de intereses se practique conforma a la interpretación del 
artículo 45 L.G.P. mantenida en la STC 69/1996” (como se ve, esta sentencia 
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de las normas, tampoco son frecuentes en los fallos de las senten 

cias de amparo. Desde luego, la declaración de inconstitucionalidad 
de una norma con rango de ley no puede realizarse con carácter 
general en el fallo de una sentencia recaída en esta vía”. Por lo 
que se refiere a las normas infralegales, parecen existir más posi- 
bilidades. Como hemos apuntado, el Tribunal puede declarar la 
nulidad de la decisión, acto o resolución que haya impedido el ple- 
no ejercicio de los derechos. Con todo, hay que recordar la 
jurisprudencia del propio Tribunal Constitucional sobre el control 
de constitucionalidad de los Reglamentos en amparo que, en esen- 
cia, parte de que el recurso de amparo “no permite una impugnación 
abstracta de disposiciongs generales que conduzca, en su caso, a 
una declaración de nulidad con efectos erga omnes, al margen y 
con independencia de la existencia o no de una lesión concreta y 


se limita a remitirse a la interpretación de un precepto legal realizada en 
una sentencia interpretativa anterior, que había resuelto una cuestión de 
inconstitucionalidad). 


35. Nos referimos a una declaración formal de inconstitucionalidad en el fallo 
de una sentencia de amparo. Cuestión distinta es que el Tribunal pueda 
entender que una ley preconstitucional es inconstitucional y fue derogada 
por la norma fundamental, o incluso que en ciertos supuestos especiales (al 
respecto, véase con más detalle infra, 3.3.C.) pueda entender que una nor- 
ma de rango legal posterior a la Constitución es total o parcialmente 
inconstitucional, e incluso lo señale así en su fundamentación. Pero en cual- 
quiera de estos casos lo normal es que el fallo anule los actos de aplicación 
de la ley que hayan provocado la vulneración del derecho fundamental sin 
necesidad de realizar una declaración expresa de inconstitucionalidad de la 
ley; aunque podría encontrarse algún supuesto en el que se afirma que de- 
terminado precepto legal ha vulnerado un derecho fundamental: así, la STC 
136/1999, de 20 de julio, afirma en su fallo que "el artículo 174 bis a) 11 y 
21 del Código penal de 1973 al ser aplicado al caso ha vulnerado su derecho 
a la legalidad penal”, aunque no declara formalmente, en dicho fallo, su 
inconstitucionalidad y nulidad (el precepto estaba ya derogado por el nuevo 
Código penal). 
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actual de un derecho fundamental”, aunque se añade que "el 
examen de la constitucionalidad de las disposiciones generales en 
este tipo de recurso sólo procede en cuanto príus necesario para 
determinar si se han violado derechos fundamentales protegibles 
en esta vía”*”. Por tanto, es posible que el fallo de una sentencia de 
amparo se pronuncie sobre la constitucionalidad de una norma 
reglamentaria, declarando su inconstitucionalidad y nulidad total 


36. STC 167/1986, de 22 de diciembre, f.j. 2. 


37. STC 167/1986, de 22 de diciembre, f.j. 4. En el mismo sentido, STC 193/ 
1987, de 9 de diciembre, f.j. 3. El Tribunal ha afirmado en varias ocasiones, 
con carácter general, que no cabe utilizar el recurso de amparo como medio 
de impugnación directa frente a disposiciones generales: por ejemplo, en 
SSTC 40/1982, de 30 de junio, f.j. 3; o 95/1985, de 29 de julio, f.j. 3 (en 
relación con un Convenio colectivo). Con todo, ello no cierra la posibilidad 
de enjuiciar la constitucionalidad de este tipo de decisiones en amparo; así 
se ha admitido en SSTC 31/1984, de 7 de marzo, f.j. 4; 141/1985, de 22 de 
octubre, f.j. 2, que afirma claramente que “la potestad de este Tribunal para 
enjuiciar los reglamentos se limita a aquellos casos en que se aleguen dere- 
chos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 y 30.2 de la Constitución, 
y en que la violación de los derechos y libertades antes referidos se origina 
directamente en la disposición”; 162/1985, de 29 de noviembre, f.j. 1; 189/ 
1987, de 24 de noviembre, f.j. 3; o 192/1991, de 14 de octubre, f.j. 2, que, si 
bien reitera que en esta vía “no pueden ejercitarse pretensiones impugnato- 
rias directas frente a disposiciones generales”, dado que no es la vía adecuada 
para el enjuiciamiento abstracto de estas disposiciones, añade: “en abstrac- 
to es posible admitir que en determinados casos la mera existencia de un 
precepto reglamentario que sea de aplicación directa puede violar un dere- 
cho fundamental (...) lo que, en definitiva, posibilita y obliga al enjuiciamiento 
de la norma en cuestión desde la señalada perspectiva constitucional”. En 
fin, un buen resumen de la doctrina sobre el control de disposiciones regla- 
mentarias en amparo, así como sobre el control de la interpretación de la ley 
realizada en la vía judicial previa puede encontrarse en STC 209/1987, de 
22 de diciembre, f.j. 3: “aunque el control de legalidad de las normas regla- 
mentarias es también competencia propia de los órganos del Poder Judicial 
que pueden, en consecuencia, sea anularlas, sea inaplicarlas, cuando las 
consideran contrarias a la Ley, el resultado de tal control queda sometido 
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o parcial; y de hecho, aunque no es frecuente, pueden encontrarse 
algunas sentencias que realizan tal declaración”, Por la misma 
razón, cabría admitir una declaración de inconstitucionalidad par- 
cial de las mismas "en la parte en que” prevén, incluyen o excluyen 
algo, o "si se interpretan” en un sentido dado””, es decir, una sen- 
tencia de amparo con un fallo interpretativo que conlleve la 
inconstitucionalidad parcial de una norma, 


Pero en la práctica tiene mucho más interés, y es mucho más 
habitual, la interpretación constitucional de normas que puede lle- 
varse a cabo en los fundamentos de una sentencia de amparo. En 
efecto, es perfectamente posible que una sentencia de amparo 


también a nuestra decisión por esta vía del recurso de amparo cuando a tal 
resultado se imputa, como aquí es el caso, una violación de alguno de los 
derechos fundamentales. En situaciones de este género, es claro, en efecto 
que este Tribunal se vería impedido para cumplir su función propia sí no 
pudiese examinar, desde la perspectiva del principio de igualdad o, en gene- 
ral de los derechos fundamentales, el juicio de legalidad que lleva a cabo el 
Juez ordinario. Este ha de emplear, en efecto, como parámetro de tal juicio, 
la Ley que la norma reglamentaria pretende desarrollar, pero esa Ley ha de 
ser interpretada de conformidad con la Constitución y es competencia nues- 
tra examinar la adecuación constitucional de la interpretación que de la 
norma legal se hace en el juicio de legalidad”, En el mismo sentido, STC 78/ 
1990, de 26 de abril, £.j. 2. 


38, Por ejemplo, SSTC 32/1990, de 26 de febrero (aparatado 21 del fallo), que 
declara que determinado artículo de un Real Decreto "ha de estimarse in- 
constitucional, y por ello nulo y sin efectos”; 78/1990, de 26 de abril, que 
igualmente declara la nulidad de un precepto de un Real Decreto; o 48/ 
1992, de 2 de marzo (apartado 2, b), que anula parcialmente una Orden "en 
cuanto a la exclusión general de los docentes”. 


29, Tebricarmente, también podría darse un pronunciamiento en el que se decla- 
rase Ja constitucionalidad de la decisión o resolución impugnada “si se 
interpreta” o “interpretada” en un sentido determinado (lo que supone im- 
plícitamente la declaración de inconstitucionalidad de las restantes 
interpretaciones), pero este pronunciamiento carece de sentido en una sen- 
Lencia de amparo, 
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proceda a interpretar, de acuerdo con la Constitución, normas de 
cualquier rango. Y de este proceso no están excluidas las normas 
con rango de ley; a cuya interpretación se procede con mucha fre- 
cuencia en sentencias de amparo. Con todo, hay que advertir que 
dicha interpretación no puede conllevar la consideración de la in- 
constitucionalidad de la ley, con las únicas excepciones de que la 
ley sea preconstitucional, o que el fallo de la sentencia proceda al 
“autoplanteamiento” de la cuestión de constitucionalidad sobre la 
ley*. Ahora bien, el problema es que, como veremos, la considera- 
ción de que una disposición legal es constitucional “si se interpreta” 
en un sentido determinado conlleva la consideración implícita de 
que es inconstitucional interpretado en otros sentidos o, dicho de 
otro modo, que algunas de las normas derivadas alternativamente 
de la misma son inconstitucionales. Ello supone, por tanto, la con- 
sideración de una inconstitucionalidad parcial, aunque no afecte 
al texto legal. 


Cabría plantearse, por tanto, si ello es admisible en una sen- 
tencia de amparo. La respuesta debe ser afirmativa, siempre que 
el Tribunal se limite a indicar cuál es el sentido constitucional de 
la ley, sin afirmar la inconstitucionalidad parcial de la misma. Creo 
que el hecho de que la elección de una entre varias interpretaciones 
alternativamente derivadas de un texto, suponga implícitamente el 
rechazo de las demás, no debe impedir dicha interpretación. Lo 
contrario conduciría a que no sólo el Tribunal Constitucional en 
amparo, sino ningún juez o tribunal, puede elegir una interpreta- 
ción de la ley y rechazar otras por inconstitucionales, lo que 
supondría el absurdo de privar a todos los jueces de una de sus 


40. Sobre el tema volveremos con más detalle infra, 3.3.C. Sobre la relación 
entre recurso de amparo y control de constitucionalidad de la ley, véase 
RuBio LLORENTE, F., “El recurso de amparo”, en RuBio LLORENTE, F. y JIMÉNEZ 
Campo, J., Estudios sobre jurisdicción constitucional, McGraw Hill, Madrid, 
1998, pp. 53-55. 
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labores esenciales que realizan ordinaria y cotidianamente, Por ello 
creo que cualquier sentencia de amparo puede, en su fundarnor 

tación, señalar cuál es la interpretación de un precepto legal 
conforme a la Constitución. Y ello tiene importantes consecuen- 
cias ya que la interpretación llevada a cabo por el Tribunal 
Constitucional, incluso en una sentencia de amparo, goza de los 
especiales efectos previstos en el artículo 5.1 L.O.P.J., vinculando 
a jueces y tribunales, como tendremos ocasión de ver con más 
detalle. 


Si bien el Tribunal puede interpretar cualquier ley de mane- 
ra conforme a la Constitución en una sentencia de amparo, como 
ya he apuntado no sucede lo mismo con la declaración de incons- 
titucionalidad parcial (con las excepciones señaladas). Por ello, 
puede afirmarse, con carácter general, que no es admisible en esta 
vía que el Tribunal afirme que una ley es inconstitucional “en la 
parte en que” prevé, incluye o no incluye algo. Dicho de otro modo, 
caben “amparos de efectos interpretativos” en sentido estricto (que 
se producen cuando se elige entre interpretaciones alternativas), 
pero no “amparos manipulativos”, ya que la declaración de in- 
constitucionalidad parcial que los mismos implican no puede 
realizarse en una sentencia de amparo (con las dos excepciones 
antes apuntadas). 


3. LAS SENTENCIAS INTERPRETATIVAS DE DESESTIMA- 
CIÓN O RECHAZO 


3.1. Concepto 


Al definir las sentencias interpretativas con carácter gene- 
ral, ya hemos transcrito la definición que ha dado nuestro Tribunal 
Constitucional, en el sentido de que dichas sentencias rechazan la 
demanda de inconstitucionalidad, declarando la constitucionali- 
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dad del precepto impugnado en la medida en que se interprete en 
el sentido que el Tribunal Constitucional considera como adecua- 
do a la Constitución, o no se interprete en el sentido (o sentidos) 
que considera inadecuados”. Decíamos que esta definición no era 
exacta para referirse con carácter general a las sentencias inter- 
pretativas. Sin embargo, es la más precisa para aludir a las 
sentencias interpretativas de desestimación o rechazo. 


Es verdad que la mayor parte de las definiciones que pueden 


encontrarse en la doctrina* recogen la característica esencial de 
este tipo de sentencias, que es el que las mismas rechazan el re- 


41. 
42. 


STC 5/1981, de 13 de febrero, f.j. 6 (ya citada). 


Evidentemente, existen numerosas definiciones, y la mayor parte de ellas 
muy parecidas, siendo inútil cualquier intento de recogerlas de manera ex- 
haustiva. Sólo procede mencionar algunos ejemplos: RomBOLr, R., “La tipolo- 
gía...”, cit., p. 62 (A...la Corte llega a una resolución de desestimación, pero 
suministra al mismo tiempo una interpretación de la disposición impugnada 
que sirve para 'salvarla' de la declaración de inconstitucionalidad”; MONTE- 
LLA, M., Típologia..., cit., p. 19 (una norma es considerada válida interpreta- 
da de la manera considerada correcta por la Corte constitucional), o p. 42 
(sentencia de rechazo fundada en una interpretación de la disposición im- 
pugnada diferente de la del juez a quo, pero que la Corte entiende más 
exacta); CRISAFULLI, V., “Le sentenze 'interpretative'...”, cit., p. 4 (declaran la 
cuestión infundada, pero sólo “porque” o “en cuanto” de la disposición o 
disposiciones censuradas no se deriva la norma X, sino la norma Y, y esta 
última no está en contraste con la Constitución), o, en parecido sentido, en 
“Controllo di costituzionalità e interpretazione delle leggi nell'esperienza 
italiana”, en Hundert Jahre Verfassungsgerichts-barkeit in Osterreich, Eu- 
ropa Verlag, Viena, 1968, p. 77 (declaran la cuestión no fundada sobre la 
base de una interpretación de la disposición impugnada que no es la pro- 
puesta por el juez a quo, pero es considerada por la Corte la más exacta y con 
contenido normativo no incompatible con la Constitución”); y en Lezioni..., 
cit., pp. 397-398, señala que esta sentencia de rechazo declara la falta de 
fundamentación sólo en la medida en que “el verdadero significado norma- 
tivo del texto o textos in cuestión sea aquél (no contrastante con la Cons- 
titución) que la Corte, a través de su actividad interpretativa, ha llegado 
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curso o cuestión y declaran la constitucionalidad del procopto in 
terprotado en cierto sentido, Pero conviono matizar algunas ideas 
que suelen incluirse en buena parte do las definiciones doctrina- 
les: 1) en primer lugar, no es un elemento imprescindible el que el 
falo se remita a los fundamentos para establecer la o las interpro- 
taciones constitucionales; óstas pueden indicarse expresamente, 
de forma sintótica, en el propio fallo; 2) tampoco es un elemento 
esencial el que la sentencia señale cuál es la interpretación del 
precepto acorde con la Constitución, puesto que también son sen- 
tencias interpretativas desestimatorias —y, como veremos, son más 
correctas desde el punto de vista de su legitimidad— las que se- 
ñalan que el precepto es constitucional siempre que no se interprete 
en un sentido o sentido determinados, lo que implica que, en cual- 
quier otro sentido, el precepto será constitucional. 


Las sentencias interpretativas de rechazo constituyeron en 
Italia el primer tipo de pronunciamiento —desde el punto de vista 
temporal— que se separaba de la dualidad acogimiento-rechazo, 


a reconocerle”. Según ZAGREBELSKY, G., La giustizia... cit., p. 292, la Corte se 
basa en una norma conforme a la Constitución para rechazar la cuestión, 
que aparecería fundada sobre la base de otra interpretación. En nuestra 
doctrina, además de algunas definiciones transcritas anteriormente, pode- 
mos citar a PIBERNAT DOMENECH, X., “La sentencia constitucional...”, Op. cit., 
p. 81, para quien las “sentencias interpretativas parcialmente desestimato- 
rias son aquellas que desestiman la declaración de inconstitucionalidad de 
un precepto legal en tanto que sea interpretado en el sentido que especifi- 
can los fundamentos de la sentencia”; o a GARCÍA MARTÍNEZ, A., El recurso... 
cit., p. 220, que las define como “sentencias denegatorias del recurso en las 
que el Tribunal salva la constitucionalidad de la norma recurrida a condi- 
ción de imponerle una interpretación concreta que se expresa en el fallo, 
remitiéndose a los fundamentos jurídicos que los sustentan”.El propio Tri- 
bunal Constitucional en STC 11/1981, de 8 de abril, fj. 4, utiliza una definición 
mucho más breve, entendiendo que sentencia interpretativa es aquella a 
través de la cual se declara que un determinado texto no es inconstitucional 
si se entiende de una determinada manera. 
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siendo muy frecuentes a partir de 1956, año en el que se pronun- 
ciaron las primeras decisiones de este tipo, iniciándose un período 
de aproximadamente una década en el que las mismas ocupan un 
acusado “protagonismo” en la práctica y en la doctrina”. Poste- 
riormente, las dudas sobre los efectos de estas decisiones frente a 
los jueces y tribunales ordinarios, y la resistencia de algunos de 
éstos —incluida la Corte de Casación— a seguir la interpretación 
acogida por la Corte constitucional en alguna sentencia interpre- 
tativa desestimatoria, provocaron que estas decisiones cedieran 
su “protagonismo” en favor de las sentencias interpretativas esti- 
matorias, con las que en algunos casos la Corte constitucional volvía 
a pronunciarse sobre preceptos que anteriormente había declara- 
do constitucionales si se interpretaban en cierto sentido. En 
cualquier caso, las sentencias interpretativas desestimatorias nunca 
fueron abandonadas por completo, y han seguido utilizándose”. 


En España, desde el punto de vista cuantitativo el protago- 
nismo de las sentencias interpretativas de desestimación entre las 
sentencias interpretativas ha sido incuestionable. Si bien es cierto 
que en el primer año de jurisprudencia de nuestro Tribunal se 
produjeron algunas oscilaciones, pudiendo apreciarse una cierta 
preferencia por las decisiones interpretativas de carácter estima- 
torio, ya entre las sentencias iniciales de nuestro Tribunal pueden 
encontrarse decisiones interpretativas de desestimación, que muy 
pronto pasaron a ser el supuesto “típico” y absolutamente predo- 


43. Como sentencias “pioneras” entre las interpretativas de rechazo hay que men- 
cionar la N.° 3, de 15 de junio de 1956, y la N.° 8, de 20 de junio de 1956. 
Como destaca MoNTELLA, M., Tipologia..., cit., p. 41, la discusión en torno a 
este tipo de sentencias alcanzó su punto culminante en la década que va de 
1956 a 1966, aunque su interés sigue siendo notable en la actualidad. 


44. Pueden citarse, como ejemplos más próximos de sentencias interpretativas 
desestimatorias, las sentencias N.° 3/1999; 4/1999; 6/1999; 42/1999; 85/ 
1999, 167/1999; 198/1999, 206/1999, 347/1999; 380/1999 (apartado b); 
386/1999; 401/1999; 1/2000; 17/2000; 113/2000; 115/2000; 190/2000. 
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minante de sentencias interpretativas, manteniéndose hasta .: 
actualidad”. Como se ha destacado”, las primeras sentencias in- 
terpretativas de desestimación de nuestro Tribunal Constitucion! 


45. Entre otras, y sólo en procedimientos de inconstitucionalidad, pueden men- 
cionarse como sentencias interpretativas de desestimación (o, al menos, comc 
sentencias que contienen algún pronunciamiento de este tipo en su fallo) las 
SSTC 11/1981, de 8 de abril; 14/1981, de 29 de abril; 37/1981, de 16 de 
noviembre; 5/1982, de 8 de febrero; 10/1 982, de 23 de marzo; 35/1982, de 
14 de junio; 69/1982, de 23 de noviembre; 72/1983, de 29 de julio; 87/ 
1985, de 16 de marzo; 178/1985, de 29 de diciembre; 29/1986, de 20 de 
febrero; 63/1986, de 21 de mayo; 88/1986, de 1 de julio; 108/1 986, de 29 de 
julio; 137/1 986, de 6 de noviembre; 26/1987, de 27 de febrero; 27/1987, de 
27 de febrero; 74/1987, de 25 de mayo; 99/1987, de 11 de junio; 115/1987, 
de 7 de julio; 155/1987, de 14 de octubre; 44/1988, de 22 de marzo; 49/ 
1988, de 22 de marzo; 142/1988, de 12 de julio; 227/1988, de 29 de no- 
viembre; 15/1989, de 26 de enero; 57/1989, de 16 de marzo; 86/1989, de 
11 de mayo; 132/1989, de 18 de julio; 214/1989, de 21 de diciembre; 56/ 
1990, de 29 de marzo; 62/1990, de 30 de marzo; 76/1990, de 26 de abril; 
96/1990, de 24 de mayo; 141/1990, de 20 de septiembre; 17/1991, de 31 de 
enero; 36/1991, de 14 de febrero; 62/1991, de 22 de marzo; 101/1991, de 13 
de mayo; 148/1991, de 4 de julio; 149/1991, de 4 de julio; 44/1992, de 2 de 
abril; 92/1992, de 11 de junio; 204/1992, de 26 de noviembre; 237/1992, de 
15 de diciembre; 81/1993, de 8 de marzo; 82/1993, de 8 de marzo; 110/1 993, 
de 25 de marzo; 284/1993, de 30 de septiembre; 331/1993, de 12 de noviem- 
bre; 337/1994, de 23 de diciembre; 185/1995, de 14 de diciembre; 69/1996, 
de 18 de abril: 73/1996, de 30 de abril; 76/1996, de 30 de abril; 89/1 996, de 
23 de mayo; 96/1996, de 30 de mayo; 118/1996, de 27 de junio; 195/1996, 
de 28 de noviembre; 212/1996, de 19 de diciembre; 133/1997, de 16 de 
julio; 14/1998, de 22 de enero; 40/1998, de 19 de febrero; 109/1998, de 21 
de mayo; 110/1998, de 21 de mayo; 149/1998, de 2 de julio; 173/1998, de 
23 de julio; 193/1998, de 1 de octubre; 50/1999, de 6 de abril; 116/1999, de 
17 de junio; 105/2000, de 13 de abril; 166/2000, de 15 de junio. En el apén- 
dice de este trabajo puede verse una relación de estas decisiones que incluye 
más datos (como el tipo de procedimiento o el apartado del fallo en el que $ 
encuentra el pronunciamiento interpretativo), y que comprende también las 

decisiones interpretativas recaídas en conflictos de competencias. 


46. Por ejemplo, GASCÓN ABELLÁN, M., "La Justicia constitucional...” cit., p. T) 
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se caracterizaban por incluir en el fallo la interpretación que se 
consideraba constitucional (o bien, la interpretación considerada 
contraria a la Constitución, o incluso ambas), sin necesidad de re- 
mitirse a los fundamentos jurídicos; sin embargo, a partir de 1982 
el fallo de las sentencias interpretativas suele remitirse a un fun- 
damento jurídico, o bien genéricamente a los fundamentos de la 
sentencia”. 


Esta mayor frecuencia de las sentencias interpretativas des- 
estimatorias, que en el caso español son muy superiores en número 
a las interpretativas estimatorias, provoca que suelan considerar- 
se como las sentencias interpretativas “típicas”. Pero además, 
subyace una razón más profunda en la consideración generalizada 
de que estas sentencias son el supuesto “típico” —y para algunos 
el único legítimo— de sentencia interpretativa. Y es que, como- 
quiera que el texto del precepto impugnado queda inalterado tras 
la sentencia, la solución lógica parece ser desestimar el recurso o 
cuestión planteado sobre la legitimidad de dicho precepto. Ahora 
bien, esta solución es inatacable desde el punto de vista de la dis- 


47. Entre las sentencias que incluyen la interpretación en el fallo, pueden desta- 
carse la STC 11/1981, de 8 de abril; 14/1981, de 29 de abril (en ésta, se 
indica tanto una interpretación descartada, como la que se considera consti- 
tucional); y 34/1981, de 10 de noviembre, aunque también alguna posterior, 
como la STC 74/1987, de 25 de mayo (aunque ésta, como se verá, es en 
realidad una sentencia aditiva bajo la forma de sentencia interpretativa de 
desestimación). Con todo, ya desde 1981 (STC 37/1981, de 26 de noviem- 
bre) se inicia la tendencia, que se mantiene hasta la actualidad, a remitirse 
a los fundamentos en el fallo de la sentencia. Un análisis muy interesante de 
las sentencias interpretativas de nuestro Tribunal Constitucional en los pri- 
meros cinco años puede encontrarse en EZQUIAGA GANUZAS, F. J., La 
argumentación en la justicia constitucional española, IVAP, Oñati, 1987, pp. 
111 y ss., quien, además del cambio formal que hemos apuntado, destaca el 
absoluto predominio, a partir de 1982, de las sentencias interpretativas que 
resuelven problemas competenciales. 
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posición, pero ya he tenido ocasión de explicar que creo que no 
cabe entender que el texto del precepto sea el objeto único de la 
impugnación y del pronunciamiento del Tribunal”*; ello haría inex- 
plicable, precisamente, la existencia de las propias sentencias 
interpretativas. 

Por lo demás, la consideración generalizada de que la deses- 
timación es la opción “típica” y lógica en una sentencia 
interpretativa suele apoyarse en la definición o esquema de sen- 
tencia interpretativa más generalizado en la doctrina y en el propio 
Tribunal Constitucional (que, como hemos visto, define las sen- 
tencias interpretativas partiendo de que las mismas declaran la 
constitucionalidad del precepto). Y en fin, aparentemente, la pro- 
pia idea de la conservación del precepto, que como veremos 
fundamenta la existencia de las sentencias interpretativas, pare- 
cería abogar también porque éstas tomen forma desestimatoria. 


Pero las anteriores consideraciones, que permiten explicar 
por qué suele entenderse que el fallo típico en una sentencia in- 
terpretativa debe ser desestimatorio, no deben hacernos perder 
de vista que dichas sentencias se pronuncian de forma implícita (o 
incluso en ocasiones explícitamente, aunque no en el fallo) por la 
inconstitucionalidad de una de las interpretaciones de la disposi- 
ción objeto de enjuiciamiento. Como veremos, incluso desde cierto 
punto de vista es preferible la adopción de sentencias interpretati- 
vas de estimación. En cualquier caso, es preciso realizar un análisis 
más detallado de la forma en que operan las sentencias interpre- 
tativas de rechazo, que pondrá de manifiesto cómo las mismas son 
en realidad parcialmente estimatorias, al menos de forma implíci- 
ta. A este análisis procederemos a continuación. 


48, V. supra, capítulo 1. 
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3.1.1 Sentencias interpretativas y "doble pronunciamiento” 


En efecto, se ha destacado con acierto que las sentencias 
interpretativas entrañan una declaración de inconstitucionalidad 
de las normas consideradas contrarias a la Constitución, y por tan- 
to tienen, en todo caso, un carácter materialmente estimatorio*, 
Puede ser más o menos casual, pero buena parte de las sentencias 
interpretativas de desestimación de nuestro Tribunal Constitucio- 
nal contienen ese pronunciamiento interpretativo entre otros, 
encabezado por la afirmación de que el Tribunal ha decidido “esti- 
mar parcialmente” el recurso o cuestión, y/o seguido, en el último 
pronunciamiento del fallo, de la decisión de desestimar dicho re- 
curso o cuestión “en todo lo demás“. Por más que en otros casos 
el pronunciamiento interpretativo no vaya acompañado de afirma- 
ción alguna sobre si se estima o desestima el recurso o cuestión”, 


49. JIMÉNEZ CAMPO, J., “Qué hacer con la ley inconstitucional”, cit., pp. 47-48, 
que sostiene incluso que este carácter estimatorio debería aparecer formal- 
mente en el fallo. También reconoce este carácter estimatorio, desde el punto 
de vista lógico, Rusio LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional...”, cit., p. 
484; BOCANEGRA SIERRA, R., “Sobre el alcance objetivo de las sentencias del 
Tribunal Constitucional”, en Estudios sobre la Constitución española. Ho- 
menaje al Profesor Eduardo García de Enterría, Vol. 1, Civitas, Madrid, 1991, 
p. 536, destaca también el carácter parcialmente estimatorio de las senten- 
cias interpretativas. 


50. Por ejemplo, y entre otras muchas, SSTC 11/1981, de 8 de abril; 10/1982, de 
23 de marzo; 72/1983, de 29 de julio; 87/1985, de 16 de marzo; 29/1986, de 
20 de febrero; 63/1986, de 21 de mayo; 108/1986, de 29 de julio; 137/1986, 
de 6 de noviembre; 115/1987, de 7 de julio; 76/1990, de 26 de abril; 96/ 
1990, de 24 de mayo; 62/1991, de 22 de marzo; 148/1991, de 4 de julio; 
237/1992, de 15 de diciembre; 81/1993, de 8 de marzo; 82/1993, de 8 de 
marzo; 185/1995, de 14 de febrero; 195/1996, de 28 de noviembre; 50/ 
1999, de 6 de abril; 105/2000, de 13 de abril; 166/2000, de 15 de junio; 
181/2000, de 29 de junio. 


51. Así, en SSTC 14/1981, de 29 de abril; 178/1985, de 19 de diciembre; 44/ 
1992, de 2 de abril; 92/1992, de 11 de junio; 204/1992, de 26 de noviem- 
bre; 337/1994, de 23 de diciembre. 
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o incluso en otros se señale expresamente la desestimación”, lo 
cierto es que la frecuencia de los pronunciamientos interpretati- 
vos que se sitúan dentro de un fallo (o de una parte del fallo) 
parcialmente estimatorio pone de relieve que, sea o no de forma 
“consciente”, el Tribunal reconoce en ocasiones que los pronun- 
ciamientos interpretativos de desestimación (no se olvide que nos 
referimos exclusivamente a los que señalan que el precepto no es 
contrario a la Constitución, según cierta interpretación) son, para- 
dójicamente, parcialmente estimatorios. 


La doctrina italiana ha analizado con detalle este “doble ca- 
rácter” de las sentencias interpretativas de desestimación, y algunos 
autores se han referido a que las mismas contienen en realidad 
una doppia pronuncia”: por un lado se establece que cierta norma 
o interpretación, deducida de un determinado texto, es conforme 
a la Constitución; y, por otro, que otra norma o interpretación dife- 
rente, deducida del mismo texto, es contraria a la Constitución. De 
forma que pueden distinguirse en la misma sentencia dos partes, 
dos declaraciones: la de validez (constitucionalidad) de una nor- 
ma, y la de invalidez (inconstitucionalidad) de otra*”*. Sin embargo, 


52. Por ejemplo, SSTC 5/1982, de 8 de febrero; 69/1982, de 23 de noviembre; 
101/1991, de 13 de mayo; 73/1996, de 30 de abril. Hay que reconocer que 
este tipo de decisión es frecuente cuando el pronunciamiento interpretativo 
es el único que contiene el fallo; pero desde luego no hay regla fija, y en 
otros casos, el Tribunal no se pronuncia expresamente sobre la estimación o 
desestimación, o bien reconoce la estimación parcial. 


53. Sobre este tema, CRISAFULLI, V., "Questioni in tema di interpretazione della 
Corte costituzionale nei confronti con l interpretazione giudiziaria”, en Giu- 
risprudenza costituzionale, 1956, pp. 929 y ss. (y también, "Ancora delle 
sentenze interpretative...”, cit, pp. 94-95, y “Controllo di costituzionali- 
tá...”, cit, p. 81); Giannini, M. S., “Alcuni caratteri della giurisdizione di 
legittimitá delle norme”, en Giurisprudenza costituzionale, 1956, pp. 924- 
925; PIERANDREI, R., “Corte costituzionale”, cit., pp. 985-986; ZAGREBELSKY, 
G., La giustizia... cit, pp. 292-293; MoNTELLA, M., Tipologia... pp. 62 y ss. 


54, Giannini, M. S., “Alcuni caratteri...”, cit., pp. 924-925. 
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no puede olvidarse que uno de los dos “pronunciamientos” —pre- 
cisamente la declaración de inconstitucionalidad— queda "a la 
sombra”, ya que no aparece expreso en la parte dispositiva de la 
sentencia de rechazo”. 


La idea del “doble pronunciamiento” ha dado lugar también 
a defender que las sentencias interpretativas habrían de contener, 
junto al pronunciamiento de constitucionalidad sobre la interpre- 
tación conforme a la Constitución, un pronunciamiento de 
inconstitucionalidad con carácter condicional; en este sentido se 
ha hablado de “sentencias condicionales”, que contendrían una 
dualidad de decisiones: una actual, que rechaza la impugnación, y 
una hipotética o eventual, sometida a la condición suspensiva de 
que el juez ordinario crea que debe dar al texto la interpretación 
que la Corte ha entendido inconstitucional; por tanto, si el juez 
pretende dar al texto esa interpretación considerada inconstitu- 
cional, operará ese pronunciamiento emitido sub condicione”. 
Aunque, en realidad, con los términos “sentencia condicional” 
puede hacerse referencia tanto a un tipo de sentencia interpretati- 
va de rechazo (en el que la decisión de rechazo no es actual, sino 
que está condicionada a la adopción de cierta interpretación), como 
a una forma de explicar las sentencias interpretativas de rechazo 
en general, entendiendo que en ellas existe siempre —aun implí- 
citamente— ese segundo pronunciamiento condicionado”. 


55. ZAGREBELSKY, G., La giustizia, cit., p. 186. 


56. CAPPELETTI, M., “Sentenze condizionali della corte costituzionale”, en Rivista 
di Diritto processuale, 1957, II, pp. 99 y ss.; Sobre el tema, MONTELLA, M., 
Tipologia..., Op. cit., pp. 55 y ss.. 


”n 


57. CAPPELETTI, M., “Sentenze condizionali...”, cit., formula la propuesta de las 
“sentencias condicionales” como una solución al problema de la ausencia de 
vinculación por parte de los jueces ordinarios a la interpretación de la ley 
realizada por la Corte, y aproxima estas decisiones a las sentencias con "ac- 
certamento incompleto”. Pero en realidad, la propuesta de este autor, más 
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y 


De forma parecida, puede hablarse de “sentencias hipotet 
cas” en el caso de que la interpretación que la Corte entiende 
inconstitucional sea puramente hipotética —y, por lo tanto, no se- 
guida hasta el momento por los jueces en la práctica— de modo 
que, en realidad, no se sabe con certeza si existe en el mundo 
jurídico la norma declarada inconstitucional, pero se procede a di- 
cha declaración para evitar que tal interpretación pueda adoptarse 
en el futuro. En tal caso, el doble pronunciamiento estaría forma- 
do por una decisión actual de rechazo, y una decisión de acogimiento 
in nuce, o eventual". Ahora bien, en este caso pienso que no pue- 
de utilizarse la denominación de “sentencias hipotéticas” para 
definir a todas las sentencias interpretativas de rechazo, ya que el 
pronunciamiento implícito de inconstitucionalidad no siempre se 
refiere a normas o interpretaciones hipotéticas; al contrario, lo 
normal es que tal pronunciamiento se refiera a la interpretación 
dada por el juez proponente o por la parte recurrente, y en muchos 
casos tal interpretación no será hipotética, sino que puede ser la 
predominante, o incluso estar consolidada, constituyendo *dere- 
cho vivo”. 


En todo caso, el problema más importante en relación con la 
idea de la doppia pronuncia, que presenta especiales características 
en el sistema italiano, es si ese pronunciamiento de inconstitucio- 
' nalidad “a la sombra” tiene los mismos efectos que si fuera un 
pronunciamiento expreso de inconstitucionalidad. Porque una cosa 
es admitir que, desde el punto de vista lógico o conceptual, la 


que de un nuevo tipo de decisión, parece referirse a una forma de entender 
las sentencia interpretativas, que en aquel momento eran en realidad un 
nuevo tipo de decisión de la Corte (el trabajo citado de CAPPELETI!L OS UN 
comentario a la sentencia N.°? 3 de 1956, primera sentencia interpretativa 
de la Corte). 


58. En este sentido, MONTELLA, M., 7ipologia..., pp. 59-60; CRISAFULLI, V., “Ques- 
tioni in tema...”, pp. 929 y ss. 


da 
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sentencia interpretativa contiene un doble pronunciamiento, y otra 
utilizar esa argumentación para conceder al pronunciamiento im- 
plícito los mismos efectos que a cualquier declaración de 
inconstitucionalidad. Ésta es la idea que quieren defender algunos 
de los que propugnan la teoría de la doppia pronuncia, y es en este 
aspecto en el que la doctrina italiana no ha coincidido. 


Algunos autores han sostenido que el pronunciamiento de 
inconstitucionalidad tiene verdadera eficacia jurídica anulatoria, 
de manera que la sentencia vale no por el enunciado de su fallo, 
sino por su sustancia, y la norma anulada no puede ser objeto de 
recurso posterior alguno**. En cambio, es frecuente que se descar- 
te la vinculación de los jueces ordinarios —e incluso para el juez 
proponente de la cuestión— a la interpretación implícitamente 
declarada inconstitucional”. En este sentido, se ha señalado que, 
a la idea del “doble pronunciamiento”, tal y como antes la hemos 
explicado, obsta el hecho de que, en muchos casos, no cabe dedu- 
cir con claridad de la motivación de la Corte la declaración de 
inconstitucionalidad de una concreta norma o interpretación”. 
Ahora bien, también puede entenderse que, en tales casos, la Cor- 
te rechaza cualquier interpretación diferente a la única que 
considera acorde a la Constitución. 


59. Así, GIANNINI, M. S., “Alcuni caratteri...”, cit., p. 924 y 927. 


60. Véase, por ejemplo, PIERANDREI, R., “Corte costituzionale”, cit., pp. 984 y ss., 
aunque, como veremos al referirnos a los efectos de este tipo de sentencias, 
la mayoría de la doctrina italiana rechaza que los jueces ordinarios estén 
vinculados por las interpretaciones del Tribunal. 


61. CRISAFULLI, V., “Ancora...”, cit., pp. 94-95; “Controllo...”, cit., p. 81. Añade 
este autor otro argumento en contra de la idea de la doppia pronuncia, cual 
es el que la legislación italiana preveía solamente la publicación en la Gaz- 
zetta Ufficiale de los dispositivos de las sentencias de acogimiento. Sin embargo, 
a partir de 1984 se estableció la publicación de todas las sentencias de la 
Corte (art. 3.51 de la ley de 11 de diciembre de 1984, N.° 839, recogido 
después en el artículo 21 del D.P.R. de 28 de diciembre de 1985, N.° 1092). 
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Lo cierto es que, además de que la doctrina mayoritaria du 


daba de los efectos de las sentencias interpretativas de rechazc 
(tanto del pronunciamiento implícito, como del expresado en e: 
fallo), en muchos casos los jueces ordinarios, incluida la Corte de 
casación, se apartó de la interpretación indicada por la Corte Cons- 
titucional, dando lugar con su “rebelión” a una situación de “pulso” 
o braccio di ferro**, conocida en ocasiones como "guerra de las dos 
Cortes”*. Ello provocó en Italia que la Corte constitucional, al vol- 
ver a pronunciarse sobre cuestiones que ya había resuelto mediante 
sentencias interpretativas de rechazo, comenzó a utilizar senten- 
cias interpretativas de acogimiento —o incluso sentencias de 
acogimiento tout court—**, de forma que la doppia pronuncia, an- 
tes implícita, se hizo expresa”. 


62. 


63. 


64. 


65. 


COLAPIETRO, C., Le sentenze additive e sostitutive della Corte costituzionale, 
Pacini Editore, Pisa, 1990, p. 7. 


Sobre esta situación, además de las obras citadas en la nota anterior y en las 
siguientes, véase, en nuestra doctrina, SERRA CRISTÓBAL, R., La guerra de las 
Cortes, Tecnos, Madrid, 1999; aunque se trata de un libro centrado en el 
sistema español, y en particular en las colisiones entre Tribunal Constitucio- 
nal y Tribunal Supremo, en pp. 50-54 se contiene un comentario de la 
experiencia italiana de la “guerra de las dos Cortes”. 


Al respecto, véase por ejemplo MonTELLA, M., Tipologia... cit., pp. 62 y SS.; 
ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 293; PIZZORUSSO, A., “Dalle ‘doppie pronun- 
ce alle decisioni 'overrruling'”, en Giurisprudenza costituzionale, cit., p. 529. 


Un comentario sobre estos “segundos pronunciamientos” de la Corte, y sus 
diversos tipos, en Pizzorusso, A., “Dalle ‘doppie pronuncie”’...”, cit., pp. 527 y 
ss. Un buen ejemplo de esta situación puede encontrarse en las sentencias 
de la Corte constitucional que se pronunciaron sobre la Ley de Seguridad 
Pública, y en concreto en relación con los poderes que la misma atribuía al 
Prefecto. Tras una primera decisión interpretativa de rechazo de la Corte 
constitucional (sentencia N.* 8, de 20 de junio de 1956), algunas sentencias 
ignoraron la interpretación establecida en la misma (por ejemplo, sentencia 
de la Corte de casación N.* 2068, de 16 de junio de 1958), obligando a la 
Corte constitucional a un segundo pronunciamiento, en este caso interpre- 
tativo estimatorio (sentencia N.° 26, de 23 de mayo de 1961). 
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Lo que me interesa destacar es que, analizando con deteni- 
miento el esquema de las sentencias interpretativas de rechazo, 
se aprecia que las mismas contienen en realidad dos pronuncia- 
mientos: uno, explícito, de rechazo del recurso o cuestión 
(acompañado o no de una explícita declaración de constitucionali- 
dad), y otro, implícito (aunque puede expresarse claramente en los 
fundamentos) que declara la inconstitucionalidad de alguna o al- 
gunas interpretaciones (normas). Al problema de la eficacia de ese 
segundo pronunciamiento (y, en general, a la eficacia de las sen- 
tencias interpretativas de rechazo), nos referiremos algo más 
adelante, pero desde ahora cabe indicar que los términos del de- 
bate italiano sobre dichos efectos no son aplicables al caso español, 
ya que aquí existe una regulación diferente de la cuestión. 


5.1.2 La “interpretación adecuadora” y la “interpretación co- 
rrectora” 


Por tanto, las sentencias interpretativas de desestimación 
contienen, en el supuesto más frecuente, la declaración de consti- 
tucionalidad de una interpretación de un precepto, y el rechazo de 
otra interpretación del mismo. Normalmente, la interpretación que 
se rechaza es la que ha seguido o pretende utilizar el juez a quo (o 
el órgano proponente en el caso del recurso de inconstitucionali- 
dad). El rechazo de dicha interpretación ha de obedecer, en la lógica 
de las funciones del Tribunal Constitucional, a su contrariedad a la 
Constitución; pero esto no siempre es así. 


La doctrina italiana ha distinguido en este sentido entre las 
sentencias que realizan una interpretazione adeguatrice y las que 
contienen una interpretazione correttiva. En el primer supuesto, 


66. A título de simple ejemplo, puede citarse a ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., 
cit., p. 284-285; PIERANDREI, R., “Corte costituzionale”, cit., pp. 983-984; 
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la Corte interpreta el precepto de forma diversa al juez proponen- 
te basándose en argumentos derivados del texto constitucional y 
sus principios, que hacen inadmisible la interpretación propuesta, 
pero permiten una interpretación diversa no contraria a la Consti- 
tución. En cambio, las sentencias “correctoras” rechazan la 
interpretación del juez a quo con base en argumentos deducidos 
de la propia norma legislativa” o, más en general, en argumentos 
no constitucionales. En este caso, la Corte rechaza la interpreta- 
ción que se le ha propuesto, no porque la considere una entre 
otras posibles, pero contraria a la Constitución, sino porque en- 
tiende que es. una interpretación errónea, y procede a señalar la 
interpretación que cree correcta, rechazando la cuestión en rela- 
ción a la misma (por considerarla constitucional); de esta forma, 
realiza una interpretación correctora de la ley. Claro está que en 
ocasiones no es fácil distinguir entre “sentencias adecuadoras” y 
“sentencias correctoras”, ya que la Corte o el Tribunal pueden uti- 
lizar ambos tipos de argumentos (constitucionales, y derivados de 
la propia ley) para rechazar una interpretación y elegir otra, consi- 
derando esta última conforme a la Constitución. Pero, en todo caso, 
interesa distinguir ambos supuestos, refiriéndonos por separado a 
cada uno de ellos. 


La interpretazione adeguatrice es un instrumento acorde con 
la lógica del sistema, y su uso no plantea en principio ningún pro- 
blema específico en relación con los propios de las sentencias 


CRISAFULLI, V., “Ancora...”, cit., pp. 92-93; CERRI, A., COrso..., cit., pp. 116- 
117: MoNTELLA, M., Tipologia..., cit., pp. 54 y 60-62. Sobre la “interpretación 
adecuadora” y los supuestos en los que procede, LAvAGNA, C., "Considerazio- 
ni sulla inesistenza di questioni di legittimitá costituzionale e sulla 
interpretazione adeguatrice”, en I foro italiano, 1959, I, pp. 15 y ss. 

67. CERRI, A., Corso... p. 116; ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., p. 149. 


68. PIERANDREI, R., “Corte...”, p. 983; MoNTELLA, M., Tipologia..., p. 60. 
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interpretativas de rechazo. De todas formas, creo que cabría hacer 
tres precisiones a esta afirmación: en primer lugar, que esta inter- 
pretación constitucional de la ley no corresponde en exclusiva al 
Tribunal Constitucional, sino que es también competencia —e in- 
cluso en primer término— de los jueces comunes**; éstos han de 
interpretar la ley de conformidad con la Norma fundamental aun- 
que, como veremos, pueden plantear la cuestión si estiman que la 
interpretación de la ley que creen correcta no es conforme a la 
Constitución, o si tiene dudas sobre si la “interpretación conforme 
a la Constitución” puede derivar de esa ley. En segundo lugar, que 
mediante esta interpretación adecuadora el Tribunal puede indi- 
car que una entre las interpretaciones que pueden hacerse del 
texto impugnado es la acorde con la Constitución, y por lo tanto es 
esa la que ha de seguirse, pero no puede “retorcer” o “manipular” 
el texto para “hacerle decir” lo que en realidad no dice, entendien- 
do que en ese sentido es constitucional; en palabras de nuestro 
Tribunal Constitucional, el mismo no puede "tratar de reconstruir 
una norma que no esté debidamente explícita en el texto, para 
concluir que esa es la norma constitucional”””, Y, en tercer lugar, 
que esta interpretazione adeguatrice en sentido estricto sólo será 
admisible cuando, entre todas las interpretaciones posibles de un 
texto, solamente una sea acorde con la Constitución, ya que, en 
caso contrario, lo correcto no sería indicar cuál es la interpretación 
constitucional, sino señalar cuál o cuáles son contrarias a la cons- 
titución, permitiendo a los jueces ordinarios elegir la que consideren 
más correcta entre las restantes. Sobre este aspecto volveremos 
algo más adelante. 


69. En este sentido, por ejemplo, LaLLr, A., “Analogia e potere interpretativo del 
giudice”, en Giurisprudenza costituzionale, 1997, 1, pp. 889 y ss., especial- 
mente p. 897. 


70. STC 11/1981, de 8 de abril, f.j. 4. 
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tn cambio, me parece que las "sentencias correctoras” plan- 
tean mayores problemas, Bn efecto, el Tribunal Constitucional es 
ol intérprete supremo de la Constitución, pero no de la ley, y en 
principio no hay razones constitucionales para indicar a los jueces 
owdinarios —o incluso, en el caso español, para indicar con carác- 
tor goneral-— cuál os la interpretación correcta de una ley”. 
Obviamente, el Tribunal Constitucional no puede enjuiciar la cons- 
titucionalidad de una disposición legal sin proceder a interpretarla; 
poro lo que a mi juicio excede de sus funciones es elegir entre 
varias interpretaciones posibles de dicha disposición con criterios 
extraconstitucionales, tratando de imponer además dicha elección 
con carácter general, Si ha de admitirse la legitimidad de las sen- 
tencias interpretativas de desestimación —aspecto éste sobre el 
que volveremos a continuación— creo que debe ser partiendo de 
que el Tribunal puede rechazar interpretaciones (normas) contra- 
rias a la Constitución, pero no simplemente corregir una 
determinada interpretación de la ley, considerándola errónea por 
razones que afectan a la propia interpretación legal y que no tie- 
nen que ver con la Constitución”, La situación es aún más compleja 


71. Sin embargo, ha de reconocerse que nuestro Tribunal Constitucional ha de- 
fendido en alguna ocasión su competencia para “corregir” una interpretación 
errónea de la ley seguida por el juez proponente de la cuestión. Por poner un 
ejemplo puede mencionarse la STC 83/1983, de 21 de octubre, fj. 1, que 
afirma que “es competencia de este Tribunal determinar si la norma legal 
que se le somete es la que efectivamente resulta de la interpretación nece- 
saria del texto de la ley”, de manera que puede examinar si la interpretación 
de la ley realizada por el juez proponente es la correcta. Pero como trato de 
explicar en el texto, lo que en realidad sucede en casos como el comentado 
es que manifiestamente caben otras interpretaciones constitucionales del 
precepto, mientras que la interpretación “incorrecta” del mismo no lo es. 


72. Una opinión bastante diferente a la aquí expuesta puede encontrarse en 
MonrkLLa, M., Tipologia.... Op. cit., p. 61, para quien, en el caso de las “sen- 
tencias correctoras”, la Corte "no reduce el texto en su capacidad de expresión. 
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cuando la interpretación del juez a quo, considerada errónea por el 
Tribunal Constitucional, está asentada en la jurisprudencia, 
constituyendo “derecho vivo”, o bien cuando el juez proponente 
plantea la cuestión siguiendo la interpretación establecida por el 
Tribunal Supremo”. Con todo, y como algún autor ha señalado, 
quizá sería admisible excepcionalmente una interpretación “co- 
rrectora” frente a "normas imposibles”, en cuanto puramente 
hipotéticas o fruto de un "artificio argumentativo” o de un verda- 
dero y claro error”. 


La inadecuación de las “sentencias correctoras” resulta es- 
pecialmente patente en el caso de las sentencias que resuelven 
cuestiones de inconstitucionalidad. En el caso del recurso de in- 
constitucionalidad, la cuestión es más dudosa, pero me parece que 
los argumentos apuntados son también aplicables. Es cierto que 
en este caso el recurrente no parte de la aplicación de la ley a un 
caso concreto, ni tiene, por tanto, encomendada la labor de inter- 
pretar la ley para aplicarla a dicho supuesto concreto (aunque, 
evidentemente, a nadie le está vedada la interpretación de la ley, 
paso imprescindible para plantear el propio recurso). Sin embar- 
go, ello no obsta a que la posición del Tribunal Constitucional 
respecto a la ley sea la misma en este caso: puede declarar la in- 
constitucionalidad del precepto o de alguna de sus interpretaciones, 
pero no rechazar dichas interpretaciones con base a argumentos 


sino que lo restituye a su pureza normativa originaria”; aunque más adelan- 
te reconoce los problemas que se plantean cuando la interpretación del juez 
a quo, rechazada por la Corte Constitucional, había sido adoptada con base 
en los precedentes establecidos por la Corte de Casación. 


73. En Italia el problema se plantea cuando el juez a quo sigue el llamado punto 
di diritto establecido por la Corte de casación, y la Corte constitucional rea- 
liza una interpretazione correttiva en relación a dicha interpretación. (Sobre 
el tema, MonNTELLA, M., Tipologia..., cit., p. 61. 


74. En este sentido, ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 283. 
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no derivados de la Constitución. Hay que tener en cuenta que, al 
menos en el caso español, su sentencia tendrá efectos generales, y 
no hay razón para restringir el campo de la interpretación de la ley 
a sus futuros aplicadores, si la Constitución no lo impone así. 


En todo caso, hay que reconocer que, como ya hemos apun- 
tado, en ocasiones los argumentos “correctores” se mezclan con 
otros “adecuadores”, e incluso es posible —de hecho, éste será un 
supuesto muy frecuente— que el Tribunal descarte una interpre- 
tación (normalmente la del juez a quo o la de la parte recurrente) 
considerándola errónea, pero al tiempo se considere explícita o 
implícitamente que la interpretación descartada es inconstitucio- 
nal. Un esquema frecuente en decisiones de este tipo sería: el texto 
T se ha interpretado por el recurrente en el sentido a, que es erró- 
neo, pero también puede interpretarse en el sentido b, que es la 
interpretación correcta; y en este último sentido es constitucional. 
En ocasiones, el Tribunal puede indicar expresamente que la in- 
terpretación errónea es también inconstitucional, con lo que nos 
encontraríamos ante una sentencia al tiempo “correctora” y “ade- 
cuadora”; en otros casos no se hace esa indicación, pero con frecuencia 
puede deducirse implícitamente de la argumentación que la inter- 
pretación equivocada no es conforme a la Constitución”. 


75. Pueden señalarse algunos ejemplos del tipo de sentencia al que nos referi- 
mos. Así, la STC 26/1987, de 27 de febrero (recurso de inconstitucionalidad), 
f.j. 7, a), señala que “interpretado el núm. 4 del artículo 8 fuera del contexto 
del propio precepto en sus núms. (...), desconectado también del artículo 
que le precede y de lo que reconoce y dispone la misma ley en sus artículos 
2 y 3 (...) podría entenderse que vulnera la autonomía universitaria” (subra- 
yado mío); el Tribunal continua afirmando que “no es posible llegar a la 
interpretación de una norma a través de su fragmentación, aislando e in- 
terpretando tan solo una parte de su contenido”, para pasar a indicar cual es 
la interpretación que ha de darse al precepto impugnado, concluyendo que 
"así entendido, el inciso impugnado del apartado 4 del artículo 8 no es con- 
trario a la Constitución”. Como se ve, en este caso el Tribunal realiza una 
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En estos supuestos “mixtos” (en los que pueden tener más o 
menos peso los argumentos “correctores”), aunque pueda consi- 
derarse inadecuada o innecesaria la utilización de la interpretación 
correctora por parte del Tribunal, la solución adoptada resulta co- 


interpretación “correctora”, pero señalando que la interpretación descarta- 
da es contraria a la Constitución, y sin embargo la interpretación “adecuada” 
o correcta es conforme a la Constitución. Sería, por tanto, una sentencia 
“mixta” (correctora-adecuadora). úl 


Parecidas consideraciones pueden hacerse sobre la STC 92/1992, de 11 de 
junio (cuestión de inconstitucionalidad), f.j. 4, que utiliza argumentos litera- 
les, sistemáticos, y basados en lo que constituye el “derecho vivo” para 
descartar una interpretación del precepto que, además de errónea, es in- 
constitucional. Afirma el Tribunal que “sería contraria al artículo 37.1 CE 
una interpretación del artículo 41 E. T. que permitiera a la Administración 
laboral autorizar al empresario la introducción de modificaciones sustancia- 
les de condiciones de trabajo previstas y reguladas en un convenio colectivo 
vigente”. A mi juicio, este argumento, señalado expresamente, es más que 
suficiente para descartar esa interpretación en una sentencia interpretativa 
como la que estamos comentando. Pero el Tribunal se esfuerza en justificar 
que, además, la interpretación descartada es incorrecta: “no es esa interpre- 
tación del precepto la única posible, ni siquiera la que se extrae de su sentido 
literal, sobre todo si se pone en conexión con otros preceptos del Estatuto de 
los Trabajadores...”. Por lo demás, la interpretación contraria (en el sentido 
de que no cabe la modificación por el empresario de las condiciones estable- 
cidas en el convenio) “es, además, la común interpretación, tanto de los 
Tribunales del orden administrativo, como de los del orden social”; y, en 
conclusión: “No cabe duda de que así entendido el precepto es compatible 
con el artículo 37.1 CE, y al ser posible tal interpretación del precepto, que es 
además la más generalizada, no procede declarar su inconstitucionalidad”. 


La STC 337/1994, de 23 de diciembre, f.j. 18 (cuestión de inconstitucionali- 
dad), no señala expresamente que la interpretación “corregida” es 
inconstitucional, pero creo que puede deducirse de su argumentación. El 
Tribunal relaciona el precepto impugnado con otros del mismo texto legal, 
para entender que el mismo "puede ser interpretado en el sentido de que no 
añade una nueva condición ni modifica la establecida en la legislación del 
Estado”, interpretación que no vulnera la Constitución. Pero de la argumen- 
tación del Tribunal se deduce que la interpretación de la que partía el Tribunal 
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rrecta desde la perspectiva constitucional, ya que la interpretación 
descartada es, además, contraria a la Constitución. Hay que tenes 
en cuenta que, en algunos casos, el Tribunal Constitucional utiliza 
argumentos sistemáticos, O en general infraconstitucionales, para 
justificar que la interpretación que él establece, y que es acorde a 
la Constitución, no sólo está dentro de la ley, sino que incluso pue- 
de ser la más adecuada desde la propia perspectiva legal. El uso de 


proponente de la cuestión (que entendía que el precepto impugnado esta- 
blecía las condiciones en que se puede expedir un título académico, y a 
quiénes) no sólo es incorrecta, sino además es contraria a la Constitución, de 
forma que, en este caso —como en otros—, se utiliza una “interpretación 
correctora” que al tiempo (al menos implícitamente) es "adecuadora”. 


En fin, podemos referirnos también a la STC 115/1987, de 7 de julio (recur- 
so de inconstitucionalidad), f.j. 1, que afirma expresamente que "si la 
interpretación del precepto impugnado fuera la que sostienen el recurrente, 
no se respetarían ciertamente los citados preceptos constitucionales”. Pue- 
de advertirse que el uso del condicional parece indicar ya que esa 
interpretación no es correcta; sin embargo, el Tribunal admite que "dada la 
ambigúedad y equivocidad de los términos empleados por el legislador se 
podría llegar a la interpretación que se propone en el recurso”. Sin embargo, 
destaca que esa misma ambigúedad permite otras interpretaciones no in- 
constitucionales, y que "esa lectura conforme a la Constitución es además la 
más consecuente con el propio contexto global” de la Ley que contiene el 
precepto impugnado, El Tribunal Constitucional utiliza una serie de argu- 
mentos deducidos del propio texto de la ley, de su integración con los 
preceptos constitucionales, del Convenio europeo de 1950, y de su propia 
doctrina constitucional, para señalar la interpretación conforme con la Cons- 
titución. En mi opinión, si bien esta sentencia contiene algunos elementos 
“correctores” basados en fundamentos no estrictamente constitucionales, 
los mismos se utilizan en el marco de una amplia argumentación destinada 
a indicar cuál es la interpretación constitucional del precepto, de forma que, 
aunque pudiera hablarse de una sentencia mixta “adecuadora-correctora”, 
prevalecen los argumentos constitucionales, siendo los de índole legal un 
apoyo para establecer que la interpretación inconstitucional ni siquiera es la 
más Ge recta (puede advertirse que el Tribunal señala que la interpretación 
inconstitucional es posible, aunque no es la más adecuada al contexto legal). 
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estos argumentos “de apoyo”, si bien no es necesario desde el 
punto de vista de la función del Tribunal (al que le basta con indi- 
car que “cabe” en el texto de la ley una interpretación constitucional, 
y emitir una sentencia interpretativa), puede admitirse siempre 
que la interpretación descartada lo sea en realidad con un funda- 
mento constitucional. No hay que olvidar que el Tribunal “necesita” 
interpretar la ley para enjuiciar su constitucionalidad. 


3.2. Fundamento y legitimidad 


Una vez analizado el funcionamiento de las sentencias inter- 
pretativas de desestimación, procede preguntarse por su 
fundamento, y al tiempo plantearse si, y en qué medida, es legíti- 
mo su uso por el Tribunal Constitucional. En este sentido, el propio 
Tribunal ha señalado que el fundamento principal es el principio 
de conservación de la ley y la exigencia de interpretación confor- 
me a la Constitución”?. Este tipo de sentencias son un medio “para 
no producir lagunas innecesarias en el ordenamiento, evitando, al 
tiempo, que el mantenimiento del precepto impugnado pueda le- 
sionar el principio básico de primacía de la Constitución”; son, “en 
manos del Tribunal, un medio lícito, aunque de muy delicado y 
difícil uso”””, “ARAGÓN”? ha apuntado dos órdenes de motivos en los 
que se basan estas decisiones: razones “constitucionales”, como el 
carácter abierto de las cláusulas constitucionales, la obligación de 


76. STC 341/1993, de 18 de noviembre, f.j. 2. 
77. STC 5/1981, de 13 de febrero, f.j. 6. 


78. ARAGÓN REYES, M., "El sistema español de justicia constitucional”, en ARA- 
ón, M., y SOLOZÁBAL, J. J., Materiales de jurisprudencia constitucional, 
Carperi, Madrid, 1994, p. 614. En sentido parecido, SOLOZÁBAL ECHEVARRÍA, J. 
J., “Notas sobre interpretación y jurisprudencia constitucional”, en la mis- 
ma obra citada, p. 633. 
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interpretar el ordenamiento conforme a la Constitución, la obses 
vancia del pluralismo y el respeto al legislador democrático, que 
conducen a la presunción de constitucionalidad de la ley salvo muy 
fuerte prueba en contrario; y razones “ordinamentales”, que ze 
refieren a la seguridad jurídica y al “horror al vacío” existente er, 
todo ordenamiento, lo que implica evitar en lo posible la produc- 
ción de lagunas. 


La Corte constitucional italiana ha justificado las sentencias 
interpretativas básicamente en tres afirmaciones de principio””: a) 
su competencia para proceder autónomamente también a la inter- 
pretación de las leyes ordinarias, y no sólo de la Constitución; b) la 
oportunidad jurídica y política de evitar en lo posible la elimina- 
ción definitiva de disposiciones legislativas, creando el 
correspondiente vacío; y c) que si la Corte estuviera obligada a 
seguir la interpretación propuesta por el juez ordinario, y esta in- 
terpretación fuese equivocada o infundada, la Corte se vería 
obligada a hacer caer disposiciones perfectamente legítimas. 


El primer y el tercer argumento, sin duda muy relacionados 
entre sí, merecerán algún comentario específico un poco más ade- 
lante. Ahora nos interesa destacar el fundamento central de las 
sentencias interpretativas de desestimación, que es el principio de 
conservación de la ley. A mi juicio, la idea esencial es que no debe 
declararse la inconstitucionalidad de una disposición si ésta admi- 
te alguna o algunas interpretaciones conformes con la Constitución; 
pero tampoco debe permitirse que el mantenimiento de dicha dis- 
posición permita lesionar la Constitución. La conjunción de ambas 
ideas permite justificar, en general, las sentencias interpretativas 
de rechazo. Incluso hay quien ha sostenido que dicho principio de 
conservación, junto con las exigencias propias de la seguridad ju- 


72 Seguimos aquí la exposición de MONTELEONE, G., Giudizio incidentale sulle 
leggi e giurisdizione, cit., p. 110. 
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rídica, y la posición del Tribunal Constitucional como supremo in- 
térprete de la Constitución y Juez de la ley, hacen que la emisión 
de sentencias interpretativas, más que una posibilidad lícita, cons- 
tituya un auténtico deber para el Tribunal Constitucional”, 


Algún autor ha criticado el principio de conservación de la 
ley como fundamento de las sentencias interpretativas de desesti- 
mación. En esta línea, SILVESTRI ha defendido que ese tipo de 
sentencias carecen de fundamento teórico, ya que el principio de 
conservación de las leyes no está contenido en ninguna disposi- 
ción constitucional o de otro tipo, y sobre todo no puede utilizarse 
en presencia de una disposición contrastante con la Constitución”. 
DELFINO*% sostiene que no hay texto de ley que no ofrezca más de 
una interpretación, pero en realidad siempre hay sólo una inter- 
pretación “verdadera”: todos los textos legales son más o menos 
“ambiguos”, pero ninguno lo es realmente. A continuación cues- 
tiona que la Corte deba asumir la función de conservación, que se 
apoya en una premisa fundamental no demostrada, como es la de 
que el objetivo fundamental de la actuación de la Corte no sea el 
de sancionar con la nulidad la ilegitimidad constitucional de las 
disposiciones legales, sino más bien adecuar de cualquier modo el 
cuerpo legislativo a los preceptos constitucionales. Considera in- 
correcto el que la Corte deba elegir una interpretación en lugar de 


80. SANTOS VIJANDE, J. M., Doctrina y jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
Su eficacia respecto de los tribunales ordinarios, Comares, Granada, 1995, 
pp. 69 y ss. 

81. SILVESTRI, G., “Le sentenze normative...”, cit., p. 758 Añade este autor que 
también carecen de fundamento práctico, ya que lejos de evitar el mayor de 
los males, lo provoca, ya que la disposición es, al menos desde cierta pers- 
pectiva, inconstitucional, y la intervención de la Corte exonera a la Asamblea 
legislativa del deber de proveer un nuevo precepto conforme a la Consti- 
tución. 


82. DeLrino, F., La dichiarazione di illegittimitta..., cit., pp. 70 y ss. 


Escaneado con CamScanner 


A 


EJAVIER DIAZ REVORIO 


otra en función esencial o exclusiva de la conservación de la ley: la 
interpretación debe ser la premisa, el prius lógico de la decisión, y 
por tanto no puede estar adaptada u orientada a una decisión pre- 
constituida cuya finalidad sea la conservación de la ley y no el 
simple establecimiento de si ésta es o no constitucionalmente le- 
gítimaS . 


Como puede apreciarse, la premisa fundamental de este au- 
tor es que, aunque una disposición pueda tener varias 
interpretaciones alternativas, sólo una de ellas es la “verdadera”, 
y es ésta la que debe buscarse, para después enjuiciar la constitu- 
cionalidad del precepto, y no, como parecen presuponer las 
sentencias interpretativas, buscar las diversas interpretaciones 
alternativas con la finalidad de salvar el precepto si puede encon- 
trarse alguna acorde a la Constitución. Pero, a mi juicio, dicha 
premisa no es correcta, No existe una única “interpretación verda- 
dera”; a lo sumo, puede existir una interpretación “común” o más 
frecuente, que podría constituir lo que suele denominarse “dere- 
cho vivo”. Pero en cualquier caso, si existen varias interpretaciones, 
y todas ellas pueden extraerse por los métodos habituales de la 
interpretación legal, sin “retorcer” ni alterar artificiosamente el 
significado del precepto cuestionado, creo que el Tribunal puede 
señalar cuál o cuáles no son conformes con la Constitución, y cuá- 
les sí. En cuanto al fundamento del principio de conservación de la 
ley, pienso que puede encontrarse tanto en su presunción de 
constitucionalidad como en el principio de la interpretación del 
ordenamiento conforme a la Constitución**, Por ello me parece que 


83. Dermo, F, La dichiarazione di illegittimita..., cit., p. 72. 


84. La idea de la interpretación conforme a la Constitución, establecida ante- 
riormente por el Tribunal Constitucional federal alemán, ha sido recogida 
varias veces por nuestro Tribunal Constitucional (en ocasiones incidiendo 
especialmente en la interpretación más favorable a los derechos funda- 
mentales): entre otras muchas, y a título meramente ejemplificativo, SSTC 
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el principio de conservación de la ley sirve como fundamento prin- 
cipal de las sentencias interpretativas. 


Ahora bien, sí es cierto que el principio de conservación de 
la ley tiene sus límites. El propio Tribunal Constitucional ha seña- 
lado que no cabe realizar una reducción o reconstrucción del 
mandato normativo, de manera que, mediante una sentencia in- 
terpretativa se puede “establecer un significado de un texto y 
decidir que es el conforme con la Constitución”, pero no "tratar de 
reconstruir una norma que no esté debidamente explícita en un 
texto, para concluir que ésta es la norma constitucional”*, y más 
en concreto, ha afirmado que la efectividad del principio de con- 
servación de las normas no alcanza "a ignorar o desfigurar 
enunciados legales meridianos”*', O, como afirma el voto particu- 
lar a una sentencia interpretativa de 1999, “la posibilidad de dictar 
un fallo interpretativo está limitada por las pautas de interpreta- 
ción que rigen una determinada comunidad jurídica (...), de modo 
que no cabe deducir de un enunciado legal ninguna norma contra- 
ria al posible sentido lingúístico del precepto”*”. La “interpretación 
conforme” no puede ser una interpretación contra legem, pues lo 
contrario implicaría desfigurar y manipular los enunciados legales*, 


Cuando la supuesta interpretación conforme a la Norma fun- 
damental haya de obtenerse “forzando” el texto legal impugnado, 


19/1982, de 5 de mayo, f.j. 7; 34/1983, de 6 de mayo, fj. 3; 122/1983, f}. 6; 
67/1984, de 7 de junio, f.j. 3; 93/1984, de 16 de octubre, fj. 5; 77/1985, de 
27 de junio, f.j. 4; 105/1987, de 22 de junio, f.j. 2; 47/1989, de 21 de febre- 
ro, f.j. 3; 24/1990, de 15 de febrero, f.j. 2, y posteriores. 

85. STC 11/1981, de 8 de abril, f.j. 4. 

86. STC 22/1985, de 15 de febrero, f.j. 5; STC 341/1993, de 18 de noviembre, 
fj: 2: 

87. Voto particular de Pablo García Manzano a la STC 50/1999, de 6 de abril, 

88. Jiménez Campo, J., “España. Sobre los límites...”, cit., p. 190. 
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o reconstruyéndolo, de manera que dicha interpretación no se de- 
duzca en realidad de dicho texto, lo adecuado es una sentencia 
puramente estimatoria. Si del texto deriva necesariamente una 
interpretación que sólo en parte es inconstitucional (sin que quepa 
una interpretación alternativa plenamente constitucional), el Tri- 
bunal debería emitir una sentencia interpretativa de estimación, 
que declare la inconstitucionalidad parcial del precepto “en la par- 
te en que” su contenido normativo es incompatible con la Norma 
suprema. Lo que sucede es que, en alguna ocasión, el Tribunal 
Constitucional ha utilizado en sus fallos la forma de una sentencia 
interpretativa desestimatoria para encubrir pronunciamientos par- 
cialmente estimatorios, de carácter materialmente aditivo? o 
reductor”, Esta técnica en principio podría admitirse cuando en 
realidad existen dos interpretaciones alternativas, entre las cuales 
es conforme a la Constitución una, que es extensiva (lo que impli- 
caría una sentencia interpretativa desestimatoria de carácter 
aditivo), o restrictiva (sentencia interpretativa desestimatoria re- 
ductora). Pero debe rechazarse la creación “ficticia” de una 


89. Así, en la STC 74/1987, de 25 de mayo, caso intérprete para detenidos, que 
comentaremos brevemente infra, apartado 3.3.B. 


90. Por ejemplo, STC 50/1999, de 6 de abril. Se trataba de valorar la constitu- 
cionalidad de los preceptos de la Ley de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común que 
imponían la traducción al castellano de los documentos y expedientes que 
debieran surtir efecto en otra Comunidad Autónoma. El Tribunal entiende 
que dichos preceptos “son constitucionales interpretados en el sentido de 
que la obligación de traducir al castellano que en los mismos se contiene no 
se extiende alos documentos, expedientes o partes de los mismos que vayan 
a surtir efectos en otra Comunidad Autónoma en la que la lengua en la que 
dichos documentos hayan sido redactados tenga también carácter cooficial”. 
Con este pronunciamiento, en realidad está reduciendo el contenido norma- 
tivo de los preceptos, al restringir los supuestos a los que es aplicable la 
obligación de traducción en ellos establecida. 
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interpretación alternativa cuando la misma "no cabe” en el texto 
de la disposición impugnada; en tal caso debe seguirse la interpre- 
tación que realmente deriva del texto y declarar su 
inconstitucionalidad parcial. Aunque desde luego hay que recono- 
cer que son bastante imprecisas las fronteras entre los supuestos 
de “interpretaciones alternativas”, sólo una de las cuales es in- 
constitucional, y los casos de “una única interpretación” que es 
inconstitucional en parte. 


Distinto sería el caso en el que, entre dos supuestas inter- 
pretaciones alternativas, es inconstitucional una que en realidad 
no puede deducirse del texto impugnado, según los criterios habi- 
tuales de interpretación; en este supuesto no será necesario excluir 
dicha interpretación en el fallo mediante el uso de una sentencia 
interpretativa, pues bastará utilizar una sentencia simplemente 
desestimatoria”... 


Por otro lado, el principio de conservación de la ley, entendi- 
do en un sentido estricto, implica que, mediante la sentencia 
interpretativa, el Tribunal señale qué interpretación o interpreta- 
ciones son contrarias a la Constitución, en lugar de señalar cuál es 
la interpretación o interpretaciones constitucionales”. Y ello por- 
que, si se indica solamente la interpretación constitucional o 
correcta se restringe innecesariamente el campo de las interpreta- 


91. En este sentido, JIMÉNEZ Cameo, J., “España. Sobre los límites...”, cit., p. 191. 
Ahora bien, en mi opinión, debe reconocerse la dificultad para distinguir, a 
estos efectos, entre interpretaciones “viables” y “no viables”; y en el su- 
puesto de que la interpretación inconstitucional que supuestamente “no cabe” 
en el texto haya sido utilizada con alguna frecuencia por jueces y tribunales, 
procederá utilizar una sentencia interpretativa para descartarla, ya que, aun- 
que el TC considere que "no cabe” en el texto de la ley, la aplicación práctica 
de dicha ley presupone lo contrario. 

92. En este sentido, VILLAVERDE MENÉNDEZ, I., La inconstitucionalidad por omi- 


sión, Op. cit., p. 198. 
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ciones admisibles, ya que pueden existir —o podrían surgir en el 
futuro— otras interpretaciones no consideradas por el Tribunal, y 
que sin embargo sean admisibles desde la perspectiva constitu- 
cional. Por ello, y por la conveniencia de no limitar la función 
interpretativa que corresponde a los jueces ordinarios, lo adecua- 
do es descartar simplemente las interpretaciones cuya 
inconstitucionalidad se ha constatado. Sin embargo, lo cierto es 
que la práctica suele ir en el sentido opuesto, indicando cuál es la 
interpretación correcta. Aunque seguramente en muchos casos esta 
actitud no tenga especial trascendencia, ya que normalmente sólo 
existirán dos interpretaciones en juego —tampoco es frecuente 
que puedan aparecer nuevas interpretaciones de forma casi ilimi- 
tada— hay que reiterar que lo correcto desde la perspectiva 
constitucional es descartar interpretaciones. 


También se ha destacado con acierto que, mediante una sen- 
tencia interpretativa, el Tribunal puede señalar qué interpretación 
es contraria a la Constitución y cuál no, pero ha de autocontenerse 
para no realizar un juicio de optimización, que implicaría decidir 
cuál es la “mejor” interpretación del texto legal, lo cual es función 
de los tribunales, y en especial del Tribunal Supremo* . 


A pesar del mencionado fundamento de las sentencias in- 
terpretativas desestimatorias, se ha dudado de la legitimidad de 
su uso por el Tribunal. Sin perjuicio de que en el último capítulo 
analicemos con más detalle el problema de si estas sentencias ex- 
ceden de las funciones propias del Tribunal Constitucional —que 
es, en definitiva, la cuestión central de legitimidad que plantean—, 
ahora podemos enunciar y comentar brevemente las principales 
críticas que se han realizado a estas decisiones: 


93. GUTIÉRREZ ZARZA, M. A., “Las sentencias interpretativas y aditivas del Tribu- 
nal Constitucional español”, cit., pp. 1033-1034. 
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1) Se ha señalado que el uso de estas sentencias perjudica la 
certeza del Derecho”, y establecen una disociación total entre las 
leyes y los contenidos normativos efectivamente vigentes”. Hay 
que reconocer el riesgo de cierta inseguridad jurídica que puede 
provocar el uso frecuente de este tipo de decisiones, ya que el 
texto de la disposición permanece inalterado, mientras que su con- 
tenido normativo o, dicho de otro modo, el haz de normas que el 
texto sería capaz de generar, queda reducido. Cabe recordar que 
nuestro Tribunal Constitucional ha señalado que estas sentencias 
son un medio “de muy delicado y difícil uso”*%; pero aun admitien- 
do esa necesaria prudencia en su uso, creo que el peligro comentado 
no deslegitima este tipo de decisiones, ni hace desaparecer su fun- 
damento. Hay que tener en cuenta que, ante un precepto que 
admite interpretaciones constitucionales junto a otras contrarias a 
la Constitución, las alternativas a una sentencia interpretativa se- 
rían: una sentencia plenamente estimatoria, que haría desaparecer 
el texto a pesar de que éste puede aplicarse de forma plenamente 


94, MONTELLA, M., Tipologia... cit., p. 52, señala que ésta es la objeción funda- 
mental que puede hacerse a las sentencias interpretativas de desestimación. 
Hay que tener en cuenta que en Italia la situación de inseguridad jurídica 
que provocan estas sentencias es mayor, ya que suele admitirse que las mis- 
mas no vinculan en general a los jueces ordinarios. Por ello afirma este autor 
que “crean una situación incierta en el mundo de las relaciones jurídicas y 
provocan riesgo de contrastes entre la Corte y otros órganos del Estado”. 


95. Rugio LLORENTE, F., "La jurisdicción constitucional como forma de creación 
del Derecho”, Op. cit., p. 504. En relación con la inseguridad jurídica que 
provocan estas sentencias, pueden verse también, por ejemplo, los comen- 
tários de GARRORENA, A., y Asa, E., al debate sobre “Los procedimientos de 
declaración de inconstitucionalidad”, incluido en la obra colectiva Los pro- 
cesos constitucionales, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1992. 
Las referencias a este tema de los autores mencionados se encuentran en 
pp. 58-60 y 61-62, respectivamente); cuestionando la crítica de inseguridad 
jurídica, la intervención de García Roca, J. en el mismo debate (p. 68). 

96. STC 5/1981, de 13 de febrero, f.j. 6, ya citado. 
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constitucional, o una sentencia desestimatoria, que mantendría 
interpretaciones o normas contrarias a la Ley Fundamental, 


2) También se ha apuntado como crítica a las sentencias in- 
terpretativas de rechazo, el que las mismas esconden en realidad 
un contenido normativo de carácter positivo. Se ha dicho que es- 
tas sentencias tendrían carácter materialmente legislativo, si se 
les pudiera reconocer la misma eficacia general que las de acogi- 
miento” (lo cual, por cierto, no sucede en Italia, pero síen España). 
En opinión de SILVESTRI”, la sentencia interpretativa de rechazo 
trata de introducir una norma nueva creándola mediante una re- 
construcción del material normativo preexistente a la luz de su 
necesaria referencia a la Constitución. Para este autor, la construc- 
ción de estas sentencias se articula en dos fases: la declaración de 
que la norma es inconstitucional interpretada según el juez a quo, 
y la afirmación sucesiva de que la misma disposición no será ilegí- 
tima interpretada de modo diverso; pero entre ambas fases hay un 
salto lógico y funcional, transformando un acto sustancialmente 
jurisdiccional en un acto sustancialmente legislativo, y en definiti- 
va transformando un precepto contrario a la Constitución en uno 
conforme, de forma que toda sentencia interpretativa añade algo y 
en ese sentido es “aditiva”. 


La construcción de este autor, en sentido parecido a otras, 
parte de considerar que la única norma derivada de la disposición, 
y por tanto la única norma existente hasta el pronunciamiento de 
la Corte, es la constituida por la interpretación del juez que plan- 
tea la cuestión. Pero, como ya he apuntado, creo que ello no es 
cierto, ya que el hecho de que una norma sea la que se pretenda 


97. CRISAFULLI, V., "Ancora delle sentenze interpretativedi rigetto della Corte cos- 
tituzionale”, en Giurisprudenza costituzionale, 1965, pp. 93-94. 


98. SiLvesTRI, G. “Le sentenze normative...”, Op. cit., pp. 759 y ss. 
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aplicar en un caso concreto (e incluso, el hecho de que dicha nor- 
ma sea la única aplicada por los jueces en general, y constituya por 
tanto el “derecho vivo”), no significa que la misma sea la única 
que pueda deducirse legítimamente de la concreta disposición 
impugnada, ni que por tanto la interpretación aceptada por la Cor- 
te suponga con carácter general la creación de una nueva norma. 
Incluso sin la intervención del Tribunal Constitucional, la inter- 
pretación de una disposición por parte de jueces y tribunales puede 
cambiar, o puede no ser uniforme, y creo que ello no supone nin- 
gún añadido ilegítimo a la actuación del legislador. 


3) Otra crítica que puede hacerse a las sentencias interpre- 
tativas de desestimación es que las mismas exceden de la 
competencia propia del Tribunal Constitucional para resolver so- 
bre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley, e invaden 
la que es propia de los jueces y tribunales ordinarios, y en especial 
del Tribunal Supremo o de los Tribunales de Casación, de señalar 
cuál es la interpretación correcta de la ley”. Ciertamente, a través 
de una sentencia interpretativa de desestimación el Tribunal Cons- 
titucional señala cuál es la interpretación correcta de la ley, desde 
el punto de vista constitucional, o bien cuál o cuáles son incorrec- 
tas desde esa misma perspectiva. Ya he señalado antes que es más 
correcta esta última opción, y ello no sólo en virtud del principio 
de conservación de la ley, sino también porque ésta es la forma 
más respetuosa con la labor de los jueces y Tribunales, ya que así 


99. En este sentido, por ejemplo, RUBIO LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucio- 
nal como forma de creación...”, cit., p. 485. Sin embargo, en relación con el 
concreto caso español, este autor afirma (p. 487) que, en virtud de la regu- 
lación constitucional y legal que afecta a esta cuestión, han de entenderse 
invalidadas aquellas interpretaciones legales que hayan sido consideradas 
contrarias a la Constitución, aunque no se haya anulado el precepto legal, 
con lo que parece encontrar fundamento para las sentencias interpretativas 
con eficacia vinculante. 
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se evita que el Tribunal Constitucional indique a éstos cuál es lz 
única interpretación correcta de la ley!%, 

Desde luego, no le corresponde al Tribunal Constitucional 
enjuiciar el mayor o menor acierto con que los operadores jurídí- 
cos aplican o interpretan la ley'”, pero creo que en su labor de 
enjuiciamiento de la constitucionalidad de la misma le está permi- 
tido rechazar las interpretaciones (normas) que derivan de la 
disposición impugnada y son contrarias a la Constitución, sobre 
todo si partimos, como ya tuvimos ocasión de explicar, de que el 
objeto del enjuiciamiento no es sólo la disposición, sino también 
las normas que contiene. Como antes he apuntado, esta labor es- 
tará justificada cuando tenga fundamento constitucional (lo que 
antes hemos denominado “interpretación adecuadora”), pero no, 
en cambio, cuando se realice una corrección basada en criterios 
derivados de la propia ley ("interpretación correctora”)*%., 


En fin, en relación con la crítica que venimos comentando, 
puede mencionarse un problema específico que se plantea en el 
caso de la cuestión de inconstitucionalidad. En el caso de que la 
interpretación propuesta por el juez a quo sea la que se viene si- 
guiendo de modo uniforme por los jueces y tribunales ordinarios, 
constituyendo lo que se ha denominado “derecho vivo”, cabe plan- 


100. En el mismo sentido, VILLAVERDE MENÉNDEZ, 1., La inconstitucionalidad por 
omisión, cit., p. 200. 

101. Por ejemplo, STC 11/1981, de 8 de abril, f.j. 4. 

102. En todo caso, hay que señalar que el problema que comentamos se relaciona 
con el de los efectos que cada Ordenamiento concreto concede a las senten- 
cias interpretativas de rechazo, así como el papel de la doctrina constitucional 
en ellas sentada (en relación con el valor de la jurisprudencia de los Tribu- 
nales Supremos o de Casación). A este aspecto nos referiremos en el próximo 
epígrafe, pero hay que señalar ahora que, al respecto, no caben soluciones 
uniformes, sino que es necesario tener en cuenta la regulación concreta 
existente en cada Ordenamiento. 
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tearse si el Tribunal debe admitir esa interpretación como la única 
que deriva del texto impugnado y, por lo tanto, pronunciar BAS 
sentencia de inconstitucionalidad pura si dicha interpretación es 
contraria a la Norma fundamental. Ello implicaría la renuncia a 
emanar una sentencia interpretativa basada en una interpretación 
constitucional del precepto “buscada” por el Tribunal, y diferente 
al “derecho vivo”. La Corte italiana ha pronunciado sentencias de 
acogimiento en tales supuestos, sobre todo a partir de los años 
70'%. Pero ello se debió, sobre todo, a la ausencia de eficacia erga 
omnes de sus sentencias de rechazo. Desde el punto de vista de 
las funciones del Tribunal Constitucional, me parece que, si se 
admite la legitimidad de las sentencias interpretativas con los lí- 
mites vistos, no hay razón para que las mismas no puedan 
pronunciarse también rechazando una interpretación que consti- 
tuya “derecho vivo”, siempre que la interpretación que el Tribunal 
propone como acorde con la Constitución derive del precepto im- 
pugnado (sin necesidad de proceder a su “reconstrucción” o 
alteración)*%, En realidad, podría decirse que si junto al “derecho 
vivo” deriva del texto en cuestión un “derecho dormido” (esto es, 
una interpretación diferente a la usual), el Tribunal puede “des- 
pertarlo” siempre que el mismo sea conforme a la Constitución. 


103. Véase, por ejemplo, CERRI, A., Corso..., Cit., p. 116; Rosou, R., “La tipolo- 
gía...”, cit., p. 64. 

104. En contra de lo aquí defendido, JIMÉNEZ Campo, J., por ejemplo en “España. 
Sobre los límites del control de constitucionalidad de la ley”, cit., p- 190, 
sostiene que, ante una jurisprudencia consolidada sobre el sentido de una 
regla legal, contrario a la Constitución, procederá la declaración de incons- 
titucionalidad y nulidad del precepto, Y ello no porque el Tribunal 
Constitucional estuviera vinculado —que no lo está— a la interpretación de 
la legalidad hecha por el Tribunal Supremo, sino más bien en aras de la 


certeza del Derecho. 
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3.3. Efectos 


Un análisis profundo del tema de los efectos de las senten- 
cias interpretativas de desestimación excede el objetivo del presente 
trabajo, y requeriría un estudio monográfico. Desde nuestra pers- 
pectiva, nos interesa sobre todo apreciar de qué manera los efectos 
de estas sentencias influyen decisivamente sobre la utilidad de las 
mismas para servir a su finalidad de descartar las interpretaciones 
inconstitucionales al tiempo que se conserva la ley. Por ello proce- 
deremos simplemente a un breve análisis de en qué medida vincula 
la decisión del Tribunal Constitucional a los restantes operadores 
jurídicos, y especialmente a los jueces y tribunales integrantes del 
Poder Judicial. Ahora bien, este análisis no puede realizarse pres- 
cindiendo de la regulación y las concretas circunstancias de cada 
sistema: por ello nos referiremos separadamente a la situación en 
Italia y en España. 


3.3.1 Italia 


La determinación precisa de los efectos de las sentencias 
interpretativas de desestimación es probablemente, entre los pro- 
blemas que plantean este tipo de decisiones, el más debatido por 
la doctrina italiana desde los primeros años de funcionamiento de 
la Corte. Al respecto hay pocos aspectos en los que coincida la 
mayor parte de la doctrina —y seguramente ninguno en los que 
ésta sea unánime—. Mientras que la Constitución italiana estable- 
ce que las sentencias que declaran la ilegitimidad constitucional 
de una ley producen la cesación de la eficacia de ésta desde el día 
siguiente al de la publicación de la resolución (art. 136 de la Cons- 
titución, art. 30, 31 de la ley de 11 de marzo de 1953, N.* 87), no 
dispone nada sobre los efectos de las sentencias que no declaran 
dicha ilegitimidad constitucional, lo cual plantea especiales difi- 
cultades por lo que se refiere a las sentencias interpretativas de 
rechazo. 


y 
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Desde luego, no cabe duda de que la disposición impugnada 
continúa en vigor. Pero como ya hemos puesto de manifiesto, las 
sentencias interpretativas de rechazo contienen en realidad, junto 
al pronunciamiento expreso que desestima la cuestión respecto a 
una interpretación, otro referente a la inconstitucionalidad de otra 
interpretación del precepto. Por ello la cuestión de los efectos se 
complica, ya que pueden ser diferentes respecto a uno y otro pro- 
nunciamiento. Lo cuestionable es, por tanto, en qué medida vincula 
la interpretación seguida por la Corte, así como si quedan descar- 
tadas por inaplicables, o expulsadas del ordenamiento, la o las 
interpretaciones consideradas inconstitucionales. 


En lo que sí coincide la mayoría de la doctrina es en la au- 
sencia de efectos erga omnes de estas sentencias, así como en que 
las mismas no vinculan en general a los jueces ordinarios a adop- 
tar la interpretación que la Corte ha declarado conforme a la 
Constitución'*”*. Como consecuencia, también suele entenderse que 


105. Por ejemplo, PIZZORUSSO, A., “Las sentencias 'manipulativas'...”, Op. cit., pp. 
284-285, considera que estas sentencias carecen de eficacia erga omnes y 
sólo pueden operar como precedentes “persuasivos”; SANDULLI, A. M., J giu- 
dizio sulle leggi, Giuffrè, Milán, 1967, p. 55, afirma que los jueces comunes 
no están vinculados por la interpretación dada a la ley por la Corte constitu- 
cional. En similar sentido, MonTELLA, M., Tipologia... Op. cit., p. 44, señala 
que los jueces ordinarios son plenamente libres de aceptar o no la interpre- 
tación dada a la disposición por la Corte constitucional. ONIDA, V., y M. D'Amico, 
II giudizio di costituzionalità delle leggi. Materiali di giustizia costituzionale, 
Vol. 1 (11 giudizio in vía incidentale), G. Giappichelli, Turín, 1998, p. 274, 
sostienen que la sentencia interpretativa de rechazo no tiene eficacia gene- 
ral, y por tanto cualquier juez es libre de no seguir la interpretación sugerida 
por la Corte, o de acoger otra. CHIARELLI, G., “Processo costituzionale e teoria 
dell “interpretazione”, en: Scritti di Diritto pubblico, Giuffrè, Milán, 1977, 
pp. 392-393, destaca que no existe en el ordenamiento italiano una disposi- 
ción que establezca expresamente que la interpretación de la Corte sea 
vinculante para el juez a quo o para los jueces de otros procesos, o que 
atribuya a la interpretación de la Corte un valor de cosa juzgada, y afirma 
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las mismas carecen de la eficacia de cosa juzgada material, al rre 
nos en el sentido de que cabe volver a proponer la misma cuestión 
sobre la misma disposición, ya que la interpretación que de ésta 
ha realizado la Gorte no vincula. Gon todo, algún autor ha señalado 
que las mismas generan un vínculo con carácter general, consis- 
tente en que la norma considerada inconstitucional cesa en su 
eficacia, aunque la declaración de constitucionalidad constituye 
simplemente un precedente sin eficacia vinculante?”., 


que, pese a que una sentencia interpretativa de rechazo se pronuncie sobre 
la ilegitimidad de una interpretación, ello no impide que la cuestión vuelva 
a ser propuesta, La solución a las divergencias interpretativas debe venir de 
la composición espontánea y conforme a la Constitución, según un principio 
de colaboración entre los órganos encargados de aplicar el derecho. De for- 
ma parecida se expresa este autor en “Problemi di giustizia costituzionale”, 
en Seritti..., cit., pp. 401 y ss.: según el ordenamiento positivo, la sentencia 
interpretativa de rechazo no es vinculante para los jueces. 


Una opinión diferente a la mayoritaria puede encontrarse en RUGGERI, R., 

Storia di un ‘falso: l'efficacia inter partes delle sentenze di rigetto della 
Corte costituzionale, Giuffre, Milán, 1990; en similar sentido, en "In tema di 
oggetto e di effetti delle sentenze costituzionali”, en: La giustizia costituzio- 
nale a una svolta, ed. R. Romboli, G. Giappichelli, Turín, 1991, pp. 228 y ss. 
Este autor trata de aproximar los efectos de las sentencias de rechazo a los 
de las sentencias de acogimiento, relativizando éstos y extendiendo aqué- 
llos. Sostiene que las sentencias de rechazo también despliegan eficacia en 
todo el ordenamiento, y se pronuncia a favor de la irreversibilidad y del 
carácter definitivo de todas las sentencias sobre la constitucionalidad de las 
leyes, si bien limitado al objeto o cuestión decidido en ellas. Entiende Ruccs- 
RI que no podrá plantearse una nueva cuestión con el mismo objeto, ni siquiera 
por otra vía procesal (vía de acción, o incluso conflicto de atribuciones), ya 
que los sujetos no contribuyen a caracterizar la cuestión propuesta. Entre 
otros argumentos jurídicos, se refiere al artículo 137 de la Constitución, que 
proclama que “contra las decisiones de la Corte no se admite impugnación 
alguna”, y que el autor entiende en el sentido de que impide que se reitere la 
misma cuestión, con independencia del sentido de la decisión de la Corte. 


106, Así, MONTELEONE, G., Giudizio incidentale sulle leggi e giurisdizione, Op. cit. 
pp. 116 y ss., para quien, en estas sentencias, que él prefiere llamar "indivi: 
duatrici di rigetto”, la Corte individualiza dos o más disposiciones, una 0 
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Por lo demás, también se ha indicado que estas sentencias 
no carecen de toda virtualidad frente a jueces y tribunales: ade- 
más de la eficacia “persuasiva” que pueda predicarse de las 
mismas”, suele afirmarse que los jueces no pueden aplicar una 
interpretación del precepto diferente a la que la Corte ha estimado 
conforme a la Constitución, sin replantear de nuevo la cuestión a 
la propia Corte, dándole oportunidad de pronunciarse sobre esa 
concreta interpretación”. 


alguna conformes con la Constitución, y otra u otras inconstitucionales. Por 
lo que se refiere a la disposición individualizada conforme a la Constitución, 
la decisión de la Corte carece de eficacia vinculante, de manera que la mis- 
ma queda sometida a su vez a la interpretación judicial; en cambio, la o las 
disposiciones individualizadas inconstitucionales sufren los efectos propios 
de la declaración de ilegitimidad constitucional, como son la pérdida de efi- 
cacia y la prohibición de su aplicación. En sentido parecido, GIANNINI, M. S., 
“Alcuni caratteri della giurisdizione di legittimità delle norme”, en G/uris- 
prudenza costituzionale, 1956, pp. 927, para quien la sentencia de rechazo 
es de anulamiento en la parte que declara inválida una norma hipotética o 
problemática planteada en la demanda judicial (y la norma anulada no pue- 
de ser objeto de sucesivos recursos por parte de nadie), pero en la parte en 
que declara válida otra norma hipotética o problemática, no tiene eficacia 
general, careciendo además del efecto de cosa juzgada material. 


107. ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 293, afirma que estas sentencias cons- 
tituyen un precedente autorizado que, si bien no tiene fuerza de ley, posee 
una “fuerza de hecho”, proporcional al consenso que susciten los argumen- 
tos de la Corte, y que la realidad demuestra que normalmente es elevada. 


108. Así, Eria, L., “Sentenze 'interpretetative' di norme costituzionale e vincolo 
dei giudici”, en: Giurisprudenza costituzionale, 1966, pp. 1715 y ss., señala 
(pp. 1719-1720) que cualquier juez está obligado, bien a adecuarse a la 
interpretación de la Corte, o bien a plantear de nuevo, incluso de oficio, la 
cuestión a la Corte, y deduce de esta idea una especie de eficacia erga omnes 
iudices de las sentencias interpretativas de rechazo. También afirmar la ne- 
cesidad de replantear la cuestión cuando quiera interpretarse el precepto 
legal de modo distinto al establecido por la Corte, CHIARELLI, G., “Problemi di 
giustizia costituzionale...”, cit., p. 404; ZAGREBELSKY, G., La giustizia... cit., p. 
294; CrisaruLLI, V., “Controllo...”, cit., pp. 81-82; SanbuLLI, A. M., V giudizio 
sulle leggi, cit., p. 55.. 
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Mayores dificultades y divergencias existen en relación a la 
vinculación del juez a quo a la decisión interpretativa de la Corte 
Aunque hay quien ha sostenido que de las interpretaciones conte 
nidas en la sentencia no resulta vinculación alguna, ni siquiera 
para el juez del procedimiento principal”, suele admitirse que la 
sentencia de rechazo despliega algún tipo de eficacia precisamen- 
te en el proceso a quo. Pero mientras algún autor ha sostenido que 
éste está sometido a una vinculación positiva, debiendo seguir la 
interpretación declarada constitucional por la Corte'*”, otros han 
defendido que dicha vinculación sólo es negativa, en el sentido de 
que no puede aplicar la interpretación que la Corte ha entendido 
contraria a la Constitución (y que normalmente será la que el pro- 
pio juez a quo había seguido en el planteamiento de la cuestión), 
pero podrá aplicar la ley interpretándola de cualquier manera, aun- 
que no sea de modo coincidente con la interpretación propuesta 
por la Corte constitucional!**. En fin, también pueden encontrarse 
propuestas más matizadas'*?. 


109. PIERANDREI, R., “Corte costituzionale”, cit., pp. 984 y ss., para quien las sen- 
tencias interpretativas de rechazo no vinculan ni al juez a quo ni a otros 
órganos judiciales ni administrativos. 


110. Esta opinión es minoritaria, pero debe destacarse especialmente en este sen- 
tido a CRISAFULLI, V., “Le sentenze 'interpretative”...”. cit., pp. 6 y ss.; “Ancora 
delle sentenze interpretative di rigetto...”, cit., pp. 95 y ss. (afirmando ex- 
presamente, por ejemplo en pp. 101 y 104, que para el juez a quo es vinculante 
la entera sentencia de la Corte, incluyendo tanto la parte dispositiva como la 
motivación que lleva a la misma); "Controllo...”, Op. cit., pp. 82 y ss.; Lezio- 
ni... Op. cit., p. 400. 

111. Ésta es la posición mayoritaria, cuyo representante principal es SANDULLI, A.: 
véase, de este autor, “Atto legislativo, statuzione legislativa e giudizio di 
legittimità costituzionale”, en Scritti giuridici, Vol. 1, Jovene Editore, Nápo- 
les, 1990, pp. 493-494 (publicado anteriormente en Raccolta di scritti in 
onore di Arturo Carlo Jemolo, Milán, 1961); en el mismo sentido, por ejem- 
plo, CERRI, A., Corso... cit, p. 117, o OniDa, V./D'Amico, M., I giudizio di 
costituzionalità... cit., p. 274, quienes afirman que al juez a quo no le queda 
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Como se ve, con todas las dudas que puedan surgir, parece 
que estas sentencias, carentes de efectos generales, tienen una 
eficacia muy limitada, y casi circunscrita al proceso a quo. Ello 
hace que en Italia, las sentencias interpretativas de rechazo no 
constituyan un instrumento del todo útil para descartar de modo 
definitivo las interpretaciones contrarias a la Constitución. Hay 
que tener en cuenta, además, que a la Corte de Casación corres- 
ponde asegurar "la exacta observancia y la interpretación uniforme 
de la ley (...)”***. Si la Corte de Casación mantiene una interpreta- 
ción distinta a la seguida por la Corte constitucional, pueden 
provocarse graves problemas para los jueces ordinarios***, y ade- 


otra alternativa que seguir, en la aplicación concreta, la interpretación “con- 
forme a la Constitución”, o una tercera interpretación diversa, que no plantee 
dudas de constitucionalidad (por lo tanto, parece que para estos autores la 
única interpretación vedada al juez a quo es la que él mismo había propues- 
to y la Corte entendió inconstitucional). 


112. Por ejemplo, MazzioTTI, M., “Efficacia delle sentenze interpretativedi rigetto 
della Corte costituzionale”, en Giurisprudenza costituzionale, 1960, pp. 1100 
y ss., en especial pp. 1122 y ss., sostiene que la sentencia interpretativa de 
rechazo impide al juez a quo replantear la misma cuestión dando un signifi- 
cado distinto a los preceptos constitucionales, pero le permite plantear de 
nuevo la cuestión (en realidad, se trataría de una cuestión distinta) si se 
basa en una interpretación diferente de la ley (esto es, en otra norma deriva- 
da de la misma disposición). En cuanto a los restantes jueces, afirma este 
autor que, puesto que la sentencia interpretativa de rechazo no tiene efica- 
cia ultra partes, no puede negarse la posibilidad de que propongan una 
cuestión idéntica, aunque en tal caso la Corte puede y suele declararla ma- 
nifiestamente infundada. Ahora bien, para Mazzotti la solución debe ser 
distinta si la cuestión se propone basándose en una diversa interpretación 
(esto es, una norma diferente) de la misma disposición, en cuyo caso la cues- 
tión debe dar lugar a un nuevo procedimiento regular en el que se pronuncie 
la Corte. 


113. Artículo 65 del Ordinamento giudiziario, R. D. de 30 de enero de 1941. 


114. Sobre este tema, y a título de ejemplo, véase CRISAFULLI, V., Lezioni..., p. 399; 
MONTELLA, M., Tipologia..., pp. 70 y ss. 
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más, el conflicto entre ambos Tribunales está servido. Como ya 
pusimos de manifiesto, esta diferencia entre las interpretaciones 
de Corte de casación y Corte constitucional provocó lo que se co- 
noció como “guerra de las dos Cortes”, que fue resuelta por la 
Corte constitucional con el “tránsito” a las sentencias interpretati- 
vas de estimación, o incluso a sentencias de estimación pura. Todo 
ello demuestra que lo que puede ser legítimo no siempre será lo 
más útil o adecuado para conseguir un objetivo. 


3.3.0 España 


Antes de entrar en el análisis de los efectos de las sentencias 
interpretativas desestimatorias en nuestro sistema, parece conve- 
niente recordar —aunque sea de forma necesariamente breve y 
superficial— los preceptos constitucionales y legales que regulan, 
en general, los efectos de las sentencias recaídas en los procedi- 
mientos de inconstitucionalidad. Comenzando por la Constitución, 
su artículo 161.1 a), tras referirse al recurso de inconstitucionali- 
dad, proclama que “la declaración de inconstitucionalidad de una 
norma jurídica con rango de ley, interpretada por la jurispruden- 
cia, afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no 
perderán el valor de cosa juzgada”. El artículo 164.1 dispone la 
publicación de las sentencias del Tribunal Constitucional con sus 
votos particulares, el valor de cosa juzgada de las mismas y su 
irrecurribilidad, y señala que "las que declaren la inconstituciona- 
lidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y todas las que 
no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen ple- 
nos efectos frente a todos”. Y el apartado 2 de este artículo añade: 
“Salvo que en el fallo se disponga otra cosa, subsistirá la vigencia 
de la ley en la parte no afectada por la inconstitucionalidad”. 


Aunque soy consciente de que las ideas que voy a apuntar 
no son pacíficas, me parece que de la regulación constitucional de 
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los efectos de las sentencias puede deducirse, por lo que ahora nos 
interesa, lo siguiente: 


1) Que la ley o la parte de la ley declarada inconstitucional 
pierde la vigencia (art. 164.2 a contrario). 


[09] 
— 


Que no cabe deducir que la Constitución exige que los 
efectos de la sentencia estimatoria sean los de la nulidad, 
o los de la derogación. Es cierto que el artículo 161.1 a), 
al establecer que la sentencia o sentencias recaídas no 
perderán el valor de cosa juzgada, parece partir del prin- 
cipio general de que la declaración de inconstitucionalidad 
implica la nulidad con efectos ex tunc, pero también es 
verdad que ello no se dispone de manera expresa”**; e 
incluso el mencionado artículo 164.2 podría interpretar- 
se en el sentido de que los efectos propios de la sentencia 
estimatoria son los de la derogación. Por tanto, en mi 
opinión, la ley podría permitir efectos diferentes a los de 
la nulidad con efectos ex tunc, al menos en ciertos su- 
puestos. 


3) Aunque el tema también admite dudas, del artículo 164.1 
de la Constitución se deduce que los efectos erga omnes 
se predican de todas las sentencias del Tribunal Consti- 


115. En el mismo sentido, JIMÉNEZ CAMPO, J., “Qué hacer con la ley inconstitucio- 
nal”, cit., p. 62, sostiene que la Constitución exige el nexo entre declaración 
de inconstitucionalidad-declaración de nulidad, sino solamente que la nor- 
ma legal inconstitucional ha de desaparecer del ordenamiento, y que la 
declaración de inconstitucionalidad ha de respetar el principio de cosa juz- 
gada. En cambio, PunseT BLANCO, R., “Canon, carácter vinculante, contenido 
y efectos de los pronunciamientos sobre la constitucionalidad de las leyes”, 
en ASOCIACIÓN DE LETRADOS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, La sen- 
tencia sobre la constitucionalidad de la ley, Tribunal Constitucional-Centro 
de Estudios Constitucionales, Madrid, 1997, pp. 90-91, entiende que el Cons- 
tituyente ha predeterminado positivamente la consecuencia inherente a la 
declaración de inconstitucionalidad de las leyes: la nulidad de éstas. 
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tucional, excepto las que se limitan a la estimación suje 
tiva de un derecho”**, como veremos con más detalle us. 
poco más adelante. 


Es preciso destacar también algunos preceptos de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional (en adelante, L.O.T.C.) - El 
artículo 38.1 señala que "las sentencias recaídas en los proce 
mientos de inconstitucionalidad tendrán el valor de cosa roda, 
vincularán a todos los Poderes Públicos y producirán efectos gens- 
rales desde la fecha de su publicación en el "Boletín Ofic ial del 
Estado””. Y el artículo 39.1 afirma que “cuando la sentencia decla- 
re la inconstitucionalidad, declarará igualmente la nulidad de los 
preceptos impugnados (...)”. El artículo 40.1 establece que ibid sen- 
tencias estimatorias no afectarán a los procedimientos fenecidos 
mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada, excepto en el caso 
de los procedimientos penales o contencioso-administrativos san 
cionadores en los que la nulidad de la norma implique una reducción 
de la pena o la sanción, o una exclusión, exención o limitación de 
la responsabilidad; su apartado 2 dispone que la jurisprudencia de 
los tribunales recaída sobre leyes, disposiciones o actos enjuicia- 
dos por el Tribunal Constitucional habrá de entenderse corregida 
por las sentencias y autos que resuelvan los procedimientos de 
inconstitucionalidad. En fin, también hay que tener en cuenta el 
artículo 5.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que establece 
que todos los Jueces y tribunales "interpretarán y aplicarán las 


116, Es cierto que, al referirse la Constitución a "todas las que no se limitan a la 
estimación subjetiva de un derecho”, resulta inútil la mención expresa de 
"las que declaren la inconstitucionalidad de una ley”, que obviamente están 
incluidas entre las que no se limitan a la estimación subjetiva de un dere- 
cho. Pero, como veremos, entender que sólo poseen efectos erga omnes las 
sentencias estimatorias de la inconstitucionalidad supone, lisa y llanamen- 
te, obviar por completo el inciso del artículo que se refiere a “todas las que 
no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho”. 
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leyes y los reglamentos segun los preceptos y principios constitu- 
cionales, conforme a la interpretación de los mismos que resulte 
de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo 


tipo de procesos”, 


En mi opinión, de los preceptos apuntados de la L.O.T.C. se 
deducen las siguientes consecuencias de interés para este trabajo: 


1) La L.O.T.C. confirma que los efectos generales son predi- 


2 


a 


cables de todas las sentencias recaídas en procedimientos 
de inconstitucionalidad, con independencia de que sean 
estimatorias o desestimatorias (art. 38.1). 


Aunque la Constitución no lo exigía, la L.O.T.C. vincula 
necesariamente la declaración de inconstitucionalidad con 
la nulidad, de manera que no permite la declaración de 
inconstitucionalidad sin nulidad. 


3) La L.O.T.C. parece partir de la declaración de inconstitu- 


cionalidad tiene efectos hacia el pasado, aunque los matiza 
con el respeto a las sentencias con efecto de cosa juzga- 
da, en el sentido y con las excepciones vistas en el artículo 
40.1 


4) Cuando el Tribunal declara constitucionales o inconstitu- 


cionales determinadas interpretaciones de los preceptos, 
es decir, normas que derivan de los mismos, tanto en sen- 
tencias interpretativas de desestimación como en 
sentencias estimatorias, esa declaración vincula a los tri- 
bunales y jueces ordinarios, que no podrán aplicar las 
interpretaciones declaradas inconstitucionales, aunque sea 
en una sentencia desestimatoria. En cuanto a las inter- 
pretaciones declaradas constitucionales, los tribunales 
habrán de seguirlas necesariamente cuando se despren- 
da de la sentencia del Tribunal Constitucional que tal 
interpretación o interpretaciones son las únicas acordes 
con la Constitución. 
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Una vez apuntadas ostas idoas gonoralos, analizarornos Cori 
más detalle en qué consiston y cómo funcionan los que creo que 
son los efectos principales do las sontencias interpretativas deses 
timatorias: los efectos vinculantes y el efecto de cosa juzgada. 


1) Vinculación y efectos generales, 


En este aspecto, me parece que la situación es muy diferen- 
te a la italiana, que hemos descrito líneas arriba. Creo que en el 
ordenamiento español, los jueces y tribunales están obligados a 
seguir la interpretación de la ley que el Tribunal Constitucional ha 
considerado conforme a la Norma fundamental. Se ha dicho con 
acierto que el Tribunal Constitucional, además de intérprete su- 
premo de la Constitución, es supremo intérprete constitucional, lo 
que origina que el carácter vinculante de su interpretación se ex- 
tienda a normas distintas de la Constitución misma, incluyendo 
las normas objeto de control'*”; y es que la ley a la que el juez está 
sujeto es, en su caso, la ley definida por el Tribunal Constitucio- 
nal'**, Éste, por ser intérprete supremo de la Constitución, es 


117. Rusio LLorente, F./ ARAGÓN Reyes, M., "La jurisdicción constitucional”, en La 
Constitución española de 1978. Estudio sistemático, dirigido por A. Predieri 
y García de Enterría, E., Civitas, Madrid, 2.* ed., 1981, p. 849. En sentido 
parecido, Pernar DOMENECH, X., “La sentencia constitucional como fuente 
del Derecho”, cit., pp. 71-72. 


118. Rusio LLORENTE, F., "Sobre la relación entre Tribunal Constitucional y Poder 
Judicial en el ejercicio de la función jurisdiccional”, en La forma del poder. 
Estudios sobre la Constitución, Centro de Estudios Políticos y Constituciona- 
les, 2." ed., 1997, p. 452. Destaca que el Tribunal Constitucional es órgano 
nomotético no porque sea legislador negativo, sino porque es juez creador 
de Derecho, En similar sentido, y refiriéndose de manera específica a las 
sentencias interpretativas, Santos Vanne, J. M., Doctrina y jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional..., cit, p. 57, destaca que el Tribunal Constitu- 
cional, en su actuación como Juez de la ley, puede y, en su caso, debe declarar 
la constitucionalidad del precepto en función de cuál sea la interpretación 
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también el supremo intérprete constitucional de la ley?*”, realizan- 
do así una función unificadora de la interpretación de la ley'*”, 


Podemos apuntar una serie de argumentos constitucionales 
y legales que apoyan esta idea. Ya hemos mencionado que el artí- 
culo 164.1 de la Constitución dispone que las sentencias que 
“declaren la inconstitucionalidad de una ley o una norma con fuer- 
za de ley y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de 
un derecho, tienen plenos efectos frente a todos”!?! (cursiva mía). 
Es verdad que parte de la doctrina ha entendido que dichos efec- 
tos son sólo predicables de las sentencias estimatorias emitidas en 
los procedimientos de inconstitucionalidad*??, pero otros autores 


que se dé al mismo a la hora de aplicarlo; y los tribunales ordinarios están 
sujetos a la interpretación de la Ley que haga el tribunal de modo relevante, 
expreso y vinculante. 


119. ARAGÓN REYEs, M., “El sistema español de justicia constitucional”, cit., pp. 
614-615. 


120. PÉREZ TREMPS, P., Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Centro de Estu- 
dios Constitucionales, Madrid, 1985, pp. 247 y ss., destaca la idoneidad de 
la cuestión de inconstitucionalidad como medio de unificación de las inter- 
pretaciones de la ley. 


121. Un comentario al proceso de elaboración de este precepto puede encontrar- 
se en BOCANEGRA SIERRA, R., El valor de las sentencias del Tribunal 
Constitucional, Instituto de Estudios de la Administración Local, Madrid, 
1982, pp. 36-42, aunque, como destaca el propio autor, de dicho proceso 
pueden extraerse pocas “pistas” sobre los problemas que subyacen al texto 
aprobado finalmente. 


122. En este sentido, BOCANEGRA SIERRA, R., El valor..., Op. cit., pp. 90 ss; 233-234. 
Para GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ, T. R., Curso de Derecho Administra- 
tivo, Civitas, Vol. I, 41.* ed., 1984, p. 178, el artículo 164.1 de la Constitución 
sólo atribuye “plenos efectos frente a todos” a las sentencias estimatorias 
que declaran la inconstitucionalidad de la ley o actos impugnados. LATORRE 
SEGURA, A./ Díez-PicAzo, L., "Tribunal Constitutionnel espagnol”, cit., pp. 113- 
114, sostienen igualmente que la eficacia erga omnes debe predicarse 
solamente de las sentencias que declaran la inconstitucionalidad, y no de las 
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han entendido que los efectos orga omnes son constitucionalrmer, 
to predicables de todas las sentencias del Tribunal Constitucional 
reculidas en todos los procedimientos, excepto en amparo, y er, 
todo caso también a las sentencias desestimatorias de la inconstí- 
tucionalidad!*, Me parece que ésta es la interpretación más 
aproximada a la realidad del precepto constitucional que acaba- 
mos de transcribir, pues lo contrario privaría totalmente de sentido 
al inciso “y todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de 
un derecho”, 


Ahora bien, es preciso entender correctamente cómo fun- 
cionan estos efectos en uno y otro caso. En las sentencias que 
declaran la inconstitucionalidad y nulidad de una ley los aludidos 
efectos generales se traducen en la expulsión del Ordenamiento 


sentencias de rechazo, que no introducen innovación alguna en el ordena- 
miento jurídico. En sentido parecido, MONTORO PUERTO, M., Jurisdicción 
constitucional y procesos constitucionales, Colex, T. 1, Madrid, 1991, pp. 
226 y ss., afirma mientras que los efectos vinculantes para todos los poderes 
públicos se refieren tanto a sentencias estimatorias como desestimatorias, 
los efectos erga omnes sólo son predicables en su integridad de aquéllas, ya 
que las sentencias desestimatorias no alteran el ordenamiento jurídico. En 
la misma línea, Corzo Sosa, E., La cuestión de inconstitucionalidad, Centro 
de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 1998, pp. 533 y ss., quien 
distingue entre la vinculación, predicable de todos los poderes públicos res- 
pecto a todas las sentencias del Tribunal (e incluso de los jueces respecto a 
todas las resoluciones del Tribunal), y los efectos generales, que atribuye 
sólo a las sentencias estimatorias, equiparándolos a la anulación y expulsión 
del ordenamiento. 


123. Así, PIBERNAT DOMENECH, X., “La sentencia constitucional como fuente del 
derecho”, cit., pp. 64-65. Pérez Tremrs, P., Tribunal Constitucional y Poder 
Judicial, cit., pp. 259 y ss., reconoce esos efectos generales también a las 
sentencias desestimatorias de la inconstitucionalidad, y traduce dichos efectos 
en la vinculación de las sentencias, aunque aclara que las sentencias deses- 
timatorias no pueden gozar de un valor supralegislativo que supondría la 
autovinculación del Tribunal Constitucional a sus decisiones. 
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de dicho precepto legal, de manera que podría decirse que dichas 
sentencias poseen un valor de la ley, pero en sentido negativo. En 
cambio, las sentencias que declaran la constitucionalidad de un 
precepto no suponen alteración alguna de su vigencia, por lo que 
no poseen efectos generales en este sentido. La declaración de 
constitucionalidad simplemente implica que el precepto continúa 
en vigor, pero no supone una especie de presunción juris et de iure 
de constitucionalidad'”*, ya que, como veremos, en ciertos supues- 
tos cabe el replanteamiento de la cuestión. Pero el Tribunal puede 
interpretar el precepto impugnado de conformidad con la Consti- 
tución, y en tal caso la interpretación que el Tribunal haga de dicho 
precepto se “integra” en el mismo, adquiriendo su mismo ran- 
go`”. En este sentido, puede hablarse de efectos generales de estas 
sentencias, que se logran esencialmente mediante la vinculación a 
las mismas de los jueces y tribunales ordinarios. Y lo mismo suce- 
de con la interpretación que el Tribunal realiza en estas sentencias 
de la Constitución, con la salvedad de que en este caso dicha inter- 
pretación se “integra” en el precepto constitucional, situándose 
en este sentido por encima de la ley en el sistema de fuentes??*, 


124. En este sentido, por ejemplo, Corzo Sosa, E., La cuestión de inconstituciona- 
lidad, cit., p. 530. 


125. Desde luego, ello es así, en mi opinión, cuando dicha interpretación se con- 


tiene en el fallo, esto es, en las sentencias interpretativas (que es el supuesto 
que nos interesa). Si dicha interpretación se contiene sólo en la fundamen- 
tación, la cuestión plantearía más dudas, pero a mi juicio los efectos prácticos 
son similares, puesto que jueces y tribunales están vinculados, como vere- 
mos, por la doctrina del Tribunal Constitucional. 

126. La afirmación de que la sentencia constitucional se sitúa en el sistema de 
fuentes por encima de la ley, e inmediatamente después de la Constitución, 
ha sido defendida por PÉrEz Royo, J., Las fuentes del derecho, 3.2 ed., Ma- 
drid, 1986, pp. 44 y ss.; y Tribunal Constitucional y división de poderes, 
Tecnos, Madrid, 1988, p. 65. También por Dr EstEBAN, J., “Prólogo” a Nor- 
mas políticas de España, Tecnos, Madrid, 1983, p. 44, especificando que 
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Por lo que se refiere a las sentencias interpretativas, producen es, 
realidad efectos en ambos sentidos, como consecuencia del “doble 
pronunciamiento” que contienen: en primer lugar, y respecto a la 
o las interpretaciones declaradas inconstitucionales, éstas no pue- 
den ser aplicadas por los jueces y tribunales (lo que en definitiva 
equivale a su inconstitucionalidad con efectos generales)'””; y este 
efecto se produce, a mi juicio, aunque el fallo no haga referencia 
expresa a dicha interpretación, siempre que la misma haya sido 
considerada en la fundamentación (y no se produce, en cambio, 
respecto a otras eventuales interpretaciones que no hayan sido 
objeto del proceso). En segundo lugar, en relación con la interpre- 
tación declarada constitucional, la misma resulta simplemente 
integrada en el precepto legal; los jueces y tribunales han de apli- 
car en principio dicha interpretación, aunque también podrían 
seguir otras interpretaciones no consideradas inconstitucionales 
por el Tribunal Constitucional (en tal caso, perece que lo adecuado 


esta posición corresponde a las sentencias del Tribunal Constitucional, ade- 
más de por su función de “legislación negativa”, por su función de 
interpretación de la Constitución. 


Ciertamente, esta especial posición de las sentencias del Tribunal puede 
predicarse de todas ellas, incluyendo las que resuelven recursos de amparo, 
a las cuales, sin embargo, no se extienden constitucionalmente los "plenos 
efectos frente a todos”. Debe reconocerse que la posición aquí defendida 
aproxima los efectos de todos los tipos de sentencias constitucionales, pero 
creo que las diferencias radican en lo que se refiere a la interpretación de la 
ley, que en las sentencias recaídas en procedimientos de inconstitucionali- 
dad tiene los especiales efectos generales que explicamos en el texto. 


127. Así, AROZAMENA SERRA, J., “Valor de la jurisprudencia constitucional”, en La 
Constitución española y las fuentes del Derecho, Vol. I, Instituto de Estudios 
Fiscales, Madrid, 1979, pp. 264-265, afirma la vinculación de jueces y tribu- 
nales a la interpretación que el Tribunal Constitucional hace de la ley en una 
sentencia interpretativa, entendiendo que la aplicación de la norma en otro 
sentido (contrario a la Constitución) entrañaría la aplicación de una regla 
jurídica que ha perdido vigencia. 
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sería el planteamiento de una nueva cuestión de inconstituciona- 
lidad). 


La regulación legal del aspecto que venimos comentando 
apoya las conclusiones que hemos apuntado. Hay varios argumen- 
tos legales de importancia para entender que el Tribunal 
Constitucional puede establecer cuáles son las interpretaciones 
constitucionales e inconstitucionales de una ley, y que además su 
interpretación prevalecerá sobre la de los Tribunales ordinarios. 
En primer lugar, el artículo 5.1 L.O.P.J. dispone que los jueces y 
tribunales “interpretarán y aplicarán las Leyes y los reglamentos 
según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la 
interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dicta- 
das por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos”. En 
este precepto se dispone con claridad que la interpretación que se 
impone a los jueces y tribunales ordinarios es la que resulta de 
todas las resoluciones del Tribunal Constitucional, y no sólo de las 
sentencias estimatorias recaídas en procedimientos de inconstitu- 
cionalidad**?, Ahora bien, hay que reconocer que si la mención a la 
interpretación de los “mismos”, que se impondrá a jueces y tribu- 
nales, se refiere a "los preceptos y principios constitucionales”, la 
interpretación que el Tribunal Constitucional haga de los precep- 
tos legales (que es de lo que se trata en una sentencia interpretativa) 
no se impondría necesariamente a jueces y tribunales por impera- 
tivo de este precepto*”*. Pero creo que este entendimiento del 


128. Sobre este tema, véase LÓPEZ GUERRA, L., "Tribunal Constitucional y creación 
judicial de Derecho”, en: La Justicia constitucional en el Estado democrático 
(coords. Espín, E. y F. J. Díaz Revorio), Tirant lo blanch, Valencia, 2000, pp. 
373 y ss., quien destaca que, en virtud de este artículo, la ausencia de "ple- 
nos efectos” no será predicable de las sentencias de amparo en toda su 
extensión, sino sólo del reconocimiento del derecho, opero no de los demás 
elementos de la sentencia. 


129. En este sentido, SANTOS VIJANDE, J. M., Doctrina y jurisprudencia..., cit., pp. 
114 y ss. 
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mismo debe rechazarse, al menos por lo que se refiere a las sen 
tencias recaídas en los procedimientos de inconstitucionalidad 
Primero, porque este precepto debe entenderse de conformidad 
con otros que luego comentaremos. Y segundo, porque la declara- 
ción de que una interpretación de un precepto legal es 
constitucional, y otra u otras no lo son, no es en absoluto indepen- 
diente de la interpretación que se haga de la propia Constitución, 
En efecto, ya hemos tenido ocasión de señalar que, mediante una 
sentencia interpretativa, el Tribunal Constitucional no interpreta 
—o no debe interpretar— el precepto legal para indicar cuál es la 
interpretación “correcta” o adecuada del mismo, sino para indicar 
cuál es su interpretación conforme a la Norma constitucional, y 
para ello es imprescindible interpretar también dicha Norma. Se- 
ría en cierto modo contradictorio entender que la interpretación 
de la Constitución es vinculante, pero no lo es la interpretación 
constitucional de la ley, que depende directamente de la propia 
interpretación constitucional. Por ello, me parece que la interpre- 
tación que a estos efectos haga de la ley el Tribunal Constitucional 
vincula a jueces y tribunales ordinarios. Y aun si el artículo 5.1 
L.O.P.J. no se considerase suficiente para llegar a esta conclusión, 
otros preceptos conducirían a la misma. 


En efecto, y en segundo lugar, el artículo 38,1 de la L.O.T.C. 
dispone que las sentencias recaídas en procedimientos de incons- 
titucionalidad (sin distinguir entre las estimatorias y las 
desestimatorias) "tendrán efectos de cosa juzgada, vincularán a 
todos los poderes públicos y producirán efectos generales desde la 
fecha de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado'”. Y, con 
carácter más general, el artículo 87.1 afirma que “todos los pode- 
res públicos están obligados al cumplimiento de lo que el Tribunal 
Constitucional resuelva”, 


Y, por último, el artículo 40.2 L.O.T.C. establece que “la ju- 
risprudencia de los Tribunales de Justicia recaída sobre Leyes. 
disposiciones o actos enjuiciados por el Tribunal Constitucional, 
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habrá de entenderse corregida por la doctrina derivada de las sen- 
tencias y autos que resuelvan recursos y cuestiones de 
inconstitucionalidad”'. Este precepto, aplicable a las decisiones 
recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad, con indepen- 
dencia de cuál sea el sentido de éstas!?!, se refiere expresamente a 
las leyes enjuiciadas por el Tribunal Constitucional, estableciendo 
claramente que su doctrina al respecto prevalecerá sobre la juris- 
prudencia de los Tribunales ordinarios. Me parece que del mismo 
se deriva con cierta claridad que el Tribunal Constitucional puede 
interpretar las leyes de manera conforme a la Constitución, así 
como descartar las interpretaciones legales contrarias a la Norma 
fundamental, y que su interpretación prevalecerá sobre la realiza- 
da por los Tribunales ordinarios. Se ha destacado que este precepto 
confiere fuerza vinculante a las sentencias interpretativas desesti- 
matorias, tanto en su fallo como en su motivación'*?. De hecho, se 


130. Un comentario muy amplio sobre este precepto, en SANTOS VIJANDE, J. M., 
Doctrina y jurisprudencia del Tribunal Constitucional..., cit., especialmente 
pp. 25-63. Véase también ALMAGRO NOSETE, J., Justicia constitucional (Co- 
mentarios a la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional), Tirant lo blanch, 
2.* ed., Valencia, 1989, pp. 268-269. 


131. En un sentido más restringido, se ha sostenido que la “doctrina” a que se 
refiere el artículo 40.2 L.O.T.C. no puede emanar de las sentencias estima- 
torias (que no “corrigen” la jurisprudencia de los tribunales ordinarios, sino 
que lisa y llanamente la hacen desaparecer), sino precisamente de las deses- 
timatorias, aunque no de todas ellas, sino sólo de aquellas en las que se 
determina el sentido y alcance definitivos de la norma legal en su adecua- 
ción a la Constitución (SANTOS VIJANDE, J. M., Doctrina y jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional..., cit., pp. 30 y ss.). 


132. En este sentido, LóPEz GUERRA, L., “El Tribunal Constitucional y el principio 
‘stare decisis”, en El Tribunal Constitucional, Instituto de Estudios Fiscales, 
Vol. II, Madrid, 1981, p. 1449, y, del mismo autor, “La justicia constitucional 
en España”, en Anuario iberoamericano de justicia constitucional, N? 1, 
1997, pp. 196-197 
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ha llegado a entender que la “doctrina” a que se refiere este pre- 
cepto está contenida exclusivamente en las sentencias 
interpretativas desestimatorias, que son las que no sólo inciden 
sobre la interpretación del precepto legal llevada a cabo por los 


Tribunales de Justicia, sino que, además, reflejan en el fallo esa 


interpretación’, 


Por tanto, creo que las sentencias interpretativas de desesti- 
mación tienen efectos generales y vinculan a todos los poderes 
públicos, y en especial a jueces y tribunales integrantes del Poder 
Judicial. No me parece que frente a esta idea pueda argumentarse 
que dichos efectos sean sólo predicables del fallo de dichas sen- 
tencias, pero no de la fundamentación que conduce al mismo”**. Si 


133. SANTOS VIJANDE, J. M., Doctrina y jurisprudencia..., cit., pp. 35 y ss. En cam- 
bio, este autor descarta que dicha doctrina se contenga en las llamadas 
“sentencias interpretativas sin reflejo en el fallo”, es decir, en los muy nu- 
merosos casos en los que el Tribunal interpreta un texto legal sin reflejar 
dicha interpretación en la parte dispositiva de la sentencia (en este sentido, 
pp. 41 ss). En mi opinión, que en este momento no procede desarrollar más, 
la postura de este autor restringe innecesariamente el ámbito que a la doc- 
trina constitucional otorga el artículo 40.2, que se refiere a la “doctrina 
derivada de las sentencias y autos que resuelvan los recursos y cuestiones 
de inconstitucionalidad”, por lo que me parece que, siempre que se produz- 
ca dicha interpretación de la ley de manera conforme a la Constitución, se 
está emanando “doctrina” en el sentido de dicho precepto. 


134. Rusio LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional como forma...”, cit., pp.484 
y ss., señala con carácter general que la eficacia erga omnes sería predicable 
sólo de los fallos anulatorios, careciendo de la misma las rationes decidendi, 
poniendo de manifiesto las dificultades existentes para predicar dichos efec- 
tos vinculantes de los fundamentos o razones que conducen a una sentencia 
interpretativa desestimatoria. Sin embargo, algo más adelante (pp. 487 y 
ss.) reconoce que en el caso español existe un sólido apoyo constitucional y 
legal para sostener la vinculación de todos los poderes públicos a la doctrina 
contenida en las sentencias del Tribunal Constitucional, incluyendo las de- 
claraciones sobre constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes 
contenidas en sus fundamentos. En sentido similar, en "Sobre la relación 
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la sentencia es desestimatoria pura, los efectos generales del fallo 
serían simplemente que el precepto impugnado se mantiene en 
vigor, con sus efectos propios; pero pienso que también en este 
caso, la interpretación que pueda hacer el Tribunal Constitucional 
de dicho precepto, así como de los preceptos constitucionales, se 
impone al menos a jueces y tribunales (y de esta vinculación deri- 
va, en realidad, la de los ciudadanos y la Administración). Y si la 
sentencia desestimatoria es interpretativa, normalmente el propio 
fallo no puede entenderse sin referencia a los fundamentos que lo 
sustentan (muchas veces la referencia es expresa), que conten- 
drán la auténtica ratio decidendi, vinculante para jueces y 
tribunales. 


De manera que, excluyendo los obiter dicta, las sentencias 
interpretativas tienen efectos generales, tanto en su fallo como en 
la fundamentación que conduce al mismo; y estos efectos se tra- 
ducen, en lo que ahora nos interesa, en que la interpretación que 
se realiza de la ley impugnada se integra en la norma interpretada 
con su mismo valor, dándole su significado concreto?***. Ello conlle- 


entre Tribunal Constitucional y Poder Judicial en el ejercicio de la función 
jurisdiccional”, cit., pp. 449 y ss., reitera la eficacia vinculante de la doctrina 
del Tribunal Constitucional en nuestro sistema. En p. 452 destaca que, en la 
actividad nomotética propia del Tribunal Constitucional, la ratio decidendi 
no es simple fundamento de la decisión, sino que forma parte inescindible 
de la misma, en cuanto dicha decisión es la definición de una norma. Para 
SANTOS VIJANDE, J. M., Doctrina y jurisprudencia..., cit., pp. 50 y ss., la “doctri- 
na” del Tribunal Constitucional, a efectos del artículo 40.2 L.O.T.C., es la 
interpretación de la ley incorporada al fallo de las sentencias interpretativas 
en sentido estricto (aunque, eso sí, sin perjuicio de la supremacía interpreta- 
tiva del Tribunal por lo que se refiere a la Constitución). 


135. En este sentido, PIBERNAT DOMENECH, X., “La sentencia constitucional como 
fuente del Derecho”, cit., pp. 67-69. En sentido parecido, PÉREZ TREMPS, P., 
Tribunal Constitucional..., cit., pp.264 y ss., señala que la ley y su interpre- 
tación constitucional están indisolublemente unidas, vinculando a los órganos 
judiciales, tanto en su fallo como en su doctrina. 
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va, en primer lugar, la vinculación de jueces y tribunales a la doc 
trina contenida en la sentencia, de la que derivan de esta forma 
los efectos generales, en el sentido de vinculación por parte de 
ciudadanos y el resto de los poderes públicos a las decisiones de 
éstos***. Como se ha destacado, vienen así a coincidir el efecto de 
“vinculación” y los “efectos generales” o de "fuerza de ley”**”, por- 
que la afirmación de que la “vinculación”, a diferencia de la “fuerza 
de ley” no comprende a todos los ciudadanos “no supone decir 
mucho puesto que podría preguntarse: ¿en qué beneficia al ciuda- 
dano no tener que acatar una decisión del Tribunal Constitucional si 
los demás Tribunales y autoridades están obligados a acatarlas?”*9?. 


Evidentemente, la posición del legislador ante las senten- 
cias del Tribunal Constitucional es diferente, ya que aquél puede 
modificar el precepto legal o aprobar otro distinto, siempre que el 
mismo no sea contrario a la Constitución (lo cual, es claro, sólo 
podrá apreciarse tras un nuevo pronunciamiento del Tribunal Cons- 
titucional). 


2) Cosa juzgada. 


Creo que debe hacerse un comentario algo más matizado 
por lo que se refiere a los efectos de cosa juzgada, aunque necesa- 
riamente mucho más breve de lo que requeriría la complejidad del 


, 


136. Véase PIBERNAT DOMENECH, X., “La sentencia constitucional...”, cit., pp. 69- 
70, quien destaca que la sujeción de los ciudadanos a las sentencias del TC 
se subsume en su sujeción a las sentencias de los órganos judiciales, y la 
sujeción de la Administración deriva de sus sometimiento a la ley y al Dere- 
cho, que implica el sometimiento a la interpretación de las normas hecha por 
los tribunales, y en último término sometimiento a las sentencias del TC. 


137. Pérez Tremes, P, Tribunal Constitucional y Poder Judicial, cit., p. 262. 


138. BOCANEGRA SIERRA, R., El valor de las sentencias..., cit., pp. 70-71, que sigue 
y cita doctrina alemana en este sentido, 
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tema", Hay que recordar que el artículo 164.1 de la Constitución 
establece que las sentencias del Tribunal Constitucional tienen "el 
valor de cosa juzgada a partir del día siguiente a su publicación y 
no cabe recurso alguno contra ellas”. Y el mismo valor es predica- 
do por el artículo 38.1 de la L.O.T.C. respecto a las sentencias 
recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad. 


Ahora bien, debe precisarse qué significa exactamente “va- 
lor de cosa juzgada” en el proceso constitucional. Por lo que se 
refiere a los efectos de cosa juzgada en sentido formal, esto es, al 
carácter inimpugnable de la sentencia, los mismos me parecen 
indubitados. La cuestión es más compleja por lo que se refiere a 
los efectos de cosa juzgada en sentido material, que implicaría el 
carácter definitivo de la decisión, en el sentido de que no cabría el 
replanteamiento de la misma cuestión, esto es, el planteamiento 
de un nuevo proceso con idéntico objeto que uno anterior ante el 
Tribunal Constitucional'*”. Pero en realidad, el concepto de cosa 


139. Un estudio bastante amplio sobre los efectos de cosa juzgada en las senten- 
cias del Tribunal Constitucional puede verse en BOCANEGRA SIERRA, R., El 
valor..., cit., especialmente pp. 81 y ss. En este trabajo se parte del concepto 
de cosa juzgada para establecer los efectos de las sentencias del Tribunal, 
aunque extendiendo parcialmente sus efectos en relación con su sentido 
convencional, referido exclusivamente a las partes para un caso concreto; se 
propone el proceso contencioso-administrativo como modelo para determi- 
nar dichos efectos de cosa juzgada. 


140. Hay que tener en cuenta que, según se entiende en el Derecho Procesal, la 
cosa juzgada material impide un nuevo proceso con el mismo objeto que el 
primero, lo que implica que sea iguales sus sujetos, el petitum y la causa 
petendi. Ahora bien, como los “sujetos” del proceso constitucional son bási- 
camente el juez que plantea la cuestión, o los órganos o sujetos recurrentes, 
en principio sólo a ellos afectaría el efecto de cosa juzgada (aspecto éste 
sobre el cual no parece haber duda, si se mantiene también el mismo objeto 
del proceso). La cuestión —a la que nos referimos en el texto— es si, en los 
procesos sobre constitucionalidad de las normas, y teniendo en cuenta ade- 
más los efectos generales y vinculantes de sus sentencias, se puede aplicar 
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juzgada en sentido material más bien parece aplicable a los proce- 
sos en los que se resuelve meramente un conflicto de intereses 
entre partes, que a los procesos constitucionales, en los que, por 
encima de dicho conflicto se produce un juicio en defensa objetiva 
de la Constitución'*. O quizá cabría decir, con mayor propiedad, 
que el concepto de cosa juzgada utilizado en el proceso ordinario 
no puede trasladarse sin más al proceso constitucional'*?. En todo 
caso, y centrándonos en los procedimientos de inconstitucionali- 
dad, creo que hay que distinguir una y otra vía para precisar en 
qué medida podrían predicarse dichos efectos de cosa juzgada, y 
en qué consistirían los mismos en el proceso constitucional. 


La impugnación de un precepto mediante un recurso de in- 
constitucionalidad normalmente no podrá producirse una segunda 


la cosa juzgada material a nuevos procesos planteados por distintos sujetos 
(por ejemplo, por otro juez). LATORRE SEGURA, A./ Díez-Picazo, L., “Tribunal 
Constitutionnel espagnol”, cit., pp. 124-125, destacan que el criterio subje- 
tivo (identidad de partes) para la aplicación del efecto de cosa juzgada no 
puede trasladarse al proceso constitucional, lo que implica la necesidad de 
precisar de otro modo dicho concepto en el ámbito constitucional. Ahora 
bien, aunque pudieran extenderse los efectos subjetivos, en todo caso creo 
que subsistiría la exigencia de que fuese igual también “lo pedido”, así como 
la “causa de pedir”, para que pudieran aplicarse los efectos de cosa juzgada 
material. 

141. PigernAT DOMENECH, X., “La sentencia constitucional como fuente del Dere- 
cho”, Op. cit., p. 62. 


142. En este sentido, BOCANEGRA SIERRA, R., El valor..., Op. cit., pp. 12 y ss. En pp. 
22 y ss. destaca este autor que para la determinación del grado de fijación 0 
definitividad de las sentencias constitucionales, ha de guardarse un justo 
equilibrio entre dos valores: en primer lugar, que no puede aceptarse la 
imposibilidad absoluta de que el Tribunal Constitucional vuelva a examina! 
sus decisiones anteriores, ya que ello imposibilitaría la necesaria flexibili- 
dad del texto constitucional, así como el corregir errores anteriores; pero, en 
segundo lugar, eS necesario que las decisiones del Tribunal resuelvan defi- 
nitivamente las contiendas constitucionales con carácter vinculante. 
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vez, debido al corto plazo al que está sometido este procedimien- 
to. Además, el artículo 38.2 de la L.O.T.C. señala expresamente 
que "las sentencias desestimatorias dictadas en recursos de in- 
constitucionalidad y en conflictos en defensa de la autonomía local 
impedirán cualquier planteamiento ulterior de la cuestión por cual- 
quiera de las dos vías, fundado en la misma infracción de idéntico 
precepto constitucional”'”, 


Puesto que parece claro que no cabe un segundo recurso de 
inconstitucionalidad sobre el mismo precepto legal, fundado en la 
misma infracción constitucional, el problema esencial está en re- 
solver si cabe plantear una cuestión de inconstitucionalidad en 
torno a un precepto sobre cuya constitucionalidad ya se pronun- 
ció, en sentido desestimatorio (o parcialmente desestimatorio) el 
Tribunal Constitucional a través de un recurso o cuestión de in- 
constitucionalidad. Ya hemos visto que la Constitución y la ley se 
refieren a los efectos de cosa juzgada, pero aunque ello se enten- 


143. Aunque, en sentido contrario, este precepto parece implicar que podría plan- 
tearse un nuevo recurso de inconstitucionalidad sobre el mismo precepto, 
pero fundado en distinto precepto constitucional, ya hemos indicado que 
ello será prácticamente imposible, ya que el plazo para interponer un recur- 
so de inconstitucionalidad es de tres meses desde la publicación de la ley 
(art. 33 L.O.T.C.), y la sentencia recaerá siempre mucho más tarde, con lo 
que no cabrá ya un nuevo recurso sobre el mismo precepto dentro del plazo 
legal. 


Sin embargo, cabe una distinta interpretación del precepto. JIMÉNEZ CAMPO, 
J., “Consideraciones sobre el control de constitucionalidad de la ley en el 
derecho español”, cit., p. 103, entiende que el alcance obstativo del artículo 
38.2 consiste en cerrar el paso a todo recurso de inconstitucionalidad que se 
quiera interponer frente a una disposición legal que incorpore norma idénti- 
ca a la que ya fue objeto de un recurso de inconstitucionalidad desestimatorio, 
En mi opinión, no es éste el sentido del precepto (hay que tener en cuenta 
que ello impediría al Tribunal Constitucional revisar su propia doctrina por 
esta vía), aunque, desde luego, lo más frecuente será que el Tribunal deses- 
time o inadmita el nuevo recurso en el caso analizado. 
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diera como cosa juzgada material, es dudoso que ello impuiar> 
absolutamente el replanteamiento en la situación descria. ya 7 
para ello sería preciso determinar: 1) hasta dónde pueden aan. 
derse subjetivamente los efectos de la cosa juzgada"", y 2) en que 
medida el replanteamiento de la cuestión sobre el mismo precagaz 
legal abre un proceso con idéntico objeto al antenor. 


El artículo 38.2 L.O.T.C., antes transcrito, parece pera el 
replanteamiento mediante la cuestión de inconsutucionabdad. in- 


e 


terpretado sensu contrario (es decir, no cabría el replanisamisa 


l SL 


“en la misma vía”, pero sí “en otra via”)"*. Sin embargo, el amma- 


144. Puede apreciarse que Bocaxz=24 Susza, R., El valor... Ci, QUe CORSTTPE SE 
teoría sobre los efectos de las sentencias del Tribunal con base en el valor de 
cosa juzgada, sostiene sin embargo que cabe el replanteamiento de la cocs- 
titucionalidad de una ley declarada constitucional, por la vía de la cuestión 
de inconstitucionalidad (véanse pp. 259 y ss.), y ello porque la exenta 
subjetiva de dichos efectos no alcanza a los jueces y mibunales (ni, por lo 
demás, a los particulares). Latozaz Sucuza, AJ Déz-Prcazo, L. Trwa 
Constitutionnel espagnol”, cit, pp. 125 y ss., analizan el problema del r=- 
planteamiento de la misma cuestión, derivado de los artículos 38.2 y 222 
L.O.T.C., desde el punto de vista del “efecto preclusivo” que éstos impenn 
en ciertas circunstancias, considerado como un efecto diferente al de cosa 
juzgada. En cambio, Anwaczo Nosezz, J., Justicia constitucional... ML p 
244, afirma que en las sentencias sobre inconsutucionalidad de las normas 
los límites subjetivos de la cosa juzgada desaparecen. 

145. En cambio, García Dz Enterría, E./ Fernánbzz, T. R., Curso..., Vol L p. 174 
estiman que el artículo 38.2 sí impide el replanteamiento a través de la 
cuestión, al igual! que el artículo 29.2, pero entienden que ello es inconsum- 
cional. García Dz EnterRía, E., La Constitución como norma y el Tribu 
Constitucional, Civitas, Madrid, 3.*? ed., 1983, pp. 139-140, insiste en que la 
compatibilidad de una nueva cuestión con un recurso desestimatorio ante- 
rior contradice la literalidad de los artículos 29.2 y 38.2 L.O.T.C., pero sostiene 
que ha de afirmarse tal compatibilidad, bien por la vía de la declaración de 
inconstitucionalidad de dichos preceptos, bien por la “(difícil) interpret ción 
‘conforme a la Constitución”. En cualquier caso, parece que los problemas 
para el planteamiento de una cuestión de inconstitucionalidad 
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lo 29.2 L.O.T.C. dispone que "la desestimación, por razones de 
forma, de un recurso de inconstitucionalidad” no impedirá que la 
misma ley pueda ser objeto “de una cuestión de inconstitucionali- 
dad con ocasión de su aplicación en otro proceso”, lo que parece 
indicar que sí impedirá el replanteamiento la desestimación por 
razones de fondo. De manera que ambos artículos, interpretados 
sensu contrario, conducen a interpretaciones contradictorias, por 
lo que uno de ellos debe ser interpretado en otro sentido, para que 
ambos sean compatibles. La doctrina se ha esforzado principal- 
mente en adaptar el artículo 29.2 a la compatibilidad entre vías 
que parece permitir el artículo 38.2, reinterpretando aquel pre- 
cepto más allá de su literalidad; en este sentido, se ha propuesto 
entender que el artículo 29.2 L.O.T.C. simplemente especifica o 
reitera la regla general de la compatibilidad entre ambas vías, 
para el caso de que la desestimación del recurso sea por razones 
formales***, 


posterior podrían venir del artículo 29.2, pero no del 38.2, que, al impedir el 
replanteamiento de un recurso, permite, sensu contrario, el planteamiento 
posterior de una cuestión (ello es especialmente claro tras la redacción del 
precepto adoptada por L.O. 7/1999, de 21 de abril, pero pienso que ya era 
así anteriormente). PASTOR RIDRUEJO, L., "Aplicación de la ley y control de 
constitucionalidad”, en la obra colectiva El Tribunal Constitucional, Vol. TI, 
Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1981, pp. 2023 y ss., reconoce que la 
interpretación a contrario de ambos preceptos lleva a resultados contradic- 
torios, pero afirma que debe entenderse que la desestimación por razones 
de fondo de una cuestión de inconstitucionalidad impide la posibilidad de un 
nuevo planteamiento de la cuestión sobre idéntico tema (p. 2028). 


146. Rusio LLORENTE, F./ ARAGÓN REYES, M., “La jurisdicción constitucional”, cit., 
pp. 871-872. Entienden estos autores que el principio general de compatibi- 
lidad está contenido en el artículo 38.2, y de haberse querido establecer 
excepciones al mismo, debían haberse realizado en el mismo artículo, o al 
menos en el mismo capítulo, que regula los efectos de las sentencias. De 
esta forma, lo que hace el artículo 29.2 es confirmar este principio general 
para el caso de la desestimación por razones de forma, en el que teórica- 
mente sería más difícil admitir una nueva impugnación por idéntico motivo. 
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En mi opinión, no debe descartarse el replanteamiento de lz 
misma duda a través de una cuestión de inconstitucionalidad. Debe 
tenerse en cuenta que la interpretación de la Constitución es ne- 
cesariamente evolutiva y ha de adaptarse a las cambiantes 
circunstancias sociales— y lo mismo puede decirse de la interpre- 
tación legal—; por lo demás, si se niega la compatibilidad de lz 
cuestión con un recurso anterior, simplemente se impediría que el 
Tribunal revise, adapte o modifique su jurisprudencia, lo cual es 
un elemento imprescindible para la permanencia de las Constitu- 
ciones!**”, Y por las mismas razones, creo que sería también 


En todo caso, reconocen que esta interpretación conforme a la Constitución 
del artículo 29.2 fuerza un poco la intención del legislador. LATORRE SEGURA, 
A./ Díez-Picazo, L., "Tribunal Constitutionnel espagnol”, cít., pp. 127-128, 
tras analizar el ter seguido en la elaboración del artículo 29.2, destacan que 
las posturas de la doctrina van desde entender que el artículo 29.2 es in- 
constitucional, a esforzarse en hacer este precepto compatible con el artículo 
38.2, y sostienen que el artículo 29.2 encontraría sentido sí se entendiera 
(de acuerdo con su final pero no con su parte inicial) destinado a regular 
exclusivamente el problema de la sucesión de cuestiones de inconstitucio- 
nalidad. TorrES DEL Moral, A., Principios de Derecho constitucional español, 
Vol. II, Átomo Ediciones, Madrid, 1986, p. 409, afirma que Ruzio y ARAGÓN 
“fuerzan la interpretación” del precepto "para hacerle decir lo contrario”, y 
señala que “estamos ante una norma perniciosa, pero inequívoca”, enten- 
diéndola por tanto según lo que parece desprenderse de su sentido literal. 
También ALMAGRO NOSETE, J., Justicia constitucional..., cit., pp. 174-1709, 
entiende el precepto en el sentido de que la desestimación por razones de 
fondo impide el replanteamiento. 


147. En este sentido, Rusio LLORENTE, F./ ARAGÓN REYES, M., “La jurisdicción cons- 
titucional”, cit., p. 870. Destacan estos autores que si se niega la 
compatibilidad entre ambas vías "se distorsiona el genuino carácter de la 
jurisdicción constitucional, se contradice la finalidad propia de esa institu- 
ción y se elimina uno de los elementos que, con mayor fortuna, suele coadyuvar 
a la permanencia de las Constituciones y a la evitación de sus excesivas refor- 
mas”. También en el sentido de admitir la compatibilidad entre ambas vías, 
Rugio LLORENTE, F., "la jurisdicción constitucional en España”, cit., p. 386, 
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admisible el planteamiento de una nueva cuestión de inconstitu- 
cionalidad sobre el mismo precepto declarado constitucional en la 
misma vía!** (siempre que no se trate del mismo juez en el mismo 
proceso, ya que en tal caso sí deben reconocerse los efectos de 


148. 


quien entiende que la propia L.O.T.C. abre la posibilidad de que sea cuestio- 
nada de nuevo la constitucionalidad de aquellas leyes frente a las que ya se 
han presentado sin éxito recursos.; PIBERNAT DomENECcH, X., “La sentencia 
constitucional como fuente del Derecho”, cit., pp. 62-63; PÉREZ TREMPS, P., 
Tribunal Constitucional..., cit., pp. 260-261 y 265-266; JIMÉNEZ CAMPO, J., 
“Consideraciones sobre el control de constitucionalidad de la ley...”, cit., p. 
102. 


JIMÉNEZ CAMPO, J., "Consideraciones sobre el control de constitucionalidad...”, 
cit., pp. 104-105, admite expresamente la compatibilidad entre dos cuestio- 
nes de inconstitucionalidad idénticas, aunque destacando que, si bien el 
Tribunal puede entrar a conocer la segunda, también podría inadmitirla por 
considerarla “notoriamente infundada”. También señala este autor que el 
supuesto es algo “académico”, ya que una modulación en la fundamentación 
de la nueva cuestión eliminaría la “identidad”. TORRES DEL MORAL, A., Princi- 
pios... cit., Vol. IL, p. 409, admite la compatibilidad entre dos cuestiones 
idénticas. LATORRE SEGURA, A./DíEz-PICAZO, L., "Tribunal Constitutionnel es- 
pagnol”, cit., pp. 128-129, tras afirmar las dificultades para reconocer la 
efectiva “identidad” entre los objetos de las cuestiones, se muestran en cambio 
contrarios a esta posibilidad si se produce dicha identidad; consideran a 
estos efectos aplicable al caso la interdicción del artículo 38.2, en consonan- 
cia con una interpretación a contrario del artículo 35.2 in fine (según el cual, 
la cuestión puede intentarse en las sucesivas instancias o grados en tanto no 
se llegue a sentencia firme). ALMAGRO NosETE, J., Justicia constitucional..., 
cit., p. 247, aun partiendo de que los efectos de cosa juzgada impiden el 
replanteamiento de una nueva cuestión idéntica, tras un recurso o cuestión 
anterior, destaca que el objeto de la cuestión variará si falla la correlación 
entre la identidad de las normas contrastadas, de manera que la misma 
fluidez de la realidad y su carácter cambiante puede hacer que devenga 
inconstitucional una norma por variación de los supuestos de hecho; y espe- 
cialmente en la cuestión de inconstitucionalidad, nuevas motivaciones o 
puntos de vista jurídicos podrían dar lugar a planteamientos similares a los 
que hayan sido objeto de la sentencia. 
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cosa juzgada materíal**”), Aunque pudieran extenderse suba 
mente los efectos de la cosa juzgada, creo que este replantea ió, 
sería posible en cuanto llevase aparejado algún elernento ue 
(con lo que el objeto del nuevo proceso no sería exactaraente igual y; 
si bien el petitum sería el mismo, variaría la causa petendi, no vie 
en caso de invocarse un precepto constitucional distinto, sino tarri- 
bién cuando la cuestión se base en una interpretación diferente 
del misrno artículo constitucional o legal, 


En fin, el propio Tribunal Constitucional, al declarar la conz- 
titucionalidad de ciertos preceptos en la sentencia que resolvia un 
recurso de inconstitucionalidad, ha admitido en alguna ocasión le 
posibilidad de volver a pronunciarse sobre ellos a través de unz 
eventual cuestión de inconstitucionalidad**”; e incluso ha conocido 
efectivamente mediante una cuestión, de preceptos anteriormes- 
te declarados constitucionales al resolver un recurso, 


149. Sin embargo, el mismo juez podría replantear la cuestión en un proceso 
posterior suscitado entre otras partes. En este sentido, Bocaxzca4 Sizazs, B, 
El valor..., cit., p. 276. 


150. Ejemplo de ello son las siguientes afirmaciones contenidas en la primera 
sentencia que se pronunció sobre un recurso de inconstitucionalidad: “(...) si 
en el futuro se plantearan casos concretos que permitieran apreciar nuevos 
matices en orden a justificar la oposición —o la disconformidad— a la Cons- 
titución de alguno de los preceptos cuya inconstitucionalidad no se declara 
ahora, el Juez o Tribunal correspondiente podría promover la cuestión de 
inconstitucionalidad con relación al precepto que le suscitara la duda, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38.2 de la Ley Orgánica del Tribuna!” 
(STC 4/1981, de 2 de febrero, f.j. 1, B). 


151. Un buen ejemplo de ello sería la STC 55/1996, de 28 de marzo. El Tribunal 
se vuelve a pronunciar sobre determinados preceptos de la L.O, 8/1984, de 
26 de diciembre, por la que se regula el régimen penal de la objeción de 
conciencia, y que ya habían sido declarados constitucionales en STC 160/ 
1987, Justifica esta posición en el f.j. 2, afirmando que el nuevo cuestiona- 
miento "se produce por vía distinta de la resuelta en la STC 160/1987 (art. 
38.2 L.O.T.C.); el que los motivos de inconstitucionalidad alegados no son 
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Por lo que se refiere a las sentencias interpretativas de des- 
astimación, creo que tampoco impiden el replanteamiento de la 
cuestión en otros procesos, aunque me parece que la misma no 
puede plantearse interpretando la ley en el sentido que el Tribu- 
nal Constitucional consideró inconstitucional, sino solamente 
basándose en la o las interpretaciones que en un momento dado 
se entendieron acordes con la Constitución, pero sobre la que un 
cambio de circunstancias puede aconsejar un nuevo pronunciamien- 
to; O bien en relación a nuevas interpretaciones no consideradas en 
su momento**. Hay que tener en cuenta que en este caso se utili- 


totalmente coincidentes, y, por último, que las cuestiones objeto del presen- 
te proceso constitucional no adolecen, por reiterativas, de notoria falta de 
fundamento, ya que resulta relevante el lapso de tiempo transcurrido desde 
que se dictó la STC 160/1987, a la vista de la actividad normativa y del 
intenso debate político y social que han tenido por objeto la institución de la 


prestación social sustitutoria y la respuesta jurídica anudada a la negativa a 
realizarla”. 


152. Creo que a lo dicho no se opone el artículo 5.3 L.O.P.J., según el cual “proce- 
derá el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad cuando por vía 
interpretativa no sea posible la acomodación de la norma al ordenamiento 
constitucional”. Y ello porque, en el supuesto de que el replanteamiento se 
base en la interpretación declarada constitucional en su momento, el juez 
entiende que el precepto legal es inconstitucional ahora, incluso siguiendo 
la interpretación que el Tribunal Constitucional declaró conforme a la Cons- 
titución en sentencia anterior. Hay que tener en cuenta que el precepto 
transcrito sólo puede entenderse desde la perspectiva del juez que plantea 
la cuestión, ya que desde la perspectiva del Tribunal Constitucional el pre- 
cepto impugnado puede tener una interpretación conforme a la Constitución, 
pero para llegar al pronunciamiento que así lo disponga es necesario preci- 
samente el planteamiento de la cuestión, así como su admisión. 


En cuanto a si el artículo 5.3. L.O.P.J. impide el planteamiento de una nueva 
cuestión basándose en una interpretación de la ley no considerada por el 
Tribunal Constitucional en su momento, la cuestión es más compleja, Podría 
entenderse que, si el juez cree que la interpretación declarada constitucio- 
nal sigue siéndolo, no debe plantearse siquiera aplicar la ley en un nuevo 
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zarán argumentos diferentes a los considerados inicialmente poy 
el Tribunal Constitucional, ya que el cambio de circunstancias irr- 
plicará una interpretación diferente de la Constitución'”. 


sentido que cree inconstitucional (y ello no tanto por unos supuestos efectos 
de cosa juzgada, sino por los efectos vinculantes de la interpretación de. 
Tribunal Constitucional); y si piensa que la interpretación declarada consti- 
tucional antes ya no es conforme al texto constitucional, entonces puede 
plantear la cuestión, pero basándose precisamente en la misma interpretz- 
ción sobre la que se pronunció el TC (aunque, obviamente, utilizando nuevos 
argumentos constitucionales). Sin embargo, esta solución, contraria al re- 
planteamiento en este supuesto, impide que “nuevas” interpretaciones no 
consideradas en su momento sean examinadas por el Tribunal Constitucio- 
nal (salvo que éste lo hiciera a iniciativa propia, resolviendo una cuestión 
propuesta en base a otra interpretación), contribuyendo a la petrificación de 
la jurisprudencia. Por ello creo que el replanteamiento en este caso sería 
admisible, aunque para ello el órgano judicial proponente debería considerar 
inconstitucional no sólo ésta “nueva” interpretación, sino también la inter- 
pretación que en su momento el TC entendió conforme a la norma fundamental. 
Y ello en virtud de que dicha interpretación vincula a los tribunales ordina- 
rios, y será sólo el TC quien pueda, mediante una nueva sentencia, declarar 
cuáles son ahora las interpretaciones constitucionales y cuáles no lo son. 


No hay que olvidar que en contra de un entendimiento muy rigorista del 
artículo 5.3 L.O.P.J. se ha pronunciado el propio TC en STC 105/1988, de 8 
de junio, f.j. 1, afirmando que "el hecho de que sea posible una interpreta- 
ción de la norma cuestionada, que sea conforme con la Constitución, no permite 
considerar a la cuestión en sí misma como mal fundada”, ya que el artículo 
163 CE y 35 L.O.T.C. se limitan a exigir, como único requisito de fondo, el que 
una norma con rango de ley "pueda ser contraria a la Constitución, sin condi- 
cionar el planteamiento de la cuestión a la imposibilidad de la interpretación 
conforme con la Constitución”. Y añade el TC que la regla del artículo 5.3 
L.O.P.J, "No puede entenderse como limitativa de los términos sobre el plan- 
tearniento de la cuestión contenidos en el artículo 37 [más bien parece que el 
TC se refiere al 35] de la Ley Orgánica del Tribunal y ofrece únicamente a los 
Jueces y Tribunales la alternativa entre llevar a cabo la interpretación con- 
forme con la Constitución o plantear la cuestión de inconstitucionalidad”. 


, Postura diferente es la sostenida por Santos VIJANDE, J. M., Doctrina y juris- 


prudencia.. cit, pp. 75 y ss., para quien el replanteamiento de la cuestión 
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En suma, estimo que debe afirmarse con carácter general la 
vinculación de jueces y tribunales ordinarios —y, a través de ésta, 
efectos generales— a las sentencias interpretativas de desestima- 
ción, en el sentido de que dichos jueces y tribunales no pueden 
aplicar la ley en el sentido declarado inconstitucional, y por el con- 
trario han de aplicar la ley siguiendo la o las interpretaciones 
declaradas constitucionales por el Tribunal Constitucional. Ahora 
bien, ha de hacerse el matiz de que otros jueces y tribunales pue- 
den volver a plantear al Tribunal Constitucional la cuestión de 
inconstitucionalidad basándose en interpretaciones que éste no 
entendió inconstitucionales, siempre que utilicen nuevos precep- 
tos constitucionales, o distintas interpretaciones del precepto 
constitucional (lo que sucederá si estiman que la interpretación 
que éste entendió conforme a la Norma fundamental en su mo- 
mento se ha tornado después inconstitucional, debido al paso del 
tiempo). 


tras una sentencia interpretativa cabe en dos supuestos: 1) si se invoca un 
precepto constitucional diferente, en todo caso (incluyendo por tanto el cues- 
tionamiento de la constitucionalidad no sólo de la interpretación impuesta, 
sino también de las interpretaciones vedadas); 2) incluso invocando el mis- 
mo precepto constitucional, siempre que se invoque una interpretación 
distinta a la impuesta o vedada por el Tribunal Constitucional. 


En cambio, en mi opinión, no cabe invocar la interpretación o interpretacio- 
nes consideradas inconstitucionales, ya que éstas quedan expulsadas del 
contenido normativo del precepto (dicho de otro modo, dejan de existir des- 
de el punto de vista constitucional). Ahora bien, respecto a la interpretación 
considerada constitucional, me parece que siempre cabe un replanteamien- 
to de la cuestión, porque así lo permite la correcta interpretación de los 
artículos 38.2 y 29.2 L.O.T.C., en el sentido expuesto en el texto. Y aun 
cuando se admitiera que el efecto de cosa juzgada alcanza a nuevos proce- 
sos, el replanteamiento cabría, no sólo en el caso de que se invoque un 
precepto constitucional diferente, sino también si se invoca el mismo, dán- 
dole una interpretación distinta, pues, como ya hemos destacado, ello también 
haría variar la causa petendi. Y lo mismo cabría decir de hipotéticas “nuevas 
interpretaciones” en los términos expresados en la nota a pie anterior. 
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3.4. Sentencias interpretativas desestimatorias en sentido pro- 
pio, y sentencias interpretativas desestimatorias 
“materialmente manipulativas” 


Aunque ya lo hemos indicado en varias ocasiones?*”*, por ra- 


zones sistemáticas conviene reiterar aquí que bajo la forma de una 
sentencia interpretativa desestimatoria puede elegirse entre va- 
rias interpretaciones derivadas alternativamente de un texto 
(supuesto que podríamos denominar “propio”, en el sentido de 
más frecuente), pero también es posible que la misma formula- 
ción se persiga señalar la inconstitucionalidad parcial del contenido 
normativo derivado conjuntamente de una disposición legal. A este 
último supuesto podríamos referirnos como “sentencias interpre- 
tativas desestimatorias materialmente manipulativas” (o, desde 
otro punto de vista, sentencias manipulativas formalmente deses- 
timatorias). Por razones de conexión temática, a estas sentencias 
materialmente manipulativas nos referiremos un poco más ade- 
lante, con el objeto de tratar en un mismo bloque todas las 
sentencias manipulativas?*”, 


4. LAS SENTENCIAS INTERPRETATIVAS DE ESTIMACIÓN O 
ACOGIMIENTO Y LAS SENTENCIAS “MANIPULATIVAS” 


4.1. Características generales, fundamento y efectos 


En el sentido más general, nos vamos a referir en este apar- 
tado a las sentencias que declaran la inconstitucionalidad parcial 
de un precepto, sin que dicha inconstitucionalidad afecte a su tex- 


154. Véase, en particular, las clasificaciones incluidas en el apartado 2.1, en este 
mismo capítulo. 


155. Infra, apartado 2.4.C. 
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to, Dicho texto queda por tanto inalterado, aunque tras la senten- 
cia será necesaria una “nueva lectura” del mismo'””, Las 
denominaciones, procedentes de la doctrina italiana, varían para 
referirse a esta categoría general, de manera que este amplio gru- 
po de sentencias, cuya única característica común es la que acabo 
de apuntar, son calificadas a veces como “sentencias interpretati- 
vas de estimación”, otras como “sentencias de acogimiento parcial”, 
o bien como “sentencias manipulativas”?*'”. Así que me parece que 


156. En este sentido, MONTELLA, M., Tipología... p. 95. 


157. La mención de las diversas denominaciones y clasificaciones de este tipo de 
sentencias, realizadas por la doctrina italiana, sería inacabable. Como sim- 
ple muestra de que no existe una coincidencia total, me referiré a algunos 
de los autores más relevantes: ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., pp. 295 y 
ss., se refiere a las sentencias interpretativas de acogimiento como aquellas 
que declaran la inconstitucionalidad en cuanto se dé un cierto significado a 
la disposición, o bien “en el sentido expresado en la motivación” (lo que 
parece coincidir con la categoría más genérica), mientras que reserva el 
término “sentencias manipulativas” a las que, conteniendo igual declara- 
ción de inconstitucionalidad, transforman el significado de la ley. A su vez, 
dentro de las sentencias manipulativas cabría distinguir entre: sentencias 
de acogimiento parcial (declaración de inconstitucionalidad de parte del con- 
tenido normativo complejo de una disposición), sentencias aditivas y 
sentencias sustitutivas. CRISAFULLI, V., Lezioni..., Op. cit., pp. 402 y ss., utili- 
za indistintamente las expresiones “sentencias interpretativas de 
acogimiento” o “sentencias manipulativas” para referirse a la categoría ge- 
neral (si bien distinguiendo entre ellas, las que declaran la 
inconstitucionalidad de una interpretación alternativa, y aquellas que lo hacen 
respecto a una parte del contenido normativo complejo o conjuntamente 
derivado), y prefiere en cambio reservar la denominación “sentencias de 
acogimiento parcial” a las que inciden parcialmente sobre el texto. PIZZORUS- 
so, A., "Las sentencias 'manipulativas”...”, pp. 286 y ss., prefiere denominar 
“sentencias de estimación parcial” a todas las sentencias interpretativas 
estimatorias, concepto que equipara al de "sentencias manipulativas”, que 
agrupan a las sentencias fundadas en la elección entre dos interpretaciones 
alternativas, a las sentencias acumulativas o aditivas, a las sentencias susti- 
tutivas, y a las sentencias-delegación. RomBOLI, R., “La tipología...”, cit., pp. 
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os preferible utilizar una terminología propia, razonablo y no con 
tradictoria con la doctrina, pero que sea lo suficientemente clara y 
univoca. Por ello, reservaré la denominación de "sentencias inter 
pretativas de estimación” (en sentido amplio) para referirme a este 
grupo de decisiones. 


Desde luego, con la simple lectura de la definición que he- 
mos dado de este grupo de decisiones, se deduce que las mismas 
son sentencias de estimación parcial. Por eso suelen utilizarse in- 
distintamente las expresiones “sentencias de estimación parcial” 
(respecto a la norma) y "sentencias interpretativas de estimación” 
(en sentido amplio). Pero esta última expresión me parece más 


63 y ss., utiliza la expresión "sentencias de estimación parcial” para referir- 
se a las que señalan la inconstitucionalidad de una entre las posibles normas 
deducibles de una disposición, y considera, en un sentido que parece muy 
similar, “sentencias interpretativas de estimación”, a aquellas sentencias 
estimatorias que pueden considerarse “paralelas” a las sentencias interpre- 
tativas de desestimación. En cambio, sentencias manipulativas serían las 
que modifican o integran el alcance normativo de la disposición. CERRI, A., 
Corso di giustizia costituzionale, cit., pp. 118 y ss., utiliza el calificativo de 
“manipulativas” para referirse a la categoría más general, dentro de la cual 
distingue: sentencias interpretativas de estimación (que declaran la incons- 
titucionalidad de una entre varias interpretaciones alternativas); sentencias 
de estimación parcial (que declaran la inconstitucionalidad de una parte del 
significado o contenido normativo complejo); sentencias aditivas; y senten- 
cias sustitutivas. GUARINO, A., “Le sentenze costituzionali 'manipulative””, 
en Studi in onore di Gioacchino Scaduto, Vol. IV, CEDAM, Padua, 1970, p. 
353, define las sentencias manipulativas como aquellos pronunciamientos 
de la Corte que dejan intacta la disposición legal, pero declaran ilegítimos 
uno o más significados contenidos o deducibles de la misma, esto es, califica 
como sentencias manipulativas al amplio grupo que nosotros consideramos 
como "sentencias interpretativas estimatorias”. De VERGOTTINI, G., Diritto 
Costituzionale, cit., pp. 643 y ss., agrupa en la categoría de “sentencias 
manipulativas” a las aditivas, las sustitutivas, y las "sentencias legislativas” 
(o paralegislativas, o sentencias-orientación, en cuanto que fijan los crite- 
rios que ha de seguir en el futuro el legislador), entre otras. 


Escaneado con CamScanner 


LAS SENTENCIAS INTERPRETATIVAS 187 


adecuada, ya que el concepto de “sentencias de estimación par- 
cial” es mucho más amplio. En efecto, sentencias de estimación 
parcial son también (y en realidad, lo son en primer lugar) las que 
declaran la inconstitucionalidad de una parte del texto de la dispo- 
sición impugnada (una palabra, un inciso...)***, E incluso, como ya 
hemos tenido ocasión de señalar, las sentencias interpretativas de 
desestimación son en cierto sentido de estimación parcial, ya que 
consideran que una o varias (o todas, excepto una) de las interpre- 
taciones del precepto son inconstitucionales. De manera que 
—incluso parece una obviedad— cualquier sentencia que no sea 
de desestimación total, es de estimación parcial. Y sin embargo, el 
uso que de este término ha hecho la doctrina italiana lo convierte 
en ambiguo, ya que, aparte de este sentido amplio al que nos he- 
mos referido, otras veces se utiliza como expresión equiparable a 
la de "sentencias manipulativas” —en el sentido que nosotros va- 
mos a dar a ésta—, o incluso con un significado aún más estricto, 
para referirse a las sentencias que reducen el contenido normativo 
de una disposición —y que nosotros llamaremos “sentencias re- 
ductoras””***. En cuanto a la expresión “sentencias manipulativas”, 
que también suele utilizarse en el sentido amplio que abarca a 
todas las estimatorias que inciden sobre la norma y no sobre el 
texto, aquí preferimos utilizarlo con un sentido algo más concreto, 


158. Por ejemplo, CRISAFULLI, V., “Le sentenze 'interpretative'...”, cit., pp. 15-16; o 
“Controllo di costituzionalitá...”, cit., p. 89. Véase también la clasificación 
contenida supra, apartado 2.1.A. 


159. Éste parece que es el sentido que da a la expresión ZAGREBELSKY, G., La gius- 
tizia... p. 297. En cambio, en la primera edición de este mismo trabajo 
(Bolonia, 1977, pp. 150 y ss., y en concreto, p. 154), ZAGREBELSKY entiende 
que sentencias de acogimiento parcial son todas aquellas que inciden sobre 
las normas y no sobre el texto, y afirma que “en el pasado, este género de 
decisiones era clasificado frecuentemente como 'sentencias interpretativas 
de estimación” (expresión que, como antes indicábamos, el propio autor 
utiliza con un sentido mucho más amplio en la 2.* ed.). 
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que comprende sólo las que alteran, modifican o reducen parte del 
contenido normativo derivado conjuntamente de una disposición, 


Por todo ello, utilizaremos aquí la expresión “sentencias in- 
terpretativas de estimación” (en sentido amplio) para referirnos a 
toda esta genérica categoría, que comprendería: a) las sentencias 
interpretativas de estimación en sentido estricto, que declaran la 
inconstitucionalidad de una entre varias interpretaciones deriva- 
das alternativamente de un texto; y b) las sentencias manipulativas 
(en el supuesto de que éstas sean formalmente estimatorias, que 
es, con mucho, el más frecuente), que declaran la inconstituciona- 
lidad de parte del contenido normativo derivado conjuntamente 
de un texto. 


Al contrario que las sentencias interpretativas de desestima- 
ción, que suelen considerarse el supuesto “típico”, “lógico” y legítimo 
de sentencia interpretativa, se entiende —o se presupone— con 
frecuencia que las que adoptan la forma parcialmente estimatoria 
son un supuesto “atípico” o “anómalo”. Ya he explicado** los mo- 
tivos en los que suele basarse la consideración de las sentencias 
interpretativas desestimatorias como supuesto “típico”, y que a la 
inversa, obligarían a afirmar que las estimatorias son “atípicas”. 
Pero hay que reiterar que, desde el punto de vista del contenido 
normativo del precepto impugnado, excepto las sentencias total- 
mente desestimatorias, todas las sentencias son parcialmente 
estimatorias, y nada habría de anómalo o “atípico” en que adop- 
ten esta forma las sentencias interpretativas. Incluso hay quien 
ha señalado que el carácter materialmente estimatorio de las sen- 
tencias interpretativas debería siempre aparecer formalmente'*”. 


160. Supra, 2.3. 


161. JIMÉNEZ CAMPO, J., "Qué hacer con la ley inconstitucional”, cit., pp. 47-48. 
Señala este autor dos argumentos en los que sostiene esta afirmación: que 
la forma estimatoria se compadece mejor con la libertad configuradora de 
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Como ha destacado LóPEz GUERRA'*, mientras las sentencias inter- 
pretativas estimatorias resultan perfectamente admisibles, en 
tanto que la exclusión de una interpretación no supone emitir 
una norma general, en el caso de las sentencias interpretativas 
desestimatorias sí se produce la introducción en el ordenamiento 
de esa norma general, mediante su individuación entre las diver- 
sas normas hipotéticamente deducibles de la disposición. En mi 
opinión, una sentencia interpretativa desestimatoria también po- 
dría limitarse a descartar la interpretación inconstitucional (o 
incluso puede señalar la única interpretación conforme), pero lo 
cierto es que la fórmula parcialmente estimatoria parece más acorde 
con esa finalidad. 


Y, desde luego, esta solución resulta más adecuada, no sólo 
desde el punto de vista del contenido normativo considerado in- 
constitucional, sino también partiendo de consideraciones de mayor 
seguridad jurídica; hay que tener en cuenta que, si bien en ambos 
tipos de decisiones el texto continua inalterado, pero no así su 
contenido normativo (lo que sin duda puede afectar a la seguridad 
jurídica), al menos en el caso de las sentencias interpretativas es- 
timatorias existe un pronunciamiento formal y expreso de 
inconstitucionalidad en el fallo, que “previene” sobre dicha afec- 
tación a las interpretaciones o normas derivadas del precepto. Por 
lo demás, si bien en España los efectos de uno y otro tipo de deci- 
sión no varían demasiado desde mi punto de vista, lo cierto es que 
algunos de dichos efectos son menos dudosos bajo la fórmula de 
una sentencia parcialmente estimatoria. 


jueces y tribunales; y que este tipo de pronunciamientos permiten resolver 
más fácilmente la duda de si tal fallo goza de los efectos retroactivos previs- 
tos en nuestro sistema en el artículo 40.1 L.O.T.C. para el procedimiento 
sancionador, 

162. López GUERRA, L., “El Tribunal Constitucional y el principio ‘stare decisis”...”, 
cit., pp. 1447-1448. 
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A estas consideraciones podría objetarse que, con el uso de 
las sentencias interpretativas estimatorias, desaparece el funda- 
mento que servía de legitimidad a las sentencias interpretativas 
desestimatorias, que es el principio de conservación de la ley, y su 
interpretación conforme a la Constitución. Pero creo que no es así. 
Algún autor ha destacado que los pronunciamientos interpretati- 
vos de inconstitucionalidad aplican el principio de conservación 
dejando el texto intacto, y al tiempo defienden la Constitución, 
condenando los significados ilegítimos del mismo**?. Y es que, en 
efecto, desde este punto de vista el fundamento de las sentencias 
interpretativas estimatorias es el mismo que el de las desestima- 
torias. Hay que tener en cuenta que en ambos casos el texto, y en 
su caso las interpretaciones conformes, quedan igualmente intac- 
tos. Si se considera —y ésta es mi opinión— que los dos tipos de 
decisiones tienen básicamente los mismos efectos sobre las nor- 
mas consideradas inconstitucionales, con ambas se verán 
igualmente satisfechos los principios de supremacía de la Consti- 
tución, y el de conservación de la ley, así como su interpretación 
conforme a la Constitución. Y si se entendiera que los efectos de 
las sentencias desestimatorias sobre la interpretación considerada 
inconstitucional están disminuidos, o que las sentencias no son 
vinculantes en este punto, entonces habrá que reconocer que en 
estas sentencias la conservación de la ley se consigue, pero no así 
—o sólo de manera muy deficiente— la defensa de la supremacía 
constitucional, que ha de implicar que no se mantengan normas o 
interpretaciones contrastantes con el Texto supremo. 


Por lo demás, y aunque teóricamente con ambos tipos de 
decisiones puede conseguirse igualmente el objetivo de eliminar 


163. MONTESANO, L., “Sulle sentenze di incostituzionalitá 'interpretative'*”, en Studi 
in onore di Biagio Petroceli, T. III, Giuffrè, Milán, 1972, p. 1124 (publicado 
también en Giurisprudenza italiana, IV, 1969. 
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una sola interpretación inconstitucional (o, en su caso, la parte 
inconstitucional de un contenido normativo complejo), en la prác- 
tica la fórmula estimatoria parece adaptarse mejor a dicha solución. 
Y es que la sentencia interpretativa desestimatoria suele declarar 
que el precepto “es constitucional interpretado en el sentido X”, 
con lo cual se descarta implícitamente el sentido Y, pero quizás 
queden fuera de consideración los sentidos W y Z, que en realidad 
son constitucionales. Aunque, como ya hemos señalado, la senten- 
cia interpretativa desestimatoria podría —o debería— pronunciarse 
más adecuadamente por señalar que el precepto es constitucional 
“si no se interpreta en el sentido Y”, lo cierto es que este tipo de 
pronunciamiento es infrecuente. Y al mismo objetivo se llega más 
directamente afirmando que el precepto “es inconstitucional, in- 
terpretado en el sentido Y”, que considera implícitamente que todos 
los demás sentidos son constitucionales, y en cierto modo sirve 
mejor al principio de conservación de la ley. 


En todo caso, conviene destacar que, en muchos supuestos, 
ambos tipos de decisiones pueden “intercambiarse” o utilizarse 
para hacer idénticas consideraciones sobre el precepto impugna- 
do. Se ha destacado que el Tribunal puede elegir entre una sentencia 
interpretativa de rechazo o una de acogimiento, tanto en el caso 
de que una disposición pueda ser interpretada en diversos senti- 
dos, como cuando de la misma disposición deriva una norma 
escindible o una multiplicidad de normas no alternativas entre 
sí*%_ El hecho de que el Tribunal utilice con mayor frecuencia uno 
u otro tipo suele obedecer a razones diferentes, pero que no alte- 
ran la consideración de que, en buena parte de los supuestos, podría 
haberse optado casi indistintamente —desde el punto de vista del 
análisis lógico— por otro tipo de decisión. Ya pusimos de manifies- 
to cómo en Italia las sentencias interpretativas estimatorias 


164. MonteLLa, M., Tipologia... Op. cit., p. 95. 
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swgieron como “respuesta” a la rebelión de algunos jueces y, en 

special, de la Corte de Casación, frente a las sentencias interpre- 
tativas de rechazo. Y ello porque suelen reconocerse a las sentencias 
estimatorias buena parte de los efectos que se niegan a las deses- 
timatorias. En España es notorio que, ante interpretaciones 
alternativas, el Tribunal Constitucional se ha decantado casi siem- 
dre por las sentencias interpretativas de desestimación. Creo que 
ello obedece a la consideración de que el objeto prioritario de su 
enjuiciamiento es un texto sobre el que no hay pronunciamiento 
alguno de inconstitucionalidad, unido a la no necesidad de recurrir 
a sentencias estimatorias para reforzar los efectos de las mismas, 
ya que suele considerarse que las sentencias interpretativas des- 
estimatorias son igualmente vinculantes para jueces y tribunales. 
En cambio, cuando se ha enfrentado a un contenido normativo 
complejo, pero parcialmente contrario a la Constitución, ha optado 
preferentemente por las sentencias de estimación parcial, que pa- 
recen ser más adecuadas en esa situación (aunque, como veremos, 
también en alguno de estos supuestos es posible llegar a la misma 
solución por la vía de la sentencia interpretativa desestimatoria, 


“buscando” una interpretación alternativa no contraria a la Cons- 


nmimAn) 
a LUL = 


En cuanto a los efectos de las sentencias interpretativas es- 
timatorias, puede decirse, en una primera consideración general, 
las mismas participarán de los mismos efectos de toda sen- 
tencia estimatoria, por lo que se refiere a la norma o normas 


declaradas inconstitucionales. Sin que podamos ahora extender- 
nos en el análisis minucioso de cuáles son estos efectos!*, debe 


2.4 título de ejemplo, pueden verse sobre el tema, en la doctrina italiana, 
varios trabajos publicados en la obra colectiva Effetti temporali delle sen- 
renze della Corte costituzionale anche con riferimento alle esperienze 

iraniere Giuffrè, Milán, 1989; o la monografía de Poum, F., Gli effetti nel 
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destacarse que suelen reconocerse a las mismas “efectos genera- 
les” que pueden considerarse equiparables al “valor de ley”, pero 
en sentido negativo. 


tempo delle sentenze di accoglimento della Corte costituzionale, Cedam, 
Padua, 1997. También CERVATI, A. A., "Incostituzionalita delle leggi ed effi- 
cacia delle sentenze delle Corti costituzionali austriaca, tedesca es italiana”, 
en Quaderni costituzionali, N.° 2, 1989, pp. 257 y ss.; SILVESTRI, G., “Effetti 
normativi ed effetti temporali delle sentenze della Corte costituzionale”, en 
Quaderni costituzionali, N.° 1, 1989, pp. 61 y ss. (ambos estudios incluidos 
también en la obra colectiva citada en primer lugar); DeLFwo, F., La dichiara- 
zione di illegittimità costituzionale delle leggi. Natura ed effetti, Casa Editrice 
Dott. Eugenio Jovene, Nápoles, 1970; Przzorusso, A., “Ancora sulle sentenze 
di accoglimento della Corte costituzionale e sulla metodologia dello studio 
delle fonti del Diritto”, en Politica del Diritto, a. XVIII, n.. 1, 1987, pp. 139 y 
ss.; A. Pace, “Superiorità della Costituzione ed efficacia immediata della sen- 
tenza d 'incostituzionalitá”, en Giurisprudenza costituzionale, 1997, pp. 444 
y SS.; ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., pp. 261 y SS.; PINARDI, R., “La Corte 
e il legislatore: spunti e riflessioni in tema di efficacia pro futuro delle sen- 
tenze di accoglimento”, en Giurisprudenza costituzionale, 1991, pp. 788 y 
ss.; MONTELEONE, G., Giudizio incidentali sulle leggi e giurisdizione, cit., pp. 
83 y ss.; PIERANDREI, R., “Corte costituzionale”, cit., pp.968 y ss.; ROMBOLI, R., 
“Italia”, en E. Aja (ed.), Las tensiones..., Op. cit., pp. 118 y ss.; SANDULLI, A. 
M., “Natura, funzione ed effetti delle pronunce della Corte costituzionale 
sulla legittimittá delle leggi”, en Scritti giuridici, Vol. 1, Jovene Editore, Nápo- 
les, 1990, pp. 373 y ss. (también publicado en Rivista trimestrale di Diritto 
pubblico, Milán, 1959, pp. 23 y ss.); CRISAFULLI, V., Lezioni..., cit., pp. 381 y 
ss.; igualmente puede verse la Ponencia italiana a la Vlléme Conference des 
Cours constitutionnelles européenes, publicada en Annuaire international..., 
cit., especialmente pp. 183 y ss.; Pout, F, “Del perché la cassazione conti- 
nua a ritenere efficaci norme (giá dichiarate incostituzionali”, en 
Giurisprudenza costituzionale, 1999, fasc. 2, pp. 1358 y ss. 


En la doctrina española, pueden destacarse los trabajos de PIBERNAT DOMENE- 
cH, X., “Los efectos de la declaración de inconstitucionalidad”, Op. cit., pp. 
141 y ss.; BOCANEGRA SIERRA, R., El valor de las sentencias..., cit., pp. 232 y 
ss., y "Sobre el alcance objetivo...”, cit., pp. 525 y ss.; MONTORO PUERTO, M,, 
Jurisdicción constitucional y procesos..., cit., pp. 225 y Ss.; CAAMAÑO DOMIN- 
cuez, F. et alii, Jurisdicción y procesos..., cit., pp. 72 y ss.; RUBIO LLORENTE, F., 
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En efecto, en Italia del artículo 136 de la Constitución italia- 
na deriva la pérdida de vigencia de la norma declarada 
inconstitucional (“cuando el Tribunal Constitucional declara la ile- 
gitimidad constitucional de una norma de ley o de un acto con 
fuerza de ley la eficacia de la norma cesa desde el día siguiente al 
de la publicación de la resolución”**) y, por tanto, los efectos erga 
omnes de la sentencia estimatoria, en el sentido de que “expulsa” 
del Ordenamiento la norma inconstitucional. Y en sentido pareci- 
do, el artículo 30 de la ley N.° 87, de 11 de marzo de 1953 dispone 
que "las normas declaradas inconstitucionales no pueden ser apli- 
cadas desde el día siguiente a la publicación de la decisión”. Por 
ello se admite generalmente que las sentencias interpretativas de 
acogimiento poseen efectos vinculantes para todos**”. Ahora bien, 


“La jurisdicción constitucional como forma de creación del derecho”, cit., 
pp. 496 y ss.; Jiménez Campo, J., “España. Sobre los límites del control de 
constitucionalidad de la ley”, cit., pp. 193 y ss.; BLasco Soro, M. C., La sen- 
tencia en la cuestión de inconstitucionalidad, cit., pp. 13 y ss.;. GARCÍA 
MARTÍNEZ, A., El recurso de inconstitucionalidad..., cit., pp. 212 y ss., GUTIÉ- 
RREZ ZARZA, M. A., "Las sentencias interpretativas...”, cit., pp. 1009 y ss..; 
Corzo Sosa, E., La cuestión..., cit., pp. 528 y ss. Véanse también los comen- 
tarios a los correspondientes artículos de la L.O.T.C. realizados por ALMAGRO 
NoseTe, J., Justicia constitucional, cit., pp. 241 y ss. Véase también la obra 
colectiva La sentencia sobre la constitucionalidad de la ley, Tribunal Consti- 
tucional-Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1997. 


166. El último (por el momento) proyecto de reforma constitucional italiana (apro- 
bado por la Comisión de enmiendas el 4 de noviembre de 1997), que 
finalmente ha quedado abandonado, introducía en este artículo una impor- 
tante novedad, al permitir a la Corte retrasar los efectos de la sentencia 
hasta un año. Sobre este aspecto, véase RomBOLI, R., “La giustizia costituzio- 
nale nel progetto della Bicamerale”, en Diritto pubblico, 1997, 3, pp. 859 Y 
ss.; O COSTANZO, P., "La giustizia costituzionale”, en Costanzo, P, et alii, La 
Commisione bicamerale per le riforme costituzionali. I progetti, i lavori i 
testi approvati, Cedam, Padua, 1998, p. 431. 

167. Así lo destaca, por mencionar algún ejemplo, ZaGrEBELSKY, G., La giustizia... 
cit., p. 295; o Pizzorusso, A., "Las sentencias 'manipulativas'...” cit., p. 294. 
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se ha destacado que, puesto que el texto permanece inalterado, es 
abstracta y teóricamente es posible que los jueces no se sometie- 
ran al pronunciamiento de inconstitucionalidad, lo que obligaría a 
la Corte a emanar un pronunciamiento de inconstitucionalidad pura 
y simple**. Ya hemos apuntado que en ocasiones la Corte ha recu- 
rrido a una sentencia de acogimiento puro para eliminar cualquier 
incertidumbre o ambigúedad interpretativa, pero si el texto ha de 
permanecer en vigor es suficiente emanar una sentencia interpre- 
tativa estimatoria, cuyos efectos vinculantes suelen reconocerse 
en Italia (aunque tampoco ha faltado quien ha negado toda fuerza 
vinculante a este tipo de decisiones**). 


En nuestro Ordenamiento, ya nos hemos referido!’ a los 
preceptos que regulan los efectos de las sentencias (básicamente, 
arts. 161.1 a), y 164 de la Constitución, y 38 a 40 de la L.O.T.C.); 
para el caso de las sentencias estimatorias, al menos no parecen 
dudosos tres efectos: efectos generales (o “plenos efectos frente a 
todos”, según el artículo 164.1 CE); vinculación a todos los pode- 
res públicos (art. 38.1 L.O.T.C.), y efectos de cosa juzgada (art. 
164.1 CE, 38.1 L.O.T.C.). Los dos primeros están estrechamente 
relacionados y pueden reconducirse a la idea del “valor de ley”, 
como ya hemos visto. Y en cuanto al efecto de “cosa juzgada”, es 
casi obvio en su sentido más amplio, ya que no cebe volver a plan- 


168. ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 295; MONTELLA, M., Tipologia..., p. 95. 


169. En este sentido, GUArINO, A., “Le sentenze costituzionale 'manipulative””, 
Op. cit., pp. 354 y ss.: Destaca este autor que ninguna norma constitucional 
o legal confiere a la Corte constitucional el monopolio de la interpretación, 
ni de imponer a nadie una interpretación sobre otra; por lo demás, mediante 
una sentencia interpretativa de estimación puede declararse la inconstitu- 
cionalidad de una norma inexistente, o de una norma existente, pero no en 
la disposición sobre la que se pronuncia la Corte. 


170. Véase supra, 2.3.C.b). 
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tear un proceso sobre un precepto que ya no existe, por haber sido 
expulsado del Ordenamiento'”!, 


Más dudosos son los efectos retroactivos de la sentencia, es 
decir, si la misma declara la nulidad de la ley, o produce más bien 
efectos derogatorios sobre ésta. En realidad, es difícil pronunciar- 
se de forma tajante sobre esta cuestión, en la que no podemos 
ahora detenernos, pero puede decirse que la sentencia proyecta 
sus efectos hacia el pasado, al menos en algunos aspectos. Como 
es sabido, el artículo 40.1 L.O.T.C. prohíbe la revisión de procesos 
fenecidos mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada en los 
que se hayan aplicado los preceptos declarados inconstitucionales 
(salvo en los ámbitos penal y contencioso-administrativo, cuando 
de la nulidad de la norma aplicada resulte una reducción de la 


171. Ahora bien, en relación con el efecto de cosa juzgada, sí puede plantearse el 
problema de si el legislador puede volver a aprobar una ley que contenga un 
precepto con contenido idéntico al declarado inconstitucional. No podemos 
extendernos aquí sobre este problema, pero sí puedo apuntar mi opinión de 
que, siendo el objeto del control el precepto entendido como complejo for- 
mado por disposición y norma, podrá aprobarse una nueva disposición 
(aunque el texto sea idéntico, no puede hablarse en rigor de que sea "la 
misma disposición” la que ha sido aprobada en un momento posterior, ya 
que la anterior había dejado de existir) que contenga idéntica norma, ya que 
dicho “complejo” no será el mismo. En todo caso, me parece que en la prác- 
tica la cuestión no es tan relevante, ya que, aunque el legislador no pudiera 
aprobar de nuevo un texto idéntico, y lo hiciera, el mismo estaría en vigor 
hasta que se produjera una nueva declaración de inconstitucionalidad por el 
TC (no cabe imaginar que un texto aprobado formalmente y publicado no 
“entre” en el ordenamiento). Y si el legislador “puede” aprobar dicho texto 
idéntico, pero el mismo es recurrido o cuestionado ante el Tribunal Cons- 
titucional (lo que cabe suponer que será lo más frecuente), éste puede 
declarar su inconstitucionalidad, y de hecho lo hará normalmente (aunque 
también podría revisar y modificar su jurisprudencia anterior). Es decir, 
que en cualquier caso será preciso un nuevo pronunciamiento del Tribunal 
Constitucional 


Escaneado con CamScanner 


LAS SENTENCIAS INTERPRETATIVAS 197 


pena o la sanción, o una exclusión, exención o limitación de la 
responsabilidad). Ñllo parece presuponer una regla general de re- 
troactividad, de la que la L.O.T.C, excluye ciertos supuestos; dicha 
regla general estaría apoyada, además, en la necesaria declaración 
de nulidad impuesta por el artículo 39.1. En mi opinión, la regla 
general será, por tanto, la existencia de ciertos efectos retroacti- 
vos, aunque el Tribunal podría concretar, matizar o incluso suprimir 
dichos efectos en ciertos casos, respetando el artículo 40.1 L.O.T.C., 
que en definitiva parece dejar un margen de actuación al propio 
Tribunal. 

Lo que nos interesa analizar es en qué medida pueden apli- 
carse o matizarse todos los efectos comentados en el caso de las 
sentencias estimatorias de carácter interpretativo. Comoquiera que 
estas sentencias son parcialmente estimatorias respecto a una 
norma o parte del contenido normativo derivado de la disposición 
impugnada, en este aspecto poseen todos los efectos menciona- 
dos, y en definitiva expulsan definitivamente dicho contenido 
normativo del ordenamiento. Pero no hay que olvidar que la dis- 
posición queda en vigor, con el contenido normativo resultante de 
la sentencia, esto es, con las otra u otras interpretaciones que al- 
ternativamente se derivan de ella, o con la norma o parte de la 
norma no declarada inconstitucional. Respecto a este contenido 
subsistente, cabrá el replanteamiento de la cuestión en los térmi- 
nos ya comentados al hablar de los efectos de las sentencias 
interpretativas desestimatorias (en cambio, dicho replanteamien- 
to no cabrá respecto a la norma o interpretación declarada 
inconstitucional). Y por lo demás, ya hemos analizado los efectos 
vinculantes de la interpretación realizada por el Tribunal Consti- 
tucional (no sólo en relación con el precepto legal, sino también 
con los preceptos constitucionales que sirven de parámetro) para 
los jueces y tribunales integrantes del Poder Judicial (arts. 40.2 
L.O.T.C. y 5.1 L.O.P.J.). Por todo ello, en mi opinión los efectos de 
las sentencias interpretativas estimatorias no difieren en esencia, 
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en nuestro sistema, de los que son predicables de las sentencias 
interpretativas de rechazo'”?, 


4.2. Sentencias interpretativas de estimación en sentido es- 
tricto 


Entre las sentencias que declaran la inconstitucionalidad de 
un precepto sin que la misma incida en su texto (esto es, las que 
aquí hemos denominado “sentencias interpretativas estimatorias” 
en sentido amplio) pueden distinguirse dos supuestos: las senten- 
cias en las que la inconstitucionalidad declarada afecta a una parte 
del contenido normativo derivado de manera conjunta o compleja 
del texto —a las que nos referiremos más adelante—, y las sen- 
tencias que declaran la inconstitucionalidad de una entre varias 
interpretaciones derivadas alternativamente de dicho texto. A es- 
tas sentencias, que denominaré “interpretativas de estimación en 
sentido estricto” voy a referirme a continuación. 


En todo caso, antes de entrar en su análisis es conveniente 
reconocer que la distinción que acabo de apuntar, que me parece 


172. Quizá el aspecto más complejo, en el que podría encontrarse alguna diferen- 
cia, sea precisamente el de los efectos retroactivos. Si hemos afirmado que 
existen —con todos los matices que puedan hacerse— ciertos efectos retro- 
activos en una sentencia estimatoria (incluyendo en principio a las 
interpretativas estimatorias), que se producen sin necesidad de que el Tri- 
bunal los declare expresamente, ello es más difícil de afirmar en relación 
con una sentencia interpretativa desestimatoria. Si bien una decisión de 
este tipo presupone también la inconstitucionalidad de ciertas interpreta- 
ciones o normas derivadas de la disposición impugnada, lo cierto es que no 
hay una declaración formal en este sentido (que es lo que requiere el artícu- 
lo 39.1 L.O.T.C. para la declaración de nulidad, y presupone el artículo 40.1 
en relación con los efectos retroactivos), por lo que razones de seguridad 
jurídica parecen aconsejar la inexistencia en este caso de los efectos retroac- 
tivos; aunque podría admitirse que el Tribunal dispusiera expresamente otra 
cosa, dentro de los límites del artículo 40.1 L.O.T.C. 
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nítida en teoría, plantea en la práctica supuestos dudosos. Incluso 
puede decirse que, en ocasiones, la solución a la que pretende 
llegar el Tribunal puede conseguirse, bien "aislando” una entre 
varias interpretaciones para declararla inconstitucional, o bien con- 
siderando que existe una sola interpretación, pero que es 
parcialmente contraria al texto normativo fundamental. Lo que no 
es sino una prueba más de la “alternatividad” con que el Tribunal 
puede utilizar en ocasiones los distintos tipos de sentencias aquí 
estudiados para alcanzar el mismo objetivo. Así que, a la hora de 
“clasificar” una sentencia en uno u otro grupo nos basaremos pre- 
ferentemente en la forma que adopta el fallo de la misma, aunque 
en cada caso podamos señalar la posibilidad de haber llegado a la 
misma conclusión con otra formulación del pronunciamiento. 


Ya hemos apuntado que en Italia la Corte comenzó a utilizar 
las sentencias interpretativas estimatorias con todas sus variantes 
para tratar de encontrar una solución al problema de la vincula- 
ción de sus decisiones, y el uso de este tipo de decisiones ha sido 
bastante frecuente en el país transalpino. En cambio, nuestro Tri- 
bunal Constitucional, tras ciertas vacilaciones el primer año, se ha 
decantado claramente por la forma desestimatoria para las sen- 
tencias interpretativas en las que tenía que pronunciarse sobre 
varias interpretaciones derivadas alternativamente del mismo tex- 
to, siempre que alguna de ellas fuese conforme a la Constitución. 
Pero tampoco han faltado algunos ejemplos de lo que aquí deno- 
minamos sentencias interpretativas estimatorias en sentido estricto, 
sobre todo en las "vacilaciones” de 1981, pero también en años 
posteriores. Comentaremos a continuación algunos de dichos ejem- 
plos'”, que nos ayudarán a explicar el funcionamiento de este tipo 
de sentencias. 


173. Sobre las sentencias interpretativas dictadas por nuestro Tribunal Constitu- 
cional en los primeros diez años de funcionamiento, EZQUIAGA GANUZAS, F. J., 
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En una de sus primeras sentencias!”*, el Tribunal hubo de 
pronunciarse sobre los preceptos de la entonces vigente Ley de 
Régimen Local que facultaban a los Gobernadores civiles para sus- 
pender los acuerdos locales incursos en ilegalidad manifiesta (art. 
365.1 en relación con art. 362.1.41). Prescindiendo ahora de otras 
interesantes cuestiones que plantea la sentencia, su fallo afirma 
que el precepto cuestionado “no se ajusta a la Constitución en la 
parte en que permite que la facultad de suspensión de los acuer- 
dos de las Corporaciones Locales proceda por la sola infracción 
manifiesta de las Leyes, sin la concurrencia de otra circunstancia, 
pero sí se ajusta a la Constitución interpretado en el sentido de 
que confiere una facultad gubernativa para suspender acuerdos 
que afecten a la competencia del Estado o excedan del límite de la 
competencia propia para la gestión de los intereses de la Entidad 
Local”. 


Se trata de un pronunciamiento complejo, ya que el Tribu- 
nal lleva al fallo tanto la interpretación conforme como la 
inconstitucional. Desde este punto de vista, se trataría de un fallo 
“mixto”, con una parte interpretativa estimatoria, y otra interpre- 
tativa de desestimación; pero el propio dato de que el fallo señale 
expresamente que el precepto es inconstitucional en un sentido 
concreto permite clasificar a esta sentencia entre las interpretati- 
vas estimatorias. Dentro de este grupo, la decisión comentada se 
presenta como sentencia interpretativa estimatoria en sentido es- 
tricto, ya que el Tribunal propone dos interpretaciones, señalando 
que una de ellas es inconstitucional. Y ello a pesar de que el fallo, 
a la hora de indicar el sentido inconstitucional, afirma que "no se 


"Diez años de fallos constitucionales (sentencias interpretativas y poder nor- 
mativo del Tribunal Constitucional)”, en Revista Vasca de Administración 
Pública, N.2 31, 1991, pp. 121 y ss. 


174. STC 14/1981, de 29 de abril. 


LAS SENTENCIAS INTERPRETATIVAS 201 


ajusta la Constitución en la parte en que...” (por cierto, expresión 
muy frecuente en las sentencias manipulativas), en lugar de, corno 
sería más adecuado, “no se ajusta a la Constitución si se interpre- 
ta..."*”, Ahora bien, en realidad, la última parte del fallo es 
técnicamente innecesaria una vez que se ha señalado que cierta 
interpretación es inconstitucional, aunque el Tribunal prefirió in- 
cluirla para aclarar cuál era la interpretación acorde a la Norma 
fundamental, y siguiendo la técnica utilizada en algunas de sus 
primeras decisiones de incluir en el fallo la interpretación rechaza- 
da o aceptada (y, en este caso concreto, ambas...). Se comprende 
que la misma decisión podría haber tomado la forma de interpre- 
tativa de desestimación —tal es en realidad la segunda parte del 
fallo —; pero también podría haberse utilizado lo que aquí denomi- 
naremos "sentencia manipulativa” (en concreto, reductora), si el 
fallo hubiera afirmado sin más que el precepto “es inconstitucio- 
nal en cuanto permite...” Y es que, en realidad, la interpretación 
acogida por el Tribunal Constitucional añade “algo” a la literalidad 
del precepto: que la suspensión de los acuerdos prevista en el mis- 
mo sólo puede acordarse en ciertos supuestos que el Tribunal 
señala?”*. 


175. En todo caso, el f.j. 61 es claro a la hora de enfocar el tema como una elec- 
ción entre dos interpretaciones alternativas: `“... podrá decirse que el artículo 
365.1 (en relación con el 362.1.41) de la Ley de Régimen Local no se ajusta 
a la Constitución en cuanto se interprete como norma definidora de una 
facultad de suspensión de los acuerdos locales, sin otra finalidad que la de 
velar por la legalidad. Pero el precepto admite otra interpretación que evite 
la derogación 'ex radice”creadora de un vacío en el tiempo intermedio entre 
la promulgación de la Constitución y la vigencia del Derecho nuevo...” 


176. Lo que desde el punto de vista de la modificación del “contenido normativo” 
del precepto posee efectos reductores. En efecto, el artículo decía: procede 
la suspensión por ilegalidad manifiesta (por tanto, en principio, en cualquier 
supuesto de ilegalidad manifiesta), y el Tribunal dispone: procede la suspen- 
sión por ilegalidad manifiesta sólo cuando el acto afecte a la competencia 
del estado o exceda del límite de la competencia propia de la Entidad Local. 
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Otra sentencia de 1981 contiene también un fallo interpre- 
tativo estimatorio en sentido estricto’, Se impugnaba la 
Disposición Adicional Quinta del texto entonces vigente del Esta- 
tuto de los Trabajadores, que disponía: “La capacidad para trabajar, 
así como la extinción de los contratos de trabajo, tendrán el límite 
máximo de edad que fije el Gobierno en función de las posibilida- 
des de la Seguridad Social y del mercado de trabajo. De cualquier 
modo, la edad máxima será la de sesenta y nueve años, sin perjui- 
cio de que puedan completarse los períodos de carencia para la 
jubilación”. En la fundamentación de la sentencia, el Tribunal re- 
chaza que la Disposición pueda interpretarse, considerando 
aisladamente el inciso que establece la edad máxima de sesenta y 
nueve años, como una limitación que afecte de manera esencial y 
absoluta a la capacidad para trabajar y a las causas de extinción de 
las relaciones laborales, y establece los criterios según los que debe 
interpretarse el precepto impugnado'”*. De acuerdo con la inter- 
pretación establecida en los fundamentos, el fallo podría haber 
sido interpretativo de desestimación —de hecho, ésta es la técnica 
que el Tribunal ha usado de modo absolutamente predominante 
en años posteriores—; sin embargo, la parte dispositiva establece 
que “es inconstitucional la disposición adicional quinta del Estatu- 
to de los Trabajadores interpretada como norma que establece la 
incapacitación para trabajar a los sesenta y nueve años y de forma 
directa e incondicionada la extinción de la relación laboral a esa 


177. STC 22/1981, de 2 de julio. 


178. En concreto, en el f.j.10, el Tribunal Constitucional afirma que la Disposi- 
ción tiene el sentido de autorizar al Gobierno para establecer un límite de 
edad cuyas consecuencias son análogas a la jubilación forzosa, pero condi- 
cionando la misma a que la limitación se realice en función de las 
disponibilidades de la Seguridad Social y del mercado de trabajo. Si el Go- 
bierno no hace uso de la autorización que se le concede, el inciso relativo a 
que “de cualquier modo” la edad máxima será de sesenta y nueve años, al 
carecer de entidad propia, quedaría vaciado de contenido. 
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edad”. Por tanto, el Tribunal prefiere llevar al fallo la interpreta- 
ción descartada por inconstitucional. Se trata de uno de los ejemplos 
más claros de sentencias interpretativas estimatorias en el senti- 
do estricto, es decir, de las que señalan la inconstitucionalidad de 
una de las interpretaciones que alternativamente derivan del pre- 
cepto cuestionado. No es fácil aventurar por qué en este caso el 
Tribunal ha preferido la adopción de esta fórmula en el fallo, y sólo 
cabe reiterar que, durante el primer año de funcionamiento del 
mismo, las sentencias interpretativas oscilaron entre la forma es- 
timatoria y la de rechazo. Por lo demás, puede apreciarse que la 
adopción de este fallo, sin duda, no prejuzga la inconstitucionali- 
dad de otras posibles interpretaciones que pudieran surgir en el 
futuro, distintas a la declarada inconstitucional y a la contemplada 
en la fundamentación. 


Un tercer ejemplo de sentencia interpretativa estimatoria 
recayó sobre el artículo 28.1 del Texto Refundido de Derechos Pa- 
sivos de Funcionarios de la Administración Civil del Estado, que 
disponía que si el funcionario jubilado volviese al servicio activo 
por cualquier caso, no adquiriría derecho alguno a mejorar su an- 
terior clasificación por razón de los nuevos servicios prestados o 
haberes percibidos; el Tribunal Constitucional entendió que dicho 
precepto “no puede ser interpretado en el sentido de que incluye a 
la jubilación por incapacidad permanente”*”*. En realidad, esta 


179. STC 34/1981, de 10 de noviembre. El pronunciamiento citado (2. apartado 
del fallo) debe relacionarse con el primer apartado del fallo, que declara la 
inconstitucionalidad sobrevenida del artículo 28.2 del mismo texto legal, 
que, con referencia a la jubilación por incapacidad permanente, afirmaba 
que el jubilado por esta causa no podía mejorar de clasificación por servicios 
prestados o haberes percibidos con posterioridad a la fecha de su primera 
jubilación. Se entiende así que el apartado 2.* del fallo, que es el que co- 
mentamos en el texto, simplemente trata de impedir que el artículo 28.1 
se interprete en el sentido de incluir, por su formulación general, la norma 
declarada inconstitucional y contenida expresamente en el artículo 28.2. En 
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sentencia contienen un pronunciamiento bastante anómalo de 
acuerdo con la clasificación aquí seguida. La sentencia señala que 
un precepto “no puede ser interpretado” en un sentido determi- 
nado. El Tribunal parece así descartar por inconstitucional una 
interpretación entre varias que podrían derivarse alternativamen- 
te del precepto; y ello a pesar de la redacción de dicho 
pronunciamiento, en el que no se declara expresamente dicha in- 
constitucionalidad, porque el sentido parece ser el mismo que si 
dicha inconstitucionalidad se afirmase explícitamente (es decir, si 
se afirmase que “es inconstitucional la interpretación del precepto 
que incluya a la jubilación por incapacidad permanente”). Sin em- 
bargo, claramente puede apreciarse en este supuesto que, bajo la 
fórmula —con la aludida redacción “atípica”— de una sentencia 
interpretativa en sentido estricto, se encubre en realidad una sen- 
tencia manipulativa-reductora, pues el precepto legal está redactado 
genéricamente, refiriéndose en principio a todos los supuestos de 
jubilación (“La jubilación constituye...”; “...si el jubilado volvie- 
se...“), y el Tribunal quiere decir —así debería haberlo indicado 
expresamente— que es inconstitucional “en cuanto incluye” a la 
jubilación por incapacidad permanente. 


En fin, otro ejemplo posterior de gran interés puede encon- 
trarse en la sentencia que se pronuncia sobre las cuestiones de 
inconstitucionalidad planteadas sobre el artículo 509 del antiguo 
Código penal**”, que disponía: “El que tuviere en su poder ganzúas 
u otros instrumentos destinados especialmente para ejecutar el 
delito de robo y no diere descargo suficiente sobre su adquisición o 
conservación será castigado con la pena de arresto mayor”. El Tri- 


todo caso, a los efectos que aquí interesan, es posible realizar un análisis 
que se refiera solamente al apartado 2.” del fallo, que es el que adopta la 
forma de sentencia interpretativa estimatoria. 


180. STC 105/1988, de 8 de junio. 
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bunal plantea el tema claramente como una elección entre dos 
alternativas de interpretación del precepto, ya que ni la doctrina 
ni la jurisprudencia penal del Tribunal Supremo alcanza la desea- 
da dosis de uniformidad. Una primera interpretación entendería 
que la sola tenencia de instrumentos idóneos para ejecutar un delito 
de robo hace presumir el especial destino a tal ejecución, a menos 
que el acusado facilite mediante el correspondiente descargo la 
prueba en contrario. Según otra posible interpretación, el descar- 
go del acusado no es una actividad necesaria, sino libre, ya que 
tanto la posesión de los instrumentos, como su idoneidad para el 
robo o el especial destino por el poseedor a la ejecución de delitos 
de tal tipo, corresponde siempre probarlos a la parte acusadora. El 
Tribunal entiende que esta segunda interpretación es conforme a 
la Constitución, pero no así la primera. El fallo se destina, en todo 
caso, a descartar la interpretación inconstitucional, al declarar la 
inconstitucionalidad del precepto “en cuanto se interprete que la 
posesión de instrumentos idóneos para ejecutar el delito de robo 
presume que la finalidad y el destino que les da su poseedor es la 
ejecución de tal delito”. Estamos, así, ante uno de los más claros 
ejemplos de sentencia interpretativa de estimación que rechaza 
una entre las varias interpretaciones alternativamente derivadas 
del texto, volviendo a la técnica utilizada en 1981. De nuevo la 
explicación más probable de la elección tomada por el Tribunal 
puede ser la intención de no prejuzgar la inconstitucionalidad de 
otras posibles interpretaciones que puedan surgir; el Tribunal se- 
ñala expresamente que las dos interpretaciones analizadas en los 
fundamentos no excluyen "la posibilidad de otras diferentes, que 
no es posible enjuiciar, porque no han sido objeto de debate”**!. 
Aparte de lo discutible que pueda resultar esta afirmación —que 
curiosamente parece presuponer que el objeto del pronunciamiento 


181. STC 105/1988, de 8 de junio, f.j. 3. 
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del Tribunal es exclusivamente la norma o normas derivadas del 
precepto, pero no el texto del mismo—, lo que es cierto es que con 
esta solución parecen permitirse, con mayor claridad que en el 
caso de una sentencia interpretativa desestimatoria, otras inter- 
pretaciones no analizadas en la sentencia. Al tiempo, se evita 
cualquier duda sobre cuál es la interpretación rechazada por el 
Tribunal, a diferencia de lo que podría suceder con una sentencia 


desestimatoria que no señalase con claridad en la fundamentación 


cuál o cuáles son las interpretaciones rechazadas**”. 


Los ejemplos anteriores***, que hemos querido analizar con 
algún detenimiento para mostrar el funcionamiento de estas sen- 
tencias, escasamente utilizadas por nuestra jurisprudencia, ponen 
de manifiesto algunos aspectos en relación con las sentencias in- 


182. Con todo, conviene no olvidar que a la misma solución podría llegarse con la 
adopción de una sentencia interpretativa desestimatoria que afirmase que 
el precepto es constitucional “siempre que no se interprete” en el sentido 
que el Tribunal quiere descartar. Pero ésta es una solución poco frecuente y 
un tanto “perifrástica” de llegar a la misma solución que de manera más 
clara y segura se consigue con la sentencia interpretativa de acogimiento. 


183. Aunque podría encontrarse algún otro ejemplo de sentencias interpretativas 
de estimación (en sentido estricto) en nuestra jurisprudencia constitucional, 
lo cierto es que en algunos supuestos la sentencia sólo aparentemente adop- 
ta esta forma. Tal es el caso de la STC 26/1987, de 27 de febrero, cuyo fallo 
dispone en su apartado 3.” la inconstitucionalidad “con el alcance que se 
determina en el fundamento jurídico 12, apartado 5, c)” de un párrafo del 
artículo 39.3 de la LRU. Ahora bien, de la lectura del f.j. 12, 5,c) se deduce 
que el Tribunal declara la inconstitucionalidad “simple” de dicho inciso del 
precepto (se trataría por tanto de un pronunciamiento de inconstitucionali- 
dad parcial respecto al texto), aunque matizando su alcance temporal respecto 
al pasado, en el sentido de que la inconstitucionalidad no supone anulación 
o invalidación de las situaciones creadas al amparo del precepto, ya que la 
contradicción con la Norma fundamental “no resulta de la composición con- 
creta de las Comisiones allí previstas, sino del carácter de imposición forzosa 
de la misma a las Universidades”. 
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(erpretativas de estimación en sentido estricto. En primer lugar, la 
posibilidad de su uso de manera prácticamente indistinta en lugar 
de una sentencia interpretativa de desestimación. En segundo lu- 
gar, que en algunos casos también pueden utilizarse en lugar de 
—o para encubrir— una sentencia manipulativa, que en realidad 
modifica o altera el contenido normativo del precepto; y ello por- 
que, en ocasiones, la interpretación que el Tribunal considera 
constitucional implica una reducción o “corrección” del contenido 
normativo —único— que sin duda deriva del precepto impugna- 
do. En tercer lugar, que su escaso uso por nuestro Tribunal 
Constitucional obedece simplemente a la preferencia por las sen- 
tencias interpretativas desestimatorias, basada quizá en la creencia 
—errónea a mi juicio— de que éstas son más respetuosas con el 
principio de conservación de la ley, o con la idea de que el objeto 
del control es el texto y no la norma. Y, en cuarto lugar, que en 
algunas de las ocasiones en que se ha utilizado la sentencia inter- 
pretativa de estimación han podido apreciarse las ventajas de este 
tipo de sentencias, precisamente por su mayor respeto a dicho 
principio de conservación, así como por la mayor seguridad jurídi- 
ca que suele venir aparejada a la expresión, en el fallo, de la 
interpretación descartada. 


4.3. Las sentencias “manipulativas” 


Llamaremos aquí sentencias “manipulativas” a aquéllas que 
declaran la inconstitucionalidad de una parte del contenido nor- 
mativo derivado conjuntamente o de forma compleja de una 
disposición textual, que sin embargo queda inalterada. Con todo, 
hay que precisar que esta definición se corresponde con las sen- 
tencias manipulativas formalmente estimatorias (que son sin duda 
la mayoría); pero ya hemos reiterado que hay también sentencias 
materialmente manipulativas que adoptan la forma de una sen- 
tencia interpretativa desestimatoria. Por ello, la definición 
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“material” de sentencias manipulativas se referiría aquéllas qu: 
establecen (ya sea de forma explícita o de manera implícita) la 
inconstitucionalidad de parte del contenido normativo conjunta- 
mente derivado de una disposición. Dentro de la variada 
terminología a que antes aludíamos, aceptamos la denominación 
“sentencias manipulativas” para referirnos a este grupo de deci- 
siones, a sabiendas de que se trata de un italianismo'**, y de las 
connotaciones peyorativas o “deslegitimadoras” que conlleva; aun- 
que, desde luego, no por ello hemos de asumir dichas connotaciones 
sin un análisis más detenido y carente de prejuicios dichas conno- 
taciones, al menos en principio. 


Se ha señalado que las sentencias manipulativas proceden a 
la transformación del significado de la ley, más que a su elimina- 
ción o su interpretación conforme a la Constitución**; o bien que 
proceden a una modificación e integración de las disposiciones 
sometidas a su examen, de manera que éstas salen del proceso 
constitucional con un alcance normativo y un contenido diferente 
del original***. O, más claramente, que con ellas el Tribunal Cons- 
titucional asume la tarea de modificar directamente la norma, que 
se declara nula en cuanto no se entienda corregida en el sentido 
indicado por el Tribunal'*”. Para quien parta de un concepto de 
sentencias manipulativas según el cual las mismas transforman o 
modifican el significado normativo de un texto (en el sentido de 


184. En castellano no existe la palabra “manipulativo, —a”, y sí “manipulador, — 
a” (véase Diccionario de la Lengua Española, Real Academia Española, 21.” 
z 1992). Pero, como ya expliqué en la introducción de este estudio, debido 
a la influencia italiana para el constitucionalista resulta más DLEA y des- 
criptiva la primera denominación. 
185. ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., pp. 296-297. 
186. RomgoLi, R., "La tipología...”, cit., p. 64. 


187. Rugio LLorente, F., “La jurisdicción constitucional como forma...”, cit., pp- 
490-491. l 
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que lo “manipulan”, sustituyon o adicionan para que dicho toxto 
diga algo diferento a lo que decta), no hay necosidad de plantoarso 
cuestiones como la de su legitimidad o admisibilidad constitucio- 
nal, que parece resuelta negativamente desdo la definición. Pero 
de lo que se trata es de ver si efectivamente estas sentencias pro- 
ceden a dicha manipulación, o si proceden a la misma on todos los 
casos, necesariamente o, dicho de otro modo, “por definición”, Creo 
que es cierto que estas sentencias producen una cierta modifica- 
ción o alteración del contenido normativo (también se modifica o 
altera lo que se ve reducido); pero lo que hay que analizar es si 
dicha alteración se realiza mediante una manipulación, adición o 
sustitución contraria a las funciones que corresponden al Tribu- 
nal, o bien permanece dentro de la lógica de la anulación propia de 
dichas funciones. 


Y ésta es una cuestión fundamental para resolver el proble- 
ma más acuciante al que han de enfrentarse estas decisiones, que 
es el de su legitimidad constitucional. Esta legitimidad puede cues- 
tionarse desde dos puntos de vista!'*": en primer lugar, desde la 
consideración de la función “positiva” o creadora'*"” aparentemen- 
te realizada por estas sentencias, en contraste con la función 


188. Sobre el tema, en relación con las sentencias manipulativas en general, pue- 
de verse por ejemplo ZAGREBELSKY, G., La giustizia... cit., pp. 299 y ss. 

189, Este “poder creador” ejercido por la Corte mediante las sentencias manipu- 
lativas ha sido destacado por la doctrina; por poner un ejemplo, LANZILLO, R., 
“Poteri creativi della Corte costituzionale nei giudizi incidentali sulla validi- 
tà delle leggi”, en La giurisprudenza forense e dottrinale come fonte di diritto, 
Giuffrè, Milán, 1985, pp. 25 y ss., quien señala que estas sentencias mani- 
fiestan un poder creativo, porque la declaración de inconstitucionalidad es 
normalmente inseparable de la nueva disciplina de la materia. La opinión 
contraria puede encontrarse en MONTESANO, L., “Sulle sentenze di incosti- 
tuzionalitá 'interpretative'”, cit, pp. 1227 y ss., destacando la función 
ablativa y no innovadora llevada a cabo por la mayoría de las sentencias 
manipulativas. 


Escaneado con CamScanner 


10 P JAVIER DÍAZ REVOO 


negativa que corresponde a la Corto, e invadiendo por tanto Jas 
competencias del legislativo; en segundo lugar, desde la relaciós, 
que debe existir entre la jurisdicción constitucional y la función 
interpretativa de los jueces ordinarios, Por ello se ha dicho que 
ostas sentencias parecen no resolver el siguiente dilema: si la nor- 
má aplicable está presente en el sistema, corresponde a los jueces 
obtenerla; si no está presente, correspondería al legislador intro- 
ducirla!*, Creo que este dilema no es irresoluble, pero en todo 
caso es difícil realizar el análisis de la legitimidad de estas senten- 
cias con carácter general, siendo más conveniente referirse en cada 
uno de los supuestos a este problema. Por ello trataremos la cues- 
tión más detenidamente al referirnos a las sentencias reductoras, 
sustitutivas, y muy especialmente a las aditivas. 


Y es que, en efecto, la modificación del contenido normativo 
puede producirse, al menos aparentemente, por reducción, adi- 
ción o sustitución, Pero, si bien se mira, lo que tienen en común 
todas las sentencias manipulativas es que anulan una parte del 
contenido normativo complejo, de manera que desde este punto 
de vista, todas ellas proceden a una reducción de dicho contenido. 
El supuesto más simple es el de las sentencias reductoras, que con 
dicha anulación producen un efecto de restricción de dicho conte- 
nido normativo, En cambio, las sentencias aditivas proceden a 
anular una norma de exclusión implícita (aunque en ocasiones 
pueda ser dudosa la propia existencia de dicha norma), con lo que 
desaparece dicha exclusión realizada por la ley, produciéndose 
entonces un efecto de inclusión de lo que antes estaba excluido (o 
no contemplado), y desde este punto de vista una extensión o 
ampliación de los efectos normativos. En fin, las sentencias susti- 
tutivas, junto a la anulación de parte del contenido normativo, 
proceden a sus sustitución por otro contenido diverso. A continua- 


190, Zroneezoxy, G., La giustizia.. cit., p. 303. 
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ción nos referiremos a estos tres tipos de sentencias'”, advirtien- 
do desde ahora que pueden presentarse supuestos cuya clasificación 
en uno u otro grupo (o incluso su propia pertenencia al grupo de 
las sentencias manipulativas) sea dudosa. 


191. Aunque puedan variar algo las denominaciones, éstos son los tres tipos de 
sentencias manipulativas que suelen señalarse por la doctrina: así, ZAGRE- 
BELSKY, G., La giustizia..., cit., pp. 297 y ss., menciona entre las sentencias 
manipulativas a las sentencias de acogimiento parcial (que son las denomi- 
nadas por nosotros sentencias reductoras), las adjuntivas o aditivas, y las 
sustitutivas. La misma clasificación es utilizada por CERRI, A., Corso..., cit., 
pp. 119 y ss., aunque este autor incluye también entre las sentencias mani- 
pulativas a las sentencias interpretativas de acogimiento en sentido estricto. 
Dunni, G., “L'oggetto dei giudizi di costituzionalità...” cit., pp. 343 y ss., se 
refiere a las sentencias “sustractivas”, aditivas y sustitutivas. PIZZORUSSO, A., 
“Las sentencias 'manipulativas' ...”, cit., p. 286 y ss., incluye entre las mani- 
pulativas a las sentencias de estimación parcial (para nosotros, sentencias 
interpretativas de estimación en sentido estricto), las aditivas y las sustitu- 
tivas, junto a las “sentencias-delegación”.. Otros autores sólo estudian en 
este grupo las sentencias aditivas y sustitutivas; por ejemplo, COLAPIETRO, C., 
Le sentenze additive e sostitutive..., cit., pp. 12 y ss.; MONTELEONE, G., Giudi- 
zio incidentale..., cit., pp. 123 y ss., recoge entre las sentencias manipulativas 
a las aditivas, sustitutivas e integrativas, pero reconoce que esta última de- 
nominación no se refiere en realidad a sentencias diferentes a las aditivas o 
sustitutivas. RoMBOLI, R., “La tipología...”, cit., pp. 64-65; este autor sitúa a 
las sentencias de estimación parcial (que incluyen lo que nosotros denomi- 
namos “sentencias reductoras”) fuera del grupo de las sentencias 
manipulativas, que sólo comprendería a las aditivas y sustitutivas. En nues- 
tra doctrina, MEDINA, M., en CAAMAÑO DOMÍNGUEZ, F. et alii, Jurisdicción y 
procesos constitucionales, cit., pp. 76-77, agrupa bajo la denominación de 
“sentencias manipuladoras” a las sentencias de inconstitucionalidad par- 
cial, las sentencias aditivas y las sentencias “reconstructivas”. 


De acuerdo con la definición aquí seguida de sentencias manipulativas, no 
cabe sino incluir en este grupo a las sentencias reductoras, ya que declaran 
la inconstitucionalidad de una parte del contenido normativo sin afectar al 
texto. 
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4.3.1 Reductoras 


Entre las sentencias que declaran la inconstitucionalidad de 
una parte del contenido normativo que deriva conjuntamente de 
un texto, sin afectar a éste, el primer y más simple supuesto está 
constituido por aquéllas que, como consecuencia de dicha declara- 
ción de inconstitucionalidad, conllevan una reducción de lz 
“extensión” del contenido normativo. Dicha reducción se produce 
en el ámbito de aplicación del precepto, considerándose así consti- 
tucionalmente inaplicable en alguno de los supuestos en Él 
contemplados genéricamente; o bien en las consecuencias jurídi- 
cas previstas en el propio precepto'*”. El fallo de este tipo de 
sentencias puede adoptar diversas formas, entre las cuales las más 
frecuentes suponen la declaración de inconstitucionalidad del pre- 
cepto "en cuanto incluye”, "en cuanto es aplicable”, o "en la parte 
en que prevé” o "en la parte en que no excluye” su aplicación a 
cierto supuesto, o en general cierta norma (aunque también es 
posible encontrar sentencias materialmente reductoras que adop- 
tan el fallo propio de una sentencia interpretativa desestimatoria*”). 


192. JIMÉNEZ Campo, J., “Qué hacer...”, cit., p. 50, quien por cierto rechaza la cali- 
ficación de “manipuladoras” aplicada a estas sentencias, denomina 
"sentencias reductoras” a las que reducen el ámbito de aplicación del pre- 
cepto, entendiendo por "ámbito de aplicación” los supuestos a los que el 
precepto es aplicable. Para definir el efecto propio de estas sentencias, aquí 
nos referiremos en ocasiones, de forma más genérica, a una reducción en la 
“contenido normativo” o en su "extensión”; desde luego, en la mayoría de 
los casos, la reducción afecta precisamente a los supuestos o al ámbito en el 
que es aplicable la norma contenida en el precepto; pero también podrían 
darse casos en los que lo que se “reduce” o restringe son las consecuencias 
jurídicas previstas en la norma para esos supuestos. 


193. Un ejemplo en este sentido es, a mi juicio, la STC 50/1999, de 6 de abril que, 
pronunciándose sobre ciertos preceptos de la Ley de Régimen Jurídico de las 


Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común que 
establecían la obligatoriedad de traducir ciertos documentos de la lengua 
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Llamaremos a estas decisiones “sentencias reductoras”, aunque 
ya hemos comentado que hay quien prefiere calificarlas como "sen- 
tencias de estimación parcial”, o “sustractivas”. 


En principio, estas decisiones serían, entre las que hemos 
denominado “sentencias manipulativas”, las que menos proble- 
mas plantearían en cuanto a su legitimidad constitucional. Siempre 
que se considere que el Tribunal Constitucional puede enjuiciar la 
constitucionalidad de las normas contenidas en una disposición le- 
gal, y no sólo del texto de la misma, se tenderá a admitir este tipo de 
decisiones. Admitido lo anterior, no deberían plantear excesivos 
problemas en cuanto a la relación entre Tribunal Constitucional y 
legislador, ya que aquí la decisión del Tribunal posee unos efectos 
meramente negativos (o reductores), si bien recae sobre el conte- 
nido normativo. Y, partiendo del mismo presupuesto, tampoco 
deberían provocar conflictos entre Tribunal Constitucional y jue- 
ces ordinarios, ya que si aquél puede pronunciarse también sobre 
normas, podrá declarar la inconstitucionalidad de éstas, que es lo 
que vienen a hacer estas sentencias. En todo caso, me parece que 
la licitud de este medio conlleva dos requisitos más: que la parte 


cooficial autonómica al castellano, cuando hubieran de surtir efectos fuera 
del territorio de la Comunidad Autónoma, declara que los mismos “son cons- 
titucionales interpretados en el sentido de que la obligación de traducir al 
castellano que en los mismos se contiene no se extiende a los documentos, 
expedientes o partes de los mismos que vayan a surtir efectos en otra Comu- 
nidad Autónoma en la que la lengua en la que dichos documentos hayan sido 
redactados tenga también carácter cooficial”. El voto particular de Carles 
Viver afirma que debería haberse pronunciado un fallo de inconstitucionali- 
dad del precepto “en la medida en que impide que los documentos y 
expedientes redactados en una lengua oficial distinta del castellano puedan 
producir efectos en el territorio de otra Comunidad Autónoma que también 
posea esa lengua como oficial”. Se trata, como se ve, de dos posibles formu- 
laciones de la misma afirmación, pero considero preferible la que sugiere el 
voto particular, pues efectivamente se está afirmando la inconstitucionali- 
dad de una parte del contenido normativo complejo del precepto. 
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del contenido normativo declarada inconstitucional no pueda co- 
rresponderse con una parte o inciso concreto del texto (ya que en 
caso contrario lo procedente sería una sentencia de estimación 
parcial respecto a dicho texto); y que dicho contenido normativo 
inconstitucional sea escindible o posea cierta autonomía respecto 
al contenido subsistente, de manera que éste pueda entenderse y 
considerarse existente aun después de la declaración de inconsti- 
tucionalidad, sin necesidad de ser “completado” o precisado por la 
propia sentencia (en caso contrario, lo procedente sería la declara- 
ción de inconstitucionalidad simple). 


Con todo, hay quien ha llegado a afirmar que, cuando un 
texto, considerado desde el punto de vista léxico, produce de ma- 
nera inescindible efectos legítimos e ilegítimos, no es posible salvar 
la parte constitucional y rechazar el resto, pues esto no sería de- 
clarar la inconstitucionalidad, sino modificar la ley; la conclusión 
de esta premisa es que todas las decisiones de la Corte que no se 
limitan a declarar la inconstitucionalidad de partes léxicamente 
individualizadas de la ley, deben considerarse dentro de la catego- 
ría de las sentencias modificativas o textualmente aditivas, 
considerando la modificación como una frase que se añade al tex- 
to, ampliando o reduciendo su contenido normativo!” y, por tanto, 
el rechazo de las sentencias reductoras. 


En mi opinión, en principio ha de considerarse admisible 
que el Tribunal declare la inconstitucionalidad de parte del conte- 
nido normativo, aunque ello no tenga traducción en el texto del 
precepto impugnado. Las sentencias reductoras suelen recaer so- 
bre preceptos que pecan de demasiada generalidad, ambigúedad 
o exceso, y creo que el principio de conservación de la ley, la con- 
veniencia de evitar vacíos innecesarios, e incluso exigencias de 
seguridad jurídica, justifican que se “salve” la parte del contenido 


194. Dunni, G., “L'oggetto dei giudizi di costituzionalitá...”, cit., p. 344. 


Escaneado con CamScanner 


LAS SENTENCIAS INTERPRETATIVAS 215 


normativo conforme a la Constitución. Pero hay que reconocer que 
los problemas y las dudas pueden surgir a la hora de deslindar la 
parte constitucional y la parte inconstitucional de modo tal que 
aquélla pueda existir como tal con cierta independencia del conte- 
nido normativo no conforme a la Constitución. Aunque en la práctica 
la distinción no siempre sea clara, teóricamente es diferente el 
supuesto en que de la disposición D deriva como contenido nor- 
mativo a+b, en cuyo caso el Tribunal puede señalar que >b es 
inconstitucional, de aquel otro en el que el contenido normativo 
agrupa de forma inescindible ab, supuesto en el que no cabría 
afirmar que la disposición D (es decir, la norma ab) es inconstitu- 
cional en cuanto incluye b, porque, en tal caso, sería inconstitucional 
por completo. 


Desde luego, no hay problema en admitir que es imprescin- 
dible acudir a la sentencia para delimitar la parte del contenido 
normativo que es constitucional y la que no lo es (ello es consus- 
tancial a una sentencia reductora, ya que la parte inconstitucional 
no tiene un reflejo en el texto que pudiera ser anulado). Pero en 
ocasiones esta operación se aproxima mucho a una “precisión” o 
incluso alteración en el contenido normativo, de manera que el 
texto deberá entenderse en lo sucesivo en el modo indicado por el 
Tribunal, que viene así a concretar lo que era ambiguo, a detallar 
lo genérico, o a distinguir donde la ley no distinguía. En definitiva, 
hay supuestos en los que es difícil distinguir entre sentencias re- 
ductoras y sentencias aditivas, como tendremos ocasión de ver en 
alguno de los ejemplos que comentaremos a continuación. En todo 
caso, donde dicho límite pueda trazarse y nos encontremos con 
una sentencia reductora, que cumpla los requisitos antes apunta- 
dos, cabe reiterar la idea de que quienes entendemos que el objeto 
del control de constitucionalidad no es sólo el texto, sino también 
la norma, en principio no podemos rechazar su legitimidad. 


Dentro de las sentencias reductoras, se ha distinguido las 
que operan una reducción absoluta, y aquéllas que realizan una 
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reducción relativa: en el primer caso, la norma deja de ser aplica- 
ble, a todos los efectos y de forma definitiva, en alguno o algunos 
de los supuestos contemplados en el precepto; en el supuesto de 
las “reducciones relativas” lo que se produce es una negación de 
la pretensión de aplicación incondicionada que ostentaba la norma 
en determinado supuesto*”, A este grupo pertenecerían las sen- 
tencias que declaran que determinado precepto legal “es de 
aplicación supletoria” en el territorio de una Comunidad Autóno- 
ma, a las que más adelante nos referiremos brevemente; pero 
conviene advertir que no todas que podríamos denominar “sen- 
tencias reductoras del ámbito territorial” operan esa reducción 
relativa, ya que en algunos supuestos la reducción tiene carácter 
absoluto, aunque el “supuesto” o ámbito al que la norma deja de 
aplicarse tiene carácter territorial. 


Las que venimos denominando “sentencias reductoras” no 
han sido infrecuentes en nuestra jurisprudencia constitucional, ni 
desde luego en Italia. La Corte constitucional del Palazzo della 
Consulta las ha utilizado, sobre todo desde la mitad de los años 60; 
anteriormente prefería utilizar sentencias interpretativas de esti- 
mación en sentido estricto, “fingiendo” la existencia de dos 
interpretaciones posibles de una disposición, una de ellas restric- 
tiva y otra extensiva, y declarando la inconstitucionalidad de esta 
última!**. Desde entonces a la actualidad, pueden encontrarse nu- 
merosos casos de sentencias “reductoras”; comentaremos 
brevemente algún supuesto. 


Un ejemplo “típico” y reciente puede encontrarse en una 
sentencia de 1998**, cuyo fallo contiene diversos apartados, pero 


195. JIMÉNEZ CAMPO, J., “Qué hacer...”, cit., pp. 50-51. 
196. En este sentido, ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 297. 
197. Sentencia N.° 324, de 14 de julio de 1998, 
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que simplificando y centrándonos en el aspecto que nos interesa, 
declara la ilegitimidad de diversos preceptos del Código penal (arts. 
222, apartados primero y segundo, y art. 206, apartado primero), 
“en la parte en prevén la aplicación también a los menores de la 
medida de seguridad del internamiento en un hospital psiquiátri- 
co judicial”**. En realidad, los aludidos preceptos prevén esta 
posibilidad en la medida en que no concretan y, por su generali- 
dad, pueden entenderse aplicables también a los menores, 
posibilidad que la Corte estima inconstitucional. Desde este punto 
de vista, dichos preceptos legales pueden desglosarse en dos nor- 
mas: la que prevé la posibilidad de aplicar dicha medida de 
seguridad a mayores de edad, y la que permite su aplicación a 
menores. Sólo la segunda de ellas es inconstitucional, de manera 
que la declaración de inconstitucionalidad “en la parte en que...” 
(que por lo demás no tiene reflejo en el texto) tiene el efecto de 
reducir la extensión del ámbito de aplicación de dicho precepto 


198. Tal es el pronunciamiento referido al artículo 222, 1.* y 2.2. De forma simi- 
lar, la Corte declara la ilegitimidad constitucional del artículo 206.1.*, del 
Código penal, “en la parte en que prevé la posibilidad de disponer el inter- 
namiento provisional también de menores en un hospital psiquiátrico 
judicial”. En cambio, la Corte declara la inconstitucionalidad pura y simple 
del artículo 222.4.%, ya que este artículo señalaba expresamente que las 
disposiciones relativas a la aplicación de la medida de seguridad en cuestión 
eran aplicables también a los menores de catorce años o mayores de catorce 
y menores de dieciocho, absueltos por razones de edad, cuando hubieran 
cometido un delito previsto en la ley encontrándose en condiciones de en- 
fermedad psíquica, intoxicación crónica de alcohol o sustancias 
estupefacientes, o sordomudez. En realidad, la declaración de inconstitucio- 
nalidad “en la parte en que...” recaída sobre los apartados primero y segundo 
de este precepto (a la que nos referimos en el texto), es una consecuencia 
directa de la inconstitucionalidad de este apartado 4.%, ya que, aun después 
de declarar dicha inconstitucionalidad, los apartados 1." y 2.* podrían, debi- 
do a su formulación general, aplicarse también a los menores. Pero a los 
efectos de nuestro análisis, podemos prescindir de esta circunstancia, 
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legal, 5o trata por tanto de una declaración de inconstitucional; 
dad parcial, con la única salvedad de que la misma no afecta a) 
texto, No hay añadido ni alteración distinta a la que supone dicha 
reducción, 


Un supuesto más complejo, que traemos aquí en represen- 
tación de varios que responderían a la misma estructura, podernos 
encontrarlo en una sentencia de 1974'” que declara la ilegitirni- 
dad constitucional del precepto del Código penal que castiga la 
instigación al odio entre clases sociales (art. 415) "en la parte en 
que no especifica que tal instigación debe realizarse de modo peli- 
groso para la tranquilidad pública”. La anterior redacción del 
Código penal de 1888, en el artículo que castigaba dicha instiga- 
ción, contenía expresamente el inciso "de manera peligrosa para 
la tranquilidad pública”, desaparecido en el Código de 1930 al que 
se enfrenta la sentencia que comentamos. La Corte entiende que 
con dicha desaparición se ha extendido /a portata della norma, de 
manera que la misma no excluye la simple actividad dirigida a 
manifestar o a inculcar en otros una ideología política o filosófica 
basada sobre la lucha y el contraste entre las clases sociales. Pero 
esta parte del contenido normativo es contraria al artículo 21 de la 
Constitución (libertad de manifestación del pensamiento), y por lo 
tanto declarada inconstitucional. Desde este punto de vista la sen- 
tencia es reductora, ya que restringe el contenido normativo del 
precepto, o su ámbito de aplicación (los supuestos en los que cabe 
la sanción penal). Pero también podría entenderse que se trata de 
una sentencia aditiva, en cuanto “precisa”, concreta o modifica su 
contenido, y en definitiva “añade” a la norma el inciso que había 
desparecido del Código de 1930, Conceptualmente podría seguir- 
se el mismo esquema de toda sentencia “reductora”: la disposición 
D contiene las normas a+b (o visto de otro modo, es aplicable a los 


199, Sentencia N.° 108, de 5 de abril de 1974. 
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supuestos a y b), de las que sólo bes inconstitucional. Pero en este 
caso, la distinción entre la norma a (que castigaría la instigación al 
odio de modo peligroso para la tranquilidad pública) y la norma p 
(que castigaría la misma actitud realizada de modo no peligroso 
para la tranquilidad pública) parece demasiado forzada, ya que 
ambas parecen formar parte de un contenido normativo inescindi- 
ble, y no sólo desde el punto de vista de la disposición de la que 
deriva. La única justificación que puede encontrarse para realizar 
tal “disección” es que la misma viene exigida por la Constitución, 
si es que se quiere conservar el precepto “en la parte” no discon- 
forme con la Norma fundamental?". 


200. Además de los supuestos comentados en el texto, puede citarse algún ejem- 
plo más, entre otros muchos: la sentencia N.° 27, de 31 de marzo de 1958 
que declaró “la ilegitimidad constitucional de la norma contenida en el artí- 
culo 18 del T.U. de las leyes de seguridad pública (...) en la parte relativa a 
las reuniones no habidas en lugar público, con referencia al artículo 17 de la 
Constitución”. El precepto impugnado preveía la sanción penal de ciertas 
reuniones en supuestos de falta de preaviso, de manera indiferenciada. Como 
la Constitución (art. 17) distingue entre reuniones en lugar público, que 
requieren notificación anticipada a la autoridad, y las demás (incluyendo las 
reuniones en locales abiertos al público), que no requieren aviso previo, la 
ley es inconstitucional en cuanto aplicable a estas últimas. Puede apreciarse 
por tanto que, aunque no exista reflejo en el texto, el precepto legal puede 
desglosarse en dos normas: la que castiga las reuniones sin notificación en 
lugares públicos; la que castiga las reuniones en locales abiertos al público. 
Sólo la segunda norma es inconstitucional, de manera que la declaración de 
ilegitimidad ha de referirse sólo a ella, reduciendo así el contenido normati- 
vo del precepto, sin que exista repercusión en el texto de la ley. Sentencia 
N.°? 40, de 24 de junio de 1958, que, refiriéndose al artículo 26 del T.U. de 26 
de junio de 1954, N.° 1054, que encomienda al Consejo de Estado los recur- 
sos por ilegitimidad de los actos administrativos, declara su ilegitimidad 
constitucional “limitadamente en las 'controversias aduaneras””, en relación 
con el artículo 113.2 de la Constitución; sentencia N.° 26, de 23 de mayo de 
1961, en cuya fundamentación se señala que el artículo 2 del T. U, de las 
leyes de seguridad pública es inconstitucional solamente en cuanto atribuye 
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El Tribunal Constitucional español también ha pronunciado 
varias sentencias reductoras. Uno de los pronunciamientos conte- 
nidos en una de sus primeras sentencias (la que enjuició la 
constitucionalidad de la Ley Orgánica del Estatuto de Centros Es- 


a los Prefectos el poder de emitir ordenanzas sin respeto a los principios del 
ordenarniento jurídico, y cuyo fallo declara la ilegitimidad constitucional de 
dicho artículo “en el sentido y con los límites indicados en la motivación” (se 
trata en realidad de una doppia pronuncia respecto a la sentencia N.° 8, de 
20 de junio de 1956, lo que pone de manifiesto la alternatividad entre am- 
bos tipos de decisiones). Sentencia N.° 63, de 1 de junio de 1966, que declara 
la ilegitimidad constitucional de determinados preceptos del Código civil 
que establecen la prescripción del derecho a determinadas prestaciones sa- 
laríales "limitadarmente en la parte en que consiente que la prescripción del 
derecho a la retribución transcurra durante la relación de trabajo”. Puede 
mencionarse también la sentencia N.° 43, de 10 de febrero de 1997, cuya 
clasificación entre las reductoras o las aditivas es difícil; dicha sentencia 
declara la ilegitimidad constitucional del artículo 8, apartados segundo y 
tercero, de la ley de 15 de diciembre de 1972, N.° 772 (normas para el 
reconocimiento de la objeción de conciencia) "en la parte en que no excluye 
la posibilidad de más de una condena por el delito de quien, fuera de los 
casos de admisión de los beneficios previstos en dicha ley, rechaza, en tiem- 
po de paz, antes de asumirlo, el servicio militar, aduciendo los motivos del 
artículo 1 de la misma ley”. Lo cierto es que dicha ley preveía expresamente 
gue la expiación de la pena impuesta en una primera sentencia exoneraba 
de la prestación de) servicio militar; pero en ocasiones dicha expiación pue- 
de no producirse por motivos previstos en el ordenamiento, y en concreto la 
suspensión condicional de la ejecución (al que también podrían equipararse 
a estos efectos la amnistía impropia, el indulto o la liberación condicional). 
En tales supuestos, no contemplados en la ley, la aplicación de ésta conlleva- 
ría la posibilidad de una segunda condena si persiste la negativa a prestar el 
servicio militar; esta posibilidad es la que elimina la Corte con esta senten- 
cía, que puede considerarse reductora desde el punto de vista en que “reduce” 
la exrensión de la norma penal prevista en la ley, esto es, reduce los supues- 
tos en los que dicha pena es aplicable; pero también podría considerarse 
aditiva (o, en todo caso, se aproxima mucho a este tipo de decisiones), si se 
tiene en cuenta que viene a completar la no previsto en la ley, una omisión o 
laguna de esta en sentido amplio: de acuerdo con la Constitución, la ley 
debería prever la exclusión de condena en estos supuestos. Los ejemplos 
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colares) constituye un buen ejemplo*”. Los preceptos objeto de 
dicho pronunciamiento (arts. 34.3, y 34.3, b) de la mencionada 
Ley Orgánica) establecían un tratamiento del derecho de padres, 
profesores y alumnos a intervenir en el control y gestión, común a 
todos los centros privados, sin distinguir los sostenidos por fondos 
públicos de los que no lo están. El Tribunal Constitucional, consi- 
derando que dicho régimen era insuficiente en el caso de los centros 
sostenidos con fondos públicos, declaró la inconstitucionalidad y 
consiguiente nulidad de dichos preceptos “en cuanto se refieren a 
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, no 
siendo opuestos a la Constitución en cuanto se refieren a centros 
privados no sostenidos con fondos públicos”. Esta sentencia res- 
ponde así al esquema lógico de las sentencias reductoras: los 
preceptos legales que establecen un régimen de intervención de 
padres, profesores y alumnos —cuyo contenido no es necesario 
comentar ahora— en los centros privados, tienen un contenido 
normativo que, por lo que ahora nos interesa puede desglosarse 
en: a) régimen de intervención en centros privados sostenidos con 
fondos públicos; y b) régimen de intervención —que es el mis- 
mo— en centros privados no sostenidos con fondos públicos. De 
estas dos partes, sólo a) es inconstitucional, pero dicha inconstitu- 
cionalidad no se corresponde con ningún inciso o palabra del texto 
legal. La modificación del contenido normativo producida por la 
sentencia es indudablemente por reducción. 


Otro ejemplo diferente de sentencia reductora —al menos 
en apariencia— puede encontrarse en la que se pronunció sobre el 


siguen hasta la actualidad, pudiendo mencionarse entre los más recientes la 
sentencia N.° 436, de 22 de noviembre de 1999, que declara la ilegitimidad 
constitucional de un precepto legal del ordenamiento penitenciario (que ex- 
cluye de ciertos beneficios penitenciarios a quienes se haya revocado una 
medida alternativa) “en la parte en que se refiere a los menores”. 

201. STC 5/1981, de 13 de febrero. 
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artículo 12 de la Ley 35/1980, de 26 de junio, relativa a perns.072 

en favor de los mutilados excombatientes de la zona repub icz- 
na*%. Dicho precepto establecía que las pensiones previstas 27. 
dicha ley “tienen carácter vitalicio y no podrán ser objeto de £ 
bargo, retención, compensación o descuento”. El Tribunal entiente 
que la declaración de inembargabilidad con carácter absoluto y siz 
indicación de cuantía supone un límite desproporcionado e incornz- 
titucional al artículo 24.1 de la Norma fundamental, que conile vz 
el derecho a obtener la ejecución de lo resuelto por jueces y 1 
nales?%; y, en consecuencia, declara que el citado precepto =s 
inconstitucional “en cuanto prohíbe el embargo y la retención ce 
las pensiones de manera incondicionada y al margen ds su cuan- 
tía”. La sentencia considera que la declaración de inembargabiidac 
no debe superar la cuantía correspondiente a un mínimo vital =i 
bien es el legislador quien puede establecer cuál es ese mie, 
teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto. La dem- 
sión del Tribunal restringe o reduce así el ámbito de aplicación 
—O, >, Visto de otro modo, la “extensión” — -ge la norma que declar=- 


YA 
ï 


dar 


precisa o complsta el significado del precepta: de manera equiva— 
lente a la que supondría añadir a la inembargabilidad prevista en 
éste un inciso del siguiente o parecido tenor: ~“... en la cuanta 
correspondiente para asegurar el mínimo vital”*%. 


202. STC 158/1993, de 6 de mayo. 

203. No podemos ahora entrar en detalle —no es necesario para nuestro ana.:- 
sis— en los motivos que llevan al Tribunal a entender que es inconstituciona 
en el caso en examen, la inembargabilidad absoluta de las pensiones; 
conviene recordar que la sentencia cuenta con un voto particular firn 
por tres magistrados. 

204. Además de los ejemplos comentados en el texto, pueden citarse algunos 
otros: la STC 11/1981, de 8 de abril, que, en relación con el artículo 5.11 de: 


ps 
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Como antes apuntábamos, un grupo especial de senten- 
cias reductoras —probablemente el más frecuente en España— 
está compuesto por aquéllas que operan la restricción en el ámbi- 
to territorial de aplicación del precepto legal. Son motivos 


Real Decreto-ley 7/1977 de 4 de marzo, que dispone: que “sólo podrán ser 
elegidos miembros del Comité de huelga trabajadores del propio centro de 
trabajo afectados por el conflicto”, señala que el mismo "no es inconstitucio- 
nal referido a huelgas cuyo ámbito no exceda de un sólo Centro de trabajo, 
pero que lo es, en cambio, cuando las huelgas comprendan varios centros de 
trabajo”. STC 54/1983, de 21 de junio, que, en relación con el artículo 709 
del Código de Justicia Militar, que establece la limitación del embargo de 
haberes o sueldos de los Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Armadas a la 
cuarta parte de sus haberes líquidos, declaró su inconstitucionalidad "en 
cuanto incluye a los alimentos”. La STC 160/1986, de 16 de diciembre, que 
se pronunció sobre el artículo 7.1 de la Ley 40/1979, de 10 de diciembre, de 
Régimen Jurídico de Control de Cambios, que establecía multas y penas de 
privación de libertad en ciertos supuestos (sin revestir carácter orgánico), 
declarando su inconstitucionalidad “en cuanto impone penas de privación 
de libertad”. La STC 113/1989, de 22 de junio, que enjuicia la constitucio- 
nalidad del artículo 22.1 del entonces vigente Texto Refundido de la Ley 
General de Seguridad Social, que establecía que, excepto en dos supuestos, 
las prestaciones de la Seguridad Social no podían ser objeto de cesión total o 
parcial, embargo, retención, compensación o descuento; el Tribunal entien- 
de que la inembargabilidad de dichas pensiones sólo se justifica 
constitucionalmente dentro de los límites cuantitativos que resulten impres- 
cindibles para asegurar el mínimo económico vital, y en consecuencia declara 
la inconstitucionalidad de dicho precepto “en cuanto prohíbe el embargo de 
las prestaciones de la Seguridad Social de manera incondicionada y al mar- 
gen de su cuantía”. La STC 87/1991, de 25 de abril, se enfrenta al artículo 
139 de la Ley de Procedimiento Laboral entonces vigente, que establecía en 
ciertos supuestos la suspensión del plazo para el ejercicio de acciones en 
materia ferroviaria, separándose del régimen general de la prescripción, lo 
que es considerado inconstitucional por el Tribunal por lo que se refiere al 
cómputo de los plazos de prescripción, pero no así en su aplicación a la cadu- 
cidad, por lo que procede a declarar la inconstitucionalidad del precepto “en 
lo que se refiere al cómputo de los plazos de prescripción”. La STC 5/1992, 
de 16 de enero, enjuicia la constitucionalidad del precepto de la Ley de Me- 
didas de Reforma de la Función Pública (art. 32.1, inciso final) que reconocía 
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compotenciales los que explican oste tipo de pronunciamientos, 
que pueden vealizar una reducción absoluta (cuando afirman que 
determinado precepto “no es aplicable” en el territorio de una o 


otectos economicos a los derechos pasivos del marido causados por su mu- 
JOY, UMiSAmonte desde el 1 de enero de 1984; ol TG señala que dicho inciso 
es inconstitucional “en cuanto se entienda aplicable a las solicitudes de pen- 
sión tramitadas y en curso antes de la entrada en vigor de dicha Ley”. La 
STC 2641993, de 22 de julio, es un supuesto curioso, ya que declara la 
inconstitucionalidad del artículo 56, t) de la Loy de Ordenación de la Activi- 
dad Comercial en Aragon “sólo on su conoxión con los apartados a) y b) del 
articulo 39,3%, La STE 146/1994, de Y de mayo, que, en relación con el 
articulo 7,2 de la Loy 20/1989, de 28 de julio, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Visicas y ol Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio (que 
dispone que “Las sanciones pecuniarias serán de cuenta del miembro o miem- 
bros de la unidad familiar que resulten responsables de los hechos que los 
generen, sin perjuicio de la obligación solidaria de todos frente a la Hacien- 
da”), declaro su inconstitucionalidad “en la medida que incluyo las sanciones 
en la obligación solidaria que en el mismo se establece”, La STC 166/1998, 

de 15 de julio, declaro, en relación con el artículo 154.2 de la Ley 39/1988, 
de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, que establecía la 
inejecutabilidad e inembargabilidad de los derechos, fondos, valores “y bie- 
nes en general” de la Hacienda local, declaró la inconstitucionalidad y nulidad 
del inciso “y bienes en general”, “en la medida en que no excluye de la 
inembargabilidad los bienes patrimoniales no afectados a un uso O servicio 
público”, La STC 11/1999, de 11 de febrero, se pronunció sobre el artículo 6 
de la Ley de Disciplina Urbanística de Asturias, que dispone la asunción de 
determinadas competencias del Alcalde en materia de edificación por el 
Consejero de Ordenación del Territorio, en el caso de que aquél no adopte y 
ejecute el Acuerdo de suspensión que paralico las actuaciones de edificacion 
y uso del suelo (a las que se refiere el art, 5) realizadas sin licencia o con 
licencia incursa en nulidad de pleno derecho (y una vez trascurrido un mes 
desde una primera advertencia infructuosa). El fallo de la sentencia, en su 
apartado 21, declara que el artículo 6 de la Loy “os inconstitucional y nulo 
en la medida en que el Acuerdo de suspensión allí previsto se proyecte sobre 
los actos de edificación y uso del suelo (...) realizados con licencia incursa en 
nulidad de pleno derecho...” De esta forma se reducen los supuestos de 
aplicación del precepto impugnado, ya que a partir de la sentencia solo 
será aplicable a los actos de edificación realizados sin licencia, pero no a 
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varias Comunidades Autónomas”), o bien una reducción relativa, 
si señalan que el precepto "es de aplicación supletoria” o “no es de 
aplicación directa” en alguna Comunidad’, Probablemente este 
segundo tipo tenderá a ser mucho menos frecuente tras la nueva 
orientación de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre 
la cláusula de supletoriedad*”, que minimiza prácticamente su 


205. 


206. 


los realizados con licencia nula de pleno derecho. Por su parte, la STC 233/ 
1999, de 16 de diciembre, apartado 11 del fallo, declara la inconstituciona- 
lidad parcial de un precepto de la Ley de Haciendas Locales que no establece 
un límite máximo para los precios públicos, pero dicha inconstitucionalidad 
sólo se predica del precepto “en la medida en que resulta aplicable a los 
precios públicos exigibles por servicios o actividades de solicitud o recep- 
ción obligatoria, de carácter indispensable o prestados en régimen de 
monopolio de hecho o de derecho”. En fin, la STC 181/2000, de 29 de junio, 
declara la inconstitucionalidad y nulidad de un inciso de un apartado del 
Anexo de la Ley de Responsabilidad Civil y Circulación de Vehículos a Motor, 
que establece el baremo de valoración de daños, “en los términos expresa- 
dos en el último fundamento jurídico de la sentencia”, en el que se explica 
que dicha inconstitucionalidad sólo se dispone “en cuanto tales indemniza- 
ciones deban ser aplicadas a aquéllos supuestos en que el daño a las personas, 
determinante de ‘incapacidad temporal”, tenga su causa exclusiva en una 
culpa relevante y, en su caso, judicialmente declarada, imputable al agente 
causante del hecho lesivo”, siendo por contra conforme a la Constitución el 
sistema de tasación de dicho apartado del anexo en los supuestos de daños 
sin culpa, es decir, con base en responsabilidad civil objetiva o por riesgo. 


Entre otras muchas, SSTC 179/1985, de 19 de diciembre (apartado 2); 29/ 
1986, de 20 de febrero (apartado B); 330/1994, de 15 de diciembre (aparta- 
dos 1 y 2); 43/1996, de 14 de marzo (apartado 1); 118/1996, de 27 de junio 
(apartado A), 71); 133/1997, de 16 de julio (apartado 1, a). 


Por ejemplo, SSTC 227/1988, de 29 de noviembre (apartado 1, b) y c); 15/ 
1989, de 26 de enero (apartado 1, b); 133/1990, de 19 de julio (apartado 1); 
100/1991, de 13 de mayo (apartado 2); 330/1994, de 15 de diciembre (apar- 
tados 1 y 2); 43/1996, de 14 de marzo (apartado 1); y 118/1996, de 27 de 
junio (apartado 7). 


, JIMÉNEZ CAMPO, J., "Qué hacer...”, cit., pp. 52-53, y “España. Sobre los lími- 


tes...”, cit., p. 193, expresa sus dudas sobre la reiteración de estos fallos tras 
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utilisacion, pidiendo su interpretación como cláusula atributiv 
de competencias, y por tanto la producción de normas estatales 
meramente supletorias Y. Do esta forma, y por lo que se refiere a 
las loyos estatalos posteriores a la Gonstitución, puede decirse que 

on general, o serán de aplicación directa en las Gomunidados Au 

tonomas (porque esten dentro del ambito competencial del Estado) 

o no serán aplicables ni siquiera con caracter supletorio (si entran 
en el ámbito competencial autonómico), Por lo que se refiere a las 
sentencias que declaran simplemente que un precepto es inapli- 
cable en el territorio de una Comunidad, probablemente deberian 
utilizarse sólo en los supuestos de desigualdad competencial, que 
permitan la aplicación de dicho precepto en aquellas Comunida- 
des que no hayan asumido la competencia en cuestión”, 


la nueva jurisprudencia sobre la suplotoviedad, aunque parece roforitse a 
todos los pronunciamientos que hemos denominado "reductores dol ámbito 
torritorial”, y no sólo a los que declaran que un precepto “es de aplicación 
suplotoria” en el ámbito de una Comunidad Autónoma, En realidad, este 
autor, a posar de la definición que da inicialmente ("Qué hacer", ciè, p. DO) 
parece después considerar que todas las sentencias reductoras del ámbito 
territorial operan una reducción relativa; en mi opinión, ya expuesta on el 
texto, aquéllas que simplemente declaran inaplicable un precepto on una 
Comunidad operan una reducción absoluta del ámbito de aplicación (en con 
croto, del ámbito territorial) ya que, siguiendo la propia definición que da 
Jimena Campo, “la regla deja de ser aplicablo, a todos los ofectos y deliniti- 
vamente, en uno o varios de los supuestos comprendidos, en abstracto, por 
ol enunciado legal”, 


208, Aspecto en el que no podemos detenernos. Como se sabe, dicha nueva orien- 
tación deriva sobre todo do las SSTC 118/1996, de 27 de junio, y 61/1997 
de 20 de marzo, 


209. Un grupo que presenta similitudos con las sontencias a las que nos humos 
referido en el texto, es el formado por aquellas docisionos que declaran que 
un precepto “no tiene carácter básico” o “no os básico”, ya que osta declara 
ción puede conllevar en definitiva una reducción en ol ámbito de aplicación 
del precepto, que no podrá aplicarso en aquellas Comunidades Autónomas 
que tienen asumidas la competencia de desarrollo de las bases ostatalos. LO 
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Se ha sugerido que las aquí llamadas "sentencias reductoras 
de ámbito territorial” sean más un deber que una posibilidad para 
el Tribunal Constitucional, cuando se den las condiciones que las 
mismas requieren”'”. Probablemente ello sea cierto, pero en la 
misma medida podría decirse de buena parte de las sentencias 
reductoras, exigidas por el principio de conservación de la ley, jun- 
to a la necesidad de declarar la inconstitucionalidad de la parte de 
su contenido normativo incompatible con la Constitución. En fin, 
desde luego las sentencias reductoras que inciden en el ámbito 
territorial de las leyes constituyen un supuesto del mayor interés y 
necesitado de un estudio mucho más amplio, que no es aquí posi- 
ble ni necesario para los objetivos del presente trabajo. 


4.3.2 Adítivas 


Se trata de aquellas sentencias manipulativas que, sin incidir 
en el texto de una disposición legal, establecen la inconstituciona- 


que sucede es que, en muchos supuestos, dicha competencia de desarrollo 
corresponderá a todas las Comunidades Autónomas, con lo que el precepto 
será inaplicable en todo el territorio del Estado; al menos en tales casos, creo 
que la consecuencia de la declaración de que "no es básico” un precepto 
aprobado con tal carácter debería ser su inconstitucionalidad y nulidad por 
contradicción con el orden constitucional de competencias. 


Son muy abundantes las sentencias que proceden a realizar esta declaración 
del carácter básico de uno o varios artículos de una ley; a título de muestra 
pueden mencionarse las SSTC 49/1988, de 22 de marzo (apartado 11, C), 
del fallo); 132/1989, de 18 de julio (apartado 41); 214/1989, de 21 de di- 
ciembre (apartado 31); 118/1996, de 27 de junio (apartados A, 2 y 3); 118/ 
1998, de 4 de junio (apartado 11); 50/1999, de 6 de abril (apartado 11, que 
declara que ciertos artículos "no tienen carácter básico, por lo que son con- 
trarios al orden constitucional de competencias”); 233/1999, de 16 de 
diciembre (apartado 4: “(...) no tiene carácter básico, por ser contrario al 
orden constitucional de competencias”). 


210. Jiménez Campo, J., “España. Sobre los límites...”, cit., p. 193. 
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hdad de un precepto, produciendo el efecto de ampliar o extender 


recae en este caso en una norma no expresa, que excluye o impide 
la extensión de la norma; o bien —desde otro punto de vista, o en 
DIOS Supuestos— dicha inconstitucionalidad no recaería sobre la 
disposición ni sobre la norma, sino sobre la omisión o la laguna 


E E 
~ 


La definición ahora expresada se refiere al supuesto más fre- 
cuenie de sentencia aditiva de estimación, que declara la 
incorsumcaionalidad, pero ya hemos apuntado reiteradamente que, 
n ceros casos, podría producirse el mismo efecto extensivo con 
una sentencia interpretativa de desestimación. 


A los problemas más específicos de las sentencias aditivas 
se dedicará el próximo capítulo. Por ello no nos extendemos más 
en este momento. 


4 3.2 Sustirutivas 


El supuesto más complejo y difícil de sentencia manipulati- 
va viene constituido por las llamadas “sentencias sustitutivas”, en 
las que un precepto es declarado parcialmente inconstitucional, al 
tiempo que se dispone que la parte declarada inconstitucional se 
sustituya por otra indicada por el Tribunal. La fórmula usual de 
este tipo de decisiones es la declaración de inconstitucionalidad 
del precepto "en la parte en que” dispone algo en lugar de o “antes 
que” (anziché) otra cosa”*, aunque, como veremos, también es 


211. La mayoría de las definiciones que pueden encontrarse en la doctrina ita- 
liana se refieren a las sentencias sustitutivas en parecidos términos a los 
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posible encontrar sentencias materialmente sustitutivas que adop- 
tan formalmente fallos interpretativos desestimatorios.. 


En realidad, las sentencias sustitutivas se diferencian del 
resto de las sentencias manipulativas en que implican una decla- 
ración de inconstitucionalidad parcial que puede afectar —así 
sucede en la mayor parte de las ocasiones— a una parte del texto 
(aunque también, como es obvio, al contenido normativo derivado 
de ese fragmento textual)?*”. Incluso podría dudarse de la perte- 
nencia de estas sentencias al grupo de las manipulativas, que viene 
definido precisamente porque la declaración de inconstitucionali- 
dad de una parte del contenido normativo derivado conjuntamente 
de una disposición textual, no afecta sin embargo a ésta. Pero creo 
que es preferible considerar que las sentencias sustitutivas son 
una especie “anómala” —aún más— o excepcional de las senten- 
cias manipulativas, ya que su distancia con otro tipo de decisiones 


recogidos en el texto. Pueden verse algunas de estas definiciones, y en ge- 
neral un comentario específico sobre este tipo de sentencias, en ZAGREBELSKY, 
G., La giustizia..., cit., p. 299; CRISAFULLI, V., Lezioni..., cit., p. 406; COLAPIE- 
TRO, C., Le sentenze additive e sostitutive..., cit., pp. 18-19; MONTELLA, M., 
Tipologia..., cit., pp. 99 y ss.; MONTELEONE, G., Giudizio incidentale..., cit., pp. 
127 y ss.; LaNziLLO, R., “Poteri creativi...”, cit., pp. 33-34; PIZZORUSSO, A., 
"Las sentencias 'manipulativas”...”, cit., pp. 292-293; Mopucno, F., “Corolari 
del principio di ‘legittimità costituzionale’ e sentenze 'sostitutive' della Cor- 
te”, en Giurisprudenza costituzionale, 1969, pp. 100 y ss. 


212. Así lo destaca expresamente, por ejemplo, CRISAFULLI, V., Lezioni..., cit., p. 
406, quien afirma que estas sentencias hacen caer un fragmento textual de 
la disposición denunciada y, en este sentido, son verdaderamente senten- 
cias de acogimiento parcial (es decir, respecto a la disposición). En el mismo 
sentido, MONTELLA, M., Tipologia..., p. 99, o COLAPIETRO, C., Le sentenze addi- 
tve... cit, p. 18. En cambio, Mopucno, F., "Corollari del principio...”, cit., p. 
100, al afirmar que estas sentencias mantienen en pie la disposición denun- 
ciada bajo el presupuesto de una modificación del precepto en ella contenido, 
parece dar a entender que la supresión o reducción operada por estas sen- 
tencias actúa sólo en el plano normativo, sin afectar al texto. 
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es mucho mayor, En efecto, y a pesar de operar esta inconsúneaio- 
nalidad parcial sobre el tezto, poco tienen que ver estas sentencia 
con las de acogimiento parcial sobre la disposición, ya que la oge- 
ración más relevante realizada por una sentencia sustitutiva 
precisamente la que sirve para definirla y darle normbre— es la 
sustitución realizada en el contenido normativo del precepto, Des- 
de esta perspectiva, se aprecia su proximidad a los restantes 
sentencias manípulativas, ya que dicha sustitución supone, er 
mayor medida que cualquier otra decisión, una modificación o zl- 
teración del contenido normativo, 


De acuerdo con el esquerna de funcionamiento de estas sen- 
tencias, las mismas realizarían en realidad la misma operación que 
una sentencia aditiva (la adición, añadido o extensión del contení- 
do normativo), 3i bien precedida de la anulación de una parte del 
contenido normativo, Se ha distinguido en las sentencias sustítu- 
tivas un aspecto “ablativo” (profilo ablatorío), que produciría el 
efecto de crear un vacío normativo, acompañado de un aspecto 
reconstructivo (prolilo ricostruttivo) dirigido a llenar dicho vacío; 
la diferencia esencial respecto a las sentencias aditivas estaría en 
que éstas se enfrentan a un vacío ya existente, y por lo tanto sólo 


En realidad, ciste la posibilidad de sentencias sustitutivas que dejen inalte- 
rado el tezto, porque se sustituya una norma derivada de este sin reflejo 
trial, por atra norma, Pero sí esta norma “añadida” puede derivar, en 
relación de alternatividad con la anulada, del mismo texto, entonces lo más 
adecuado será una sentencia interpretativa simple. Y sí no puede derivar 
alternativamente del mismo testo, lo más probable es que en realidad no 
derive de 6l, porque no parece imaginable que de una misma disposición 
deves confuntamonto dos normas distintas e incompatibles entre sí. Con 
todo, no cabe descartar una sentencia sustitutiva de este tipo, en cuyo caso 
la norma “añadida” no derivará de la disposición examinada, sino de otra 
disposición o de la Constitución, De todas formas, parece que el supuesto 
más Irecuente de sentencia sustitutiva implicará la inconstitucionalidad de 
parto del w49, 
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tienen el profilo ricostruttivo”**. Desde el punto de vista de la for- 
mulación de los pronunciamientos, esta apreciación es correcta, 
Con todo, como ya hemos apuntado y tendremos ocasión de ver 
con más detalle, al menos una parte de las sentencias aditivas 
conllevan también un aspecto “ablativo” o de anulación, si bien 
éste recae sobre una norma implícita, pero derivada de la disposi- 
ción impugnada, por la cual se excluye de las consecuencias 
previstas en el precepto a algún supuesto que debería estar inclui- 
do; estas sentencias aditivas procederían también, por tanto, a crear 
un vacío que sería colmado automáticamente. A mi juicio, hay dos 
diferencias entre sentencias aditivas y sustitutivas: la primera, que 
en éstas el aspecto de ablación recae (por lo menos la mayor parte 
de las veces) no sólo en la norma, sino también en parte de la 
disposición, mientras que en las aditivas, caso de existir, siempre 
recaería sobre una norma implícita de exclusión; estas dos carac- 
terísticas de la norma anulada por una sentencia aditiva (el ser 
implícita y excluyente) no se dan en las sentencias sustitutivas. La 
segunda diferencia reside en que mientras en las sentencias aditi- 
vas la parte reconstructiva surge “automáticamente” de la 
anulación de la norma implícita o, si ésta no existe, surge —o pue- 
de surgir— de la interpretación extensiva o analógica del precepto, 
en las sentencias sustitutivas esa parte no siempre deriva necesa- 
riamente del precepto impugnado, ni es consecuencia de la 
anulación de la parte inconstitucional, sino que es normalmente 


213. En este sentido, Ella, L., "Le sentenze additive e la piú recente giurispru- 
denza della Corte costituzionale (ottobre 81-luglio 85)”, en Scritti in onore 
di Vezio Crisafulli, Vol. 1 (“La giustizia costituzionale”), Cedam, Padua, 1985, 
p. 302. La terminología profilo ablatorio-profilo ricostruttivo es utilizada 
por PICARDI, N., “Sentenze ‘integrative’ della Corte costituzionale, en Aspetti 
e tendenze del Diritto costituzionale, Giuffrè, Milán, p. 632, si bien este 
autor reconoce ambos aspectos en lo que el denomina "sentencias integra- 
doras”, grupo que incluye en realidad sentencias aditivas y sustitutivas. 
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Lamentablemente, me parece que las sentencias sustituti- 
vas plantean aún más dudas en cuanto a su legitimidad, que 
obligan a distinguir su funcionamiento en diversos supuestos. Y 
ello porque, como hemos visto, en muchos casos la dimensión re- 
constructiva o creadora de estas sentencias no puede derivar ni 
del precepto legal ni de la declaración de inconstitucionalidad par- 
cial. Desde luego, no deriva del precepto antes de la operación de 
anulación —ya que normalmente viene a decir algo claramente 
diferente a lo que “dice” tras la sentencia—; pero tampoco puede 
derivar del precepto legal una vez se ha suprimido en éste la pala- 
bra o el inciso inconstitucional, ya que tras esta supresión (pero 
antes de la “reconstrucción”) lo más frecuente es que dicho pre- 
cepto quede “mutilado” por la ausencia de dichas palabras, y en 
definitiva carente de sentido gramatical y lógicamente. Y es que, 
en realidad, las operaciones de “ablación” y “reconstrucción”, con- 
ceptualmente separables, se funden en la práctica en una única 
operación de sustitución. Pero esta fusión no debe ocultar la nece- 
sidad de separar conceptualmente ambos momentos, porque el 
segundo (la “"reconstrucción”) sólo será posible si es consecuencia 
del primero (la anulación), o de la parte subsistente del precepto, 
en ambos casos realizando una interpretación conforme a la Cons- 
titución. Si bien no hay nada objetable en la parte de anulación, 


que considera “al menos en líneas generales, plenamente admisible que la 
Corte emita sentencias sustitutivas”. COLAPIETRO, C., Le sentenze additive..., 
cit., p. 67, manifiesta que el recurso a las sentencias aditivas y sustitutivas, 
antes que representar una indebida injerencia en el ámbito legislativo, son 
coherentes con el principio de que la Constitución es vinculante para la Cor- 
te, no sólo en sus normas inmediatamente preceptivas, sino también en las 
programáticas, pronunciándose por la legitimidad de dichas sentencias. 
Mopucno, F., "Corollari del principio...”, cit., p. 102, sostiene que el principio 
de legitimidad constitucional permite a la Corte utilizar los medios para 
garantizar y hacer operante el principio de legalidad, y entre ellos, las sen- 
tencias aditivas y sustitutivas. 
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la “reconstrucción” so encontrará en bastantes ocasiones con e 

problema de que la misma no puede “hacerse derivar” (ni “auto 

maticamente”, ni a travós de una interpretación extensiva o 
analógica) de un precepto mutilado, ni será consecuencia tampoco 
de la propia declaración de inconstitucionalidad. 


En tales casos, la única justificación para dicho añadido podría 
encontrarse en que el mismo viene impuesto por la Constitución o 
sus principios, liste elemento me parece imprescindible a la hora 
de valorar la legitimidad tanto de las sentencias sustitutivas como 
de las aditivas; y, desde luego, la Constitución resulta un elemento 
necesario para saber cómo debe interpretarse el precepto parcial- 
mente “amputado”, o cuáles son los efectos normativos que deben 
derivar de la declaración de inconstitucionalidad parcial. Sin em- 
bargo, el hecho de que al “añadido” sea una consecuencia de la 
Constitución podría no ser suficiente, porque no se puede “forzar” 
el precepto legal para que de él derive lo que no puede derivar 
(porque no está incluido ni excluido, sino que, o bien se dice algo 
incompatible, o bien el precepto ha perdido cualquier sentido lógi- 
co), ni es tampoco consecuencia de la anulación de una parte del 
mismo. Esto sirve también para las sentencias aditivas, pero, con 
frecuencia, el “añadido” podrá derivar en este caso de una inter- 
pretación extensiva o analógica de la ley, o bien de la anulación de 
una norma implícita que excluía dicho añadido. Si la Constitución 
impone “algo” que la ley no dice expresamente, podría suceder 
que ese “algo” derive de la ley correctamente interpretada —a la 
luz de la propia Constitución—, o bien de la anulación de una ex- 
clusión de ella derivada. Incluso si la ley excluye expresamente lo 
que la Constitución exige, en muchos casos será posible conservar 
la parte restante de la ley, tras la anulación del inciso de exclusión 
expresa. Pero si la Constitución exige “algo” y el precepto legal 
dice "otra cosa” incompatible, la solución inevitable parece, en 
muchos casos, la anulación de tal precepto legal, sin perjuicio de 
indicar las consecuencias que derivan directamente de la Consti- 
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ución. No cabe descartar que, en algún supuesto, pueda servir 
una anulación parcial, interpretando de acuerdo con la Constitu- 
ción la parte restante, o incluso anulando la norma implícita que 
impida la realización de las exigencias constitucionales; pero para 
ello esa “parte restante” ha de conservar un sentido lógico y gra- 
matical, capaz de generar una norma. Si ello no sucede, la solución 
de la inconstitucionalidad parcial no es posible, porque no parece 
que sea correcto “mutilar” el precepto y luego reconstruirlo según 
resulte conveniente. La Constitución permite la anulación de par- 
te de una disposición o de una norma de ella derivada, y a 
continuación su interpretación conforme, pero no convertir la fun- 
ción de anulación en una función positiva. En suma, aunque es 
posible que existan supuestos admisibles de sentencia sustitutiva, 
lo más frecuente será que su uso suponga un exceso en las funcio- 
nes que corresponden al Tribunal Constitucional. 


De manera que, para una valoración más precisa de la legi- 
timidad de este tipo de sentencias, es preciso distinguir diversos 
supuestos. En este sentido, estamos de acuerdo con la distinción 
que realiza LANzILLO**” entre: a) los casos en los que la disposición 
sustitutiva no es sino la enunciación de los efectos que inevitable- 
mente el intérprete habría debido deducir de la declaración de 
ilegitimidad, en base a la lógica del sistema (entre los que conside- 
ro incluidos aquéllos en los que la adición puede derivar de la 
correcta interpretación del precepto, tras dicha declaración de in- 
constitucionalidad parcial); estos supuestos estarían dentro de la 
función que corresponde al Tribunal, pero me parece que serán los 
menos frecuentes; y b) los casos en los que la Corte introduce 
reglas del todo nuevas y diversas, en los que la Corte sobrepasa los 
límites de sus poderes (en mi opinión, también estamos en este 
segundo caso cuando esas reglas puedan derivar de la Constitu- 


217. LANZILLO, R., “Poteri creativi...”, cit., p. 34. 
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ción, pero no del precepto impugnado, según queda tras la decla- 
ración de inconstitucionalidad)?”*. 


En Italia, si bien las sentencias sustitutivas han sido mucho 
menos frecuentes que las aditivas, no puede considerarse que sean 
un supuesto excepcional?**?. Uno de los ejemplos más conocidos es 
la sentencia de 1969 que se pronunció sobre la constitucionalidad 
del artículo 313.31 del Código penal??”. Este precepto subordinaba 
el ejercicio de la acción penal por el delito de vilipendio a la Corte 
constitucional a la autorización del Ministerio de Gracia y Justicia. 
La Corte considera que la exigencia de dicha autorización contra- 
dice la necesaria independencia de la Corte, y que el precepto 
impugnado está viciado de ilegitimidad constitucional por contraste 


218. Otra distinción que trata de separar los supuestos legítimos e ilegítimos de 
sentencias sustitutivas, aunque más compleja, y encaminada a justificar la 
mayor parte de estas sentencias, es la propuesta por MONTELEONE, G., G/udi- 
zio incidentale..., cit., pp. 127 y ss., quien establece tres supuestos distintos: 
1) los supuestos en los que la parte reconstructiva simplemente repite sinté- 
ticamente los motivos que han llevado a la Corte a la declaración de 
inconstitucionalidad, en los que el término anziché equivale a un perché 
(que son legítimos); 2) los casos en los que la parte reconstructiva contiene 
la indicación de un precepto jurídico, pero ya vigente en el Ordenamiento, y 
conforme a la Constitución (también legítimos) y 3) los supuestos en los que 
la Corte emana una normativa ex novo aplicable, obteniéndola por analogía 
de los supuestos regulados en otras leyes que no eran objeto de su examen 
directo. Para MONTELEONE, sólo este tercer grupo es ilegítimo 


219. COLAPIETRO, C., Le sentenze additve..., cit., pp. 71-72, ofrece datos cuantita- 
tivos correspondientes al período 1980-1988 (en el que algunos autores 
habían comenzado a hablar de “crisis” de las sentencias aditivas y sustituti- 
vas). Por lo que se refiere a estas últimas, sumando los pronunciamientos 
sustitutivos encontrados por el autor en los nueve años considerados, apa- 
recen un total de 34 (una media de 3,7 por año y un 6,92% del total de 
pronunciamientos de acogimiento en el período considerado). Creo que los 
pronunciamientos sustitutivos no pueden considerarse excepcionales. 


220. Sentencia N.* 15, de 12 de febrero de 1969. 
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con normas y principios deducibles de varias disposiciones consti- 
tucionales (aunque sin contradecir directamente una de ellas 
aisladamente considerada); de manera que la autorización debería 
corresponder a la propia Corte, y falla declarando "la ilegitimidad 
constitucional del artículo 313, apartado tercero, del Código pe- 
nal, en los límites en que atribuye el poder de dar la autorización 
para proceder por el delito de vilipendio de la Corte constitucional 
al Ministro de Gracia y Justicia en lugar de (anziché) a la misma 
Corte”. 


Pueden apreciarse en esta sentencia los dos momentos lógi- 
cos de todo pronunciamiento sustitutivo: el aspecto ablativo o 
anulatorio (es inconstitucional la norma que exige que el Ministro 
de Gracia y Justicia dé la autorización para proceder por el delito 
de vilipendio a la Corte), y el aspecto reconstructivo (la autoriza- 
ción para proceder debe concederla la propia Corte). En mi opinión, 
la parte reconstructiva sólo sería legítima si, además de venir exi- 
gida por la Constitución, puede interpretarse que es una 
consecuencia de la declaración de inconstitucionalidad de la nor- 
ma anulada, o bien puede derivar del precepto impugnado, una 
vez ha sido anulada su parte inconstitucional. Tras dicha “ampu- 
tación” el precepto quedaría incompleto, ya que exigiría una 
autorización para proceder, sin indicar quién debe concederla (pues- 
to que la única parte inconstitucional es la necesidad de que el 
Ministro conceda la autorización). Pero no parece que ese vacío 
deba llenarse en uno u otro sentido, como consecuencia de la de- 
claración de inconstitucionalidad parcial. Y en rigor, tampoco de 
las exigencias constitucionales deriva necesariamente que sea la 
propia Corte quien deba conceder la autorización, pues su inde- 
pendencia puede quedar preservada desde el momento en que se 
anule la necesidad de autorización por un órgano del Poder Ejecu- 
tivo. El único argumento que podría apoyar le exigencia de 
autorización por la propia Corte es la analogía con el mismo delito 
cometido contra la Asamblea, supuesto para el que el Código pe- 
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nal exigía la autorización de la propia Asamblea. Pero me parece 
que, no derivando la autorización de la Corte de la Constitución, ni 
siendo consecuencia de la anulación ni de la parte subsistente de) 
precepto, la solución más correcta habría sido la declaración de 
inconstitucionalidad de toda la parte del precepto que exige una 
autorización, porque no se puede forzar al precepto impugnado a 
que establezca algo que no es capaz de establecer, ni siquiera tras 
la eliminación de la parte incompatible con ello?””. 


221. Sin embargo, un relevante comentarista de la sentencia, MODUGNO, F., en 
“Corollari del principio...”, cit., pp. 102 y ss., mantiene una posición diferen- 
te a la aquí defendida, afirmando que es posible desglosar la disposición 
impugnada en una serie de normas, entre las cuales la Corte señala las que 
han de invalidarse y las que deben mantenerse íntegras. Frente a la elección 
política del legislador, de castigar el vilipendio a la Corte constitucional (art. 
290 C.P.), y de condicionar el ejercicio de la acción penal a la autorización, 
en unos casos (vilipendio contra la Asamblea) de la Asamblea misma, y en 
otros (vilipendio contra la Corte), al Ministro de Gracia y Justicia, sólo ha 
entendido ilegítima la norma que atribuye la autorización al Ministro, pero 
no la norma según la que la autorización es necesaria en todos los casos del 
artículo 290. Por ello resulta necesario que alguien distinto al Ministro con- 
ceda la correspondiente autorización: de acuerdo con la disciplina prevista 
en el artículo 313.21 C.P., dicho poder se concede a la Asamblea y, residual- 
mente, al Ministro. Pero la razón por la que es ilegítima la autorización del 
Ministro, valdría también para la Asamblea. Por ello, si se identifica el obje- 
to del pronunciamiento de invalidez con la norma que “atribuye el poder de 
dar la autorización para proceder por el delito de vilipendio de la Corte cons- 
titucional al Ministro de Gracia y Justicia, antes que a la misma Corte”, pero 
no también la norma que subordina la acción penal a autorización, el único 
modo para respetar esta última norma sin caer en la ilegitimidad constitu- 
cional es conceder la autorización a la propia Corte. 


A mi modo de ver, esta argumentación es discutible. En primer lugar, no 
parece que la Constitución exija la autorización para proceder, sino que más 
bien esta norma se trata de conservar para respetar en la obra del legislador 
en toda la parte que no sea estrictamente inconstitucional. Pero no está 
claro que sea más respetuoso con la ley la sustitución de una autorización 
por otra, que la supresión de toda autorización, y al menos en este último 
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Otra sentencia sustitutiva que podemos comentar se refirió 
al precepto penal que castigaba al militar que rechazara el servicio 
militar por motivos de conciencia, con una pena de dos a cuatro 
años***, El contraste de este precepto con la Constitución se pro- 
duce en relación al principio de igualdad, ya que la sanción penal 
por el delito equiparable cometido por quien, faltando a la llama- 
da, rechaza el mismo servicio militar sin motivo alguno o por 
motivos fútiles es de seis meses a dos años. La Corte declaró la 
ilegitimidad constitucional del precepto que castigaba la negativa 
del militar a prestar el servicio por razones de conciencia "en la 
parte en que” determina la pena "en la medida mínima de dos 
años antes que de seis meses, y en la medida máxima de cuatro 
años antes que de dos años”. Es decir, la Corte sustituye la pena de 
dos a cuatro años, por la de seis meses a dos años. 


En este caso está clara la exigencia constitucional de que el 
delito considerado no tenga una pena mayor que el delito a él equi- 
parable. También se ha destacado que implícita en esta 
jurisprudencia está la idea de que reducir la sanción penal signifi- 
ca simplemente suprimir una parte del contenido normativo 


caso toda la modificación es de carácter negativo. Pienso que debería decla- 
rarse la inconstitucionalidad del conjunto normativo que exige autorización 
para proceder, y que encomienda su concesión al Ministro. Pero aun si se 
considerase que debe respetarse la norma que exige la autorización, la “in- 
tegración” del precepto “mutilado” no debería realizarse por la propia 
sentencia (repetimos: salvo que sea consecuencia de la anulación o derive 
del propio precepto). El propio MoDuGNo parece reconocer que la atribución 
a la Corte del poder de autorizar se realiza porque es el único remedio para 
mantener la norma que exige la autorización; sólo la analogía con el delito 
de vilipendio a la Asamblea sustentaría la autorización de la Corte; pero 
constitucionalmente caben otras opciones y otras interpretaciones posibles 
del precepto, ya que la única exigencia constitucional es que no sea necesa- 
rio para proceder por dicho delito la autorización de un órgano del Ejecutivo, 
222. Sentencia N.° 409, de 6 de julio de 1989. 
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existente (la cantidad de la pena), mientras que aumentarla signi- 
ficaría añadir algo a la ley, y por tanto sustituir al legislador””*. 
Pero para justificar la sentencia, sería preciso, una vez más, des- 
glosar los dos momentos conceptualmente separables: en el 
momento ablativo, son suprimidos los dos límites temporales que 
enmarcan la pena; en el momento reconstructivo, se establecen 
unos límites temporales nuevos. Tras el primer momento, el pre- 
cepto queda sin sentido, al establecer una pena cuya duración queda 
indeterminada; ello equivale en realidad a suprimir la pena para 
ese delito. A partir de ahí, el segundo momento no encuentra jus- 
tificación, porque la nueva pena establecida no es consecuencia de 
la anulación de la anterior, ni del precepto verdaderamente “muti- 
lado”, sino de la analogía con otro precepto. Y, si bien es cierto que 
la igualdad derivada de la Constitución puede exigir que se casti- 
gue el delito contemplado con la misma pena, lo que no puede 
“conseguir” es un "imposible gramatical”, como es que ese casti- 
go proceda precisamente de un precepto cuyo texto*?* acaba de ser 
mutilado, hasta el punto de establecer una pena sin límites tem- 
porales. La Corte justifica su decisión afirmando que, al equiparar 
la sanción penal con la prevista para el otro delito, no hace sino 
“realizar” (attuare), también para el delito objeto de enjuiciamien- 
to, la valoración (libre) que el legislador opera en relación al desvalor 


223. Así lo señalan OnIDA, V./D'Amıco, M., 1 giudizio di costituzionalità delle leg- 
Ob... cit., p. 283. 


224. Alguien podría objetar que este pronunciamiento no anula el fragmento tex- 
tual, sino la norma de él derivada, que se sustituye por otra sin que resulte 
afectada la disposición. Pero me parece que eso implicaría “retorcer” mucho 
más allá de lo razonable una disposición, de manera que habría que inter- 
pretar que donde dice “dos años” debe entenderse que dice “seis meses”, Y 
donde dice “cuatro años” se debe entender como “dos años”. Por ello me 
parece que la única forma de entender esta sentencia es partiendo de que la 
parte anulatoria de la misma afecta a los correspondientes incisos textuales. 
que al menos momentáneamente “desaparecen” hasta sus sustitución. 
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de un hecho análogo. Pero, en mi opinión, si esa “realización” no 
puede derivar del precepto enjuiciado (interpretado a la luz de la 
Constitución, anulado parcialmente en su texto, o en cualquier 
parte de la o las normas que de él deriven, pero no simplemente 
mutilado y luego “reconstruido” añadiendo lo que el precepto es 
incapaz de establecer), no procede sino declarar su inconstitucio- 
nalidad y deferir al legislador dicha “realización”**. 


En la jurisprudencia constitucional española apenas pueden 
encontrarse ejemplos de sentencias sustitutivas. Un supuesto que 
quizá podría encuadrarse en este grupo es el pronunciamiento de 
1988 recaído sobre el artículo 7.4 de la Ley del Fondo de Compen- 


225. En fin, otro si puesto parecido puede encontrase en la sentencia N.° 92 de 
1996, que declara la ilegitimidad constitucional de un artículo "en la parte 
en que” castija el hecho previsto “con la pena de arresto hasta seis meses y 
multa de 100.000 a 1.000.000 de liras, antes que con la sanción administra- 
tiva pecuniaria de 200.000 a 2.000.000 de liras”. 


Otro supuestc curioso es el resuelto por la sentencia N.° 149 de 1995, que 
declara la ilegitimidad constitucional del artículo 251, 2, del Código de pro- 
cedimiento criminal: a) en la parte en que prevé que el juez instructor 
“advierta al testigo sobre la importancia religiosa, si es creyente, y moral del 
juramento...”,'en lugar de establecer que el juez instructor “advierta al tes- 
tigo de la obligación de decir la verdad...”; b) en la parte en que prevé que el 
juez instructor lea la fórmula: “Consciente de la responsabilidad que con el 
juramento asume ante Dios, si es creyente, y ante los hombres, jura decir la 
verdad, y nada mas que la verdad”, en lugar de establecer que el juez ins- 
tructor lo invite a expresar la siguiente declaración: “Consciente de la 
responsabilidad moral y jurídica que asumo con mi declaración, me compro- 
meto a decir toda la verdad y a no esconder nada de cuanto conozco”. 


Otros ejemplos de sentencias sustitutivas de la Corte constitucional italiana: 
sentencia N.° 38/1969; N.° 19/1970; 34/1970; 168/1972; 10/1973; 11/1973; 
15/1977; 86/1977; 202/1977; 155/1980; 137/1984; 215/1987; 182/1988 
(citados por ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 299). Una relación com- 
pleta de las emanadas entre 1980 y 1988, en CoLapierro, C., Le sentenze 
additive..., cit., pp. 71-72, notas a pie N.° 7 a 14-bis. 
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sación Interterritorial entonces vigente**. Dicho artículo ex:ig:= 
para la sustitución de proyectos integrados en el Fondo (en ciertos 
supuestos que ahora no interesan), la aprobación “por el Conse;c 
de Gobierno de la correspondiente Comunidad Autónoma”, cuan- 
do el proyecto correspondiera a una competencia propia de la 
Comunidad Autónoma. El Tribunal entiende que, precisamente 2l 
referirse a materias objeto de las competencias propias autonómi- 
cas, es inconstitucional que la ley determine qué órganos 
autonómicos han de llevar a cabo y aprobar los acuerdos corres- 
pondientes, y declara que “es inconstitucional la referencia 
contenida en el artículo 7.4 de la Ley que se impugna, al "Consejo 
de Gobierno de la correspondiente Comunidad Autónoma”, debien- 
do entenderse el mandato legal referido a la Comunidad Autónoma, 


sin previsión de órgano concreto alguno de la misma”. 


Formalmente, este pronunciamiento viene a contener los 
elementos propios de una sentencia sustitutiva: es inconstitucio- 
nal la referencia al Consejo de Gobierno, en lugar de (“debiendo 
entenderse”, dice el Tribunal), a la Comunidad Autónoma (sin es- 
pecificación de órgano concreto). Desde este punto de vista, l 
parte anulatoria (la referencia al Consejo de Gobierno) daaa e 
precepto sin especificación alguna sobre quién debe proceder a 1 
aprobación; pero ello sería igualmente inconstitucional, porgue 
parece ser que la Constitución exige la aprobación por algún org 
no autonómico (ya que hablamos de competencias propias 
autonómicas). Ahora bien, en este caso quizá podría salvarse la 
parte no declarada inconstitucional, siempre que se interprete de 
acuerdo con la Constitución. Si, tras la intervención anulatornia o 
negativa, el texto legal queda redactado estableciendo que la sus- 
titución de proyectos debe ser aprobada “[parte anulada] cuando 
dicho proyecto corresponda a una competencia transferida a esa 


i D 7 


fu 


226. STC 183/1988, de 13 de octubre, apartado 1 del fallo. 
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comunidad Autónoma”, dicha redacción sólo puede interpretarse, 
de acuerdo con la Constitución, en el sentido de que la aprobación 
ha de corresponder a un órgano autonómico. El Tribunal podía 
haber procedido a la anulación del inciso —el texto subsistente al 
menos tiene sentido gramaticalmente—, indicando cómo había de 
interpretarse el precepto sin la parte anulada. En realidad, lo que 
viene a hacer es aproximadamente eso, pero con otra fórmula. 


Pero aún quedarían otras dos posibilidades. La primera, 
mucho más sencilla desde el punto de vista textual, sería la anula- 
ción del inciso “el Consejo de Gobierno de”, que habría dejado el 
texto resultante exigiendo la aprobación “por [parte omitida] la 
correspondiente Comunidad Autónoma”, que es exactamente el 
objetivo al que la sentencia pretendía llegar. Con todo, hay que 
reconocer que, en tal caso, la sentencia, de acogimiento parcial 
respecto al texto, sería aditiva o “extensiva” respecto a la norma. 
La segunda posibilidad es un pronunciamiento que declarase la 
inconstitucionalidad del artículo “en cuanto excluye” la posibili- 
dad de aprobación por otros órganos autonómicos; ésta es la fórmula 
típica de una sentencia aditiva. 


Otro ejemplo que podríamos apuntar se encuentra en la sen- 
tencia que se pronunció sobre determinados artículos de la Ley 
catalana del Consejo Asesor de RTVE en Cataluña. Uno de los apar- 
tados de su fallo contiene un pronunciamiento de carácter 
formalmente interpretativo desestimatorio, en el que el Tribunal 
declara “que el apartado h) del artículo 3 no es inconstitucional, 
entendiéndose que su referencia al artículo 2 de la Ley impugnada 
se hace al artículo 4 de la Ley 4/1980 del Estatuto de la Radio y la 
Televisión”??”. La explicación de este pronunciamiento se encuen- 
tra en que la misma sentencia declaró inconstitucional el artículo 


227. STC 10/1982, de 23 de marzo, apartado C) del fallo. 
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2 de la Ley catalana impugnada, que contenía los principios gene 
rales inspiradores de la actividad del Consejo Asesor de RTVE ex, 
Cataluña, al entender que no correspondía a la Comunidad Autó- 
noma catalana determinar estos principios; los cuales estaban ya 
establecidos con carácter general en el artículo 4 del Estatuto de la 
Radio y Televisión, válido para el conjunto del Ente público. Pues 
bien, como consecuencia de esta declaración de inconstitucionali- 
dad, la referencia que otro precepto de la Ley (el artículo 3, b) 
hacía a dichos principios del artículo 2 de la misma, debe enten- 
derse realizada al artículo 4 del Estatuto de RTVE. 


Materialmente, esta sustitución no implicaba un cambio de 
importancia, ya que la Ley catalana reproducía en esencia los prin- 
cipios establecidos en el Estatuto del Ente público, o bien recogía 
otros deducidos del Ordenamiento***, Pero no cabe duda de que la 
sentencia, bajo esa forma desestimatoria, posee ese carácter sus- 
titutivo, ya que donde antes la Ley catalana del Consejo Asesor se 
remitía al artículo 2 de esa misma Ley, a partir de la sentencia se 
refiere al artículo 4 de la Ley estatal que aprobó el Estatuto de la 
Radio y la Televisión (lo cual tiene implicaciones competenciales 
de importancia). Si bien en este caso podría encontrarse una cierta 
justificación a esta decisión, ya que, tras la nulidad del artículo 2 
de la Ley catalana, la interpretación sistemática de la misma im- 
pedía mantener cualquier remisión a dicho artículo; y esa misma 
interpretación sistemática y conforme a la Constitución explica que 
cualquier remisión de la misma a los principios generales aplica- 
bles debiera entenderse realizada a aquel precepto que los regula 
(y al que constitucionalmente corresponde hacerlo). Ahora bien, 
formalmente hubiera sido quizá más adecuado declarar simple- 
mente la inconstitucionalidad de la referencia al artículo 2 de la 


228. Véase f.j. 8 de la STC 10/1982, de 23 de marzo. 
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ley catalana (declarado inconstitucional), ya que la interpretación 
sistemática y constitucional hace aplicables en todo caso los prin- 
cipios generales contenidos en la Ley estatal. 


Un supuesto más complejo, que formalmente adoptó un pro- 
nunciamiento interpretativo desestimatorio, se encuentra en la 
sentencia 56 de 1990, que se pronunció sobre diversos preceptos 
de la L.O.P.J., y que comentamos aquí porque contiene aparente- 
mente una parte materialmente sustitutiva. En lo que ahora 
interesa, la sentencia valora la constitucionalidad del artículo 171.4 
L.O.P.J., que permite al Ministerio de Justicia instar al Consejo 
General del Poder Judicial a que ordene la inspección de cualquier 
Juzgado o Tribunal. El apartado 1, b) de su fallo declara que dicho 
artículo no es inconstitucional “interpretado en el sentido del fun- 
damento jurídico 13.b)”. Dicho fundamento jurídico señala que 
esa facultad sólo corresponderá al Ministerio de Justicia respecto 
de aquellas Comunidades Autónomas cuyos estatutos no incluyan 
una cláusula subrogatoria en relación con las facultades que la 
L.O.P.J. reserve al Gobierno; en cambio, respecto a las Comunida- 
des que sí contengan esas cláusulas subrogatorias, “corresponderá 
tal facultad de instar la inspección solamente a las instituciones 
autonómicas, excluyendo en estos casos la acción del Ministerio de 
Justicia”?*, 


Estamos, por tanto, ante un pronunciamiento complejo y ati- 
pico. Formalmente tiene carácter interpretativo desestimatonio, 
como hemos visto. Pero realmente contiene una parte reductora y 
una sustitutiva: la parte reductora es la que señala que la compe- 
tencia que la L.O.P.J. encomienda con carácter general al Ministerio 
de Justicia sólo es aplicable en las Comunidades Autónomas sin 
competencias en la materia; la parte sustitutiva se refiere a las 


229, STC 56/1990, de 29 de marzo, f.j. 12, b), in fine. 
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restantes Comunidades Autónomas, para las cuales la sentencia 
“sustituye” la mención de la ley al "Ministerio de Justicia”, por la 
referencia a las "instituciones autonómicas” (que se concretará 
según lo dispuesto en cada Estatuto). En todo caso, esta sentencia 
parece encontrar su justificación precisamente en una interpreta- 
ción conjunta de la L.O.P.J. y los Estatutos de Autonomía, siempre 
a la luz de la distribución constitucional de competencias. En rea- 
lidad, lo que viene a hacer el Tribunal es reducir el ámbito territorial 
de aplicación de ese precepto de la L.O.P.J. —lo que creo debía 
haber señalado expresamente en el fallo—, por lo que la parte 
“sustitutiva” deriva simplemente de la aplicación en esas Comu- 
nidades Autónomas de sus Estatutos, con lo que esta sentencia no 
puede equipararse sin más a las sentencias sustitutivas en el sen- 
tido que aquí hemos explicado. 


En fin, creo que todo lo expuesto pone de manifiesto, ade- 
más de la complejidad que entrañan las sentencias sustitutivas, la 
posibilidad de que las mismas adopten formalmente un pronun- 
ciamiento desestimatorio; y, sobre todo, la dificultad para encontrar 
ejemplos de estas decisiones que puedan encuadrarse en las fun- 
ciones propias del juez de la constitucionalidad de la ley. Incluso 
en algunos casos que parecen tener una más clara justificación 
constitucional, casi siempre puede encontrarse un pronunciamiento 
que hubiera resuelto la situación de modo más adecuado. En ge- 
neral, estas sentencias representan el intento extremo de realizar 
de manera inmediata los mandatos constitucionales, salvando en 
parte la constitucionalidad de un texto legal para evitar el vacío 
que de otro modo se produciría; pero todo ello, sin duda un objeti- 
vo muy loable, no puede conseguirse en muchos supuestos sino a 
costa de intentar que precisamente de ese precepto legal derive la 
norma exigida por la Constitución, cuando en realidad su texto es 
incapaz de generar esa norma. 
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5. CONCLUSIONES 


Toda sentencia interpretativa supone la afirmación, explíci- 
ta o implícita, de la inconstitucionalidad parcial de un precepto, 
que sin embargo no afecta a su texto. Estas decisiones se enfren- 
tan a una disposición de la que derivan conjunta o alternativarnente 
varias normas, alguna de las cuales es inconstitucional. El dato de 
que el fallo de una sentencia interpretativa sea formalmente esti- 
matorio o desestimatorio no altera esta idea común a todas ellas, 
De hecho, en gran parte de los casos el pronunciamiento de acogí- 
miento y el de rechazo son plenamente intercambiables para llegar 
a la misma afirmación. Por ello creo que la distinción de más rele- 
vancia entre las sentencias interpretativas —desde el punto de 
vista material— no se produce entre las desestimatorias y las de 
estimación, sino entre las que se pronuncian sobre disposiciones 
de las que derivan alternativamente varias interpretaciones, y las 
que se enfrentan a textos de los que se deduce un contenido que 
comprende conjuntamente varias normas”, 


Comenzando por las sentencias interpretativas que se pro- 
nuncian sobre interpretaciones o normas derivadas alternativamente 
del mismo texto, la posibilidad de intercambiar un fallo formal- 
mente desestimatorio y uno de estimación parcial es total. Si de 
una disposición D derivan alternativamente las interpretaciones 
(normas) A y B, siendo sólo B inconstitucional, existen cuatro for- 
mulaciones para expresar dicha situación: 


1) La disposición D es constitucional si se interpreta en el 
sentido A. 


230. A pesar de lo cual hemos preferido en este capítulo partir de la distinción 
entre sentencias interpretativas de desestimación y de estimación, porque 
aparte de ser la más tradicional, es la más simple y evidente, al tiempo que 
la más “clara” y “segura”, ya que no presenta duda alguna, 
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2) La disposición D es constitucional sí no $0 ÍMtorprota or, 
sentido B. 

3) La disposición D es inconstitucional si se interpreta Or o) 
sentido B. 

4) La disposición D es inconstitucional si no se interpreta en 
el sentido A, 

De estas cuatro formulaciones, considero preferible la indi- 
cada en tercer lugar (frente a la primera, que es la más frecuente- 
mente utilizada por nuestro Tribunal Constitucional). Y ello por 
varios motivos. Primero, porque de la disposición deriva una nor- 
ma inconstitucional, de manera que el precepto es parcialmente 
inconstitucional, y razones de seguridad jurídica aconsejan que así 
se afirme expresamente. Segundo, porque dicha formulación des- 
peja cualquier duda sobre los efectos de la sentencia en relación 
con la interpretación declarada inconstitucional y nula, en cuanto 
que dichos efectos serán los propios de un pronunciamiento esti- 
matorio. Y, si bien hemos visto que en líneas generales no hay 
grandes diferencias en este aspecto entre las sentencias estimato- 
rias y las desestimatorias, ya que ambas poseen efectos generales 
y vinculan a todos los poderes públicos, el pronunciamiento esti- 
matorio permite apreciar con mayor claridad algunos de estos efec- 
tos, como la retroactividad (en el marco previsto en la L.O.T.C.) y 
el efecto de cosa juzgada, que respecto a esa interpretación decla- 
rada inconstitucional y nula es claro, en cuanto que la misma es 
expulsada del ordenamiento. Y tercero, porque al rechazarse ex- 
presamente la interpretación considerada inconstitucional (en lu- 
gar de acoger la interpretación constitucional), el Tribunal evita 
rechazar implícitamente otras eventuales interpretaciones no con- 
sideradas en el proceso, o que podrían surgir en el futuro (que 
serían las normas C, D, etc.), y que podrían ser plenamente con- 
formes con la Constitución. 


Por lo que se refiere a las sentencias interpretativas que se 
pronuncian sobre normas derivadas conjuntamente de una dispo- 
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sición, en general deben adoptar un pronunciamiento de estima- 
ción parcial, que declare la inconstitucionalidad de aquella norma 
contraria a la Constitución que necesariamente deriva de la dispo- 
sición examinada. Se trata de las que aquí hemos denominado 
sentencias “manipulativas”, que pueden producir: a) efectos re- 
ductores, si como consecuencia de la inconstitucionalidad parcial 
se restringen los supuestos de aplicación o las consecuencias jurí- 
dicas del precepto (declaración de inconstitucionalidad "en la parte 
en que prevé”, o “en cuanto incluye”...); b) efectos aditivos, si la 
inconstitucionalidad de parte del contenido normativo provoca sin 
embargo una extensión de los supuestos o de las consecuencias 
jurídicas del precepto (declaración de inconstitucionalidad “en cuan- 
to no prevé”, “en cuanto excluye” o “en cuanto omite”...); o c) 
sustitución de un contenido normativo por otro (declaración de 
inconstitucionalidad en cuanto dispone algo “en lugar de” otra cosa). 


Por tanto, cuando de una disposición derive necesaria y con- 
juntamente un contenido normativo que es parcialmente 
inconstitucional, no cabe sino un pronunciamiento de estimación 
parcial. Sin embargo, en ocasiones es posible alcanzar los mismos 
efectos reductores o aditivos con un pronunciamiento formalmen- 
te desestimatorio”*. Esta posibilidad existe cuando, junto a la norma 
parcialmente inconstitucional hay una interpretación (norma) al- 
ternativa plenamente conforme a la Constitución, y ésta es aplicable 
a menos supuestos, o tiene unas consecuencias jurídicas más res- 
tringidas (sentencias materialmente reductoras); o bien es aplicable 
a más supuestos o posee más amplias consecuencias (sentencias 


231. No obstante, hemos preferido clasificar a las sentencias manipulativas entre 
las sentencias estimatorias, ya que éste es con diferencia el supuesto más 
frecuente, y de hecho el único admisible cuando no exista una interpreta- 
ción alternativa plenamente constitucional. Por ello parece preferible referirse 
a estas decisiones como sentencias desestimatorias “de efectos reductores” 
o "de efectos aditivos” (o "materialmente reductoras” o aditivas). Sobre las 
sentencias desestimatorias materialmente aditivas, véase infra, 3.3.B. 
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materialmente aditivas). Aunque incluso en este caso de exister, 
cia de interpretaciones alternativas considero preferible la 
utilización de un pronunciamiento de estimación parcial, por las 
razones ya expresadas. 


Ahora bien, lo que sucede es que en algunos supuestos el 
Tribunal "busca” una interpretación alternativa constitucional, que 
en realidad no procede de la disposición cuestionada, ya que de 
ésta deriva una sola interpretación que es parcialmente inconsti- 
tucional. Esta operación trata de evitar el fallo estimatorio mediante 
una técnica inadmisible, en cuanto “fuerza” el texto tratando de 
hacerle expresar lo que "no cabe” en su sentido literal. Si bien es 
cierto que en ocasiones es difusa la frontera entre los supuestos en 
los que existen interpretaciones alternativas conformes a la Cons- 
titución, y aquellos otros en los que solamente hay un contenido 
normativo complejo, derivado conjuntamente de la disposición, y 
parte del cual es inconstitucional. 


De todo lo expuesto sobre las sentencias interpretativas se 
deduce que no puede entenderse su funcionamiento sin distinguir 
entre disposición y norma, y que el presupuesto que permite ex- 
plicarlas es que el Tribunal se pronuncia no sólo sobre textos, sino 
también sobre normas, como vimos en el capítulo 1. Pero la justi- 
ficación de estas decisiones se encuentra más bien en el principio 
de conservación de la ley, que aconseja no declarar la inconstitu- 
cionalidad total de un precepto cuando su texto, y parte del 
contenido normativo derivado conjunta o alternativamente de él, 
son constitucionales; aunque tampoco resulta adecuado en tal caso 
la declaración de constitucionalidad total, pues se mantendrían así 
en el ordenamiento normas inconstitucionales. En cualquier caso, 
hay que recordar que el principio de conservación de la ley no 
permite “salvar” parcialmente disposiciones a base de buscar sig- 
nificados que las mismas son incapaces de generar; aunque de 
nuevo hay que reconocer la dificultad para apreciar cuándo una 
interpretación “cabe” en un texto y cuándo no. 
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En suma, conviene reiterar que tanto en los casos de normas 
alternativas como en los de normas derivadas conjuntamente de 
una disposición, las sentencias interpretativas deberían contener 
un pronunciamiento parcialmente estimatorio, ya que todo pre- 
cepto que no es totalmente constitucional, es parcialmente 
inconstitucional, y así debería declararse expresamente. 
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Análisis especial de las 
sentencias aditivas 


esde el punto de vista cuantitativo las decisiones 

más relevantes entre las sentencias a las que nos 

hemos referido en el capítulo anterior son —al 
menos en el sistema español— las sentencias interpre- 
tativas desestimatorias que eligen la interpretación 
conforme a la Constitución entre varias alternativas. Sin 
embargo, quizá las más “sorprendentes” —y las que 
más problemas plantean— son las que aquí hemos de- 
nominado “sentencias manipulativas”. Y dentro de este 
grupo, varios motivos justifican un estudio más deta- 
llado de las sentencias aditivas. En primer lugar, porque 
son las que con más “crudeza” ponen de manifiesto los 
problemas de legitimidad que en general plantean las 
sentencias interpretativas, y muy en especial la al me- 
nos aparente invasión de competencias legislativas por 
parte del Tribunal. En segundo lugar, debido a que plan- 
tean también una serie de dificultades específicas del 
mayor interés, que ponen de manifiesto lo delicado de 
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su uso, Y en tercer lugar, porque, si bien en nuestro sisterna el 
número de sentencias aditivas no ha sido excesivamente elevado, 
sí creo que —a diferencia de las sentencias sustitutivas, que son 
un fenómeno casi inexistente— se han pronunciado en suficientes 
ocasiones como para ocuparnos de ellas, sobre todo si sumamos a 
las sentencias aditivas en sentido estricto (recaídas en procedi- 
mientos de inconstitucionalidad) otras decisiones “de efectos 
aditivos” que ofrecen algunas dificultades similares, y que pueden 
encontrarse en otras vías. 


Como puede suponerse, el problema central que inmediata- 
mente presentan las sentencias aditivas es el de la supuesta invasión 
de competencias de otros poderes (sobre todo del legislador, pero 
también de los jueces y tribunales ordinarios); precisamente por 
su elevada importancia dedicaremos a esta cuestión el último ca- 
pítulo de este trabajo, donde será analizada con carácter especial 
en el marco adecuado de las cuestiones que en este sentido plan- 
tean todas las decisiones interpretativas. Pero como ya he apuntado 
las sentencias aditivas son también problemáticas por otros moti- 
vos, que hacen que en algunos supuestos su uso parezca 
especialmente cuestionable: 1) la existencia de otras fórmulas para 
realizar el principio de igualdad; 2) la necesidad de respetar cier- 
tas reservas de ley; y 3) las especiales dudas que plantea su uso en 
el ámbito penal. Todos los aspectos anotados inciden en definitiva 
en el problema central que plantean este tipo de decisiones, como 
es el de la legitimidad de su uso —y los diversos supuestos que 
pueden plantearse a este respecto— desde el punto de vista cons- 
titucional. 


Pero antes de pasar al estudio de estos aspectos, es preciso 
analizar con más detenimiento el propio concepto, funcionamien- 
to y estructura de estas decisiones, así como los diversos “subtipos” 
de sentencias aditivas que pueden encontrarse, porque de ello 
dependerá en buena medida la respuesta que deba darse a las 
cuestiones apuntadas. 
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IDEAS GENERALES Y ESTRUCTURA 


Al inicio del presente estudio' definíamos provisionalmente 
a las sentencias aditivas como aquéllas que declaran que al pre- 
cepto impugnado le falta “algo” para ser conforme con la 
Constitución (debiendo aplicarse desde ese momento el precepto 
como si incluyera aquello que le faltaba), siendo el supuesto más 
Trecuente el que declara la inconstitucionalidad del precepto "en 
cuanto” o “en la parte en que” no prevé o incluye ese “algo”. En 
otro momento”, y con relación a las sentencias aditivas estimato- 
nas (supuesto más frecuente), nos hemos referido a estas decisiones 
como aquéllas que declaran la inconstitucionalidad de un precep- 
10, produciendo el efecto de ampliar o extender su contenido 
normativo. La primera de estas definiciones se utilizó con carácter 
provisional, y la segunda para situar estas sentencias en el ámbito 
de las sentencias manipulativas. 


En este momento es necesario retomar y analizar detenida- 
mente estas definiciones, para dar un concepto definitivo de las 
sentencias aditivas, al menos a efectos de nuestro estudio. Hay 

12 tener presente que de la definición que se adopte puede de- 
ender en buena medida el análisis posterior sobre su 
uncionamiento, efectos y legitimidad*. Por lo demás, el concepto 
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1. Véase supra, introducción. 
Supra, 2.4.C.b). 


Algunas definiciones ponen de manifiesto cómo el propio concepto puede 
encerrar un juicio sobre su legitimidad o efectos: así, en nuestra doctrina, 
GUTIÉRREZ ZARZA, M. A., “Las sentencias interpretativas y aditivas...”, cit., p. 
1007, se refiere a estas sentencias afirmando que “incorporan un nuevo 
elemento a un enunciado legal (...) de forma que suponen la introducción en 
el ordenamiento de una norma distinta a la aprobada por el legislador”. En 
sentido parecido, GUTIÉRREZ MARTÍNEZ, A., El recurso de inconstitucionalidad, 
cit., p. 222. 


ty 
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a utilizar debe ser lo suficientemente amplio como para incluir 
todos los supuestos que producen el mismo efecto sobre el pre- 
cepto impugnado, aunque se llegue a ellos a través de formulaciones 
diversas. Por ello entenderé por sentencias aditivas aquéllas, dic- 
tadas en un procedimiento de inconstitucionalidad, que, sin afectar 

1 texto de la disposición impugnada, producen un efecto de ex- 
tension o ampliación de su contenido normativo, señalando que 
dicho contenido debe incluir algo que el texto de la disposición no 
prevé. 


El concepto expuesto deja intencionadamente imprejuzga- 
das diversas cuestiones, no incluyendo algunos elementos que no 
son imprescindibles o que no necesariamente contiene toda sen- 
tencia aditiva (aunque puedan aparecer en ciertos supuestos), ni 
los que a mi juicio son ajenos a estas sentencias, aunque parte de 
la doctrina suela incluirlos. Entre estos elementos que no impres- 
cindibles podemos mencionar: 1) la necesidad de que la sentencia 
proceda a la declaración de inconstitucionalidad del precepto; 2) 
que se produzca una adición textual; 3) que la sentencia produzca 
—siempre y en todos los casos— un efecto de inconstitucionalidad 
y/o nulidad sobre la disposición impugnada, o una norma implícita 
derivada de ella, o una omisión; 4) que la extensión del contenido 
normativo se produzca de modo ilegítimo, o que el Tribunal asu- 
ma funciones legislativas. 


En cambio, la definición utilizada recoge los que me pare- 
cen elementos esenciales de una sentencia aditiva: 1) 
pronunciarse sobre un texto al que —según el Tribunal— le falta 
“algo” para ser conforme con la Constitución; 2) no incidir sobre 
el texto de la disposición impugnada*; 3) producir un efecto de 


4. Ésta es, como vimos, una característica común de todas las sentencias “ma- 
nipulativas”. En este sentido, por ejemplo, CRISAFULLI, V., Lezioni... cit., p. 
405. 
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extensión o ampliación sobre el contenido normativo del precepto 
impugnado”, si bien, como veremos, este efecto puede producirse 
por vías muy diferentes en los distintos supuestos de sentencias 
aditivas. 


A lo largo del presente capítulo tendremos ocasión de expli- 
car con más detalle por qué quedan excluidos los elementos no 
imprescindibles, e incluidos los que hemos considerado esencia- 
les. Pero en este momento deben hacerse ya algunas precisiones 
sobre dichos elementos. 


En primer lugar, hemos afirmado que no es imprescindible 
que una sentencia aditiva proceda formalmente a la declaración 
de inconstitucionalidad. Debe reconocerse que el supuesto más 
frecuente, y que buena parte de la doctrina considera como el 
único, incorporando el elemento de la declaración de inconstitu- 


5. Probablemente esta última es la idea más repetida por la doctrina al definir 
las sentencias aditivas (eso sí, con diversas “explicaciones” de esa amplia- 
ción, no siempre coincidentes): entre otros muchos, CRISAFULLI, V., Lezioni..., 
cit., p. 407, quien afirma que estas sentencias dan “vida a normas o frag- 
mentos de normas cuya presencia no era anteriormente ‘advertida’ en el 
ordenamiento”. LAVAGNA, C., “Sulle sentenze additive della Corte costituzio- 
nale”, cit., p. 669, señala que la Corte determina —o parece que determina— 
un efecto normativo más amplio respecto al que era imputable a la disposi- 
ción antes de la sentencia; SILVESTRI, G., “Le sentenze normative della Corte 
costituzionale”, cit., p. 767, destaca que las sentencias aditivas son siempre 
innovadoras; MorTATI, C., “Appunti per uno studio sui rimedi giurisdizionali 
contro comportamento omisivi del legislatore”, en Problemi di diritto pub- 
blico nell "attuale esperienza costituzionale repubblicana, p. 959, señala que 
estas sentencias requieren la formulación de una regla nueva, positiva, en 
sustitución de la anterior negativa; D'orazio, G., “Le sentenze costituzionali 
additive tra esaltazione e contestazione”, en Rivista trimestrale di dirritto 
pubblico, 1992, I, pp. 62-63, señala que las sentencias aditivas incorporan 
un quid novi que no se limita a una operación hermenéutica ya consentida, 
sino que “desliza” una norma en un vacío de formulación. 
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cionalidad a la definición”, es aquél en el que el Tribunal declara Ja 
inconstitucionalidad del precepto "en la parte en que” no prevé, 
incluye o contiene “algo”. Ésta es sin duda la fórmula típica de las 
sentencias aditivas. Incluso en este mismo trabajo hemos incluido 
las sentencias aditivas entre las que declaran la inconstitucionali- 
dad parcial” . En realidad, la declaración de inconstitucionalidad 
del precepto puede considerarse elemento esencial de un concep- 
to estricto de sentencias aditivas; pero no del concepto más amplio 
del que hemos partido aquí. Lo que nos interesa destacar es que, 
si bien la fórmula típica de las sentencias aditivas es la declaración 
de inconstitucionalidad “en la parte en que...”, en ocasiones hay 
sentencias que, utilizando otra fórmula —en concreto, la de sen- 
tencias interpretativas de desestimación—, son materialmente 
aditivas. De manera que podría hablarse de un concepto material 
o amplio (que incluye toda sentencia que, dejando inalterado el 
texto, produce un efecto de ampliación sobre el contenido norma- 
tivo), y de un sentido formal o estricto (que engloba las sentencias 
que declaran que un precepto es inconstitucional "en cuanto no 


6. En efecto, la práctica totalidad de la doctrina parte de un concepto de sen- 
tencia aditiva como sentencia de estimación (parcial), que declara por tanto 
la inconstitucionalidad del precepto. Basta señalar algún ejemplo: ZAGREBEL- 
sxy, G., La giustizia..., cit., p. 298; CRISAFULLI, V., Lezioni..., Op. cit., p. 405; 
Romeor, R., “La tipología...”, cit., p. 65; LavaGNa, C., “Sulle sentenze additi- 
ve...” , cit., p. 669; PICARDI, N., “Sentenze 'integrative”....”, cit., p. 600; MONTELLA, 
M., Tipologia..., cit., p. 105; COLAPIETRO, C., Le sentenze additive..., cit., p. 
12; Cerni, A., Corso di giusitizia costituzionale, , cit., p. 120. En nuestra 
doctrina, por ejemplo, MEDINA GUERRERO, M., en CAAMAÑO DOMÍNGUEZ, F. et 
alii, Jurisdicción y procesos..., cit., p. 77. Sin embargo, como veremos, parte 
de la doctrina ha destacado la posibilidad de que una sentencia interpretati- 
va de desestimación produzca los mismos efectos, que es lo que en realidad 
queremos destacar aquí con la definición amplia, que permita incluir a las 
sentencias formalmente desestimatorias, pero sustancialmente aditivas. 


7. Supra, 2.4.C. 
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prevé” o incluye “"algo”). Incluso podría aludirse a un concepto 
“amplisimo” que incluyera toda sentencia que produce un efecto 
de adición normativa, también si dicho efecto fuera consecuencia 
de la nulidad de un inciso del texto; aunque, a mi juicio, en este 
caso es preferible hablar de “efectos aditivos” que propiamente de 
sentencia aditiva. 


La segunda precisión que debemos hacer en este momento 
se refiere al elemento esencial de las sentencias aditivas de que 
dejan inalterado el texto de la disposición (o, desde el punto de 
vista contrario, al rechazo al elemento de la adición textual como 
propio de las sentencias aditivas). En efecto, desde mi punto de 
vista, las sentencias aditivas no alteran la disposición impugnada, 
ni por reducción ni por adición. Ya tuvimos ocasión de señalar que 
el concepto de aditividad puede entenderse en sentido “textual” o 
en sentido normativo; y, en efecto, algún autor ha sostenido que 
la aditividad debe entenderse en sentido formal o textual”. En mi 
opinión, la aditividad debe entenderse en sentido normativo. Es 
cierto que, como ha expresado CRISAFULLI*%, por efecto de las sen- 
tencias aditivas "la norma expresada por el texto debe leerse como 
comprensiva también de algo que, ilegítimamente, no estaba pre- 
visto”. Pero ese “debe leerse” no implica que el texto quede alterado 
o añadido, sino que su contenido normativo se entenderá amplia- 
do en el sentido señalado por el Tribunal. En sentido estricto, 
ninguna sentencia puede añadir nada a un texto: no cabe duda de 
que, formal y oficialmente, el texto sigue redactado de idéntica 
manera. 


Supra, 1.2. 
Duni, G., “L'oggetto dei giudizi di costituzionalita...”, cit., pp. 328 y ss. 


10. CRISAFULLI, V., “La Corte costituzionale ha vent'anni”, en N. Occhiocupo (ed.), 
La Corte costituzionale tra norma giuridica e realtà sociale, Cedam, Padua, 
1984, p. 81. 
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Ahora bien, quienes defienden que la "aditividad” es textual 
no parecen negar esta obviedad, sino que más bien señalan que, 
como consecuencia de una sentencias aditivas, se producen sobre 
el texto idénticos efectos que si se añadiera “algo” al propio texto 
o disposición; y consideran que éste es el elemento esencial para 
definir este tipo de sentencia, con independencia de que la misma 
produzca efectos extensivos o reductores sobre el contenido nor- 
mativo. Desde luego, debe reconocerse que, en muchos casos, los 
efectos “prácticos” de una sentencia aditiva son similares a los 
que resultarían si el texto legal afirmase expresamente aquello 
que el Tribunal ha entendido que requiere para ser conforme a la 
Constitución. Pero no me parece que ésta sea una característica 
esencial y definitoria de las sentencias aditivas, que permita dis- 
tinguirla de otros tipos próximos. Ciertamente, una adición desde 
ese punto de vista “textual” puede tener efectos restrictivos en el 
plano normativo'*; por tanto, este efecto “textual” se produciría 
también en buena parte de las que hemos denominado "senten- 
cias reductoras”. Incluso, desde cierto punto de vista existiría este 
efecto en las sentencias interpretativas “no manipulativas”, ya que 
toda interpretación de un precepto (implique adición, reducción o 
elección entre diversos contenidos normativos) puede producir el 
efecto de que el mismo “deba leerse” en un sentido determinado. 
Podría replicarse señalando que también todas estas sentencias 
producen modificaciones en el plano normativo. Ello es verdad, y 
me parece precisamente el elemento común a todas ellas; pero 
estos efectos pueden ser reductores, extensivos, sustitutivos, O 
suponer simplemente una elección entre normas alternativas, lo 
que permite distinguir los diversos tipos de sentencias; en cam- 
bio, si se parte de la aditividad “textual” (en el sentido “práctico” 
antes visto) esa distinción se hace muy difícil o imposible, ya que 


11. Así lo señalan, entre otros, LAvAGna, C., “Sulle sentenze additive...”, Cit., p 


675; CERRI, A., Corso..., cit., p. 120, 
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esta consecuencia puede producirse por igual en cualquier sen- 
tencia manipulativa. Por ello pienso que el elemento esencial que 
define a las sentencias aditivas no es que produzcan una adición 
sobre el texto (ni siquiera en ese sentido figurado o desde el punto 
de vista práctico), sino que producen una extensión o ampliación 
del contenido normativo'?. Esta ampliación puede producirse en 
relación con el ámbito de aplicación de la norma, o con las conse- 
cuencias jurídicas en ella previstas, pero conviene advertir desde 
ahora que la misma no implica, necesariamente, asunción de com- 
petencias paralegislativas, y que puede ser consecuencia de la 
anulación de una norma de exclusión implícita (sin reflejo en el 
texto), o bien de una interpretación extensiva, sistemática o “ade- 
cuadora” de la disposición impugnada. j 


En fin, como ya se ha destacado, las sentencias aditivas cons- 
tituyen un fenómeno cuantitativa y cualitativamente muy relevante 
en Italia, de donde provienen la mayor parte de los estudios doctri- 
nales dedicados a ellas, así como sus variadísimas denominaciones 
(entre las cuales, las más usuales son las de sentenze additive y 
sentenze aggiuntive'*). A partir de los años 60 empezaron a hacer- 
se frecuentes, y su uso por la Corte constitucional se ha mantenido 
hasta la actualidad**, a pesar de que en los años 80 comenzó a ha- 
blarse de “crisis” de este tipo de decisiones'*, y de que en los últimos 


12. En sentido parecido, LAvacna, C., “Sulle sentenze additive...”, cit., pp. 673- 
676. 


13. Sobre las diversas denominaciones, véase supra, introducción y apartado 
2.1. 


14. Algunos ejemplos recientes: sentencias 78/1997; 110/1997; 192/1997; 311/ 
1997: 346/1997; 27/1998; 69/1998; 290/1998; 361/1998. 


15. Por ejemplo, ZAGREBELSKY, G., “La Corte costituzionale e il legislatore”, cit., 
pp. 127 y ss., se refiere al “carácter regresivo de la jurisprudencia creadora 
de la Corte”, afirmando la tendencia a limitar las intervenciones tendentes a 
realizar innovaciones de tipo legislativo, En cambio, rechazan la existencia 
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años han cedido parte de su “protagonismo” en favor de "nuevos" 
tipos de pronunciamientos, como las sentencias de "inconstitucio 

nalidad constatada, pero no declarada”, las "sentencias-delegación 
o las “aditivas de principio”. Baste señalar que, según algunos 
análisis, en algunos períodos el número de pronunciamientos adi- 
tivos se ha situado en torno al 50% del total de los pronunciamientos 
estimatorios””, 


En España, el problema es cuantitativamente mucho menor 
(aunque sea difícil precisar el número exacto, ya que no siempre 
es incuestionable la calificación de una sentencia como aditiva en 
sentido estricto, podríamos hablar de en torno a una decena de 
decisiones de este tipo en diecinueve años””). Pero en todo caso 


de una “crisis” de los pronunciamientos aditivos y creativos Eia, L., "Le 
sentenze additive...”, cit., p. 318, o COLAPIETRO, C., “Le sentenze additive e 
sostitutive...”, cit., pp. 70 y ss., quien realiza un análisis cuantitativo, cuali- 
tativo y estructural en apoyo de su tesis. 


16. COLAPIETRO, C., “Le sentenze additive...”, cit., pp. 71-72, realiza un análisis 
l cuantitativo en el período 1980-1988. Sumando los pronunciamientos aditi- 
vos encontrados en estos nueve años, pueden contarse 229 (es decir, a una 
media de 25,4 por año); teniendo en cuenta que en el mismo período hubo 
un total de 491 pronunciamientos de estimación, los pronunciamientos adi- 
tivos supusieron un 49,63 %, casi la mitad de dichos pronunciamientos de 
acogimiento. 


17. Ciñéndonos a los procedimientos de inconstitucionalidad, pueden citarse las 
SSTC 29/1986, de 20 de febrero (recurso de inconstitucionalidad); 116/1987, 
de 7 de julio (cuestión de inconstitucionalidad); 48/1988, de 22 de marzo 
(recurso de inconstitucionalidad; apartados 1, b) y 2 b) del fallo, sólo en su 
remisión al f.j. 18); 154/1989, de 5 de octubre (recurso de inconstitucionali- 
dad); 142/1990, de 20 de septiembre (cuestión de inconstitucionalidad); 222/ 
1992, de 11 de diciembre (cuestión de inconstitucionalidad); 3/1993, de 14 
de enero (cuestión de inconstitucionalidad); 134/1996, de 22 de julio (recur- 
so de inconstitucionalidad); 73/1997, de 11 de abril (recurso de inconstitu- 
cionalidad); 40/1998, de 19 de febrero (recurso de inconstitucionalidad; esta 
sentencia contiene una parte aditiva y otra parte en la que, señalando la 
inconstitucionalidad de una omisión, se afirma que no corresponde al Tribu- 
nal la determinación concreta de la exigencia constitucional). A ellas 


Escaneado con CamScanner 


ANÁLISIS ESPECIAL DE LAS SENTENCIAS ADITIVAS 257 


xos pronunciamientos plantean los mismos problemas e idénti- 
zas dudas sobre su legitimidad, que sin duda merecen un análisis 
Jsallado. En cuanto a la importancia de los asuntos sobre los que 
han recaído, estamos ante una cuestión que implica siernpre una 
žid apreciación, pero puede afirmarse que la misma ha sido bzs- 
zante desigual, aunque deben destacarse algunas sentencias 
aliuves que han extendido de manera generalizada pensiones o 
=x=nciones fiscales, alejándose de lo que podría denominarse “má 
zro—confílictividad”*?. Por lo demás, hay que reiterar que la 


pueden sumarse las decisiones que, bajo la forma de semencia imerprerza- 


va desestimatoria, conllevan el mismo efecto de adición o extensión, zun- 
que es difícil precisar cuántas sean, porque parie de las sentencias 


inerpremtives eligen una interpretación cuyo conzenido normativo o con- 
secuencias jurídicas son más amplios, hay casos en los que la sentencia in- 
termatativa desestimatoria es claramente aditiva desde el pumo de visz 
material: esi, la STC 74/1987, de 25 de mayo, recurso de inconstitucional- 
dad. Por oro lado, y aunque no puedan calificarse esuiciamente como s22- 
tencias aditivas, también pueden mencionarse algunas decisiones en las que 
al corácies materialmente aditivo deriva de la inconstitucionalidad de algún 
inciso textual: sobre todo, la STC 103/1983, de 22 de noviembre (cuestión 
de inconstivucionalidad), y 104/1983, de 23 de noviembre (cuestión de in- 
corsuitucionalidad, que en realidad reitera lo dispuesto en la sentencia anie- 
rior), y también la STC 27/1985, de 25 de febrero (cuestión de 
inconsumcionalidad), muy similar a la anterior STC 76/1982, de 14 de di- 
ciembre (cuestión de inconstitucionalidad). Por lo demás, hay que tener en 
cuma que hay algunos casos dudosos, sobre todo por lo que se refere a 
Agus sentencias materialmente reductoras, que adoptan una fórmula simi- 
zx a la de las sentencias aditivas: ejemplos en este sentido me parecen las 
SSTC 113/1989, de 22 de junio (cuestión de inconstitucionalidad) y, muy 
diles a ésta, la STC 158/1993, de 6 de mayo (cuestión de inconstituciona- 
lidad). 

Z, TA esal término que utiliza por ejemplo Cozarretzo, C., “Le sentenze additi- 
ve,” Ót, p. 75, aunque destaca igualmente que, en Italia, junto a las aditivas 
que han resuelto esas situaciones de "micro-conflictividad”, otras se han 
Aajo a cuestiones más relevantes desde el punto de vista general, en 
veía tiibutarías, penales o laborales. En el mismo sentido, Eua, L.. "Le 
use additive...” , cit., p. 320. 


` 
à 
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importancia cuantitativa del fenómeno crece notablemerte s 12- 
nemos en cuenta Jos "efectos aditivos” apreciables en sentencia 
que no son estrictamente tales, o en sentencias rec caídas en com- 
flictos de competencias o en amparo. 


Una vez señaladas las características esenciales de es125 ser- 
tencias, la cuestión fundamental sobre su funcionamiento y 
estructura es la de cómo operan estas sentencias la extensión z 
ampliación del contenido normativo. Pero esta cuestión no puede 
resolverse de forma general, siendo preciso distinguir diversos su- 
puestos. 


2. FINALIDAD: SENTENCIAS ADITIVAS Y OMISIONES 1z 
GISLATIVAS RELATIVAS 


2.1. Concepto de omisión 


hs 


Como hemos visto, las sentencias aditivas señalan que = 
contenido normativo de un precepto legal debe incluir “algo” que 
el texto de la disposición no prevé; afirman que a ese precepto le 
falta “algo” para ser acorde con la Constitución. Responden por 
tanto a una omisión legislativa inconstitucional, entendida como 
un silencio de la ley que crea una situación contraria a la Constitu- 
ción”, Aunque ha de precisarse que el silencio es más bien del 
texto de la ley, de manera que la situación normativa inconstitu- 


19. En este sentido, VILLAVERDE MENÉNDEZ, I., La inconstitucionalidad por omi- 
sión, McGraw Hill, Madrid, 1997, especialmente pp. 3 y ss., 45 y ss., 49 
y 55. Insiste este trabajo en que no todo silencio del legislador o de la ley 
genera una omisión inconstitucional, ya que ésta sólo se producirá cuan- 
do dicho silencio provoca una situación contraria a la querida por la 
Constitución, 
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camal a veces es sólo una entre las vanas consecuencias normati- 
vas que derivan conjunta o alternativamente de dicho texto. 


2 efecto, en mi opinión sólo puede hablarse de “omisión” 
dusde el punto de vista del texto o disposición legislativa, pero no 
desde el punto de vista de la norma. Si el ordenamiento está en 
condiciones de dar una respuesta a cualquier supuesto que pueda 
Dantearse (o incluso si se piensa que la plenitud del ordenamiento 
no es más que una ficción, pero en definitiva el aplicador del Dere- 
cho debe actuar como si el ordenamiento fuera completo) es porque 
siempre hay una norma aplicable al caso. Si no hay texto legislati- 
vo que regule una materia, O si el existente resulta incompleto, la 
norma aplicable podrá hallarse de acuerdo con los criterios habi- 


extensiva, interpretación e cantrarío, principios generales del De- 
recho... O en su caso aplicación directa de la Norma constitucional), 
pero siempre ha de darse una solución normativa al supuesto plan- 
teado. No hay, por tanto, omisiones o lagunas en el plano de la 
norma. De manera que la omisión legislativa textual deberá siem- 
pre subsanarse encontrando una norma aplicable, mediante la 
interpretación. Si en el plano del ordenamiento infraconstitucional 
pueden encontrarse alternativamente varias normas, habrá que 
elegir la más acorde con la Constitución; y, en cualquier caso, ha- 
brán de descartarse todas las normas contrarias a la Norma 
fundamental. Si la única o únicas normas aplicables al caso en el 
plano del ordenamiento infraconstitucional son contrarias a la Nor- 
ma suprema, entonces nos encontraremos ante una omisión 
inconsturucional en el sentido más estricto. De esta forma, el con- 
cepto de omisión que nos interesa para el estudio de las sentencias 
aditivas es el de ausencia de texto o disposición legal —o carácter 
incompleto de la disposición legal existente— que puede generar 
una norma contraria a la Constitución. 
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2.2. Omisiones absolutas y relativas 


Se ha distinguido entre omisiones absolutas y relativas”. 
Las primeras se producen cuando falta toda disposición legislativa 
que desarrolle o dé cumplimiento al precepto constitucional, crean- 
do así una situación contraria a la Norma fundamental; las omisiones 
relativas cuando existe una actuación del legislador —una ley— 
pero la misma es parcial, incompleta o defectuosa desde el punto 
de vista constitucional. Las omisiones absolutas se corresponden 
con los “silencios del legislador” que generan situaciones contra- 
rias a la Constitución; las omisiones relativas con "silencios de la 
ley” que provocan la misma situación inconstitucional. 


Sin embargo, la propia distinción entre omisiones absolutas 
y relativas, y sobre todo sus efectos, han sido cuestionados, afir- 


20. WesseL, “Die Rechtsprechung der BVerfG zur Verfassungsbeschwerde”, en 
Deutches Verwaltungsblatt, 1952, citado y comentado por AHUMADA Ruiz, M. 
A., “El control de constitucionalidad de las omisiones legislativas”, en Re- 
vista del Centro de Estudios Constitucionales, N.* 8, 1991, p. 172, que también 
se refiere a esta clasificación; MorTaTI, C., “Appunti per uno studio sui reme- 
di giurisdizionali contro comportamento omissivi del legislatore”, en Problemi 
di Diritto Pubblico nell “attuale esperienze costituzionale repubblicana. Rac- 
colta di Scritti, Vol. III, Giuffrè, Milán, 1972, pp. 928 y ss.; DELFINO, F., 
“Omissioni legislative e Corte costituzionale (delle sentenze constituzionali 
c.d. creative)”, en Studi in onore di Giuseppe Chiarelli, Vol. 11, Giuffrè, Mi- 
lán, 1974, pp. 915 ss; PICARDI, N., “Le sentenze ‘integrative’ della Corte 
costituzionale”, en Scritti in onore di Costantino Mortati. Aspetti e tendenze 
del diritto costituzionale, Giuffrè, Milán, 1977, p. 604. En nuestra doctrina, 
además del mencionado trabajo de AHUMADA, M. A., debe tenerse en cuenta 
Gómez PuenTE, M., La inactividad del legislador: una realidad susceptible de 
control, McGraw Hill, Madrid, 1997, pp. 25-26; J. J. FERNÁNDEZ RODRIGUEZ, 
La inconstitucionalidad por omisión. Teoría general. Derecho comparado. El 
caso español, Civitas, Madrid, 1998, pp.114-116; Pérez Royo, J., “Inconsti- 
tucionalidad por omisión”, en Enciclopedia Jurídica Básica, Civitas, Vol. UL 
Madrid, 1995, pp. 3501 y ss. L. AGUIAR DE Luque, “El Tribunal Constitucional 
y la función legislativa...”, cit, pp.25 y SS., € VILLAVERDE MENÉNDEZ, l., La 
inconstitucionalidad..., cit., pp. 41 y ss. 
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mando el carácter relativo de casi todas las omisiones, ya que — 
según esta opinión— resulta casi imposible encontrar en la 
experiencia jurídica relaciones previstas a nivel constitucional, pero 
absolutamente desconocidas, ni siquiera de modo indirecto o re- 
flejo, por el legislador ordinario; desde un punto de vista general, 
en la mayoría de los casos podrían encontrarse relaciones más o 
menos directas con la realidad legislativa preexistente”. Con esta 
idea se trata de rechazar que el control de constitucionalidad de 
las omisiones sólo pueda realizarse en el caso de las relativas, es- 
capando las absolutas a dicho control”. Sin embargo, no creo que 
esta distinción lleve precisamente a tales consecuencias; más bien 
cabría entender que lo que puede variar es la forma y el objeto del 
control en uno y otro caso; así, mientras que en las omisiones ab- 
solutas el objeto sería la norma implícita contraria a la Constitución, 
y el control se produciría en los actos de aplicación de la misma 
que generan o mantienen situaciones inconstitucionales (es decir, 
que el control se produce en cada caso concreto), en las omisiones 
relativas, puesto que las mismas derivan de un enunciado legal 
incompleto, sería este enunciado el objeto de la impugnación, aun- 


21. Derio, F, "Omissione legislative e Corte costituzionale”, cit., pp. 917 y ss. 


22. En efecto, la idea de que las omisiones absolutas escapan al control jurisdic- 
cional estaba unida a la propia distinción, en alguno de los autores que 
inicialmente la explicaron, como WEssEL, como ponen de manifiesto por ejem- 
plo AHUMADA, M. A., “El control...”, cit., p. 172, o PicarDI, N., “Sentenze 
‘integrative della Corte costituzionale”, en Scritti in onore di Costantino 
Mortati. Aspetti e tendenze del Diritto costituzionale, Giuffre, Milán, 1977, 
p. 604. En nuestra doctrina, algún autor se ha manifestado de forma pareci- 
da; así, PÉREZ Royo, J., "Inconstitucionalidad por omisión”, cit., p. 3502 y ss., 
afirma que en nuestro sistema, y según se deduce de la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, la única inconstitucionalidad por omisión admisi- 
ble es la que se deriva de una actividad incompleta, y no la que se produce 
por la ausencia total de tal actividad. 
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que la declaración de inconstitucionalidad recayera sobre la nor- 
ma implícita derivada del mismo”. 


En cualquier caso, es cierto que ni las omisiones absolutas z 
las relativas están desprovistas de consecuencias normativas. Por 
tanto, a la hora de resolver asuntos concretos, habrá que aplicar 
dichos contenidos normativos, que son generados por la norma 
implícita derivada del silencio del legislador o del enunciado de la 
ley; aunque en ocasiones habrá que tener en cuenta, a la hora de 
determinar la norma aplicable al caso, otras leyes, o un precepto 
de la ley incompleta, realizando una interpretación analógica o 
extensiva; y en todo caso habrá que contrastar dicha norma impl- 
cita con la Constitución, o realizar una interpretación de los 
preceptos legales que se van a aplicar conforme con la propia Nor- 
ma fundamental. Y es que, si el Ordenamiento está en condiciones 
de ofrecer una respuesta a cada problema planteado, es porque en 
el mismo existe una norma aplicable al mismo, tenga o no un so- 
porte textual concreto. Una vez determinada la consecuencia 
normativa aplicable, habrá que resolver en consecuencia; en el 
caso de las omisiones relativas, si no cabe una “interpretación con- 
forme”, será preciso impugnar el precepto legal del cual deriva la 
norma implícita inconstitucional (normalmente a través de la cues- 
tión de inconstitucionalidad). 


Pero el hecho de que de otras leyes, de la Constitución o del 
conjunto del ordenamiento puedan deducirse normas aplicables al 
caso, aun a falta de legislación específica, no vacía de contenido a 
la categoría de las omisiones absolutas ni impide su distinción con 
las relativas. En mi opinión, tanto en uno como en otro caso exis- 
tirán, con carácter general, consecuencias normativas aplicables 
al caso a resolver (aunque puede admitirse la existencia de omi- 


23. En este sentido, VILLAVERDE MENÉNDEZ, I., La inconstitucionalidad..., Op. ciè.. 
pp. 143 y ss., 174, 190 y ss. 


Escaneado con CamScanner 


ANÁLISIS ESPECIAL DE LAS SENTENCIAS ADITIVAS 209 


siones absolutas que no generarán habitualmente una norma apli- 
cable a supuesto alguno, como sería el caso de las omisiones que 
afectan a la creación o regulación de órganos). Y, aun admitiendo 
la existencia de supuestos dudosos, creo que es posible distinguir 
los casos en que existe un silencio del legislador, esto es, ausen- 
cia de un texto legal específico —que si genera consecuencias 
inconstitucionales se convertirá en una omisión absoluta inconsti- 
tucional—, de aquéllos en los que sí existe esa ley, pero regula de 
manera incompleta o defectuosa el conjunto de supuestos o rela- 
ciones a los que ha de aplicarse (si ese “defecto” de regulación 
provoca situaciones contrarias a la constitución, nos encontrare- 
mos ante una omisión relativa inconstitucional)?**. Por lo demás, la 
existencia de omisiones absolutas es especialmente clara cuando 
la Constitución impone al legislador la creación de un órgano o 
institución, y éste no cumple dicho mandato. 


Para entender mejor el funcionamiento de las sentencias 
aditivas, las omisiones legislativas que poseen mayor interés son 
las de carácter relativo”, que como hemos visto presentan como 


24. Así, ejemplos de “silencios del legislador” en nuestro ordenamiento, que 
pudieron crear omisiones absolutas inconstitucionales, serían: la ausencia 
de regulación legal de la objeción de conciencia hasta 1984, que en la prác- 
tica impidió el ejercicio del derecho hasta que el Tribunal Constitucional 
entendió correctamente los efectos de dicha omisión (STC 15/1982, de 23 
de abril), o la ausencia de regulación de la televisión privada (que el TC ha 
resuelto de manera diversa en los distintos supuestos: STC 12/1982, de 31 
de marzo —televisión privada de ámbito nacional—; 31/1994, de 31 de ene- 
ro —televisión local por cable—; 88/1995, de 6 de junio —televisión local por 
ondas—). Silencios de la ley que pueden provocar omisiones relativas incons- 
titucionales serán la mayoría de los que comentaremos en este capítulo. 


25. Desde luego, las omisiones absolutas plantean numerosos problemas desde 
la perspectiva constitucional, desde cómo encontrar en tal caso la norma 
aplicable a un supuesto concreto, a si es posible un control de constituciona- 
lidad de la inactividad total del legislador que provoca situaciones contrarias 
a la Constitución. Pero los mismos exceden del propósitos de este trabajo. 
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característica común de existencia de un texto o disposición legal 
—si bien incompleta—. Esta circunstancia hace, como hemos apun- 
tado, algo más fácil su control de constitucionalidad, que no será 
estrictamente un control por omisión, sino un control por acción, 
si bien incompleta o defectuosa desde el punto de vista constitu- 
cional. Ya hemos señalado que las sentencias aditivas son uno entre 
los posibles mecanismos para resolver estas omisiones relativas, 
ya que, en definitiva, toda sentencia aditiva viene a señalar que 
una disposición legal es incompleta desde el punto de vista consti- 
tucional, afirmando, en su caso, la inconstitucionalidad de la norma 
implícita que impide o excluye su aplicación a ciertos supuestos. 
Pero como veremos existen también otros instrumentos que per- 
miten, en ciertos supuestos, resolver este tipo de omisiones, aunque 
todos ellos plantean no pocos problemas y dificultades”. Ahora 
nos centraremos en el análisis de las sentencias aditivas y sus 
diversos supuestos, aspecto al que dedicaremos el próximo apar- 
tado. 


Hay que señalar, por último, que con cierta frecuencia el 
carácter incompleto de la ley se produce en relación con el princi- 
pio de igualdad, porque la ley aplica determinadas consecuencias 
a algunos supuestos, omitiendo referirse a otros que, desde el punto 
de vista constitucional, merecen el mismo tratamiento”. Pero ello 
no siempre es así, y la contradicción con la Constitución puede 
producirse por otros motivos, es decir, por omisiones o carencias 
de la disposición en relación con exigencias derivadas de otros 


26. Véase infra, 4.2.C.a). 

27. Así sucede en buena parte de los supuestos resueltos mediante sentencias 
aditivas por nuestro Tribunal Constitucional: por ejemplo, SSTC 103/1983, 
de 22 de noviembre; 116/1987, de 7 de julio, 222/1992, de 11 de diciembre: 
3/1993, de 14 de enero, 134/1996, de 22 de julio. 
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preceptos constitucionales**, de manera que no deben equiparar- 
se las omisiones legislativas relativas con la vulneración por omisión 
del principio de igualdad?”. 


3. DIVERSOS SUPUESTOS 


Una vez hemos comentado la estructura general de las sen- 
tencias aditivas, y la finalidad común a todas ellas, es conveniente 


28. El supuesto es relativamente frecuente en la jurisprudencia italiana; por 
ejemplo, sentencias de la Corte constitucional N.° 27, de 31 de marzo de 
1958, en relación con el artículo 17 (derecho de reunión); N.° 40, de 24 de 
junio de 1958, en relación con el artículo 113.2 (la tutela jurisdiccional de la 
Administración pública no puede limitarse a medios especiales de impugna- 
ción o a determinadas categorías de actos); N.° 26, de 23 de mayo de 1961, 
en relación genérica con los principios del ordenamiento jurídico y los dere- 
chos de los ciudadanos; N.° 168, de 12 de diciembre de 1963, en relación 
con la autonomía del Consejo Superior de la Magistratura; N.° 497, de 21 de 
abril de 1988, en relación con el artículo 38 (derecho de los trabajadores a 
los medios necesarios adecuados a sus necesidades vitales en caso de inca- 
pacidad u otras contingencias), entre otras muchas. 


29. En este sentido, DELFINO, F., “"Omissioni legislative e Corte costituzionale...”, 
cit., p. 917. En cambio, J. Vecina, "El control por el Tribunal Constitucional 
de las omisiones legislativas lesivas del principio de igualdad”, en Derechos 
y libertades, N.° 2, pp. 487 y ss., parte de la configuración de las sentencias 
aditivas como remedio para las lesiones que al principio de igualdad provo- 
can las omisiones legislativas relativas; más correctamente, desde mi punto 
de vista, GoNzáLEz BEliLFUSS, M., "Delimitación de competencias entre el Tri- 
bunal Constitucional y el legislador ordinario en el restablecimiento de la 
igualdad en la ley”, en Revista Española de Derecho Constitucional, N.* 42, 
1994, p. 118, afirma que el restablecimiento de la igualdad es el ámbito en 
gue la relación entre Tribunal Constitucional y legislador ha resultado ser 
más conflictiva en la práctica. AHUMADA, M. A. Ruiz, “El control de constitu- 
cionalidad...”, Op. cit., p. 172, entiende también que la vulneración del 
principio de igualdad es el supuesto típico, pero no el único. 
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distinguir entre los diversos tipos de sentencias que pueden en- 
cuadrarse en este grupo, entendiéndolo ahora en un sentido amplio 
que comprende las sentencias materialmente aditivas. Me parece 
que pueden utilizarse tres criterios de clasificación. 


3.1. Una primera distinción: aditivas que declaran la incons- 
titucionalidad de una norma implícita de exclusión 
(“aditivas de inconstitucionalidad parcial”) y aditivas que 
simplemente imponen una interpretación extensiva o ana- 
lógica (“aditivas de interpretación extensiva o analógica”) 


El efecto de extensión o ampliación del contenido normati- 
vo, característico de las sentencias aditivas, puede producirse por 
dos vías, cuya distinción es esencial para analizar toda la proble- 
mática de las sentencias aditivas. En toda sentencia aditiva, el 
Tribunal se enfrenta a una disposición legal que no prevé expresa- 
mente lo que constitucionalmente debía incluir; pero, en algunas 
ocasiones, el precepto excluye (si bien implícitamente) ese algo 
que debería incluir, mientras que, en otros casos, no existe tal 
exclusión implícita, de manera que mediante la interpretación ade- 
cuada del mismo puede entenderse incluido en él lo que no está 
previsto expresamente, sin necesidad de ninguna operación previa. 
Algunos autores han tratado de explicar todas las sentencias aditi- 
vas partiendo solamente de una de estas vías, como si todas ellas 
respondieran a un mismo esquema, mientras que otros han distin- 
guido con claridad entre los supuestos de “ilegítima exclusión”, de 
los de “omisión” o “ausencia de previsión” en sentido estricto” . 


30. En este último sentido, COLAPIETRO, C., Le sentenze additive..., cit., p. 18: 
MONTELLA, M., Tipologia..., cit., p. 105, distingue: los supuestos en que la 
omisión supone una exclusión de un determinado supuesto; los casos en que 
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La distinción entre ambos supuestos se corresponde con los 
dos primeros tipos de omisiones relativas a los que nos hernos 
veferido hace poco. Desde luego, pueden plantearse casos dudosos 
en la práctica, pero ello no debe implicar la renuncia a dicha dife- 
renciación, porque creo que sólo partiendo de ella pueden 
entenderse correctamente todos los supuestos de sentencias adi- 
tivas. Quizá pueda apuntarse algún criterio orientativo: en primer 
lugar, hay términos que en sí mismos parecen resultar excluyen- 
tes de su “opuesto”, contrario o correlativo: por ejemplo, la mención 
de "hijas y hermanas” excluye a "hijos y hermanos” (aunque no al 
revés). En segundo lugar, cuando un precepto regula una excep- 
ción o especialidad en relación con lo que es un criterio general, 
los supuestos no incluidos expresamente en él parece que deben 
considerarse excluidos: por ejemplo, si un precepto establece con 
carácter especial la no tributación de las pensiones de los funcio- 
narios en un supuesto concreto (el de gran invalidez), creo que el 
mismo excluye implícitamente de este régimen especial de exen- 
ción tributaria a cualquier otra pensión de los funcionarios, como 
la de incapacidad permanente absoluta. En cambio, la ausencia de 
mención constituirá una omisión en el sentido más estricto o pro- 
pio de ausencia de norma directamente derivada de la disposición 
(lo que supone que la omisión es "subsanable” mediante una in- 
terpretación adecuadora), por ejemplo: cuando pueda entenderse 
razonablemente que deriva de una inadvertencia del legislador, o 
bien que lo no previsto respondería en realidad al “espíritu y fina- 
lidad” de la ley, o alos principios generales aplicables (por ejemplo, 


la sentencia da aplicación a hipótesis no consideradas de principios vigentes 
en el sistema, que eran derogados por la omisión-exclusión; y “omisiones 
puras y simples”, que implican simplemente la carencia de una disciplina 
que debería estar contenida, Pero, en mi opinión, el segundo supuesto pue- 
de reconducirse al primero o al tercero, según los casos (aunque parece más 
frecuente que puedan englobarse en el supuesto de "omisión pura y simple”). 
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a la enumeración de los supuestos en que el voto es nulo, conterí- 
da en la L.O.R.E.G., puede equipararse el caso, no expresamente 
previsto, de voto a una candidatura que no se presenta en es: 
circunscripción); o en general cuando los términos en que se ex- 
presa el precepto no resulten excluyentes de otros supuestos (así, 
me parece que la mención al “matrimonio” no excluye con carác- 
ter general a la “pareja estable”, sino que habrá de estarse al 
supuesto concreto). 


Desde cierto punto de vista, la división que vamos a comen- 
tar podría entenderse más como una separación de dos vías para 
enfocar y resolver cualquier situación de omisión textual, que como 
dos supuestos diferentes de omisiones; y quizá deba admitirse la 
doble posibilidad en algún caso especialmente dudoso; pero creo 
que en general la interpretación del precepto legal determinará la 
existencia o inexistencia de una omisión implícita. En todo caso, la 
gran trascendencia de esta distinción justifica que nos detenga- 
mos en ella. 


a) El primer supuesto está constituido por lo que aquí vamos 
a denominar “sentencias aditivas de inconstitucionalidad parcial”, 
porque, como veremos, las mismas son las únicas que realmente 
declaran la inconstitucionalidad y nulidad de una norma que for- 
ma parte del “complejo normativo” derivado conjuntamente de la 
disposición impugnada*'. Este supuesto se produce frente a pre- 


31. Como veremos, en rigor también la segunda categoría de sentencias aditi- 
vas que vamos a analizar (las de “extensión o analogía”) establecen 
implícitamente la inconstitucionalidad de una norma o interpretación. Pero 
en este segundo caso la norma implícitamente inconstitucional es una inter- 
pretación derivada alternativamente de la disposición impugnada, por lo 
que —con independencia de la forma que adopte su parte dispositiva— en 
nada se diferencian esas sentencias de las sentencias interpretativas "en 
sentido estricto”, ya que proceden a una elección entre dos interpretaciones 
alternativas. 


Escaneado con CamScanner 


ANÁLISIS ESPEGIAL DE LAS SENTENCIAS ADÍFIVAS L15 


ceptos que excluyen implícitamente lo que deberían prever desde 
ol punto de vista constitucional. Desde luego, para apreciar si existe 
esa exclusión, consecuencia de una norma implícita que deriva de 
la disposición impugnada, es preciso proceder a interpretar esa 
disposición. Pero aunque la Constitución pudiera exigir una inter- 
pretación extensiva o analógica de la disposición, la misma no es 
posible antes de realizar la anulación de la norma implícita de ex- 
clusión: desde la perspectiva de la ley, la exclusión implícita exige 
una interpretación a contrario. La sentencia, en este caso, señala 
la inconstitucionalidad y nulidad de esa norma implícita de exclu- 
sión, lo que permite la extensión o ampliación del contenido 
normativo exigida por la Constitución. 


Podemos mencionar algunos ejemplos de preceptos legales 
que contienen una exclusión implícita, y que han provocado “sen- 
tencias aditivas de inconstitucionalidad parcial”, que probablemente 
sean el supuesto más frecuente. El artículo 162.2 de la antigua 
Ley General de la Seguridad Social disponía: “(...) se reconocerá 
derecho a pensión a las hijas o hermanas de pensionistas de jubi- 
lación o invalidez en quienes se den (...) las siguientes 
circunstancias:...”. La sentencia que enjuició la constitucionalidad 
de este precepto?*? es una aditiva de las que aquí denominamos 
“de inconstitucionalidad parcial”. Y ello porque el precepto cues- 
tionado no menciona a los “hijos y hermanos” de pensionistas, 
pero los está excluyendo implícitamente. No cabe en la lógica de la 
ley una interpretación analógica o extensiva del precepto, porque 
cuando éste reconoce expresamente las pensiones a "hijas y her- 
manas” está excluyendo el mismo derecho a "hijos y hermanos”. 
Ni la voluntas legislatoris, ni la voluntas legis, ni una interpreta- 
ción literal o sistemática del ordenamiento infraconstitucional 
pueden llevar a otra conclusión que la existencia de la norma de 


32. STC 3/1993, de 14 de enero. 
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exclusión implícita, deducida de un argumento a contrario. En rea- 
lidad, puede afirmarse que la misma disposición contiene dos 
normas: la que otorga las pensiones a "hijas y hermanas” en las 
circunstancias previstas, y la que excluye de dichas pensiones a 
“hijos y hermanos” en idénticas circunstancias. Pero lo cierto es 
que el principio de igualdad reconocido en la Constitución exige la 
no discriminación en este supuesto. Por ello, la sentencia señala la 
inconstitucionalidad del precepto "en cuanto excluye a hijos y her- 
manos”; esta declaración de inconstitucionalidad no afecta, como 
es lógico, al texto de la disposición —que permanece inalterado— 
sino a la norma implícita que excluye a hijos y hermanos de las 
prestaciones que reconoce el precepto. Y esta inconstitucionalidad 
de la norma implícita provoca la extensión de los supuestos a los 
que es aplicable el precepto, aumenta su contenido normativo; en 
este sentido la sentencia es aditiva. 


Algunos autores han explicado el esquema de funcionamiento 
de las sentencias aditivas recurriendo a este primer supuesto. El 
ex presidente de la Corte, ELIa**, destaca que estas sentencias no 
anulan una norma en positivo, sino que proceden a la anulación de 
una norma implícita de exclusión, lo que hace posible la amplia- 
ción de la normativa impugnada a situaciones análogas, esto es, la 
extensión de la disciplina que faltaba. La doctrina ha destacado 
esta “conversión del negativo en positivo”** , es posible porque la 
sentencia aditiva responde a un esquema “ternario” o trilateral 
(Constitución-norma expresa-norma implícita), en el que la mis- 
ma disposición legal genera tanto el tertium comparationis (la 
situación de ventaja configurada por el legislador expresamente 


33. ELIA, L., “Le sentenze adiditive...”, cit., pp. 302-303. 


34. SILVESTRI, G., “Le sentenze normative...”, cit., p. 765; en el mismo sentido, 
Elia, L., "Le sentenze additive...”, cit., p. 303; COLAPIETRO, C., “Le sentenze 
adiditve...”, cit., p. 24. 
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on el texto) como la norma denunciada (la exclusión implícita)”. 
De esta forma se produce la extensión automática del tertium, que 
constituye un fenómeno de integración del ordenamiento”. 


Se ha señalado que entender que la omisión adquiere la na- 
turaleza de una norma negativa de exclusión (con univocidad no 
menor que si la exclusión fuese establecida expresamente por un 
inciso del texto) es la solución más audaz en el plano dogmático, y 
más innovadora en el plano de las relaciones institucionales”. Pero 
también se ha criticado la “conversión de lo negativo en positivo”, 
afirmando que la misma implica en realidad la conversión de un 
texto ilegitimo en legítimo mediante una adición, convirtiéndose 
la Corte en órgano de “relegitimación” de las leyes**; y se ha des- 
tacado que esta construcción teórica, probablemente derivada de 
la necesidad de justificar la anomalía de los pronunciamientos adi- 
tivos negando su particularidad, sólo parece aplicable al esquema 
propio del principio de igualdad, pero no a otros supuestos de sen- 
tencias aditivas, resultando “artificiosa” en otros casos”. 


En mi opinión, la construcción teórica basada en la existen- 
cia de una norma implícita de exclusión es adecuada para explicar 


35. PALADIN, L., “Corte costituzionale e principio generale d “eguaglianza: aprile 
1979-dicembre 1983”, en Scritti in onore di Vezio CRISAFULLI, Vol. I (La gius- 
tizia costituzionale), Cedam, Padua, 1985, p. 636; Elia, L., "Le sentenze 
additive...”, cit., pp. 304-305; COLAPIETRO, C., “Le sentenze additive e sosti- 
tutive...”, cit., p. 24. 


36. Ena, L., “Le sentenze additive...”, cit., p. 305. La que podríamos denominar 
"tesis de la norma implícita” negativa ha sido defendida también, entre otros 
autores, por LANZILLO, R., “Poteri creativi...”, cit., pp. 30 y ss. 


37. D'orazio, G., “Le sentenze costituzionale additive...”, cit., p. 102. 
38. SiLvesTRI, G., “Le sentenze normative...”, cit., pp. 764 y ss. 


39. Bignami, M., “Brevi osservazioni sulla nozione di additivitá nelle deicsioni 
della Corte costituzionale”, en Giurisprudenza costituzionale, 1996, 2, 
pp.1245-1246. 
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el funcionamiento de las sentencias aditivas en ciertos Supuestos 
Es verdad que desde cierto punto de vista la construcción podría 
parecer artificiosa o dirigida a encubrir, mediante una aparente 
anulación, lo que en realidad es una adición. A mi juicio, la “adi- 
ción” se produce, en el sentido de extensión de los efectos 
normativos previstos en el precepto; pero esta extensión requiere 
la previa anulación de una exclusión implícita (cuya existencia es 
difícil de negar en los casos que pueden englobar en el supuesto 
que comentamos), y en parte de los casos se produce de manera 
en cierto sentido “automática” con dicha anulación. Aunque cier- 
tamente dicha ampliación de efectos normativos implique una 
interpretación extensiva (o analógica), exigida por la Constitu- 
ción, pero que era imposible antes de la anulación de la norma 
implícita. Como se ha afirmado”, el contenido normativo de estas 
decisiones debe considerarse como consecuencia indirecta y nece- 
saria de las mismas; aunque, como veremos, en algunos supuestos 
la “adición” puede permitir varias posibilidades, dentro del respe- 
to a un principio general derivado de la Constitución. En realidad, 
el esquema no es en esencia diferente del que se produciría si la 
exclusión fuese explícita; y, si se parte de que el objeto del pro- 
nunciamiento del Tribunal está constituido por el complejo formado 
por disposición y norma o normas de ella derivadas, debe concluir- 
se que la anulación de la norma implícita puede realizarse en la 
sentencia del Tribunal. En efecto, no hay diferencia sustancial en- 
tre una disposición D que afirma su aplicación al supuesto A, pero 
que no menciona el supuesto B (debiendo entenderse que lo ex- 
cluye de modo implícito), al que debería también aplicarse de 
acuerdo con la Constitución; y una disposición D que afirma ex- 
presamente su aplicación al supuesto A, y también expresamente 
la exclusión del supuesto B. En ambos casos debe señalarse la 


40. LanziLLO, R., “Poteri creativi...”, cit., p. 34. 
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nconstitucionalidad de la norma que excluye la aplicación al su- 
puesto B (en un caso derivada de un inciso textual expreso, en otro 
caso derivada implícitamente del texto), lo que implicará la exten- 
sión de la norma aplicable a dicho supuesto B. 


Algunos autores parten también de la idea de anulación para 
explicar las sentencias aditivas, pero separan nítidamente el mo- 
mento de la anulación y el de la extensión de los efectos. PICARDI”' 
parte de la existencia de una laguna técnica, que no es praeter 
legem, sino intra legem; el legislador persigue un cierto fin con 
una norma, pero no adopta con otra norma las medidas necesarias 
para conseguirlo. La sentencia de Corte, en este supuesto, tiene 
una dimensión de “ablación”, que remueve el obstáculo, y una 
dimensión de reconstrucción, que colma la laguna; en cuanto a la 
primera dimensión, la sentencia es de acogimiento y se impone a 
todos los operadores jurídicos; en cuanto a la segunda, sólo vincu- 
la al juez del proceso principal o al órgano proponente del recurso”, 
Para LAVAGNA la decisión tiene efectos reductores y no aditivos so- 
bre el contenido normativo del texto impugnado”, rechazando que 
un texto —que se ha declarado inconstitucional en lo que no dice— 
pueda afirmar aquello que la omisión inconstitucional impedía leer; 
por ello afirma que la norma derivará de la Constitución o de los 
principios generales”. MorTaTI* afirma que la declaración de in- 
constitucionalidad de una omisión tiene sin duda efectos 
normativos, de manera que el efecto aditivo no es aparente; re- 
chaza la existencia de una fuerza de expansión de la norma, 


41. PicArDI, N., "Le sentenze 'integrative”...”, cit., pp. 612-613. 
42. PiCARDI, N., "Le sentenze 'integrative”...”, cit., pp. 632-633. 
43, Lavacna, C., “Sulle sentenze additive...”, cit., pp. 677-678. 
44, LAVAGNA, C., “Sulle sentenze additive...”, cit., pp. 679-680. 
45, Moxtas1, C., “Appunti per uno studio...”, Op. cit., pp. 945 y ss. 
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susceptible de operar automáticamente; por ello el objeto del jui- 
cio de la omisión no es puramente negativo. Ahora bien, considera 
adecuada la declaración de inconstitucionalidad de la omisión (ya 
que el legislador no ha adoptado las medidas positivas exigibles), 
y entiende en consecuencia que la laguna creada por dicha decla- 
ración de inconstitucionalidad puede colmarse con los medios 
ordinarios utilizados para colmar cualquier laguna (recurso a la 
analogía y principios)*". 

A mi juicio, aunque puedan separarse conceptualmente el 
momento de la anulación y el de la “reconstrucción”, éste es una 
consecuencia de aquél, ya que hay que tener en cuenta que lo 
anulado es una exclusión. Toda anulación de una exclusión implí- 
cita supone, lógicamente, la inclusión —también implícita— de lo 
antes excluido. Sin embargo, ha de admitirse que la extensión de 
los efectos normativos no sólo deriva del texto impugnado, sino 
también de la Constitución: con más exactitud, es la Constitución 
la que exige la ampliación del contenido normativo del texto cues- 
tionado, una vez anulada la exclusión implícita que éste contenía. 
Y, así como en algunos casos la determinación del contenido de la 
“adición” es “automática”, en algún supuesto puede suceder que 
las exigencias constitucionales sean genéricas, o permitan diver- 
sas opciones. Debe reconocerse que, en ocasiones, la regulación 
concreta que haya de darse al supuesto antes excluido, o la propia 
definición de éste, no son una consecuencia “automática” de la 
anulación, sino que exige una “actualización” e interpretación de 
las exigencias constitucionales, que podría permitir diversas op- 
ciones. En otros términos, toda anulación de una exclusión implícita 
conlleva como consecuencia inmediata la inclusión de lo antes ex- 
cluido, pero la propia definición precisa del supuesto excluido, o la 
concreción de las consecuencias jurídicas concretas que le han de 


26. Moszrtar:, C., "Appunti...”, cit., pp. 950-953. 
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ser aplicadas, requieren en ocasiones una “nueva” labor de inter- 
pretación, realizada siempre a la luz de la Constitución. 


Pero esta posible separación entre los dos momentos no debe 
llevar, al menos con carácter general, a la conclusión de que el 
segundo no corresponde al Tribunal o sea un exceso en sus funcio- 
nes: si el Tribunal puede anular la norma implícita, también podrá 
indicar cuál es la interpretación que ha de hacerse del texto tras 
dicha anulación, para que el mismo sea conforme a la Constitu- 
ción. Esta interpretación no implica nada diferente a lo que el 
Tribunal realiza en una sentencia interpretativa. Y sólo cuando las 
exigencias constitucionales permitan varias opciones de desarro- 
llo pueden presentarse problemas con este aspecto "reconstructivo” 
(en realidad interpretativo), a los que nos referiremos posterior- 
mente”. 


En fin, este primer supuesto de sentencias aditivas exige la 
fórmula de la inconstitucionalidad parcial, y planteará sus dudas 
principales en el plano de las relaciones entre Tribunal Constitu- 
cional y legislador. 


b) Pero en mi opinión existe también un segundo supuesto, 
que podemos denominar “sentencias aditivas de interpretación 
extensiva o analógica”. En efecto, creo que no en todos los supues- 
tos de omisión legislativa deriva necesariamente del texto una 
norma implícita de exclusión. De hecho, cuando exista esa exclu- 
sión implícita la omisión será en cierto sentido impropia o 
puramente textual, ya que existe en realidad una norma que apli- 
cable al supuesto no expresamente previsto. Aunque, si bien se 
mira, ello también sucederá en el supuesto al que ahora nos refe- 
rimos (ya hemos apuntado que todas las omisiones son en realidad 
textuales). La diferencia radica en que, en este caso, no deriva 


47. Infra, 4.1.B.b). 
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directamente de la disposición impugnada una norma negativa de 
exclusión; desde el punto de vista del ordenamiento infraconstitu- 
cional, para hallar la norma aplicable al supuesto no previsto 
expresamente, será precisa la elección entre el argumento analó- 
gico y el argumento a contrario. Pero la “intervención” de la 
Constitución exigirá una interpretación analógica o extensiva en 
relación con los supuestos expresamente contemplados en la dis- 
posición. 

Podemos encontrar algún ejemplo de este tipo. A mi juicio, 
tal sería el caso de la sentencia del Tribunal Constitucional espa- 
ñol que enjuició la constitucionalidad del artículo 58.1 de la antigua 
Ley de Arrendamientos Urbanos*. Dicho precepto disponía que 
“Al fallecimiento del inquilino titular del contrato de arrenda- 
miento, su cónyuge (...) podrá(n) subrogarse en los derechos y 
obligaciones del arrendamiento”. La cuestión está en apreciar si la 
mención expresa al cónyuge supone una exclusión implícita de 
quien hubiera convivido more uxorio con el arrendatario fallecido. 
A mi juicio, tal exclusión no existe. Incluso antes de considerar las 
exigencias constitucionales, cabe una aplicación analógica del pre- 
cepto previsto al supuesto de la convivencia marital y estable. Podría 
argumentarse que esta aplicación analógica es dudosa, de modo 
que tal vez cabría utilizar el argumento a contrario para excluir el 
supuesto no contemplado expresamente. Pero la propia duda pone 
de manifiesto que no existe una exclusión implícita de la subroga- 
ción del conviviente more uxorio, sino que más bien hay dos 
opciones de interpretación alternativas: la analógica y la basada 
en el argumento a contrario. Ahora bien, cuando entra en conside- 
ración el punto de vista constitucional —y obviando en este 
momento las dudas que pudiera plantear la doctrina sentada por 
el Tribunal en la sentencia, que contó con dos votos particulares— 


48. STC 222/1992, de 11 de diciembre. 


Escaneado con CamScanner 


ANÁLISIS ESPECIAL DE LAS SENTENCIAS ADITIVAS 283 


el matrimonio y la convivencia “de hecho” deben equipararse a 
efectos de subrogación, lo que equivale a decir que debe aplicarse 
el criterio de la analogía, y dar al supuesto no previsto la misma 
solución que al expresamente incluido. 


Hay que reconocer que, en la sentencia que comentamos, el 
Tribunal consideró el supuesto como de exclusión tácita, lo que le 
forzó a declarar la inconstitucionalidad del precepto “en la medida 
en que excluye del beneficio de la subrogación mortis causa a quien 
hubiere convivido de modo marital y estable con el arrendatario 
fallecido. Sin embargo, en la propia sentencia hay argumentos que 
apoyan nuestra consideración de que no existía tal exclusión im- 
plícita: en primer lugar, el juez que planteó la cuestión había 
entendido inicialmente que podía resolver el pleito sin plantear la 
cuestión, y dedicó su auto de planteamiento a argumentar en el 
sentido de que la ley podía aplicarse a la convivencia de hecho, si 
se interpretaba de acuerdo con la Constitución”. Y, en segundo 
lugar, que el propio Tribunal se plantea si esa exclusión puede o 
no ser reparada por los órganos jurisdiccionales”. 


Otro ejemplo sería la sentencia de la Corte constitucional 
italiana que enjuició la constitucionalidad del artículo 4, apartado 
51 del R.D. de 17 de agosto de 1935, N.° 1765**, declarando su 
ilegitimidad constitucional “en cuanto consiente que el juez civil 
pueda comprobar que el hecho que ha provocado el infortunio cons- 
tituya delito solamente en la hipótesis de extinción de la acción 
penal por muerte del imputado o por amnistía, sin mencionar la 
hipótesis de prescripción del delito”. Pero en este caso, la ausencia 


49. STC 222/1992, Antecedente 1 y f.j. 2. 


50. F. J. 3. Cuestión a la que no parece dar respuesta expresa, aunque de la 
propia decisión se deduce que no. 


51. Sentencia N.° 22, de 28 de febrero de 1967. 
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de mención de la prescripción del delito en el artículo irmmpuanace 
no debe considerarse exclusión implícita, ya que una interpreta- 
ción adecuada del mismo, en el marco del ordenamiento del gue 
forma parte, conduce a extender lo previsto expresamente parz 
los supuestos de amnistía y muerte del imputado, al pio to no 


anomalía podría superarse también en vía de e siste 
mática, puesto que ésta conduce a extender a la prescripción la 
norma establecida para la muerte o amnistía. Sin embargo, para 
mejor asegurar la certeza del derecho, se debe proceder a un pro- 
nunciamiento expreso en este sentido”* (cursiva mía). 


En realidad, como en el supuesto de “sentencias aditivas” 
que ahora comentamos la disposición impugnada no contiene una 
norma implícita de exclusión, y su texto no es contrario a la Cons- 
titución, en rigor no hay una norma inconstitucional que derive 
conjuntamente del texto (aunque sí lo es una de sus posibles in- 
terpretaciones). Ello quiere decir que la sentencia podría adoptar 
un pronunciamiento interpretativo, considerando que existen dos 
alternativas de interpretación del precepto impugnado: una ex- 
tensiva, acorde con la Constitución, y una estricta o restrictiva, 
contraria a la Norma fundamental. En la lógica del Tribunal, dicha 
sentencia interpretativa habría de ser desestimatoria, aunque en 
su momento expusimos los argumentos que justificaban la adop- 
ción de sentencias interpretativas de estimación”, que obviamente 
son aplicables también a estos supuestos. No han faltado senten- 
cias de este tipo en nuestra jurisprudencia, como por ejemplo la 
sentencia 99/1987, en relación con el intérprete para los deteni- 
dos, que vamos a comentar algo más adelante. 


52. Sentencia de 28 de febrero de 1967, f.j. 6. 
53. Supra, 2.4.B. 
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Por las mismas razones, sólo cuando la ley no contenga una 
aowa implecita inconstitucional podrá el Tribunal interpretarla 
Je modo extensivo o analógico en un recurso de amparo, sin recu- 
ww a la *autocuestión de inconstitucionalidad” prevista en el 
aruculo 55.2 L.O.T.C. Este es uno de los sentidos en los que puede 
hablarse de "amparos de efectos aditivos”, aspecto sobre el que 
valveremos”. 


En realidad, y en todos aquellos supuestos en que esté en 
juego como parámetro constitucional el principio de igualdad, la 
distinción entre los dos supuestos de sentencias aditivas aquí ex- 
plicados puede reconducirse a la que existe entre la igualdad en la 
ley e igualdad en la aplicación de la ley, como ha apreciado certe- 
ramente JimÉNEz CAMPO”. En efecto, si se considera que es la ley la 
que excluye implícitamente el supuesto no previsto, el problema 
se plantea como un caso de desigualdad en la ley, que deberá ser 
declarada inconstitucional “en la parte en que” no prevé lo que 
constitucionalmente debería prever. En cambio, si se entiende que 
no existe tal norma implícita, no existirá ningún obstáculo legal 
para realizar una interpretación extensiva, analógica o sistemática 
que permita aplicar al supuesto no previsto las consecuencias ex- 
presamente señaladas en el precepto legal; en tal caso, esta 
interpretación extensiva o analógica pueden realizarla los jueces 
ordinarios, quienes, si no realizan esa aplicación cuando viene exi- 
gida por la Constitución —o, en su caso, plantean la cuestión de 
inconstitucionalidad—, incurrirán en una desigualdad en la apli- 
cación de la ley. 


JIMÉNEZ CAMPO parece entender que la consideración del pro- 
blema como un caso de inconstitucionalidad por omisión, o uno de 


54. Infra, 3.3.C.c). 


55. Jiménez Campo, J., "Analogía ‘secundum constitutionem'A, cit., pp. 13 y ss. 
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simple ausencia de previsión legal resoluble aplicando la analogía, 
es alternativa, de manera que cualquier supuesto puede enfocarse 
por una u otra vía, entre las que él se pronuncia por la analogía, 
que puede y debe aplicarse por los tribunales ordinarios”. Pero a 
mi entender, no se trata de enfoques alternativos, sino de diversos 
supuestos entre los que hay que distinguir, aunque puedan pre- 
sentarse casos dudosos, que en principio admitirían su inclusión 
en una u otra categoría. Retomando un ejemplo anterior, es difícil 
entender que una ley que concede ciertas pensiones a "hijas y 
hermanas” puede sin más aplicarse por analogía a "hijos y herma- 
nos”, porque los está excluyendo, implícita pero indubitadamente. 
JIMÉNEZ CAMPO es consciente de esta objeción y trata de responder- 
la afirmando que lo que parece contrario al sentido propio de la 
regla legal, no lo es a la luz de la Constitución, que vendría así a 
permitir que "las omisiones inconstitucionales del legislador fue- 
sen vistas, Cualquiera que sea su occasio, como 'lagunas”, y 
colmadas, por lo tanto, mediante la extensión al caso no contem- 
plado de la previsión dispuesta expresamente para otro análogo””, 
mediante el uso de una especia de analogía secundum constitutio- 
nem. En mi opinión, una cosa es la interpretación del precepto 
conforme a la Constitución —algo que debe realizarse siempre— y 
otra que la Constitución puede convertir una norma de exclusión 
clara, aunque implícita, en una inclusión, sin proceder previamen- 
te a la anulación de aquélla regla de exclusión (lo que, en el caso 
de que dicha regla se contenga en una ley, sólo puede hacer el 
Tribunal Constitucional). La “interpretación conforme” no cabe 
frente a normas (o partes de normas) inconstitucionales, y sólo 
será posible tras la declaración de la inconstitucionalidad de las 
mismas. Eso sí, en todos aquéllos supuestos en los que el precepto 


56. Jiménez Campo, J., “Analogía...”, cit., pp. 27 y ss. 
57. Jiménez Cameo, J., "Analogía...”, cit., pp. 27-28. 
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N 


no contenga esa exclusión implicita nos encontarernos ante Una 
omisión o laguna que puede ser “colmada” directamente median- 
te una interpretación analógica”, 


3.2. Sentencias aditivas estimatorías y degestimatoriasz 


En varios momentos de este estudio hemos señalado que, 
en algunos casos, a la misma solución establecida por una senten- 
cia aditiva (en sentido estricto, esto es, de estimación), puede 
llegarse a través de una sentencia interpretativa desestimatoria, 
Parte de la doctrina italiana ha señalado la afinidad entre las sen- 
tencias aditivas y las denorninadas sentencias interpretativas de 
rechazo a valenza additiva”, o simplemente ha afirmado la posibi- 
lidad de que las sentencias aditivas adopten un pronunciariento 
de desestimación”. 


Ahora hay que señalar que no todas las sentencias aditivas 
pueden intercambiarse por una sentencia interpretativa de deses- 
timación. No podrán adoptar esa formulación aquellas sentencias 


58. Por lo demás, el propio Jiménez Campo admite un matiz en su idea general, 
señalando que, cuando la exclusión deriva de normas cuyo supuesto de he- 
cho contiene la referencia a una categoría (corno la edad o el sexo), y no a un 
caso, no cabe la reparación mediante la analogía. Y ello porque la referencia 
a categorías remite "a un hecho normativo perfectamente acotado en el 
propio texto y en cuanto tal excluyente” ("Analogía...”, cit., p. 29). En este 
punto cabe una cierta coincidencia con lo que aquí venimos defendiendo, y 
es la de que no cabe la analogía cuando existe la exclusión. Pero no me 
parece que tal "hecho normativo excluyente” pueda encontrarse precisa- 
mente en todos los supuestos que se refieren a categorías, y nunca en los 
demás, que se refieren a casos, 

59, CoLarlerro, C., Le sentenze additíve..., pp. 20 ss; en el mismo sentido, Ela, 
L., "Le sentenze addítive...”, cit., p. 307. 


60, Así, CrigaruLti, V,, "La Corte costituzionale ha vent'anni”, cit., p. 77. 
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que se enfrenten a un precepto que contenga una norma en cita 
de exclusión, porque la declaración de inconstitucionalidad de <- 
cha norma implica una sentencia (parcialmente) estirnatoria. Er 
cambio, las que hemos denominado aquí “sentencias aditivas de 
extensión o analogía” siempre podrán utilizar un pronunciarmieria 
interpretativo desestimatorio, al menos en la lógica del Tribuna 
Y ello porque, no existiendo en rigor inconstitucionalidad en uza 
norma necesaria y conjuntamente derivada de la disposición, . 
cuestión puede plantearse como una elección entre dos interpre- 
taciones posibles: una estricta y otra extensiva o analógica. Desc 
esta perspectiva, incluso podría afirmarse que estas sentencias 
deben adoptar un pronunciamiento desestimatorio, de manera cue 
no serían auténticas sentencias aditivas. Me parece que la cues- 
tión de la denominación es secundaria (si no se quiere hablar de 
sentencias aditivas en sentido amplio, puede hablarse, como en l= 
doctrina italiana, de sentencias interpretativas “con valor adit- 
vo”). Lo importante es destacar que con ambas formulaciones se 
llega al mismo efecto de aplicar la consecuencia jurídica prevista 
en el precepto al supuesto no contemplado en su texto. En mz 
opinión, lo cierto es que un fallo interpretativo en sentido estricto 
es más adecuado en los supuestos en los que no hay exclusión 
implícita, por la simple razón de que no hay una norma o parte Ce 
contenido normativo expresado conjuntamente que sea contrare 
a la Constitución. Ahora bien, como ya expusimos en su momento. 
también cuando debe elegirse entre varias interpretaciones alter- 
nativas, alguna de las cuales es inconstitucional, el fallo mas 
adecuado —aunque contrario a la práctica habitual— es el inter- 
pretativo estimatorio en sentido estricto, indicando que el p pto 
"es inconstitucional si se interpreta” en el sentido excluyente o 


restrictivo. 


y 


i 


(o 


Un buen ejemplo tomado de nuestra jurisprudencia const- 
tucional puede ilustrar lo que venimos comentando. Se ia de 
valorar la constitucionalidad del precepto del artículo 520.2 e) de 
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la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que reconoce al detenido el 
“derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando 
se trate de extranjero que no comprenda o no hable el castella- 
no”*. La impugnación se fundamentaba en que "el citado derecho 
se reconoce sólo a los extranjeros cuando debiera ser reconocido 
también a los ciudadanos españoles que se encuentren en la rús- 
ma situación” (f. j. 2), es decir, a los españoles que, sin embargo, 
no comprenden o no hablan el castellano. Corno se ve, el plantez- 
miento es el de una omisión, al menos desde el punto de vista 
textual. En realidad, a pesar de tratarse de asuntos totalmente 
diversos, en cuanto al esquema no existe una gran diferencia con 
el supuesto antes comentado de la subrogación en los arrenda- 
mientos por parte de quienes convivan de manera marital y estable: 
en ambos casos, la ley prevé un supuesto y omite toda referencia a 
otro, sin que puede apreciarse que implícitamente lo excluya. Pero 
en el supuesto ahora comentado, el Tribunal (una vez constatado 
que constitucionalmente debe reconocerse a los españoles el rnis- 
mo derecho cuando se encuentren en idénticas circunstancias), 
en lugar de emanar un pronunciamiento que declarase la incons- 
titucionalidad del precepto "en cuanto no incluye” o "en cuanto 
excluye” a los españoles en idénticas circunstancias, optó por un 
fallo interpretativo desestimatorio, afirmando que el precepto cues- 
tionado “no es inconstitucional interpretado en el sentido de que 
no priva del derecho a ser asistido por intérprete a los ciudadanos 
españoles que no comprendan o no hablen el castellano”. Para lle- 
gar a este pronunciamiento, planteó el tema como una elección 
entre interpretaciones alternativas, y no como un caso de incons- 
titucionalidad por omisión, señalando que la ausencia de mención 
a los españoles "podría ser una deficiencia legislativa, pero no su- 
pone propiamente un caso de inconstitucionalidad por omisión (...). 


61. STC 74/1987, de 25 de mayo. 
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La norma contenida en el artículo 520.2 e) es, con toda evidencia, 
constitucional siempre que no se interprete en sentido excluyente 
(...). Basta, pues, con interpretar la norma impugnada con arreglo 
a la Constitución, lo que es perfectamente posible, para disipar 
todo reproche de inconstitucionalidad”*. 


Pero no puede negarse que la decisión del Tribunal posee 
efectos aditivos, en el sentido de que exige la interpretación ex- 
tensiva de la disposición cuestionada. Y en este sentido es 
equiparable a una declaración de inconstitucionalidad "en la par- 
te” en que no se prevé algo, aunque, como ya hemos reiterado, 
tratándose de una sentencia aditiva “de extensión” resulta más 
correcta la fórmula de una sentencia interpretativa en sentido es- 
tricto (aunque de estimación). 


En fin, hay que indicar que también pueden producir efectos 
aditivos algunas sentencias parcialmente estimatorias en relación 
al texto, es decir, que declaran la inconstitucionalidad de un inciso 
o palabra del texto; aunque en este caso no pueda hablarse de 
sentencias aditivas en sentido estricto, al menos si se parte — 
como aquí hemos hecho— de que estas sentencias dejan inalterado 
el texto. Podemos apuntar dos ejemplos bastante curiosos de nues- 
tra jurisprudencia: uno de ellos sería la sentencia que se pronunció 
sobre el artículo 13 de la L.O. de reforma del Código de Justicia 
Militar*, que establecía la posibilidad de interponer recurso de 
casación ante la Justicia Militar contra las sentencias de los Conse- 
jeros de Guerra “por el Ministerio Fiscal jurídico-militar en todo 
caso, y por quienes hubieran sido condenados en la sentencia si en 
ella se le hubiera impuesto al recurrente pena privativa de liber- 
tad superior a tres años de duración en una de ellas o en la suma 


62. STC 74/1987, de 25 de mayo, f.j. 4. 
63. STC 27/1985, de 26 de febrero. 
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Je varias de las impuestas a un mismo condenado, o la separación 
ol servicio como principal o accesoria”. El Tribunal declara la in- 


e 
Ta 


pia el ámbito de aplicación de éste, que desde entonces permite el 
vecurso de casación a todos los condenados, y no sólo a algunos de 
ellos en función de la pena. Lo más curioso es que el fallo no pro- 
cede a declarar la inconstitucionalidad de los incisos mencionados, 
sino que (probablemente consciente de la necesidad de "recons- 
truir” el texto tras dicha declaración de inconstitucionalidad) 
“facilita” la labor al lector señalando que el artículo en cuestión 
“quedará, en consecuencia, redactado de la siguiente forma: ...”. 


No menos curiosa es la sentencia que se pronuncia sobre el 
artículo 160 antes vigente de la Ley General de Seguridad Social”. 
Junto a la declaración de inconstitucionalidad del párrafo segundo 
de este artículo, nos interesa ahora destacar que la sentencia con- 
tiene la declaración de inconstitucionalidad de un inciso textual del 
párrafo primero, que decía antes del pronunciamiento del Tribunal: 


“Tendrán derecho a la pensión de viudedad, con carácter 
vitalicio, salvo que se produzca alguno de los casos de extinción de 
tal derecho que se establezcan reglamentariamente, la viuda, cuan- 
do al fallecimiento de su cónyuge, se den los requisitos siguientes: 


E 


La sentencia declara la inconstitucionalidad y nulidad del 
inciso que dice “la viuda”, lo que (unido a la inconstitucionalidad 
del párrafo segundo) consigue los efectos de extensión de la pen- 
sión (aditivos) buscados. El Tribunal afirma que “sólo de este modo 
se consigue que los viudos (...) tengan el derecho a la pensión en 


64. STC 103/1983, de 22 de noviembre. 
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las mismas condiciones que los titulares del sexo femenino”, Pero, 
si se analiza con atención, tras dicha declaración, el texto carece 
gramaticalmente de sentido, ya que vendría a tener una redacción 
del siguiente tenor: “Tendrán derecho a la pensión de viudedad, 
con carácter vitalicio, salvo que se produzca algunos casos de ex- 
tinción de tal derecho que se establezcan reglamentariarnente, 
cuando, al fallecimiento de su cónyuge, se den los requisitos si- 
guientes:..”, ¿Quiénes “tendrán derecho”? O falta el sujeto de la 
oración, o está omitido, debiendo entenderse implícitamente que 
es “el viudo y la viuda”, o “los viudos”%. Pero esta segunda con- 
clusión (para llegar a la cual se requiere por lo demás la lectura de 
la sentencia, y no sólo la de su fallo), podría haberse logrado seña- 
lando la inconstitucionalidad del artículo “en cuanto excluye al 
viudo”, lo que habría sido una sentencia estrictamente aditiva. Por 
no realizar ese pronunciamiento, la sentencia no es menos aditiva 
(desde un punto de vista material, o de los efectos normativos 
producidos), pero sí menos clara. 


65. STC 103/1983, de 22 de noviembre, f.j. 7. 


66. Me parece que dos datos significativos apoyan la ausencia de corrección 
gramatical que venimos señalando. En primer lugar, algunas recopilaciones 
legislativas en la materia, publicadas durante la vigencia de la ley y tras la 
sentencia del Tribunal, prefieren mantener el texto del artículo 160.1 ínte- 
gro, incluyendo por tanto el inciso “la viuda”, y dar referencia en nota a pie 
de la Sentencia del Tribunal Constitucional que declara la inconstitucionali- 
dad y nulidad de dicho inciso, pues ello parece resultar más claro e inteligible 
que la omisión de dicho inciso (véase, por ejemplo Legislación Social Básica, 
8. ed. actualizada por J. E. SERRANO MARTÍNEZ et alii, Civitas, Madrid, 1989, 
p. 439). En segundo lugar, la nueva Ley General de la Seguridad Social (apro- 
bada por R. Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio), recoge en su artículo 
174.1 un precepto similar al que venimos comentando y que, en la parte que 
ahora nos interesa es reproducción literal de aquél (hay alguna modificación 
en cuanto a los requisitos), con la excepción de que, en lugar de mantenerse 
la omisión resultante de la sentencia que declaró la inconstitucionalidad del 
inciso "la viuda” (lo que habría obstaculizado la corrección gramatical del 
precepto) se sustituye la ausencia de sujeto por “el cónyuge superviviente”. 
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3.3. Sentencias aditivas en los diversos procedimientos anto 
el Tribunal Constitucional (control de constitucionalidad, 
conflicto de competencias, amparo) 


Al igual que expuse al hablar en general de las sentencias 
interpretativas”, en sentido propio sólo debe hablarse de senten- 
cias aditivas para referirse a las recaídas en un procedimiento de 
inconstitucionalidad. Pero hay que Hamar la atención sobre el he- 
cho de que en otros procedimientos, el Tribunal puede tarnbién 
realizar una labor de contro] de constitucionalidad de normas y, en 
consecuencia, puede emanar sentencias con "efectos aditivos” 80- 
bre dichas normas. Dichas sentencias no podrán calificarse 
propiamente como aditivas, al menos en todos los casos en que la 
declaración de inconstitucionalidad de la omisión no tiene reflejo 
en el fallo. Cuando dicha declaración sí aparezca en el fallo, la 
decisión será equiparable a una sentencia aditiva, aunque cabe 
reiterar que aquí consideraremos que éstas sólo son en sentido 
estricto las recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad, que 
son los únicos que tienen como objeto directo el control de la con- 
formidad de las normas con rango de ley a la Constitución, 


Por lo demás, dentro de estas sentencias impropiarnmente 
aditivas conviene hacer alguna distinción. En primer lugar, la que 
separa a las recaídas en conflictos de competencias de las recaídas 
en recursos de amparo. Y en segundo lugar, la que distingue: por 
un lado, los pronunciamientos sobre normas de rango inferior a la 
ley (que, en tanto sean necesarios para resolver la cuestión plan- 
teada, pueden realizarse en la fundamentación de la sentencia, y 
pueden ser de constitucionalidad, inconstitucionalidad, o interpre- 
tación del precepto, con las mismas variantes que pueden darse 
en los procedimientos de inconstitucionalidad); y, por otro lado, 
aguéllos que recaen sobre leyes, que —con las excepciones que 


67. Supra, apartado 2.2. 
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veremos- SOLO podrán ser interpretativos, salvo que se recurra al 
planteamiento de la autocuestión de inconstitucionalidad. Pode- 
mos comentar más despacio alguno de estos Supuestos, expomendo 
al tiempo algún ejemplo. 


Por lo que se refiere a las sentencias aditivas en las procedi- 
mientos de inconstitucionalidad, pueden encontrarse tanto an los 
recursos como en las cuestiones de inconstitucionalidad. Podría 
pensarse —ya hemos tenido ocasión de comentano— que asta úl 
tima vía es más adecuada para “generar” sentencias aditivas (y, 
más en general, sentencias interpretativas), ya que mediante una 
cuestión de inconstitucionalidad la ley llega al Tribunal mas una 
interpretación aplicativa, que permite con mayor facilidad ame- 
ciar sus aspectos inconstitucionales, o agotar las posibilidades de 
interpretación conforme a la Constitución; y ello, no sólo parque la 
cuestión surge al hilo de la aplicación de la ley a un caso concwto, 
sino porque permite su planteamiento en cualquier momento, a 
diferencia del recurso, cuyo relativamente corto plazo de intexpo- 
sición impide que se haya podido considerar suficientamante al 
sentido en el que jueces y tribunales aplicarán la ley impugnada", 


Y ello es cierto, pero como hemos visto no ha impadido la 
existencia de varias sentencias aditivas en recursos de inconstitu= 
cionalidad. Sin embargo, debe hacerse notar que la mayoria de 
estas sentencias aditivas recaídas en la vía directa se han contado 
en aspectos competenciales, refiriéndose a leyas astatalos que 
omitían algún tipo de intervención de las Comunidados Autóno- 
mas”, o bien frente a leyes autonómicas que, reiterando lo 


68. Sobre estas diferencias entre recurso y cuestión de inconstitucionaliad, vaso 
por ejemplo, Jiuénsz Cauzo, Jo “Consideraciones sore el canal de ouns- 
titucionalidad...”, cit. pp. 78 y ss. 

69. SSTC 29/1986. de 20 de febrero, y 40/1998, de 19 de abra, 


Escaneado con CamScanner 


ANÁLISIS ESPECIAL DE LAS SENTENCIAS ADITIVAS 295 


establecido en la legislación básica estatal, omiten o excluyen sin 
embargo parte de lo que ésta dispone”. Éste sería un supuesto 
especial de sentencia aditiva, en el que el parámetro de constitu- 
cionalidad no sería directamente la Constitución, sino una ley estatal 
con carácter básico, que forma parte, a estos efectos, del bloque de 
la constitucionalidad. El Tribunal parte de que es admisible que 
una ley autonómica repita lo establecido en la legislación básica 
del Estado, pero en tal caso ha de hacerlo de forma completa y sin 
suprimir ni añadir nada a lo previsto en dicha legislación básica. 
En algún supuesto, al encontrarse frente a varias omisiones o adi- 
ciones en relación con lo previsto en la normativa estatal, ha 
procedido a la declaración de inconstitucionalidad simple, enten- 
diendo que se encontraba ante una contradicción con dicha 
normativa que sirve de parámetro”. 


La circunstancia que venimos comentando del predominio 
de las sentencias “competenciales” o “conflictuales” entre las adi- 
tivas recaídas en la vía del recurso (predominio que existe también 
entre las interpretativas en idéntica vía) obedece probablemente, 
junto al alto índice de conflictividad competencial existente en 
nuestro sistema —al menos durante muchos años—, a la comple- 
jidad del propio sistema de distribución de competencias, que exige 
un gran rigor y detalle en el análisis de la constitucionalidad de la 
legislación en esta materia, aunque dicho análisis se realice con el 
carácter abstracto propio del recurso de inconstitucionalidad. Este 
procedimiento posee casi siempre un cierto carácter “preventivo””? 


70. SSTC 49/1998, de 22 de marzo (véanse apartados 1, b) y 2 b) del fallo, en 
cuanto se remiten al f.j. 18); 154/1989, de 5 de octubre, y 73/1997, de 11 de 
abril. 

71. Así, por ejemplo, en STC 62/1993, de 18 de febrero. 


72. Carácter “preventivo” o cautelar que ha sido destacado por Jiménez CAMPO, 
J., "Consideraciones...”, cit., p. 77. 
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to en el que haya de aplicarse la norma), que es especialmente 
apreciable en estas sentencias aditivas "competenciales”, y en 
general en las numerosas sentencias interpretativas recaidas en 
este ámbito, que tratan con frecuencia de excluir interpretaciones 
posibles, pero hipotéticas en el sentido de que no puede saberse si 
habrían sido adoptadas por los aplicadores de la ley. 


Por lo que se refiere a los conflictos de competencias, ya 
tuvimos ocasión de señalar que en los mismos son frecuentes los 
pronunciamientos interpretativos (contenidos en el fallo) respecto 
de normas infralegales. Por la misma razón caben en esta vía sen- 
tencias materialmente aditivas en relación con este tipo de 
normas, que serían aquéllas que señalen que el precepto es con- 
trario al orden constitucional de competencias, o invade 
competencias de una Comunidad Autónoma (o del Estado) "en 
cuanto omite”, “excluye”, o no prevé algo. Un ejemplo en este 
sentido es el pronunciamiento que declaró “contrarios al orden 
constitucional de competencias los apartados segundo y tercero 
del artículo 4 del Decreto del Consejo de Gobierno de la Generali- 
dad de Cataluña 307/1985 en cuanto omite una determinada 
condición básica de la norma estatal””*. 


En cuanto al conflicto en defensa de la autonomía local, ya 
expusimos”* que la ley impugnada sólo puede ser declarada in- 
constitucional mediante una segunda sentencia, que resolvería un 
procedimiento incidental equivalente a una cuestión de inconsti- 
tucionalidad. Por eso en esta “segunda sentencia” podrán 
encontrarse sentencias aditivas del mismo modo que en cualquier 
procedimiento de control de constitucionalidad. En cambio, la sen- 


73. STC 172/1996, de 31 de octubre, apartado 1 del fallo. 
74. Supra, 2.2.A. 
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¿encia que propiamente resuelva el conflicto en dofonsa de la au 
tonomía local no podrá contener pronunciamientos de 
inconstitucionalidad parcial respecto a lan loyos, y por ollo no ca- 
ben en esta vía sentencias aditivas en el sentido más estricto, Kn 
cuanto a sentencias materialmente aditivas que adopten formal 
mente un pronunciamiento interpretativo desestirmatorio, ya 
indiqué que aunque en la práctica no cabe descartarlan, creo que 
lo adecuado, en tal caso, sería el planteamiento de la autocuestión, 
que permitiría emitir ese pronunciamiento en la sentencia que Jo 
resuelva. En fin, respecto a las normas infralegales, verá posible 
encontrar sentencias materialmente aditivas en esta vía, pero creo 
que no será frecuente que esos efectos tengan reflejo en un pro- 
nunciamiento expreso en el fallo, ya que el objeto de la impugnación 
en esta vía ha de ser una ley y no otras normas de inferior rango. 


Pero el procedimiento que más interés tiene, desde el punto 
de vista de los posibles "efectos aditivos”, es el de amparo, Aun- 
que desde luego este procedimiento no está dirigido al control de 
constitucionalidad, sino a la protección de log derechos fundarnen- 
tales, lo cierto es que la vulneración de éstos puede ser consecuencia 
de una norma, tanto legal como de inferior rango. Y si bien es 
difícil encontrar en las sentencias de amparo fallos que se pronun- 
cien sobre normas”, es perfectamente posible que la interpretación 
extensiva de una norma, o la consideración de que la misma con- 
tene una omisión inconstitucional, ge realice en los fundamentos 
de esta sentencia, e incluso sea la causa determinante del otorga- 
rento del armparo. 


Estas sentencias sólo de manera inexacta e impropia podrían 
calificarse corno aditivas, pero sí pueden considerarse sentencias 
de amparo de efectos aditivos. Pueden encontrarse ejemplos de 


~ 
T 


Fangue ello sea posible, véase supra, 2.2.B. 
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este tipo en relación con normas infralegales””, pero también, lo 
que tiene más interés para nosotros, en relación con los preceptos 
legales. En efecto, como es sabido no cabe en nuestro sistema un 


76. Tal sería el caso de la STC 103/1990, de 4 de junio. El amparo se presentó 
frente a las sentencias que negaban la indemnización por despido en el su- 
puesto de un Jefe de Máquinas de un buque pesquero. La cuestión esencial 
es si a este personal le es aplicable el Real Decreto 1382/1985, de 1 de 
agosto, sobre relaciones laborales de carácter especial del personal de alta 
dirección, que prevé indemnización en el supuesto de cese por decisión libre 
de la empresa. El Tribunal Constitucional entiende que debió aplicarse el 
mencionado Real Decreto por analogía, pues éste habría sido el instrumento 
idóneo para rectificar el trato discriminatorio que se produciría de seguir 
otro tipo de interpretación, y entiende que se ha producido vulneración del 
principio de igualdad en la aplicación de la ley, realizando así una interpre- 
tación integradora o analógica del Real Decreto, que no contemplaba 
expresamente al personal en cuestión; afirma el tribunal que "aun siendo 
razonable la decisión judicial en términos estrictos de legalidad ordinaria, 
no se tuvo en cuenta que, o se aplicaba el Real Decreto 1382/1985 por la 
indicada vía analógica, o se causaba al demandante una discriminación” Un 
supuesto parecido puede encontrase en la STC 81/1982, de 21 de diciembre 
aunque, en este caso, antes de proceder a la extensión de una parte de la 
regulación, era preciso entender que otra parte era inconstitucional. En este 
caso el recurso se planteó contra la sentencia que denegó la equiparación de 
los trabajadores varones a las mujeres, en relación con el mejor tratamiento 
que éstas otorgaba el artículo 50 del Estatuto del Personal Sanitario Auxiliar 
Titulado y Auxiliar de Clínica de la Seguridad Social, en cuanto al abono de 
las horas trabajadas los domingos. El Tribunal entiende que el régimen es 
discriminatorio, y extiende a los varones el régimen previsto para las muje- 
res, otorgando el amparo. Sin embargo, rechaza declarar expresamente la 
inconstitucionalidad del precepto del Estatuto causante de la discrimina- 
ción, al no considerarlo adecuado en este procedimiento, aunque afirma 
que, al tratarse de una norma preconstitucional "bien puede, en la parte 
aquí discutida, entenderse derogado por obra de ésta y del artículo 14 de la 
misma o, en todo caso, interpretarse con arreglo a los principios de la Cons- 
titución” (conviene insistir en que esta “interpretación” implicaria entender 
derogado el régimen establecido para los varones, y, entonces st, extender el 
previsto para las mujeres). 
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recurso de amparo dirigido directamente frente a leyes, pero sí 
puede plantearse frente a los actos de aplicación de las leyes”. Por 
lo demás, y como ya vimos, sin proceder a la declaración de in- 
constitucionalidad, en cualquier sentencia de amparo pueden 
interpretarse las leyes. E incluso es posible, en ciertos supuestos 
que veremos, que en una sentencia de amparo (como en otras 
sentencias no recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad), 
el Tribunal entienda que un norma con rango de ley es contraria a 
la Constitución. 


Centrándonos en las normas con rango de ley, y basándonos 
en las ideas expuestas, podemos distinguir, entre los “amparos de 
efectos aditivos” —paralelamente a como hicimos en general res- 
pecto a las sentencias aditivas— dos supuestos. Por un lado, 
aquellas sentencias que entienden que una ley es parcialmente 
inconstitucional porque contiene una exclusión implícita de lo que 
constitucionalmente debería incluir; y por otro, las que proceden 
simplemente a elegir una interpretación extensiva de la ley, o a 
aplicarla analógicamente al supuesto no previsto en ella. 


Por lo que se refiere a este último supuesto, en realidad no 
se diferencia de los “amparos interpretativos” a los que hicimos 
referencia en el capítulo anterior. Se trataría de todos aquellos ca- 
sos en los que el Tribunal interpreta una ley de manera extensiva 
o analógica para cubrir una laguna u omisión de la misma, sin 
entender por ello que la ley es parcialmente inconstitucional. Des- 
de luego, esto puede suceder en relación con las leyes 
preconstitucionales, pero también con las leyes posteriores a la 
Constitución. Estamos, en realidad, ante un supuesto más de la 
facultad (o mejor, necesidad) que tiene el Tribunal de interpretar 


77. Véase, por ejemplo, Cruz VILLALÓN, P., "El recurso de amparo constitucional”, 
en la obra colectiva Los procesos constitucionales, Centro de Estudios Cons- 
utucionales, Madrid, 1992, pp. 120 y ss. 
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las leyes que son aplicables al caso: en ocasiones, dicha interpreta- 
ción conlleva la aplicación del texto legal a supuestos no 
contemplados expresamente en él. Un ejemplo sería la sentencia 
que otorgó el amparo frente a los acuerdos de las Juntas Electora- 
les y la sentencia que declararon la validez, en una elecciones 
municipales, de determinados votos en cuyas papeletas figuraban 
candidaturas presentadas en otras circunscripciones”. Hay que 
recordar que el artículo 96 L.O.R.E.G. no prevé expresamente esa 
irregularidad como causa de nulidad del voto. El Tribunal recono- 
ce esta ausencia de previsión legal, así como la imposibilidad de 
reconducir el supuesto en examen a cualquiera de los recogidos en 
el artículo 96, pero realiza una interpretación de éste a la luz de la 
Constitución y sus principios, y de la propia L.O.R.E.G., de manera 
que, si bien la enumeración de supuestos de nulidad contenida en 
el artículo 96 es tasada, “implícito o sobreentendido en todos ellos, 
y también en el resto del articulado aplicable, está el que en las 
papeletas de voto deben figurar, como es obvio, candidatos procla- 
mados en la circunscripción y que cuando así no sea el sufragio 
—en realidad inexistente— queda viciado total y absolutamen- 
te””*. Es decir, que el Tribunal, interpretando el artículo 96 
L.O.R.E.G., en lugar de llegar a la conclusión de que éste contiene 
una exclusión implícita del supuesto de nulidad de voto analizado 
(con lo que dicho supuesto constituiría un voto válido), realiza una 
interpretación —más que extensiva o analógica— sistemática y 
constitucional del mismo, para entender incluido en él dicho su- 
puesto. La opción parece correcta, si se entiende que no existe la 
norma implícita de exclusión; pero los efectos de adición realiza- 
dos con esa interpretación son —a mi juicio— también claros. 


78. STC 167/1991, de 19 de julio, 
79. STC 167/1991, de 19 de julio, f.j. 4. 
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Más complejos son los casos en los que la sentencia se en- 
frenta a una norma con rango de ley que contiene una norrna 
implícita de exclusión, contraria a la Norma fundamental. La solu- 
ción a estos supuestos requiere, como hemos visto, afirmar la 
inconstitucionalidad parcial de la ley “en cuanto excluye...”. Como 
es sabido, en general el Tribunal no puede en una sentencia de 
amparo afirmar esa inconstitucionalidad parcial de una ley, de 
manera que estas sentencias sólo se pueden producir en aquellos 
casos excepcionales en los que sí cabe tal afirmación, y que a mi 
juicio son los tres que pasamos a comentar. 


a) En primer lugar, el caso de las leyes preconstitucionales. 
De la misma manera que los jueces y tribunales ordinarios pueden 
considerar que dichas leyes han sido derogadas por la Constitu- 
ción*”, puede hacerlo también la Sala que resuelve un recurso de 
amparo, aunque, como ha destacado RUBIO LLORENTE, en este caso 
con una eficacia muy distinta y realmente erga omnes”, o que al 
menos se aproxima a ella, mediante la vinculación a los jueces y 
tribunales. En consecuencia, el Tribunal puede entender, en una 
sentencia de amparo, que una ley anterior es inconstitucional en 
cuanto omite o no prevé algo, y conceder el amparo como conse- 
cuencia de ello. Un buen ejemplo estaría constituido por la sentencia 
204/1988, en la que el amparo se solicitaba frente a la denegación 
a la viuda de una persona ejecutada por rebelión militar el 15 de 


80. Como es sabido, el Tribunal ha reiterado que los jueces y tribunales ordina- 
rios deben inaplicar las leyes preconstitucionales si entienden que han 
quedado derogadas por la Constitución; o bien pueden, en caso de duda, 
plantear la cuestión de inconstitucionalidad al Tribunal Constitucional; así, 
SSTC 4/1981, de 2 de febrero, f.j. 1, D); 37/1988, de 3 de marzo, fj. 5; 105/ 
1988, de 8 de junio, f.j. 1; 169/1993, de 27 de mayo, f.j. 1. 

81. Rulo LLORENTE, F., "El recurso de amparo”, en RuBi0 LLORENTE, F/ JIMENEZ 
Campo, J., Estudios sobre jurisdicción constitucional, McGraw Hill, Madrid, 
1998, p. 54. 
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agosto de 1936 en Valladolid (por tanto, en la zona controlada por 
los militares que se alzaron contra la República), de la pensión que 
la ley de 11 de julio de 1941 concedía a los funcionarios Civiles 
“que combatieron y se alzaron por el Movimiento y fueron deten 
dos y ejecutados”. Como es evidente, el derecho a la pensión “e 
fundamentaba en la discriminación que operaba la ley y que debe- 
ría implicar la extensión de las pensiones en ella concedidas a log 
fallecidos por su adhesión al Gobierno de la República, H Tribunal 
Constitucional entiende efectivamente que existe Lal discrimina. 
ción, y que la ley no había sido derogada por ninguna posterior, de 
forma que "sólo puede discutirse el influjo ejercido sobre ella por 
la cláusula general derogatoria de la Constitución”; pero "esta dáu- 
sula no puede suponer la derogación total de la ley de 1941”, ya 
que no se discuten las pensiones en ella reconocidas, De forma 
que, puesto que la disconformidad con la Constitución “surge al 
no reconocerse que otras víctimas de la misma guerra, muertas en 
análogas circunstancias, no causen también el mismo tipo de pen- 
siones (...), el único efecto que en ella (la ley de 1941] ha podido 
provocar la entrada en vigor de la Constitución es que sus benefi- 
cos sean también aplicables a los causahabientes de quienes fueron 
vícrimes de su adhesión al Gobierno de la República y murieron en 
las mismas circunstancias previstas en la ley para las víctimas de 
su adhesión al Alzamiento Nacional”, 


Argumentación que parece conducir a entender que la ley 
guedó derogada “en la parte en que” excluía a los fallecidos por su 
adhesión al Gobierno Republicano (esto es, en la norma implícita 
—er0 incuestionable en este caso— de exclusión), lo que permi- 
úra la extensión a éstos de las pensiones previstas en la ley , Y tal 
creo que sería la solución correcta, pero el Tríbunal la descarta: 
“Mo es tanto que la Constitución haya provocado una derogación 


A 


22. SIC ZONO, de 7de noviembre, fj. 5, al que pertenecen todas las citas 
literales recogidas en el texto, 
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parcial de la Ley de 1941 en la medida que su aplicación produce 
efectos discriminatorios como que la Constitución obligue a una 
reinterpretación de dicha ley conforme a ella que impida esos 
efectos discriminatorios”*. Pero, a mi juicio, no cabe interpretar 
conforme a la Constitución lo que es claramente contrario a ella, 
sino que debe entenderse derogado (en este caso) por la misma, 
pero, precisamente, sólo en la parte que provoca esa contrariedad, 
que no es, en este supuesto, ningún inciso del tenor literal, sino lo 
que (/a norma que) implícitamente se deriva del mismo. El voto 
particular que contiene esta sentencia critica a la sentencia por- 
que entiende que la misma ha "pasado la línea en la que comienza 
la función legislativa o legiferante”, porque entiende que la sen- 
tencia no ha hecho "una interpretación extensiva ni analógica, lo 
que sería lícito, sino llenar un vacío o crear una norma, que en 
modo alguno puede considerarse como regla lógicamente nacida 
de un supuesto de hecho que radicalmente negaba lo que es obje- 
to de aplicación, es decir, la ley de 1941”**. Y tienen razón los 
magistrados discrepantes en que no cabe en este supuesto una 
interpretación extensiva o analógica, pero —en mi opinión— no 
en que se haya realizado una función legiferante, pues la exten- 
sión a los fallecidos por su adhesión a la República de las pensiones 
previstas en la ley, es consecuencia de la derogación por la Consti- 
tución de la norma excluyente que deriva del precepto de la ley de 
1941 (y no de toda la ley, como entiende el voto particular), lo que 
permite —entonces sí— la interpretación analógica? . 


83. STC 204/1988, de 7 de noviembre, f.j. 5. 


84. Voto particular de los Magistrados don Fernando García-Mon y González- 
Regueral y don Carlos de la Vega Benayas a la STC 204/1988, de 7 de 
noviembre (apartado 1). Estos magistrados discrepantes entienden que la 
Ley de 1941 fue derogada por la Constitución. 

25. Otro ejemplo estaría constituido por la sentencia 253/1988, de 20 de di- 
ciembre, que concedía el amparo frente a la denegación de pensión de 
viudedad a un varón. La causa de la denegación estaba en el decreto-ley de 
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b) Un segundo supuesto en el que cabe una sentencia de 
amparo de efectos aditivos en relación con una ley que contiene 
una exclusión implícita inconstitucional es aquél en el que la Sala 
plantea una "autocuestión” de inconstitucionalidad al Pleno. Co- 
moquiera que, de acuerdo con el artículo 55.2 de la L.O.T.C., habrá 
de plantearse esta autocuestión “en el supuesto de que se estime 
el recurso de amparo porque la ley afectada lesiona derechos fun- 
damentales o libertades públicas”, dicha estimación del recurso 
de amparo implica que la Sala entiende que la ley es inconstitucio- 
nal, y por la misma razón puede entender que sólo existe tal 
contrariedad con la norma fundamental por la omisión parcial de 
dicha ley (y ello con independencia de cuál sea la solución que dé 
el Pleno a la cuestión planteada). En principio, los efectos aditivos 
de este tipo de amparo implicarán siempre la inconstitucionalidad 
de la omisión, y no una simple interpretación extensiva o analógi- 
ca de la ley que salve su constitucionalidad, ya que si cabe dicha 


2 de septiembre de 1955, que regulaba las pensiones del SOVI, concediendo 
la prestación a las "viudas de los trabajadores beneficiarios del expresado 
seguro...”. El Tribunal, pese a entender que “es manifiesta la claridad del 
precepto, cuyo contenido no deja lugar a dudas acerca de la exclusión total 
de los viudos”, afirma que "la interpretación de las normas, aunque no ado- 
lezcan de oscuridad, ha de realizarse conforme a los preceptos 
constitucionales” (f.j. 4), y procede a realizar una interpretación integradora 
del precepto en cuestión, que le lleva a incluir también a los viudos en su 
ámbito de aplicación, y a conceder el amparo. Aunque a mi juicio, el Tribu- 
nal debió entender que el precepto fue derogado por la Constitución en la 
parte en que excluía a los viudos, ya que estamos ante un claro supuesto de 
exclusión implícita (que no puede subsanarse por interpretación extensiva o 
analógica sin declarar previamente la inconstitucionalidad de la norma im- 
plícita de exclusión), la sentencia es un buen ejemplo de “amparo de efectos 
aditivos” sobre el precepto del decreto-ley. Un supuesto parecido lo consti- 
tuye la STC 48/1998, de 2 de marzo, pero en este caso, la exclusión a la que 


se enfrenta la sentencia (exclusión de los docentes de una convocatoria pú- 
blica) es expresa. 
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interpretación no procedería el planteamiento de la autocuestión 
(aunque siempre es posible que el Pleno, al resolver la autocues- 
tión, “encuentre” esa interpretación conforme a la Constitución). 
Un ejemplo de este tipo es la sentencia 209/1988, que estimó el 
amparo frente a la reclamación del recurrente en el sentido de que 
la necesaria acumulación de rentas en caso de matrimonio previs- 
ta por la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
era discriminatoria, precisamente por razón del matrimonio. La 
sentencia señala que “el recurrente viene a cuestionar, siquiera 
sea indirecta o mediatamente, la misma conformidad a la Consti- 
tución de las reglas legales impositivas de aquel régimen tributario”, 
si bien "la eventual inaplicación de la ley, acaso inconstitucional, 
para la concesión del amparo limita sus efectos al caso concreto 
decidido, sin que este Tribunal deba entonces, juzgando en ampa- 
ro, hacer pronunciamiento general alguno sobre la contradicción 
entre dicha ley y la Constitución”*. Tras el análisis de la ley, el 
Tribunal entiende que la misma contiene una discriminación in- 
constitucional, lo que le lleva a otorgar el amparo, al tiempo que 
somete al Pleno la correspondiente cuestión de inconstitucionali- 
dad. Ha de señalarse que aparentemente no estamos ante un 
supuesto de omisión legislativa, ya que la ley impone sin duda la 
tributación conjunta de los matrimonios; pero, si bien se mira, di- 
cho régimen no es en sí mismo inconstitucional, sino que lo es la 
no previsión de la posibilidad de declaración separada en el matri- 
monio: el régimen establecido no es inconstitucional, pero debe 
establecerse también la posibilidad de optar por otro. En todo caso, 
lo que me interesa subrayar de este supuesto es que la sentencia 
de amparo concede el mismo partiendo de la inconstitucionalidad 
parcial de la ley, aunque dicho entendimiento —al menos provi- 
sionalmente— sólo tiene efectos en el caso concreto, a la espera 


86. STC 209/1988, de 10 de noviembre, f.j. 5. 
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de la decisión de la cuestión de inconstitucionalidad*” (aunque, en 
ese periodo intermedio, los jueces y tribunales ordinarios podrían 
interponer nuevas cuestiones, basándose en la sentencia de am- 
paro que entiende que la ley es inconstitucional)". 


c) En fin, en algún supuesto excepcional, el Tribunal ha con- 


cedido el amparo basándose en la inconstitucionalidad parcial de 
una ley posterior a la Constitución (sin proceder al planteamiento 
de la “autocuestión” de inconstitucionalidad), cuando dicha ley ha 
sido derogada por otra posterior. Asi ha sucedido por ejemplo en 


S7. 


La STC 45/1989, de 20 de febrero, se pronunció sobre esta “autocuestión”, 
declarando la inconstitucionalidad (sin nulidad) de algunos preceptos, entre 
ellos el artículo 4.2 de la Ley “en cuanto que no prevé” posibilidad alguna de 
sujeción separada. 

Otro ejemplo que podría encuadrarse en este grupo es la STC 104/1996, de 
11 de junio que, al tiempo que otorga el amparo, eleva al Pleno “la cuestión 
de la inconstitucionalidad del artículo 21.2 L.O.R.E.G., en cuanto excluye el 
recurso judicial contra determinados actos de la Junta Electoral Central”. En 
este caso, la concesión del amparo se basa en que la exclusión de recursos 
judiciales permite excepcionalmente trasladar al procedimiento administra- 
tivo las garantías previstas en el artículo 24.1 de la Constitución. El Tribunal 
fundamenta la inconstitucionalidad del precepto (fj. 7): “la lesión del dere- 
cho fundamental consistiría en que se impide de raiz la posibilidad de una 
tutela que la Constitución quiere que sea siempre dispensada por los Jueces 
y Tribunales, y que lo sea, además, en relación con todas las condiciones de 
juridicidad del acto o norma enjuiciados”. Aunque en este supuesto nos en- 
contramos ante una exclusión expresa, ya que el artículo 21.2 dispone que 
“contra la resolución de esta última [la Junta que deba resolver] no cabe 
recurso administrativo o judicial alguno”, de manera que sería, en su caso, 
la declaración de inconstitucionalidad del inciso (como mínimo, de las pala- 
bras "o judicial”) la que crearía un vacío (qué tipo de recurso correspondería 
en tal caso...). En efecto, esta “autocuestión” ha sido resuelta por STC 149/ 
2000, de 1 de junio, que declara la inconstitucionalidad del inciso “o judi- 
cial” del precepto mencionado, posibilitando así el recurso judicial en los 
supuestos contemplados en éste, aunque desde luego esta posibilidad sigue 
sin reconocerse expresamente en el artículo 21.2 L.O.R.E.G.. 
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alguna sentencia de 1998" en la que la concesión del amparo se 
basa en la inconstitucionalidad del artículo del anterior Código penal 
(si bien introducido por una Ley orgánica en 1989) que establecía 
el delito de impago de pensiones, excluyendo implícitamente de 
su supuesto de hecho el supuesto de impago de pensiones en fa- 
vor de hijos extramatrimoniales. A pesar de que el Tribunal 
Constitucional sitúa el tema en el ámbito de la igualdad “en la 
ley”, que provoca que ésta sea inconstitucional por omisión, re- 
chaza el planteamiento de la autocuestión (f. j. 7). Se basa para 
ello en dos circunstancias: el haber sido derogado dicho precepto 
por el nuevo Código penal con anterioridad a la sentencia del Tri- 
bunal, “por lo que la posible declaración de inconstitucionalidad 
no cumpliría su función de depuración erga omnes de normas in- 
constitucionales”; y el que una declaración de inconstitucionalidad 
del precepto (que lo sería por su omisión) no permitiría la condena 
de los supuestos no previstos, por impedirlo el principio de legali- 
dad penal”. Y es que, ciertamente, los efectos aditivos sobre ese 


89. STC 67/1998, de 18 de marzo. En similar sentido, STC 84/1998, de 20 de 
abril. 


90. STC 67/1998, de 18 de marzo, f.j. 7. En el mismo fundamento realiza el 


Tribunal esta interesante afirmación con carácter general: “en supuestos 
como el presente, de discriminación normativa por defecto, no es descarta- 
ble que la estimación de la demanda de amparo no obligue, siempre y en 
todo caso, a plantear la cuestión de inconstitucionalidad, ex artículo 55.2 
L.O.T.C.”; y ello por los motivos que hemos indicado en el texto. En contra de 
la opinión mayoritaria del Pleno (este recurso de amparo fue avocado al 
Pleno), el voto particular de Manuel J iménez de Parga entiende que debió 
plantearse la autocuestión, ya que: a) la derogación del precepto (a diferen- 
cia de la declaración de inconstitucionalidad) tiene efectos ex nunc, por lo 
que el mismo puede ser aplicable a ciertos supuestos (precisamente era apli- 
cable al precepto enjuiciado); b) no cabe esgrimir que la autocuestión tendría 
que ser inadmitida en todo caso, ya que el pronunciamiento judicial sería de 
todos modos absolutorio (al no poder aplicar extensivamente la norma pe- 
nal); y ello porque en la autocuestión, la resolución es posterior a la estimación 
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precepto legal, en caso de predicarse con carácter general, irri- 
carfan la extensión de la sanción prevista en una norma penal, lo 
cual no es admisible, Pero más allá de este motivo, no creo que som 
carácter general sea correcto proceder en una sentencia de e 
ro a afirmar, sin recurrir al planteamiento de la autocuestión, la 
inconstitucionalidad de preceptos legales posteriores a la Const ti- 
tución pero que han sido después derogados. Y ello porgue 
derogación (a diferencia de la declaración de inconstitucionalidad, 
en principio produce sólo efectos ex nunc, con lo que el precepto 
inconstitucional podría ser aplicado a ciertos supuestos de necho 
anteriores a la derogación, aunque su enjuiciamiento fuera poste- 
rior, e incluso es posible que, al emitirse la sentencia del Tribuna 
Constitucional, alguno de esos supuestos no esté aún resuelto por 
sentencia firme”. 


ga 


de la demanda de amparo, y en todo caso, la absolución se basaría en razo- 
nes jurídicas diversas si el precepto fuera declarado inconstitucional; c) mo 
puede afirmarse que la declaración de inconstitucionalidad resulte impron=- 
dente al basarse en una discriminación ex silentio, ya que "la diferencia 
entre la inconstitucionalidad por comisión y la inconstitucionalidad por omi- 
sión se reduce a una cuestión de perspectiva”. Por lo demás, según Jiménez 
de Parga los eventuales problemas que pudieran suscitarse al resolver la 
autocuestión no pueden anticiparse en el proceso de amparo, ni utilizarse 
como motivo para no plantear dicha autocuestión. 


91, Un supuesto parecido al que hemos comentado en el texto (aunque no con 
efectos aditivos, sino más bien reductores o de simple inconstitucionalidad 
parcial), en el que tampoco se procede a plantear la autocuestión dado que 
el precepto cuestionado ya había sido derogado, puede encontrarse en la 
STC 136/1999, de 20 de julio, caso Mesa Nacional de HB. El Tribunal enten- 
dió (f.j. 30) que el artículo 174 bis a) del antiguo Código penal (introducido 
por L.O. 3/1988) "resulta, en efecto, inconstitucional únicamente en la medi- 
da en que no incorpora previsión alguna que hubiera permitido atemperar la 
sanción penal a la entidad de los actos de colaboración con banda armada que. 
si bien pueden en ocasiones ser de escasa trascendencia en atención al bien 
jurídico protegido, no por ello deben quedar impunes”, de manera que lo que 
resulta constitucionalmente objetable es la ausencia “de la correspondiente 
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. . 4 


Distintos a los supuestos aquí analizados son aquéllos en los 
que el amparo se otorga frente a omisiones absolutas, es decir, 
frente a la ausencia total de ley que regule la cuestión planteada. 
En tal caso, el Tribunal no se pronuncia sobre la inconstitucionali- 
dad de la ley —que no existe— ni realiza una interpretación 
extensiva o analógica, sino que concede el amparo para evitar los 
efectos inconstitucionales de la inactividad del legislador”. Los 
interesantes aspectos que plantean estas decisiones exceden del 
objeto del presente estudio. 


4. EFECTOS. INCONSTITUCIONALIDAD Y NULIDAD ¿QUÉ 
ES REALMENTE LO DECLARADO INCONSTITUCIONAL? 


Como hemos visto, las sentencias aditivas pueden adoptar 
la fórmula estimatoria, o bien la de rechazo. Estas últimas son 


previsión que hubiera permitido al juzgador, en casos como el presente, 
imponer una pena inferior a la de prisión mayor en su grado mínimo”. Es 
decir, que el Tribunal entiende que el precepto es inconstitucional porque 
prevé una pena cuyo límite mínimo es muy elevado, con lo que viene a 
afirmar la inconstitucionalidad de dicho límite mínimo. El no planteamiento 
de la autocuestión de inconstitucionalidad se justifica, al igual que en el 
supuesto que hemos comentado en el texto, en que debido a la posterior 
derogación del precepto la posible declaración de inconstitucionalidad no 
cumpliría su función de depuración erga omnes. Incluso el entendimiento 
de la inconstitucionalidad parcial del precepto tiene un cierto reflejo en el 
fallo, cuyo apartado 11 reconoce que el mencionado artículo del Código pe- 
nal “al ser aplicado al caso ha vulnerado su derecho a la legalidad penal”. 


92. Tres ejemplos conocidos: STC 15/1982, de 23 de abril, en relación la obje- 
ción de conciencia (y otras sentencias posteriores antes de la aprobación de 
su ley reguladora); 216/1991, de 14 de noviembre, en relación con la incor- 
poración de la mujer al Ejército; 31/1994, de 31 de enero (y otras posteriores), 
en relación a la televisión local por cable. 
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formalmente sentencias interpretativas desestimatorias, a cuyos 
efectos ya nos hemos referido, aunque podemos ahora resurnirlos 
aludiendo a la vinculación a todos los poderes públicos y ciudada- 
nos, la nulidad de la norma (interpretación) descartada, y los 
limitados efectos de cosa juzgada en cuanto al replanteamiento de 
la cuestión”, En este caso no hay declaración de inconstitucionali- 
dad de una norma derivada conjuntamente del texto impugnado, 
sino de una de sus posibles interpretaciones, que alternativamen- 
te pueden realizarse. 


En cambio, más problemas plantean las sentencias aditivas 
de estimación, que por lo demás constituyen con mucho el su- 
puesto más frecuente. Estas sentencias declaran que el precepto 
es inconstitucional “en la parte en que...”. Pero ¿cuál es y dónde 
está realmente esa "parte”, si es que existe? Hay que recordar que 
el texto impugnado permanece inalterado tras la sentencia. SIL- 
VESTRI”* ha sostenido que en las sentencias aditivas no existe en 
realidad declaración de inconstitucionalidad alguna, sino la decla- 
ración de constitucionalidad de una disposición normativa adjunta, 
de forma que esta adición normativa no tiene como efecto la des- 
aparición de la disposición ilegítima, sino su legitimación 
constitucional. Pero este análisis, que parte de la inutilidad prácti- 
ca de la distinción entre disposición y norma”, no puede ser 
compartido. En mi opinión, toda sentencia aditiva supone la decla- 
ración de inconstitucionalidad de una norma. 


Comenzando por las sentencias aditivas que se pronuncian 
sobre preceptos que excluyen de modo implícito lo que constitu- 
cionalmente deberían prever, debe afirmarse que las mismas 
declaran la inconstitucionalidad y nulidad de la norma implícita de 


93, Véase supra, 2.3.C.b). 
94. SiLvEsTRI, G., "Le sentenze normative...”, cit., p. 768, 


95. Véase Silvestri, G., "Le sentenze normative...”, cit., pp. 774 y SS. 
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exclusión, En mi opinión, respecto de esta norma implícita se 
producen los efectos regulados en los artículos 161.1 a), y 164 de 
la Constitución, y 38 y siguientes de la L.O.T.C., a los que ya nos 
hemos referido”, y que podemos sintetizar afirmando sus efectos 
erga omnes. En este sentido, la decisión es equiparable a las sen- 
tencias interpretativas de estimación, y reitero que supone la 
nulidad de la norma implícita de exclusión. Esta nulidad es decla- 
rada expresamente en la mayoría de las sentencias aditivas de 
nuestro Tribunal (aunque, ciertamente, referida en general al artí- 
culo de la ley objeto de enjuiciamiento, y sin especificar exactamente 
a qué parte de este afecta). Es cierto que en algunas de estas sen- 
tencias se declara la inconstitucionalidad sin referencia expresa a 
la nulidad”; pero creo que dicha nulidad opera ope legis; y la au- 
sencia de tal declaración sólo puede ser debida, o bien a 
inadvertencia del Tribunal (lo que también sucede en ocasiones en 
sentencias estimatorias simples”); o bien a la consideración de 


que el texto del precepto impugnado permanecerá inalterado y en 
vigor tras la sentencia. 


La afirmación de la nulidad de la norma lleva a sostener en 
general el carácter declarativo (y no constitutivo) de la sentencia 
aditiva, por lo que se refiere a la inconstitucionalidad de la norma 
implícita. Es cierto que respecto a esta cuestión, y al problema 


96. En este sentido, por ejemplo, PunsET, R., “Canon, carácter vinculante...”, cit., 
p. 94, que señala que lo declarado inconstitucional es la norma implícita, y 
los efectos sobre ella han de reputarse idénticos a los de la declaración de 
nulidad. En sentido parecido, Ella, L., “Le sentenze additive...”, cit., pp. 302- 
303, aunque este autor entiende que estamos ante sentencias de anulación, 
es decir, constitutivas. 


97. Véase supra, 2.4.A. 


98. Así, en SSTC 222/1992, de 11 de diciembre; 3/1993, de 14 de enero; 73/ 
1997, de 11 de abril; 40/1998, de 19 de febrero. 

99, Así lo ha destacado, con cita de algún ejemplo, Jiménez Cameo, J., “Qué ha- 

cer...”, cit, p. 34. 
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estrechamente relacionado de los efectos retroactivos, pueden sur- 
gir dudas, que no son diferentes a las que existen en general 
respecto a las sentencias estimatorias'%. En mi opinión, hay que 
reconocer que la cuestión no puede resolverse en el sistema espa- 
ñol de forma tajante; no pueden afirmarse los efectos retroactivos 
de manera absoluta, pero sí en algunos supuestos. El artículo 40.1 
L.O.T.C. señala que las sentencias declaratorias de la inconstitu- 
cionalidad de las leyes no permitirán revisar procesos fenecidos 
mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada, “salvo en el caso 
de los procesos penales o contencioso-administrativos referentes 
a un proceso sancionador en que, como consecuencia de la nulidad 
de la norma aplicada, resulte una reducción de la pena o de la 
sanción o una exclusión, exención o limitación de la responsabili- 
dad”. La cuestión es si, más allá de este supuesto (es decir, en los 
procesos aún en curso, y en general respecto a los casos no some- 
tidos a proceso judicial), cabe hablar con carácter general de efectos 
retroactivos. El problema es complejo, y no podemos dedicarle el 
estudio que requeriría; pero cabe expresar mi opinión de que la 
Constitución y la L.O.T.C. parten de la idea de nulidad de la norma 
inconstitucional, que implica los efectos retroactivos de la declara- 
ción, aunque los mismos son limitados en el artículo 40.1*%, Ahora 


100. Sobre este aspecto, y centrándose precisamente en los problemas de las 
sentencias interpretativas y aditivas, GUTIÉRREZ ZARZA, M. A., “Las senten- 
cias interpretativas y aditivas del Tribunal Constitucional”, cit., pp. 1009 y 
ss., que defiende el carácter constitutivo de las sentencias estimatorias de la 
inconstitucionalidad (excepto por lo que se refiere a los pronunciamientos 
sobre normas preconstitucionales), y sostiene en consecuencia su eficacia 
ex tunc, con carácter general. Entiende que las sentencias interpretativas 
son meramente declarativas, mientras que las aditivas son constitutivas, en 
cuanto innovan directamente el ordenamiento 


101. Sobre el tema, BOCANEGRA SIERRA, R., “El valor de las sentencias...”, cit., pp. 
240 y ss., afirma claramente la eficacia ex tunc de la declaración de incons- 
titucionalidad con carácter general, rechazando que la ruptura del 
automatismo entre inconstitucionalidad y nulidad pueda esgrimirse como 
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bien, creo que el Tribunal puede en ciertos supuestos matizar —o 
incluso suprimir— esos efectos retroactivos, en atención a la rea- 
lización de otros principios constitucionales (como por ejemplo el 
de seguridad jurídica). 


prueba de los efectos ex nunc de la eliminación de las leyes, sino justamente 
de todo lo contrario. LÓPEZ GUERRA, L., “La justicia constitucional en España”, 
cit, p. 197, destaca que, si bien de la conexión entre inconstitucionalidad y 
nulidad, establecida en el artículo 39 L.O.T.C., derivarían los efectos ex tunc 
de la declaración de inconstitucionalidad, la propia L.O.T.C. (art. 40.1) y la 
jurisprudencia constitucional exigen matizar esa rigurosa conclusión. PÉREZ 
Trexes, P., en LÓPEZ GUERRA, L., E. Espín, J. GARCÍA MORILLO, P. PÉREZ TREMPS, 
M. SataústaGUI, Derecho Constitucional, Vol. II, Tirant lo Blanch, 3.? ed., 
Valencia, 1997, pp. 259-260, afirma también que con carácter general los 
efectos de la sentencia estimatoria serán los de la nulidad, lo que implica 
que ha de considerarse que los preceptos por ella afectados nunca han for- 
mado parte del ordenamiento, aunque estos efectos vienen matizados por el 
artículo 40.1 L.O.T.C., y pueden ser flexibilizados por el propio Tribunal Cons- 
titucional. GARCÍA DE ENTERRÍA, E./FERNÁNDEZ, T. R., Curso de Derecho 
Administrativo, Vol. I, cit., pp. 179-180, afirma que nuestro sistema está 
montado sobre la idea de la nulidad de pleno derecho de la ley inconstitucio- 
nal, lo que impide equiparar inconstitucionalidad y derogación legislativa en 
cuanto a su naturaleza. En cambio, GUTIÉRREZ ZARZA, M. A., “Las sentencias 
interpretativas y aditivas...”, cit., pp. 1012-1013, afirma los efectos ex nunc, 
excepto en tres supuestos (el previsto expresamente en el artículo 40.1 
L.O.T.C., y la posibilidad de atribuir efectos retroactivos a las situaciones en 
curso aún no resueltas por sentencia firme, y a las situaciones surgidas con 
anterioridad que sigan produciendo efectos). En sentido parecido, GUTIÉRREZ 
MARTÍNEZ, M. A., "El recurso de inconstitucionalidad”, cit., pp. 230-235, en- 
tiende que la regla general respecto al alcance temporal de la nulidad no es 
necesariamente ex tunc, reafirmando la posibilidad del Tribunal de limitar 
los efectos retroactivos de la declaración de nulidad. En realidad, la diferen- 
cia entre ambos puntos de vista no es muy diferente si, con el límite previsto 
en el artículo 40.1 L.O.T.C., se permite al Tribunal modular los efectos tem- 
porales de sus sentencias estimatorias, idea que comparto; pero, para quien 
parta de los efectos ex nunc, esta posibilidad implicaría la retroacción de sus 
efectos, como excepción a la regla general; lo contrario de lo que sucede 
para quien, como aquí defendemos, parte de los efectos retroactivos con 
carácter general, aunque admitiendo que los mismos puedan ser matizados 
o exceptuados en ciertos supuestos. 
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El análisis de los efectos de las sentencias aditivas que de- 
claran la inconstítucionalidad y nulidad de la norma irmplicita no 
acaba aquí. Hay que tener en cuenta que la inconstitucionalidad 
de la norma implícita conlleva la extensión de los efectos preva 
en el precepto al supuesto no contemplado expresamente en éj, 
Como hemos apuntado, ello ha llevado a parte de la doctrina italiz- 
na a separar este momento “reconstructivo” o de integración, de! 
momento de anulación de la norma implícita, y reconocer efectos 
generales sólo a éste, afirmando que la “reconstrucción” vincula 
como máximo al juez del proceso principal”, o bien que tiene 
simplemente un valor “persuasivo”. Ha de destacarse que estas 
consideraciones se realizan en el marco del sistema italiano, cuyas 
peculiaridades en relación con los efectos de las sentencias de los 
procedimientos de inconstitucionalidad ya han sido reiteradas aquí. 
En todo caso, también hay quien ha señalado en Italía que la sen- 
tencia es vinculante en todos sus aspectos, en tanto en cuanto no 
hace sino aplicar, en vía analógica, una norma existente, o deriva- 
da de los principios generales, o de la propia Constitución'”. Con 
carácter general, me parece que si la “integración” de la laguna es 
consecuencia inmediata e inevitable de la inconstitucionalidad de 
la norma implícita (que a su vez viene impuesta por la Constitu- 
ción), no cabe aplicar efectos distintos a uno y otro momento. Y, 
aungue se quisieran separar ambos momentos, al menos en el 
sistema español no parece haber duda sobre los efectos vinculan- 
tes para todos los jueces y tribunales (y, en general, para todos los 
poderes públicos) de la doctrina derivada de la sentencia constitu- 
cional. 


102. Pican: N., "Le sentenze 'integrative”...”, cit., p. 633. 
103. Puciorto, A., “Dottrina del diritto vivente...”, cit., p. 3081. 


104. En este sentido, por ejemplo, CANNIZARO, G., “Brevi note sulle sentenze 'addi- 
tive’ della Corte costituzionale in merito agli artt. 15 e 147, 21 comma, della 
Legge fallimentare”, en J circolo giuridico, 1969, p. 244. 
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Es meno que, en ocasiones, dicha integración implica la apli- 
ADMIN al SUPUESTO no previsto de un principio general derivado de 
2 Consurución, o bien la norma fundamental permite varias opcio- 


nes 2 lə bora de integrar la laguna. Como veremos, en este segundo 
nomstrucionalidad sin nulidad; y en el primero, el principio deberá 
ser apbcado a los casos concretos por los jueces y tribunales ordina- 
mos. basia que se produzca la intervención del legislador. 


Ea cuanto a las aquí denominadas “sentencias aditivas de 
amensión o analogía”, ya se ha dicho que las mismas no declaran 
la inconsumcdonalidad de ninguna norma implícita derivada con- 
mamen de la disposición impugnada. Ello podría llevar a la 
condusión de que en este caso no es procedente la declaración de 
inconsuimucionalidad, sino una sentencia desestimatoria. Pero en 
rezlidad, en mi opinión estas decisiones se enfrentan a varias po- 
siles interpretaciones alternativamente derivadas del texto en 
cuestión: una, estricta, inconstitucional, y otra, extensiva (o analó- 
dica, o sistemática), que permite ampliar sus efectos, y que es 
consútucional. Por ello, lo procedente sería una sentencia interpre- 
tara, que a rm juicio debería ser estimatoria (aunque ya he destacado 
que, en la lógica seguida por el Tribunal, sería desestimatoria). En 
rerlides, la formulación de su fallo no debería ser que el artículo “es 
inconstitucional en cuanto...”, sino que “es inconstitucional, si se 
inmerpreta...”” en sentido restrictivo. En todo caso, sus efectos no 
difieren, siendo los propios de una sentencia interpretativa . 


5, PROBLEMAS DE LEGITIMIDAD QUE PLANTEA SU USO 
5,1. Sentencias aditivas, función legislativa y función judicial 
(remisión) 
Una vez analizado el concepto, funcionamiento, tipos y efec- 
vos de las sentencias aditivas, hay que enfrentarse ya a la cuestión 
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amaka que plantea su utilización, Y esta cuestión no es otra que 
a do su legitimidad, entendida en el sentido de si es admisible — 
O QU QUA supuestos es admisible, desde la perspectiva 
Systitucional, su utiltaación por el Tribunal, O, dicho de otro modo, 
Sa emision de sentencias aditivas está dentro de las funciones 
que comsporden al Tribunal, o excede de las mismas. El aspecto 
Sul de esta cuestion se teflere, desde luego, al supuesto ejerci- 
Ro de funciones legislativas mediante las sentencias aditivas, esto 
as. AN al ibunal Constitucional actúa como “legislador positivo” 
al emplear estas decisiones; aunque también es de gran interés la 
anuica a la legitimidad de estas sentencias basada en que las mis- 
mas realizan funciones que corresponden a los jueces y tribunales 
ondinarios. Por su importancia, estos temas serán abordados con 
mayor amplitud en el próximo capitulo de este libro, en el marco 
más amplio del análisis de los problemas que en general presen- 
tan las sentencias interpretativas en cuanto a las relaciones Tribunal 
Constitucional-legislador y Tribunal Constitucional-jueces y tribu- 
nales ordinarios; a este lugar nos remitimos ahora. 


Pero los asuntos apuntados no agotan el tratamiento de los 
problemas que afectan a la legitimidad de las sentencias aditivas. 
Existen también otras dudas que podríamos calificar como “espe- 
cíficas”, en cuanto no se plantean en relación con todas las 
sentencias aditivas, sino solamente con algunas de ellas (aunque 
algunos de estos problemas afectan a categorías muy amplias). Se 
trata de las cuestiones planteadas por las sentencias aditivas que 
suponen una realización del principio de igualdad, de los proble- 
mas relacionados con determinadas reservas de ley y con el 
incremento de gastos o prestaciones que suponen determinadas 
sentencias aditivas, y de su utilización en materia penal. Desde 
luego, buena parte de estas cuestiones están estrechamente rela- 
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cionadas con los aspectos centrales que pueden afectar a la legiti- 
midad de estas sentencias, y a los que antes aludía; y, muy en 
concreto, son dudas que en definitiva se refieren a si estas senten- 
cias pueden invadir competencias legislativas, Pero, en cualquier 
caso, me parece que requieren un análisis específico y autónomo, 
Salvo el primero de los problemas apuntados (aditivas y principio 
de igualdad), los demás no han sido objeto de tratarniento en nues- 
tra doctrina, a diferencia de lo sucedido en la italiana, Sin embargo, 
hay que tener en cuenta las diferencias existentes en algunos ag- 
pectos entre las regulaciones constitucionales de ambos países, 
aunque en todo caso las reflexiones realizadas en Italía no dejan 
de tener utilidad para un planteamiento de estos problemas en 
nuestro sistema. Pasamos a considerar separadamente los proble- 
mas anunciados, en cuyo análisis es necesario tener muy presentes 
los enfoques y las conclusiones hasta ahora apuntados. 


5.2. Aditivas y principio de igualdad 


Buena parte de las sentencias aditivas responden a exigen- 
cias concretas derivadas del principio constitucional de igualdad, 
en cuanto que se enfrentan a leyes discriminatorias por la no in- 
clusión expresa de determinados supuestos o categorías; aunque 
éste no es un elemento esencial de las sentencias aditivas”. En 
todo caso, este tipo de sentencias aditivas suponen una categoría 
que presenta perfiles específicos”, 


105. Mencionando sólo las sentencias aditivas en sentido estricto del Tribunal 
Constitucional español, no suponen la realización del principio de igualdad 
las siguientes: 29/1986, de 20 de febrero; 154/1989, de 5 de octubre; 73/ 
1997, de 11 de abril; 40/1998, de 19 de febrero. 


a 
106, Sobre este tema, puede verse en la doctrina italiana PaLAaDIN, L., “Corto cos- 
tituzionale e principio generale d “eguaglianza: aprile 1979-dicombre 1983”, 


Escaneado con CamScanner 


318 E JAVIER DÍAZ REVORIO 


Bl principal problema que plantean estas decisiones es el de 
que, al menos en principio, frente a una ley que discrimina por 
omisión, la igualdad puede restablecerse tanto declarando la in- 
constitucionalidad de la propia omisión (lo que normalmente supone 
la inconstitucionalidad del régimen desfavorable para los supues- 
tos no incluidos) como declarando la inconstitucionalidad del texto 
del precepto legal, lo que implicará muchas veces la nulidad del 
régimen favorable'” (quedaría como “tercera vía” la declaración 
de inconstitucionalidad sin nulidad y otras soluciones “bilatera- 
les” alas que nos referiremos en su momento!*%, que implican una 
posterior intervención del legislador). 


La Corte constitucional italiana con frecuencia se ha decan- 
tado por la extensión del tratamiento más favorable**, lo que suele 
implicar el empleo de sentencias aditivas. En cambio, el Tribunal 


cit., pp. 605 y ss.; CARLASSARE, L., “Riflessioni sulla Corte costituzionale come 
giudice ‘a quo”e sui giudizi di eguaglianza”, en Giurisprudenza costituzio- 
nale, 1980, pp. 840 y ss.; COLAPIETRO, C., Le sentenze additive..., cit., pp. 40 
y SS.; ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., Cit. (10.2 ed., 1977), pp. 162 y ss. En 
nuestra doctrina, pueden destacarse los trabajos de Jiménez Campo, J., “Ana- 
logía...”, cit., pp. 9 y ss.; GONZÁLEZ BEILFUSS, M., “Delimitación de competencias 
entre el Tribunal Constitucional y el legislador ordinario en el restableci- 
miento de la igualdad en la ley”, cit., pp. 117 y ss.; VECINA CIFUENTES, J., “El 
control por el Tribunal Constitucional de las omisiones legislativas lesivas 
del principio de igualdad”, cit., pp. 487 y ss. 

107. Idea muy reiterada en la doctrina: por ejemplo, Pizzorusso, A., “Las senten- 
cias manipulativas...”, cit., pp. 290-291; D'orazio, G., “Le sentenze 
costituzionali...”, cit., p. 92; Duni, G., “L“oggetto...”, cit., p. 341; COLAPIETRO, 
C., Le sentenze additive..., cit., p. 42; VECINA CIFUENTES, J., “El control...”, 
cit., p. 488, 


108. Véase infra, 4.2.C.a). 


109, Así lo han destacado, por ejemplo, ZAGREBELSKY, G., La giustizia.. 12 ed. 
1977, cit, p. 162; Duni, G., “L“oggetto...”, cit., p. 341. 


Escaneado con CamScanner 


£118IS ESPECIAL DE LAS SENTENCIAS Appr 
ANÁLISIS ESI / AS SENTENCIAS ADITIVA 319 


«o ystitucional español ha utilizado ambas Opciones, según los 
Quo E 


La cuestión es si existen razones constitucionales para de- 


cantarse por una u otra vía. Se ha dicho que ambas opciones 


,10. Así lo pone de manifiesto el análisis realizado por GONZÁLEZ BEILFUSS, M., 
“Delimitación de competencias...”, cit., pp. 120 y ss. Este estudio distingue 
dos modos de restablecer la igualdad, utilizados por el Tribunal: 1) la expul- 
sión del régimen discriminatorio, que ha sido el supuesto más frecuente, y 
se ha realizado mediante la declaración de inconstitucionalidad y nulidad de 
uno o varios incisos del artículo impugnado (por ejemplo, STC 20/1985, de 
14 de febrero; 340/1993, de 16 de noviembre; 72/1994, de 3 de marzo), o 
bien mediante sentencias interpretativas (así, STC 22/1981, de 2 de julio). 
Sin embargo, señala GONZÁLEZ BEILFrUSS que en ocasiones la expulsión del 
régimen discriminatorio ha encubierto efectos aditivos; ejemplos citados por 
este autor son las SSTC 76/1982, de 14 de diciembre, o la 27/1985, de 25 de 
abril, ambas en relación con el régimen de la casación militar. También en 
este grupo pueden citarse las siguientes sentencias recaídas en recursos de 
amparo: 81/1982, de 21 de diciembre; 177/1993, de 31 de mayo (amparos 
de efectos aditivos). 2) El segundo grupo de sentencias a que se refiere este 
trabajo son las que restablecen la igualdad a través de la ampliación del 
régimen discriminatorio. En este ámbito sitúa este autor buena parte de las 
sentencias aditivas de nuestro Tribunal (así, SSTC 142/1990, de 20 de sep- 
tiembre; 116/1987, de 7 de julio; 222/1992, de 11 de diciembre; 3/1993, de 
14 de enero), así como algunos “amparos de efectos aditivos”, como la STC 
204/1988, de 7 de noviembre. 


El riguroso análisis de GoNzÁLEZ BEILFUSS plantea, a mi juicio, la dificultad de 
distinguir cuál es el régimen discriminatorio en cada caso concreto (el más 
favorable o el menos favorable), ya que no siempre cabe distinguir un régi- 
oR especial o excepcional frente a un régimen general. Por ello croa que 
teniendo en cuenta además que el hecho de que se declare 0 no la nulidad 
sob texto legal o de alguna de sus interpretaciones dd pedra 
las que E para distinguir las sentencias que extienden a noi ja A nd 
abajo a anulan) resulta más adecuada —al menos a los ari E ec 
a = la distinción entre sentencias que declaran la inconstitucio! pucha 
l régimen más favorable anroncias que extienden dicho régimen más 
eneficioso, p able, y sentencias qu aci 

esde esta perspectiva, por ejemplo, las sente 


| ncias sobre el ré- 
Yimen ss ol 16- 
€ la casación militar (76/82 y 27/85), o algunos amparos de efe 
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satisfacen de idéntico modo las exigencias dol principio do igual 

dad'", de donde se ha deducido que la olocción dol Tribunal 
Constitucional obedece a consideraciones de oquidad, do raciona 

lidad y de oportunidad política!'*, y on definitiva lo porroito aguroir 
importantes elecciones de política logislativa!'”, 


En favor de la inconstitucionalidad del rógimon expreso ye 


ha pronunciado ZAGREBELSKY!'*, quien ha señalado que en los gu- 
puestos en los que la disparidad de tratamiento deriva de una 
normativa excepcional de privilegio, favorable u odioso, el rosta- 
blecimiento de la igualdad puede venir plenamente a travós do 


una 


12. 
112. 
113. 
114. 


decisión de acogimiento pura y simple. Siguiendo al mismo 


aditivos (SSTC 81/82 y 177/93), que el estudio menciona entre las que ros- 
tablecen la igualdad expulsando el régimen discriminatorio, pasarían a formar 
parte de las que extienden el régimen más beneficioso. En todo caso, la 
distinción esencial que nos interesa, desde el punto de vista del estudio de 
las sentencias aditivas, es la que separa las sentencias que anulan el régi- 
men expresamente previsto, y aquellas otras que extienden dicho régimen 
(anulando a veces el régimen establecido en una norma implícita de exclu- 
sión), es decir, las sentencias aditivas o de efectos aditivos. Lo que sucede es 
que en la mayoría de los supuestos la extensión el régimen expresamente 
previsto implica la generalización de un régimen más favorable que el que 
sería aplicable en otro caso. Al margen, aunque muy relacionadas, estarían 
las sentencias que se enfrentan a una ley que menciona expresamente am- 
bos regímenes (uno más favorable, y otro menos ventajoso) de manera que 
para extender uno de ellos (normalmente el más ventajoso) es preciso decla- 
rar la inconstitucionalidad de algún inciso textual, con lo que estaríamos ya 
fuera de la problemática de las sentencias aditivas en sentido estricto: ejem- 
plos de este supuesto serían las sentencias sobre la casación militar y la STC 
103/1983, en relación con el régimen de pensiones de viudos y viudas. 


Duni, G., “L'oggetto dei giudizi...”, cit., p. 341. 
LanziLLO, R., “Poteri creativi...”, cit., p. 45. 
LanziLLO, R., “Poteri...”, cit., p. 44. 


ZAGREBELSKY, G., “La Corte costituzionale e il legislatore”, cit., pp. 115-116, 
nota a pie N.° 14, 
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autor, aquellos otros supuestos en que la violación de la igualdad 
se produce porque una disciplina no es lo suficientemente gene- 
ral, discriminando situaciones análogas son más complejos, porque 
en tales casos la inconstitucionalidad no está en lo expresamente 
previsto, sino en lo omitido; pero entiende que en tales casos tam- 
poco procede una sentencia aditiva, de manera que la solución 
adecuada no debe ser la adición de la norma que falta, sino la 
declaración de inconstitucionalidad de la norma que está, en cuanto 
se presente como norma de supuesto “exclusivo”; corresponderá 
en consecuencia a los jueces comunes, a través de los normales 
procedimientos analógicos, aplicar la norma, restableciendo la igual- 
dad de trato en el plano de la interpretación sistemática del 
ordenamiento. El mismo ZAGREBELSKY ha dicho en otro lugar que la 
Corte constitucional italiana ha hecho un uso perverso del princi- 
pio de igualdad que, en lugar de eliminar los privilegios, tiende a 
generalizarlos??*. 


Estos argumentos reflejan la idea de que, extendiendo el 
régimen expresamente establecido a los supuestos no contempla- 
dos (y quizá implícitamente excluidos) el Tribunal realiza una 
función normativa o paralegislativa de signo positivo, excediéndo- 
se por tanto de sus funciones?**?. Desde este punto de vista, la 


115. ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., pp. 162-163. 


116. Así lo han sostenido, por cierto, algunos de los votos particulares que acom- 
pañan aciertas sentencias aditivas de nuestro Tribunal: por ejemplo, el voto 
de los magistrados Arozamena Serra y Pere Verdaguer a la STC 103/1983, 
de 22 de noviembre: “corresponde, obviamente, a la decisión política dentro 
del marco constitucional acomodar a las exigencias constitucionales el régi- 
men en cuanto al tratamiento de la viudedad...”. Más claramente, el voto 
particular de Rubio Llorente y Díez-Picazo a la STC 116/1987, de 7 de julio: 
"el Tribunal proponente de la cuestión trató de que el Tribunal Constitucio- 
nal creara una norma nueva convirtiéndose en "legislador positivo”. Y esto 
es, finalmente, lo que el Tribunal ha hecho”; voto particular del magistrado 
Gabaldón López a la STC 222/1992, de 11 de diciembre: “Y esta observación 
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declaración de inconstitucionalidad simple resulta más acordo cor 
el papel que corresponde al Tribunal Constitucional como logisla- 
dor negativo, Pero ya hemos tenido ocasión de señalar que la 
extensión deriva de una interpretación conformo a la Constitución 
del precepto, bien directamente, o bien tras la declaración de in- 
constitucionalidad de la exclusión implícita que de ól derivaba. 
Gon acierto ha destacado PALabIN!*” que, precisamente las senten- 
cias aditivas que aplican el principio de igualdad muestran un grado 
mínimo de creatividad, sin que la Corte se exceda de sus compe- 
tencias institucionales; y ello porque la Corte no establece nuevas 
disposiciones normativas, sino que extiende normas ya vigentes. 


Pero, además, existen otros argumentos en favor de la ex- 
tensión del régimen expresamente previsto en la ley. En muchos 
casos las exigencias constitucionales pueden imponer la exten- 
sión, ya que la supresión de la regulación de favor iría en contra de 
ciertos mandatos contenidos en la norma fundamental. Se ha des- 
tacado que, si la ley constituye —aun de modo parcial — “actuación” 
de la Constitución, lo realizado en la ley no puede ser “desactua- 
do” contra la vocación de la norma fundamental''*. Así, en nuestra 
Constitución existen algunos preceptos que imponen actuaciones 


pone de manifiesto, una vez más, los límites de la función de este Tribunal, 
cuyo carácter de legislador negativo (...) presenta en cambio serias dificulta- 
des cuando se trata (...) de extender una norma legal a casos no previstos en 
la misma y que exigiría, por su propia naturaleza, de una regulación que sólo 
al legislador corresponde”. También puede mencionarse el voto de los ma- 
gistrados García-Mon y González Regueral, y de la Vega Benayas, a la STC 
204/1988, de 7 de noviembre, que es un “amparo de efectos aditivos”; en ol 
mismo se afirma que la decisión de la mayoría “ha traspasado las fronteras 
de la interpretación jurisdiccional y pasado la línea en la que comienza la 
función legislativa o legiferante”. 

117. PaLabin, L., "Corte costituzionale e principio generale d “eguaglianza...”, Cit. 
p. 660, 


118, D'orazio, G., “Le sentenze costituzionali additive...”, cit, p. 80, 
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positivas a los poderes públicos: tal sería el caso, por ejemplo (y en 
sentido parecido podrían citarse buena parte de los principios es- 
tablecidos en el capítulo III del título 1) del artículo 41, que impone 
la obligación de mantener un régimen público de seguridad social, 
que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante 
situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo; o 
del artículo 50, que impone la obligación de garantizar la suficien- 
cia económica a los ciudadanos durante la tercera edad, mediante 
pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas. Estos artícu- 
los serán relevantes, por ejemplo, a la hora de valorar la 
constitucionalidad de leyes que establezcan un régimen específico 
de pensiones, no incluyendo en él a determinadas categorías de 
personas, con vulneración del principio de igualdad. En tal caso, 
aunque en principio pudiera parecer que la igualdad podría resta- 
blecerse tanto extendiendo el régimen previsto como declarando 
su inconstitucionalidad, a la luz del precepto mencionado (entre 
otros) resulta que la segunda opción provoca una situación aún 
más inconstitucional que la que se trataba de corregir. No se trata 
de que el legislador no pueda adoptar libremente diversas opcio- 
nes a la hora de desarrollar éste y otros preceptos que imponen 
prestaciones; se trata de que, si ha procedido a realizar esos man- 
datos de una forma concreta, pero discriminatoria por omisión, la 
solución a esa situación de inconstitucionalidad no puede venir 
por la expulsión del régimen que cumple, aunque de modo incom- 
pleto, con el mandato constitucional. Por ello nuestro Tribunal 
Constitucional, tras extender a las viudas el régimen legal previs- 
to para los viudos, señaló que dicha extensión “ha de entenderse 
sin perjuicio de la potestad de los órganos de producción jurídica 
del Estado para articular un sistema diferente, siempre que en el 
mismo se respeten los principios y dictados de la Constitución y, 
en especial, el principio de igualdad”*””. 


119, STC 103/1983, de 22 de noviembre, f.j. 7 (cuestión de inconstitucionalidad). 
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Es cierto también que en muchas ocasiones la extensión de 
determinadas prestaciones implicará unos mayores costes para €) 
Estado (aspecto sobre el que volveremos un poco más adelante), 
Ahora bien, “el principio del equilibrio económico del sistema ar, 
su conjunto puede ser un factor a tener en cuenta por el legislador 
en el momento de configurar un sistema concreto de Seguridad 
Social (...), pero no puede aducirse para fundamentar el mantení- 
miento de situaciones que suponen una vulneración por parte de 
dicho sistema de derechos reconocidos en la Constitución”, 


Más en general, nuestra Constitución establece un Estado 
social y democrático de Derecho (art. 1.1), e impone a los poderes 
públicos promover las condiciones para que la libertad e igualdad 
sean reales y efectivas (art. 9.2), lo que, aun siendo un mandato 
cuya realización es progresiva y nunca del todo alcanzada, impide, 
en mi opinión, que el Tribunal “de marcha atrás” en el desarrollo 
que de los citados preceptos haya realizado el legislador. ELIA se ha 
referido a que “en el contexto de una Constitución con elenco de 
derechos sociales y en clima de Estado social con propensión asis- 
tencial”, la interpretación de la Corte ha preferido considerar los 
supuestos en examen más como insuficientes generalizaciones que 
como privilegios en sentido inconstitucional?***. Y nuestro Tribunal 
Constitucional ha señalado en alguna ocasión que "dado el carác- 
ter social y democrático del Estado de Derecho que nuestra 
Constitución erige y la obligación que al Estado imponen los artí- 
culos 9.2 y 35 de la Constitución (...) debe entenderse que no se 
puede privar al trabajador sin razón suficiente para ello de las con- 
quistas sociales ya conseguidas””?*. 


120. STC 253/1988, de 20 de diciembre, f.j. 6 (recurso de amparo). 
121. Elia, L., “Le sentenze additive...”, cit., p. 308. 
122. STC 81/1982, de 21 de diciembre (recurso de amparo). 
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Aunque el principio del Estado social, y los mandatos consti- 
tucionales concretos que derivan del mismo, serán muy relevantes 
a la hora de extender normas favorables que supongan desarrollo 
de dichos principios, no sirven para resolver todos los supuestos 
en los que se plantee la alternativa expuesta al principio de este 
apartado. Y, por lo demás, no en todos los casos en que podían 
entrar en juego dichos principios el Tribunal ha extendido el régi- 
men más favorable, pudiendo considerarse que su jurisprudencia 
al respecto es algo oscilante, como ya hemos apuntado!*”*. Ni si- 
quiera en todas las sentencias aditivas en sentido estricto, 
relacionadas con el principio de igualdad, el Tribunal justifica por 
qué opta por la extensión en lugar de por la anulación del régimen 
especialmente previsto?*?*. Sin embargo, en una de estas senten- 


123. Además de algunas sentencias ya mencionadas, pueden destacarse ahora a 
título de ejemplo las SSTC 28/1992, de 9 de marzo (recurso de amparo), que 
rechaza la extensión a los varones de una regulación favorable establecida 
para las mujeres, entendiendo que dicha extensión habría supuesto la crea- 
ción de una norma nueva; 130/1987, de 17 de julio (recurso de amparo), que 
igualmente rechaza la extensión de una norma más favorable; 68/1991, de 
8 de abril (recurso de amparo), que, aun reconociendo que la norma más 
favorable será probablemente inconstitucional, entiende que “de esa doctri- 
na no puede extraerse, sin embargo, otra consecuencia que la de que no 
puede denegarse, con apoyo en la norma discriminatoria, un derecho que 
ésta concedería si no lo fuera” (f.j. 4); 317/1994, de 28 de noviembre (recur- 
so de amparo), que, a diferencia de la anterior, entiende que la norma “más 
favorable” (en realidad, una norma protectora que incentivaba la interrup- 
ción de la carrera profesional) es contraria a la Constitución y quedó derogada 
por ésta, denegando a la recurrente los “beneficios” previstos en dicha nor- 
ma. Puede también mencionarse la STC 184/1990, de 15 de noviembre 
(cuestión de inconstitucionalidad), que rechaza extender a los supuestos de 
convivencia extramatrimonial las pensiones de viudedad establecidas en la 
ley para el caso de matrimonio. 


124. Algunas de estas sentencias no mencionan siquiera la alternativa de la de- 
claración de inconstitucionalidad del régimen más favorable, aunque recogen 
algunos principios que parecerían excluirla: así, SIC 103/1983, de 22 de 
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cias se realizan unas consideraciones del mayor interés para el 
asunto que estamos tratando: 


"Ante la desigualdad de trato normativa, cabe, en principio, 
equiparar por arriba, suprimiendo las restricciones o exclusiones 
injustificadas establecidas por el legislador con la consiguiente 
extensión del beneficio a los discriminados. (...) Esta asimilación 
de los beneficios por parte del sujeto excluido no es, con todo, 
generalizable. No siempre la solución a un régimen jurídico dife- 
renciador de acceso a un derecho o prestación consiste en extender 
o generalizar las condiciones más favorables que disfruta el bene- 
ficiario. Se asegura, asimismo, una satisfacción igualitaria de 
derechos e intereses entendiendo que ha de desaparecer el privi- 
legio injustificado o arbitrario (...); tal ocurre cuando el beneficio 
otorgado parte de una condición o razón social que implica una 
discriminación, esto es, cuando constituye una excepción articula- 
da sobre un criterio de diferenciación constitucionalmente 
inaceptable”*”. 


noviembre (con cita del art. 41 CE). En similar sentido, la STC 134/1996, de 
22 de julio, referida a determinadas exenciones tributarias establecidas más 
favorablemente para trabajadores que para funcionarios, sin mencionar tam- 
poco la alternativa de la inconstitucionalidad del régimen más favorable, 
justifica la existencia de dichas exenciones en diversos principios constitu- 
cionales (arts. 31, 1.1., 49 y 50 CE). La STC 116/1987, de 7 de julio, f.j. 10, 
señala simplemente que no procede la declaración de inconstitucionalidad 
de la totalidad del artículo, al que "ningún reproche cabe hacer”. En fin, la 
STC 3/1993, de 14 de enero, es la que, entre las sentencias aditivas, contie- 
ne la más completa explicación sobre el tema que estamos tratando; a ella 
nos vamos a referir en el texto. 


, STC 3/1993, de 14 de enero, f.j. 5. Por cierto, que esta sentencia, puramente 
aditiva en su formulación, plantea dudas en cuanto a los efectos del pronun- 
ciamiento que contiene, ya que en el mismo fundamento jurídico que 
acabamos de citar, la sentencia afirma que el tratamiento favorable a hijas Y 
hermanas contenido en el precepto objeto de enjuiciamiento “está falto de 
fundamento racional, por lo que no debería ampliarse el beneficio a los hijos 


—_ 
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El párrafo transcrito ofrece un interesante criterio para apre- 
ciar cuándo debe procederse a la extensión de la situación más 
favorable, y cuando a su anulación: no deben extenderse los privi- 


y hermanos, ya que se configuraría como un privilegio injustificado de las 
mujeres, Pero ello no explica toda la realidad, pues (...) hay que ponderar el 
dato de que la norma regula una situación de necesidad que se conecta con 
la obligación impuesta a los poderes públicos por el artículo 41 CE (...) La 
hija y la hermana reciben protección no sólo en razón de su condición feme- 
nina, de mujeres apartadas de las labores profesionales, sino también en 
función de las necesidades derivadas del defecto de ingresos producido como 
consecuencia de la muerte del causante. La norma dispensa una protección 
frente a la pobreza (...)”. Y concluye la sentencia señalando que procede, en 
consecuencia, declarar la inconstitucionalidad de la mención relativa a "hi- 
jas y hermanas” (aunque inmediatamente después, en el fallo, mucho más 
correctamente, se declara la inconstitucionalidad del precepto "en cuanto 
excluye a hijos y hermanos”). 

Ante esta fundamentación, los efectos de la sentencia resultan un tanto enig- 
máticos, porque no queda del todo claro si en realidad procede extender 
totalmente las prestaciones previstas para “hijas y hermanas” a "hijos y 
hermanos” (con carácter autoaplicativo) o, ante la mención de que "no de- 
bería ampliarse el beneficio a los hijos y hermanos, ya que se configuraría 
como un privilegio injustificado de las mujeres” (?) la solución debe ser otra. 
Alguien tan autorizado como Jiménez Campo, J., “España...”, cit., p. 187, en- 
tiende que en este caso el Tribunal no ha declarado la nulidad del precepto 
(sería entonces un caso de inconstitucionalidad sin nulidad), aunque le falta 
mencionar si la reparación corresponde sólo al legislador, o puede hacerse 
provisionalmente por el Poder Judicial, a través de la analogía, solución ésta 
preferida por el autor citado (que, por cierto, en p. 185 menciona esta sen- 
tencia entre las que reparan la igualdad mediante la supresión del privilegio). 
En mi opinión, el hecho de que esta sentencia —como alguna otra— no 
contenga pronunciamiento expreso de nulidad, no supone que estemos ante 
un caso de "inconstitucionalidad sin nulidad” que requiera la intervención 
posterior del legislador (o, provisionalmente, la de los jueces). Para ello creo 
que sería necesaria una mención expresa en la fundamentación de la sen- 
tencia a la exclusión de los efectos propios de la nulidad, con el consiguiente 
mantenimiento de la norma inconstitucional hasta la intervención del legis- 
lador, como hace por ejemplo la STC 45/1989. En cambio, esta sentencia no 
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legios injustificados. Desde luego, no cabe duda de que en alguna, 
casos podrá entenderse que el régimen más favorable es un priví- 
legio, pero el problema es que en muchos otros supuestos, la 
distinción entre “privilegio” y simple “régimen favorable” suscep- 
tible de generalización, es dudosa. Además, se ha destacado lz 
dificultad de identificar auténticos “privilegios” en la legislación 
favorable a grupos o categorías, siendo difícil distinguir un tratz- 
miento injustificado de favor de las situaciones de insuficiente 
generalización del propio tratamiento*?*. Por ello estamos simple- 
mente ante un criterio orientativo, y realmente de difícil aplicación 
a los casos concretos. 


Hay, además, otros elementos que hasta ahora no hemos 
mencionado, que juegan en favor de la extensión. En primer lugar, 
aun cuando no puedan encontrarse principios constitucionales que 
exijan la extensión, es dudoso que la inconstitucionalidad del régi- 
men expresamente previsto sea más respetuosa o acorde con la 
voluntad del legislador y de la ley, que su extensión. En algunos 
casos, ya hemos visto que la ausencia de mención puede obedecer 
a omisiones involuntarias, o simplemente no supone exclusión 


explica o justifica en modo alguno que su fallo no deba producir sus efectes 
de inmediato. Por lo demás, la confusa mención a que “no debería ampliarse 
el beneficio...” parece referirse a que ello sería así “en principio” (cabe des- 
tacar el uso del condicional), es decir, si no fuera porque otro precepto 
constitucional (el art. 41) impide entender que dicho “privilegio” es real- 
mente inconstitucional. Lo injustificado del privilegio parece ser precisamente 
su configuración como exclusivo de "hijas y hermanas”, pero no su conteni- 
do, del que no se alcanza a apreciar por qué “no debería ampliarse” (eso es, 
por cierto, ha hecho la nueva Ley General de Seguridad Social de 1994, en 
su artículo 176.2, manteniendo exactamente los mismos requisitos —:an 
sólo se añade el supuesto de divorcio a los de viudedad o soltería de quien 
tiene derecho a recibir la pensión—). Me parece por tanto que estamos ante 
una sentencia aditiva en sentido estricto. 


126. Elia, L., "Le sentenze additive...”, cit., p. 108. 
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implícita. Y, aun cuando tal exclusión pueda deducirse de la inter- 
pretación del texto en cuestión, parece menos “agresiva” la 
inconstitucionalidad de la norrna implícita de exclusión, que la in- 
constitucionalidad del texto íntegro con todo su contenido 
normativo. Dicho con otras palabras, si las exigencias constitucio- 
nales permitieran tanto la extensión corno la supresión del régimen 
expresamente previsto, muchas veces la solución constitucional 
más “aproximada” a la intención del legislador —y, más aún, a la 
voluntas legis— es la primera. Por ejemplo, y prescindiendo ahora 
de otras razones constitucionales en favor de la extensión, decla- 
rar la inconstitucionalidad global del precepto que establece la 
subrogación del cónyuge en el contrato de arrendamiento (al falle- 
cimiento de su consorte) no parece una solución más respetuosa 
con la voluntad del legislador, que la de declarar el precepto in- 
constitucional sólo en la parte en que excluye de dicho beneficio a 
quien hubiera convivido de forma marital y estable. 


La afirmación de que la extensión excede de las funciones 
del Tribunal obedece a un entendimiento del funcionamiento de 
estas decisiones que no comparto, ya que no creo que pueda afir- 
marse con carácter general que las mismas realizan una función 
paralegislativa. Pero aunque así fuera, dicha operación sería más 
respetuosa con las exigencias constitucionales (o, como mínimo, 
igual) que la opción de la inconstitucionalidad global; y, muchas 
veces, más respetuosa y más “aproximada” a la intención de la ley. 
Como se ha dicho, la eliminación de la norma impugnada es un 


remedio extremo, que crea un vacío difícil de colmar”. 


Quedaría comparar el remedio de la extensión, con el de la 
inconstitucionalidad sin nulidad u otras soluciones equivalentes. 
Como ha destacado certeramente ELta!”*, si anular la norma de 


e e 


127, Puani, L, "Corte costituzionale...”, cit, p. 660. 


126, pilh, La "Ie sentenze addítive...”, cit, pp. 108-109. 
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favor encuentra una serie de dificultades, ha de elegirse entre la 
"solución italiana” y la alemana; que en principio están "a la par”, 
en el sentido de que ninguna de las dos está expresamente previs- 
ta. Pero como veremos las “soluciones alemanas” (sentencias de 
mera incompatibilidad, sentencias de apelación, etc.), que plan- 
tean otros inconvenientes —entre los que no es el menor la 
"situación anómala” que se produce en el período transitorio—, 
sólo resultarán más adecuadas cuando quepan varias opciones, 
entre las que pueda elegirse con la discrecionalidad que corres- 
ponde al legislador. Y ello será infrecuente en los casos en que 
esté el juego el principio de igualdad, en los que, como hemos 
visto, el margen del Tribunal es prácticamente inexistente, ya que 
normalmente la extensión consistirá simplemente en trasladar al 
supuesto no contemplado los efectos expresamente previstos, tal 
y como están regulados en el precepto legal (eso sí, siempre que- 
dará a salvo la posibilidad de una posterior modificación de la ley 
por parte del Parlamento, siempre que la misma sea respetuosa 
con la Constitución). 


5.3. Aditivas, reservas de ley y prestaciones públicas 


Otra objeción que debe superar el uso de sentencias aditi- 
vas, al menos en ciertos supuestos, es la existencia de determinadas 
reservas de ley, y en particular de aquéllas que afectan a la previ- 
sión de gastos para los poderes públicos, exigiendo algún requisito 
especial para dicha previsión. Incluso al margen de la reserva de 
ley, la propia posibilidad de que mediante este tipo de decisiones 
se incrementen los gastos o prestaciones que corresponden a los 
poderes públicos, y que inicialmente no estaban previstos en la 
ley, puede en sí misma plantear problemas. 


En el sistema italiano, el problema plantea perfiles especifi- 
cos, porque el artículo 81.4 de la Constitución señala que “toda 
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otra ley que comporte nuevos o mayores gastos debe indicar los 
medios para hacerles frente” (la referencia a “toda otra” debe po- 
nerse en relación con el inciso anterior, que dispone que en la ley 
de aprobación del presupuesto no podrán establecerse nuevos tri- 
butos ni nuevos gastos). La doctrina se ha planteado y ha discutido 
ampliamente si esta limitación afecta, y en qué medida, a las sen- 
tencias aditivas, y en concreto a las que se ha dado en llamar 
“aditivas de gastos” (additive dí spese) o “aditivas de prestación” 
(sentenze additive di prestazione)’, distinguiéndolas así de que 
alguien ha llamado “aditivas de garantía”*?*”. Ciertamente, en caso 
de que el límite se considere aplicable a las “normas” derivadas de 
las sentencias de la Corte, la consecuencia no sería que ésta deba 
indicar los medios financieros para hacer frente a los nuevos gas- 


129. Puede verse la obra colectiva Le sentenze della Corte costituzionale e 1 “art. 
81, u.c, della Costituzione, Giuffré, Milán, 1993, y en especial los siguientes 
trabajos contenidos en la misma: Donan, F., "Tutela dei principi costituzio- 
nali e rispetto delle decisioni di bilancio” (pp. 309 y ss.); Sorace, D., “L'art. 
21, quarto comma Cost., e tre tipi di sentenze della Corte costituzionale” 
(pp. 177 y ss.); ANzón, A., “Nuove tecniche di decisione di questioni di costi- 
tuzionalitá e attuazione dell'art. 81, quarto comma Cost.” (pp. 247 y ss.); 
RomeoL1, R., “Il principio generale di equilibrio finanziario nell'attività di 
bilanciemento dei valori costituzionali operata dalla Corte” (pp. 185 y ss.). 
Puede verse también FERRARI, G. F., "Le sentenze ‘di spesa’ della Corte costi- 
tuzionale”, en J corriere giuridico, N.° 8/1994, pp.929 y ss.: Grosso, E., “La 
gent, n. 88 del 1992: un “alternativa alle ‘additive di prestazione'?”, en Giu- 
risprudenza costituzionale, 1992, II, pp. 2374 y ss.; CoLarieTrO, C., "Le 
pronunce *erogatorie” della Corte costituzionale ed il vincolo costituzionale 
della copertura finanziaria; le 'additve di prestazione’ sono per loro natura 
esenti dai vincoli e limiti dell “art. 81 Cost.”, en Giurisprudenza costituzio- 
nalo, 1989, I, pp. 1249 y ss. Una visión más general del problema puede 
encontrarse en CARTABIA, M., "Omissioni del legislatore, diritti sociali e risar- 
cimento dei danni (A proposito della sentenze ‘Francovich’ della Corte di 
Giustizia delle Comunità europee)”, en Giurisprudenza costituzionale, 1992, 
I, pp. 505 y ss. 


120, Sobre esta distinción, ELIA, L., "Le sentenze additive...”, cit., p. 314. 
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tos (lo que indudablemente excede de sus funciones constítucio- 
nales), sino la ilegitimidad de las sentencias aditivas “de gastos”, 


La Corte constitucional no se ha considerado sometida a este 
límite, aunque en alguna ocasión ha valorado expresamente las 
consecuencias “onerosas” de sus decisiones. Se ha destacado que, 
aunque la práctica jurisprudencial no ha subordinado nunca sus 
pronunciamientos a los mayores gastos derivados de ellas, en ocz- 
siones la preocupación por las cargas financieras puede apreciarse 
“en el fondo” de algunas decisiones'””, 


Se ha señalado "la paradoja de que la Corte, que aplica el 
artículo 81.4 a los productos normativos del legislador, por así de- 
cir ordinario, no lo aplica a las normas que ella misma produce, o 
mejor, crea normas por su naturaleza exentas de los vínculos de 
dicho precepto”**. Desde luego, en una primera consideración, 
puede parecer que las sentencias aditivas son una forma de eludir 
el mandato del artículo 81.4. Y en sentido parecido se han pronun- 
ciado algunos autores, aunque la doctrina no es coincidente”. 


131. Mortar1, C., “Appunti per uno studio...”, cit., pp. 963 y ss. En p. 966 se 
destaca que ha habido casos en los que, como motivo recóndito de su pro- 
nunciamiento de falta de fundamento de la cuestión, más que consideraciones 
jurídicas, aparece la consideración de los mayores gastos, que habrían podi- 
do inducir al legislador, más que a afrontarlos, a suprimir el beneficio. En 
sentido similar, mucho más recientemente, RomegoL:, R., “Italia”, cit., pp. 
116-117. 


132. Nicro, "Le giurisdizioni sui pubblici poteri fra sistema normativo e spinte 
fattuali”, en Diritto processuale armmíinistrattivo, 1984, N.° 4, p. 455 (citado 
por CoLAPIETRO, C., Le sentenze..., cit., p. 58). 


133. Véase, sobre las diversas posiciones doctrinales, la exposición de CoLarptz- 
TRO, C., Le sentenze... cit., pp. 58 y ss.; o Donan, F., "Tutela dei principi...”. 
cit., pp. 313 y ss. Este último autor destaca que la mayor parte de los autores 
concuerdan hoy en que el artículo 81 no es aplicable directamente a los 
pronunciamientos de la Corte constitucional, idea también destacada por 
Romeon, R., “Italia”, cit., p. 116. 
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En ofecto, parte importante de la doctrina ha destacado di- 
versas razones por las que el artículo 81,4 de la Constitución italiana 
no es aplicable a las sentencias de la Corte. Podemos señalar algu- 
no de dichos argumentos, 


En primer lugar, y en la línea que aquí venimos defendien- 
do, se ha destacado que, si con las sentencias aditivas no se ejercita 
la función legislativa, sino que se añade un quid novi que respon- 
de a criterios jurisdiccionales (y de realización directa de la 
Constitución), el problema no debe plantearse en términos de apli- 
cación del artículo 81 de la Constitución a estas decisiones'**”. En 
otras palabras, el límite establecido en el artículo 81.4 para el ór- 
gano de dirección política (el legislador), no puede trasladarse al 
órgano de garantía constitucional'*, Se ha dicho que no puede 
cargarse a la responsabilidad de la Corte la previsión de un mayor 
gasto sin indicar los medios para hacerle frente, ya que tal viola- 
ción del artículo 81 de la Constitución deriva eventualmente de un 
comportamiento omisivo del legislador***. Si quiere afirmarse que 
la sentencia “crea” una nueva norma, no puede ignorarse que esta 
operación no es en absoluto discrecional, sino que, aparte de res- 
ponder a las exigencias constitucionales, deriva en realidad de la 
propia ley sometida a enjuiciamiento, bien simplemente mediante 
su interpretación extensiva, o bien como consecuencia de la incons- 
titucionalidad de la exclusión implícitamente derivada de dicha ley. 


En relación con lo anterior, y en segundo lugar, autores como 
Mortari han puesto de manifiesto que el límite que venimos ana- 


134, Eua, L., "Le sentenze additive...”, cit., p. 312. 

135, Éste es, en síntesis, el argumento utilizado por la Corte para no considerarse 
sometida al artículo 81,4, expresado en palabras de D'orazio, G., "Le sen- 
tenzo costituzionali additive...”, cit., p. 87. 

136. ZAGREBELSKY, G., “I controllo da parte della Corte costituzionale degli effetti 
temporalo delle sue pronunce”, en Quaderni costituzionali, a. IX, N} 1, abril 
1989, p. 86. 
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lizando no tiene fundamento, ya que los mayores gastos, por el 
hecho de estar requeridos por la observancia de un imperativo 
constitucional, tienen carácter obligatorio, correspondiendo a la 
responsabilidad de Gobierno y Parlamento disponer las variacio- 
nes del presupuesto necesarias para hacerles frente*””. Sin embargo, 
algunos autores han señalado que, en relación con el principio de 
igualdad, este argumento no sería válido, ya que la igualdad pue- 
de conseguirse tanto “al alza” como "a la baja”***. Pero ya hemos 
indicado en el apartado anterior que, en la mayoría de los supues- 
tos, ello no es realmente así. Con carácter más general, también se 
ha criticado el argumento expuesto señalando que la elección so- 
bre la realización de los objetivos del Estado social no puede 
reconducirse a un esquema obligado, en el sentido de que, si bien 
puede admitirse que la intervención del legislador está vinculada 
en el an, el quomodo queda ampliamente abierto'**. Creo que a 
esta crítica puede responderse afirmando que, si bien es cierto 
que, en muchos casos, el alcance concreto que deba darse al desa- 
rrollo de los principios y mandatos constitucionales implica la 
adopción de una decisión que corresponde al legislador, en el su- 
puesto de las sentencias aditivas esa decisión legislativa ya está 
tomada en la ley que se somete a examen del Tribunal. La sen- 
tencia se limita a aplicar las consecuencias exigidas por la 
Constitución en relación con esa concreta ley. Desde luego, ya he- 
mos dicho que muchas veces será admisible una modificación 
posterior de la ley por el Parlamento, siempre dentro del respeto 
a las exigencias constitucionales; pero la sentencia aditiva no es 
sino una manera de salvar, al menos parcialmente, la decisión to- 
mada por el legislador. 


137. Morati, C., “Appunti per uno studio...”, cit., pp. 963-964. 


138, Véase, sobre el debate en torno a este punto, Donatı, F, “Tutela dei princi- 
pi...”, cit, pp. 316. 


139, ZacreBeLskY, G., La giustizia..., cit., p. 319. 
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En tercer lugar, se ha destacado que, en realidad, las sen- 
tencias aditivas no difieren, por lo que se refiere a los mayores 
gastos que pueden derivar de ellas, de otras decisiones judiciales 
que pueden imponer el pago de condenas o indemnizaciones de 
cualquier tipo a cargo de los poderes públicos; estas sentencias 
judiciales implicarán mayores gastos, cuya cobertura no estaba 
legalmente prevista!'*”. Más aún, es perfectamente posible que, de 
forma similar a las sentencias aditivas “de extensión”, una sen- 
tencia de un juez o tribunal ordinario interprete una ley de forma 
extensiva, y a consecuencia de esa interpretación se produzcan 
mayores gastos de los poderes públicos. Con todo, tampoco ambas 
situaciones pueden equipararse del todo, ya que sus efectos son 
diferentes: en el caso de las sentencias de los jueces ordinarios, 
sus efectos se producirán exclusivamente en el caso concreto (sal- 
vo los efectos previstos por el Código civil para la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo). En cambio, las sentencias aditivas tendrán 
unas repercusiones generales, vinculando a todos los jueces y tri- 
bunales. Ahora bien, lo cierto es que la consideración sobre el 
alcance o repercusión de la decisión que supone más gastos es 
mucho más de orden práctico que teórico (aunque tampoco puede 
descartarse por completo). En cualquier caso, a mi juicio, lo rele- 
vante para la justificación de la sentencia aditiva es el primer 
argumento ya apuntado de que la misma no supone una nueva 
legislación positiva, sino una declaración de inconstitucionalidad 
parcial y/o una interpretación de la ley ya vigente'*”. 


140, En este sentido, Pizzorusso, A., “Las sentencias manipulativas...”, cit., p. 
291. Con todo, en nota a pie N.° 28 señala que este planteamiento compor- 
taría la configuración de una responsabilidad del Estado por actos legislativos 
ilegítimos o por omisiones legislativas. 

141, En sentido contrario, Sorace, D., “L'art. 81, quarto comma...*, cit., p. 182, 
quien afirma que la sentencia constitucional no puede equipararse a la de 
los jueces ordinarios, precisamente porque aquélla, a diferencia de éstas, no 
puede considerarse interpretativa de la ley ordinaria. 
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En fin, en cuarto lugar, y desde una teoría del diritto vivente 
aquí no compartida, se ha afirmado que la "adición” de la Corte 
debe entenderse como una simple propuesta interpretativa para 
los jueces, quienes aplicarán la decisión a los casos concretos, in- 
dividualizando por vía interpretativa la norma a aplicar sin crear 
derecho, de manera que en modo alguno puede serles aplicable al 
artículo 81.4"? 


Por lo demás, algunos autores han expresado posturas más 
matizadas. Así, basándose en la distinción entre "ley sustancial”, 
que es la que prevé nuevos gastos, y "ley de presupuestos” que, 
cuando la norma sustancial ya existe, puede limitarse a la necesa- 
ria cobertura, se ha indicado que la sentencia constitucional podría 
desempeñar el papel de norma “sustancial”, sustituyendo a estos 
efectos a la ley***, En contra, CRISAFULLI ha destacado que la inter- 
pretación del artículo 81 predominante en la doctrina y en la 
jurisprudencia de la Corte, no permite entender que la ley sustan- 
cial que implique nuevos gastos esté exenta de su previsión y 
cuantificación'”, 


ZAGREBELSKY mantiene una postura muy matizada sobre el 
tema que venimos comentando. Descarta en principio las dos so- 
luciones extremas, es decir, la que entiende que las aditivas de 
prestación están vedadas por principio, y la que afirma que están 
exentas del límite del artículo 81'*”, pero afirma que la sentencia 
aditiva que conlleva la necesidad de una previsión (por los órganos 


142. Puciorro, A., “Dottrina...”, cit, p. 3700. 
143, Sorace, D., “L'art. 81, quarto comma...”, cit., p. 183, 


144, Crisarunis, V., “La Corte costituzionale ha vent “anni”, cit, p. 85. Para hacer 
frente al problema propone que se introduzca una previsión similar a la 
establecida en un proyecto de ley de 1975 para hacor frente a las cargas 
derivadas de la aplicación de los reglamentos comunitarios. 


145, ZacnebeLsKkY, G., La giustizia... cit., p. 317, 
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políticos) de nuevos recursos, determina un desequilibrio en la 
ley, que la hace inconstitucional. Es decir, que, según este autor, la 
ley sería inconstitucional, no tanto por lo que no prevé (y debería 
haber previsto), sino por lo que prevé, y no habría debido estable- 
cer sin comprender otras situaciones'*”, Ante esta conclusión 
rigurosa, ZAGREBELSKY propone la distinción entre los supuestos en 
los que el nuevo gasto puede afrontarse con meras variaciones a 
las que el Gobierno está autorizado, como consecuencia de cargas 
“de justicia”, y por tanto obligatorias, en cuyo caso la sentencia 
aditiva se presentaría como “interna” a la elección del legislador, y 
por tanto no creadora-innovadora; y aquellos otros casos en los 
que la medida impone previsiblemente la previsión legal de nue- 
vas fuentes financieras, supuesto en el que debería preservarse el 
monopolio del legislador para las elecciones meramente políticas. 
Con todo, reconoce este autor la dificultad para distinguir ambos 
supuestos*”. Las consideraciones anteriores, y en definitiva el re- 
conocimiento del margen de actuación que suele corresponder al 
legislador en estos supuestos, le llevan a concluir que; en el ámbi- 
to material de las leyes de gastos privadas de la necesaria generalidad, 
estarán especialmente indicadas las decisiones de mera incompati- 
bilidad, suspendiendo los efectos de la declaración'*, 


De gran interés son también las consideraciones de ROMBOLI 
sobre el tema que nos ocupa. Parte este autor de que el artículo 
81.4 no es aplicable directamente a las decisiones de la Corte, 
"tanto porque parece claramente que quiere referirse a la activi- 
dad del legislador, como porque de todos modos el Juez de las 
leyes, a diferencia del Parlamento, no estaría en ningún modo en 
condiciones de asumir la tarea de indicar los medios con los cua- 


146. ZAGREBELSKY, G., La giustizia... cit., p.318. 
147. ZAGREBELSKY, G., La giustizia... cit., pp. 318-319. 
148. ZacreBeLSKY, G., La giustizia... cit., p, 320. 
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les hacer frente a los mayores gastos”**. Sin embargo, entiende 
que el citado precepto de la Constitución italiana aparece como 
expresivo de un principio y de un valor general, como es el del 
equilibrio financiero o presupuestario, que la Corte ha de consi- 
derar y valorar en el juicio sobre la legitimidad constitucional de 
una ley. De esta forma, la Corte ha de procurar el equilibrio de 
los valores en juego, no considerando ninguno de ellos como 
absoluto, sino relacionándolos y coordinándolos; y uno de los valo- 
res que ha de tener en cuenta es precisamente el del equilibrio 
financiero'*. 


Me parece que esta línea de pensamiento es la más adecua- 
da para resolver el problema. Pienso que no es razonable aplicar a 
las sentencias del Tribunal las condiciones establecidas en la Cons- 
titución para la ley, como tampoco lo sería exigir a la sentencia 
—que se pronuncia precisamente sobre una ley— el cumplimien- 
to de cualquier reserva de ley establecida en la norma fundamental. 
Pero de la Constitución derivan otros valores dignos de considera- 
ción. En el caso italiano ha de considerarse el artículo 81 de la 
Constitución pero, como vamos a ver un poco más adelante, no 
faltan en nuestra Constitución preceptos que apuntan en sentido 
parecido. Y más allá de las reservas de ley existentes en materia 
financiera, o de los especiales requisitos exigidos a las leyes en 
este ámbito, con carácter general entran en juego otra serie de 
principios generales, de los que cabe deducir que corresponde al 
legislador determinar el alcance concreto de las prestaciones exi- 


149, Romgotr, R., “Il principio generale di equilibrio finanziario...”, cit., p. 185, y 
"La tipología...”, cit., p. 66. 

150, Romson, R., "La tipología...”, cit., p. 67, y, con mayor detalle, “U principio 
generale di equilibrio finanziario...”, cit., pp. 186-188; en pp. 189 y ss. de 
este último trabajo, el autor se centra en los elementos y criterios a tener en 
cuenta en la operación de ponderación entre los valores en juego. 
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gidas en la Constitución, Ya homos visto que la decirión del logis 
lador en este sentido "ya ostá tomada” on la loy que ha de enjuiciar 
el Tribunal, y que por tanto la decisión de buto, a la luz de la Corns- 
titución y de la propia ley, no es —no debe ser— discrecional, Pero 
tampoco puede negarse que dicha sentencia supone un entendi- 
miento de la ley distinto al que hasta ene momento ye había seguido, 
y que dicho “nuevo entendimiento” de la Joy se impone adernás a 
todos los jueces y tribunales, alcanzando en la práctica efectos 
generales. Y este hecho no debe ser irrelevante en la propía decí- 
sión que adopte el Tribunal, cuyas innegables consecuencias para 
el equilibrio financiero deben ser tenidas en cuenta, Por ello creo 
que es adecuada la ponderación de valores propuesta por KomBoLs; 
sin embargo, no coincido con la conclusión expresada por este au- 
tor en el sentido de que las opciones de la Corte son una decisión 
de inconstitucionalidad (si el valor del equilibrio financiero es re- 
cesivo) o una de falta de fundamentación (si el mencionado valor 
es prevalente)!””. Si bien es cierto que una sentencia aditiva será 
admisible cuando el valor del equilibrio financiero no sea prepon- 
derante, la Constitución exija la “adición” y la ley la consienta 
(incluso si es preciso para ello la previa declaración de inconstitu- 
cionalidad de la implícita exclusión), la otra alternativa (declaración 
de inadmisibilidad —o incluso simple desestimación— cuando el 
valor del equilibrio financiero tenga "más peso”, o la “adición” 
permita un margen de discrecionalidad porque la Constitución no 
exija una única solución) parece un poco excesiva. En este caso 
resulta más adecuada la idea propuesta por ZAGREBELSKY de la uti- 
lización —a mi juicio, sólo en los casos expuestos— de sentencias 
de mera incompatibilidad u otras soluciones similares. Desde lue- 
go, corno se ha destacado, estas soluciones no encuentran fácil 


A 


151. RomoL:, R., “Il principio generale...”, cit., p. 188; "La tipología...”, cit., 
p. 67, 
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acomodo en la legislación italiana*”* —y lo mismo cabría decir en 
el caso español—. Sin embargo, puede resultar adecuada en estos 
supuestos la adopción de una sentencia “aditiva de principio” que, 
como veremos'””, permite a los jueces aplicar directamente, con 
carácter provisional —sólo caso a caso y sin efectos retroactivos— 
las consecuencias de la sentencia'”*. Ésta puede ser una solución 
intermedia adecuada en algunos casos, teniendo en cuenta ade- 
más que la misma no contradice la exigencia constitucional y legal 
de que la norma declarada inconstitucional “deje de tener aplica- 
ción” desde el día siguiente a la publicación de la decisión, ya que, 
al permitir la aplicación provisional de la “adición”, deja de apli- 
carse, en el caso de que hubiera existido, la norma de exclusión 


152. Cabe recordar que el artículo 136 de la Constitución establece que la norma 
declarada inconstitucional “cesa de tener eficacia desde el día siguiente a la 
publicación de la decisión”, y el artículo 30 de la ley N.° 87, de 11 de marzo 
de 1953, afirma que las normas declaradas inconstitucionales "no pueden 
tener aplicación” desde el día siguiente a la publicación de la decisión Rom- 
BOLI, R., “Il principio generale...”, cit., pp. 198-199, señala que, si bien podría 
ser conveniente la modificación de las reglas procesales relativas a la deci- 
sión de la Corte (menciona en concreto el art. 30 de la ley 87/1953), dando 
entrada a nuevos tipos de decisión; pero afirma que, mientras ello no se 
produzca, no le parece admisible una interpretación de dichas reglas en el 
sentido de que los efectos de las sentencias de la Corte pueden establecerse 
por la propia Corte, ya que ello significa en definitiva “ponderar” las reglas 
procesales con los valores sustantivos. 


153. Infra, 4.3. 


154. En un sentido parecido, Grosso, E., “La sent. 88 del 92...”, cit., pp. 2390- 
2391, destaca la técnica utilizada en esta sentencia por la Corte constitucional, 
que deja al legislador la aprobación de una nueva ley que realice el principio 
por ella afirmado (indicando en ella, en su caso, los medios necesarios para 
cubrir los nuevos gastos), pero permitiendo que los jueces hagan aplicación 
alos casos concretos del principio afirmado; de manera que la sentencia no 
tiene efectos directos inmediatos, pero sí el efecto indirecto de permitir que 
los jueces ordinarios reconozcan situaciones singulares acordes con lo pre- 
visto en la sentencia constitucional. 
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implícita, que es la única que en rigor ha sido declarada incongti- 
tucional. 


En nuestra Constitución no existe un precepto idéntico al 
artículo 81.4 de la Constitución italiana, pero no hay que olvidar 
que el artículo 133.4 afirma que "Las Administraciones Públicas 
sólo podrán contraer obligaciones financieras y realizar gastos de 
acuerdo con las leyes”, y el artículo 134.2 establece que los Presu- 
puestos Generales del Estado “incluirán la totalidad de los gastos 
e ingresos del sector público estatal”. Una vez aprobados dichos 
Presupuestos, “el Gobierno podrá presentar proyectos de ley que 
impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingre- 
sos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario” (art. 
134.5)'*”. Por tanto, en nuestro sistema existe una reserva de ley 
presupuestaria para la autorización anual de los gastos, y en todo 
caso, una reserva de ley para la aprobación de los gastos adiciona- 
les. Pero más allá de estas reservas concretas, hay que resaltar 
que, en general, es función del legislador desarrollar la mayoría de 
los principios constitucionales que implican prestaciones por parte 
de los poderes públicos, de manera que sólo podrá entenderse que 
estos principios generan derechos subjetivos concretos de los ciu- 
dadanos, en la medida y con el alcance con que ello sea previsto en 
la ley (tal creo que es el entendimiento correcto del último inciso 
del art. 53.3, en relación con el capítulo II del título I). 


Por ello me parece que las consideraciones realizadas son 
válidas en general para el sistema español. La reserva de ley no es 
aplicable a las decisiones aditivas del Tribunal Constitucional, en 


o 


155. Y el artículo 134.6 señala que“toda proposición o enmienda que suponga 
aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios re- 
querirá la conformidad del Gobierno para su tramitación”, aunque obviamente 
este precepto no parece tener una repercusión directa en el tema que nos 
ocupa, 
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tanto en cuanto éstas se limiten a interpretar la ley a la luz de la 
Constitución, o incluso si antes de dicha interpretación han debido 
declarar la inconstitucionalidad de la norma implícita de exclu- 
sión. En cualquiera de los dos casos, los mayores gastos derivan de 
la propia ley que prevé regula la prestación, teniendo en cuenta 
las exigencias constitucionales: bien porque éstas suponen una 
“interpretación conforme” de dicha ley, o bien porque las mismas 
obligan a entender inconstitucional la exclusión implícita conteni- 
da en la propia ley (y, consecuentemente, a extender las 
prestaciones previstas). La sentencia constitucional no contiene 
una "legislación positiva”, y si se quiere afirmar que de la misma 
deriva una nueva norma (que en rigor derivaba de la aplicación a 
la ley de los preceptos constitucionales), la misma no sería en modo 
alguno discrecional. 


Ahora bien, tampoco puede ignorarse el hecho de que la ley 
venía aplicándose hasta el momento en un sentido restrictivo (bien 
porque no se interpretaba correctamente, o bien porque su conte- 
nido normativo impedía otra solución), de manera que, en la 
práctica, los nuevos gastos que corresponden a los poderes públi- 
cos derivan de la sentencia constitucional. Por ello creo que ésta 
puede y debe ponderar esta circunstancia (sin ignorar cuál puede 
ser la dimensión real de estas “'nuevas' cargas”), frente a las otras 
exigencias constitucionales que imponen la extensión. A mi juicio, 
esta ponderación nunca puede implicar que deje de señalarse la 
inconstitucionalidad de la ley cuando ésta discrimina por omisión. 
Pero sí puede suponer, en algunos casos concretos, que esta in- 
constitucionalidad no vaya acompañada de la nulidad, dando tiempo 
así al legislador a adaptar la ley a las “nuevas” cargas financieras. 
Claro está que esta opción sólo será posible si los mandatos cons- 
titucionales que —en su caso— imponen la prestación permitan 
una modulación (o, más claramente, un retroceso) en el alcance de 
dicha prestación, lo cual hay que reconocer que sucederá con fre- 
cuencia, ya que normalmente la Constitución deja al legislador la 
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concreción del "grado de realización” de sus principios rectores. 
De manera que en estos supuestos el Tribunal puede utilizar, jun- 

o a las sentencias aditivas, la declaración de mera incompatibilidad 
u otras opciones equivalentes, teniendo en cuenta las circunstan- 
cias del caso concreto. Incluso en ciertos supuestos podría utilizarse 
una solución del tipo de las “aditivas de principio”, como ya hemos 
apuntado anteriormente. 


5.4. Aditivas y materia penal 


Un último aspecto que conviene tratar es el de si es admisi- 
ble el uso de las sentencias aditivas en materia penal o, con más 
precisión, si existen limitaciones específicas en este ámbito. El ar- 
úculo 25, párrafo 2, de la Constitución italiana, reconoce el principio 
de legalidad penal, que también se incluye, como es de sobra co- 
nocido, en el mismo artículo 25, apartado 1, de nuestra norma 
suprema. 


A primera vista, podría parecer que son trasladables al su- 
puesto en examen las consideraciones realizadas en torno a las 
reservas de ley existentes en materia de gastos públicos, por lo 
que debería entender que la misma no afecta a las decisiones de la 
Corte o del Tribunal Constitucional. Pero creo que debe descartar- 
se esa idea. En primer lugar, se han destacado las peculiaridades 
de la reserva de ley en materia penal, que debe interpretarse de 
manera especialmente rigurosa en aras de la certeza del derecho`™’, 
Aunque la sentencia aditiva no suponga una intervención equipa- 
rable a una ley, no puede desconocerse que realiza una “nueva 


j 


155. Así lo ha destacado la Corte constitucional italiana. En este sentido, véase 
Zaczazarses, G., La giustizia..., Cit. p. 315; ROMBOLI, R., “Italia”, cit., p. 116, 
Y “La típología...”, cit.. p. 66. 
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mtorpretación” de ósta precedida, en su caso, de una anulación 
parcial que excede de lo expresamente previsto en el texto de la 
misma, Y si bien ello es admisible en general cuando se cumplan 
los requisitos que hemos venido señalando, no parece adecuado 
en el ambito “especialmente riguroso” de la reserva de ley penal. 


En segundo lugar —lo que creo que es aún más relevante— 
no hay que olvidar que, en materia penal, no cabe la interpreta- 
ción extensiva Oo analógica in malam partem. Y este tipo de 
interpretación es consustancial a casi toda sentencia aditiva, bien 
se produzca directamente, o bien como consecuencia de la decla- 
ración de inconstitucionalidad de la norma implícita. 


Las ideas expuestas son válidas para cualquier supuesto de 
sentencia aditiva que realice una extensión de los supuestos obje- 
to de sanción, de las penas previstas, de las circunstancias 
agravantes, o en general cualquier tipo de interpretación in ma- 
lam partera. Mucho más dudoso resulta si es lícito el recurso a las 
sentencias aditivas en materia penal ín bonam partem. En reali- 
dad, las sentencias manipulativas que tengan el efecto de reducir 
la pena o los supuestos a los que la misma es aplicable serán con 
frecuencia reductoras y no aditivas, pero ni ello puede afirmarse en 
todos los casos ni, aunque así fuera, el problema sería diferente'”. 


Así como buena parte de la doctrina que ha estudiado la 
cuestión coincide en señalar que no caben las sentencias aditivas 
en materia penal en el primer caso, no hay coincidencia en el 
segundo aspecto. Mientras algunos autores entienden que la ex- 
clusión de las sentencias aditivas en materia penal es absoluta, 
otros entienden que sólo son inadmisibles cuando actúan in ma- 


157. Aunquo quizá ostaría más correctamente planteado entonces con referencia 
a las sentencias manipulativas on matoria penal, podemos seguir hablando 
de sontencias aditivas, toniendo on cuenta que el problema es el mismo, Y 
que en algunos de los casos no sorá fácil la distinción, 
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lam parten?"", La propia Corte constitucional, que en general ha 
rechazado por inadmisibles las cuestiones que venían a pedir la 
extensión de los delitos o de las penas, o una interpretación ex- 
tensiva en perjuicio del reo (declarando la inadmisibilidad, que 
durante los primeros años se fundamentaba en la irrelevancia de 
la cuestión, teniendo en cuenta la prohibición de efectos retroac- 
tivos en las normas penales desfavorables'””), ha pronunciado 
sin embargo varias sentencias aditivas*%, e incluso sustitutivas?!*, 


158, 


159. 


160. 


En favor de la admisibilidad de las sentencias aditivas penales ín bonam 
partem, por ejemplo Duni, G., "L“oggetto...”, cit., pp. 346-347; entiende 
este autor que la reserva de ley no es aplicable a estas decisiones, que por 
tanto son en principio admisibles; pero, en base al principio de legalidad 
estricto, la Corte no debe enjuiciar la ausencia o insuficiencia de sanción 
penal, o la ilegitimidad de una causa de justificación. En cambio, a favor de 
la prohibición absoluta de estas sentencias en esta materia (además de quie- 
nes rechazan en todo caso la legitimidad de estos pronunciamientos), puede 
citarse a Puciorro, A., “Sentenze normative, legalità delle pene e dei reati e 
controllo sulla tassativitá della fattispecie”, en Giurisprudenza costituziona- 
le, 1994, pp. 4199 y ss., quien entiende (pp. 4216 y ss.) que estas sentencias 
no pueden cumplir las exigencias del principio de estricta legalidad en ma- 
teria penal (ya que el mismo supone que el derecho penal sea un derecho 
expreso en la ley) interviniendo además en el ámbito de elección que corres- 
ponde al legislador. En nuestra doctrina, Jiménez Cameo, J., “Qué hacer...”, 
cit., p. 49, y refiriéndose en general a las sentencias interpretativas, señala 
que el artículo 25.1, y la necesaria retroacción del pronunciamiento estima- 
torio jn bonus deben llevar a reducir, o incluso suprimir, las sentencias 
interpretativas en materia penal y sancionatoria; en el mismo sentido, en 
“España”, cit., p. 192. 

Así lo ha destacado FeLicETTI, F, "In tema di sentenze 'additive”...”, cit., p. 
2107-2108, con cita de jurisprudencia. Puede verse también ZAGREBELSKY, 
G., La giustizia... p. 315. 

Así, la sentencia N.° 108/1974, relativa al delito de la instigación al odio 
entre clases (que en realidad es reductora desde el punto de vista del ámbito 
de aplicación), o la sentencia n, 139/1989, en relación con la instigación de los 
militares a cometer un delito militar, que reduce la pena. CERRI, A., Corso..., 
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para reducir las penas o el ámbito de aplicación de la sanción 
penal". 

En mi opinión, los propios argumentos que hemos apuntado 
al principio de este apartado para justificar la inadmisibilidad de 
las sentencias aditivas en este ámbito ofrecen la respuesta a la 
cuestión que estamos analizando. El principio de legalidad penal, 
cuya formulación clásica es nulla pena sine previa lege, implica 
que “nadie puede ser castigado sino en virtud de una ley que haya 
entrado en vigor antes de haber sido cometido el hecho que se 
pretende castigar”*'*%, y constituye una garantía para el acusado, 
que a mi juicio no impide cualquier interpretación más favorable 
para él. Si una ley prevé un supuesto de hecho y una determinada 
sanción penal, y una sentencia constitucional reduce el ámbito de 
aplicación de dicha sanción, o las consecuencias jurídicas desfavo- 
rables, no creo que dicha sentencia atente al principio de legalidad 
penal. Por otro lado, el segundo argumento apuntado confirma esta 
conclusión: la interpretación extensiva o analógica sólo es inadmi- 
sible en perjuicio del reo, pero no cuando es in bonam partem. Los 


cit., p. 98, ha destacado que estas decisiones han provocado el contraste con 
la jurisprudencia ordinaria, que ha entendido el pronunciamiento en un sen- 
tido totalmente ablativo de la disposición, considerando que el texto de una 
norma penal no es susceptible de “manipulación”. También puede mencio- 
narse, por ejemplo, la sentencia N.° 27 de 1975, relativa al aborto, que de 
hecho introduce supuestos despenalizados. 

161. Por ejemplo, la sentencia N.° 409, de 6 de julio de 1989, en relación al 
rechazo al servicio militar. 

162. La jurisprudencia de la Corte en este aspecto es citada por ZAGREBELSKY, G., 
La giustizia..., cit., p. 315. CRISAFULLI, V., "La Corte costituzionale ha 
vent'anni”, cit., p. 85, destaca que las sentencias manipulativas que han 
recaído en materia penal se han limitado a restringir el contenido normativo 
de un supuesto penal ya previsto. 

163. Éste es el tenor literal del artículo 25.2 de la Constitución italiana. Como es 
sabido, en un sentido muy parecido se pronuncia nuestro artículo 25.1. 
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mismos jueces y tribunales ordinarios pueden interpretar la ley 
penal de modo favorable al reo, y ello es lo que vendría a hacer 
una sentencia aditiva penal in bonam partem, incluso aunque 
esta operación pueda estar precedida de la declaración de incons- 
titucionalidad de una norma implícita, ya que este "momento” de 
la sentencia no plantea duda de legitimidad, según hemos venido 
explicando a lo largo de todo este estudio. 


Nuestro Tribunal Constitucional no ha pronunciado senten- 
cias estrictamente aditivas en materia penal, aunque puede 
encontrarse algún pronunciamiento interpretativo de estimación 
de efectos no muy diferentes a una sentencia manipulativa ín bo- 
nam partem, ya que rechaza una interpretación desfavorable de 
un precepto penal'**. En el ámbito de los recursos de amparo, hay 
algún supuesto en el que el Tribunal concede el amparo basándo- 
se en una interpretación restrictiva de un precepto penal 
(rechazando la interpretación extensiva realizada en la sentencia 
recurrida)'”*, así como alguna sentencia que, desestimando el 
amparo, rechaza realizar una interpretación extensiva de otro pre- 
cepto penal'*. Sin embargo, también puede encontrarse algún 
aparente "amparo de efectos aditivos” en materia penal, en el que 
se señala que una ley penal es inconstitucional “por defecto” o por 
omisión, es decir, por contener un supuesto de hecho menos am- 
plio de lo constitucionalmente exigido. Pero en realidad esta 
sentencia —y precisamente por tratarse de una norma penal— no 


164, Me refiero a la STC 105/1988, de 8 de junio. 

165. STC 111/1993, de 25 de marzo. Por cierto, que la STC 150/1997, de 29 de 
septiembre, otorga el amparo frente al auto del Tribunal Supremo que inad- 
mitió el recurso de revisión al no considerar "hecho nuevo” la sentencia 
anteriormente mencionada, con lo que abre una vía para conceder a aquélla 
una especie de “efectos retroactivos” (aunque el Tribunal niega expresa- 
mente esa posibilidad). 

166. STC 74/1997, de 21 de abril. 
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proyecta sobre la aplicación de la ley dichos efectos extensivos, 
limitándose a otorgar el amparo, sin que dicho otorgamiento ten- 
ga efecto alguno (incluso rechaza el planteamiento de una 
“autocuestión” sobre la constitucionalidad de la ley); es decir, que 
el Tribunal no pretende ampliar con efectos generales los supues- 
tos de aplicación del precepto penal, sino simplemente considera 
que el mismo es inconstitucional por no comprender determinado 
supuesto constitucionalmente equiparable al expresamente pre- 
visto, de manera que vulnera el principio de igualdad. Pero dicha 
vulneración no puede repararse por los jueces al aplicar la norma 
—ni en realidad, por el propio Tribunal— ya que, a diferencia de lo 
que sucede en otros casos de discriminación por defecto “cuando 
se trata de preceptos penales, esas posibilidades de actuación ju- 
dicial resultan, en muchos casos, jurídicamente inviables”?*”, 


167. Nos referimos a la STC 67/1998, de 18 de marzo (la cita textual es del f.j. 6), 
que corrige la doctrina sentada en la sentencia citada en nota anterior; en el 
mismo sentido, STC 84/1998, de 20 de abril. El precepto al que se refiere 
esta sentencia es el artículo 487 bis del antiguo Código penal, que establecía 
el delito de impago de pensiones a cónyuge e hijos, pero al referirse expre- 
samente a que dichas prestaciones económicas debían estar establecidas 
por convenio judicialmente aprobado o resolución judicial en los supuestos 
de separación legal, divorcio o declaración de nulidad de matrimonio, deja- 
ba fuera del ámbito de aplicación de la pena prevista los casos de hijos de 
parejas que nunca estuvieron casadas. El Tribunal reconoce que el precepto 
es inconstitucional por su omisión, pero entiende que no cabe la condena 
penal en el supuesto omitido por el precepto, ya que el artículo 25.1 de la 
Constitución proscribe las interpretaciones analógicas in malam partem de 
los tipos penales. Y, por otra parte, un eventual planteamiento de la cuestión 
de inconstitucionalidad al Tribunal Constitucional debiera haber concluido 
con su inadmisión, ya que el fallo de la causa no dependería de la validez 
constitucional del precepto, pues la sentencia debería haber sido en todo 
caso absolutoria por imperativo del artículo 25.1 de la Constitución. Por ello, 
aunque otorga parcialmente el amparo, no declara la nulidad de la sentencia 
que absolvió al padre del delito de impago de pensiones, en un supuesto en 
el que no existía matrimonio. 
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En fin, debe señalarse que las consideraciones expuestas son 
aplicables también al ámbito administrativo sancionador. En nuestro 
Constitución, el artículo 25.1 menciona expresamente las infrac- 
ciones administrativas al recoger el principio de legalidad, y los 
restantes argumentos expuestos me parecen también aplicables 
en general, de manera que en este ámbito deben igualmente ex- 
cluirse las sentencias aditivas íin malam partem. 
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CAPITULO 4 

Sentencias interpretativas y 
relaciones entre Tribunal 
Constitucional, tribunales 
ordinarios y legislador 


l análisis realizado en los capítulos anteriores ha 

intentado desentrañar el funcionamiento de las 

sentencias interpretativas —y en especial de las 
aditivas— y poner de manifiesto algunos de los proble- 
mas que plantean. En el curso de ese examen ya hemos 
apuntado en alguna ocasión la cuestión esencial que 
plantean estas decisiones, y que a mi juicio no es otra 
que la de la legitimidad de su uso por el Tribunal Cons- 
titucional. Alguno de los temas que ya hemos tratado 
(como por ejemplo los de la relación entre las senten- 
cias aditivas y el principio de igualdad o determinadas 
reservas de ley) inciden claramente en este problema 
de legitimidad. Pero me parece que este problema pue- 
de resumirse en la cuestión central de si estas decisiones 
se sitúan dentro de las funciones que corresponden al 
órgano encargado del control de constitucionalidad de 
las leyes. Y son precisamente las dudas al respecto las 
que hacen que de las sentencias interpretativas un ins- 
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trumento polérmico y controvertido, lo cual resulta especialmente 


claro en el caso de las sentencias aditivas. 


Pues bien, la cuestión de si estas decisiones pueden adop- 
tarse sin extralimitarse de las funciones constitucionales del 
Tríbunal comprende a mi juicio dos aspectos centrales. Primero, sí 
las mismas realizan funciones que debieran corresponder a los jue- 
ces y tribunales ordinarios; y segundo, si invaden las competencias 
del legislador. Aparentemente, la primera cuestión incide más de 
lleno en las sentencias interpretativas “en sentido estricto”, mien- 
tras que la segunda se plantea especialmente en relación con las 
sentencias aditivas. Creo que ello es cierto, pero lo mismo no su- 
pone que las sentencias aditivas no incurran también en dudas en 
relación con la invasión de funciones jurisdiccionales, ni que las 
sentencias interpretativas que no son aditivas ni manipulativas no 
puedan ser acusadas de realizar funciones legislativas. Por ello he 
preferido un tratamiento conjunto de estas cuestiones en relación 
con todas las sentencias interpretativas, aunque por supuesto rea- 
lizaré también un análisis específico de los problemas planteados 
por las sentencias aditivas en relación con estas posibles invasio- 
nes de funciones legislativas o judiciales. 


A toda esta problemática se destinará el presente capítulo. 
Por supuesto, el análisis que ahora emprenderé tiene como presu- 
puesto el propio concepto de sentencia interpretativa y de sentencia 
aditiva que he examinado en los capítulos anteriores, así como lo 
que yo creo que es su esquema de funcionamiento, y sus proble- 
mas principales. Por ello la respuesta a las cuestiones que ahora se 
plantearán está en cierto modo anticipada o “prejuzgada” en todo 
lo que ya hemos estudiado. Pero ello no nos exime de enfrentarnos 
directamente al problema planteado y tratar de darle una respues- 
ta específica, ya que este examen directo nos permitirá apreciar 
nuevos aspectos hasta ahora no planteados, al tiempo que nos irá 
conduciendo hacía las conclusiones últimas de este estudio. 
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"asamos por tanto a analizar las dudas de invasión de com- 
petencias que presentan estas sentencias, en primer lugar en 
relación con el Poder Judicial, y a continuación con el legislativo. 


1. SENTENCIAS INTERPRETATIVAS, TRIBUNAL CONSTITU- 
CIONAL Y TRIBUNALES ORDINARIOS 


El uso de sentencias interpretativas por el Tribunal Consti- 
tucional plantea interesantes cuestiones que afectan a su relación 
con los juzgados y tribunales integrantes del Poder Judicial. Como 
puede suponerse, estos aspectos conflictivos se ponen de mani- 
fiesto, principalmente, en el ámbito de la cuestión de inconstitu- 
cionalidad, vía en la cual jueces y Tribunal Constitucional se 
relacionan de modo más directo. Por ello, buena parte de las con- 
sideraciones que siguen deben entenderse centradas en esta vía, 
aunque algunas de ellas podrían trasladarse también al ámbito del 
control directo de constitucionalidad. 


Antes de proceder a dicho análisis detenido de los proble- 
mas existentes en relación con las sentencias interpretativas, 
conviene reiterar las ideas fundamentales a tener en cuenta en 
este aspecto de las relaciones entre Tribunal Constitucional y Po- 
der Judicial'. El Tribunal Constitucional es el intérprete supremo 


1. Una consideración global de las relaciones entre Tribunal Constitucional y 
Poder Judicial puede encontrarse, en nuestra doctrina, en la excelente mo- 
nografía de Pérez TrEeMPS, P., Tribunal Constitucional y Poder Judicial, Op. 
cit. Puede verse también López GUERRA, L., “Jurisdicción ordinaria y jurisdic- 
ción constitucional”, en Ruiz-Rico Ruiz, G., La aplicación jurisdiccional de la 
Constitución, CGPJ-Universidad de Jaén-Tirant lo blanch, Valencia, 1997, 
pp. 27 y ss.; RuBio LLORENTE, F., “Sobre la relación entre Tribunal Constitu- 
cional y Poder Judicial en el ejercicio de la función jurisdiccional”, cit., pp. 
431 y ss.; SANTOS VIANDE, J. M., Doctrina y jurisprudencia del Tribunal Cons- 
titucional, Op. cit.; igualmente han de mencionarse los trabajos publicados 
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de la Constitución (art, 1,1 L.O,T.C.), aunque no tene el ODO 
lío de esa interpretación, ya que los jueces y tribunales participar 
en la misma. En cambio, la interpretación de la ley es labor que 
corresponde ordinariamente a los Órganos integrantes del Podes 
Judicial, aunque desde luego tampoco el Tribuna) Constitucional 
puede dejar de realizar esa interpretación, Como juez de la const- 
tucionalidad de la ley —agspecto que ahora más nos interesa— no 
sería posible realizar su labor de contro) de constítucionalidad de 
ésta sin proceder a su previa interpretación, Ello no significa liro- 
tar las posibilidades de interpretación que corresponden a jueces y 
tribunales, de manera que no corresponde al Tribunal Constitu- 
cional señalar cuál es, entre varias posibles, la interpretación 
“correcta” o “adecuada” de la ley; abora bien, sí puede —y debe— 
indicar qué interpretaciones son inconstitucionales y cuáles con- 
formes a la norma fundamental, También esta labor puede ser 
realizada por los jueces y tribunales en su aplicación de la ley al 
caso concreto (que ha de realizarse mediante una "interpretación 
constitucional” de ésta); pero cuando el Tribunal Constitucional 


enla obra colectiva dirigida por Punsgr Branco, R, y J, Santos Vanne, Juris- 
dicción ordinaria y Tribunal Constitucional, Escuela Galega de Administración 
Pública, Santiago de Compostela, 1996, En la doctrina italiana, y a título de 
simple ejemplo, puede mencionarse Canerri, P, y U, De Siervo, "La Corte 
costituzionale e il potere giudiziario”, en /stituzioni di Diritto Pubblico, G. 
Giappichelli, Turín; R. BIN, "La Corte costituzionale tra potere e retorica: 
spunti per la costruzione di un modelo ermeneutico dei rapporti tra Corte e 
giudici di merito”, en VV, AA. La Corte costituzionale o gli altri poteri dello 
Stato, G. Giappichelli, Turín, 1993, pp. 8 y 55.; SanbuLLt, A, M., “Rapporti tra 
giustizia costituzionale e giustizia comune in Italia”, en Scritti giuridici, Vol. 
l, Jovene Editore, Nápoles, 1990; o Crisaruntt, V., "Questioni in terna di in- 
terpretazione della Corte costituzionale nel rapporti con L'interpretazione 
giudiziaria”, en Giurisprudenza costituzionale, 1956, pp. 929 y ss,; GAMBINO, 
9. “La jurisdicción constitucional de las loyos, La experiencia italiana desde 
la óptica comparada”, en G, Ruiz-Rico Ruíz (od.), La aplicación jurisdiccional 
de la Constitución, Tiram lo blanch, Valoncia, 1997. 
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declare qué interpretación o interpretaciones son constitucionales 
y cuáles no, su decisión vinculará a todos los jueces y tribunales, y 
en la práctica tendrá efectos erga omnes (arts. 164.1 y 161.1 a) de 
la Constitución; 38.1 y 40.2 L.O.T.C.)*. 


Con esta base pueden analizarse los problemas concretos 
que plantean en este ámbito las sentencias interpretativas. Estos 
problemas se resumen en la idea central de si la labor en ellas 
acometida corresponde el Tribunal Constitucional, o bien puede 
—o debe— realizarse por los jueces y tribunales ordinarios; cues- 
tión que afecta directamente a la legitimidad o admisibilidad de 
estas decisiones. 


En todo caso, el problema apuntado se manifiesta de mane- 
ra diferente en el caso de las sentencias interpretativas que eligen 
entre varias interpretaciones alternativas de una disposición (sen- 
tencias interpretativas “en sentido estricto”), y en el supuesto de 
las sentencias interpretativas que declaran la inconstitucionalidad 
de una de las normas derivada conjuntamente con otras de un 
texto (sentencias manipulativas). En este último caso, la existen- 
cia de una norma contraria a la Constitución (que, sin embargo, no 
tiene reflejo en un inciso textual concreto) exige al juez el plantea- 
miento de la cuestión de inconstitucionalidad, lo que conlleva la 
intervención del Tribunal Constitucional en el momento de decla- 
rar dicha inconstitucionalidad*; por ello los conflictos entre el juez 
de la constitucionalidad de la ley y los jueces ordinarios no pueden 
plantearse en relación con la inconstitucionalidad de dicha norma 
implícita, aunque, en el caso concreto de las sentencias aditivas (y 
también en las sustitutivas), sí pueden existir esos conflictos en lo 


Sobre estas cuestiones, véase supra, apartados 2.3.A.b) y 2.3.C. 


m 


3. En el mismo sentido, refiriéndose al caso más concreto de las omisiones 
inconstitucionales derivadas de una norma implícita, VILLAVERDE MENÉNDEZ, 
L, La inconstitucionalidad por omisión, cit, p. 130. 
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que podríamos denominar el "momento reconstructivo”, En carn- 
bio, cuando la sentencia interpretativa supone en realidad la 
elección de una interpretación entre varias posibles —lo que vale 
también para las denominadas aquí “sentencias aditivas de inter- 
pretación extensiva o analógica”-—, el conflicto puede producirse 
de manera más abierta en relación con quién puede —o debe— 
realizar la completa operación en que consiste una sentencia in- 
terpretativa o aditiva, e incluso sobre si dicha cuestión debe llegar 
al Tribunal Constitucional. 


Buscando una mayor claridad, podemos sistematizar los pro- 
blemas que vamos a analizar refiriéndonos a varios aspectos, 
aunque muy estrechamente relacionados: 1) si, ante una disposi- 
ción susceptible de interpretaciones conformes y contrarias a la 
Constitución, el juez o tribunal debe plantear la cuestión de in- 
constitucionalidad, o bien ha de resolver el problema mediante la 
interpretación de la ley conforme a la Constitución (o bien puede 
elegir entre ambas posibilidades). 2) En qué medida el Tribunal 
Constitucional, una vez admitida una cuestión o recurso de in- 
constitucionalidad, puede establecer, frente a los jueces y tribunales 
ordinarios —y vinculando a éstos— cuál debe ser la interpretación 
adecuada de una ley. Esta segunda cuestión encierra al menos dos 
aspectos diferentes de interés: a) si, en las sentencias interpretati- 
vas en sentido estricto, la alternatividad de interpretaciones es 
real, o se refiere más bien a un momento teórico que no existe 
cuando hablamos de interpretación aplicativa; y en relación con 
esta cuestión, en qué medida puede el Tribunal enfrentarse y re- 
chazar la única interpretación comúnmente seguida por la 
jurisdicción ordinaria, que podríamos calificar como “derecho vivo”; 
y b) si, para el caso concreto de las sentencias aditivas, puede el 
Tribunal Constitucional, enfrentado a la omisión legislativa, pro- 
ceder a su “integración” o “reconstrucción” según las exigencias 
constitucionales, o por el contrario debe limitarse a declarar la in- 
constitucionalidad de la omisión, dejando ese momento 
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“reconstructivo” a los jueces ordinarios (suponiendo que ese “mo- 
mento” pueda realizarse mediante la simple interpretación de la 
ley conforme a la Constitución, ya que en caso contrario corres- 
pondería al legislador). Como se ve, la primera cuestión y la 
apuntada en el apartado 2.a) se refieren principalmente a las sen- 
tencias interpretativas en sentido estricto, ya que presuponen una 
alternatividad de interpretaciones, mientras que la que hemos 
señalado como 2.b) es específica de las sentencias aditivas (si bien 
las reflexiones que realizaremos pueden aplicarse en general tam- 
bién a las sentencias sustitutivas). 


1.1. El planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad 


Comenzando por la primera cuestión apuntada, podría pen- 
sarse que, en los casos en que cabe una interpretación conforme a 
la Constitución (ya sea extensiva, analógica o sistemática), no pro- 
cede plantear la cuestión al Tribunal Constitucional. Para analizar 
este aspecto es preciso considerar la regulación normativa del con- 
trol de constitucionalidad en vía indirecta, en Italia y en España. 


En el país transalpino, la legislación prevé que, una vez plan- 
teada la cuestión por cualquiera de las partes o por el ministerio 
público, la autoridad jurisdiccional ha de suspender el proceso y 
transmitirla a la Corte constitucional siempre que el juicio no pue- 
da resolverse independientemente de la resolución de la cuestión 
de legitimidad constitucional, y —esto es lo que ahora nos intere- 


4. Aunque, por la misma razón, son aplicables también a las "sentencias aditi- 
vas de interpretación extensiva o analógica”, que responden al mismo 
esquema de las sentencias interpretativas en sentido estricto, e incluso a 
veces adoptan formalmente un pronunciamiento similar al de éstas. Por lo 
demás, también haremos alguna referencia específica a las sentencias aditi- 
vas, sobre todo por lo que se refiere al planteamiento de la cuestión. 
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sa— “no entienda que la cuestión planteada sea manifiestamente 
fundada”. La cuestión puede también plantearse de oficio por el 
juez, con el cumplimiento de los mismos requisitos”, Por ello, pa- 
rece que en la mayoría de los casos que estamos analizando el juez 
debe plantear la cuestión si ésta ha sido propuesta por las partes 
(aunque también puede hacerlo de oficio), y es relevante para la 
solución del caso, ya que en estos supuestos se plantea una duda 
de constitucionalidad que no parece resultar “manifiestamente 
infundada”. 


Para el supuesto específico de que la cuestión “pida” una 
sentencia aditiva, la Corte constitucional ha exigido algún requisi- 
to más para que la misma sea admisible: que no pida una sentencia 
aditiva que introduzca una nueva norma penal; que no reclame 
innovaciones normativas que impliquen elección entre varias so- 
luciones”; que no pida, mediante una elección discrecional, que se 
aplique a una determinada categoría de sujetos, no el complejo 
normativo para ellos vigente, sino otro, vigente para otros suje- 
tos”. Especialmente relevante es otro requisito establecido para la 
admisibilidad de este tipo de cuestiones, como es el que el juez 
indique el verso de la adición, es decir, el “texto” (o la “norma”) 
que ha de añadirse a la disposición para que la misma sea confor- 


5. Artículo 23 de la Ley de 11 de marzo de 1953, número 87. 


6. Sobre este requisito de admisibilidad en concreto, véase ZAGREBELSKY, G., La 
giustizia costituzionale, cit., p. 304, con cita de jurisprudencia. 

7. Así lo señala FELICETTI, F., "In tema di sentenze ‘additive’ e d “inammisibilitá 
di questioni di legittimitá costituzionale”, en Cassazione penale, 1984, U, 
pp. 2110-2111, tras analizar la jurisprudencia en la materia. Este autor cri- 
tica la última línea jurisprudencial (referida a la inadmisibilidad de las 
cuestiones que piden la aplicación a una categoría de sujetos de un complejo 
normativo, previsto para otros, en lugar del vigente para ellos), porque ou~ 
tiende que en tal caso no se le pide a la Corte una elección reservada a la 
discrecionalidad del legislador, sino un control de la racionalidad de la etec~ 
ción de éste. 
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me ala Constitución". Esta indicación, como requisito de admisibi- 
idad de la cuestión, permite una cierta “colaboración” entre los 
jueces y la Corte constitucional, exigiendo una mayor implicación 
del juez en la solución del incidente de inconstitucionalidad”; y se 
ha entendido como una manifestación de self restraint por parte 
de ésta”. Pero, al tiempo, este requisito parecería poner de mani- 
fiesto, en opinión de MODUGNO y CARNEVALE, que la decisión de la 
Corte implica el ejercicio de un margen de discrecionalidad que no 
le correspondería: la sentencia aditiva sólo es legítima en cuanto 
plica la “solución constitucionalmente obligada”, de manera que, 
si esta solución existe, puede ser aplicada directamente por la Cor- 
te (con lo que la exigencia de indicar el verso no estaría justificada); 
y si no existe una solución única, entonces lo que resulta inadmi- 
sible no es el planteamiento de la cuestión, sino la emanación de 
una sentencia aditiva'!. Sin embargo, parece que para la Corte la 
presencia de varias opciones posibles no excluye necesariamente 
que pueda darse una “solución constitucionalmente obligada”, de 
manera que lo que viene a exigir es que, ante una pluralidad de 
opciones, el juez proponente muestre haber elegido una”. En de- 
finitiva, parece que esta exigencia tiene como finalidad última el 


8. - Sobre el tema, véase por todos, MoDUGNO, F./CARNEVALE, P., “Sentenze additi- 
ve, ‘soluzione costituzionalmente obbligata‘ e declaratoria di inammisibilitá 
per mancata indicazione del ‘verso’ della richiesta addizione”, en la obra 
colectiva Giudizio "a quo” e promovimento del processo costituzionale, Giu- 
ffre, Milán, 1990, pp. 327 y ss. 

2. Mopucno, F./ CARNEVALE, P., “Sentenze additive...”, cit., pp. 341 y ss. 


10. Asílo destaca BicnamI, M., “Brevi osservazioni...”, cit., p. 1244, aunque este 
autor afirma que esta jurisprudencia implica al tiempo el ejercicio de una 
función que no corresponde al órgano de justicia constitucional. 

11, Así lo han destacado MODUGNO, F./ CARNEVALE, P., “Sentenze additive...”, Cit., 

pp. 332-333. 

Mobucno, F./CARNEVALE, P,, “Sentenze adiditve...”, cit., pp. 336-337. 


a 
o 
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mostrar que la solución adoptada por la Corte es plenamente corn- 
partida por el juez, para que resulte así más justificada ante el 
poder legislativo'*. En mi opinión, aunque esta última idea sea 
correcta, y con independencia de que el requisito debiera o no ser 
exigible, no creo que el mismo implique que la adopción de ese 
verso conlleve ineludiblemente una opción discrecional que haya 
de corresponder al legislador; hay que tener en cuenta que tam- 
bién se exige, por ejemplo, la indicación del precepto o preceptos 
constitucionales que se entienden infringidos, a pesar de que la 
labor de indicar dicho parámetro constitucional puede y debe rea- 
lizarla el órgano de control de constitucionalidad. La necesidad de 
indicar el verso parece responder a la idea de que el juez propo- 
nente justifique que, si bien está pidiendo una sentencia aditiva, 
la misma es a rima obbligatta. 


En el sistema español, los requisitos para el planteamiento 
de la cuestión de inconstitucionalidad son diferentes. Por lo que 
ahora interesa, el artículo 163 de la Constitución señala que “cuando 
un órgano judicial considere, en algún proceso, que una norma 
con rango de ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el 
fallo, pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión 
ante el Tribunal Constitucional (...)” (subrayados míos). Y en el 
mismo sentido se pronuncia el artículo 35.1 L.O.T.C. Prescindien- 
do ahora de otros aspectos, como la posibilidad de inadmisión de 
la cuestión por el Tribunal Constitucional cuando la misma fuere 
"notoriamente infundada” (art. 37.1 L.O.T.C.), o necesidad del lla- 
mado "juicio de relevancia”**, de los artículos antes mencionados 


13. Mopbucno, F./CARNEVALE, P., “Sentenze additive...”, cit., p. 347. 

14, Sobre el tema de la relevancia puede verse, por ejemplo, López ULLA, J. M. 
La cuestión de inconstitucionalidad en el Derecho español, Marcial Pons, 
Madrid-Barcelona, 2000, pp. 76 y ss.; Jiménez Campo, J., “Sobre la cuestión 
de inconstitucionalidad”, en Rusio LLORENTE, F./ Jiménez Campo, J., Estudios 
sobra jurisdicción constitucional, McGraw Hil, Madrid, 1998, pp. 91 y ss» 0 
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parece deducirse que la cuestión debe plantearse cuando el juez 
crea que la ley es inconstitucional, o si tiene dudas al respecto (si 
la ley puede ser contraria a la Constitución...) 


Sin embargo, el art. 5.31 de la L.O.P.J. introduce una mayor 
complejidad en el asunto, al afirmar que "procederá el plantea- 
miento de la cuestión de inconstitucionalidad cuando por vía 
interpretativa no sea posible la acomodación de la norma al orde- 
namiento constitucional”. Ello parecería implicar que, siempre que 
pueda realizarse una "interpretación conforme”, no puede plan- 
tearse la cuestión. Pero este entendimiento del precepto, aparte 
de que podría resultar contrario al artículo 163 CE (por lo demás, 
reiterado de nuevo en el apartado 2 del art. 5 L.O.P.J.), plantearía 
otros problemas. En primer lugar, obligaría al Tribunal Constitu- 
cional a inadmitir mediante auto todas las cuestiones sobre 
preceptos legales que admiten una interpretación conforme a la 
Constitución, lo cual implicaría que el Tribunal, bien habría de 
corregir la interpretación de la ley realizada por el juez mediante 
auto, de manera que "impartiría criterios sobre el entendimiento 
de la ley, deteniendo el curso de la cuestión y rechazaría su prose- 
cución hasta sentencia, y evidentemente éste es un desenlace 
inconsistente con la razón de ser del control de constitucionalidad 
incidental”**; o bien habría de emitir una especie de “auto inter- 


Corzo Sosa, E., La cuestión de inconstitucionalidad, cit., pp. 420 y ss., que 
realiza un análisis del tema en Italia y España. En general, sobre los requisi- 
tos de admisibilidad, Pérez Tremps, P., Tribunal Constitucional y Poder Judicial, 
cít., pp. 136 y ss.; MONTORO PUERTO, M., Jurisdicción constitucional y proce- 
sos constitucionales, cit., pp. 245 y ss.; JIMÉNEZ CAmpo, J., “Algunos rasgos...”, 
cit, pp. 102 y ss.; o los trabajos de López ULLA (pp. 227 y ss.) y de Corzo Sosa 
(pp. 441 y ss.) citados en esta misma nota. Un extracto de la jurisprudencia 
constitucional sobre el juicio de relevancia en López Uula, J. M., Recopilación 
de jurisprudencia constitucional sobre la cuestión de inconstitucionalidad, 
Cedecs, Barcelona, 1999, pp. 127 y ss. 


15, Jiménez Campo, J., "Algunos rasgos...”, cit., p. 105. 
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pretativo de desestimación”, que no haría sino adelantar lo que 
habria de ser una sentencia de este tipo, con menos elementos de 
juicio y sin la eficacia que ha de corresponder a una decisión de 
este tipo. Y si el Tribunal se pronunciase en sentencia, simple- 
mente convertiría en cuestión previa lo debe ser el objeto central 
de su pronunciamiento. Por ello me parece que el artículo 5.3. 
L.O.P.J. debe interpretarse en el sentido de que, si no cabe una 
interpretación conforme a la Constitución, hay que plantear la cues- 
tión de inconstitucionalidad; y también puede entenderse que 
significa que, si cabe una interpretación conforme de la ley, el juez 
o tribunal puede seguir esa interpretación, sin necesidad de pro- 
mover la cuestión'”, 


En suma, nuestro ordenamiento no exige que el órgano judi- 
cial esté convencido de la inconstitucionalidad de la norma, sino 
que es posible plantar la cuestión formulando un juicio hipotético 


no terminante””. 


El Tribunal Constitucional confirma la idea expuesta, habien- 
do afirmado con reiteración que la cuestión es viable aunque exista 
una interpretación conforme a la Constitución'*. E incluso ha ad- 


16. En este último sentido, Jiménez Campo, J., “Algunos rasgos...”, cit., p. 105. 
Con todo, este autor, en "Analogía...”, cit., pp. 27 y ss., considera preferible 
que los jueces y tribunales “colmen” por sí mismos los supuestos de ausen- 
cia de previsión legal expresa, recurriendo a la analogía, en lugar de enfocarlos 
como supuestos de inconstitucionalidad por omisión, lo que implicaría el 
planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad. 


17. En este sentido, por ejemplo, Lórez ULLa, J. M., La cuestión..., cit., p.210, 
quien destaca en todo caso que en la práctica lo más frecuente es que el juez 
no dude de la inconstitucionalidad, sino que esté convencido de la misma. 

18. Así, entre otras, SSTC 105/1988, de 8 de junio, f.j. 1; 19/1991, de 31 de 
enero, f.j. 1; 87/1991, de 25 de abril, f.j. 3; 5/1992, de 16 de enero, fj. 2; 90/ 
1994, de 17 de marzo, f.j. 2. Por ejemplo, esta última sentencia señala que 
"es constitucionalmente lícito que si el Juez o Tribunal alberga alguna duda 
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mitido la viabilidad en un supuesto en el que el juez primeramen- 
te había entendido que la ley admitía una interpretación 
constitucional, y sólo cuando volvió a conocer del asunto en el 
mismo proceso (debido a que en apelación se ordenó la nulidad y 
retroacción del procedimiento) decidió plantear la cuestión, en un 
auto por lo demás dirigido a fundamentar que la ley es constitu- 
cional en uno de sus sentidos; el Tribunal no sólo consideró 
admisible la cuestión, sino que se pronunció sobre la constitucio- 
nalidad de la ley, entendiendo que la misma era inconstitucional 
“en la medida en que excluye...”; es decir, precisamente mediante 
una sentencia aditiva (a mi juicio, de analogía)'”. 


En suma, me parece que nuestro sistema permite el plan- 
teamiento de la cuestión siempre que haya duda, situándose en 
este sentido entre el sistema italiano (que sólo excluye el plantea- 
miento si la cuestión es manifiestamente infundada), y el alemán 
(que exige que el juez piense que la ley es inconstitucional)*”. Me 
parece que lo anteriormente expuesto tiene como consecuencia 
que: a) el juez o tribunal ordinario puede realizar por sí mismo la 


razonable acerca de la constitucionalidad de una ley y de la posibilidad de su 
interpretación conforme a la Constitución no se contente con intentar una 
—a su juicio imposible— interpretación correctora o adecuadora a la Cons- 
titución de la misma —como le pide el artículo 5.3. L.O.P.J.— y eleve al 
Tribunal Constitucional el Auto de remisión en el que exprese sus dudas de 
constitucionalidad”. Puede verse la jurisprudencia del Tribunal Constitucio- 
nal sobre esta cuestión en López ULLA, J. M., Recopilación de jurisprudencia 
constitucional..., cit., pp. 251 y ss.; un comentario a esta jurisprudencia, en 
la obra del mismo autor titulada La cuestión de inconstitucionalidad en el 
Derecho español, cit., pp. 272 y ss. 

19. Me refiero a la ya mencionada STC 222/1992, de 11 de diciembre. Véase el 
fj: 2, 

20. Así lo destaca PÉREZ Tremps, P, Tribunal Constitucional y Poder Judicial, cit., 
p. 139, 
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interpretación “adecuadora” de la ley, sin necesidad de plantear la 
cuestión ante el Tribunal Constitucional; b) si tiene dudas sobre 3 
cuál es la interpretación constitucional de la ley (o sobre si “cabe” 
dicha interpretación en el texto legal), puede plantear la cuestión 
de inconstitucionalidad, aunque también podría resolver dichas 
dudas en favor de la interpretación que considere conforme a la 
Constitución; c) si piensa que la única interpretación correcta es 
contraria a la Constitución, debe plantear la cuestión de inconsti- 
tucionalidad. En cualquiera de los supuestos, si la cuestión se 
plantea, el Tribunal Constitucional debe admitirla y resolverla 
mediante sentencia interpretativa que descarte la interpretación 
restrictiva contraria a la Constitución. 


1.2. Sentencias interpretativas y función de interpretación de 
la ley 


Pero el problema que principalmente provoca que las sen- 
tencias interpretativas sean cuestionadas por una supuesta invasión 
de competencias judiciales es el hecho de que las mismas proce- 
den a realizar una interpretación de la ley, función que en principio 
corresponde realizar a los órganos integrantes del Poder Judicial. 
Como veremos, este problema se plantea, sobre todo, con las sen- 
tencias interpretativas que eligen una interpretación entre las varias 
posibles de una ley, pero tampoco son ajenas al mismo las senten- 
cias manipulativas (y especialmente las aditivas y sustitutivas), 
pues estas decisiones, además de señalar la inconstitucionalidad 
parcial de la ley, proceden en ocasiones a “reconstruir” o integrar 
el precepto mediante una interpretación constitucional del mismo 
(una vez privado de su parte inconstitucional). Conviene analizar 
ambos supuestos. 
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1.2.1 Sentencias interpretativas, interpretación aplicativa y "De- 
recho vivo” 


Aparentemente, el problema apuntado en relación con las 
sentencias interpretativas tendría una solución no demasiado difí- 
cil, de acuerdo con todo lo que hemos venido exponiendo. Si bien 
la interpretación de la ley corresponde en principio a jueces y tri- 
bunales, las sentencias interpretativas no pretenden establecer sin 
más cuál es la interpretación “correcta” de la ley, sino cuál es la 
interpretación constitucional de la misma. La objeción de que con 
esta operación pueden estar ignorando otras eventuales interpre- 
taciones, no consideradas en el proceso, y que también podrían 
ser constitucionales, es superada por todas aquellas sentencias 
interpretativas que, como aquí defendemos, rechazan la interpre- 
tación inconstitucional, en lugar de establecer cuál es la conforme 
a la Constitución. E incluso podría argumentarse que dicha obje- 
ción es superada por todas las sentencias interpretativas, ya que 
puede entenderse que las que establecen cuál es la interpretación 
constitucional de la ley, están afirmando en realidad cuál es la 
única interpretación constitucional, y rechazando implícitamente 
todas las demás. En suma, si bien la función de interpretación de 
la ley corresponde en principio a jueces y tribunales, la labor de 
rechazar, entre varias interpretaciones posibles, aquélla o aqué- 
llas contrarias a la Norma suprema, puede ser realizada también 
por el Tribunal Constitucional, gozando en tal caso de los especia- 
les efectos previstos en la Constitución y en la L.O.T.C. para las 
sentencias que resuelven procedimientos de inconstitucionalidad. 


Pero las conclusiones apuntadas podrían ser cuestionadas si 
se parte de otras premisas. En primer lugar, autores como SILVES- 
TRI han afirmado que la teórica representación de varias 
interpretaciones posibles, deducibles todas ellas de la misma dis- 
posición, es simplemente un momento del ¿ter lógico que sigue el 
juez para llegar a su decisión; pero que en el momento final de 
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este procedimiento el juez decide que la disposición contiene Us 


norma concreta y sólo una; de manera que a toda disposición o 
vresponde una y sólo una norma”, Desde este punto de vista, lz, 
sentencias interpretativas presuponen un vicio lógico de fondo, 
como es entender vigentes a la vez dos normas que contrastar, 
entre sí, y derivadas de la misma disposición. Sí el Tribunal Cons- 
titucional entiende que la interpretación del precepto es diferente 
a la realizada por el juez a quo, debería basar el juicio de constitu- 
cionalidad sobre esta única norma, y si entiende que £s 
inconstitucional debería declarar la inconstitucionalidad del tex. 


La idea expuesta niega toda relevancia a la alternatividad de 
interpretaciones, con lo que, en el sistema español, el juez debería 
proponer la cuestión (si entiende que la norma es inconstitucio- 
nal), y no debería hacerlo (si entiende que es constitucional), pera 
no cabría imaginar la hipótesis intermedia de que se encuentre 
con varias interpretaciones, una de ellas constitucional y otras no, 
ya que en tal supuesto debe elegir una entre ellas (que evidente- 
mente sería la conforme a la Constitución, salvo que entienda que 
ésta no “cabe” en el texto del precepto impugnado) y obrar en 
consecuencia. Por lo demás, el Tribunal Constitucional no habría 
de utilizar sentencias interpretativas, por las razones expuestas; 
salvo, quizá, cuando éstas impliquen una “interpretación correc- 
tora” en relación con la propuesta en la cuestión, y se quiera incidir 
en que la interpretación del juez a quo no es correcta. 


A mi juicio, la tesis expuesta acierta a la hora de señalar que 
la alternatividad de las interpretaciones se produce en una fase 
lógica que finalmente es superada con la elección entre ellas. Pero 
me parece que las consecuencias que se tratan de extraer de esta 


21. SiuvestrI, G., "Le sentenze normative...”, cit., p. 774. En el mismo sentido 
por ejemplo, MontELEONE, G., Giudizio incidentale..., cit., pp. 113-114. 


22. SILVESTRI, G., "Le sentenze normative...”, cit., p. 775. 
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idea no son correctas, Por lo que se refiere al momento de propo- 
ner la cuestión de inconstitucionalidad, creo que siguen mendo 
válidas las conclusiones que antes apuntábarmos, ya gue, a) en 
Italia, la cuestión no debería considerarse por el juez "manifiesto- 
mente infundada” aunque se base en una interpretación, diferente 
a la del juez a quo, pero que pueda derivar de la disposición iro- 
pugnada, al menos en ese momento “teórico” previo a la elección; 
b) en España, la aceptación de la idea de que la única “norma” es 
la que finalmente se va a aplicar por el juez, tendría como conse- 
cuencia —qUe yo comparto— el que, con carácter general, dicho 
juez no debe proponer la cuestión de inconstítucionalidad con el 
simple propósito de que el Tribunal Constitucional le “resuelva” 
sus dudas de interpretación de la ley, pero ya hemos visto que de 
la legislación y la jurisprudencia constitucional se deduce que cabe 
el planteamiento de la cuestión aunque pueda haber una interpre- 
tación de la ley conforme a la Constitución, si bien en tal caso el 
juez puede aplicar directamente la ley, siguiendo dicha interpreta- 
ción constitucional. Podría entenderse, por tanto, que el juez 
planteará la cuestión si, aun apreciando que existe una interpreta- 
ción conforme, cree que no debe seguirla (lo cual sólo resulta 
explicable, en mi opinión, si entiende que la misma “no cabe” en 
realidad en la disposición impugnada, o no es su interpretación 
adecuada); y no lo hará si cree que la interpretación correcta es la 
acorde con la Constitución, aunque en el iter para llegar a esa 
conclusión haya encontrado otras interpretaciones inconstitucio- 
nales”, 


23, Aunque incluso esta conclusión parece dudosa, si tenemos en cuenta que el 
Tribunal Constitucional ha admitido, en algún supuesto, que la fundamen- 
tación de la cuestión de inconstitucionalidad vaya dirigida precisamente a 
justificar que existe una interpretación constitucional de la ley (STC 222/ 
1992, de 11 de diciembre). En realidad, lo que parece deducirse de este 
caso, y en general de la jurisprudencia constitucional aplicable, es que el 
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Y, por lo que se refiere al juicio de constitucionalidad rezizz- 
do por el Tribunal Constitucional, las consecuencias de 2 zri 
expuesta me parecen erróneas. En mi opinión, hay que 2247 tz 


cuenta que, aunque la cuestión de inconstitucionalidad es UL pro- 
cedimiento concreto por su origen, el enjuiciamiento que 2 2 


E 
” æ 
yes e 


misma se realiza debe ser abstracto, poniendo en relación z. 
cepto (que a mi juicio debe entenderse corno el texto con todos as 


contenidos normativos gue de él derivan) con la Constitución. Y 
en este enjuiciamiento abstracto, no creo que el Tribuna! Cors- 


tucional deba buscar previamente cuál es la Única IMET PATI 


correcta, para luego apreciar si es o no constitucional, st que 
debe enjuiciar la disposición, con las interpretaciones que ts iz 
misma derivan, y señalar cuál o cuáles de ellas no son conformes 


con la Constitución. Así parece exigirlo el principio de consem=z 
ción de la ley y la necesidad de interpretar ésta conforms 2 = 
Constitución, que son los fundamentos de las sentencias interpre 
tativas. Y lo contrario implicaría que el Tribunal realiza un ¡== 


—- — - 


sobre la corrección de la interpretación legal (en un primer mc- 
mento, al margen de si es o no constitucional), lo que supons asumir 


anos Pror 


una función que es propia de los jueces y tribunales ordinarios. ro 


lo demás, la mayoría de las sentencias interpretativas no rechazan 


la constitucionalidad de una interpretación hipotética O recmoós- 
mente deducible de la disposición impugnada, sino precisamen 
de la que ha sido propuesta por el juez que planteó la cuesuon 


ZA 


(éste si puede ser un elemento del carácter concreto de la cuesuon 


planteamiento de la cuestión es procedente cuando lo que podríamos deno- 
minar "primera interpretación”, o "interpretación legal” —es decir, la que 
deriva de la literalidad de la disposición, y de los criterios habituales àe 
interpretación, sin consideración de las exigencias constitucionales— es 
contraria a la Constitución, aunque quepa otra interpretación conforme a la 
norma fundamental, que será exigid: i DOS rÀ 

“¿pios derivados de nd a e ad 
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que trasciende su origen, para afectar el propio enjuiciamiento del 
Tribunal, razón por la cual las sentencias interpretativas están aún 
más justificadas en una cuestión que en un recurso de inconstitu- 
cionalidad?”). 


Otra teoría que podría afectar a las conclusiones aquí defen- 
didas, y que presenta una cierta relación con la que acabamos de 
criticar, es la que se basa en la idea, bastante estudiada en Italia, 
del diritto vivente”. El “derecho vivo” es la interpretación juris- 


24. Sobre las diferencias entre la “interpretación” de la ley realizada en la cues- 
tión y en el recurso de inconstitucionalidad, JIMÉNEZ CAMPO, J., 
“Consideraciones sobre el control de constitucionalidad de la ley...”, cit., pp. 
76 y ss.; en p. 78 destaca que, si bien el Tribunal Constitucional puede apar- 
tarse de la interpretación del juez a quo, “no es menos claro que una y otra 
interpretación del juez a quo (troqueladas —insisto— sobre el caso litigioso) 
deben ser consideradas por el órgano de la justicia constitucional y pueden 
condicionar —esto es lo importante— el entendimiento por el propio Tribu- 
nal de lo que dispone el precepto cuestionado”. En similar sentido, el mismo 
autor en “Algunos rasgos...”, cit., pp. 100 y ss. 


25. Sobre el tema, por ejemplo ZAGREBELSKY, G., “La dottrina del diritto vivente”, 
en Strumenti e tecniche di giudizio della Corte costituzionale, Giuffre, Mi- 
lán, 1988, pp. 97 y ss.; ANZON, A., “La Corte costituzionale e il 'diritto vivente””, 
en Giurisprudenza costituzionale, 1984, I, pp. 300 y ss.; de la misma autora, 
“Il giudice a quo e la Corte costituzionale tra dottrina dell “interpretazione 
conforme a la Costituzione e dottrina del diritto vivente”, en Giurisprudenza 
costituzionale, 1998, II, pp. 1082 y ss.; PuciorTOo, A., “Dottrina del diritto 
vivente...”, cit., pp. 3672 y ss.; del mismo autor, “Un rapporto non conflit- 
tuale tra Corte e giudici: il ‘diritto vivente’ applicato alle sentenze addtive”, 
en VV. AA., La Corte costituzionale e gli altri poteri dello Stato, G. Giappi- 
chelli, Turín, 1993, pp. 157 y ss.; NociLLa, D., “A proposito di ‘diritto vivente'”, 
en Giurisprudenza costituzionale, 1981, I, pp. 1876 y ss.; MANGIANELI, S., 
“Sentenza interpretativa, interpretazione giudiziale e *diritto vivente’ (in 
margine ad una decisione sul procedimento di determinazione dell'indennizzo 
espropiativo nel sistema alto-atesino)”, en Giurisprudenza costituzionale, 
1989, II, pp. 15 y ss. Puede verse también COLAPIETRO, C., Le sentenze addi- 
tive... cit., pp. 101-104. 
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prudencial consolidada de la ley, que presupone la unidad de apli- 
cación de la misma, o al menos una orientación jurisprudencial 
predominante; la Corte constitucional italiana, ante tal "derecho 
vivo”, rechaza una eventual interpretación diferente propuesta por 
el juez a quo, y renuncia a interpretar la ley sometida a su control, 
asumiendo el significado atribuido por la jurisprudencia*”. En este 
sentido puede decirse que, mediante la doctrina del diritto viven- 
te, la libertad interpretativa de la Corte es sustituida por el vínculo 
a la interpretación consolidada de la jurisprudencia, prescindien- 
do de su “exactitud”, de la adhesión que la Corte pueda prestarle, 
de su contenido normativo conforme o no a la Constitución?’ . 


Fácilmente se pueden deducir las consecuencias de una apli- 
cación estricta de esta teoría en relación con el tema que estamos 
estudiando. Las sentencias interpretativas pierden espacio, y es- 
trictamente no deberían utilizarse frente a una “norma viva”**: si 
el Tribunal se enfrenta a una norma que constituye diritto viven- 
te, debería renunciar a pronunciar una sentencia interpretativa; 
desde luego, si entiende que esa “norma viva” es contraria a la 
Constitución, puede declarar su inconstitucionalidad**, pero debe- 
ría renunciar a “salvar” la disposición basándose en una 
interpretación distinta de la misma, que pudiera ser conforme a la 
Constitución. Si, al contrario, la “norma viva” es conforme a la 


26. ZAGREBELSKY, G., La giustizia costituzionale, cit., pp. 285-286, con mención 
de jurisprudencia de la Corte constitucional. 


27. ZAGREBELSKY, G., “La dottrina del diritto vivente”, cit., p. 99. 


28. ZAGREBELSKY, G., “Dottrina...”, cit., p. 101, destaca esta “pérdida de espacio” 
de las sentencias interpretativas, aunque entiende que no llegan a desapa- 
recer del todo, porque podrían utilizarse para declarar la validez de la "norma 
viva” frente a eventuales interpretaciones divergentes de otros jueces en el 
futuro, pero señala que en relación con estas decisiones se puede vislum- 
brar un “despotenziamento, ai limiti dell “inutilitá”. 


29. ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 288, 
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Constitución, simplemente procederá una sentencia desestimato- 
via, sin que quepa tampoco en este supuesto una sentencia 
interpretativa que rechace otras interpretaciones teóricamente po- 
sibles e inconstitucionales”, 


Por lo que se refiere a las sentencias aditivas en sentido es- 
tricto, se ha afirmado que el objeto de estos pronunciamientos no 
es una omisión legislativa sino una norma viva, sobre la que en 
realidad se pronuncia el Tribunal”. Si dicha norma es inconstitu- 
cional, el Tribunal puede así declararlo, pero la integración de la 
omisión resultante no le corresponde; por tanto, desde esta pers- 
pectiva son admisibles los pronunciamientos sobre omisiones 
legislativas (que en realidad recaerían sobre la interpretación con- 
solidada de la ley en sentido excluyente), pero sólo tendría efectos 


30. Me parece que estas son las consecuencias estrictas de la teoría del “dere- 
cho vivo”. Sin embargo, puede encontrarse alguna opinión que, pese a partir 
de esta doctrina, admite las sentencias interpretativas frente al diritto vi- 
vente en ciertos supuestos. PuciotTO, A., “Dottrina...”, cit., pp. 3679-3680, 
afirma que, frente a una orientación jurisprudencial consolidada, la Corte 
puede anularla, o avalarla frente a uno o más jueces que disienten de ella; 
en el primer caso utilizará una sentencia interpretativa de acogimiento que 
anule la norma viva salvando el texto; y en el segundo, una interpretativa de 
rechazo tendente a rechazar la interpretación contraria al “derecho vivo” 
(en idéntico sentido, en “Un rapporto non conflittuale...”, cit., p. 164). Ahora 
bien, en mi opinión, esta consideración, que no solo distingue sino “desglo- 
sa” y desvincula a la disposición y la norma, provocaría que, con la sentencia 
interpretativa de estimación, el texto quedase en vigor pero “vacío” de sig- 
nificado (al menos de momento). El segundo supuesto, esto es, la utilización 
de una sentencia interpretativa de rechazo para descartar interpretaciones 
discordantes con el “derecho vivo”, dependerá en realidad de la relevancia o 
importancia que dé la Corte a dichas interpretaciones; el uso de una senten- 
cia interpretativa implica admitir la importancia de las mismas, lo que 
equivale a reconocer que el “derecho vivo” no era realmente tan uniforme. 


31. PuciortTo, A., “Dottrina...”, cit., p. 3675; “Un rapporto non conflittuale....”, 
cit., pp. 160-161. 
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enga omnes la parte de anulación de la sentencia, debiendo consi- 
derarse la faceta de integración como una mera “propuesta” 
hermenéutica a los jueces, con valor sólo persuasivo”, 


La doctrina del “derecho vivo” es explicable en Italia corno 
intento de self restraínt de la Corte frente a los jueces ordinarios”, 
superando así las pasadas actitudes polémicas’. Pero no me pare- 
ce que en nuestro sistema deban aceptarse plenamente las 
conclusiones antes apuntadas. Desde luego, debe reconocerse que 
la existencia de una orientación jurisprudencial consolidada a la 
hora de interpretar un precepto legal no es irrelevante; la misma 
debe ser tenida en cuenta por el Tribunal a la hora de interpretar 
el precepto sometido a su control. Pero, en mi opinión, puede ser 
rechazada por éste, declarando en cambio la constitucionalidad de 
la disposición sobre la base de otra interpretación. Aunque, en 
este caso, la relevancia de la interpretación rechazada justifica que 
la declaración de inconstitucionalidad tenga necesariamente refle- 
jo en el fallo, que deberá ser interpretativo. No me parecen correctas 
las restantes consecuencias de esta teoría. A las consideraciones 
realizadas anteriormente sobre el carácter predominantemente 
abstracto del momento del enjuiciamiento (incluso en la cuestión 
de inconstitucionalidad), y sobre el principio que aconseja la con- 
servación de la ley siempre que quepa una “interpretación 
conforme”, pueden añadirse ahora las dificultades para determi- 
nar cuando existe “derecho vivo”. Por lo demás, si el “derecho 
vivo” está por su propia naturaleza sometido a evolución y posi- 
bles cambios, no hay que descartar que el Tribunal Constitucional 
participe en esa evolución, e incluso la provoque desde su posición 


4 


32. Puciorzo, A., "Dortrina...”, cit, pp. 3679-3681; “Un rapporto...”, cit., pp. 


. su . nr 
165-166. 


33. En este sentido, Anzox, A., “La Corte costituzionale...”, cit., pp. 315 y SS. 


34. Zacazezisxr, G., “Dottrina...”, cit., p. 113. - 
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privilegiada. Como ha destacado CRISAFULLI, la Corte no está llama: 
da a constatar un hecho agotado, tomando el significado existente 
en el pasado (una especie de control historiográfico), sino que debe 
considerar el precepto actualmente significante, como norma en 
vigor en el presente y en el futuro”. 


1.2.2 El “momento de la integración” en las sentencias aditivas 


El último de los problemas que antes apuntábamos es el de 
si corresponde al Tribunal Constitucional, o bien a los jueces y 
tribunales, realizar la extensión o integración característica de las 
sentencias aditivas. En realidad, dicha extensión se produce tanto 
en las “aditivas interpretación extensiva O analógica”, como en las 
“aditivas de inconstitucionalidad parcial”, si bien en este último 
caso es necesaria previamente la anulación de la norma implícita 
inconstitucional —labor que indudablemente corresponde al Tri- 
bunal Constitucional—. Sin embargo, en el caso de las “aditivas 
de interpretación extensiva”, el problema no es diferente al que ya 
hemos analizado en relación con todas las sentencias interpretati- 
vas en sentido estricto: como ya señalamos, en tal caso no es 
necesario plantear la cuestión de inconstitucionalidad, ya que el 
propio juez puede resolver mediante una “interpretación confor- 
me”. Pero si se decide por plantear la cuestión, el Tribunal 
Constitucional habrá de señalar cuál es la interpretación de la ley 
(y, en este caso, casi siempre podrá hablarse de la única interpre- 
tación) conforme con la Constitución. Y es esta operación, que 
equivale a rechazar por inconstitucionales las demás interpreta- 
ciones, no creo que pueda invadir funciones de los jueces (por lo 
demás, prácticamente ha sido “pedida” por uno de ellos). 


~. 
Ba 
35, 


CrisaruLtt, V., “Controllo...”, cit., p. 74. 
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De forma que podemos centrarnos en las “aditivas de in- 
constitucionalidad parcial”. En principio, también en este cago 
podría entenderse que, como la “integración” a que venimos refí- 
riéndonos es consecuencia de la interpretación sistemática, 
extensiva o analógica (si bien realizada una vez señalada la in- 
constitucionalidad de la norma implícita de exclusión), y en 
cualquier caso impuesta por la Constitución, corresponderá a los 
jueces y tribunales llevar a cabo dicha operación, de manera que la 
labor del Tribunal Constitucional debería limitarse a declarar la 
nulidad de la norma implícita inconstitucional, dejando a los jue- 
ces y tribunales dicha operación de integración. El problema ha 
sido expresado por ZAGREBELSKY con el siguiente dilema: "si la nor- 
ma está presente en el sistema, corresponde a los jueces (a todos 
los jueces) recavarla; si no está presente, corresponde al legislador 
(sólo al legislador) establecerla”, con lo que la intervención de la 
Corte invadiría en ambos casos competencias ajenas**. Desde lue- 
go, la integración o adición corresponderá en efecto al legislador 
cuando existan varias opciones, conformes a la Constitución, en- 
tre las que haya de elegirse discrecionalmente. Se trata ahora de 
señalar si, aun cuando la solución derive de la Constitución, no 
correspondería la labor de integración al Tribunal Constitucional 
(sin perjuicio de que sí tiene el monopolio en el momento “previo” 
de declaración de inconstitucionalidad de la norma implícita), sino 
a los jueces ordinarios. 


Algún autor ha señalado que la sentencia aditiva sólo produ- 
ce el efecto de anulación, pero no el de integración, que no 
corresponde a la Corte, sino a los jueces y tribunales (de manera 
que cualquier indicación sobre dicha integración tendrá sólo un 
valor persuasivo, ya que la Corte está vinculada por la “interpreta- 


36. ZAGREBELSKY, G., La giustizia costituzionale, cit., p. 303; también en La Corte 
costituzionale e il legislatore, cit., p. 109. 
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ción viva” del precepto)”. ZAGREBELSKY resuelve el problema de 
modo similar al enfoque dado a las relaciones entre Tribunal Cons- 
titucional y legislador, y señala que si la “reconstrucción” del 
ordenamiento, en presencia de una laguna aparente, implica una 
elección interpretativa, dicha labor corresponderá a la autoridad 
judicial; de forma que sólo si las soluciones interpretativas son 
obligadas sería admisible la intervención de la Corte, ya que en tal 
caso será indiferente que la operación de integración se realice por 
la Corte o por los jueces**. 


En mi opinión, es cierto que el Tribunal Constitucional debe 
respetar la posibilidad de que los jueces interpreten la ley, eligien- 
do en su caso entre las diversas “opciones interpretativas”. Pero 
ya hemos reiterado que el órgano encargado del control de consti- 
tucionalidad de la ley puede señalar cuáles son las interpretaciones 
de la ley acordes con la Constitución, y cuáles deben rechazarse por 
contrariedad con los preceptos o principios de la ley fundamental. 
Pues bien, en el supuesto que estamos analizando, lo único que 
hace el Tribunal, mediante una sentencia aditiva, es señalar cuál 
es la única interpretación del precepto legal que es constitucional. 


En realidad, el "momento reconstructivo” es siempre conse- 
cuencia de la nulidad de la norma implícita —que sólo puede ser 
declarada por el Tribunal Constitucional—. Y, en tanto en cuanto 
dicha operación viene exigida también por la Constitución, supone 
igualmente la declaración de cuál es la única interpretación cons- 
titucional de la disposición, una vez suprimida la norma implícita 
inconstitucional que de ella derivaba. 


Ahora bien, es posible que las exigencias constitucionales 
permitan, en algún supuesto, un cierto margen que podrá concre- 


" 


37, Puciorro, A., “Dottrina del diritto vivente...”, cit, pp. 3.679 y ss. 


28. ZAGREBELSKY, G., La giustizia costituzionale, cit, pp. 313-314. 
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tarse en la interpretación aplicativa llevada a cabo por los órganos 
del poder judicial. En efecto, en ocasiones las consecuencias jurí- 
dicas derivadas de la Constitución —que constituyen la base del 
“momento de la integración”— son lo suficientemente genéricas 
como para permitir o exigir una concreción, aunque no tan genéri- 
cas que hagan imprescindible que su concreción se realice por el 
legislador. En tal caso, está justificada la intervención de los jue- 
ces en esta labor de integración. Otras veces, la intervención del 
legislador es muy conveniente o necesaria, pero cabe una aplica- 
ción “provisional” de los principios constitucionales en los que se 
fundamenta la integración del precepto; tal sería el supuesto de 
las “sentencias aditivas de principio”, a las que nos referiremos un 
poco más adelante. 


Pero cabe reiterar que, en general, la interpretación exigida 
por la Constitución, y señalada por el Tribunal Constitucional me- 
diante la “adición” ciertamente no dejará mucho margen a las 
“opciones interpretativas”, pero no por ello será ilegítima. 


2. SENTENCIAS INTERPRETATIVAS, TRIBUNAL CONSTITU- 
CIONAL Y LEGISLADOR 


Los problemas de legitimidad planteados por las sentencias 
interpretativas no se agotan, como ya hemos apuntado reiterada- 
mente, en las relaciones entre Tribunal Constitucional y jueces y 
tribunales ordinarios. Existe otro importante motivo por el que 
con frecuencia se “acusa” a estas decisiones de suponer un exceso 
en las funciones que constitucionalmente corresponden al supre- 
mo intérprete de la Constitución: se trata de la invasión de funciones 
legislativas que aparentemente conllevan. Por ello es conveniente 
un análisis específico de este problema, para valorar si dicha inva- 
sión de funciones es real. 
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Desde luego, este problema se manifiesta de forma mucho 


más clara en el caso concreto de las sentencias aditivas, que por 


eo centrarán buena parte del análisis que sigue. Pero la cuestión 
se plantea en realidad en relación con las sentencias interpretati- 
vas en general, por lo que es preferible realizar un planteamiento 
conjunto del tema, sin perjuicio de un posterior análisis más espe- 
cifico de los problemas que presentan las sentencias aditivas, En 
las páginas que siguen procederemos a dicho estudio, no sin antes 
plantear las características y elementos generales que presiden 
las relaciones entre Poder legislativo y Tribunal Constitucional, ya 
que este comentario previo nos ofrecerá el “marco de referencia” 
para el análisis posterior. 


2.1. Planteamiento: las líneas generales de la relación entre 
Tribunal Constitucional y legislador en el sistema europeo 


Desde luego, el problema de las relaciones entre Tribunal 
Constitucional y legislador excede con mucho el objeto del presen- 
te estudio*”. Como es sabido, el “modelo europeo” de estas 


39. Entre la numerosa bibliografía sobre el tema, limitándonos sólo a las doctri- 
nas italiana y española, y a trabajos que tratan el problema con carácter 
general, podemos citar, a título de ejemplo, PEGORARO, L., La Corte e il Parla- 
mento. Sentenze-indirizzo e attività legislativa, Cedam, Padua, 1987: 
ZACREBELSKY, G., “La Corte costituzionale e il legislatore”, Mopuano, F, “Cor- 
te costituzionale e potere legislativo”, ambos trabajos en P. Barile/E. Cheli/S. 
Grassi (eds.), Corte costituzionale e sviluppo delle forma di governo in Italia, 
Il Mulino, Bolonia, 1982; Monucno, F., “Ancora sui controversi rapporti tra 
Corte costituzionale e potere legislativo”, en Giurisprudenza costituzionale, 
1988, IL pp. 16 y ss.; RUGGERI, R., Le attività 'conseguenziali' nei rapporti tra 
Corte costituzionale e il legislatore, Giuffrè, Milán, 1988; Ancora, T., “La 
Corte costituzionale e il potere legislativo”, en Giurisprudenza costituziona- 
le, 1987, I, pp. 3.825 y ss.; BARBERÁ, A., "Giudicato costituzionale e poteri del 
legislatore”, en Giurisprudenza costituzionale, 1963, pp. 611 y ss.; PINARDI, 
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relaciones deriva de los postulados teóricos de KELSEN”, para quien 
el Tribunal Constitucional asume funciones legislativas, pero sola- 
mente de carácter negativo: "aplicando la Constitución a un hecho 
concreto de producción legislativa y llegando a anular leyes anti- 


R., "La Corte e il legislatore: spunti e riflessioni in tema di efficacia pro 
futuro delle sentenze di accoglimento”, en Giurisprudenza costituzionale, 
1991, pp. 788 y ss.; CATELANI, E., “Tecniche processuali e rapporto tra Corte 
costituzionale e Parlamento. Spunti in margine alla dichiarazione di illegiti- 
mita costituzionale di meccanismo”, en Quaderni costituzionali, 1994, pp. 
148 y ss. 


En la doctrina española, hay que mencionar a Rusio LLORENTE, F., "Jurisdic- 
ción constitucional y legislación en España”, en La forma del poder. Estudios 
sobre la Constitución, Centro de Estudios Constitucionales, 2.* ed., Madrid, 
1997; Pérez Royo, J., Tribunal Constitucional y división de poderes, Tecnos, 
Madrid, 1988; BALAGUER CALLEJÓN, F., “Tribunal Constitucional, Poder legis- 
lativo y Poder constituyente”, en Revista Jurídica de Castilla-La Mancha,, 
N.° 3-4, 1988; Gascón ABELLÁN, M., “La justicia constitucional: entre legisla- 
ción y jurisdicción”, en Revista Española de Derecho Constitucional, N? 41, 
1994; AGUIAR DE Luque, L., “El Tribunal Constitucional y la función legislati- 
va: el control del procedimiento legislativo y de la inconstitucionalidad por 
omisión”, en Revista de Derecho Político, N.° 24, 1987; Cascajo CASTRO, J. 
L., "Las Cortes Generales y el Tribunal Constitucional”, en 17 Jornadas de 
Derecho parlamentario, Madrid, 1986, pp. 9 y ss.; Díez Moreno, F., “El equi- 
librio de poderes en las relaciones entre las Cortes Generales y el Tribunal 
Constitucional”, en J Jornadas de Derecho Parlamentario, Madrid, 1986, 
pp. 27 y ss.; FIGUERUELO BURRIEZA, A., “La incidencia positiva del Tribunal 
Constitucional en el Poder legislativo”, en Revista de Estudios Políticos, N.® 
81, 1993, pp. 47 y ss.; GONZÁLEZ RIVAS, J. J., “El Tribunal Constitucional y sus 
relaciones con los restantes poderes del Estado: valoración concreta de al- 
guna de estas relaciones”, en Revista de Derecho Público, N.* 108-109, 1987; 
VILLAVERDE MENÉNDEZ, IL, La inconstitucionalidad..., Op. cit. Debe tenerse en 
cuenta el clásico trabajo de García DE Enterría, E., La Constitución como 
norma y el Tribunal Constitucional, Civitas, 3.4 ed., Madrid, 1983, así como 
algunos de los trabajos contenidos en la obra colectiva A. López Pina (ed.), 
División de poderos e interpretación, Tecnos, Madrid, 1987. Sobre aspectos 
más concretos de esta relación, véanse algunas de las obras que citaremos 
en las siguientes páginas. 
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constitucionales no genera sino destruye una norma general, es 
decir, pone el actus contrarius correspondiente a la producción 


jurídica, O sea, que —tal como lo he señalado— oficia de 


legisla- 


dor negativo'”*. Interesa destacar que, para el eminente jurista 
austriaco, con la asunción de estas funciones no se contradice el 
principio de separación de poderes: 


“La anulación de las leyes por un Tribunal puede, pues, in- 


terpretarse con igual razón más como un reparto del poder 


40. 


41. 


En fin, varios trabajos analizan las relaciones entre Tribunal Constitucional 
y legislador en una perspectiva comparada. Reiterando la ausencia de cual- 
quier pretensión de exhaustividad, puede mencionarse E. Aja (ed.), Las 
tensiones entre el Tribunal Constitucional y el legislador en la Europa ac- 
tual, Ariel, Barcelona, 1998; las ponencias que formaron parte de la VH éme 
Conférence des Cours Constitutionnelles européennes, Lisboa, 26-30 de abril 
de 1997, publicadas en el Annuaire international de justice constitutionne- 
lle, Vol. HI, 1987; o BALDASARRE, A., “Parlamento y Justicia constitucional en el 
Derecho comparado”, en Parlamento y Justicia Constitucional. IV Jornadas de 
la Asociación Española de Letrados de Parlamentos, Aranzadi, Pamplona, 1997. 


Entre otros trabajos, conviene tener especialmente en cuenta "La garantía 
jurisdiccional de la Constitución (la justicia constitucional)”, traducción de 
J.M. Ruiz Manero, en KELseN, H., Escritos sobre la democracia y el socialis- 
mo, Debate, Madrid, 1988, pp. 109 y ss., y ¿Quién debe ser el defensor de la 
Constitución? (Wer soll der Húter der Verfassung sein?, 1931), traducción 
de R.J. Brie, Tecnos, Madrid, 1995. Un comentario sobre sus ideas al respec- 
to, y en general sobre las características del sistema originario austríaco, 
que deriva directamente de las mismas, puede encontrarse en RUBIO LLOREN- 
TE, F, "La jurisdicción constitucional como forma de creación del Derecho”, 
en La forma del poder..., Op. cit., pp. 475 y ss; SÁNCHEZ AGESTA, L., "La 
justicia constitucional”, en Revista de Derecho Político, N.* 16, 1982-83, pp. 
18 yss.; Gascón ABELLÁN, M., "La jurisdicción constitucional...”, Op. cit., pp. 
63 y ss; Tomás y VALIENTE, F., "El Tribunal Constitucional español como ór- 
gano constitucional del Estado: competencias, riesgos y experiencias”, en la 
recopilación de trabajos del autor titulada Escritos sobre y desde el Tribunal 
Constitucional, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1993, espe 
cialmente pp. 52 y ss.; 

Kersen, H., ¿Quién debe ser..., Op. cit., p. 36-37. 
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legislativo entre dos órganos que corno una intromisión en el po- 
der legislativo, Ahora bien, en este caso no se habla generalmente 
de una violencia del principio de separación de poderes (...). Sí se 
quiere mantenerlo en la República democrática sólo puede razo- 
nablemente ser tomado en consideración, de entre sus diferentes 
significados, aquél que se expresa mejor en la fórmula de división 
de poderes que en la de separación de los mismos, es decir, el que 
alude a la idea del reparto del poder entre órganos diferentes no 
tanto para aislarlos recíprocamente como para permitir un control 
recíproco de unos sobre otros. Y esto no sólo para impedir la con- 
centración de un poder excesivo en manos de un solo órgano —...—, 
sino también para garantizar la regularidad del funcionamiento de 
los diferentes órganos. Pero entonces la institución de la Justicia 
Constitucional no está en absoluto en contradicción con el princi- 
pio de separación de poderes, sino que constituye, por el contrario, 
una afirmación del mismo””., 


Las afirmaciones de KELSEN, cuyo interés creemos justifica la 
larga cita, ponen de manifiesto que la actuación del Tribunal Cons- 
titucional como legislador negativo supone su participación en la 
función legislativa, pero con ello no se altera la división de los 
poderes. Y ello, creo, por dos motivos: primero, porque dichas fun- 
ciones se asumen con la finalidad de controlar la conformidad de 
la actuación del legislador a la Constitución, lo que, en Europa, 
había estado hasta ese momento exento de control jurídico. Este 
control —que KELSEN considera plenamente conforme con el prin- 
cipio de la división de poderes— resulta necesario para garantizar 
jurídicamente la supremacía de la Constitución. Y, en segundo lu- 
gar, porque se parte de que la participación del Tribunal en dicha 
función legislativa es exclusivamente negativa. 


O o cs 


42. Kersen, H., "La garantía jurisdiccional...”, Op. cit., p. 130. 
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Los primeros sistemas que recogen las ideas kelsenianas, 
como es de sobra conocido, son los establecidos en las Constitucio- 
nes de Checoslovaquia y Austria de 1920**. Este último, pese a ser 
unos meses posterior, es el que en ocasiones se utiliza para deno- 
minar el sistema (europeo, austríaco o kelseniano) y suele tomarse 
como ejemplo más representativo del mismo**, La jurisdicción cons- 
titucional se configura como un control abstracto de la actuación 
del legislador, cuyo objeto inmediato y único de juicio es el enun- 
ciado promulgado por el legislador positivo, y su decisión no puede 
ser otra que mantenerlo o anularlo, de manera que su función es 
legislativa*”. Sin embargo, su posición es diferente al legislador, ya 
que la formación de la ley, característica de la actividad legislativa, 


43. En Checoslovaquia, tras la Constitución provisional de 13 de noviembre de 
1918, se aprueba la "Carta Constitucional de la República checoslovaca”, de 
29 de febrero de 1920, adelantándose así unos meses a Austria, que aprue- 
ba su “Ley Constitucional-Federal por la que Austria se erige en Estado 
federal” el 1 de octubre de 1920. Sobre estos dos sistemas, así como el 
español de la Constitución de 1931, tiene gran interés el trabajo de Cruz 
VILLALÓN, P., La formación del sistema europeo de control de constitucionali- 
dad (1918-1939), Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1987, 
especialmente pp.232 y ss. 


44. Cruz VILLALÓN, P., La formación..., cit. p. 232, señala que las diferencias en- 
tre el modelo austríaco y el checoslovaco son accidentales, quedando el 
sistema europeo definido a partir de ambos. En p. 286, nota 96, destaca el 
propósito perceptible en los austríacos de “restar importancia” al modelo 
checoslovaco, que podría hacerles “perder protagonismo” en la configura- 
ción del sistema europeo. 


45. Rusio LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional como forma...”, Op. cit., 
pp. 476-477. Para este autor, el diferente modo en que están sometidos a la 
Constitución legislador y Tribunal Constitucional permite considerar a éste, 
a pesar de todo, como un órgano jurisdiccional; en cambio, García DE ENTE- 
nía, E., La Constitución como norma..., cit., p. 132, entiende que el Tribunal 
Constitucional no será propiamente un órgano jurisdiccional, sino un órga- 
no legislativo; aunque lo que con ello quiere destacar es su separación del 
poder judicial y su no aplicación de normas a hechos concretos. 
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es creación libre, mientras que su anulación es aplicación, someti- 
da a criterios jurídicos y sólo en medida mínima creación del 
Derecho*®. En todo caso, cuando el Tribunal anula una ley, su deci- 
sión tiene eficacia erga omnes, aunque dicha sentencia tiene en 
principio efectos ex nunc, y sólo en ciertos supuestos se admiten 
limitados efectos retroactivos. En el sistema austríaco los efectos 
de la sentencia vienen definidos como de “derogación”. Y ello 
porque, debido a la presunción de actuación legítima de las auto- 
ridades, el vicio de la ley no es de nulidad, sino de mera anulabilidad, 
y la decisión del Tribunal es constitutiva, y no declarativa”, 


En cuanto a la legitimación para recurrir al Tribunal Consti- 
tucional, KELSEN planteaba diversas posibilidades, como la acción 
popular, la limitación a algunas autoridades superiores o tribuna- 
les, permitir a los ciudadanos provocarlo en el curso de un 
procedimiento judicial o administrativo, establecer un Defensor 
de la Constitución, o atribuirlo a una minoría parlamentaria cuali- 
ficada o incluso al propio Tribunal Constitucional*. La Constitución 
austríaca atribuye inicialmente esta facultad a los gobiernos de los 
lánder y al gobierno federal, ampliándose en 1929 la legitimación 
a los dos Tribunales Supremos de la República*”. 


46. KELSEN, H., "La garantía jurisdiccional...”, cit, p. 131. Puede verse en este 
sentido SÁNCHEZ AGESTA, L., “La justicia constitucional”, cit., p. 20. 


47. Cruz VILLALÓN, P., La formación..., Cit., pp. 398-399. En cambio, la Constitu- 
ción checoslovaca señalaba que “son inválidas las leyes contrarias a la Carta 
constitucional”, aunque la Ley del Tribunal Constitucional checoslovaco afir- 
ma que los efectos de la sentencia se producen a partir de su publicación. 


48. En este sentido, GARCÍA DE ENTERRÍA, E., La Constitución como norma..., cit., 
p. 57; RuBlo LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional como forma...”, cit., 
p. 477; SÁNCHEZ AGESTA, L., "La justicia constitucional”, cit., p. 20. 


49. Véase SÁNCHEZ AGESTA, L., "La justicia constitucional”, Op. cit., p. 22. 


50. En la Constitución checoslovaca, la legitimación corresponde a los tres Tri- 
bunales Superiores del estado y las tres Asambleas Legislativas. Véase CRUZ 
VILLALÓN, P., La formación... cit., pp. 381 y ss. (Austria), 390 y ss. (Checoslo- 
vaquia). 
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Tras la Segunda Guerra Mundial, varios sisternas europeos 


crean Tribunales Constitucionales basados, sobre todo, en el siste- 
ma austríaco o kelseniano, aunque con algunas diferencias respecto 
al mismo, y quizá con algunas influencias del sistema norteamerj- 
cano. Encuadrar estos sistemas en uno u otro modelo de manera 
categórica tiene una importancia muy relativa; probablemente los 
modelos “puros” sólo existen en la teoría. Pero creo que, pese a 
alguna influencia del modelo norteamericano, los actuales siste- 
mas de control de constitucionalidad europeos responden en líneas 
generales al modelo austríaco”, configurándose como jurisdiccio- 


51. 


Aunque, desde luego, esta idea no es unánime. Centrándonos en la doctrina 
española, García DE EnTERRÍA, E., La Constitución como norma..., Op. cit., pp. 
133-134, incide en las diferencias entre los sistemas europeos de la segun- 
da posguerra y el modelo kelseniano, afirmando que no se acoge dicho modelo 
de legislación negativa, sino el norteamericano de jurisdicción, aunque en la 
fórmula estructural de la legislación concentrada. Aunque se mantiene la 
acción directa de constitucionalidad, y la fuerza general y erga omnes de las 
sentencias anulatorias, esta última característica es para este profesor "resi- 
duo de su concepción como decisión legislativa”, de manera que "el sistema 
adoptado en Alemania y en Italia va a ser el norteamericano de supremacía 
constitucional junto con algunos rasgos del otro sistema en cuanto instru- 
mento técnico”. En cuanto al Tribunal Constitucional español, GARCÍA DE 
EnTERRÍA lo sitúa “al margen de la pureza institucional kelseniana”, desta- 
cando que se aparta de dicho sistema al considerar a la Constitución como 
norma de vinculación directa para todos los poderes, y no como en el siste- 
ma kelseniano, en el que el Tribunal Constitucional es el único vinculado 
directamente a la Constitución, que no se configura como una norma verda- 
deramente justiciable. 

También Gascón ABELLÁN, M., “La justicia constitucional...”, Op. cit., pp. 66 
yss., tras analizar las características y la práctica del Tribunal español, afir- 
ma (p. 75) que "la distancia que separa el Tribunal Constitucional del esquema 
kelseniano creo que viene a ser abismal”, ya que en los procesos de incons- 
titucionalidad el Tribunal legisla, pero no sólo negativamente, mientras que 
en los procesos de amparo se comporta aparentemente como un juez que 
aplica normas a casos concretos y genera precedentes judicialos, pero sus 
interpretaciones ostentan prácticamente fuerza legislativa. 
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nes concentradas que pueden anular las leyes con efectos erga 
omnes. En esta línea, y con referencia concreta al sistema español, 
ha señalado EsríNn que no parece adecuado calificarlo como 
“híbrido”del sistema americano y el europeo, porque lo sornetido 2 
juicio de constitucionalidad es la norma en cuanto tal, y este juicio 
es finalmente un control objetivo y abstracto”. 


Ahora bien, en relación con el modelo originario han ido sur- 
giendo algunas diferencias, más o menos acusadas según los 
Estados, que hacen que el mismo no sea trasladable sin matices 
para explicar el funcionamiento de los Tribunales Constituciona- 
les actuales. Entre estas diferencias hay que destacar en primer 
lugar el aumento de competencias, especialmente en el ámbito de 
la protección de los derechos constitucionales. Sobre todo en sis- 
temas como el alemán y el español (y, en distinta medida, en el 


En cambio, RuBio LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional como forma...”, 
Op. cit., pp. 479 y ss., afirma que la concepción originaria subsiste en los 
sistemas europeos actuales, de manera que no cabe situar dichos sistemas 
en una “vía intermedia” entre el modelo norteamericano y el austríaco; ni la 
legitimación de las minorías parlamentarias, ni la apertura a todos los tribu- 
nales permiten hablar de abandono del modelo austríaco; y, si bien los 
procedimientos de protección de los derechos fundamentales aproximan a 
los tribunales alemán y español al sistema norteamericano, las limitaciones 
que imponen los sistemas europeos al juez en estos procedimientos recalcan 
las diferencias entre ambos sistemas. 


También Tomás Y VALIENTE, F., "El Tribunal Constitucional...”, Op. cit., pp. 52 
y ss., sitúa al sistema español en el ámbito del modelo kelseniano. 


Desde una posición intermedia, CAPPELETTI, M., Z} controllo gioudiziario di 
costituzionalitá delle leggi nel Diritto comparato, Giuffrè, Milán, 1979 (re- 
impresión de la primera edición de 1978), pp. 97 y ss., considera que los 
actuales sistemas italiano y alemán superan los defectos del sistema aus- 
tríaco, aproximándose parcialmente al sistema americano. 

52. En este sentido, Espín, E., “El modelo español de control de constitucional:- 
dad de las leyes”, en A / “entorn d “una Costitució, Govern d'Andorra, 1992, 
Pp. 55-56. 
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austriaco, y quizá en el futuro también en Italia”*) la existencia de 
un procedimiento específico encaminado a que el Tribunal conoz- 
ca de las demandas que se produzcan por la vulneración de los 
derechos fundamentales por actos del Estado, aleja en parte a es- 
tos sistemas del modelo kelseniano**, que no preveía este tipo de 
competencias. Y, al tiempo, acerca su actividad a la propia de los 
órganos del Poder Judicial, ya que en estos procedimientos —que 
en la práctica vienen a resultar los más frecuentes— el Tribunal 
ejerce una función jurisdiccional en el sentido más estricto”. 


53. El proyecto de reforma de la Constitución italiana, según texto aprobado el 4 
de noviembre de 1997, establece en su artículo 134, apartado i), que la 
Corte constitucional conocerá del recurso para la tutela, frente a los poderes 
públicos, de los derechos fundamentales garantizados por la Constitución. 
Sobre este aspecto, y en general sobre las modificaciones que introduce este 
Proyecto en materia de justicia constitucional, véase RomBOLI, R., "La giusti- 
zia costituzionale nel progetto della Bicamerale”, en Diritto Pubblico, 1997, 
3, pp. 833 y ss. (pp. 854 y ss. sobre el recurso directo para la tutela de los 
derechos fundamentales, aspecto sobre el que el autor no tiene una visión 
muy positiva, considerando que es “esencialmente demagógico y propagan- 
dístico”). 

54. Así lo destaca, por ejemplo, Rubio LLORENTE, F., “Seis tesis sobre la jurisdic- 
ción constitucional en Europa”, en La forma del poder. Estudios sobre la 

Constitución, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 2.* 
ed., 1997, p. 559. 


55. Como es sabido, actualmente se trata de evitar que los Tribunales Constitu- 
cionales actúen en este ámbito como tribunales de casación, limitando el 
objeto de su conocimiento (sólo pueden conocer de la vulneración de los 
derechos fundamentales desde la perspectiva constitucional, no pueden en- 
trar en el conocimiento de los hechos), y estableciendo restricciones o límites 
en el acceso al Tribunal Constitucional (sobre este aspecto, véase por ejem- 
plo López GUERRA, L., “Jurisdicción ordinaria y jurisdicción constitucional”, 
en Ruiz-Rico Ruiz, G., La aplicación jurisdiccional de la Constitución, Vivant 
lo Blanch, Valencia, 1997, pp. 27 y ss., especialmente pp. 57 y ss; Wan, R. 
y WigLAND, J., "La Jurisdicción Constitucional como bien escaso. El acceso al 
Bundesverfassungsgericht”, en Revista Española de Derecho Constitucio- 
nal, N.° 51, 1997, pp. 11 ss; C. Stark, "Jurisdicción Constitucional y 
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Centrándonos en los procedimientos de control de constitu- 
cionalidad —que son los que más directamente nos interesan—, 
pueden encontrarse también diferencias entre los actuales mode- 
los y el modelo originario. Entre otras, podemos destacar que no 
puede afirmarse sin más que la eficacia de la anulación de las 
leyes produzca efectos ex nunc; aunque sobre este tema no sea 
fácil realizar afirmaciones de carácter general, y sin poder entrar 
en profundidad ahora en el mismo, sí creemos que puede afirmar- 
se que la sentencia que declara la nulidad tiene algunos efectos 
hacia el pasado, en cierto modo tiende a ser ex tunc, sobre todo en 
sistemas como el alemán y el español*?, y aunque en todo caso la 
eficacia retroactiva de las sentencias esté sometida a ciertas limi- 
taciones de importancia”. 


Por otro lado, en países como Italia y España la legitimación 
para recurrir una ley el Tribunal Constitucional se abre a todos los 
Tribunales, mediante la vía incidental (en el modelo austríaco ori- 
ginario sólo podían hacerlo los Tribunales Supremos). Como hemos 


Tribunales Ordinarios”, en Revista Española de Derecho Constitucional, N.° 
53, 1998, pp. 11 ss; o López Prersch, P., “Objetivar el recurso de amparo: las 
recomendaciones de la Comisión Benda y el debate español”, en Revista 
Española de Derecho Constitucional, N.° 53, 1998, pp. 115 y ss.). Pero tam- 
poco puede negarse que las dificultades para no sobrepasar estas limitaciones 
(puestas de manifiesto, por ejemplo, por Gascón ABELLÁN, M., "La justicia 
constitucional...”, cit., pp. 66 y ss.), y la propia fuerza expansiva de los dere- 
chos fundamentales aproximan su actuación a la de estos tribunales. 


56. En este sentido, Tomás Y VALIENTE, F., “El Tribunal Constitucional español...”, 
cit, p. 53. 

57. Rusio LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional como forma...”, cit., p.497 
y ss., afirma que dicha eficacia no puede expresarse con fórmulas sintéticas 
(ex tunc, ex nunc), pero destaca que sólo en Austria está excluida la eficacia 
de la invalidación hacia el pasado, y señala con carácter general dos conse- 
cuencias de las sentencias, en el plano temporal: la inatacabilidad de las 
sentencias firmes, y la nulidad de las condenas penales basadas en la aplica- 
ción de la ley inconstitucional. 
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tenido ocasión de ir señalando, el juicio de constitucionalidad que 
debe realizar el Tribunal Constitucional sigue siendo abstracto, al 
menos en teoría; pero lo cierto es que, cada vez más, la ley recurri- 
da en este tipo de procedimiento es la ley “interpretada”, el 
enunciado legal junto con alguna de las normas que de él pueden 
derivar, en definitiva el diritto vivente. Y aunque el juicio de cons- 
titucionalidad deba hacerse sin vinculación de esa interpretación, 
en cierto sentido la misma lo “marca” en algún modo. Todo ello se 
pone especialmente de manifiesto en Italia, donde la vía inciden- 
tal es la “principal”, en el sentido de más frecuente. 


Por lo demás, y como ya hemos tenido ocasión de señalar, si 
bien en las Constituciones y legislaciones actuales la cuestión de si 
el objeto del control de constitucionalidad es el texto o disposición, 
o bien su contenido normativo, la práctica fuerza a reconocer, en la 
mayoría de los sistemas próximos al nuestro, que las normas no 
son ajenas a dicho control. En efecto, las sentencias interpretati- 
vas son un fenómeno común en la mayoría de estos sistemas, de 
forma que los Tribunales Constitucionales salvan en ocasiones la 
constitucionalidad de una disposición legal, siempre que se inter- 
prete en un sentido determinado; o, más en general, afirman la 
constitucionalidad de un texto cuyo contenido normativo es par- 
cialmente contrario a la Norma fundamental. Es decir, que el sentido 
(estimatorio o desestimatorio) de un fallo puede no ser coincidente 
en relación a la disposición y a la norma o normas de ellas deriva- 
das, con independencia de la decisión que formalmente adopte 
dicho fallo. 


Pero por encima de las peculiaridades mencionadas, existe 
otra que afecta de manera importante a los sistemas actuales, y 
que deriva de las propias constituciones, sobre todo, desde la pos- 
guerra. Se trata de la presencia en las Constituciones de principios 
y valores generales. Ya KELSEN había advertido del “peligro” que 
significaba —desde su concepción del sistema de control de cons- 
titucionalidad— la presencia de estos contenidos generales, ya que 
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podian suponer un desplazamiento del poder del parlamento, no 
previsto en la Constitución"; y rechazó que dichos principios y 
»alores pudieran entenderse como directivas relativas al conteni- 
do de las leyes*™. La generalización de estas cláusulas y el desarrollo 
posterior de los sistemas europeos han puesto de relieve la impor- 
tancia de esos preceptos generales en las Constituciones modernas. 
En efecto, la presencia en éstas de una serie de valores y princi- 
pios de alcance general, y que suponen mandatos de actuación a 
los poderes públicos —y, en concreto, al legislador— afecta de 
modo considerable a las relaciones entre Constitución y ley, y en- 
tre Tribunal Constitucional y legislador. La Constitución no puede 
considerarse sin más un marco totalmente abierto a disposición 
del legislador. Por un lado, la presencia de importantes contenidos 
materiales de carácter más o menos genérico limita de manera 
importante el margen de actuación del legislador; por otro, la afir- 
mación de que la actuación del legislador es legítima en tanto no 
contradiga la Constitución no basta ya para explicar la posición de 
aquél ante la Norma fundamental —y ante el órgano encargado de 
garantizar su supremacia—, ya que en ocasiones la Constitución 
exige actuaciones positivas del Parlamento para dar efectividad a 
sus mandatos”, 


58. Kersen, H., ¿Quién debe ser..., Op. cit., p. 33. 
59. KeLsen, H., "La garantía jurisdiccional...”*, Op. cit., pp. 142-143. 


60. De todas formas, tampoco creemos que ello permita hablar de una “Consti- 
tución programa” cerrada, o de una "Constitución dirigente”, ya que, dentro 
del respeto a sus principios —entre los que está, explícita o implícitamente, 
el pluralismo político— queda aún un margen de actuación al legislador; 
pero el mismo no es totalmente abierto. Al tema nos hemos referido con más 
detalle en Valores superiores e interpretación constitucional, Centro de Es- 
tudios Políticos y Constitucionales, Madrid, 1997, especialmente pp. 210 y 
ss., 345 y ss., 558 y ss. El mismo tema, en relación al sistema norteameri- 
cano, ha sido objeto de estudio en mi trabajo La Constitución como orden 
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Desde este punto de vista, el silencio del legislador (total o 
parcial) puede ser constitucionalmente relevante cuando, por ser 
contradictorio con Mandatos de actuación positiva, pueda crear 
situaciones contrarias a la Constitución. El problema más relevan- 
te al respecto es del contról de dicho silencio, cuando el mismo 
crea esas situaciones contrarias a lo establecido por la norma fun- 
damental, convirtiéndose en una omisión inconstitucional. No cabe 
considerar como único control posible en tal caso el que deriva del 
tipo de vinculación propia de las normas negativas, excluyendo el 
control sobre la vinculación del legislador a las normas positivas, 
porque ello significaría privar a un importante sector de la Consti- 
tución de su valor normativo”. Esto nos conduce al problema de 
las omisiones inconstitucionales y su control, ya que, en principio, 
todo mandato constitucional debe ser residenciable ante el Tribu- 
nal Constitucional”. Ello pone de relieve las dificultades para 
mantener la configuración originaria del Tribunal Constitucional 
como “legislador negativo”, pues éste puede tender, al menos en 
apariencia, a “completar” la obra del legislador para acomodarla a 
los mandatos constitucionales. 


abierto, McGraw Hill, Madrid, 1997, pp. 145 y ss. Quiero citar ahora dos 
trabajos de gran interés al respecto: ZAGREBELSKY, G., El Derecho dúctil. Ley, 
derechos, justicia, traducción de Marina Gascón, Trotta-Comunidad de Ma- 
drid, Madrid, 1995, especialmente pp. 12 y ss., 150 y ss.; E.W. BÖCKENFÖRDE, 
"Sobre la situación de la dogmática de los derechos fundamentales tras 40 
años de ley fundamental, en Escritos sobre derechos fundamentales, Nomos 
Verlagsgesellschaft, Baden-Baden, 1993, pp. 129 y ss. Más directamente en 
relación con las omisiones legislativas, VILLAVERDE MENÉNDEZ, I., La inconsti- 
tucionalidad..., cit., pp. 9 y ss. 

61, VinLavenDE MENÉNDEZ, L, La inconstitucionalidad..., cit., p. 18. 

62. Acuar pz Luque, L., “El Tribunal Constitucional y la función legislativa: el 
control del procedimiento legislativo y de la inconstitucionalidad por omi- 
sión”, en Rovista de Derecho Político, N.* 24, 1987, p. 28. 
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2.2. Sentencias interpretativas y función legislativa 


Aparentemente, la labor realizada por una sentencia inter- 
pretativa en sentido estricto no plantearía duda alguna de invasión 
de competencias legislativas. Si estas sentencias se limitan a se- 
ñalar, entre varias interpretaciones posibles de un texto, cuál o 
cuáles son conformes a la Constitución (o cuáles no lo son), en 
realidad estarían realizando una mera función de interpretación 
constitucional de la ley, que correspondería al Tribunal Constitu- 
cional (o a los tribunales ordinarios, en los términos ya vistos). 
Pero si se analizan estas decisiones con más detalle, es posible 
apreciar que dicha operación interpretativa encierra en muchos 
casos una labor de especificación o concreción que puede aproxi- 
marse a la realización de un “añadido” al texto de la ley, al distinguir 
o concretar lo que aquél establece de forma indiferenciada o gené- 
rica. 


Para apreciar lo que acabamos de apuntar podemos poner 
algún ejemplo. Impugnado el artículo 119.3 de la Ley de Hacien- 
das Locales, que establece que: “La prestación personal (...) podrá 
ser redimida a metálico por un importe del doble del salario míni- 
mo interprofesional”, el Tribunal declara que dicho artículo “es 
constitucional interpretado en el sentido que se expresa (...)” en 
un fundamento jurídico de la sentencia”, Pues bien, en ese funda- 
mento se afirma que la interpretación del precepto “adecuada a la 
Norma fundamental” implica entender que "la decisión de susti- 
tuir la prestación personal por la pecuniaria (la redención a metálico) 
corresponde no unilateralmente al propio interesado sino a la co- 
rrespondiente Autoridad municipal, previa petición de aquél y 
previa justificación de la concurrencia de la causa que pudiera fun- 


63, Se trata de la STC 233/1999, de 16 de diciembre, apartado 31 del fallo, que 
se remite al f.j. 35, párrafos quinto, sexto y séptimo. 
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damentar la aplicación del precepto”, A pesar del sentido formal- 
mente desestimatorio del fallo, parece difícil ignorar que el mismo 
añade a la regulación prevista en precepto cuestionado una seríe 
de requisitos que en modo alguno están previstos o derivan del 
mismo, 


En otro supuesto, impugnada la constitucionalidad de un 
precepto que dispone que "la interposición de un recurso conten- 
cioso-administrativo contra actos que ponen fin a la vía administrativa 
requerirá comunicación previa al órgano que dictó el acto impug- 
nado”, el Tribunal declara que el mismo no es inconstitucional 
interpretado en el sentido dispuesto por él en un fundamento jurí- 
dico, y que en esencia supone que la omisión de la comunicación 
previa a la que alude el precepto es un defecto subsanable”. La 
declaración del Tribunal equivale en realidad a añadir al texto del 
artículo cuestionado un inciso aproximadamente de este tenor: "la 
ausencia de dicha comunicación previa se considerará defecto 
subsanable”. Es decir, al interpretar la ley, el Tribunal está especi- 
ficando o concretando lo que la misma ha establecido con cierta 
ambigúedad. 


O, en sentido similar, un artículo de una ley dispone que el 
Consejo Asesor de Radiotelevisión Española en Cataluña realizará 
en ciertos supuestos una actividad de información y asesoramien- 
to en relación con el Delegado Territorial de dicho ente; el Tribunal 
declara que dicho precepto no es inconstitucional "interpretado en 


64. Esel caso resuelto por la STC 76/1996, de 30 de abril (cuestión de inconsti- 
tucionalidad). El precepto transcrito es el artículo 110.3 de la Ley de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrati- 
vo Común; también fue impugnado el artículo 57.2 f) de la Ley de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 1956, que reiteraba el requisito 
de la comunicación previa; pero para mayor simplicidad del ejemplo hemos 
omitido la referencia a este artículo. La interpretación “constitucional” de 
ambos preceptos se contiene en el fj. 7. 
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el sentido de que la actividad de informar y asesorar a que hace 
referencia es facultativa y se realizará a petición del Delegado te- 
rritorial”%, Este pronunciamiento implica una concreción o 
especificación del texto legal, similar a la que se produciría sí di- 
cho texto estableciera expresamente que dicha actividad de 
información y asesoramiento "es facultativa y se realizará a petí- 
ción del Delegado territorial”. 


Podríamos añadir muchos más ejemplos, ya que esta situa- 
ción, en mayor o menor medida, se produce en buena parte de las 
sentencias interpretativas. En efecto, estas decisiones se enfren- 
tan a una disposición ambigua, estableciendo cuál es su 
interpretación adecuada a la luz de la Constitución; pero al realizar 
esta labor de concreción o especificación, el Tribunal establece 
“algo” que, si bien podría derivar del texto legal impugnado, no 
viene dispuesto expresamente en éste (e incluso, en ocasiones, no 
parecería deducirse del mismo en una "primera interpretación”). 
Por seguir con los ejemplos propuestos, de la disposición que esta- 
blece el requisito de la comunicación previa para interponer recurso 
contencioso administrativo no se deduce en principio si la ausen- 
cia del mismo es o no un defecto subsanable, de manera que 
imponer la interpretación que entiende que es subsanable supone 
añadir algo a lo que el precepto expresamente establece. Y, del 
mismo modo, el texto legal que establece el asesoramiento e infor- 
mación del Consejo Asesor de RTVE no dispone que el mismo haya 
de ser facultativo y a petición del Delegado territorial, sino que 


65. STC 10/1982, de 23 de marzo (recurso de inconstitucionalidad), apartado E) 
del fallo. El precepto cuestionado era el artículo 4 de la Ley 6/1981, de 19 de 
junio, de la Generalidad de Cataluña, reguladora del Consejo Asesor de Ra- 
diotelevisión Española en Cataluña. El apartado D) del fallo contiene un 
pronunciamiento muy similar en relación con el artículo 3, apartado k), de la 
misma Ley. 
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ello es consecuencia de la interpretación realizada por el Tribunal 
Constitucional, 


En este sentido se ha llegado a señalar que, al tener como 
objeto de sus decisiones no el enunciado de la ley, sino las normas 
juridicas en él contenidas, los Tribunales Constitucionales euro- 
peos están creando un Derecho que se aparta radicalmente del 
modelo que hasta era el propio de nuestro modelo”. O, más con- 
cretamente, se ha dicho que, al seleccionar cuál de las normas 
hipotéticamente extraíbles de la disposición legal es la constitu- 
cionalmente admisible, el Tribunal Constitucional no actúa 
únicamente como intérprete de la Constitución, sino también como 
intérprete de la ley y, mediante esa interpretación, como origen de 
normas de carácter general”; de forma que las sentencias inter- 
pretativas desestimatorias “vienen a suponer la introducción en el 
ordenamiento de una norma general, siquiera sea mediante su 
individuación entre diversas normas extraíbles del precepto en 
cuestión”. 


66. Rusio LLORENTE, F., “La jurisdicción constitucional como forma...”, cit., p. 
503. 


67. López GUERRA, L., “El Tribunal Constitucional y el principio ‘stare decisis'”, 
cit., p. 1.444. 


68. López GUERRA, L., “El Tribunal Constitucional y el principio...”, cit., p. 1.448. 
En cambio, este autor entiende que ello no se produce en las sentencias 
interpretativas estimatorias, que se limitan a excluir una interpretación de- 
terminada, no sustituyendo al Parlamento o al juez en sus respectivas 
funciones legislativa e interpretadora. De esta forma, en las sentencias in- 
terpretativas "no hay propiamente una introducción de una norma general 
por el Tribunal Constitucional (aunque, desde luego, en la práctica puede 
que a ello equivalga, en algún caso, una interpretación de este tipo)...” En 
mi opinión, como ya he señalado, efectivamente la forma parcialmente esti- 
matoria es preferible en las sentencias interpretativas; pero ello no implica 
que con las mismas no pueda llegarse, mediante la exclusión de normas, a 
un resultado similar al que conduciría una sentencia interpretativa desesti- 
matoria (aparte de que, como hemos visto, al menos teóricamente una 
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Ahora bien, las ideas que venimos comentando no pueden 
llevarnos, a mi juicio, a descalificar globalmente las sentencias 
interpretativas como un instrumento que realice necesariamente 
funciones que corresponden al legislador. En realidad, toda labor 
de interpretación que conlleve la elección entre interpretaciones 
alternativas implica esa especificación o concreción del contenido 
normativo de un precepto, que en cierto sentido equivale a una 
labor “creativa”. Pero no por ello esa labor ha de corresponder 
necesariamente al legislador; ya hemos visto que los jueces y tri- 
bunales realizan cotidianamente esa función de interpretación de 
la ley, sin que ello suponga (cuando la misma se realiza adecuada- 
mente y sin “ir más allá” de lo que permite el texto legal) asunción 
de competencia legislativa alguna. Lo que sucede es que, cuando 
dicha labor es realizada por el Tribunal Constitucional, goza de 
unos privilegiados efectos que implican la vinculación a dicha in- 
terpretación de todos los poderes públicos, incluidos jueces y 
tribunales. 


Pero ello no deslegitima esa labor. De forma que cuando el 
Tribunal Constitucional se limite a interpretar la ley de conformi- 
dad con la Constitución (lo cual debe realizarse preferentemente 
mediante la exclusión de las interpretaciones inconstitucionales), 
no estará invadiendo por ello funciones legislativas, aunque hay 
que reconocer que esa labor, mediante la especificación o concre- 
ción, en cierto sentido “completa” o “perfecciona” la expresamente 
establecido en la disposición legal. Mas esa concreción es necesa- 
ria, ya que el legislador, al aprobar una disposición más o menos 
ambigua o genérica —Intencionadamente o no— está permitien- 
do que, a la hora de interpretar la misma se elija entre las diversas 


sentencia interpretativa estimatoria podría utilizarse también pare elegir 


normas en lugar de excluirlas: así, si se señala que el precepto es inconstitu- 
cional “si no se interpreta” en un sentido determinado). 
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opciones interpretativas. Y aunque esa elección corresponda prin- 
cipalmente a jueces y tribunales, cuando alguna de dichas opciones 
de interpretación sea contradictoria con la Norma suprema, el Tri- 
bunal Constitucional podrá rechazarla, con los efectos generales 
propios de sus sentencias. Ahora bien, conviene reiterar que la 
admisibilidad de estas decisiones interpretativas no alcanza aque- 
llos supuestos en los que se ignore o desfigure el sentido de los 
enunciados legales, o se trate de reconstruir una norma no debi- 
damente explicitada en el texto; es decir que como ya hemos 
reiterado, la interpretación conforme a la Constitución tiene el lí- 
mite que impone el texto de la disposición, aunque hay que 
reconocer que trazar dicho límite es en muchos casos una opera- 
ción difícil, que plantea no pocas dudas. 


Ahora bien, la cuestión de la supuesta invasión de compe- 
tencias legislativas es más compleja y dudosa en el caso de las 
sentencias manipulativas (incluyendo en este grupo las senten- 
cias formalmente interpretativas desestimatorias que, sin embargo, 
realizan una labor materialmente reductora, aditiva o sustitutiva). 
En efecto, estas decisiones entienden —explícita o implícitamen- 
te— que un precepto es parcialmente inconstitucional, aunque no 
lo sea ningún inciso de su texto. Pero con esta afirmación están 
realizando en realidad una operación de adición, reducción o sus- 
titución del contenido normativo del precepto. En este sentido, 
parecen plantear menos problemas las sentencias reductoras, en 
cuanto que no añaden nada al contenido normativo del precepto, 
que por el contrario se ve reducido. Si se admite —como hemos 
hecho en este trabajo— que el Tribunal Constitucional se pronun- 
cia también sobre normas, en principio habrá que aceptar, en general, 
la utilización de sentencias reductoras, ya que éstas —mantenien- 


AA 


08. Véase supra, 2.3.B, y la jurisprudencia allí citada. 
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do intacta la disposición— se limitan declarar la inconstitucionali- 
dad parcial del contenido normativo de un precepto. Y ello aunque 
esta operación implique también una especificación o concreción 
del precepto impugnado (que en algunos casos puede suponer unos 
aparentes efectos aditivos sobre el texto), con frecuencia más apre- 
ciable aún que en el caso de las sentencias interpretativas en sentido 
estricto; pero creo que a estos efectos son trasladables, en general, 
las reflexiones que hemos expuesto en relación con dichas senten- 
cias interpretativas. 

De forma que los supuestos en los que la (aparente o real) 
invasión de competencias legislativas es más clara y problemática 
son los de las sentencias aditivas y sustitutivas. Pero estas últimas 
decisiones son absolutamente marginales en nuestro sistema, por 
lo que su estudio a estos efectos presenta menor importancia. De 
manera que nos centraremos en el análisis de los problemas que a 
estos efectos presentan las sentencias aditivas (aunque parte del 
análisis que vamos a realizar podría trasladarse, nutatis mutandis, 
al estudio de las sentencias sustitutivas). 


2.3. Las sentencias aditivas y la función del Tribunal Consti- 
tucional como “legislador negativo” 


Sin duda la principal objeción que se ha señalado en relación 
con las sentencias aditivas es que las mismas invaden las compe- 
tencias del legislador. Buena parte de la doctrina, tanto en Italia 
como en España, ha insistido en la idea de que las sentencias adi- 
tivas suponen invasión de competencias legislativas: a título de 
ejemplo, se ha dicho que, mediante este recurso, el Tribunal pro- 
cede por vía interpretativa a suplantar al legislador””, actuando 


70. PiBerNAT DOMENECH, X., “La sentencia constitucional...”, cit., p. 82. 
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como legislador positivo”; que suponen la introducción en el or- 
denamiento de una norma distinta a la aprobada por el legislador”; 
que violentan al máximo el sistema de división de poderes, funda- 
mento de toda la arquitectura constitucional”; que añaden un quid 
novi convirtiendo lo negativo en positivo, de manera que la Corte 
se transforma de juez de la constitucionalidad de las leyes, en ór- 
gano de “saneamiento” constitucional de las mismas, incurriendo 
en “exceso de poder””*; o que convierten al Tribunal en artífice y 
propulsor del ordenamiento, invadiendo la esfera de otros poderes 
y añadiendo una norma legislativa””. Se ha destacado que estas 
sentencias tienen efectos sobre el ordenamiento normativo, reali- 
zando una función positiva o integradora del mismo”*, o modificando 
la ley”, y que esta función innovadora del orden legislativo no 
corresponde al juez constitucional, sino al legislador”?. En suma, 
como ha destacado ROMBOLI, parte de la doctrina ha destacado el 
papel de “suplencia” de la Corte respecto al Parlamento, y la fun- 
ción paralegislativa desempeñada por aquélla mediante el uso de 
las sentencias aditivas”. 


Sin embargo, hay que destacar que, al menos en la Italia, no 
toda la doctrina comparte estas críticas generalizadas a estas sen- 


71. Por ejemplo, García MARTÍNEZ, M. A., “El recurso de inconstitucionalidad”, 
cit., p. 222. 


72. GUTIÉRREZ ZARZA, M. A., “Las sentencias interpretativas y aditivas...”, cit., p. 
1007. 


73. Ruso LLORENTE, F., “la jurisdicción constitucional como forma...”, cit., p. 491, 
aunque se refiere este autor más en general a las sentencias manipulativas. 


74. SILVESTRI, G., “Le sentenze normative...”, cit., pp. 765 y 768. 

75. ANCORA, T., “La Corte costituzionale e il potere legislativo”, cit., p. 3843. 
76. ZAGREBELSKY, G., La giustizia... cit., p. 299. 

77. Dunni, G., “L'oggetto dei giudizi...”, cit., p. 344. 

78, Dermo, F, "Omisioni legislative e Corte costituzionale...”, cit., p. 947. 


79. Romgou, R., “La tipología...”, cit., p. 64. 
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tencias. Al contrario, autores muy relevantes las han justificado, o 
al menos se han esforzado en señalar supuestos en los que son 


admisibles”. Entre otros argumentos, algunos de los cuales co- 


mentaremos después con más detalle, se ha cto que e2 
muchos casos estas sentencias realizan la integración de un con- 
cepto indeterminado, lo cual supone colmar una laguna técnica. Y 
no asumir las funciones propias del legislador”; o bien se ha afir- 
mado que, en la mayoría de los supuestos, la Corte no se excede de 
sus poderes, sino que simplemente adapta a particulares e sigen - 
cias el irreprochable ejercicio de su función de interpretar la ley y 
confrontarla con la Constitución*; o que no suponen en general 
duda de deformación del sistema, teniendo en cuenta que el legis- 
lador también viola sus deberes constitucionales cuando no 
interviene, permitiendo que prevalezcan significados inconstitu- 

cionales de las leyes”. Incluso la Corte constitucional ha aportado 
argumentos de justificación de este tipo de decisiones”. Tampoco 
en nuestra doctrina todas las opiniones han ido en la línea de des- 
legitimar estas decisiones, pudiendo encontrarse algún intento de 


justificarlas en ciertos supuestos” 


Nuestro análisis de esta cuestión ha de partir de los presu- 
puestos que hemos ido estableciendo en el capítulo anterior. Si 
hemos afirmado que las sentencias aditivas señalan que el conte- 


80. Como veremos, CRISAFULLI, V, o Eia, L. han justificado, al menos en ciertos 
supuestos, este tipo de decisiones. 


81. PiCARDI, N., "Le sentenze 'integrative”...”, cit., pp. 626-627. 

82. MonreLeone, G., “Giudizio incidentale...”, cit., p. 124. 

82, Montesano, L., “Sulle sentenze di incostituzionalitá...”, cit., pp. 1226-1227. 

24. hlrespecto, véase D'Orazio, G., “Le sentenze costituzionali additive...”. cèt. 
pp. 82 y ss, 

85. Puede destacarse en ese sentido, VECINA CIFUENTES, J., “Las sentencias 'aditi- 
vas”...”, cit, especialmente pp. 482 y ss. 
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nido normativo de un precepto debe incluir algo que su texto no 
prevé expresamente, hay que admitir que las dudas de invasión 
de competencias legislativas son aparentemente serias. Ya hernos 
visto que el aparente “añadido” que una sentencia aditiva hace 
puede ser, en realidad, consecuencia de una interpretación exten- 
siva o analógica de la disposición, o bien de la declaración de 
inconstitucionalidad de una norma implícita excluyente derivada 
de dicha disposición. En el primer caso estas decisiones se aproxi- 
man más a las sentencias interpretativas en sentido estricto (eligen 
una entre varias interpretaciones), pero en el segundo supuesto 
puede apreciarse más claramente un "momento reconstructivo” 
en el que se “integra” el precepto considerado parcialmente in- 
constitucional. En realidad, como ya hemos destacado, en muchos 
casos ese momento reconstructivo deriva de la propia declaración 
de inconstitucionalidad, en su caso interpretando el precepto (una 
vez “desprovisto” de su parte inconstitucional) a la luz de la Nor- 
ma suprema. l 


Pero me parece que una valoración más precisa de las sen- 
tencias aditivas, desde el punto de vista de las relaciones entre 
Tribunal Constitucional y legislador, requiere un paso más. Como 
tuvimos ocasión de señalar”, las sentencias aditivas se enfrentan 
a una omisión legislativa, a un texto “incompleto” desde el punto 
de vista constitucional. Pero no son la única solución a esta situa- 
ción. Por ello, creo que es conveniente repasar, brevemente, que 
otras soluciones existen a esta situación, lo que nos permitirá ex- 
traer conclusiones más fiables sobre la admisibilidad de las 
sentencias aditivas, o al menos perfilar con más detalle los su- 
puestos en los que éstas son una solución legítima, o más bien son 
la solución “preferible” ante una omisión legislativa. Y es que, 
más allá del análisis de estas decisiones desde el punto de vista de 


46. Supra, apartado 3,2, 
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la técnica juridica utilizada, es necesario un estudio comparativo 
de las mismas. Porque quizá, más allá de sus deficiencias, en algu- 
nos casos puedan resultar una solución útil a un problema al que 
el Tribunal Constitucional ha de enfrentarse. No se trata de saber 
si son un “remedio perfecto”, sino si, en algunos casos, pueden 
considerarse como la solución “menos mala” al problema de las 
omisiones legislativas. 


2.3.1 El control de las omisiones relativas por el Tribunal Cons- 
titucional: diversas soluciones. 


Conviene por tanto conocer qué otras soluciones existen fren- 
te a las omisiones legislativas. Aunque, en primer lugar, resultaría 
adecuado analizar a quién corresponde enfrentarse y dar solución 
a estas situaciones. Aunque creo que de todo lo expuesto en este 
libro puede ya deducirse mi opinión al respecto, puedo reiterar 
brevemente mis ideas. En los casos en los que el precepto conten- 
ga una norma implícita de exclusión, contraria a la Norma 
fundamental, ha de afirmarse la competencia exclusiva del Tribu- 
nal Constitucional, al menos en lo que se refiere a la declaración 
de inconstitucionalidad de esa norma implícita. Pero como la “in- 
tegración” del precepto deriva casi siempre de la propia declaración 
de inconstitucionalidad parcial, interpretado el precepto de con- 
formidad con la Constitución, es lógico que el Tribunal 
Constitucional realice también esta operación, que por lo demás 
suele venir unida a la propia declaración de inconstitucionalidad. 
En cambio, en los supuestos en los que la “adición” es en realidad 
consecuencia de una interpretación extensiva o analógica de la 
disposición que no prevé expresamente lo constitucionalmente 
exigido, esa interpretación puede llevarse a cabo por los jueces y 
tribunales ordinarios. Ahora bien incluso en este caso podría pro- 
nunciarse el Tribunal Constitucional, mediante una sentencia 
interpretativa estimatoria que rechace la interpretación restricti- 
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va inconstitucional, si la cuestión se le plantea. En sentido pareci- 
do se ha expresado nuestro Tribunal Constitucional (refiriéndose 
al caso concreto de las omisiones contrarias al principio de igual- 
dad, pero con un razonamiento que creo aplicable en general a 
todas las omisiones), al afirmar que en los supuestos “de discrimi- 
nación por defecto, pueden los órganos judiciales corregir y reparar 
esa vulneración de la igualdad en la norma, ora mediante una in- 
terpretación de la misma conforme a la Constitución, ora declarando 
su nulidad o planteando la cuestión de inconstitucionalidad si aqué- 
lla tuviese valor de ley”*”., 


De manera que podemos entrar ya en la cuestión de cuáles 
son los mecanismos existentes para resolver el problema creado 
por una omisión legislativa. Cuando esta omisión puede ser "solu- 
cionada” por los jueces y tribunales ordinarios, el único instrumento 
adecuado es la interpretación de la ley de conformidad a la Consti- 
tución. Pero en los supuestos en que es el Tribunal Constitucional 
quien ha de enfrentarse a la omisión, el abanico de posibilidades 
se abre. La mayoría de estas opciones consisten en sentencias que 
podrían denominarse “bilaterales”*, en el sentido de que, a dife- 
rencia de las sentencias aditivas (que serían a estos efectos 


87. STC 67/1998, de 18 de marzo, f.j. 6. Hay que tener en cuenta que esta 
afirmación se refiere a cualquier tipo de norma omisiva, aunque no tenga 
rango de ley; por ello el Tribunal admite que los órganos judiciales reparen 
la omisión mediante la declaración de nulidad, lo cual sólo en principio es 
posible en el caso de normas infralegales, aunque también sería admisible 
en los supuestos de leyes preconstitucionales derogados por la norma fun- 
damental. Por lo demás, el Tribunal no señala la posibilidad, aquí defendida, 
de que incluso en los casos en los que finalmente quepa una interpretación 
conforme a la Constitución pueda plantearse la cuestión de inconstituciona- 
lidad, si el juez o tribunal tiene dudas sobre la constitucionalidad de la ley. 


os 
a 


En este sentido, por ejemplo, AJA, E., y GONZÁLEZ BeiLruss, M., “Conclusiones 
generales”, en E. Aja (ed.), Las tensiones entre el Tribunal Constitucional y 
el legislador en la Europa actual, Ariel, Barcelona, 1998, pp. 279 y ss. 
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“untlaterales”), no suponen una reparación inmediata de la omi- 
sión, sino que requieren una posterior intervención del legislador, 
tratando de respetar así la discrecionalidad que a éste correspon- 
de*. Desde luego, no es posible en este estudio realizar un análisis 
detenido de estas opciones, pero sí podemos apuntar las más inte- 
resantes: 


1) Aunque no es un mecanismo muy frecuente, en algunos 


lidad de las omisiones del legislador. Tal sucede, entre los países 
más próximos al nuestro, en Portugal”. Sin embargo, este proce- 
dimiento no parece resultar demasiado útil para el control de las 
omisiones legislativas relativas. Tomando como referencia este 
modelo portugués, existen varios motivos para afirmar esta esca- 


89. Por ello, y en sentido parecido, JIMÉNEZ CAMPO, J., “Qué hacer...”, cit., pp. 33 
y ss., distingue entre “reparación inmediata”, que se realiza a través de la 
anulación o la interpretación, y reparación mediata, que requiere la partici- 
pación del legislador (o de los tribunales ordinarios) con el Tribunal 
Constitucional. 


90. Sobre el control de constitucionalidad por omisión en Portugal (y más en 
general, sobre los diversos procedimientos de control de constitucionalidad 
en Portugal), véase por ejemplo NUNES DE ALMEIDA, L., “Le Tribunal Constitu- 
tionnel portugais”, ponencia presentada a la Vlléme Conférence des Cours 
Constitutionnelles europeénnes, cit., pp. 200 y 202-204; del mismo autor, 
“Portugal”, en E. Aja (ed.), Las tensiones..., cit., pp. 212-213; GOMES CANO- 
TEO, J. J., Direito Constitucional, Almedina, Coímbra, 6.2 ed., 1993, pp.1.089 
y ss.; MIRANDA, J., Manual de Direito Constitucional, T. Il, Coímbra Editora, 
3.* ed., 1996, pp. 507 y ss. Más en general, un amplio análisis de la incons- 
titucionalidad por omisión en el Derecho Comparado en FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, 
J. J., La inconstitucionalidad por omisión, Teoría general. Derecho Compa- 
rado. El caso español, Civitas, Madrid, 1998, pp. 241 y ss.; del mismo 
autor, específicamente sobre el supuesto brasileño, "La inconstitucionali- 
dad por omisión en Brasil”, en Revista Vasca de Administración Pública, 
N.° 42, 1995. 
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sa utilidad a nuestro efectos. Primero, porque el Tribunal Consti 

tucional ha sido estricto a la hora de interpretar los requisitos para 
apreciar la omisión inconstitucional”. Segundo, porque es dudoso 
si dicho procedimiento es aplicable, y en qué medida, a las omisio- 
nes relativas (que constituyen el supuesto que nos interesa). De 
hecho, el procedimiento parece aplicable principalmente a las 
omisiones absolutas. Algún autor ha señalado que las omisiones 
relativas suponen tanto una infracción por acción como por omi- 
sión”: o tal vez podría decirse más bien que pueden considerarse 
desde ambas perspectivas. Por ello, no resulta claro si este proce- 
dimiento es aplicable a las omisiones relativas, o al menos a algunos 
supuestos de este tipo de omisiones”. En realidad, parece difícil 


91. En este sentido, ha señalado que es necesario que exista un mandato cons- 
titucional específico de legislar, definido claramente en cuanto a su sentido 
y alcance, cuyo cumplimiento quede satisfecho tan pronto como se adopten 
las correspondientes normas, y que no requiera una consideración particu- 
lar del margen de libertad reconocida al legislador para decidir el momento 
de su intervención, así como que no exista un procedimiento legislativo en 
curso (Sentencia N.° 276/89, citada por NUNES DE ALMEIDA, L., “Portugal”, 
cit., p. 222). 

92. FERNÁNDEZ RoDríGUEz, J. J., La inconstitucionalidad por omisión..., Cit., p. 
263. 


93. Así, por ejemplo, GOMES CANOTILHO, J. J., Direito Constitucional, Op. cit., pp- 
1.091-1.092, distingue: a) los supuestos de concretización incompleta que 
derivan de una intención deliberada del legislador de conceder ventajas sólo 
a ciertos grupos o de contemplar sólo ciertas situaciones, violando el princi- 
pio de igualdad y cometiendo una /nconstitucionalidad por acción, y b) 
aquellos otros casos en que la ley incompleta deriva de una incompleta apre- 
ciación de las situaciones de hecho, sin que exista propósito de favorecer 
arbitraria o discriminatoriamente a ciertos grupos o situaciones, hipótesis 
encuadrable en la inconstitucionalidad por omisión. MIRANDA, J., Manual... 
T. JZ, cit, aunque parte de que la omisión puede ser total o parcial (p. 520), 
reconoce que algunas omisiones parciales implican, desde luego, inconsti- 
tucionalidad por acción, siempre que conlleven un tratamiento más favorable 
a ciertas personas o categorías de personas, pero no a todas las que, estando 
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en principio configurar como “no cumplimiento de la Constitución 
por omisión de las medidas legislativas necesarias...” (art. 283) los 
supuestos en los que tales medidas legislativas existen, ya que 
hay una ley, aunque ésta "involuntariamente” no contempla de- 
terminadas situaciones. Y en tercer lugar, por la ausencia de efectos 
jurídicos de las sentencias estimatorias. Según la Constitución, el 
Tribunal “aprecia y verifica” la inconstitucionalidad por omisión, y 
cuando lo hace, se limita a “dar conocimiento” de dicha inconsti- 
tucionalidad al órgano competente (art. 283.2 de la Constitución, 
art. 68 de la Ley del Tribunal Constitucional)”. Por tanto, incluso 
las sentencias que declaran la inconstitucionalidad son meramen- 
te verificativas, carecen de cualquier efecto vinculante; si el 
legislador se ve obligado a legislar, dicha obligación deriva direc- 
tamente del imperativo constitucional, y no de la sentencia, ya 
que ésta no puede desencadenar ipso facto el procedimiento legis- 
lativo correspondiente. Lainconstitucionalidad por omisión carece, 
por tanto, de sanción jurídica, ya que se viene negando al Tribunal 
competencia para apreciar el problema del tiempo o de las medi- 
das legislativas necesarias”. 


en situación semejante, deberían también haber sido contempladas; en cuyo 
caso, la reacción contra dicha situación provocará más bien una interven- 
ción de los tribunales, que declararán la inconstitucionalidad de las normas 
legales que contengan esas omisiones o, eventualmente, extenderán o redu- 
cirán su ámbito (p. 522). 

94. Enla redacción originaria, la Constitución permitía al Consejo de la Revolu- 
ción, como órgano competente para velar por la emisión de las medidas 
necesarias para el cumplimiento de las normas constitucionales, podía ha- 
cer recomendaciones a los órganos legislativos competentes, de incluso instar 
la emisión de medidas legislativas en un tiempo razonable (art. 146.b, y 
279). La redacción actual es, como se ve, más restrictiva. 


95. Nunes DE ALMEIDA, L., “Portugal”, cit., p. 246. 


96, AHUMADA Ruiz, M. A., "El control de constitucionalidad de las omisiones...”, 
cít. a p. 194, Si bien Gomes CANOTILHO, J. J., Direito Constitucional, Op. cit., 
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Por lo demás, la escasa utilización práctica de este procedi- 
miento confirma su poca utilidad”. Más allá del sistema portugués 
(que he tomado como ejemplo más cercano), me parece que puede 
afirmarse con carácter más general que el establecimiento de un 
procedimiento específico de verificación de las omisiones legislatí- 
vas no resulta un remedio eficaz frente a las omisiones legislativas 
relativas, en comparación con otras soluciones a esta situación. Y 
ello por las dificultades para configurar como inconstitucionalidad 
por omisión un proceso cuyo objeto, más que la omisión en sentido 
estricto, sería realmente el precepto incompleto o defectuoso, lo 
que nos sitúa más bien en la inconstitucionalidad por acción. Pero 
aun admitiendo que estos supuestos pudieran tratarse como omi- 
siones, el problema sería entonces el de dotar de efectos jurídicos 
a la sentencia estimatoria, por las dificultades existentes para vin- 
cular jurídicamente al legislador a iniciar un procedimiento 
legislativo, cuyo resultado además permitirá en algunos casos un 
margen de discrecionalidad que ha de respetarse. E incluso cuan- 


p. 1095, señala que la decisión del Tribunal puede considerarse una apela- 
ción, con significado político y jurídico, a los órganos legislativos competentes 
para que actúen y emanen los actos legislativos necesarios para dar efectivi- 
dad a las leyes constitucionales, lo cierto es que la ausencia de sanción en 
caso de incumplimiento parece situar más bien los efectos de la decisión en 
el ámbito político. 


97. NUNES DE ALMEIDA, L., “Portugal”, cit., p. 222, señala que, en 1997, solamen- 
te se había solicitado del Tribunal la verificación de la existencia de una 
inconstitucionalidad por omisión en seis supuestos y, de ellos, solamente en 
uno se pronunció favorablemente el Tribunal. MIRANDA, J., Manual... cit., T. 
II (1996), pp. 526-527, menciona seis “pareceres” de la Comisión en esta 
vía en el primer período constitucional (1976-1982), de los cuales sólo en 
dos la Comisión afirmó la inconstitucionalidad por omisión; en el segundo 
período constitucional (desde 1982), MirawDA señala tres “Acuerdos” del 
Tríbunal Constitucional en el procedimiento de inconstitucionalidad por 
omisión, de los cuales sólo en uno se verificó la inconstitucionalidad por 
omisión. 
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do sólo exista una opción constitucionalmente aceptable, resulta 
técnicamente más fácil y adecuado tomar como objeto de control 
el precepto legal incompleto, que la omisión considerada aislada- 
mente de dicho precepto. En suma, las omisiones relativas se 
resuelven más fácilmente mediante la impugnación del precepto 
incompleto o imperfecto que de la omisión en sí misma. Por ello 
creo que, por lo que se refiere a estas omisiones, más adecuado 
que establecer un procedimiento específico es prever con mayor 
amplitud y flexibilidad los efectos posibles de las sentencias en los 
procedimientos de inconstitucionalidad por acción, lo que permiti- 
ría la utilización —además de las sentencias aditivas— de otras 
fórmulas, algunas de las cuales pasamos a comentar. 


2) La declaración de inconstitucionalidad sin nulidad, o de 
“mera incompatibilidad”, Se trata de una solución muy utilizada 
en Alemania (Unvereinbarkeit), donde la Ley del Tribunal Consti- 
tucional federal, tras su reforma en 1970, permite declarar una ley 
compatible con la Ley Fundamental, incompatible o nula (parág. 
31.2), con lo que a la declaración de inconstitucionalidad no se 
vincula necesariamente la de nulidad*. Estas decisiones tratan de 
dar respuesta —al igual que las sentencias aditivas— a leyes cuyo 


98. Sobre estas decisiones, y más en general sobre la tipología de las sentencias 
en el sistema alemán, puede verse, por ejemplo, WEBER, A., “Alemania”, en 
E. Aja (ed.), Las tensiones..., cit., pp. 74 y ss., ZEIDELER, W., “Cour Constitu- 
tionnelle Fédérale allemande”, en Viléme Conférence des Cours 
Constitutionnelles européennes, lisbonne, 26-30 avril 1987, publicada en 
Annuaire international de justice constitutionnelle, Vol. UL, 1987, pp. 48 y 
ss.; STUTH, S., "Il Bundesverfassungsgericht e il profilo tecnico delle sue pro- 
nuncie”, en Quaderni costituzionali, N.° 2, 1979, pp. 292 ss; Cervar, A. A, 
"Incostituzionalitá delle leggi ed efficacia delle sentenze delle Corti costi- 
tuzionali austriaca, tedesca ed italiana”, en Quaderni costituzionali, N? 2, 
1989, pp. 261 y ss.. 
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texto es plenamente conforme a la Ley Fundamental, pero que 
contienen una omisión o laguna que ha de ser colmada por razo- 
nes constitucionales, Se opta en estos casos por declarar la 
ticonstitucionalidad del precepto legal, pero no su nulidad. Y ello 
porque se entiende que la declaración de nulidad de la ley podría 
crear una situación todavía más alejada de la Constitución que la 
existente con la aplicación de dicha ley, produciendo un vacío le- 
gislativo provocado por la nulidad de toda la regulación”; y que 
proceder en cambio a extender los efectos de la ley (mejorando, en 
su caso, al grupo al que ésta causaba un perjuicio) requeriría pro- 
bar que el legislador, en caso de haber sido consciente de la situación 
jurídico-constitucional, habría realizado por sí mismo la amplia- 
ción del círculo de beneficiarios. 


Aunque aparentemente estas decisiones contarían con cier- 
ta ventaja sobre las sentencias aditivas, en realidad plantean 
también importantes problemas, sobre todo, por lo que se refiere 
a sus efectos o consecuencias jurídicas. La ley no ha establecido 
dichos efectos para este tipo de decisiones (aunque con carácter 
general, toda decisión tiene carácter vinculante y “fuerza de ley”), 


99. En este sentido, ZEIDELER, W., “Cour constitutionnelle...”, cit., p. 48, o STUTH, 
S., "Il Bundesverfassungsgericht...”, cit., p. 295. 


100. En este sentido, BVerfGE 8, 28, que señala que "una decisión que declare 
nula una parte de la disposición es admisible sólo cuando el BVerfG pueda 
suponer con certeza que el legislador habría optado, en observancia del ar- 
tículo 3 GG, por el texto que resta en vigor, es decir, habría extendido la ley, 
sin modificaciones, a todos los grupos que hubiera debido tener presentes 
según el artículo 3 GG” (citada por Anumana Ruiz, M. A., “El control de cons- 
titucionalidad...”, cit., pp. 187-188). En sentido parecido, SchLalch, K., “El 
Tribunal Constitucional Federal alemán. Procedimientos y técnicas de pro- 
tección de los derechos fundamentales” en L. Favoreu y otros, Tribunales 
Constitucionales europeos y derechos fundamentales, traducción de AGUIAR 
DE Luque, L. y Rusio DÉ Casas, M. G., Centro de Estudios Constitucionales, 
Madrid, 1984, p. 195. 
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de forma que la determinación de los mismos ha quedado confiada 
ala propia jurisprudencia, que ha utilizado dispositivos artícula- 
dos y complejos, dando indicaciones sobre la aplicación o no 
aplicación de la ley en el período precedente a la entrada en vigor 
de la nueva disciplina y, en su cago, fijando las alternativas o los 
principios que ha de seguir el legislador, o incluso estableciendo 
un plazo para la nueva regulación!”, 


En realidad, no puede decirse que el Bundesverfassungsge- 
richt haya seguido un criterio único y uniforme a la hora de 
establecer los efectos de sus sentencias de mera incornpatibilidád, 
y en concreto en qué medida ha de aplicarse la ley inconstitucional 
hasta que se produzca la nueva regulación legislativa. Lo único 
que parece común a estas decisiones es que el Tribunal Constitu- 
cional impone al legislador la obligación de suprimir la situación 
inconstitucional'”, Pero, en relación con la situación creada tran- 
sitoríamente con la ley incompatible, las soluciones han sido 
diversas?” En general, se entiende que la ley declarada inconsti- 
tucional no puede ser aplicada desde ese momento por los tribunales 
y autoridades; log procedimientos en los que dicha ley debía apli- 
carse (incluído, en su caso, el procedimiento a quo) se suspenden 
hasta que se produzca la nueva regulación legislativa. Ahora bien, 
lo normal es que deba dejar de aplicarse la ley sólo en la medida en 
que la misma es considerada inconstitucional, esto es, sólo en cuan- 
to omite o no incluye algo; pero lo que efectivamente regula o 
incluye no es en sí mismo inconstitucional y puede por ello seguir 
aplicándose, 


101, Cravin, A, An "Incostituzionalitá delle leggí...”, cit, p. 263. 


102, En este sentido, ScuLalich, K., "El Tribunal Constitucional Federal ...”, OP. 


cit, p. 197, 
103, V, CenvaTi, A, A, "Incostituzionalitá delle leggi...”, cit, pp. 264-270. 
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El Tribunal establece con frecuencia un “bloque de aplica- 
ción” (Anwendungsperre) de la ley, constituido por la parte de sy 
regulación que continuará aplicándose, debiendo en la parte de 
regulación que no forma parte de ese bloque esperarse a la nueva 
regulación, suspendiéndose los procedimientos en espera de la 
actuación legislativa!”, a la que en ocasiones se indica incluso un 
plazo. Esta aplicación provisional se ha ordenado no sólo para el 
“bloque de aplicación”, sino en otras ocasiones para la disposición 
o regulación inconstitucional en su conjunto*”, En todo caso, si se 
indica un plazo dentro del que ha de producirse la nueva regula- 
ción legislativa, y el mismo transcurre sin dicha intervención, la 
disposición incompatible no podrá aplicarse más, ni siquiera con 
carácter provisional'*. Si la sentencia no indica plazo, el legislador 
es libre en la elección temporal, pero no debe por retardo culpable 


104. Por ejemplo, BVerfGE 37, 217, 261, en la que, a pesar de la afirmación antes 
transcrita en el sentido de que la simple inconstitucionalidad produce los 
mismos efectos que la nulidad, se afirma: “La regulación en vigor hasta hoy, 
continúa siendo válida en este caso en su contenido positivo, esto es, en la 
medida en que garantiza la nacionalidad alemana a los hijos legítimos que 
no tienen más que uno de los padres de nacionalidad alemana” (citada por 
Schuaich, K., “El Tribunal Constitucional...”, cit., p. 197). 


105. BVerfGE 33, 303, 305: “El artículo 17 de la Ley sobre las Universidades es 
incompatible con la Ley Fundamental... La disposición debe, sin embargo, 
aplicarse hasta la elaboración de una nueva regulación legislativa, que como 
muy tarde tendrá lugar al comienzo del semestre del verano del año 1973”. 
El Tribunal declara en esta sentencia incompatible con la Constitución, pero 
no nula, una disposición legal de un Land que limitaba la matriculación en la 
Universidad sin establecer criterios adecuados para la elección de las de- 
mandas presentadas; el establecimiento de que el precepto continúe en vigor, 
y la no declaración de nulidad, se justifica en que dicha declaración de nuli- 
dad produciría una situación todavía más lejana de la Constitución que la 
actual, (Sentencia citada y comentada por SchLarch, K., "El Tribunal Consti- 
tucional...”, cit., pp. 197-198) 


2. Cervar, A. A., "Incostituzionalita...”, cit., p. 266. 
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gar on vigor una situación inconstitucional inalterada!”, En fin, 
no faltan casos en los que el Tribunal no dice nada sobre la disci- 
plna aplicable hasta la intervención del legislador, o se limita a 
aenar al juez competente la suspensión del juicio, o se dirige 
acluswamente al legislador, dejando en duda los restantes efec- 


PAC ` ` AS 
tos de su decisión", 


Por tanto, si bien la constatación de la simple inconstitucio- 
nalidad, sin la consiguiente nulidad, es explicable como medida 
para resolver situaciones de omisiones inconstitucionales, crea 
cambién problemas de difícil solución: aunque aparentemente se 
trata de una medida respetuosa con la libertad de configuración 
del legislador, no hay que olvidar que es el propio Tribunal quien 
determina cuál será la normativa aplicable en el período provisio- 
nal o transitorio, actuando durante tal período como legislador**. 
Por lo demás, en los supuestos en que los procedimientos han de 
suspenderse en espera de la nueva regulación, el respeto a la de- 
cisión del legislador puede conllevar intromisión en la actuación 
de los jueces ordinarios y, sobre todo, perjuicio de los derechos de 
los justiciables, que han de esperar, en ocasiones sin plazo deter- 
minado, para recibir respuesta a sus demandas judiciales. Y en los 
casos en que excepcionalmente continúa aplicándose la normativa 
declarada inconstitucional, el respeto al legislador se produce a 
costa del sacrificio de las propias exigencias constitucionales. Por 
ello, si bien esta medida resulta explicable en la mayoría de los 
supuestos a los que pretende dar respuesta, no siempre resulta 
justificable: en realidad, creo que sólo encontrará justificación cuan- 
do no haya una solución más correcta o adecuada, o menos 
problemática, a la situación planteada. 


107. SrurH, S., "Il Bundesverfassungsgericht...”, cit., p. 295. 
108. Cervati, A. A., “Incostituzionalitá...”, cit., p. 266, con cita de jurisprudencia. 


109. ScuLalch, K., “El Tribunal Constitucional...”, cit., p. 198. 
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Como es sabido, nuestro Tribunal Constitucional ha utiliza- 


do en ocasiones la declaración de inconstitucionalidad sin nulidad 


como instrumento para hacer frente a una omisión legislativa in- 
constitucional!'%. El caso más conocido e interesante es el de la 
sentencia que se pronunció sobre la antigua Ley del Impuesto so- 
bre la Renta de las Personas Físicas, que establecía un régimen de 
tributación conjunta de la unidad familiar en dicho impuesto (con 
la correspondiente acumulación de todos los rendimientos), sin 
prever posibilidad alguna de tributación separada'**. La idea cen- 


110. Además de la sentencia 45/1989, que comentamos en el texto a continua- 


131, 


ción, puede mencionarse la STC 96/1996, de 30 de mayo, en relación con la 
Ley de Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito que, al referirse 
a las competencias autonómicas en materia sancionadora respecto de Cajas 
de Ahorro y Cooperativas de Crédito, omitía toda mención a las restantes 
entidades financieras o de crédito, o la STC 40/1998, de 19 de febrero, sobre 
la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, en aquellos preceptos 
que no preveían intervención alguna de las Comunidades Autónomas en 
defensa de su competencia de protección del medio ambiente (apartado 21 
del fallo, que en mi opinión es, sin embargo, aditivo en relación con otro 
artículo de la misma ley, el 62.3). Más allá del problema de las omisiones 
legislativas, la declaración de inconstitucionalidad sin nulidad ha sido utili- 
zada por nuestro Tribunal Constitucional en otros casos en los que la 
declaración de nulidad provocaría una situación más perjudicial que la exis- 
tente dejando la norma en vigor: por ejemplo, SSTC 13/1992, de 6 de febrero; 
16/1996, de 1 de febrero; 68/1996, de 18 de abril; o 195/1998, de 1 de 
octubre. 


STC 45/1989, de 20 de febrero. Un comentario a la misma puede encontrar- 
se en GARCÍA DE ENTERRÍA, E., “Un paso importante para el desarrollo de nuestra 
Justicia constitucional: la doctrina prospectiva en la declaración de inefica- 
cia de las Leyes inconstitucionales”, en Revista Española de Derecho 
Administrativo, N.* 61, enero-marzo 1989, pp. 5 y ss.; Zornoza PÉREZ, J. J. 
"Aspectos constitucionales del régimen de tributación conjunta en el LR.P.E*, 
en Revista Española de Derecho Constitucional, N? 27, 1989, pp. 163 y ss.: 
Montoro CHINER, M. J., "Protección de la familia y fiscalidad (A propósito de 
la STC 45/1989, de 20 de febrero)”, en Revista Española de Derecho Consti- 
tucional, N.* 28, 1990, pp. 223 y ss.; BLasco Soro, M. C., La sentencia en la 
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tral del Tribunal Constitucional es que el régimen de la tributación 
conjunta no es constitucionalmente adecuado en ciertos supues- 
tos, en los que resulta discriminatorio, aunque no puede decirse 
que sea inconstitucional con carácter general. Hay que tener en 
cuenta que de la Constitución no deriva cuál debe ser el régimen 
que sustituya al previsto por la ley, ya que la Norma fundamental 
sólo impide un régimen de tributación conjunta absoluto, que no 
prevea ciertas circunstancias o excepciones. De manera que en este 
caso la nulidad con efectos ex tunc presentaría graves inconve- 
nientes. Todo ello obliga al Tribunal a emitir un fallo muy detallado 
y fundamentado que, en lo que ahora más nos interesa, declara la 
inconstitucionalidad del precepto que establecía la sujeción con- 
junta y solidaria de todos los miembros de la unidad familiar al 
impuesto como sujetos pasivos (art. 4.2 de la ley), “en cuanto que 
no prevé para los miembros de la unidad familiar, ni directamente 
ni por remisión, posibilidad alguna de sujeción separada””*?, 


Aunque formalmente se trata del fallo propio de una senten- 
cia aditiva, este pronunciamiento no puede considerarse como tal. 
El Tribunal explica con cierto detalle el significado de este aparta- 
do del fallo, señalando que el precepto es inconstitucional solamente 
en la medida en que no prevé en modo alguno la sujeción separa- 
da, ni siquiera para aquellos supuestos en que la sujeción conjunta 
es imposible o carece de justificación. Tras indicar que caben al 
legislador varias opciones al respecto, el Tribunal justifica que en 
este caso la inconstitucionalidad no vaya acompañada de nulidad, 
ya que el precepto no vulnera la Constitución en la mayoría de los 


cuestión de inconstitucionalidad, cit., pp. 320 y ss.; PunseT, R., "Las senten- 
cias declaratorias de la inconstitucionalidad de las leyes: consideraciones 
sobre la posible reforma de los artículos 39,1 y 40.1 de la L.O.T.C.”, en 
Anuario de Derecho constitucional y parlamentario, N.* 7, 1995, pp. 39 y ss. 


112. Apartado 21 del fallo de la STC 45/1989, de 20 de febrero. 
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supuestos. Y es en este punto donde realiza algunas consideracio- 
nes más generales de gran importancia, al señalar que, a pesar de 
lo dispuesto en la L.O.T.C., “ni esta vinculación entre inconstitu- 
cionalidad y nulidad es, sin embargo, siempre necesaria, ni los 
efectos de la nulidad en lo que toca al pasado vienen definidos por 
la ley (...)”, y, en concreto, que "la conexión entre inconstituciona- 
lidad y nulidad quiebra, entre otros casos, en aquellos en los que la 
razón de la inconstitucionalidad del precepto reside, no en deter- 
minación textual alguna de éste, sino en su omisión”***. Por tanto, 
la declaración del Tribunal no conlleva de inmediato ninguna posi- 
bilidad de sujeción separada, no añade ningún supuesto ni ninguna 
regulación no previstos por la ley. Y ello es así, en mi opinión, 
porque la situación dejada tras la declaración de inconstitucionali- 
dad (que iba acompañada de la declaración de inconstitucionalidad 
de una serie de preceptos relacionados, que en definitiva configu- 
raban el régimen existente) genera un vacío para el cual la 
Constitución no ofrece una única solución, sino que existen varia- 
das opciones, entre las cuales sólo puede elegir el legislador. En 
cambio, si atendiendo a la regulación legal, sólo cabe una opción 
constitucional para corregir la omisión, la decisión del Tribunal 
podría ser establecer esa opción (o, según se mire, indicar cuál es). 


3) Si las "sentencias de mera incompatibilidad” implican la 
declaración de inconstitucionalidad del precepto legal cuestiona- 
do, otras decisiones que igualmente podrían utilizarse frente a las 
omisiones legislativas no conllevan dicha declaración. Así sucede 
con las sentencias —también utilizadas en Alemania— que decla- 
ran que la ley “todavía no es inconstitucional”, aunque la misma 
puede serlo en el futuro. Esta declaración viene acompañada de 


A A 


113. STC 45/1989, de 20 de febrero, f.j. 11. 
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una llamada al legislador para que propicie una situación jurídica 
plenamente constitucional, o para evitar una eventual inconstitu- 
cionalidad futura; eventualmente esta apelación viene acompañada 
de un plazo. En Alemania se designan estas sentencias con el tér- 
mino Appellentscheidungen o "sentencias de apelación”, aunque 
en realizada, apelaciones similares pueden contenerse también er 
las sentencias “de mera incompatibilidad”. 


En realidad, entre las decisiones que señalan que una ley 
“no es todavía inconstitucional”, realizando la correspondiente 
apelación al legislador, existen algunas que constatan en realidad 
la inconstitucionalidad de la ley, pero consideran necesario que la 
misma siga en vigor de momento, pues lo contrario produciría un 
vacío o una situación más inconstitucional. En otros supuestos, la 
inadecuación a la Constitución se ha producido —o se está produ- 
ciendo, o a punto de producirse— de manera por así decirlo gradual, 
en función de cambios sociales o de diversas circunstancias que 


han ido evolucionando”””, 


En cuanto a los efectos de este tipo de sentencias, en reali- 
dad no parece que pueda hablarse de un efecto jurídico directo o 
inmediato, ya que la regulación sigue estando en vigor y es aplica- 


114. Así, por ejemplo, el Tribunal afirmó que no se podía entender que fueran en 
aquel momento incompatibles con la Constitución las condiciones más rigu- 
rosas que establecía la legislación entonces vigente para el acceso a la pensión 
de un viudo en comparación con las exigidas a la viuda; sin embargo, hizo 
una llamada al legislador para que encontrase una solución adecuada que 
excluyera en el futuro la contradicción con la Constitución. Consideró en 
este caso que la ley estaba en vías de ser inconstitucional, a la vista del 
cambio de papel de la mujer en la pareja y en la familia: la reforma era 
necesaria, pero era preciso dar tiempo al legislador para llevarla a cabo (BVot- 
fGE 39, 169, citada y comentada por ScuLalcu, K., “El Tribunal 
Constitucional...”, cit., pp. 200-201; ZemeLer, W., “Cour Constitutionnelle...”. 
cil., pp. 47-48). 
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ble (ciertamente, el Tribunal señala que la misma es constitucio- 
nal... todavía), y solamente será derogada cuando el legislador 
apruebe la nueva regulación que la sustituya. Más bien parece que 
sus efectos se sitúan en el plano político, ya que contienen una 
lamada al legislador, y al tiempo una advertencia: en efecto, seña- 
lan que, en caso de que la regulación no se modifique (en su caso, 
en el plazo establecido) la misma se convertirá en inconstitucio- 
nal, y probablemente el Tribunal habrá de proceder a declararla 
nula. Además, es probable que esta afirmación provoque en el 
futuro nuevos recursos, que den la oportunidad al Tribunal de vol- 
ver a pronunciarse sobre la regulación, en el caso de que la misma 
no haya sido sustituida'””. 


Pero todas estas decisiones presentan el problema de que 
deberían justificar constitucionalmente por qué el precepto no es 
aún inconstitucional. Aunque no deba descartarse que en algún 
supuesto en que los mandatos constitucionales admitan una reali- 
zación progresiva sea admisible la declaración de que la ley “todavía 
no es inconstitucional”, en la mayoría de los casos lo que sucede es 
que una norma realmente inconstitucional se mantiene en vigor; y 
es que, en general, los preceptos constitucionales son de aplica- 
ción inmediata, sin que pueda admitirse la existencia de un período 
en el que los mismos no reciban plena satisfacción por parte del 
legislador (salvo que la Constitución disponga otra cosa). De ma- 
nera que este remedio no podrá utilizarse, desde luego, con carácter 
general. Por lo demás, si la ley “todavía no es inconstitucional”, 
resulta difícil precisar cuándo se convertirá en contraria a la Ley 
fundamental. En suma, mediante el uso de este instrumento la 
“deferencia” hacia el legislador se consigue en detrimento del cum- 
plimiento de los mandatos constitucionales. 


O O 


115. En este sentido, StuTH, S., "Il Bundesverfassungsgericht...”, cit, p. 292 
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4) El retraso de los efectos de la sentencia durante un plazo 
determinado. En realidad, el establecimiento de un plazo para que 
el legislador proceda a adecuar plenamente la ley a la Constitución 
acompaña en ocasiones las sentencias de mera incompatibilidad, o 
aquéllas en las que declaran que la ley “no es todavía inconstitu- 
cional”. Pero en otros sistemas se convierte en un instrumento 
específico, consistente simplemente en retrasar los efectos de la 
inconstitucionalidad declarada en la sentencia, permitiendo así que 
el legislador apruebe en ese período la nueva legislación que sus- 
tituya a la actual. Esto es lo que ocurre en Austria. Con carácter 
ceneral, las decisiones de inconstitucionalidad en el sistema aus- 
tríaco poseen efectos ex nunc, (arts. 139.6 y 140.7 de la Constitución), 
pudiendo equipararse los efectos de las sentencias a los de la dero- 
gación de la ley. Pero la propia Constitución concede al Tribunal 
Constitucional la posibilidad de retrasar los efectos de la anulación 
de la norma, hasta un máximo de dieciocho meses en el caso de 
las leyes”? (art. 140.5 de la Constitución, después de la reforma 


de 1992"), 


115. Sobre estas decisiones, Scuárs=a, H. (con la colaboración de T. Haas), “Aus- 
uiz. La relación entre el Tribunal Constitucional y el legislador”, en E. Aja 
(ed), Las rensiones.... Cit.. pp. 32-33; “Ponencia austríaca” presentada a la 
Viléme Conference., cit, p. 79. En estos mismos trabajos se analizan la 
tipología y efectos de las decisiones del Tribunal Constitucional austriaco. 


117. El plazo máximo de retraso para la entrada en vigor de la anulación de leyes 
exa anteriormente de un año, pero fue ampliado a dieciocho meses por ley 
federal constitucional (BVG) BGBL 1992/276, ya que el plazo de un año se 
consideraba insuficiente, sobre todo teniendo en cuenta que parte del mis- 
mo se perdía desde que se dictaba la sentencia (momento en que empezaba 
2 contar el plazo) hasta la notificación de la misma o la publicación de la 
derogación lesie plazo perdido alcanzaba el término medio de tres meses y 
umes semanas). Sobre el tema, Sciárrer, H., “Austria...”, Op. cit., p. 32. 


El plazo mávrimo constitucionalmente previsto para retrasar la entrada en 
vigor de la anulación de reglamentos es seis meses, o un año cuando sean 
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La opción por retrasar la entrada en vigor de la anulación se 
muestra como especialmente adecuada para resolver el problerna 
creado por una ley que no es inconstitucional en sí misma, pero sí 
por lo que omite, o por no extender sus efectos a otras categorías a 
las que constitucionalmente les correspondería el mismo trata- 
miento que las incluidas en la regulación legal. Con esta solución, 
la ley continúa vigente y se sigue aplicando (salvo, en su caso, en 
los casos pendientes ante el Tribunal o AnlaBfalI*?) hasta el trans- 
curso del plazo señalado por el Tribunal, momento a partir del cual 
perderá su vigencia. Este plazo actuará en estos casos, al tiempo, 
como el plazo máximo del que dispondría el legislador para modi- 
ficar esa regulación y adecuarla a la Constitución. 


La solución del plazo no deja de plantear algunos problemas 
(hay que tener en cuenta que una ley declarada inconstitucional se 
sigue aplicando, incluso un año y medio después de la sentencia 
del Tribunal); pero en el sistema austríaco la misma es inobjetable 
desde el punto de vista constitucional, ya que es la propia Norma 


necesarias actuaciones legislativas (art. 139.5 de la Constitución); para el 
caso de la anulación de tratados internacionales, dicho plazo puede ser de 
uno o de dos años, según los supuestos (art. 140 a (1)). 


118. Conviene recordar que la Constitución austríaca permite también al Tribu- 
nal la posibilidad de conceder a su decisión ciertos efectos retroactivos. Pero 
esta posibilidad no se ha utilizado con frecuencia con efectos erga omnes, 
sino más bien para permitir que la ley inconstitucional deje de aplicarse no 
sólo en el procedimiento que da origen a la sentencia, sino también en otros 
procedimientos sobre la misma ley pendientes ante el propio Tribunal. De 
esta forma, la noción de An/laffall, que originariamente se rofería sólo al 
caso que dio origen al pronunciamiento del Tribunal, se ha ido extendiendo 
hasta comprender todos los casos pendientes ante el Tribunal en el momen- 
to de la deliberación (véase sobre este aspecto Cervatı, A. A. 
"Incostituzionalitá...”, cit., pp. 123-124). Esos casos pendientes reciben así 
el denominado "premio del recurrente” o Ergreiferprámie, como destaca 
SCHAFFER, H., “Austria...”, cit., p. 35. 
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fundamental la que prevé esta posibilidad. En cambio, trasladar 


este mecanismo a sistemas como el español tropezaría con el obs- 
táculo de su falta de fundamentación o apoyo constitucional (salvo 
que se reformase la Constitución para introducir esta posibilidad, 
lo cual, por cierto, se ha intentado en alguna ocasión en Italia'*”), 
En efecto, la ausencia de previsión constitucional de esta posibili- 
dad hace totalmente inadecuada su utilización; ni siquiera es posible 
deducir cuál es el plazo que hipotéticamente habría que conceder 
al legislador. Por lo demás, y sobre todo teniendo en cuenta la 
regulación de la L.O.T.C., en nuestro sistema se parte de que las 
sentencias estimatorias conllevan la nulidad de la disposición im- 
pugnada. De este modo, aunque en alguna ocasión nuestro Tribunal 
Constitucional ha aludido a la idea de un "plazo razonable” para 
que el legislador proceda a una regulación que permita adecuar 
determinadas situaciones a la Constitución!*%, desde luego no ha 
utilizado esta idea en sentencias estimatorias recaídas en procedi- 
mientos de inconstitucionalidad para conceder dicho plazo al 
legislador, sino más bien en sentencias de amparo para afirmar 
que el "plazo razonable” ya ha transcurrido, y otorgar el amparo 
en supuestos de ausencia de regulación legal que impedía el ejer- 
cicio de determinados derechos. 


119. Recordamos que el último proyecto de reforma de la Constitución italiana 
(1997) establecía en su artículo 136 que la norma declarada inconstitucio- 
nal deja de tener eficacia al día siguiente a la publicación de la decisión 
"salvo que la Corte establezca un término diferente, normalmente no supe- 
rior a un año” (seguimos el texto resultante del pronunciamiento de la 
Comisión de enmiendas, 4 de noviembre de 1997), Sobre el tema, RomBOLI, 
R., “La giustizia costituzionale nel progetto...”, cit., pp. 859 y ss.; COSTANZO, 
P. et alii, La Commisione bicamerale..., cit., pp. 430 y ss. 

120. Véanse, por ejemplo, SSTC 216/1991, de 14 de noviembre, f.j. 5, en relación 
con el acceso de la mujer al Ejército; o 31/1994, de 31 de enero, f.j. 7, sobre 
la regulación de la televisión local por cable (esta última contiene una doc- 
trina reiterada en otras decisiones posteriores). 
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Desde luego, las decisiones que hemos comentado somera- 
mente no agotan las posibilidades existentes para enfrentarse a 
las omisiones legislativas relativas. Pueden mencionarse también 
algunos tipos de sentencias próximos a los que hemos visto. Así, 
en el sistema italiano pueden encontrarse también sentencias de 
“inconstitucionalidad verificada, pero no declarada”, en las que la 
Corte constitucional, aun afirmando claramente que la normativa 
está en contraste con la Constitución, concluye el proceso con una 
decisión de falta de fundamento o inadmisibilidad, para no exce- 
derse de sus funciones invadiendo competencias legislativas'””. 
También hay que citar las denominadas "sentencias-delegación” 
en las que se declara la ilegitimidad constitucional del precepto 
impugnado, pero no se introduce la regla inmediatamente aplica- 
ble, sino que se deja esta labor al legislador, aunque indicando los 
principios y los plazos que debe respetar esa intervención legisla- 
tiva; en sentido similar se habla a veces de “sentencias de 
inconstitucionalidad con delegación en el Parlamento”, o de “sen- 
tencias aditivas de principio”, a las que nos referiremos un poco 
más adelante!??. Más en general, se ha hablado de sentenze-indi- 


121. Véase RomBoLr, R., “Italia”, en E. Aja (ed.), Las tensiones..., cit., pp. 111 y ss. 
A título de ejemplo, podemos citar dos comentarios sobre decisiones de este 
tipo, de PinarDI, R.: “Discrezionalitá legislativa ed efficacia temporale delle 
dichiarazioni di incostituzionalitá: la sentenza N.° 125 del 1992 come deci- 
sioni di 'incostituzionalitá accertata ma non dichiarata”, y "La sentenza N.° 
256 del 1992 e l'efficacia monitoria delle decisioni di ‘rigetto con accerta- 
mento di incostituzionalitá”, ambos en Giurisprudenza costituzionale, 1992, 
pp. 1083 y ss., y 1988 y ss., respectivamente, 

122, Al respecto, RomboL1, R., “La tipología...”, cit, p. 75; “Italia”, cit., p. 123; y, 
del mismo autor, “El control de constitucionalidad de las leyes en Italia”, en 
Teoría y realidad constitucional, N.° 4, 1999, pp. 193 ss Sobre las “senten- 
cias aditivas de principio”, véase con más detallo infra, 4.3, 
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rizzo para referirse a las decisiones que, mediante advertencias o 
recomendaciones, tratan de orientar la actividad futura del legis- 


lador!”, 


2.3.2 Valoración de las sentencias aditivas en el marco de las 
soluciones analizadas 


Una vez repasados —si bien someramente— algunos de los 
instrumentos que el Derecho comparado conoce para hacer frente 
al problema de las omisiones legislativas relativas, puede inten- 
tarse realizar una valoración de las sentencias aditivas en 
comparación con estas otras soluciones. En nuestra doctrina, al- 
gún autor se ha manifestado por las sentencias interpretativas como 
remedio adecuado a las omisiones inconstitucionales relativas??*; 
pero también pueden encontrarse opiniones que consideran in- 
adecuado cualquier intento de reparar la omisión relativa de 
manera inmediata por el Tribunal Constitucional*”, y otras más 
matizadas'**, A mi juicio, pueden apuntarse las siguientes ideas 


123. En este sentido, ZAGREBELSKY, G., “La Corte costituzionale e il legislatore”, 
cit., p. 105. Un amplio análisis de este tipo de decisiones puede encontrarse 
en PEGORARO, L., La Corte e il Parlamento. Sentenze-indirizzo e attività legis- 
lativa, Cedam, Padua, 1987, pp. 3 y ss. En general, sobre estas últimas 
tendencias de la Corte italiana, y a título de ejemplo, Anzon, A., “Nuove 
tecniche decisorie della Corte costituzionale”, en Giurisprudenza costituzio- 
nale, 1992, pp. 3199 y ss.; PoL1t1, F., Gli effetti nel tempo delle sentenze di 
accoglimento della Corte costituzionale, cit., pp. 250-282. 


124, VILLAVERDE MENÉNDEZ, I., La inconstitucionalidad..., cit., pp. 199-200. 
125. En este sentido, Jiménez CAMPO, J., “Qué hacer...”, cit., p. 54. 


126, Asa, E., GonzÁLEz BriLruss, M., “Conclusiones generales”, cit., pp. 288 y ss., 
se pronuncian por articular la colaboración entre Tribunal Constitucional y 
legislador en la reparación de las omisiones legislativas, a través de los dis- 
tintos tipos de sentencias bilaterales o de otras soluciones, aunque admiten 
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esenciales sobre los remedios frente a las omisiones inconstitucio- 
nales relativas: 

1) No existe ninguna solución que pueda considerarse per- 
fecta o aplicable a todos y cada uno de los supuestos imaginables 
— y ni siquiera a todos los supuestos reales — de omisiones relati- 
vas. Como idea general, podría sostenerse que una reparación 
mediante una sentencia unilateral sería admisible, en principio, 
cuando sólo quepa una opción constitucionalmente impuesta para 
solucionar la omisión, el uso de las sentencias bilaterales parece 
imprescindible cuando esté en juego la libertad de configuración 
del legislador para regular el aspecto hasta entonces omitido, eli- 
giendo entre todas las opciones constitucionalmente admisibles. 


2) Las características propias de cada sistema constitucional 
condicionan de manera decisiva los remedios aceptables en el mis- 
mo. Así, el retraso de los efectos de las sentencias, dando un plazo 
al legislador, es una solución aceptable en Austria, pero no en Es- 
paña; la inconstitucionalidad sin nulidad tiene cobertura suficiente 
en Alemania, pero no en nuestro sistema; y lo mismo cabe decir 
del procedimiento específico para verificar la inconstitucionalidad 
por omisión, sólo admisible en Portugal (aunque este remedio no 
parece resultar muy Operativo). 


3) En consecuencia, y pensando más específicamente en el 
sistema español, una reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Cons- 
titucional permitiría la adopción de algunas soluciones que hasta 
ahora se han tomado forzando —o, simplemente, contradiciendo— 
las disposiciones de dicha ley: en concreto, la inconstitucionalidad 
sin nulidad, remedio que parece adecuado en varios supuestos, 


A 
la reparación unilateral cuando sólo sea posible una solución constitucional, 
o cuando un caso concreto pueda resolverse con la aplicación directa de la 
Constitución. 
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encontraría con tal reforma la cobertura legal necesaria, que hoy 
no puede tener de acuerdo con el artículo 39.1 L.O.T.C.. Parece 
que la doctrina mayoritaria se pronuncia a favor de esa reforma'”” 
A mi juicio, dicha modificación no necesariamente debería intro- 
ducir de manera expresa todos o la mayoría de los remedios que 
hemos analizado. Por un lado, algunos podrían estimarse inade- 
cuados en nuestro sistema (por ejemplo, el recurso frente a las 
omisiones del legislador, o incluso el aplazamiento de los efectos 
de la sentencia, justificado en un sistema como el austríaco, que 
siempre ha partido de los efectos ex nunc de las sentencias que 
declaran la inconstitucionalidad). Y por otro lado, las situaciones 
en las que puede apreciarse una omisión relativa son demasiado 
variadas como para pretender prever todas ellas vía legislativa. 
Por ello, más bien bastaría con una reforma que modulara el actual 
rigor con que vienen configurados en nuestro sistema los efectos 
de las sentencias estimatorias, permitiendo la declaración de mera 
incompatibilidad*??, y la matización de los efectos retroactivos de 


127. Véase, al respecto, la encuesta contenida en el número 4 de la revista Teoría 
y realidad constitucional (monográfico sobre el Tribunal Constitucional), con 
el título “Cuestionario sobre la reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Cons- 
titucional”. Peguntados varios autores y profesores sobre la conveniencia de 
la reforma del artículo 39.1 L.O.T.C., se pronuncian expresamente a favor de 
la misma seis de los ocho encuestados (en concreto, ARAGÓN, M.; GABALDÓN, 
J.; García Roca, J.; GIMENO, V.; LÓPEZ GUERRA, L. y RODRÍGUEZ BEREJO, A.). 


128. En este sentido, Punser, R., “Las sentencias declaratorias...”, cit., p. 47, se- 
ñala que el artículo 39.1 L.O.T.C. debe reformarse para prever que las 
sentencias estimatorias puedan contener: a) la declaración de inconstitucio- 
nalidad y nulidad o, cuando fuere preciso, la de simple inconstitucionalidad 
de los preceptos impugnados; y b) tratándose de leyes del Estado, la declara- 
ción de inaplicabilidad directa de dichos preceptos en el ámbito territorial 
de una o varias Comunidades Autónomas. En cuanto a los efectos retroacti- 
vos, Punser considera conveniente que el artículo 40.1 especificase la 
resistencia de los actos administrativos firmes anteriores a una sentencia 
estimatoria, 
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las sentencias, y dejando al Tribunal la concreción de dichos efec- 
tos en cada caso concreto en que ello sea necesario. 


4) Pero la conveniencia de dar cobertura a soluciones bilate- 
rales como la inconstitucionalidad sin nulidad no implica que éstas 
resulten preferibles sobre las sentencias aditivas con carácter ge- 
neral, No creo que las sentencias aditivas puedan descalificarse de 
manera absoluta como solución frente a las omisiones inconstitu- 
cionales. Si bien las soluciones bilaterales en general parecen 
resultar más respetuosas con la libertad de configuración del le- 
gislador, también es cierto que dichas opciones suelen ser menos 
respetuosas con la plena e inmediata efectividad de los mandatos 
constitucionales, cuyas consecuencias retrasan o posponen, inclu- 
so a veces sine die; y, por otro lado, estas soluciones conllevan en 
ocasiones importantes problemas respecto a la regulación que ha 
de darse a los casos concretos en el inevitable período transitorio 
hasta la intervención del legislador. Por tanto, aunque habrá su- 
puestos en los que la solución de las sentencias aditivas no resulte 
la más adecuada; también podrán encontrarse casos en los que 
resulte una solución equilibrada respecto a los valores en juego 
(respeto al legislador, necesidad de no demorar las consecuencias 
derivadas de la Constitución). 


Pero la afirmación de que las sentencias aditivas son un ins- 
trumento legítimo —o al menos, preferible sobre otros— en algunas 
situaciones, requiere una justificación más detenida. En realidad, 
en los dos últimos capítulos de este trabajo ya hemos ido estable- 
ciendo las premisas que nos permiten llegar a esta conclusión, 
pero conviene recapitular y detenerse en esta idea. 


2.3.3 Sentencias aditivas y función legislativa 


Desde luego, un primer análisis de las sentencias aditivas — 
y, justo es reconocerlo, también un análisis más profundo que parta 
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de premisas diferentes a las aquí defendidas — parecería apoyar la 
idea de que las mismas suponen una función materialmente legis- 
lativa. Sì una sentencia afirma que una disposición legal es 
inconstitucional “en cuanto no prevé” algo, y la misma es autoapli- 
cativa, lo cierto es que podría entenderse que la decisión añade al 
precepto ese “algo” no previsto. Lo cual sólo puede hacer el legis- 
lador, 


Pero un análisis más profundo, que parta de las bases que 
hemos ido estableciendo a lo largo de este trabajo, ha de llegar a 
conclusiones diferentes, o al menos no puede admitir la conclu- 
sión apuntada con carácter general. Ya hemos examinado con 
detenimiento el funcionamiento de las sentencias aditivas y sus 
diversos supuestos; conviene ahora volver a separar el análisis de 
cada uno de ellos. 


En primer lugar, en el supuesto de las sentencias aditivas 
que proceden a la interpretación extensiva o analógica de la nor- 
ma cuestionada, parece que los problemas de invasión de 
competencias legislativas no son tales. Si se entiende que el Tri- 
bunal puede interpretar la ley con el objeto de señalar cuáles de 
sus sentidos son constitucionales y cuáles no, podrá afirmar que la 
ley sólo es constitucional si se interpreta extensivamente. El caso 
no es diferente al de una sentencia interpretativa en sentido es- 
tricto, que es lo que son realmente este tipo de sentencias aditivas 
(y cuya forma deberían adoptar, y en ocasiones adoptan). A esta 
idea responden aquellas justificaciones de las sentencias aditivas 
que parten de que las mismas realizan una labor de “integración” 
de la ley'**. 


U 


129. PicarDI, N., "Le sentenze 'integrative'...”, cit., p. 620, destaca dos orienta- 
ciones que tratan de justificar esta actuación, bien como una forma de colmar 
lagunas en clave de interpretación, o bien como una integración de la norma 
a la luz de los valores; y el propio Picarbi explica después lo que él denomina 
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En todo caso, cuando el Tribunal entienda que el precepto 
legal ha de aplicarse por analogía al supuesto no contemplado ex- 
presamente, deberán respetarse los límites de la interpretación 
analógica, que por lo que ahora nos interesa, y según señala Ez- 
QUIAGA GANUZAS**” son: 1) la analogía no es posible cuando los su- 
puestos no guardan semejanza o similitud; 2) la aplicación analógica 
es incompatible con el derecho a la legalidad penal; 3) la analogía 
no es posible cuando el legislador ha pretendido regular restricti- 
vamente una materia (en mi opinión, tal es el caso de las ex- 
clusiones implícitas); 4) la analogía no es utilizable para restringir 
derechos; 5) a un supuesto no es posible aplicarle extensivamente 
una regla que no pertenezca a su “ámbito de analogía”. 


La cuestión ha de centrarse, por tanto, en las sentencias adi- 
tivas de inconstitucionalidad parcial o, dicho de otro modo, en las 
que se pronuncian sobre una disposición legal de la que deriva 
una exclusión implícita inconstitucional. Podríamos afrontar la crí- 
tica de que las mismas suponen una actividad materialmente 
legislativa, con el argumento de que simplemente declaran la in- 
constitucionalidad y nulidad de una norma implícita. Y, desde luego, 
esto es lo que venimos sosteniendo y reiteramos ahora, de manera 
que su función es, al menos en este aspecto, puramente negativa 


“sentencias integradoras” como una forma de colmar lagunas técnicas pro- 
ducidas por conceptos indeterminados. Pero, en mi opinión, esta explicación 
sólo es válida respecto a las sentencias aditivas de extensión o analogía. 


130. EZQUIAGA GANUZAS, F. J., La argumentación en la justicia constitucional espa- 
ñola, Op. cit., pp. 56 y ss. 


131. Ezquiaca señala también (La argumentación..., cit., p. 59), la limitación con- 
sistente en que "no se puede suplir por vía analógica la falta de desarrollo 
legal”. Pero, aparte las dudas que puede plantear este límite, no es aplicable 
al problema de las sentencias aditivas en sentido estricto, ya que las mismas 
se enfrentan a la analogía en el plano de la ley, y el límite apuntado se refiere 
a las normas de desarrollo de la ley. 
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y no positiva. La anulación de esa norma implícita permite que el 
precepto incluya lo que su texto no contemplaba expresamente, y 
excluía implícitamente. Como antes hemos apuntado, la anulación 
de la exclusión implícita tiene como consecuencia inmediata la 
inclusión, igualmente implícita. 


Ahora bien, ambos momentos (anulación-extensión) son con- 
ceptualmente separables. MOrTATI ha destacado esta separación, 
afirmando que el juicio sobre la omisión nunca es puramente ne- 
gativo; pero entiende que, justificada la inconstitucionalidad de la 
omisión, no puede condicionarse la misma a que sus efectos sean 
reductores o extensivos, de manera que la laguna creada debe 
colmarse por los medios ordinarios**?. En cambio, ZAGREBELSKY, tras 
separar los dos “momentos”, entiende que a la Corte le correspon- 
de la anulación de la norma, pero no lo que él denomina la “pro- 
ducción legislativa”**, A mi juicio, aunque muchas veces la 
“extensión” pueda producirse de forma casi automática, las exi- 
gencias constitucionales han de estar presentes y justificar tanto 
la inconstitucionalidad de la norma de exclusión, como el modo y 
las consecuencias que derivan de la extensión. 


CRISAFULLI ha sintetizado con precisión el funcionamiento de 
estas sentencias, atendiendo a ambos momentos, señalando que**: 
1) la Corte puede declarar inconstitucional un fragmento ideal de 
una norma; 2) declarando la inconstitucionalidad de una omisión 
legislativa, la sentencia extiende otra norma vigente, removiendo 
un obstáculo para su aplicación a las categorías excluidas; o bien 
3) la sentencia realiza un procedimiento de integración por recur- 
so a los principios, colmando la laguna con base en los principios 


132, Mortan, C., “Appunti per uno studio...”, cit., p. 150, 
133. ZAGRERELSKY, G., La giustizia, cit., p. 306. 
4 


.CrusaruLts, V., “La Corte costituzionale ha vent'anni”, cit., p. 84. 


Escaneado con CamScanner 


SENTENCIAS INTERPRETATIVAS Y RELACIONES ENTRE... 427 


generales o en la propia norma constitucional vulnerada. En am- 
bos casos, si se quisiera decir que ello supone crear nueva legislación 
(lo que propiamente no es), se trataría de una legislación —sí- 
guiendo la expresión de CRISAFULLI que ha hecho fortuna— a rime 
obbligatte'*”. Es decir, que son las exigencias constitucionales las 
que imponen la “adición”, bien directamente, o bien mediante la 
extensión de la norma vigente en el ordenamiento. En sentido 
parecido, se ha señalado que, si la disciplina a adoptar frente a una 
omisión del legislador no deriva directamente de los preceptos 
constitucionales, existiendo una multiplicidad de soluciones, la 
intervención de la Corte invadiría la esfera de elección política del 
legislador'*?; o bien, que la solución debe venir impuesta por la 
lógica del sistema!””, o que es presupuesto para la adopción de una 
sentencia aditiva la realización del único modo de disciplina cons- 
titucionalmente adecuado, sin que exista “alternativa de 
solución”***; es decir, que no existan varias alternativas viables 
para colmar la laguna***, que requerirían el ejercicio de una opción 
política correspondiente a la discrecionalidad del legislador*”. 


La propia Corte constitucional italiana ha recogido esta idea, 
afirmando expresamente que una decisión aditiva sólo puede con- 
sentirse “cuando la solución adecuadora no deba ser fruto de una 
valoración discrecional”, de manera que la Corte procederá en rea- 
lidad a “una extensión lógicamente necesitada y con frecuencia 
implícita en la potencialidad interpretativa del contexto normativo 
en el que se inserta la disposición impugnada”. Cuando, en cam- 


135. CRISAFULLI, V., "La Corte costituzionale...”, cit., p. 84; Lezioni..., cit., p. 408. 
136, Dunni, G., “L'oggetto...”, cit., p. 352. 

137. CERRI, A., Corso..., cit., p. 96. 

138. Ella, L., “Le sentenze additive...”, cit., p. 310. 

139, VECINA CIFUENTES, J., “Las sentencias 'aditivas'...”, cit., p. 484. 


140. Anumana Ruiz, M. A., “El control de constitucionalidad...”, cit., p. 178. 
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bio, sean admisibles "una pluralidad de soluciones, derivadas de 
varias posibles valoraciones, la intervención de la Corte no es ad- 
misible, correspondiendo la elección únicamente al legislador” !^!, 
En consecuencia, cuando se ha planteado a la Corte una cuestión 
que le pedía una sentencia “creativa” en presencia de una plurali- 
dad de opciones normativas para colmar la laguna derivada de la 
nulidad de la norma, las mismas han sido rechazadas por inadmi- 
sibles**?, 

Y es que, si bien en toda sentencia aditiva la anulación de la 
norma implícita deriva de la Constitución (en caso contrario, la 
sentencia sería sin duda alguna ilegítima), y ello exige siempre 
una extensión de los efectos normativos del precepto, el concreto 
alcance de dicha extensión no siempre deriva en todos sus deta- 
lles de la Constitución o del precepto cuestionado. La “extensión” 
no se produce siempre de igual modo, de manera que, junto a 
casos en los que los preceptos constitucionales imponen, junto a la 
anulación de la norma implícita, la aplicación concreta de determi- 
nados efectos normativos al supuesto antes excluido, pueden 
encontrarse otros en los que se planteen dudas respecto a la con- 
creción de dichos efectos, o a la propia definición del supuesto de 
hecho. Veamos con más detalle los distintos supuestos. 


1) Muchas veces, de las exigencias constitucionales deriva 
la anulación de la norma implícita de exclusión, y una extensión 
automática de los efectos concretamente previstos en la disposi- 
ción impugnada al supuesto no previsto. Este supuesto se dará en 
muchos de los casos en que una ley prevé una regulación concreta 


141, Sentencia N.° 109, de 22 de abril de 1986; idea reiterada, por ejemplo, en 
sentencia N.° 125, de 27 de enero de 1988. 

142. ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., p. 304, con cita de jurisprudencia en este 
sentido. El autor considera que esta orientación está consolidada. En el mis- 
mo sentido, véase COLAPIETRO, C., "Le sentenze additive...”, cit., pp. 90 y Ss. 
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y suficientemente detallada para un supuesto o categoría, sin in- 
cluir en cambio otro supuesto o categoría que constitucionalrmente 
debe equipararse al previsto; en tal caso, el principio de igualdad 
exige dicha equiparación, la cual implica en realidad la extensión 
de ese régimen concretamente previsto en la ley. Sin perjuicio de 
que en ocasiones sea posible una futura modificación de ese régi- 
men para ambos supuestos o categorías —y dejando ahora de lado 
las posibles dificultades que pueden existir para “definir” a la ca- 
tegoría excluida—, en principio la extensión del régimen puede 
hacerse por el Tribunal Constitucional, sin que ello comporte mar- 
gen de elección o discrecionalidad alguno. Por ejemplo, si la 
disposición atribuye determinadas pensiones a las “hijas y herma- 
nas”, y la Constitución impone la inconstitucionalidad de la 
exclusión de “hijos y hermanos”?**, dicha inconstitucionalidad con- 
lleva de modo automático la extensión a ellos de las consecuencias 
jurídicas previstas en la ley, es decir, de las mismas pensiones 
previstas para las “hijas y hermanas”, y en idénticas condiciones. 
En estos supuestos, si se entiende que la Constitución impone la 
anulación de la exclusión implícita (la cuestión de si es preferible 
la inconstitucionalidad de la propia prestación o ventaja estableci- 
da expresamente ya ha sido tratada), creo que es admisible el uso 
de una sentencia aditiva. 


Podría argumentarse que incluso en este caso serían preferi- 
bles soluciones del tipo “inconstitucionalidad sin nulidad” o 
similares, para permitir al legislador una regulación diferente que 
no fuera discriminatoria (en el ejemplo que hemos puesto, una 
nueva regulación de las condiciones o requisitos para recibir la 
pensión, pero iguales para hombres y mujeres). Pero hay que se- 
ñalar que esta intervención siempre cabrá en el futuro mientras 


143. Tomamos el ejemplo de la ya varias veces reiterada STC 3/1993, de 14 de 
enero. 
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respete todas las exigencias constitucionales, íncluso tra4 una merh- 
tencia aditiva, Hay que advertir que este instrumento resgyta y 
permite cualquier intervención posterior del legislador; la diferen- 
cia con otras fórmulas es que la sentencia aditiva ofrece una dudó 
inmediata (empezando por el proceso a quo), que por lo deriés es 
la solución conforme a la Constitución más respetuosa —ú ve giie- 
re, más “aproximada”— con la voluntad expresa del legislador, 23 
como con la voluntas legis. Por ello me parece el instrumento ade- 
cuado en estos casos de "única solución posible” para mamenz 
constitucionalidad del texto impugnado, Otra cosa e3 que, eriden- 
temente, existan otras soluciones posibles aprobando nueyas 
disposiciones legales que regulen el asunto de manera diferente: 
ello siempre le está permitido al legislador (con una sentencia adí- 
tiva, con una declaración de inconstitucionalidad sin nulidad, o sin 


sentencia alguna). 


Y 
D 


2) Pero sucede que en ocasiones, las exigencias constitucio- 
nales no pueden traducirse en una regulación concreta unívoca o 
indubitada, sino que exigen sólo la plasmación de un principio 
general, permitiendo en el caso concreto alternativas. Ello suele 
suceder cuando lo omitido por la ley no es la inclusión en una 
regulación concreta de otro supuesto (en virtud del principio de 
igualdad), sino cualquier otra exigencia derivada de un principio o 
precepto constitucional, que sin embargo no puede concretarse 
más desde el punto de vista de la norma fundamental. O incluso 
es posible que estén claras las consecuencias jurídicas que han de 
extenderse, pero la Constitución permita dudas respecto a la pro- 
pia concretización del supuesto de hecho. Dentro de este supuesto, 
me parece que cabe distinguir aún dos situaciones: 


a) En primer lugar, puede suceder que el principio derivado 
de la Constitución, cuya plasmación concreta admite diversas al- 
ternativas, permite sin embargo una cierta aplicación inmediata 
por los jueces y tribunales en la solución de casos concretos, antes 
de la intervención legislativa. En este supuesto la solución más 
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correcta sería una sentencia “aditiva de principio”, a las que nos 
referiremos un poco más adelante. 


Un supuesto similar es aquél en el que lo que permite diver- 
sas opciones es la concreción no del régimen aplicable, sino del 
propio supuesto de hecho no previsto en la ley, que sin embargo 
viene definido en sus líneas generales por el principio de igualdad. 
Tal sería el caso de la ley que se refiere al matrimonio debiendo 
constitucionalmente incluir también a la “convivencia marital y 
estable”. Este supuesto admite diversas posibilidades de concre- 
ción (por ejemplo, por lo que afecta a los requisitos para que se 
entienda que existe "estabilidad”...) que podría llevar a cabo el 
legislador. Pero en este caso su intervención no resulta necesaria, 
ya que los jueces y tribunales, en la solución de cada caso concre- 
to, pueden entender si se dan o no las condiciones para hablar de 
“convivencia marital y estable”***. 


b) En otras ocasiones, la Constitución exige, junto a la nuli- 
dad de la norma implícita, la actualización o desarrollo de los 
principios constitucionales, pero la misma permite diversas opcio- 
nes, sin que sea posible ni siquiera una aplicación “provisional” y 
genérica de los principios constitucionales antes de que el legisla- 
dor intervenga. Normalmente se trata también de casos en los que 
lo “omitido” o “implícitamente excluido” es la realización de un 


144. A este respecto, puede señalarse que a la sentencia aditiva que declaró la 
inconstitucionalidad del artículo de la Ley de Arrendamientos Urbanos que 
incluía el matrimonio, pero no la convivencia marital y estable, entre los 
supuestos de subrogación mortis causa (la ya comentada STC 222/1992, de 
11 de diciembre), ha seguido otra sentencia del propio TC, en amparo, afir- 
mando que "a los fines de la protección constitucional de quienes conviven 
more uxorio es suficiente la existencia de una unión estable; pues al ser el 
elemento esencial la libre voluntad de sus componentes, hace que sean irre- 
levantes las circunstancias o motivaciones que han podido determinar tanto 
la constitución como el mantenimiento de esa unión no matrimonial” (STC 
47/1993, de 8 de febrero, f.j. 4). 
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principio constitucional general, que admitiría su realización me- 
diante diversas consecuencias jurídicas. Por ejemplo, tal sería el 
caso de la ley que regula el impuesto de la Renta imponiendo la 
acumulación de las rentas de la unidad familiar, y excluyendo por 
tanto cualquier posibilidad de sujeción separada de los miembros 
de dicha unidad'*. La ley es discriminatoria porque no prevé esa 
posibilidad; ahora bien, existen diversas opciones para regular esa 
posibilidad sin incurrir en discriminación, de manera que no pue- 
de el Tribunal proceder a dicha regulación sin excederse de sus 
competencias. Otro supuesto sería la ley que no prevé interven- 
ción alguna de las Comunidades Autónomas en defensa de su 
competencia de protección del medio ambiente***; la ley es incons- 
titucional por dicha omisión, pero la sentencia que así lo declare 
no puede regular dicha intervención, ya que la misma puede arti- 
cularse de diversas formas, y no corresponde al Tribunal la elección 
entre ellas. En estos supuestos, y otros similares, una sentencia 
aditiva resultaría inadecuada, e implicaría ciertamente un exceso 
en las funciones del Tribunal, con invasión de la competencia le- 
gislativa. Por ello, estos son a mi juicio supuestos que han de 
resolverse mediante la declaración de inconstitucionalidad sin 
nulidad. 


En suma, la elección entre sentencias aditivas y otras solu- 
ciones frente a las omisiones legislativas está condicionada por las 
características propias del supuesto concreto de omisión. La sen- 
tencia 40/1998 pone de manifiesto esta diversidad de supuestos 
incluso en una misma ley, al declarar, por un lado, la inconstitucio- 
nalidad de varios preceptos “en la medida en que no prevén 
intervención alguna de las Comunidades Autónomas en defensa 
de su competencia de protección del medio ambiente”, señalando 


145. Es el supuesto analizado en la STC 45/1989, de 20 de febrero. 
146. STC 40/1998, de 19 de febrero. 
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en la fundamentación que “en estos casos las Comunidades Autó- 
nomas deben tener un cauce para intervenir, que acaso pudiera 
ser un informe previo (...) pero cuya determinación concreta, en- 
tre las varias posibles, no es función de este Tribunal”. Estamos 
ante un claro supuesto de competencias confluyentes sobre el mis- 
mo medio físico, cuya articulación debe hacerse a través de 
soluciones de cooperación entre las Administraciones afectadas, 
soluciones que, al ser por completo ignoradas en la norma que se 
impugna, acarrea la inconstitucionalidad de esta última”*”. Pero, 
por otro lado, la misma sentencia declara la inconstitucionalidad 
de otro precepto “en cuanto no dispone el envío de la información 
en él citada a la Comunidad Autónoma en la que radique el puer- 
to”, y en este caso la fundamentación no señala que deba realizarse 
ninguna determinación concreta de la misma, que pudiera exce- 
der de las funciones del Tribunal. Y es que la omisión de prever el 
envío de una información no parece admitir muchas posibilidades 
de articulación, mientras que la ausencia de previsión de toda for- 
ma de intervención de las Comunidades es una omisión que permite 
varias opciones para su “subsanación”. 


De todas formas, como ya hemos indicado, la elección entre 
las sentencias aditivas y otros instrumentos depende también de 
otros factores, como las características propias de cada sistema de 
control de constitucionalidad, de forma que existen "razones es- 
tructurales” para elegir una u otra solución!'**. En el caso español, 
ni la Constitución ni la L.O.T.C. prevén expresamente ninguno de 
los remedios contemplados, pero en el caso de la inconstituciona- 
lidad sin nulidad, existe el problema añadido de que la misma es 
contrario a lo dispuesto en el artículo 39.1 L.O.T.C. 


147. STC 40/1998, de 19 de febrero, f.j. 41. 


148. Sobre este aspecto, comparando el sistema italiano con el alemán, puede 
verse Eta, L., "Le sentenze additive...”, cit., pp. 307 y ss. 
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En fin, además de los apuntados, existen otros límites a la 
utilización de las sentencias aditivas, que probablemente se dedu- 
cen de cuanto llevamos expuesto en este trabajo, pero que podernos 
ahora sistematizar siguiendo a Vecina CIFUENTES“: 1) no deben 
utilizarse cuando sea posible una interpretación del enunciado le- 
gal conforme a la Constitución (por eso hemos señalado que las 
“sentencias aditivas de extensión” deben adoptar la forma de una 
sentencia interpretativa); 2) sólo resultarán operativas si la elimí- 
nación del precepto en su totalidad no resulta adecuada, al crear 
un vacío jurídico que permita situaciones más inconstitucionales 
que aquélla que intenta evitarse. 

A pesar de todo lo expuesto, habrá quien siga afirmando 
que, cualquiera que sea la construcción teórica utilizada para ex- 
plicar las sentencias aditivas, la misma no evita la conclusión de 
que estas sentencias “no se corresponden con el modelo de matriz 
kelseniana de legislación negativa”**”. Y desde luego ello es así en 
el sentido de que dicho modelo no preveía la posibilidad de decla- 
rar la inconstitucionalidad de una omisión. Pero ello no signif 
que toda fórmula para hacer frente a este problema constituya un 
exceso en las funciones del Tribunal; en mi opinión, no suponen 
tal exceso las sentencias aditivas cuando su uso se ajusta a todos 
los límites aquí señalados. En tal caso, la “parte extensiva” o re- 
constructiva de las mismas resulta justificada, y en modo alguno 
puede compararse al ejercicio discrecional del Poder legislativo, 
que corresponde al Parlamento. Los modernos sistemas de control 
de constitucionalidad han evolucionado (aunque todavía respon- 
den en buena medida al esquema kelseniano) para hacer frente a 
nuevos problernas. Y las sentencias aditivas son un instrumento 


149, Vecina CiruEnNTES, J., "Las sentencias ‘aditivas’ del Tribunal Constitucional y 
el respeto al legislador”, en Justicia, 1993, III-IV, pp. 483 y ss. 


150, Brcuams, M., “Brevi osservazioni...”, cit., p. 1245. 
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en este sentido, que tienen sus ventajas y sus inconvenientes; 
según hemos visto, en cada caso concreto “pesarán” más unos u 
otras, resultando más o menos adecuado su uso. Pero no creo que 
sea justo el intento de deslegitimarlas con carácter general. 


QI 


LAS SENTENCIAS ADITIVAS DE PRINCIPIO: UN MODE- 
LO QUE IMPLICA AL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, 
TRIBUNALES ORDINARIOS Y LEGISLADOR 


No debemos terminar el análisis de las relaciones entre Tri- 


bunal Constitucional, legislador, y órganos del poder judicial, sin 
hacer referencia'a un instrumento que en los últimos años se vie- 
ne utilizando en Italia para hacer frente a las omisiones legislativas, 
y que implica —de diversa forma— a los tres poderes. Nos referi- 
mos a las llamadas “sentencias aditivas de principio”*”*, aunque 


151. Sobre las sentencias aditivas de principio pueden destacarse, entre otros, 


los siguientes trabajos en la doctrina italiana: Dorso, G. P, "Le sentenze 
additive di principio: profili ricostruttivi e prospettive”, en Glurisrudenza 
costituzionale, 1999, fasc. 6, pp. 4111 y ss.; Anzon, A., "L additiva 'di prin- 
cipio” nei giudizi in via principale”, en Giurisprudenza costituzionale, 1993, 
pp. 890-891; de la misma autora, “A proposito dei controversi effetti di una 
additiva di principio 'anomala'”, en Giurisprudenza costituzionale, 1994, 
pp. 458 y ss.; “Un additiva di principio con termine per il legislatore”, en 
Giurisprudenza costituzionale, 1993, pp. 1785 y ss.; y “Nouve tecniche de- 
cisorie...”, cit, pp. 3205 y ss.; PinELLI, C., “Titano, l'eguaglianza e un nuovo 
tipo di ‘additiva di principio'”, en Giurisprudenza costituzionale, 1993. pp. 
1792 y ss.; D'Amico, M., "Un nuovo modello di sentenza costituzionale?”, en 
Giurisprudenza costituzionale, 1993, pp. 1803 y ss. (los tres trabajos últi- 
mamente mencionados se corresponden con comentarios a la sentencia N.° 
243 de 1993); de la misma autora, "Le insidie delle decisioni “di principio’ (a 
margine di una pronuncia sulla tutela delle lavoratrici matri nel caso di par- 
to prematuro”, en Giurisprudenza costituzionale, 1999, fasc. 3. pp. 2252 y 
Ss.; GIORGIS, A., "Indemnitá di disocupazione: una ‘additiva di principio' non 
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para referirse a este tipo de sentencias o a otros muy próximos se 
han utilizado diversas denominaciones, como “sentencias meca- 
nismo”, “sentencias-delegación” o “aditivas con parte dispositiva 
genérica” `", 

Con todo lo que las denominaciones tienen de variable e 
incierto, especialmente cuando proceden de la doctrina, podría- 
mos afirmar que las sentencias aditivas de principio se insertan en 
la categoría más genérica de las sentencias de indirizzo, si enten- 
demos por tales las que enuncian principios directivos dirigidos a 
asegurar la conformidad de la legislación a los preceptos de la Cons- 
titución’. Estas sentencias pueden ser de acogimiento o de 


vinculante per il legislatore?”, en Giurisprudenza costituzionale, 1995, I, 
pp. 565 y ss. Vespazianz, A., “Una sentenza additiva di principio riguardo allo 
‘sciopero’ degli avvocati”, en Giurisprudenza costituzionale, 1996, IV, pp. 
2718 y ss.; GuazzaRoTT, A., “La Corte costituzionale `a coloquio con se stes- 
sa”: Un additiva "con vincolo di risultato’ sull obiezione di coscienza al 
servizio militare”, en Giurisprudenza costituzionale, 1997, 1, pp. 395 y ss.; 
Poun, F, Gli effetti nel tempo delle sentenze di accoglimento della Corte 
costituzionale, cit., pp. 302-331; del mismo autor, “Effetti dì una sentenza 
additiva “di principio’ (compartanti maggiori spese) e giudizio di ragionevo- 
lezza: le esigenze del bilancio e la sempre maggiore imprevedibilitá dell “esito 
del giudizio di costituzionalità”, en Giurisprudenza costituzionale, 1996, IV, 
pp. 2184 y ss. Muy interesantes son también las consideraciones de Roms0- 
u, R. en "La tipología...”, cit., pp. 74 y ss.; y en “Italia...”, cit., pp. 123 y ss. 

152. Estas son las denominaciones que menciona Rosou, R., “Italia”, cit., p. 
123. La última de las denominaciones citadas da título a la monografía de 
Paroni, G., La sentenza additiva a dispositivo generico, G. Giappichelli, Tu- 
rín, 1996. 


153. En este sentido, COLAPIETRO, C., “Le sentenze additive ...”, cit., pp. 93 y ss. 
De forma parecida, ZAGREBELSKY, G., “La Corte costituzionale...”, cit., p. 105, 
señala que las "sentencias-orientación”, sin crear por sí mismas derecho, 
tratan de orientar la elección de los órganos legislativos. Sobre las senten- 
cias-orientación puede verse la monografía de Pecoraro, L., La Corte e i 
Parlamento. Sentenze-indirizzo e attività legislativa, Cedam, Padua, 1987. 
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rechazo, y en definitiva vienen a confundirse con las advertencias 
y recomendaciones (moniti) al legislador***, Dentro de esta cate- 
goria pueden distinguirse las “sentencias-delegación”, que declaran 
la inconstitucionalidad de la disposición, indicando el principio o 
principios que deberá contener una nueva ley!”*; es decir, señalan 
un principio general derivado de la Constitución, y que debe reali- 
zar el legislador. Al declarar la ilegitimidad constitucional de la ley, 
pero no proceder a colmar la correspondiente laguna, estas sen- 
tencias no son autoaplicativas, sino que necesitan una intervención 
posterior del legislador***. 


Suelen utilizarse las expresiones “sentencias aditivas de prin- 
cipio” o “sentencias aditivas con parte dispositiva genérica” como 
sinónimos de “sentencias-delegación”. Pero ahora nos interesa 
destacar que estas sentencias pueden permitir en ciertos supues- 
tos una aplicación del principio establecido por la Corte, por parte 
de los jueces y tribunales. Por ello, y de forma más precisa o espe- 
cífica, se ha definido a estas sentencias señalando que, si bien 
siguen la misma técnica de las sentencias aditivas, a diferencia de 
éstas no introducen una regla inmediatamente operante y aplica- 
ble, sino que fijan un principio general que debe ser actuado a 
través de la intervención del legislador, pero al que el juez puede 
ya, con ciertos límites, hacer referencia en la resolución de los 
casos concretos”, 


154. Véase, por ejemplo, ZAGREBELSKY, G., La giustizia..., cit., pp. 320 y SS.; MONTE- 
LLA, M., Tipologia..., cit., pp. 134 y ss. 


, 


155. PIZZORUSSO, A., “Las sentencias manipulativas...”, cit, pp. 293-294, quien 
menciona la sentencia N.° 225, de 10 de julio de 1974, relativa a la regula- 
ción legislativa del monopolio público de las trasmisiones radiofónicas y 
televisivas, como ejemplo de este tipo de decisiones. 

156. Véase MONTELLA, M., Tipología..., cit., p. 116. 


157. La definición está tomada de Romson, R., “Italia”, cit, p. 123; en el mismo 
sentido, “La tipología...”, cit., p. 75. Sin embargo, este autor afirma que la 
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No estamos, por tanto, ante sentencias unilaterales, sino ante 
decisiones que requieren la confluencia, junto al Tribunal, del le- 
gislativo, y también (al menos provisionalmente) de los jueces 
ordinarios, para colmar la laguna creada por la declaración de in- 
constitucionalidad. Sin embargo, la doctrina discute sobre el valor 
que ha de darse al “principio” establecido por la Corte, y en definì- 
tiva sobre el carácter autoaplicativo o no de estas decisiones. En 
cualquier caso, las aditivas de principio pueden permitir la colabo- 
ración de los jueces, que podrán, en general, aplicar a los casos 
concretos el principio constitucional, hasta que se produzca la in- 
tervención legislativa. Se configura así una nueva clase de 
colaboración entre la Corte, el Parlamento y los jueces, debiendo 
actuar cada uno de ellos en el ámbito de las competencias que le 
son reconocidas por el ordenamiento**. La adopción de una “aditi- 
va de principio” implica así que el legislador ha de elaborar una 
nueva disciplina conforme a la Constitución, y al tiempo encomienda 
a los jueces la labor de individualizar (hasta la intervención legis- 
lativa) la regla del caso concreto aplicable en lugar de aquella 
declarada inconstitucional'. Por tanto, y aun reiterando que la 
doctrina suele utilizar con un sentido similar las expresiones “sen- 
tencias-delegación” y “sentencias aditivas de principio”, me parece 
preferible reservar esta última expresión para referirnos a aque- 


“sentencia de inconstitucionalidad con delegación en el Parlamento”, es un 
subtipo de las aditivas de principio, y no al revés, En realidad, la apreciación 
de cuál sea el tipo genérico y cuál el especifico presenta algunas dificulta- 
des, y tampoco tiene excesiva trascendencia: lo importante es destacar que 
la sentencia aditiva de principio sería, en esencia, una sentencia de incons- 
titucionalidad con delegación que permite una cierta aplicación inmediata 
por los jueces del principio señalado. l 
158. Así lo destaca RomBOLI1, R., “La tipología...”, cit, p. 76. 


159. Romsou, R., “Italia”, cit., p. 123. 
160. En este sentido, por ejemplo, Pouri, E, Gli effettí..., ciè, p 3 1R 
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llas sentencias que permiten, hasta que se produce la interven- 
ción legislativa, una cierta aplicación judicial del principio genérico 
establecido en la sentencia; de manera que estas sentencias ten- 
Aran como características propias: un pronunciamiento 
formalmente aditivo, pero genérico; la necesidad de que el legisla- 
dor concrete o realice ese principio genérico; y la posibilidad de 
una cierta aplicación de dicho principio por parte de jueces y tribu- 
nales, hasta que se produzca la nueva intervención legislativa. En 
cambio, podríamos usar la denominación “sentencias-delegación” 
para referirnos a la categoría más genérica de todas aquellas deci- 
siones estimatorias que establecen un principio cuya concreción y 
desarrollo se reserva al legislador (aunque por encima de la elec- 
ción de denominaciones, lo que interesa es destacar que algunas 
sentencias aditivas “con dispositivo genérico” permiten una cierta 
aplicación judicial del mismo)'*!. 


161. Por lo demás, debe reconocerse la dificultad para distinguir las sentencias 
que permiten una aplicación provisional del principio por los jueces y tribu- 
nales, de aquellas otras sentencias que en modo alguno pueden ser aplicadas 
hasta la intervención legislativa. Y ello porque la Corte constitucional no 
señala explícitamente el tipo de decisión que adopta, e incluso suele abste- 
nerse de indicar si —y en qué medida— el principio que establece para su 
realización por el legislador— puede ser aplicado provisionalmente por jue- 
ces y tribunales. De manera que —salvo en los casos en que la Corte señale 
expresamente los criterios y formas de aplicación del principio— habrá que 
considerar, en cada caso, si el principio establecido permite una aplicación 
directa a los casos concretos, o si en todo caso es preciso esperar a la inter- 
vención legislativa. En suma, y más allá de las denominaciones, lo que nos 
interesa es destacar la existencia de sentencias aditivas con un fallo que 
establece como "parte aditiva” un principio genérico que debe seguir la pos- 
terior intervención legislativa, pero que en algunos casos podría ir aplicándose 
en cierta medida por jueces y tribunales, Este último rasgo las distingue de 
otras sentencias, que implican un período intermedio en el que la decisión 
no despliega efecto alguno. 
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Las aditivas de principio y las sentencias-delegación se han 
utilizado con cierta frecuencia por la Corte italiana en los años 90. 
En una sentencia de este tipo, de 1991, señaló que la declaración 
de inconstitucionalidad de la omisión legislativa, "al tiempo que 
deja al legislador, reconociendo su innegable competencia, la in- 
troducción y disciplina, también retroactiva, de tal mecanismo [se 
refiere a un mecanismo para asegurar la efectividad de la garantía 
de un derecho] en vía de norma abstracta, suministra ella misma 
un principio al cual el juez común está habilitado a hacer referen- 
cia entre tanto, para poner remedio a la omisión en vía de 
individualización de la regla en el caso concreto”**. Siguiendo este 
esquema, la Corte ha declarado, por ejemplo, la inconstitucionali- 
dad de la norma que no preveía un mecanismo de adecuación del 
importe nominal de los tributos pagados por las amas de casa (me- 
canismo cuya determinación concreta habrá de corresponder al 
legislador), o de las disposiciones que no preveían pruebas sanita- 
rias del virus de seropositividad como condición previa para el 
ejercicio de actividades que comportan riesgos para la salud de 
terceros, estableciendo al tiempo los principios que deberían se- 
guir esas pruebas, o de la ley reguladora del derecho de huelga en 
los servicios públicos esenciales, “en la parte en que no prevé, en 
el caso de abstención colectiva de la actividad judicial de abogados 
y procuradores, la obligación de un preaviso congruente y de un 
límite temporal razonable de la abstención, y tampoco prevé los 
instrumentos idóneos para asegurar las prestaciones esenciales, 
ni el procedimiento y las medidas consecuentes en caso de inob- 


servancia”**. 


162. Sentencia N.° 295, de 17 de junio de 1991. 

163. Las decisiones a que nos hemos referido son, respectivamente, las sentencias 
N.° 78, de 1993, N.° 218, de 1994 y N.° 171, de 1996. Esta última sentencia, 
relativa a la "huelga” de los abogados, ha sido objeto de varios comentarios 
interesantes; por ejemplo, Di Filippo, C., “Sui rapporti tra l'astensione 
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Desde luego, el uso de "sentencias aditivas de principio” no 
está en modo alguno exento de problemas. RomBoLI'” ha señalado 


dalle udienze degli avvocati e il diritto di sciopero alla luce della sent. N.° 
171 del 1996 della Corte costituzionale”, en Giurisprudenza costituzionale, 
1996, pp. 1586 y ss.; o VESPAZIANI, A., "Una sentenza addtiva di principio 
riguardo allo ‘sciopero’ degli avvocati”, en Giurisprudenza costituzionale, 
1996, IV, pp. 2718 y ss. Pueden citarse otras sentencias aditivas de principio 
o sentencias-delegación (hay que tener en cuenta que no siempre es fácil 
determinar en qué medida permiten la aplicación provisional del principio 
por jueces y tribunales): así RombBOLI, R., “Italia”, cit, pp. 124 y ss., menciona 
las sentencias 138/1993, o 243/1993 (considerada una decisión de inconsti- 
tucionalidad con delegación al Parlamento, y que, además de los principios 
que ha de seguir la intervención legislativa, señala plazos para ésta); 288/ 
1994; 285/1995. También pueden apuntarse, por ejemplo, las sentencias 
277/1991, y 455/1993, a las que se refiere el comentario de Anzon, A., "A 
proposito de controversi effetti...”, cit., pp. 458 y ss.. Igualmente puede con- 
siderarse “aditivas de principio” o “aditivas con parte dispositiva genérica” 
la sentencia N.° 421, de 18 de noviembre de 1991, que declaró la ilegitimi- 
dad constitucional de cierto artículo que establecía para quien, tras prestar 
servicio a tiempo completo por un cierto período, hubiera pasado después a 
horario reducido (encontrándose en esta situación al finalizar la relación), 
una indemnización basada en el último período, y por tanto menor que la 
establecida en el caso inverso (produciéndose en el primer caso una pérdida 
injustificada de indemnización, y en el segundo un lucro injusto); dicha ile- 
gitimidad se refería a “la parte en que” no preveía la proporcionalidad de la 
cantidad de la indemnización, no teniendo en cuenta el período trabajado a 
tiempo completo (cuando la relación terminaba a tiempo parcial), o el perío- 
do trabajado a tiempo parcial, en el caso inverso. O la sentencia 185/1998, 
de 20 de mayo, que declara la ilegitimidad constitucional de un combinado 
de artículos “en la parte en que no prevé” la distribución a cargo del servicio 
sanitario nacional de las medicinas empleadas en patologías tumorales, para 
las cuales está dispuesta la experimentación, a favor de quienes estén en 
condiciones de insuficiente disponibilidad económica, según los criterios 
establecidos por el legislador, con los límites objetivos, subjetivos y tempo- 
rales que la Corte establece en la motivación. Esta decisión es objeto de 
comentario por Anzon, A., “Modello ed effetti della sentenza costituzionale 
sul ‘caso Di Bella'”, en Giurisprudenza costituzionale, 1998, pp. 1528 y ss.; 
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que estos problemas prácticos se centran en tres ámbitos: 1) en el 
de los límites a su aplicabilidad, en tanto en cuanto no siempre 68 
técnicamente posible extraer un principio para indicar en la son 

tencia; si éste puede encontrarse, puede distinguirse todavia entro: 
a) el supuesto en que sea “determinable” por parte del juez (lo que 
plantea a su vez la duda de cómo es posible esta determinación 
por el juez, cuando el Tribunal ha considerado no poder hacerlo ól 
mediante una aditiva autoaplicativa, en cuanto la solución no se 
extraía directamente del ordenamiento); y b) el caso en que no sea 
determinable, lo que centra el problema en el “acuerdo” entro 
Corte constitucional y Parlamento., 2) En el ámbito relativo a su 
eficacia, el problema principal es que podrían producir un efecto 
de paralización, en aquellos supuestos en que, a pesar de la doci- 
sión, el juez no esté en condiciones de finalizar el proceso, teniendo 
en cuenta además que la disciplina declarada inconstitucional ya 
no es aplicable. 3) En fin, el tercer ámbito que plantea no pocas 
cuestiones es el de la necesidad, requerida por estas sentencias, 
de un mayor vínculo entre las decisiones de la Corte constitucional 
y el poder legislativo, lo que supone el establecimiento de meca- 
nismos de seguimiento y coordinación. 


O GIANGASPERO, P., “Il diritto alla salute e la sperimentazione clinica in una 
‘additiva di principio’ anomala”, en Giurisprudenza costituzionale, 1998, 
pp. 2.805 y ss. 

164. RomboLr, R., “Italia”, cit., pp. 126-127. 


165. ANZON, A. ha destacado los problemas que surgen en ocasiones en cuanto a 
la aplicabilidad por los jueces del principio enunciado en una aditiva do 
principio (en "L“additiva ‘di principio” nei giudizi in via principalo”, cit, p. 
891), y cómo en ocasiones la Corte parece excluir, en alguna decisión de este 
tipo, la producción de esos efectos aditivos directos provisionales (véase “A 
proposito...”, cit., p. 459), lo cual es criticado por la autora, que se muestra 
partidaria del carácter autoaplicativo (en el sentido provisional y limitado 
visto) de estas decisiones. 
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Me parece que la mayoría de estas dificultades se refieren 
principalmente a aquellos supuestos en que el principio derivado 
de la Constitución sea demasiado inconcreto o encuentre difícil 
aplicación directa, aun provisionalmente. En cualquier caso, las 
sentencias aditivas de principio presentan también innegables 
ventajas, constituyendo una "tercera vía” entre las aditivas puras 
y las soluciones bilaterales (inconstitucionalidad sin nulidad; in- 
constitucionalidad constatada, pero no declarada, etc.), que 
consigue evitar algunos de los problemas de éstas. Así, por un 
lado, permite evitar que, en aquellos casos en que la “solución 
constitucionalmente obligada” es genérica o se reduce a la aplica- 
ción de un principio, el Tribunal se exceda en sus funciones para 
no permitir el vacío normativo; y, por otro lado, soluciona —al 
menos parcialmente— los problemas que las soluciones bilatera- 
les provocan en el “período intermedio” (que puede prolongarse 
demasiado...) entre la decisión del Tribunal y la intervención le- 
gislativa, eludiendo en ese período la aplicación de una normativa 
inconstitucional, o la suspensión del procedimiento. Por ello creo 
que se trata de una solución a tener en cuenta al problema de las 
omisiones legislativas (o, incluso más allá, frente a las “lagunas” 
creadas por la propia decisión del Tribunal) aunque, como veni- 
mos insistiendo a lo largo de este trabajo, la solución más adecuada 
está condicionada por el tipo de supuesto, y por las características 
propias de cada sistema. Las aditivas de principio resultarían la 
solución más correcta para los casos en que no puede precisarse 
una rima obbligatta concreta y detallada, pero sí de forma genéri- 
ca, invocando un principio derivado de la Constitución, de manera 
que esa "solución obligada”, aun permitiendo diversas opciones, 
consienta una aplicación genérica provisional. 

Se trata de un tipo de decisión no adoptado formalmente en 
España, y cuyas posibilidades en nuestro sistema sería convenien- 
te explorar, teniendo en cuenta que no está más alejada de la 
regulación legislativa española que otro tipo de decisiones (todas 
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las que implican la no declaración de la nulidad), y que en ciertos 


casos resulta más respetuosa con el ámbito de aplicación del legis- 


lador**. 


166. Desde luego, aunque estrictamente no se han pronunciado sentencias aditi- 
vas de principio, no han faltado supuestos en los que se ha realizado un 
llamamiento al legislador que modifique la ley, y temporalmente a los jueces 
para que la apliquen según las exigencias constitucionales, en tanto se pro- 
duce dicha modificación. Aunque no declaró la inconstitucionalidad del 
precepto, un buen ejemplo puede ser la STC 3/1983, de 25 de enero, en cuyo 
fj. 5 el Tribunal afirma que "es posible que determinados aspectos de la 
regulación de la consignación para recurrir puedan incrementar la carga 
que ésta supone de manera tal que, sin convertirla en inconstitucional, sí 
resulta gravosa, en especial al venirse exigiendo que la consignación se haga 
necesariamente en metálico (...)”; “sería conveniente que el legislador, para 
superar la excesiva rigidez de la norma, reformara el artículo 170 y conexos, 
para que evitara la imposibilidad de recurso en supuestos de falta de medios 
o de simple falta de liquidez, a través, en este último supuesto, de medios 
conocidos y seguros empleados en la práctica económica —aval bancario, 
depósito de valores, etc.— (...)”; “con independencia de lo acabado de expo- 
ner y en tanto no se produzca la necesaria reforma legislativa, y a efectos de 
conseguir un tratamiento adecuado de dichas situaciones excepcionales (...) 
lo que resulta procedente realizar es que los Tribunales ordinarios y, en su 
caso, el Tribunal Constitucional, al decidir los recursos de amparo, efectúen 
una interpretación progresiva y casuística de acuerdo con el artículo 24 de 
la Constitución y con el contenido del artículo 3 del Código Civil, y especial- 
mente ponderando el artículo 119 de la Constitución, que (...) acoge entre 
otras posibles resoluciones la aceptación de medidas que puedan ser distin- 
tas a la estricta y gravosa consignación en metálico, cuando no existe una 
posibilidad material de efectuarla o suponga un grave quebranto (...)” En 
realidad, esta sentencia contiene en este aspecto todos los elementos de una 
aditiva de principio, con la única diferencia de que no se declara la inconsti- 
tucionalidad del precepto (para que fuera aditiva de principio, debería haberse 
declarado dicha inconstitucionalidad "en la parte en que” no prevé otros 
medios diferentes a la consignación en metálico...), 


Por otro lado, puede encontrarse alguna sentencia aditivas que contiene una 
parte “reconstructiva” genérica, cuya concreción corresponde al legislador; 
aunque, en este caso, no parece nada fácil una aplicación provisional por los 
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PR A 
jueces de la doctrina establecida por el Tribunal: así sucedería, por ejemplo, 
en la ya mencionada STC 40/1998, de 19 de febrero, en cuanto a la necesa- 
ria intervención de las Comunidades Autónomas en defensa de su 
competencia de protección del medio ambiente, que en este aspecto podría 
considerarse más bien una sentencia-delegación en sentido amplio, o una 
declaración de inconstitucionalidad sin nulidad. En cambio, en algún otro 
caso una sentencia aditiva que no requiere necesariamente la intervención 
posterior del legislador, si permite un margen de interpretación judicial a la 
hora de aplicar y concretar la “parte aditiva”; tal es el caso de la STC 222/ 
1992, de 11 de diciembre, en cuanto a la aplicación de los efectos previstos 
en la ley a “quien hubiere convivido de modo marital y estable” con el arren- 


datario fallecido. 
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